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PRESENTACIÓN a la 7.ª Edición

«Querer detener a la democracia parecería

entonces luchar contra Dios mismo»

A. de Tocqueville, La democracia en América

I.Como recordamos desde la primera edición, La Ley Electoral es la norma primaria de un Estado democrático en cuanto constituye el marco jurídico garantizador de la libre competencia por el poder entre las fuerzas políticas en presencia, cuya articulación procedimental es la elección como método especial de selección de los dirigentes y por ende de creación de los órganos representativos. No obstante, la elección -como método antitético del nombramiento, característico del régimen autocrático, según nos recuerda H. Kelsen (1) - , no se limita funcionalmente a asegurar la representación de los ciudadanos sino que trasvasa ese sentido en cuanto se inserta en el proceso de comunicación entre los gobernantes y los gobernados  (2) . Este proceso de comunicación permanente entre gobernantes y gobernados se funda necesariamente, ante el ideal irrealizable de la democracia directa, en la celebración de elecciones periódicas por sufragio universal, libre, directo y secreto, a las que concurren los ciudadanos para la determinación de una determinada opción política y del equipo que la sustenta. Los ciudadanos, a través del sufragio, coadyuvan, en cuanto miembros del Estado-comunidad, a la conformidad del Estado-aparato y, en consecuencia, a la integración funcional de toda la sociedad política. En el Estado democrático todos los poderes tienen como fuente inicial de legitimación el poder electoral  (3) , el pueblo en cuanto titular de la soberanía nacional (art. 1.2 de la Constitución Española), que realiza mediante las elecciones su aspiración de autogobierno en la forma de la democracia representativa en la que se complementan la democracia sustantiva con la democracia procedimental  (4) . El doble vínculo entre elecciones y democracia es traducido -por uno de los más consagrados especialistas contemporáneos, Dieter Nohlen- en estos términos: «las elecciones cimientan la certeza de que la representación política corresponde a la voluntad política del electorado expresada a través del voto; en igual medida este derecho se convierte en un instrumento técnico-jurídico para garantizar la democracia»  (5) .

Sobre las bases citadas, la Ley Electoral articula jurídicamente la organización del proceso electoral, es decir, da respuesta normativa a los problemas fundamentales que aquélla comporta: la definición de los actores del proceso electoral; la determinación de la fórmula electoral para traducir los puestos en escaños de modo neutral en orden a asegurar la fiel representación de la opinión; la delimitación de las circunscripciones o distritos electorales; la elaboración del censo electoral que refleje fielmente la composición del cuerpo electoral; la garantía de una administración y justicia electorales independientes del Gobierno; la disposición adecuada de la operación material de votación en orden a asegurar la universidad, libertad y secreto del sufragio; el establecimiento de una campaña electoral en que se cumplan los requisitos de libre comunicación de las ideas y de igualdad de oportunidades de las fuerzas concurrentes; la igualdad de acceso a los medios de comunicación de titularidad pública y la neutralidad de los poderes públicos durante la campaña  (6) . No existe una respuesta a estas cuestiones válida universalmente, es decir, independiente de todo tiempo o lugar, ajena a las condiciones históricas, políticas, sociales o económicas de un país. La Ley Electoral, como toda norma jurídica con pretensión de eficacia, se inserta en la realidad que pretende regir. Inserta en esa realidad, la Ley Electoral nace con dos vocaciones definidas: por un lado, la vocación de continuidad y permanencia, vocación de estabilidad que no está reñida, por supuesto, con la no menos exigente búsqueda de perfeccionamiento y actualización, de eficacia, autenticidad y transparencia; por otra parte, la vocación de legitimidad, lo que necesariamente exige que sea fruto del consenso o compromiso entre las principales fuerzas políticas, de modo que consenso y Ley Electoral han de entrecruzarse pues la legitimidad de la Ley Electoral deriva precisamente de la voluntad conjunta de los actores políticos  (7) . Para éstas y para el conjunto de los ciudadanos la Ley electoral ha de ser el instrumento apto para asegurar la celebración de elecciones libres, reales, pacíficas, abiertas, competitivas y disputadas (free and fair, como resume la doctrina anglosajona)  (8) , sin las cuales el Estado democrático deja de existir.

II. Ahora bien, la Ley electoral no agota, lógicamente, la configuración jurídica de los procesos electorales y no solamente por cuanto los de carácter refrendatario son regulados por una ley específica, sino porque a la misma se suma de modo necesario: a) La normativa complementaria de ejecución, desarrollo o aplicación. Esta normativa puede ser a su vez, coyuntural o permanente, en cuanto vinculada o no para cada proceso electoral convocado. b) La interpretación de la Ley Electoral y de su normativa complementaria, laboral encomendada, de una parte, a los Tribunales ordinarios, y en última instancia al Tribunal Constitucional, y, de otra, a la Administración Electoral, a través -en nuestro país- de las Juntas Electorales. Sin perjuicio del impulso gubernamental del proceso electoral han de ser órganos independientes del Ejecutivo, y no sujetos a directrices partidistas, los que resuelvan todas las cuestiones de hecho y de derecho que se susciten, velando por el cumplimiento de lo dispuesto en la normativa electora, en el que se integran sus decisiones, es decir, sus sentencias, instrucciones, resoluciones o acuerdos.

Sobre estos pilares se configura el ordenamiento electoral, cuya codificación pretende esta obra, que afronta su séptima edición. En contadas ocasiones tienen los autores españoles la oportunidad de contemplar la subsistencia de su obra, diseñada con el mayor rigor y, al mismo tiempo, con el fin cierto de alcanzar la más amplia difusión. Con el Código Electoral, cuya andadura iniciamos en 1989, lo hemos conseguido. Es verdad que en algún momento aparecieron en el mercado editorial algunas regulares imitaciones y también que algunos estudios han omitido su cita, pero también a ellos les estamos agradecidos, aunque obviamente más a todos aquellos que edición tras edición (coincidiendo casi siempre con la convocatoria de las elecciones locales y autonómicas) nos han sido fieles e incluso se han puesto en contacto con la Editorial, para saber la fecha exacta en que se iniciaba la distribución.

III. Los factores de la realidad jurídico-política española que, en 1989, nos permitían afirmar que «refuerzan la oportunidad de este Código Electoral» subsisten y nos permiten su recuerdo con muy leves matizaciones.

Nuestro sistema constitucional -en coherencia con su configuración como «Estado social y democrático de Derecho» (art. 1.1 CE) en el que «la soberanía nacional reside en el pueblo español, del que emanan los poderes del Estado» (art. 1.2 CE)- ha generalizado las llamadas al electorado para que elija a los titulares de los órganos representativos o manifieste su voluntad sobre la adopción de textos u otras decisiones políticas. En la práctica, la generalización de procesos electorales -generales, autonómicos, municipales, europeos, etc.- se traduce en la celebración, por regla general, de alguna consulta cada año, a pesar de la intención, manifestada en ocasiones, de procurar, en los casos en que resulte jurídicamente posible, su realización simultánea. Sólo se ha alcanzado la agrupación de las elecciones locales y de las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla (además de los Cabildos Insulares, las Juntas Generales de los territorios históricos y, a partir de la reforma del Estatuto de las Islas Baleares, los Consejos Insulares) con las de trece de las diecisiete Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, tras la reforma electoral de 1991. Sólo circunstancialmente se ha producido la acumulación de convocatorias, con lo que la historia electoral española ha sido especialmente intensa desde 1977; desde entonces hasta hoy no ha transcurrido un año sin, al menos, unas elecciones, llegándose en 1979 y 1986 a celebrarse hasta cuatro consultas de naturaleza diferente. Un viejo socialista declaraba, al final de la Restauración, que «en España, después de los toros, nada embriaga más que las elecciones».

Cada proceso electoral, junto al importante despliegue de medios materiales que desencadena, pone en acción a toda una diversa gama de sujetos afectados: Administraciones Públicas -del Estado, de las Comunidades Autónomas y de las Corporaciones locales-, Administración Electoral -Junta Electoral Central, Juntas Electorales Provinciales y Locales y, en su caso, de Comunidad Autónoma-, Tribunales, formaciones políticas, Servicios de Correos, Servicio Exterior, Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, etc. El proceso, además, tiene una duración media aproximada de dos meses, a la que hay que añadir la correspondiente a los procedimientos de garantía y control posterior: básicamente, el recurso ante la JEC del art. 108.3, el recurso contencioso-electoral y, en su caso, de amparo, y el control de la contabilidad electoral por el Tribunal de Cuentas.

En ese período, la Ley Electoral fija los plazos en que deben sustanciarse los diferentes trámites del iter electoral. Dichos plazos tienen como características comunes su carácter preclusivo y la extrema brevedad de su duración.

Pues bien, en esos fugaces y definitivos plazos deben resolverse cuestiones de interpretación jurídica de indudable relieve en nuestro ordenamiento constitucional. Cuestiones que afectan tanto a la vigencia real y efectiva de nuestra configuración política como Estado social y democrático de Derecho, cuanto a la garantía de los derechos fundamentales y libertades públicas reconocidos constitucionalmente (singularmente, el derecho a la participación política y el derecho de acceso a los cargos públicos consagrados en el art. 23). Así, por ejemplo, los representantes y apoderados de las candidaturas disponen de un plazo de dos días para presentar reclamaciones y protestas contra el escrutinio general, las cuales deben ser resueltas por la Junta Electoral competente en el plazo de un día (art. 108 LOREG); el plazo para interponer el recurso contencioso-electoral de tres días y al día siguiente de su presentación el Presidente de la Junta Electoral ha de remitir junto con el escrito de interposición y el expediente electoral un informe en que fundamente el acuerdo impugnado (art. 112 LOREG). Ejemplos como éstos se encuentran en todo el articulado de la Ley Electoral. Más aún, la práctica exige la solución inmediata de cuestiones para las que, en principio, no se fija un plazo determinado por la Ley Electoral. Tal es el caso de las consultas que las Juntas Electorales inferiores dirigen a las superiores. La dificultad que en ocasiones se tiene para, en tan breve plazo, poder consultar la normativa complementaria y los precedentes en la doctrina de la Junta Electoral Central y en la jurisprudencia, es algo que hemos comprobado personalmente en nuestra actividad profesional, como Letrados de las Cortes Generales adscritos a la Junta Electoral Central. Y a la vez, lo que nos ha impulsado a elaborar este Código, conscientes de la utilidad que puede entrañar el disponer de una obra que recoja de manera sistemática, junto al texto de la Ley Electoral y de la de Referéndum, sus concordancias, la normativa complementaria y la normativa autonómica, la doctrina de la Junta Electoral Central y la jurisprudencia del Tribunal Constitucional, del Tribunal Supremo y, de los Tribunales Superiores de Justicia y de las Audiencia Provinciales sobre cada precepto. Distinto es que hayamos conseguido nuestro objetivo, aspecto éste que no nos corresponde a nosotros valorar, aunque la aceptación de las anteriores seis ediciones nos hace sentirnos optimistas.

Se trata, en suma, de una obra con una indudable pretensión práctica, dirigida a todos aquellos que de una manera u otra deben aplicar la Ley Electoral o la de Referéndum. De manera expresa hemos renunciado a la inclusión de opiniones doctrinales o a la incorporación de nuestro parecer sobre los problemas que se apuntan en la obra. El objetivo perseguido es otro. Existen ya importantes trabajos doctrinales y, por el contrario, no existe una recopilación sistemática y al día de toda la normativa de desarrollo y concreción de la Ley Electoral y de la Ley de Referéndum, junto a la doctrina mantenida por el máximo órgano de la Administración electoral y a la jurisprudencia elaborada por los Tribunales de Justicia y por el Tribunal Constitucional. Más aún, por las dificultadas de conocer algunos de estos aspectos, pero también de ordenarlos, de sistematizarlos y de extraer su contenido nuclear, lo que requiere un alto grado de especialización, que en nuestro caso ha sido fruto de la cercanía a la temática electoral desde la Junta Electoral Central en la que, como Letrados y como amigos, nos sentimos deudores de una personalidad única por su inteligencia, por su convincente oratoria, por su finura jurídica, tan elevada como su ironía y su magnífico humor. Hablamos de Ramón Entrena Cuesta. Si alguna vez se escribe la historia del órgano supremo de la Administración Electoral serán prescindibles muchos nombres, pero uno no podrá faltar a riesgo de hacer irreconocible al órgano garante de la limpieza de las elecciones. En esta nueva edición queremos reiterar nuestro homenaje y agradecimiento al jurista y al amigo, que siempre nos animó a escribir esta obra que él hubiera concluido con los ojos cerrados o, quizás dictándola pues de tal manera la tiene grabada en su cabeza.

IV. La obra está cerrada a 15 de febrero de 2011. Hemos incluido las dos importantes reformas de la LOREG aprobadas mediante las Leyes Orgánicas 2/2011, y 3/2011, ambas de 28 de enero (BOE del 29). Sobre ello es preciso advertir que en los artículos modificados, por regla general, se ha mantenido la legislación, doctrina y jurisprudencia acuñada hasta ese momento, por tanto antes de esa reforma, aunque en algún caso pueda parecer incongruente (como sucede con la supresión del artículo 190 de la LOREG, con el procedimiento de voto en las elecciones locales de los residentes en el exterior, en el que se mantiene la doctrina y jurisprudencia con la vigencia del art. 190 ahora derogado). Dada la fecha de aprobación de la reforma legal y la perentoria necesidad de que esta edición pueda aparecer antes de la convocatoria de las elecciones locales y autonómicas de 22 de mayo de 2011, hemos preferido mantenerla y dejar para una próxima edición su revisión completa.

Por otra parte, la obra mantiene la sistemática seguida desde la 1.ª edición: se estructura en torno al articulado de dos textos legislativos: la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de Régimen Electoral General, con todas sus modificaciones, incluidas las dos últimas de enero de 2011 y la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, reguladora de las distintas modalidades de Referéndum (modificada por las exigencias políticas y, en concreto, estatutarias del momento, por la Ley Orgánica 12/1980, de 16 de diciembre). En cada artículo o disposición de dichas leyes se incluyen, en la medida en que tengan algún contenido, los siguientes apartados:

a) Concordancias: relativas tanto a la Constitución Española (se indica entonces «CE») como a otros preceptos de la Ley (se indica únicamente el artículo). En la Ley de las distintas modalidades de Referéndum se ha estimado oportuno incluir también, por las continuas remisiones que en aquélla se hacen, las concordancias por preceptos de la Ley Electoral (indicándose después del artículo concordante «LOREG»). La adecuación de este apartado se hace por materias, siguiendo el tenor literal del texto del artículo de referencia.

b) Normativa complementaria: se incluye aquí la normativa estatal y, cuando procede, la comunitaria europea de desarrollo y aplicación de la Ley. Este apartado de normativa complementaria se ha depurado en esta última edición. Se ha mantenido en relación con cada precepto la referencia a las disposiciones correspondientes si bien para facilitar el manejo de la obra no se reproduce a continuación el texto completo sino que se incluye al final en un Anexo normativo ordenado mediante parágrafos para facilitar la localización. Se reduce así la parte sustantiva del Código, quizás abultada excesivamente por la ingente acumulación de la normativa de desarrollo, con lo que resulta más fácilmente legible.

c) Normativa autonómica: en este apartado se indican referencias de los preceptos de los Estatutos de Autonomía, Leyes Electorales, Reglamentos parlamentarios autonómicos en que se regula esta materia, destacando las diferencias con la normativa estatal. Se integran asimismo los preceptos de la legislación autonómica de régimen local, general o específica.

d) Doctrina de la Junta Electoral Central: se recogen aquí los acuerdos de la JEC desde su constitución en 1977, si bien de los anteriores a la entrada en vigor de la LOREG sólo se reseñan los que se consideran vivos, por mantenerse la misma regulación sobre la materia. Los referidos acuerdos se ordenan en cada artículo sistemáticamente por materias. En ocasiones, se trata de acuerdos reiterados, expresándose entonces las distintas fechas. Asimismo se indica si ha existido cambio en la doctrina y las razones de ello.

Del mismo modo que respecto de la normativa complementaria, se indica en este apartado si existe alguna Instrucción de la Junta Electoral Central, dictada al amparo del art. 19 de la LOREG, pero el texto completo se integra al final del Código en un Anexo que reproduce la integridad de dichas Instrucciones.

e) Jurisprudencia: se incluyen aquí las resoluciones judiciales -sentencias o autos- del Tribunal Constitucional, Tribunal Supremo, Tribunales Superiores de Justicia y, en materia penal, de las Audiencias Provinciales, ordenadas también por las diferentes cuestiones planteadas por el artículo de referencia. El carácter exhaustivo de la reseña relativa a la jurisprudencia del Tribunal Constitucional y del Tribunal Supremo, no puede afirmarse respecto de los Tribunales Superiores de Justicia, aunque se acerca mucho.

f) Anexo normativo: se actualiza este apartado, en el que se recogen los textos íntegros o parciales de las disposiciones de desarrollo o complementarias que hemos entendido de especial interés, para facilitar la consulta de aquellos textos normativos con incidencia general y que por ello afectan a diferentes preceptos de la Ley Electoral, facilitando su consulta. Aquí incluimos el Real Decreto 605/1999, todas la Instrucciones de la JEC que entendemos que están vigentes, y alguna legislación complementaria estatal y autonómica que puede resultar de interés general. Conviene recordar, en relación con la legislación autonómica en la materia, que en el artículo 199 de la LOREG se recoge la relativa a las entidades locales menores y en la disposición adicional primera, también de la LOREG, la legislación sobre comarcas y entidades supramunicipales; y en la disposición final primera de la LOR la referente a consultas populares.

g) Índices analítico, que se actualizan para facilitar la consulta.

V. No podemos terminar esta breve presentación sin reiterar una vez más nuestro agradecimiento a D. Manuel Abella Poblet, Director de El Consultor de los Ayuntamientos, por el entusiasmo con que desde el primer momento acogió nuestra idea por las enormes facilidades prestadas para su realización, así como por su comprensión ante el complejo original entregado.

Aunque El Consultor de los Ayuntamientos se integró hace algunos años en LA LEY, Manuel Abella no ha dejado de animarnos en la empresa de actualizar esta ya clásica referencia del catálogo de la mucho más que centenaria editorial.

También queremos manifestar nuestro agradecimiento a Rosalina Díaz Valcárcel, Directora General de Wolters Kluwer, y a Alberto Larrondo, Director General de LA LEY, por mantener su confianza en nosotros, y a Fernando Castro y sus colaboradores, por su comprensión y paciencia en la siempre complicada realización material de la obra, siempre acuciados por plazos perentorios para salir lo antes posible y a la vez intentar incorporar las últimas modificaciones aprobadas. A ellos se debe, además, la actualización del índice legislativo de la obra.

No sería justo dejar de recordar, a través de los Presidentes, que se han sucedido desde la primera edición del Código, de la Junta Electoral Central. El primero de ellos Francisco Tuero Bertrand, cuyo prólogo de 1989 conservamos con especial cariño tras su triste fallecimiento, tan llorado por las instituciones culturales asturianas. Después, dos de los Magistrados más prestigiosos y reconocidos del Tribunal Supremo contemporáneo, José H. Moyna Ménguez y Ángel Rodríguez García, y los últimos, no menos inolvidables, Francisco Soto Nieto, Juan Antonio Xiol Ríos, José María Ruíz-Jarabo Ferrán, y el actual, Antonio Martín Valverde. Todos ellos han tomado este Código como la memoria histórica del órgano garante de la transparencia, justicia y limpieza de las elecciones.

No debemos olvidar tampoco al apoyo administrativo de María José y Emi Rodríguez Puertas.

En esta edición nuestra colega Ana Aizpuru nos ha prestado su ayuda en la actualización de la legislación autonómica en materia de entidades locales menores (art. 199 LOREG) y también se lo agradecemos.

En fin, esperamos que los destinatarios de esta obra la acojan favorablemente y encuentren en la misma la respuesta a los problemas que se les planteen, como parecen haberlo hecho con las seis anteriores ediciones. Desde estas páginas queremos expresar nuestro compromiso, por lo demás inevitable, de mantenerlo actualizado, como obra viva de las elecciones.

Enrique Arnaldo Alcubilla

Manuel Delgado-Iribarren García-Campero

Madrid, febrero de 2011
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PRÓLOGO a la 1.ª Edición (Septiembre 1989)

El tema del régimen electoral y de las normas que lo regulan es un tema de trascendente y relevante actualidad, no solo porque engloba el conjunto de materias relativas al proceso electoral que constituyen uno de los ordenamientos fundamentales de un Estado social y democrático de derecho, sino por los intereses humanos y económicos afectados y por las repercusiones que puede tener sobre la vida toda de la nación.

La libre competencia por el poder, que posibilita la alternancia de las distintas opciones derivadas del pluralismo político de nuestra sociedad, es la piedra angular del sistema democrático, y así ha podido decirse que la elección refleja el símbolo de la democracia, permitiendo que el pueblo mediante el ejercicio en plena libertad del derecho de sufragio, constituido en uno de los derechos fundamentales de la persona, designe periódicamente a sus representantes para desempeñar una función pública dentro de una línea política determinada.

De ahí nace, como una rama del Derecho Constitucional, el Derecho Electoral entendido como el conjunto de principios, reglas y normas jurídicas que encauzan la participación política regulando todo el proceso de las elecciones y garantizando en toda su amplitud el derecho a elegir y a ser elegido en condiciones de igualdad.

La calificación del procedimiento electoral como un procedimiento administrativo especial, dotado de peculiaridades propias, no parece dudosa y ello impone una necesaria independencia normativa que se refleja en la especificidad de las leyes por las que se rige.

La historia del sistema electoral es la historia del derecho de sufragio que permite conocer la voz de los ciudadanos y del control de las elecciones. La composición del cuerpo electoral ha variado sensiblemente en el decurso del tiempo y ha evolucionado a través de dos grandes etapas: la del sufragio restringido en el que el derecho de voto solo se atribuía a quienes poseían determinadas condiciones económicas o intelectuales que eran los que monopolizaban el poder político, y la del sufragio universal en el que el voto, igual para todos, no está limitado por ninguna exigencia de fortuna o de capacidad.

La formación de toda sociedad democrática requiere la existencia de un sistema de gobierno elegido por el pueblo. A los ciudadanos griegos les era ya familiar la práctica de las elecciones que significaba uno de los medios de participación en el ejercicio de ciertas funciones públicas, aunque entre ellos era más frecuente el uso del sorteo que la celebración de elecciones. Aristóteles, a pesar de reconocer en todo momento a los ciudadanos el derecho de elegir a sus magistrados y de pedirles cuentas, fue de los que primero se posicionó a favor de un derecho de sufragio restringido, rechazando la idea igualitaria del sufragio universal, porque entendía que era peligrosa la participación de las masas en el poder y que cuanto mayores fuesen los intereses de un hombre en el país, mayor debería ser el número de votos a que tuviese derecho. En Roma las votaciones tuvieron un alcance mayor que en Grecia ya que los romanos, más técnicos en derecho que los griegos, dispusieron de un perfeccionado y selecto sistema electoral. Si bien, tanto en las polis griegas como en la República romana las elecciones se circunscribían a cubrir determinados cargos por lo que en ellas no se podía equiparar el concepto de elección al de representación. No puede olvidarse que en la antigüedad y en la Edad Media la técnica de la representación política fue completamente desconocida, pues el auténtico y pleno sistema representativo -que pugna con el absolutismo monárquico de los reyes- no arraigó en la mayoría de los países hasta el siglo XIX. Lo que representó el descubrimiento de esta técnica de representación política lo esclarece un ilustre constitucionalista contemporáneo -el profesor Karl Loewenstein- al afirmar que ha sido tan decisivo para el desarrollo de Occidente y del mundo como ha sido para el desarrollo técnico de la humanidad la invención del vapor, de la electricidad, del motor de explosión o de la fuerza atómica.

El sufragio restringido, más o menos encubierto, se puso en práctica en los tiempos medievales en nuestro país para la elección de algunos oficios públicos, ya sea en Leyes del Reino o en Ordenanzas Generales y Municipales. Así en la regulación de «elección de Procuradores de Cortes por las ciudades y villas de estos Reinos» dada en Burgos por Don Juan II el año 1429 y recogida en la Novísima Recopilación (Lib. III, Tít. VIII, Ley 1) se establece que «libremente los puedan elegir en sus Concejos, tanto que sean personas honradas y no sean labradores ni sexmeros».

A partir del pasado siglo, con la progresiva irrupción de las masas en la vida política, el sufragio universal con diversas gradaciones -edad, sexo, etc.- tiende a ser el derecho común electoral en la mayoría de los países dotados en régimen representativo. En España el sufragio universal en las elecciones parlamentarias no se proclamó por primera vez hasta la Constitución de 1869, pero ya aparecía, larvado, en la de 1812. Las leyes electorales de 1837, 1846 y 1865 se basaron en el principio de sufragio restringido, pues la calidad de elector se determinaba por la contribución que se pagaba, la renta que se percibía o la profesión que se ejercía. La Ley canovista de 1877 restauró el sufragio restringido volviendo fundamentalmente al criterio de 1865. En 1890 se restableció el sufragio universal, consolidado por la Ley de 1907, mantenido en la Constitución de la II República y más recientemente en el Real Decreto-ley de 18 de marzo de 1977, en la Constitución de 1978, y en la vigente Ley Orgánica del Régimen Electoral General de 19 de junio de 1985.

Por su parte, la función de control de las elecciones, función de trascendente importancia en orden a garantizar su normal desarrollo con sumisión a la ley y respeto al pluralismo político, fue también evolucionando a lo largo de los tiempos. En nuestra nación desde la Constitución de 1812 hasta la de 1876 la desempeñaban las Cortes, correspondiendo a cada uno de los Cuerpos Colegisladores el examen de las actas. La ley electoral de 1907 implantó un sistema mixto con un instrumento de control cuasi judicial al confiar al Tribunal Supremo el emitir un dictamen sobre las actas protestadas sometiéndolo después a la Cámara. Este es el único precedente que incorpora una relativa tutela judicial al proceso electoral.

El control plenamente judicial de las elecciones se establece ya en el Real Decreto-ley de 18 de marzo de 1977, que cubrió adecuadamente una primera etapa de la transición democrática, y en el que se encargaba su organización a unas Juntas, Central, Provinciales y de Zona, en las que estarán presentes Magistrados y Jueces que asumen la presidencia y dirección de dichas Juntas. Y se consagra como consecuencia de la instauración del Estado social y democrático de derecho por la Constitución de 1978 que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la igualdad y el pluralismo político y que provee al proceso electoral de un control estrictamente judicial que asegura la defensa de la legalidad en toda su extensión. Y así, en su art. 70.2 dispone que la validez de las actas y credenciales de los miembros de ambas Cámaras estará sometida al control judicial en los términos que establezca la Ley electoral.

En su cumplimiento, la vigente Ley Orgánica del Régimen Electoral General de 19 de junio de 1985 -nacida con vocación de Código Electoral- acentúa la composición judicial de las Juntas, erigidas así en órganos esenciales de la administración electoral, que gozan de la máxima independencia, tanto frente a la Administración ordinaria, como frente a las diversas fuerzas políticas en lucha, y a las que incumbe garantizar la transparencia y objetividad del proceso electoral velando por el cumplimiento de lo dispuesto en la normativa jurídica que lo regula.

La filosofía de la ley de 1985 persigue -como se expresa en su preámbulo- el objetivo primordial de que las decisiones políticas en las que se refleja el derecho de sufragio se realicen en plena libertad, articulando el procedimiento de emanación de la voluntad mayoritaria del pueblo en las distintas instancias representativas en las que se estructura el Estado español.

Su contenido se ordena en disposiciones generales de aplicación en todo proceso electoral, y normas que se refieren a los diferentes tipos de elecciones. Y en este último ámbito regula, tanto las de Diputados y Senadores, como las municipales, y diseña un sistema que, partiendo del más escrupuloso respeto a las competencias autonómicas, permita, no solo su desarrollo, sino incluso su modificación o sustitución en muchos de sus extremos por la actividad legislativa de las Comunidades Autónomas.

Las elecciones al Parlamento Europeo se rigen por la Ley Orgánica de 2 de abril de 1987 que completa el marco institucional de desarrollo del derecho de sufragio desde los mismos principios constitucionales y de política legislativa que inspiraron la redacción de la Ley Electoral de 1985 a la que se adapta mediante la adición de las disposiciones especificas para la celebración de este género de elecciones.

Con la entrada en vigor de esta última normativa -Real Decreto-ley de 1977, Constitución de 1978 y Ley Orgánica de 1985- se ha despertado un interés creciente por los estudios de derecho electoral. En esta línea está la obra que hoy tenemos el honor de prologar que representa un loable y conseguido intento de recopilación precisa y sistemática de la legislación electoral vigente, a la que se incorpora la Ley del Referéndum de tan evidentes connotaciones con aquélla. Su estructuración responde a la reproducción del texto del articulado de la Ley, tras el que acertadamente se incluyen varios apartados relativos a concordancias, normativa complementaria y autonómica, doctrina de la Junta Electoral Central y jurisprudencia, y se acompaña de un índice alfabético de materias que permiten su fácil y rápida consulta.

Réstame solo congratularme por la aparición de este Código Electoral que viene a llenar el vacío existente en la materia y ofrece al estudioso de estos temas y a los profesionales especializados en este sector del derecho un valioso instrumento de trabajo. Y felicitar asimismo a sus autores, dos jóvenes y brillantes Letrados de las Cortes Generales, D. Manuel Delgado-Iribarren García-Campero y D. Enrique Arnaldo Alcubilla -apellido este último de amplias resonancias jurídicas-, destacados publicistas y expertos juristas en materia de elecciones, experiencia puesta de manifiesto en su personal aportación a las tareas de la Junta Electoral Central.

Madrid, junio de 1989

Francisco Tuero Bertrand

Presidente de la Junta Electoral Central





I. Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General

(BOE DEL 20)

La redacción de los artículos 2.3; 6.1.k); 6.1.l); 6.3.e); 19.2; 21.1; 26.2; 27.3; 30.c); 31.2; 34; 35; 36; 37; 38.1; 38.2; 39; 40.1; 50.2; 50.3; 53; 54.1; 55.3; rúbrica de la Sección 6.ª del Capítulo VI del Título I; 60; 66; 69.7; 70.4; 75; 79.5; 86.3; 87.2; 96.2; 127.2; 129; 131.1; 133.4; 133.5; 139; 140; 141; 142; 143; 144; 145; 146; 147; 149.1; 150; 153; 155.2; 169.3; 175; 179.1; 184; 193; 197; 201.9; 201.10; 205.1; 205.2; 227; apartado 2 de la Disposición Adicional Primera; y nueva Disposición Transitoria Octava, es la dada por la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero.

La redacción de los artículos 6.2.b); 6.4; 41.5; 44.4; 49.5; 108.4 bis); 155.2.f); 155.5; 178.2.e); 178.3; 182.3; 203.1.e); 203.2; 209; 211.2.e); y 211.3, es la dada por la Ley Orgánica 3/2011, de 28 de enero.

Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (BOE del 20, con las correcciones del 20 de enero de 1986), modificada por la Ley Orgánica 1/1987, de 2 de abril(BOE del 3); por la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo(BOE del 14, con las correcciones del 16); por la Ley Orgánica 6/1992, de 2 de noviembre(BOE del 3); por la Ley Orgánica 13/1994, de 30 de marzo(BOE del 31); por la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo(BOE del 24); por la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre(BOE del 24); por la Ley Orgánica 1/1997, de 30 de mayo(BOE del 31); por la Ley Orgánica 3/1998, de 15 de junio(BOE del 16); por Ley Orgánica 8/1999, de 21 de abril(BOE del 22), por Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio(BOE del 28); por la Ley Orgánica 1/2003, de10 de marzo (BOE del 11); por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo (BOE del 23); y por la Ley Orgánica 9/2007, de 8 de octubre (BOE del 9); por la Ley Orgánica 2/2011, de 28 de enero (BOE del 29) y por la Ley Orgánica 3/2011, de 28 de enero (BOE del 29).





Título preliminar 



Artículo 1. 1. La presente Ley Orgánica es de aplicación:

a) A las elecciones de Diputados y Senadores a Cortes Generales sin perjuicio de lo dispuesto en los Estatutos de Autonomía para la designación de los Senadores previstos en el artículo 69.5 de la Constitución.

b) A las elecciones de los miembros de las Corporaciones locales.

c) A las elecciones de los Diputados del Parlamento Europeo.

2. Asimismo, en los términos que establece la Disposición Adicional Primera de la presente Ley, es de aplicación a las elecciones a las Asambleas de las Comunidades Autónomas, y tiene carácter supletorio de la legislación autonómica en la materia.

CONCORDANCIAS

- Ley Orgánica:artículo 81 CE.

- Elección de Diputados y Senadores a Cortes Generales:artículos 68 y 69 CE.; Disposiciones especiales en Título II.

- Elecciones locales: artículos 140 y 141 CE; Disposiciones especiales en Títulos III, IV y V.

- Elecciones de Diputados del Parlamento Europeo: Disposiciones especiales en Título VI.

- Elecciones autonómicas: artículos 149.3 CE; DA 1.ª.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículos 46,101, 104 y 105 E.And.; artículo 37 E.Ara; artículo 25 y DT 1 E.Ast; artículos 8; 9 y DT 1 E.Can; artículo 10 y DT 1 E.Cant; artículo 10 y DT 1 E.Cast-LM; artículos 10; 11 y DT 2 E.Cast-León; artículo 56 y DT 2 E.Cat; artículos 22; 23 y DT 1 E.Ext; artículo 11 y DT 1 y 3 E.Gal; artículos 41, 52 y 55 E.IBal; artículos 10; 11; 12.1 y DA 2 E.Mad; artículo 24 y DT 1 E.Mur; artículos 10.3; 26 y DT 1 E.PVas; artículo 18 y DT 5 E.Rio; artículo 23 E.Val.; artículos 15; 49.1, a) y DT 1 LORAFN.

Artículo 1 LE.And; artículo 1 LE.Ara; artículo 1 LE.Ast; artículo 1 LE.Can; artículo 1 LE.Cant; artículo 1 LE.Cast-LM; artículo 1 LE.Cast-León; artículo 1 LE.Ext; artículo 1 LE.Gal; artículo 1 LE.IBal; artículo 1 LE.Mad; artículo 1 LE.Mur; artículo 1 LE.Nav; artículo 1 LE.PVas; artículo 1 LE.Rio; artículo 1 LE.Val.

Las Disposiciones referidas de los Estatutos de Autonomía se limitan con carácter general a establecer las reglas fundamentales sobre convocatoria, período de mandato, procedimiento y sistema electoral de las Asambleas Legislativas, remitiéndose en lo demás a la Ley Electoral propia (el E.Val exige que sea aprobada en votación de conjunto por las tres quintas partes de las Cortes y el E. Ara y el E. And por mayoría absolutas. El E. Ibal exige una mayoría cualificada de dos tercios). En Disposición Transitoria -o Adicional en el caso del E.Mad- se regulan las primeras elecciones a los citados órganos representativos, regidas -en lo no previsto por el Estatuto de Autonomía- por la legislación reguladora en aquel momento de las elecciones al Congreso de los Diputados, es decir, por el Real Decreto-Ley 20/1977, de 18 de marzo.

Las disposiciones referidas de las leyes electorales autonómicas refieren el ámbito propio de las mismas -dictadas en cumplimiento de las previsiones contenidas en cada Estatuto de Autonomía- que es la regulación del régimen electoral de cada Asamblea Legislativa.

La determinación de la normativa aplicable a las elecciones al Parlamento Vasco planteó un importante problema al haber sido dictada la LE.PVas 28/1983, de 25 de noviembre, con anterioridad a la LOREG, cuya Disposición Adicional Primera establece la aplicación obligatoria de algunos de sus preceptos a las elecciones a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, teniendo -en lo demás- carácter supletorio. La Junta Electoral de la Comunidad Autónoma vino a resolver la cuestión al dictar con ocasión de las elecciones al Parlamento Vasco de 30 de noviembre de 1986, dos resoluciones por las que se aprobaron sendas instrucciones sobre la legislación electoral aplicable a las mismas (BOPV núms. 190 y 206, de 3 y 23 de octubre de 1986). Ante la inseguridad jurídica que la situación creó, se procedió a sustituir y modificar los artículos de la Ley 28/1983 contradictorios con la LOREG, teniendo en cuenta también la STC de 21 de julio de 1988, en el recurso de inconstitucionalidad interpuesto por el Gobierno de la Nación, que declaró nulos determinados preceptos de la Ley 28/1983. Se aprobó, en orden a solventar la inseguridad jurídica creada, la LEPVas 5/1990, de 15 de junio, modificada por la Ley 15/1998, de 19 de junio; con ello todas las leyes electorales autonómicas pasaron a ser posteriores a la LOREG.

Únicamente carece de ley electoral propia la Comunidad Autónoma de Cataluña. La determinación de cuál es la normativa aplicable a las elecciones al Parlamento de Cataluña se resuelve -aunque con relativa indefinición- por la Disposición Adicional del Decreto 64/1988, de 3 de abril, del Presidente de la Generalidad de Cataluña (DOGC, núm. 73, de 4 de abril) por el que se disuelve el Parlamento de Cataluña elegido el 29 de abril de 1984 y se convocan nuevas elecciones a celebrar el 29 de mayo de 1988. Tal Disposición Adicional -prácticamente coincidente con el artículo único de la Ley 5/1984, de 5 de marzo, por la que se adapta la normativa general electoral para las elecciones al Parlamento de Cataluña de 1984- establece que: «las elecciones convocadas por este Decreto se regirán por la Disposición Transitoria cuarta del Estatuto de Autonomía de Cataluña, por las normas correspondientes de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del régimen electoral general, y por las otras disposiciones legales de aplicación en el presente proceso electoral». La misma solución jurídica se adoptó en relación con las elecciones al Parlamento de Cataluña de 1992, convocadas por Decreto 1/1992, de 20 de enero (DOGC núm. 1544, del 21), si bien ha de tenerse en cuenta el Decreto 6/1992, de 20 de enero, sobre normas complementarias para las elecciones al Parlamento de Cataluña de 1992 (DOGC núm. 1548, de 29 de enero), y las siguientes en los mismos términos. Por lo demás, la Disposición Transitoria Segunda del vigente E.Cat declara que mantiene su vigencia como regulación transitoria, entre otras, la referida transitoria cuarta del E.Cat de 1979.

DOCTRINA DE LA JEC

- Ámbito de aplicación de la Ley Electoral.

No es de aplicación la presente Ley Orgánica a otros procesos electorales, distintos de los referidos en este precepto (Ac 20 de junio de 1986 y 14 de julio de 1997). Véase artículo 8.

JURISPRUDENCIA

- Desarrollo normativo de la materia electoral por ley orgánica.

«El desarrollo normativo de la materia electoral por ley orgánica constituye una específica necesidad de desarrollo de la Constitución y en la coyuntura histórica del inicial desarrollo de ésta no puede confeccionarse parcialmente, sin perjuicio de que una vez establecida pueda modificarse por partes, pues la propia Constitución ha determinado la unidad de legislación para esta materia» (STC 72/1984, de 14 de junio).

- Contenido esencial de la Ley Electoral.

«Para que una ley merezca el calificativo de electoral es necesario que contenga por lo menos el núcleo central de la normativa atinente al proceso electoral, materia en la que se comprende lo relativo a quiénes pueden elegir, a quiénes se puede elegir y bajo qué condiciones, para qué espacio de tiempo y bajo qué criterios organizativos desde el punto de vista procedimental y territorial» (STC 72/1984, de 14 de junio).

«El régimen electoral general está compuesto por las normas electorales válidas para la generalidad de las instituciones representativas del Estado en su conjunto y en el de las entidades territoriales en que se organiza, a tenor del artículo 137 CE, salvo las excepciones que se hallen establecidas en la Constitución o en los Estatutos de Autonomía» (STC 38/1983, de 16 de mayo).

- Régimen electoral general» y régimen de las elecciones locales.

«El artículo 140 CE reserva a la ley el régimen de las elecciones locales, en los aspectos que dice, Ley que por la misma exigencia del artículo 23.1 CE, y la precisión del artículo 81.1 CE, entendido en relación con los artículos 68.1 y 140 CE, ha de ser una ley orgánica. Se reserva así a la Ley -a ley orgánica- el régimen electoral general, tanto de las elecciones que tienen en los artículos 67 a 70 CE sus líneas constitucionales como de las elecciones que las tienen en el artículo 140 CE (...)».

«El artículo 140 CE, en relación con el artículo 81.1 CE, es el que hace legítimo un sistema en que se establezca un régimen uniforme en materia de elecciones locales» (STC 38/1983, de 16 de mayo).

- Carácter supletorio de la Ley Electoral.

«El fundamento del carácter supletorio que la LOREG tiene para la legislación autonómica en la materia reside en el artículo 149.3 de la CE» (STC 75/1985, de 21 de junio).

- Ámbito de aplicación de la Ley Electoral.

Inaplicabilidad general de la LOREG a procesos electorales distintos a los previstos en el artículo 1 de aquélla; así, el TC declara implícitamente su inaplicabilidad a las elecciones de las Cámaras Oficiales de Comercio, Industria y Navegación (ATC 270/1987, de 4 de marzo).

- La LOREG y la legislación electoral autonómica sobre entidades locales menores.

A pesar de que de la LOREG no se deduce expresamente su carácter supletorio respecto a las leyes de las Comunidades Autónomas que regulen el régimen electoral de los órganos de las entidades locales menores, la aplicación de aquélla respecto al cómputo de los plazos (artículo 119 LOREG) por una Junta Electoral para salvar una laguna legal no resultó injustificadamente impeditiva ni desproporcionadamente obstaculizadora del derecho reconocido en el artículo 23 de la Constitución, sin que carezca de relevancia lo dispuesto en el artículo 199.1 de la LOREG, que establece como supletorio, en defecto de ley autonómica, el régimen electoral previsto para las Juntas Vecinales y para los Alcaldes Pedáneos (STC 93/1999, 27 de mayo).
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CAPÍTULO PRIMERO Derecho de sufragio activo

Artículo 2. 1. El derecho de sufragio corresponde a los españoles mayores de edad que no estén comprendidos en ninguno de los supuestos previstos en el artículo siguiente.

2. Para su ejercicio es indispensable la inscripción en el Censo electoral vigente.

3. En el caso de elecciones municipales, incluidas las elecciones a Cabildos, a Consejos Insulares, al Consejo General del Valle de Arán y a Juntas Generales es indispensable para su ejercicio figurar inscrito en el Censo de Españoles Residentes en España.

CONCORDANCIAS

- Mayoría de edad: artículo 12 y DA 2.ª CE.

- Derecho fundamental de participación política:artículo 23.1 CE.

-Exclusión del derecho de sufragio:  artículo 3.

- Inscripción en el censo: artículos 31 a 40.

- Acreditación del derecho de voto: artículo 85.

- Derecho de sufragio activo en elecciones municipales:artículo 13.2 CE; artículo 176.

- Derecho de sufragio activo en elecciones al Parlamento Europeo: artículo 210.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículos 2 y 3 LE.And; artículo 2 LE.Ara; artículo 2.1 LE.Ast; artículo 2 LE.Can; artículo 2 LE.Cant; artículo 2 LE.Cast-LM; artículo 2 LE.Cast-León; artículos 2 y 3 LE.Ext; artículo 2 LE.Gal; artículo 2 LE.IBal; artículo 2 LE.Mad; artículos 2 y 3 LE.Mur; artículo 3.1 LE.Nav; artículo 2 LE.PVas; artículos 2 y 3 LE.Rio; artículo 2 LE.Val.

Las referidas disposiciones establecen que son electores los que, ostentando la condición política de ciudadanos de la Comunidad Autónoma respectiva, gocen del derecho de sufragio activo. Reiteran el carácter indispensable, para el ejercicio del citado derecho, de la inscripción en el Censo electoral único vigente, referido al territorio de la Comunidad Autónoma correspondiente (exigencia esta última que no se contiene en la LE.Ast; LE.Val; LE.Ara y LE.Cast-LM).

El E Cat establece en el artículo 56 que son electores y elegibles los ciudadanos de Cataluña que estén en pleno uso de sus derechos civiles y políticos, de acuerdo con su legislación electoral, y en el art. 7.1 que gozan de la condición política de catalanes o ciudadanos de Cataluña los ciudadanos españoles que tienen veciendad administrativa en Cataluña.

DOCTRINA DE LA JEC

- Delimitación del derecho de sufragio.

Las normas electorales delimitan y no limitan o restringen el ejercicio del derecho de sufragio (Ac 5 de mayo de 1977). Véase artículo 3.

Los españoles mayores de edad que no estén incursos en ninguna de las causas determinadas en el artículo 3 LOREG tienen la condición de electores, exigiéndose para el ejercicio del derecho de sufragio activo la inscripción en el censo (Ac 28 de abril de 1995), y a ellos está reservado exclusivamente el derecho de sufragio en las elecciones generales (Ac 20 de febrero de 1996).

- Requisitos: Nacionalidad y mayoría de edad. La inscripción en el Censo electoral.

Al ser el Censo electoral un registro único, compuesto por varias listas, la inclusión en cualquiera de ellas supone la inclusión en el censo a efectos de votación. La condición de mayoría de edad habrá de cumplirse con referencia a la fecha de la consulta electoral, momento en que se ejerce y actualiza el derecho de sufragio político. Por otra parte, el censo es una institución cuyo fin es posibilitar el control de las operaciones electorales para que no ejerzan el sufragio aquéllos que no tienen legalmente derecho al mismo, pero no puede ser utilizado como barrera para impedir el ejercicio de aquel derecho a quienes tienen la capacidad e idoneidad que la ley exige (Ac 5 de mayo de 1977). Los Ac de 9 de mayo de 1977, 13 de febrero de 1980 y 14 de julio de 1980 aclaran que ha de acreditarse el cumplimiento de la mayoría de edad -mediante DNI u otro análogo- «antes del día de la votación». En fin, «en ningún caso podrán votar en las elecciones de 13 de junio quienes no hayan alcanzado la mayoría de edad en dicha fecha, aunque cumplan 18 años en 1999» (Ac 13 de junio de 1999). No cabe el ejercicio del derecho de sufragio por quien no esté inscrito en el Censo electoral (Ac 23 de febrero de 1979), aunque haya recibido la tarjeta censal (Ac 11 de mayo de 1987). La inscripción en el mismo es indispensable para el ejercicio del derecho de sufragio, sin perjuicio de lo previsto en relación con las certificaciones censales específicas (Ac 13 de junio de 1999).

- El derecho de sufragio activo ha de ostentarse el día de la elección.

El derecho de sufragio activo ha de ostentarse el día de la elección (Ac 30 de junio de 1987, 13 de mayo de 1991 y 28 de mayo de 1995), de manera que cabría la anulación del voto emitido por correo -cumpliendo todos los requisitos que la ley determina- por un elector que falleció con posterioridad a su emisión y antes del día de la elección.

El derecho de sufragio activo debe ser ostentado por el elector el día de la votación, por lo que en el caso en que un elector fallezca posteriormente a la emisión del voto por correo con anterioridad al día de celebración de las elecciones, tal voto debe ser considerado nulo (Ac de 25 de mayo de 2003).

- El derecho de sufragio activo de los detenidos en dependencias policiales.

Ha de arbitrarse el procedimiento específico que resulte conveniente en relación al ejercicio del derecho de sufragio activo de los detenidos en dependencias policiales ponderando los aspectos jurídicos relativos a la posibilidad del ejercicio del citado derecho (Ac 17 de octubre de 1989).

- El derecho de sufragio activo de los funcionarios públicos que ejercen servicios esenciales para la comunidad el día de la elección.

Deben arbitrarse medidas de rango adecuado que armonicen las exigencias del servicio el día de la elección con la efectividad del derecho de sufragio activo de los funcionarios públicos que ejercen el servicio (Ac 24 de octubre de 1989). En relación a tales colectivos, la concesión de permiso de duración suficiente para que puedan formular personalmente la solicitud de certificación acreditativa de su inscripción en el censo, que se contempla en el artículo 72 LOREG, para la votación por correo no se opone a lo dispuesto en la normativa electoral vigente (Ac 10 de septiembre de 1990).

JURISPRUDENCIA

- Naturaleza declarativa de la inscripción censal.

«Debe ponerse ante todo de manifiesto la conexión inescindible existente entre el derecho fundamental de sufragio y la inscripción censal, pues, dado que solo tendrán la condición de electores, y podrán ser elegibles, los ciudadanos que figuren adscritos en el censo -y así lo reconoce la Ley (artículos 2 y 4)-, la inclusión en éste constituye un requisito indispensable para el ejercicio del derecho de sufragio. Es cierto que se trata de dos derechos de naturaleza distinta -la inscripción censal es de naturaleza declarativa de la titularidad del derecho de voto y no constitutiva de la misma, pero no existe un derecho a tal inscripción separado del de sufragio, y éste comprende el de ser inscrito en el censo. Por ello resulta perfectamente congruente con la protección especial que la Constitución dispensa al derecho fundamental proclamado en su artículo 23.1, que el artículo 38.4 de la vigente Ley Orgánica electoral disponga la aplicación del procedimiento preferente y sumario previsto en el artículo 53.2 CE a los recursos jurisdiccionales que se deduzcan frente a las decisiones de la Oficina del Censo Electoral, fuera del período electoral, en materia de listas electorales. Y que quepa también, por la vía configurada en el artículo 43 de la LOTC, recurso de amparo frente a una exclusión indebida en las mencionadas listas, del mismo modo que respecto al sufragio pasivo aparece expresamente previsto en el artículo 49 LOREG» (STC 154/1988, de 21 de julio, FJ 3).

Se reitera esta doctrina en la STC 144/1999, de 22 de julio (FJ. 7).

- Es indispensable la inscripción en el censo electoral.

El censo electoral tiene por objeto, según el artículo 31.1 LOREG, contener «la inscripción de quienes reúnen los requisitos para ser elector y no se hallen privados, definitiva o temporalmente, del derecho de sufragio». Fácilmente se comprende que tal instrumento resulta esencial para la ordenación del ejercicio del derecho de sufragio activo por parte de los miles o millones de electores en las consultas electorales o referenciadas, de modo que con su simple consulta por los órganos electorales pertinentes el día de la votación, se esté en condiciones de saber de inmediato si quien pretende ejercer su derecho al voto puede hacerlo porque reúne los requisitos para ser elector y no se halla privado en ese instante del mismo. De ahí la indispensabilidad que el artículo 2.2 LOREG, y sus equivalentes en las legislaciones electorales autonómicas (entre ellas la de la Comunidad de Castilla y León en el mismo precepto), establecen de la inscripción en el ceso para el ejercicio de dicho derecho de sufragio activo. De ahí también la pormenorizada regulación legal de tan crucial instrumento en la LOREG del órgano encargado de su confección, de acceso a los datos que en él se reflejan y de la posibilidad de rectificación del mismo en período electoral (artículos 29 a 41 LOREG). Y de ahí igualmente se permita la certificación censal específica cuando ya se ha cerrado el plazo de rectificación del censo y no se figura en el mismo el día en que se pretende ejercer el derecho al voto (STC 86/2003, de 8 de mayo).

Artículo 3. 1. Carecen de derecho de sufragio:

a) Los condenados por Sentencia judicial firme a la pena principal o accesoria de privación del derecho de sufragio durante el tiempo de su cumplimiento.

b) Los declarados incapaces en virtud de Sentencia judicial firme, siempre que la misma declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del derecho de sufragio.

c) Los internados en un hospital psiquiátrico con autorización judicial, durante el período que dure su internamiento siempre que en la autorización el Juez declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del derecho de sufragio.

2. A los efectos previstos en este artículo, los Jueces o Tribunales que entiendan de los procedimientos de incapacitación o internamiento deberán pronunciarse expresamente sobre la incapacidad para el ejercicio del sufragio. En el supuesto de que ésta sea apreciada, lo comunicarán al Registro Civil para que se proceda a la anotación correspondiente.

CONCORDANCIAS

- Derecho de sufragio activo: artículo 2.

- Comunicación de los responsables del Registro Civil y del Registro de Penados y Rebeldes en período electoral: artículo 39.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- En relación al primero de los supuestos de privación del derecho de sufragio a que se refiere este precepto hay que tener en cuenta que el CP aprobado por LO 10/1995, de 23 de noviembre, suprime las penas de privación y suspensión del derecho de sufragio contempladas en el anterior CP de 1983, manteniendo en el artículo 39 las de inhabilitación absoluta y especial para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo como penas privativas de derechos. El artículo 40 dispone que «la de inhabilitación absoluta tendrá una duración de seis a veinte años y las de inhabilitación especial, de seis meses a veinte años»; el artículo 41 determina que «la pena de inhabilitación absoluta produce la privación definitiva de todos los honores, empleos y cargos públicos que tenga el penado, aunque sean electivos. Produce, además la incapacidad para obtener los mismos o cuales quiera otros honores, cargos o empleos públicos, y la de ser elegido para cargo público, durante el tiempo de la condena»; por fin, el artículo 44 establece que «la inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo priva al penado, durante el tiempo de la condena, del derecho a ser elegido para cargos públicos». Véanse también los artículos 54, 55, 56 y 58.2 CP.

- En relación al segundo de los supuestos de privación del derecho de sufragio a que se refiere este precepto, es necesario tener en cuenta que conforme al artículo199 CC: «Nadie puede ser declarado incapaz, sino por Sentencia judicial en virtud de las causas establecidas en la Ley».

El artículo200 CC determina que: «Son causas de incapacitación las enfermedades o deficiencias persistentes de carácter físico o psíquico que impidan a la persona gobernarse por sí misma».

La exigencia de que la Sentencia declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del derecho de sufragio concuerda con lo que dispone el artículo 210 CC: «La Sentencia que declare la incapacitación determinará la extensión y límites de ésta, así como el régimen de tutela o guarda a que haya de quedar sometido el incapacitado».

Por otra parte, el artículo212 CC dice que: «La Sentencia recaída en un procedimiento de incapacitación no impedirá que, sobrevenidas nuevas circunstancias, pueda instarse judicialmente una nueva declaración que tenga por objeto dejar sin efecto o modificar el alcance de la incapacitación ya establecida».

- En relación al último de los supuestos de privación del derecho de sufragio que enuncia este precepto, el artículo 211 CC dispone que: «El internamiento de un presunto incapaz requerirá la previa autorización judicial, salvo que, razones de urgencia hiciesen necesaria la inmediata adopción de tal medida, de la que se dará cuenta cuanto antes al Juez y, en todo caso, dentro del plazo de veinticuatro horas.

El Juez, tras examinar a la persona y oír el dictamen de un facultativo por él designado, concederá o denegará la autorización y pondrá los hechos en conocimiento del Ministerio Fiscal, a los efectos prevenidos en el artículo 203.

Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 269.4, el Juez, de oficio, recabará información sobre la necesidad de proseguir el internamiento, cuando lo crea pertinente, y, en todo caso, cada seis meses, en forma igual a la prevista en el párrafo anterior, y acordará lo procedente sobre la continuación o no de internamiento».

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 3 LE.PVas.

DOCTRINA DE LA JEC

- Capacidad jurídica y de obrar electorales.

Con este precepto se plantea el clásico problema de la capacidad jurídica y la de obrar. Las normas electorales delimitan y no limitan o restringen el ejercicio del derecho de sufragio, de acuerdo con los principios tradicionales de nuestro ordenamiento, similares a los vigentes en sistemas extranjeros. La plenitud en el uso de los derechos civiles y políticos consistirá en la simple inexistencia de incapacitaciones, formalmente declaradas de acuerdo con las leyes (Ac 5 de mayo de 1977).

- Condenados a privación del derecho de sufragio.

Al ser el voto en el referéndum una forma de ejercicio del derecho de sufragio activo, no implica interpretación extensiva de una norma restrictiva de derechos el entender que los condenados a la privación del derecho de sufragio activo no pueden votar en el referéndum (Ac 2 de noviembre de 1978).

Si bien la Junta Electoral Central comparte con carácter general el criterio de algunos órganos jurisdiccionales en el sentido de que, desde la entrada en vigor del nuevo Código Penal, no cabe considerar aplicable la pena de privación o suspensión del derecho de sufragio activo, el reconocimiento a los Juzgados y Tribunales por el artículo 117 de la Constitución de la función exclusiva de juzgar y hacer ejecutar lo juzgado impide a la Administración Electoral adoptar acuerdos contrarios a lo que en cada caso concreto resulte de las Sentencias y resoluciones dictadas en ejecución de las mismas por los órganos jurisdiccionales (Ac 7 de junio de 1999).

- Ejercicio del derecho de sufragio por los internos en establecimientos penitenciarios.

Sobre la posibilidad legal de ejercicio del derecho de sufragio por los internos en prisiones, la JEC mediante Ac de 13 de abril de 1983, reiterado el 26 de abril y 17 de mayo de 1993, el 26 de mayo de 1994, el 15 de marzo y 11 de mayo de 1996, 9 de octubre de 1997 y 8 de octubre de 1998, determinó que: a) no pueden votar quienes se encuentren cumpliendo, como pena principal o accesoria, pena de privación o suspensión del derecho de sufragio impuesta por Sentencia firme (tampoco pueden votar en el referéndum: Ac 3 de marzo de 1986); b) quienes no se encuentren afectados por la referida imposibilidad podrán votar si figuran inscritos en el censo, bien por correo, bien personalmente, si el régimen penitenciario aplicable en cada caso lo permite; en orden al ejercicio del derecho de sufragio por los mismos, por los Servicios de Correos y los Departamentos de Justicia y Defensa se adoptarán las medidas necesarias. Asimismo Ac 27 de mayo de 1999.

En relación a la primera cuestión, el CP, aprobado por la LO 10/1995, de 23 de noviembre, suprime las penas de privación y suspensión del derecho de sufragio, manteniendo en el artículo 39 las de inhabilitación absoluta y especial para el derecho de sufragio pasivo. Conforme a la Disposición Transitoria Primera del vigente Código Penal, los delitos y faltas cometidos hasta el día de entrada en vigor de dicho Código se juzgarán conforme al cuerpo legal y demás leyes especiales que se derogan; una vez en vigor el nuevo Código, si las disposiciones del mismo son más favorables para el reo, se aplicarán éstas.

Las Disposiciones Transitorias Segunda y siguientes establecen el procedimiento a seguir para la determinación de cuál sea la ley más favorable, así como, en su caso, determinar si procede revisar las Sentencias y, en tal caso, los términos de la revisión, correspondiendo en todo caso la adopción de estas decisiones a los Jueces y Tribunales que estén conociendo de las ejecutorias.

A la vista de todo ello, en tanto no se adopten las decisiones que procedan por los Juzgados y Tribunales competentes, las Sentencias han de cumplirse en sus propios términos tal como manda el artículo 118 de la Constitución y reitera el 18.2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, siendo de tener en cuenta que (apartado 1 del mismo artículo citado) «las resoluciones judiciales solo podrán dejarse sin efecto en virtud de los recursos previstos en las leyes».

En consecuencia, deberá la OCE cumplir en sus propios términos las Sentencias que se le comuniquen (Ac 9 de octubre de 1997).

- Ejercicio del derecho de sufragio por los deficientes mentales.

Los deficientes mentales tienen derecho de sufragio si no se encuentran legalmente incapacitados (Ac 21 de abril de 1983).

No corresponde al Servicio de Correos la apreciación de posibles deficiencias o alteraciones psíquicas de quienes acudan al mismo a solicitar el voto por correo (Ac 20 de febrero de 1996).

La solicitud de que se compute el voto de un elector, emitido por correo con todos los requisitos legales, voto que no se introdujo en la urna ni se computó, según consta en el acta de la Mesa, porque, «esta persona no reúne las condiciones físicas y mentales para ejercer el derecho al voto», ante lo cual la Mesa Electoral «deja en manos de la Junta Electoral la decisión de otorgar la validez o nulidad de dicho voto, ... fue estimada por la JEC, por entender que el discutido voto emitido por correo cumple, en efecto, los requisitos previstos legalmente, dado que fue remitido en plazo por correo certificado, en sobre dirigido a la Mesa en cuyo censo el elector figura inscrito, conteniendo dicho sobre el certificado de inscripción en el Censo y los dos sobres de votación. Desde el momento en que por la mera inscripción censal se reconoce el derecho de sufragio activo a todas aquellas personas que reúnan las circunstancias previstas en el artículo 2 de la LOREG y no estén incursas en ninguna de las previstas en el artículo 3, precepto que exige que la declaración de incapacidad lo sea por sentencia judicial firme y que se declare específicamente la incapacidad para el derecho de sufragio, lo que no ocurre en el presente caso, por lo que, en consecuencia, procede computar el meritado voto por correo, como voto válidamente emitido» (Ac de 3 de junio de 2003).

- Necesidad de declaración de incapacidad de los disminuidos físicos internados en hospital psiquiátrico.

El artículo 3.1, apartados b) y c) LOREG, priva del derecho de sufragio, respectivamente, a «los declarados incapaces en virtud de Sentencia judicial firme, siempre que la misma declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del derecho de sufragio», y a los «internados en hospital psiquiátrico con autorización judicial, durante el período que dure el internamiento y siempre que en la autorización el Juez declare expresamente la incapacidad para el derecho de sufragio», por lo que, en todo caso, no cabe privar del derecho de sufragio ni excluir de las listas del Censo electoral sin la previa resolución judicial prevista en el citado precepto, procediendo instar la citada resolución solamente a quienes, conforme al Código Civil y a la Ley de Enjuiciamiento Civil, estén legitimados para ello (Ac 27 de febrero de 1990).

Conocida por JEC declaración judicial firme de incapacidad en la que se declara expresamente la incapacidad para ejercicio del derecho de sufragio se traslada a la OCE la Sentencia para hacer constar la privación del derecho de sufragio (Ac 17 de septiembre de 1997).

De la pretensión del recurrente no se deduce más que han votado en las Mesas de referencia tres personas discapacitadas psíquicas de las que se desconoce cuál es su situación legal en cuanto a la capacidad, y de las que se dice que fueron acompañadas a votar «sin que en ningún momento manifestaran su intención de hacerlo y sin reconocer explícitamente al acompañante como persona de su confianza». De los hechos relatados no se deducen más que sospechas de que las tres personas discapacitadas no tienen reconocido el derecho del sufragio, lo que, obviamente, ha de demostrarse mediante la aportación de la Sentencia que las incapacite legalmente y que expresamente les declare incapaces para el derecho de sufragio, Sentencia que no se adjunta al recurso; a lo que se une que si dichas personas estaban inscritas en el censo y cumplían los demás requisitos exigidos por la Ley Electoral para ejercer un derecho fundamental que se reconoce a los españoles mayores de edad, no hay razón alguna para negarles el ejercicio de dicho derecho.

En cuanto a la alegación de que dichas personas fueron coaccionadas para emitir su voto, sobre la base de que iban acompañadas por una persona y que no manifestaron expresamente su intención de votar, no cabe argumentar cosa diferente a lo anterior, dado que, de nuevo, no se trata más que de conjeturas o sospechas, sin que se aporte prueba ninguna en la documentación que acompaña al recurso de los hechos denunciados (Ac 24 de junio de 1999).

Al no haberse producido fallecimiento o renuncia del candidato al que correspondería cubrir la vacante, que se encuentra en coma, solo cabría expedir credencial de Concejal a favor del candidato siguiente en caso de que la persona de la lista a la que le correspondería cubrir la vacante fuera declarada incapaz en virtud de Sentencia judicial firme, de conformidad con el artículo 3.ª.1.b) de la LOREG (Ac 23 de enero de 2002).

- Interpretación estricta de las causas de privación del derecho de sufragio.

En el acta de la sesión de la Mesa impugnada consta la reclamación del Apoderado de un partido que refiere la «emisión de votos por parte de disminuidos psíquicos que venían acompañados en el momento de la emisión de su voto» y la resolución -por unanimidad- de la Mesa en el sentido de que «no apreciándose minusvalía física se les permitió el voto, que realizaron por sí mismos». La resolución de la Mesa es plenamente ajustada a Derecho desde el punto de vista de la competencia soberana de la Mesa para apreciar que los electores reúnen las condiciones y requisitos de idoneidad establecidos por la Ley, y lo es también desde el punto de vista del fondo del asunto, a la vista de lo dispuesto en los artículos 3 y concordantes de la Ley Electoral. En efecto, el artículo 3.1 c) -que ha de ser interpretado estrictamente- dispone que carecen de derecho de sufragio «los internados en hospital psiquiátrico con autorización judicial, durante el período que dure su internamiento, siempre que en la autorización el Juez declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del derecho de sufragio». Por tanto, las personas citadas tienen derecho de sufragio si no se encuentran legalmente incapacitados, conforme al procedimiento establecido en los artículos 199 y siguientes del Código Civil. En fin, «no se aprecia en modo alguno la existencia de incapacitaciones formalmente declaradas; al contrario, tales personas están legitimadas para el ejercicio del voto al concurrir en ellas los requisitos del artículo 2 LOREG, sin que pueda presumirse en su contra la existencia de dicha incapacidad, toda vez que sería contrario a las normas constitucionales de derechos fundamentales, que según reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional deben ser interpretadas siempre de manera que se maximalice en lo posible la eficacia de estos derechos» (Ac 5 de junio de 1991).

- Quebrados.

Los quebrados en cuanto tales no están incluidos entre las personas privadas del derecho de sufragio, conforme al artículo 3 LOREG, salvo que concurra alguna de las causas de privación del sufragio previstas en tal precepto (Ac 29 de marzo de 1995).

JURISPRUDENCIA

- Derecho de sufragio de personas con anormalidad psíquica: solo pueden ser privados del mismo en virtud de declaración judicial de incapacidad.

La SAT Albacete 6 de mayo de 1979 señaló que a pesar de la constancia expresa en el Censo electoral de dos personas como «subnormales» (y sin embargo estar inscritas como electores), no es motivo para privar del derecho de sufragio -derecho fundamental que ha de interpretarse ampliamente y del que solo puede desposeerse por los motivos y a través de los procedimientos legalmente establecidos para ello- al no existir la preceptiva declaración judicial de incapacidad.

- Incapacidad e inelegibilidad sobrevenida.

Véase el artículo 7.

- Necesaria incapacitación judicial.

Del artículo 3 LOREG se desprende que la regla general es el reconocimiento a todo español mayor de edad de la capacidad de votar, y, que las excepciones a esta regla general se prevén con carácter de numerus clausus y exigen una previa declaración judicial, debiendo interpretarse de forma restrictiva. Abundando en lo expuesto, es la resolución judicial la que marca los límites de la incapacidad, de manera que aquella tiene carácter declarativo pero también constitutivo de la incapacidad electoral, por entender el Juez que ha conocido del procedimiento que el sujeto a él sometido no es capaz de comprender la realidad sobre la que incide el derecho de sufragio. En otras palabras, el derecho de sufragio activo, como derecho fundamental que es, se reconoce a todo español mayor de edad que no se encuentra en alguno de los supuestos enumerados de forma taxativa en el artículo 3 de la LOREG». (SAP de Pontevedra de 10 de mayo de 2005, LA LEY JURIS. 2164717/2005, en la que se citan además diversos Acuerdos de la JEC como los de 5 de mayo de 1977, 21 de abril de 1983, 5 de junio de 1991 y 24 de junio de 1999).

Artículo 4. 1. El derecho de sufragio se ejerce personalmente en la Sección en la que el elector se halle inscrito según el censo y en la Mesa electoral que le corresponda, sin perjuicio de las disposiciones sobre el voto por correspondencia y el voto de los Interventores.

2. Nadie puede votar más de una vez en las mismas elecciones.

CONCORDANCIAS

- Ejercicio del derecho de sufragio: artículos 85 a 87.

- Comunicación de la Mesa en que corresponde votar: artículo 33.5.

- Voto por correspondencia: artículos 72 a 75.

- Voto de interventores: artículo 79.

- Delito consistente en votar dos o más veces en la misma elección: artículo 142; y con su consentimiento: artículo 140.1 g).

DOCTRINA DE LA JEC

- Derecho de sufragio: derecho personalísimo e intransferible.

Conforme a la legislación vigente no se contempla otra forma de votación que la personal y directa o por correo; siendo el derecho de sufragio un derecho personalísimo e intransferible, no resulta admisible el voto por poder (Ac 21 de noviembre de 1980).

- Véase en artículo 2 Ac 24 de octubre de 1989 y 10 de septiembre de 1990 sobre ejercicio del derecho de sufragio activo de los funcionarios públicos que ejercen servicios esenciales para la comunidad el día de la elección.

JURISPRUDENCIA

- Derecho a la retribución del tiempo necesario para poder ejercer el derecho de sufragio.

El TS se ha referido al carácter fundamental del derecho de sufragio activo, que justifica la correspondiente carga a las empresas de retribuir las horas de ausencia del trabajo para poder ejercerlo, carga que no es insólita pues existe en otros supuestos como el matrimonio, el nacimiento de hijos, etc. (STS 7 de julio de 1981, STS 10 de abril de 1982).

La reiterada jurisprudencia del TS sobre esta materia fue puesta en cuestión por la STS de 9 de mayo de 1990 que declaró nulos los artículos 1 y 2 del Real Decreto 218/1986, de 6 de febrero, que recogían el deber de retribución por las empresas a los trabajadores de las 4 horas que debían destinar a la participación en el referéndum de 12 de marzo de ese año, por carecer de cobertura legal; en ella se afirmaba que nuestra Constitución no configura el derecho fundamental de sufragio también como un deber «inexcusable», que podría entonces encontrar cobertura en el artículo 37.3 d) del Estatuto de los Trabajadores.

La situación, sin embargo, se ha restablecido tras plantear la Administración del Estado recurso extraordinario de revisión contra la referida Sentencia, siendo estimado dicho recurso por la Sala Especial del Tribunal Supremo prevista en el artículo 61 LOPJ, en su Sentencia de 20 de diciembre de 1990. En ella se anula la STS de 9 de mayo de 1990 aduciendo los siguientes argumentos:

- El sufragio es un derecho fundamental pero también, en su dimensión de función pública esencial en un Estado democrático, es una obligación ciudadana, sobre cuyo ejercicio descansa la entera arquitectura del sistema democrático.

- En tal sentido «resulta genéricamente inexcusable, aun cuando pueda ser excusado a título individual; por eso, en este supuesto legitima el permiso retribuido.

- En consecuencia, el artículo 37.3 d) del Estatuto de los Trabajadores proporciona cobertura legal suficiente al Decreto cuestionado que, además cumple la misión de facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política como exige el artículo 9 de la Constitución.

La tajancia de esta doctrina unida a la naturaleza del órgano que lo ha proclamado (Sala especial de revisión del TS) hace que podamos considerarla plenamente consolidada, como lo prueban las posteriores SSTS de 12 de mayo de 1993 (respecto a unas elecciones generales), y de 31 de enero de 1994 (con relación al referéndum).

En fin, la STC 189/1993, de 14 de junio, ha culminado esa evolución declarando su constitucionalidad y la consiguiente conculcación de nuestra carta magna de «aquellos incentivos tendentes a contrarrestar o enervar la finalidad de la ventaja reconocida a los trabajadores» (FJ 5).

Artículo 5. Nadie puede ser obligado o coaccionado bajo ningún pretexto en el ejercicio de su derecho de sufragio, ni a revelar su voto.

CONCORDANCIAS

- Libertad de voto:artículo 23.1 CE.

- Secreto de voto: artículo 86.

- Delitos electorales sobre coacciones en el ejercicio del derecho de sufragio: artículo 146.

NORMATIVA AUTONÓMICA

La referencia a la libertad y al secreto del sufragio se contiene en todas las disposiciones estatutarias citadas en el artículo 1.

DOCTRINA DE LA JEC

- Abstención.

La abstención es una opción libre de los electores (Ac 24 de abril de 2002).

- Exigencia de que por los funcionarios del Cuerpo Nacional de Policía se informe sobre el ejercicio o no del derecho de voto en las elecciones al Parlamento Europeo.

Aun cuando la comunicación enviada por el Inspector Jefe Coordinador de U.I.P., solicitando que los componentes de dicha unidad comunicaran su interés en ejercer el derecho al voto así como requiriendo un justificante de haber votado, resulta contraria a nuestro ordenamiento constitucional, dicha instrucción, según se expone en el informe del Comisario Jefe Provincial, supuso una interpretación incorrecta de la resolución del Comisario Jefe de la U.C.O.P., ya que ésta se limitaba a solicitar únicamente a los funcionarios de policía si harían uso de las cuatro horas que disponían al efecto de acuerdo con la legislación vigente, con la finalidad exclusiva de la organización operativa y la planificación de la cobertura de la seguridad del proceso electoral. En esos términos debe entenderse razonable y legítima la instrucción de solicitar exclusivamente que los funcionarios de la policía que desearan hacer uso de las cuatro horas disponibles para votar lo comunicasen a las correspondientes autoridades policiales (Ac de 15 de octubre de 2009).

JURISPRUDENCIA

Sobre la abstención como oposición legítima véase la STS, 3.ª de 3 de febrero de 2003 en art. 320.

CAPÍTULO II Derecho de sufragio pasivo

Artículo 6. 1. Son elegibles los españoles mayores de edad, que poseyendo la cualidad de elector, no se encuentren incursos en alguna de las siguientes causas de inelegibilidad:

a) Los miembros de la Familia Real Española incluidos en el Registro Civil que regula el Real Decreto 2917/1981, de 27 de noviembre, así como sus cónyuges.

b) Los Presidentes del Tribunal Constitucional, del Tribunal Supremo, del Consejo de Estado, del Tribunal de Cuentas, y del Consejo a que hace referencia el artículo 131.2 de la Constitución.

c) Los Magistrados del Tribunal Constitucional, los Vocales del Consejo General del Poder Judicial, los Consejeros Permanentes del Consejo de Estado y los Consejeros del Tribunal de Cuentas.

d) El Defensor del Pueblo y sus adjuntos.

e) El Fiscal General del Estado.

f) Los Subsecretarios, Secretarios generales, Directores generales de los Departamentos Ministeriales y los equiparados a ellos; en particular los Directores de los Departamentos del Gabinete de la Presidencia del Gobierno y los Directores de los Gabinetes de los Ministros y de los Secretarios de Estado.

g) Los Jefes de Misión acreditados, con carácter de residentes, ante un Estado extranjero u organismo internacional.

h) Los Magistrados, Jueces y Fiscales que se hallen en situación de activo.

i) Los militares profesionales y de complemento y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía, en activo.

j) Los Presidentes, Vocales y Secretarios de las Juntas Electorales.

k) Los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas y los Subdelegados del Gobierno y las autoridades similares con distinta competencia territorial.

l) El Presidente de la Corporación de Radio Televisión Española y las sociedades que la integran.

m) Los Presidentes, Directores y cargos asimilados de las entidades estatales autónomas con competencia en todo el territorio nacional, así como los Delegados del Gobierno en las mismas.

n) Los Presidentes y Directores generales de las Entidades Gestoras de la Seguridad Social con competencia en todo el territorio nacional.

ñ) El Director de la Oficina del Censo Electoral.

o) El Gobernador y Subgobernador del Banco de España y los Presidentes y Directores del Instituto de Crédito Oficial y de las demás entidades oficiales de crédito.

p) El Presidente, los Consejeros y el Secretario general del Consejo General de Seguridad Nuclear.

2. Son inelegibles:

a) Los condenados por Sentencia firme, a pena privativa de libertad, en el período que dure la pena.

b) Los condenados por sentencia, aunque no sea firme, por delitos de rebelión, de terrorismo, contra la Administración Pública o contra las Instituciones del Estado cuando la misma haya establecido la pena de inhabilitación para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo o la de inhabilitación absoluta o especial o de suspensión para empleo o cargo público en los términos previstos en la legislación penal.

3. Durante su mandato no serán elegibles por las circunscripciones electorales comprendidas en todo o en parte en el ámbito territorial de su jurisdicción:

a) Quien ejerza la función de mayor nivel de cada Ministerio en las distintas demarcaciones territoriales de ámbito inferior al estatal.

b) Los Presidentes, Directores y cargos asimilados de Entidades Autónomas de competencia territorial limitada, así como los Delegados del Gobierno en las mismas.

c) Los Delegados territoriales de RTVE y los Directores de las Entidades de Radiotelevisión dependientes de las Comunidades Autónomas.

d) Los Presidentes y Directores de los órganos periféricos de las Entidades Gestoras de la Seguridad Social.

e) Los Secretarios generales de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno.

f) Los Delegados provinciales de la Oficina del Censo Electoral.

4. Las causas de inelegibilidad lo son también de incompatibilidad. Las causas de incompatibilidad se regirán por lo dispuesto para cada tipo de proceso electoral.

En todo caso serán incompatibles las personas electas en candidaturas presentadas por partidos o por federaciones o coaliciones de partidos declarados ilegales con posterioridad por sentencia judicial firme, así como los electos en candidaturas presentadas por agrupaciones de electores declaradas vinculadas a un partido ilegalizado por resolución judicial firme. La incompatibilidad surtirá efecto en el plazo de quince días naturales, desde que la Administración Electoral permanente comunique al interesado la causa de incompatibilidad, salvo que éste formule, voluntariamente, ante dicha Administración una declaración expresa e indubitada de separación y rechazo respecto de las causas determinantes de la declaración de ilegalidad del partido político o del partido integrante de la federación o coalición en cuya candidatura hubiese resultado electo; o, en su caso, del partido al que se hubiera declarado vinculada la agrupación de electores en cuya candidatura hubiere resultado electo.

Si durante el ejercicio del mandato al que haya accedido tras haber explicitado dicha declaración, la persona electa se retractase, por cualquier medio, de la misma o mostrara contradicción, a través de hechos, omisiones o manifestaciones, respecto de su contenido, quedará definitivamente incursa en la causa de incompatibilidad regulada en este apartado. La incompatibilidad surtirá efecto a partir de la notificación realizada al efecto por la Administración Electoral permanente, por sí o a instancia del Gobierno a través de la Abogacía del Estado o del Ministerio Fiscal.

En los supuestos previstos en los dos párrafos anteriores, el afectado y, en su caso, el Gobierno a través de la Abogacía del Estado y el Ministerio Fiscal podrán interponer recurso ante la Sala especial del Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en los plazos previstos en el artículo 49 de la presente Ley.

El mismo régimen de incompatibilidad se aplicará a los integrantes de la candidatura de la formación política declarada ilegal que sean llamados a cubrir el escaño vacante, incluidos los suplentes.

CONCORDANCIAS

- Derecho fundamental de acceso a cargos públicos:artículo 23.2 CE.

- Causas de inelegibilidad de Diputados y Senadores:artículo 70.1 CE; artículo 154.

- Causas de inelegibilidad de Alcaldes y Concejales: artículo 177.

- Causas de inelegibilidad de Consejeros Insulares Canarios: artículo 201.7.

- Causas de inelegibilidad de Diputados Provinciales: artículo 202.

- Causas de inelegibilidad de Diputados del Parlamento Europeo: artículo 210.

- Calificación de inelegible, acreditación en el caso de no inclusión en el Censo electoral y reglas especiales relativas a Magistrados, Jueces, Fiscales, militares profesionales y de complemento y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policías en activo: artículo 7.

- Incompatibilidad sobrevenida: 155.2, 155.5, 178.2 y 3, 203.1 y 2, 209, y 211.2 y 3.

- Prohibición de ser administrador electoral de aquéllos que incurran en artículo 6.2.b): artículo 123.1.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

En relación al apartado 1, véanse:

- Real Decreto 2917/1981, de 27 de noviembre, sobre registro civil de la Familia Real(BOE núm. 297, de 12 de diciembre de 1981).

- Artículo 19 LOTC, sobre incompatibilidades de los miembros del Tribunal Constitucional.

- Artículo 12 LO 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, sobre incompatibilidades del Presidente y Consejeros Permanentes.

- Artículo 33 LO 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, sobre incompatibilidades del Presidente y Consejeros del Tribunal de Cuentas.

- Artículo 7 LO 3/1981, de 6 de abril, del Defensor del Pueblo, sobre incompatibilidades de éste y de los Adjuntos.

- Artículo 59 de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, modificado por la Ley 24/2007, de 9 de octubre dice que: «No podrán los miembros del Ministerio Fiscal pertenecer a partidos políticos o sindicatos o tener empleo al servicio de los mismos, dirigir a los poderes y funcionarios públicos o a corporaciones oficiales, felicitaciones o censuras por sus actos, ni concurrir con carácter o atributos oficiales a cualesquiera actos o reuniones públicas en que ello no proceda en el ejercicio de sus funciones. Asimismo, tampoco podrán tomar parte en las elecciones legislativas, autonómicas o locales más que para emitir su voto personal».

- Ley 5/2006, de 10 de abril, de regulación de los conflictos de intereses de los miembros del Gobierno y de los Altos Cargos de la Administración General del Estado.

- Artículos 389 y 390 LOPJ, sobre incompatibilidades de los Magistrados y Jueces.

Por otro lado, el artículo 357 LOPJ, tras la reforma de la LO 5/1997, de 4 de diciembre establece que: «4. Los miembros de la Carrera Judicial que deseen participar como candidatos en elecciones para acceder a cargos públicos representativos de ámbito europeo, general, autonómico o local, deberán solicitar la excedencia voluntaria, situación en la que quedarán en caso de ser elegidos. Si no fuesen elegidos, quedarán en situación de excedencia forzosa durante tres años, durante los cuales no podrán reingresar al servicio activo, salvo que obtengan, mediante concurso, plaza o destino en que no haya de ejercerse la potestad jurisdiccional. En dicha plaza o destino permanecerán hasta completar los referidos tres años. 5. El mismo régimen del párrafo segundo del apartado anterior será de aplicación a los Jueces y Magistrados que finalicen su mandato como miembros de Cámaras y Asambleas Legislativas o de Corporaciones municipales y a los que cesen en el desempeño de cargos políticos o de confianza, distintos de los relacionados en el artículo 352. 6. Quienes accedan a la carrera judicial tras finalizar su mandato como miembros de Cámaras y Asambleas Legislativas o de Corporaciones locales, o tras cesar en el desempeño de cargos políticos o de confianza distintos de los relacionados en el artículo 352, quedarán en situación de excedencia forzosa, siempre que no hayan transcurrido tres años desde la finalización del mandato o el cese, respectivamente, y hasta que se cumpla dicho plazo».

- Artículo 15 Ley 17/2006, de 5 de junio, de la radio y la televisión de titularidad estatal sobre incompatibilidades del Presidente y demás miembros del Consejo de Administración de la Corporación RTVE.

En relación al apartado 2 ténganse en cuenta los artículos 56, 472 y 571 CP.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 4 LE.And; artículo 3 LE.Ara; artículos 3 y 4 LE.Ast; artículo 3 LE.Can; artículo 3 LE.Cant; artículo 3 LE.Cast-LM; artículo 3 LE.Cast-León; artículos 4 y 5 LE.Ext; artículo 4 LE.Gal; artículo 3 LE.IBal; artículo 3 LE.Mad; artículo 4 LE.Mur; artículo 4 LE.Nav; artículos 4 y 5 LE.PVas; artículo 4 LE.Rio y artículos 3 y 4 LE.Val.

Las Leyes electorales autonómicas atribuyen -como la LOREG- la condición de elegibles a los ciudadanos que teniendo la condición de electores no estén incursos en alguna de las causas de inelegibilidad recogidas en la legislación electoral general ni en alguna de las establecidas en la propia ley electoral de la Comunidad. Son muy notables las diferencias entre las distintas leyes electorales autonómicas en la regulación de las inelegibilidades, no solo por la distinta denominación de los cargos públicos, sino por el carácter más o menos restrictivo de las mismas.

DOCTRINA DE LA JEC

- La inelegibilidad afecta al acto electoral en su raíz (Ac 22 de junio de 1995).

La JEC, que reiteradamente ha declarado que no cabe una interpretación extensiva en la materia, ha delimitado el alcance de las causas de inelegibilidad establecidas en este precepto y los concordantes de la LOREG, con relación a quienes ejercen los siguientes cargos o funciones:

- Los Jueces y Magistrados en situación de excedencia especial, son elegibles por cuanto el artículo 6.1 h) LOREG se refiere a «los Magistrados, Jueces y Fiscales que se hallen en situación de activo» (Ac 5 de mayo de 1977); la inelegibilidad afecta a todos los Jueces y Magistrados.

- Sobre los Secretarios Judiciales, que no están sujetos a causa de inelegibilidad (Ac 8 de abril, 5 y 7 de septiembre de 1994, 7 de abril de 1995, 10 de enero y 15 de marzo de 1996), véase artículo 178.

- Los Jueces y Fiscales de Paz son inelegibles, de conformidad con el artículo 6.1 h) LOREG, salvo, lógicamente, que renuncien al cargo judicial o Fiscal (Ac 5 de mayo de 1987, 22 de febrero de 1989, 13 de noviembre y 4 de diciembre de 1991, 10 de febrero de 1992, 22 de diciembre de 1994, 29 de marzo y 28 de mayo de 1995, 28 de mayo y 15 de julio de 1998, 9 y 20 de abril de 1999, 27 de febrero de 2002). También lo son los sustitutos (Ac 11 de marzo de 1991 y 23 de mayo de 1996, entre otros). Para que puedan ser candidatos han de cesar en su cargo el día de la presentación de la candidatura (Ac 20 de abril de 1999). Los Secretarios de Juzgados de Paz no funcionarios de la Administración de Justicia o del Ayuntamiento, sino persona «que reúne las condiciones de idoneidad» no son inelegibles (Ac 30 de septiembre de 1999).

- Los Oficiales de la Administración de Justicia, son elegibles, ya que no cabe interpretar extensivamente la cláusula de inelegibilidad del artículo 6.1 h) LOREG referida a los «Magistrados, Jueces y Fiscales que se hallen en situación de activo»; un precepto limitativo como el transcrito no puede interpretarse extensivamente, por lo que la inelegibilidad de los miembros de la carrera judicial alcanza solo a los Jueces, incluidos los de la justicia municipal, pero no a los oficiales de la Administración de Justicia (Ac 30 de enero de 1979). También son elegibles los Agentes Judiciales (Ac 3 de junio de 1999).

- Los Procuradores de los Tribunales son elegibles (Ac de 12 de marzo de 2003).

- Los Delegados Territoriales de las Comunidades Autónomas son inelegibles si su designación corresponde al Consejo de Gobierno, conforme al artículo 154.2 LOREG, en las elecciones generales y elegibles en las elecciones locales; ahora bien, la inelegibilidad en las elecciones generales ha de entenderse como relativa, es decir, limitada al ámbito territorial en que ejerzan su función, por analogía con el artículo 6.3 a) LOREG (Ac 12 de mayo de 1986, 3 de abril y 11 de mayo de 1987 y 17 de octubre de 1990).

- Los médicos titulares que ocupen el cargo de Jefe Local de Sanidad, son elegibles, por cuanto el cargo es anejo a la condición (Ac 28 de abril y 26 de mayo de 1986, 3 de abril y 5 de junio de 1987 y 29 de abril de 1994).

- Los Directores en funciones de Juntas de Obras del Puerto, son inelegibles -de acuerdo con el artículo 6.3 b) LOREG- si el puerto es administrado en régimen de entidad estatal autónoma; en el caso de puerto autónomo administrado por sociedad estatal, no sería de aplicación dicha inelegibilidad. Ello no queda afectado por el hecho del desempeño del cargo en funciones, es decir, hasta que se cubra reglamentariamente, por cuanto se atiende al «desempeño efectivo de las funciones en el momento correspondiente del proceso electoral» (Ac 3 de abril y 5 de mayo de 1987). Dado el carácter jurídico-administrativo de las Autoridades Portuarias, conforme a la Ley 62/1997, de 26 de diciembre, debe entenderse que son elegibles los Presidentes de Autoridades Portuarias (Ac 27 de abril de 1999).

- Los militares profesionales en situación de «excedencia», son elegibles, puesto que el artículo 6.1 i) LOREG afecta solo a los militares en activo, pero no tienen derecho a reserva de plaza ya que no están comprendidos en dicho precepto los militares, y, además, el personal contemplado en dicho precepto ha de estar en activo para tener derecho a la reserva de plaza (Ac 3 de abril de 1987).

- Personas cumpliendo el servicio militar en la escala de complemento, realizando las llamadas prácticas de campamento: «La Junta entiende que al tratarse del cumplimiento de un deber inexcusable, no cabe ligarse al mismo la privación de un derecho fundamental como el de acceder a cargos públicos; pero dado que el artículo 182 de las Reales Ordenanzas de las Fuerzas Armadas prohíbe la realización de actividades políticas o similares a los militares no profesionales durante el tiempo de prestación del servicio, acuerda la Junta dirigirse al Ministerio de Defensa para que arbitre para tales supuestos fórmulas de suspensión de la prestación del servicio militar (Ac 3 de abril de 1987). En cuanto a los miembros en activo de las FAS incluyendo los que se encuentren prestando el servicio militar, a tenor del artículo 52 LOREG (que prohíbe a todo miembro en activo de las FAS difundir propaganda electoral o llevar a cabo otras actividades de campaña electoral -del artículo 182 de las Reales Ordenanzas de las FAS- que recoge el principio de neutralidad política de las FAS en situación de actividad- principio que tutela también la Ley Orgánica 12/1985, de 27 de noviembre, de Régimen Disciplinario de las FAS -del artículo 6 del Real Decreto-Ley 10/1977, de 8 de febrero- que dispone que el personal no profesional perteneciente a las clases de tropa y marinería "no podrá realizar actividades políticas o sindicales durante el tiempo en que se encuentren prestando servicio militar activo", excepcionándose de esta prohibición el ejercicio del derecho de sufragio activo y el mero conocimiento de su anterior afiliación a organizaciones de carácter político o sindical), tienen limitado su derecho a participar en actos políticos o sindicales, conceptos que parecen incluir los actos de difusión de propaganda electoral u otras actividades de esta naturaleza, según los criterios de la Ley Electoral, como consecuencia del deber de neutralidad que se predica de todos los integrantes de las FAS, aunque gocen de la condición de elegibles (Ac 4 de octubre de 1989 y 7 de abril de 1995). Análoga solución ha de aplicarse a quienes se encuentren cumpliendo la prestación social sustitutoria (Ac 7 y 17 de abril de 1995). La reserva transitoria del personal militar no supone la inelegibilidad del artículo 6.1.i) LOREG» (Ac 17 de mayo de 1999).

El artículo 6.1 i) LOREG establece que concurre causa de inelegibilidad en los «militares profesionales y de complemento y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo».

- Los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía que no se encuentren en la situación administrativa de activo o asimilada a la de activo (asimilación que se produce en situaciones como las de reserva activa o de segunda actividad) no están incursos en la causa de inelegibilidad establecida en el artículo 6 de la LOREG y pueden participar en actividades de campaña en los términos del artículo 52 del citado texto legal (Ac 26 de abril de 1993, 7 de marzo de 1994, 9 y 20 de abril de 1999). Esta doctrina se rectificó después y la Junta dispuso que los miembros de las Fuerzas Armadas, de la Guardia Civil y de la Policía en situación de reserva activa, en cuanto la misma no implica la cesación de la relación profesional activa en dichas Instituciones han de considerarse inelegibles a la luz de lo establecido en el artículo 6.1 i) LOREG (Ac 24 de febrero, 17 y 24 de abril, 9 y 13 de junio de 1995, 24 de octubre de 1997, 17 de mayo de 1999 y 31 de enero de 2000 y 12 de marzo de 2003). En este sentido: «de conformidad con la Ley 42/1999, de 25 de noviembre, del Régimen del Personal del Cuerpo de la Guardia Civil, la situación de reserva, en la medida en que no implica cesación de la relación profesional activa porque dicho personal en situación de reserva está a disposición del Ministerio del Interior para el cumplimiento de funciones policiales, se asimila a los efectos del régimen de inelegibilidades a la situación de servicio activo y, en consecuencia, concurre causa de inelegibilidad en el Guardia Civil en la mencionada situación, conforme al artículo 6.1.i) de la LOREG» (Ac de 8 de marzo de 2007).

La inelegibilidad alcanza a los miembros de las Policías locales (por todos, Ac 9 y 20 de abril, 13 de mayo, 29 de junio de 1999, 20 de enero de 2000 y 24 de abril de 2002). Son inelegibles, de conformidad con el artículo 6.1.i) LOREG, los facultativos y técnicos de los Mossos d Esquadra en activo, que tengan la condición de policía de acuerdo con las normas de provisión de dichos puestos que se establecen por la Ley 10/1994, de 11 de julio, de la Policía de la Generalidad. (Ac de 21 de abril de 2003).

Sobre la elegibilidad de persona que ha aprobado la fase de oposición para el Cuerpo de Policía Local y se encuentra en la Academia realizando el curso de habilitación para tomar posesión de la plaza, la JEC declaró que la inelegibilidad prevista en el artículo 6.1.i) se refiere a los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo, situación que no se da en quien todavía no haya adquirido la condición de funcionario de los Cuerpos de Seguridad y Policía (Ac de 22 de marzo de 2007).

- Los Secretarios de la Administración Local son elegibles, si bien quedarán imposibilitados para actuar como delegados de las JEZ, función que les atribuye el artículo 11.4 LOREG (Ac 9 de mayo de 1977).

- Los funcionarios de correos, son elegibles (Ac 3 de abril de 1987).

- Los Jefes Provinciales de Organismos Autónomos adscritos a un departamento ministerial, son inelegibles en el distrito comprendido en el ámbito territorial de su jurisdicción (Ac 5 de mayo de 1977), del mismo modo que los Directores comarcales y locales del INEM, conforme al artículo 6.3 b) LOREG (Ac 23 de enero de 1998).

- Las personas ingresadas preventivamente en establecimientos penitenciarios, son elegibles (Ac 20 de septiembre de 1982).

- Los profesores asociados de Universidades públicas no son inelegibles (Ac 29 de enero de 1997).

- Los miembros del Consejo de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones, dado que el artículo 37.1 del Real Decreto 1994/1996, de 6 de septiembre, establece que los miembros del Consejo de la Comisión del Mercado de las Telecomunicaciones están sujetos al régimen de incompatibilidades de los Altos Cargos de la Administración, el cargo de Vicepresidente debe considerarse comprendido entre los equiparados a los altos cargos contemplados en el artículo 6.1 f) LOREG y, por tanto, inelegible para el cargo de Concejal conforme al artículo 177 de la misma Ley e incompatible con dicho cargo a tener del artículo 178.1 (Ac 29 de enero de 1997).

- Los Vocales de las Comisiones Mixtas de Transferencias y Valoraciones designados por los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, son elegibles (Ac 12 de mayo de 1986).

- Los miembros de todos los cuerpos de policía incluidos los de la Policía municipal, son inelegibles (Ac 19 de octubre de 1992, 7 y 17 de abril de 1995, 27 de septiembre de 1996, 21 de abril y 17 de septiembre de 1997, 8 de octubre de 1998 y 15 de marzo de 1999). Sin embargo, la incompatiblidad prevista en el artículo 178 de la LOREG, en relación con el artículo 6 de la citada norma, del cargo de concejal con la condición de miembro de un cuerpo de policía en activo debe interpretarse en el sentido de que se produce a partir del momento en que el afectado tome posesión del cargo electo o del correspondiente puesto de funcionario (Ac de 18 de septiembre de 2008).

- Los Vocales no judiciales de las JE son inelegibles pues el artículo 6.1 j) no distingue los mismos por su origen (Ac 31 de mayo de 1994).

- En la medida en que el artículo 6.1.c) de la LOREG incluye únicamente a los Consejeros permanentes del Consejo de Estado como causa de inelegibilidad electoral, debe entenderse que los Consejeros electivos de dicho órgano consultivo no incurren en la referida inelegibilidad (Ac de 4 de febrero de 2008).

- Candidatos en las elecciones al Parlamento de Andalucía que no tengan la condición de ciudadanos de la Comunidad Autónoma.

Conforme al artículo 28.4 del Estatuto de Autonomía para Andalucía y el artículo 4 de la Ley Electoral de Andalucía, son elegibles los candidatos que reúnan las condiciones requeridas para ser elector además de la condición política de ciudadanos de la Comunidad Autónoma de Andalucía en los términos del artículo 8 del Estatuto de Autonomía de la citada Comunidad (Ac 25 de mayo de 1990). Véase el apartado de jurisprudencia.

- Exigencia de estar empadronado en la Comunidad Autónoma de Cataluña para poder ser elegible en las elecciones al Parlamento de dicha Comunidad Autónoma.

La Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña, dispone lo siguiente en los artículos que se transcriben: Art. 56.3. Son electores y elegibles los ciudadanos de Cataluña que estén en pleno uso de sus derechos civiles y políticos, de acuerdo con la legislación electoral. La Ley Electoral de Cataluña debe establecer criterios de paridad entre mujeres y hombres para la elaboración de las listas electorales. Art. 7.1. Gozan de la condición política de catalanes o ciudadanos de Cataluña los ciudadanos españoles que tienen vecindad administrativa en Cataluña. Sus derechos políticos se ejercen de acuerdo con el presente Estatuto y las leyes (Ac de 6 de mayo de 2010). Como complemento de dicho acuerdo, la JEC aclaró que los artículos 7.1 y 56.3 de la Ley Orgánica 6/2006, de 19 de julio, de Reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña, citados en el Acuerdo de la Junta Electoral Central de 6 de mayo de 2010 no han sido afectados por la Sentencia del Tribunal Constitucional de 28 de junio de 2010 relativa a la citada Ley Orgánica (Ac de 14 de octubre de 2010).

- Inelegibilidad, a efectos de las elecciones al Parlamento de Cataluña, de los altos cargos de la Generalidad de Cataluña.

1.º.- Cabe recordar que la jurisprudencia constitucional tiene reiteradamente declarado que no cabe extender vía interpretativa las causas de inelegibilidad previstas por la Ley Electoral a los altos cargos de la Administración si expresamente no ha sido establecida por aquélla (STC 45/1983). 2.º.- Esta Junta constata que en este momento la Comunidad Autónoma de Cataluña no ha regulado las causas de inelegibilidad para las elecciones al Parlamento de Cataluña, por lo que, en consecuencia, únicamente resultarán aplicables las causas de inelegibilidad previstas con carácter general para todos los procesos electorales en la LOREG. 3.º.- En la relación de supuestos de inelegibilidad establecidos en el artículo 6 de la LOREG, no hay una previsión referida a los altos cargos de la Administración de la Generalidad de Cataluña. En relación a cargos dependientes de las Comunidades Autónomas, la LOREG sólo recoge el caso previsto en el artículo 6.3.c), referido a los Directores de Entidades de Radio Televisión dependientes de las Comunidades Autónomas (Ac de 19 de julio de 2010). El acuerdo indicado fue reiterado el 14 de octubre de 2010, «en el sentido de que hasta este momento la Comunidad Autónoma de Cataluña no ha regulado las causas de inelegibilidad para las elecciones al Parlamento de Cataluña, ya que el artículo 11.2 de la Ley del Parlamento de Cataluña 3/1982, declarado vigente como regulación transitoria por la Ley del Parlamento de Cataluña 13/2008, se limita a indicar que están afectados por causa de inelegibilidad los altos cargos de la Generalidad que determine la ley, sin que se haya procedido a realizar dicha determinación».

- Mayoría de edad para ser candidato.

Los candidatos han de ser mayores de edad el día en que tiene lugar la proclamación de candidaturas (Ac 29 de abril de 1991 y 15 de marzo de 1999).

- Residencia en el extranjero.

Es indiferente que un candidato resida en España o tenga su residencia en el extranjero. La LOREG no determina el lugar de residencia de los candidatos (Ac 21 de septiembre de 2000).

- Momento en que se entiende efectiva la inelegibilidad derivada de condena por Sentencia a pena privativa de libertad.

La efectividad de la inelegibilidad se produce desde el comienzo del cumplimiento de la condena (Ac 14 de febrero de 1996).

Dado que el artículo 6.2 a) de la LOREG establece que son inelegibles los condenados por Sentencia firme a pena privativa de libertad en el período que dure la pena, hay que entender que la incompatibilidad opera también en el mismo período, es decir, con el efecto de suspensión pero no pérdida del cargo público mientras dure la pena, y ello tanto si el afectado se encuentra efectivamente en prisión como si está en otra situación (Ac 2 de junio de 1997).

- Condenado a pena de privación del derecho de sufragio pasivo.

Estando sujeto a la pena de privación del ejercicio del derecho de sufragio pasivo, y no constando que se haya acordado la suspensión de la ejecución de la Sentencia, no cabe que se presente como candidato (Ac 13 de mayo de 1999).

- Los condenados por sentencia firme a pena privativa de libertad, en el período que dure la pena.

El problema surge porque el artículo 6.2 a) de la LOREG declara inelegibles a «los condenados por sentencia firme a pena privativa de libertad, en el período que dure la pena» determinándose en el artículo 203.1 (aplicable a los Consejeros Insulares según lo dispuesto en el artículo 201.8) que las causas de inelegibilidad lo son también de incompatibilidad. Lo que ocurre es que, con independencia de lo expuesto en el apartado anterior, el artículo 6.º de la LOREG conserva su redacción originaria de 1985, bajo la vigencia del anterior Código Penal, en el que la imposición de las penas accesorias tenía carácter automático, mientras que en el actual Código Penal, el artículo 56 prevé, para las penas de prisión de hasta 10 años como es el caso, que los jueces o Tribunales impondrán alguna de las penas que luego se relacionan, arbitrio judicial que podría considerarse congruente tanto con la sentencia que condenó a quien detentaba el cargo público como con el criterio que para su ejecución ha dispuesto la Sala sentenciadora (Ac de 22 de abril de 2004). Véase en artículo 201:Pena de privación de libertad impuesta al Presidente de un Cabildo Insular.

La causa de inelegibilidad consistente en la condena por sentencia firme a pena privativa de libertad en el período que dure la pena (art. 6.2.a de la LOREG) tiene la misma duración que la de la pena impuesta y «no depende ni puede depender de la situación personal del condenado», según tiene declarado la jurisprudencia constitucional (STC 166/1993) (Ac 15 de enero de 2009).

JURISPRUDENCIA

- Límites constitucionales de la Ley Electoral en materia de inelegibilidad.

Es la Ley Electoral, quien respetando, por un lado, el contenido de inelegibilidad mínimo que establece el artículo 70.1 CE y, por otro lado, la esencia del derecho de sufragio pasivo garantizado por el artículo 23.2 CE, configurará la elegibilidad (STC 45/1983, 25 de mayo).

- Interdicción de una interpretación extensiva de las causas de inelegibilidad.

«La elegibilidad es un derecho ciudadano configurado por las leyes y delimitado negativamente por la ausencia de causas de inelegibilidad que se inserta en el marco del artículo 23.2 CE, de modo que, desde este parámetro, no podrá negarse a quien, estando en el pleno uso de sus derechos políticos, no esté incurso en causas de inelegibilidad, definidas en la CE y por remisión, en la Ley electoral, interpretadas dentro del marco constitucional (...).

No cabe, en consecuencia, extender vía interpretativa las causas de inelegibilidad previstas por la Ley electoral a los altos cargos de la Administración si expresamente no ha sido establecida por aquélla» (STC 45/1983, 25 de mayo).

- Causas de inelegibilidad derivadas de sanciones penales.

El que el artículo 6.2 LOREG mencione solo algunas causas de inelegibilidad derivadas de sanciones penales no significa que hayan quedado derogadas las restantes previstas en el Código Penal y que integran el contenido de determinadas penas como inhabilitación absoluta, inhabilitación especial para el derecho de sufragio y otras. Tal es el caso de la pena de suspensión de cargo público cuyos propios efectos, regulados por el artículo 38 CP implican la imposibilidad de obtener otro de funciones análogas durante el tiempo de la condena, por lo que constituye una causa de inelegibilidad para cualquier cargo de funciones análogas a aquel cuyo ejercicio se haya suspendido al penado» (STC 80/1987, 27 de mayo).

La referida STC tenía como objeto un recurso de amparo electoral presentado contra la SAP Santa Cruz de Tenerife 15 de mayo de 1987, en que se consideraba como causa de inelegibilidad para el cargo de Consejero de un Cabildo Insular canario la condena de suspensión del cargo de Alcalde, por considerar que ambas funciones son análogas por corresponder a puestos de la Administración Local; lo contrario ocurría con la proclamación del mismo candidato para las elecciones al Parlamento regional, por tratarse de funciones diferentes, de naturaleza legislativa y de control político.

El TC estimó razonable la interpretación de la legalidad penal realizada por la AP, órgano competente para ejercer esa función.

Con posterioridad el TC ha reiterado este criterio en sus Sentencias 158/1991, de 15 de julio, 154/1993, de 30 de mayo, 166/1993, de 20 de mayo y 144/1999, de 22 de julio.

Sin embargo, el TC también ha entendido justificada la imposición de la pena de inhabilitación especial para todo cargo público electivo por un delito de infidelidad en la custodia de documentos de un Alcalde, por entender que «los puestos de Alcalde y Senador presentan rasgos comunes para la receptividad de los ciudadanos en cuanto a las exigencias de integridad de las personas que puedan ser titulares de dichos cargos de representación popular» (STC 151/1999, de 14 de septiembre, FJ 3).

- Los condenados por Sentencia firme a pena privativa de libertad en el período que dure la pena [artículo 6.2 a)].

Esta causa de inelegibilidad «no depende ni puede depender de la situación personal del condenado, libertad o prisión». «La incapacidad para ser elegible se produce como consecuencia automática de la pena privativa de libertad» (STC 166/1993, de 20 de mayo, FJ 4).

- Constitucionalidad de la exigencia de vecindad administrativa en cualquiera de los Municipios de la Comunidad Autónoma como requisito de elegibilidad en las elecciones autonómicas.

Es razonable la exigencia de esa condición «teniendo en cuenta la finalidad perseguida de proporcionar una cierta homogeneidad de intereses en el ámbito de la Comunidad Autónoma (extremeña, en el caso planteado) entre el cuerpo electoral y los candidatos» (STC 60/1987, 20 de mayo).

Las SSTC 107/1990, de 6 de junio, y 109/1990 de 7 de junio, sostienen la constitucionalidad de este requisito respecto a la vecindad administrativa en Andalucía exigida por la Ley Electoral de Andalucía 1/1986, reiterando los argumentos de la STC 60/1987, de 20 de mayo.

La STC 26/1992, de 5 de marzo, ha hecho lo propio con la Ley Electoral catalana, a pesar de que ésta no contiene una declaración expresa, mediante una correcta interpretación del artículo 6.4 LOREG con el artículo 6.1 del Estatuto de Autonomía de Cataluña.

- El cargo de Presidente de una Cámara de Comercio no es subsumible en la causa de inelegibilidad de «Presidentes y Directivos de Organismos Autónomos de competencia territorial limitada» -en LOREG, artículo 6.3 b)-, según declaró la SAT Barcelona 28 de abril de 1977.

- Inelegibilidad sobrevenida: véase el artículo 7.

- Penas accesorias con incidencia electoral.

El artículo 56 in fine CP 1995 establece la exigencia, para la imposición de determinadas penas accesorias, de que los derechos afectados por estas penas «hubieran tenido relación directa con el delito cometido, debiendo determinarse expresamente en la sentencia esta vinculación». Este requisito se refiere a la pena accesoria de inhabilitación especial para empleo o cargo público, profesión, oficio, industria o comercio o cualquier otro derecho «si éstos hubieran tenido relación directa con el delito cometido», pero no a las otras dos penas accesorias expresadas en la parte inicial del precepto, es decir, a la mera suspensión de cargo o empleo público y a la inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena. Así se deduce de una interpretación gramatical del precepto, pero sobre todo de su interpretación lógica, pues el criterio contrario conduciría al absurdo, al determinar que un alcalde, por ejemplo, habría de seguir rigiendo desde la prisión los destinos de su ciudad mientras cumple condena por tráfico de drogas o falsificación de moneda, ya que al tratarse de delitos no directamente relacionados con su cargo, no podría aplicarse la pena accesoria de suspensión del ejercicio del mismo durante el tiempo de la condena.

Atendiendo el sentido y finalidad de las penas accesorias de suspensión de empleo o cargo público -artículo 43 CP 1995- y de inhabilitación especial para el derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena -artículo 44 CP 1995- no cabe aceptar la interpretación del recurrente en el sentido de que la expresión «alguna de las siguientes» del artículo 56 CP 1995 determina la incompatibilidad entre ambas y consiguiente prohibición de imposición conjunta (STS, Sala 2.ª, 25 de septiembre de 1996).

- Inelegibilidad de los Jueces de Paz

No es admisible que se diga que es un cargo «eminentemente simbólico, pues conforme al artículo 6.1.h) LOREG concurre causa de inelegibilidad en todos los Jueces en activo, incluidos los Jueces de Paz, nombrados, conforme dispone la LOPJ, por la Sala de Gobierno de los TSJ. Y añade: «Y respecto a los soflamas sobre la simbolicidad del cargo y la deflación que del mismo hace la JEZ y el partido demandado, la Sala pone ante la vista de la una y del otro la LOPJ en sus artículos 99 a 103», que inmediatamente reproduce (STSJ, Sala C-A, Navarra, de 26 de junio de 2003, LA LEY JURIS 1465681/2003).

- Sobre la inscripción en el censo electoral para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo.

El recurrente en amparo sostiene que la exigencia de la inscripción en el censo electoral supondría establecer un requisito para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo que no dispone la Constitución, la cual solo exige, con carácter general para todo proceso electoral, tener mayoría de edad, ser español y estar en posesión de los derechos políticos, argumento obviamente inadmisible, tanto por su inexactitud (en rigor ni la mayoría de edad ni la posesión de derechos políticos son requisitos exigidos expresamente por la Norma Fundamental, y la nacionalidad admite la excepción que se establece en el artículo 23.2 CE condiciona el derecho fundamental que garantiza a «los requisitos que señalen las leyes», lo que ha dado lugar a la reiterada calificación del derecho en configuración legal (por todas, STC 287/1994, de 27 de octubre y las en ella citadas). En virtud de ello, solamente si el legislador impone requisitos que vulneren el contenido esencial de dicho derecho, resultarían éstos inconstitucionales ex artículo 53.1 CE, lo que no parece que ocurra precisamente con la exigencia de la inscripción en el ceso, que este Tribunal ha considerado esencial en alguno de sus pronunciamientos (así, la propia STC 73/1987, de 23 de mayo, FJ 3, o la STC 154/1988, de 21 de julio, FJ 3), (STC 86/2003, de 8 de mayo).

- Inelegibilidad constatada después de la elección.

Véase la STC 175/1991, de 16 de septiembre en art. 47.

Artículo 7. 1. La calificación de inelegible procederá respecto de quienes incurran en alguna de las causas mencionadas en el artículo anterior, el mismo día de la presentación de su candidatura, o en cualquier momento posterior hasta la celebración de las elecciones.

2. No obstante lo dispuesto en el párrafo primero del artículo anterior, los que aspiren a ser proclamados candidatos y no figuren incluidos en las listas del Censo electoral, podrán serlo, siempre que con la solicitud acrediten de modo fehaciente que reúnen todas las condiciones exigidas para ello.

3. Los Magistrados, Jueces y Fiscales, así como los militares profesionales y de complemento y miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policías, en activo, que deseen presentarse a las elecciones, deberán solicitar el pase a la situación administrativa que corresponda.

4. Los Magistrados, Jueces, Fiscales, miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policías en activo tendrán derecho, en todo caso, a reserva de puesto o plaza y de destino, en las condiciones que determinen las normas específicas de aplicación. De ser elegidos, la situación administrativa que les corresponda podrá mantenerse, a voluntad de los interesados, una vez terminado su mandato, hasta la constitución de la nueva Asamblea parlamentaria o Corporación Local.

CONCORDANCIAS

- Causas inelegibilidad: artículo 6 (y las concordancias reseñadas en dicho precepto).

- Acreditación de las condiciones de elegibilidad del candidato: artículo 46.2.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Con relación a lo dispuesto en el apartado 3 de este artículo hay que tener en cuenta:

- Artículo 357 LOPJ, que se reproduce en el artículo 6.

- Artículo 47 de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, de Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, modificado por la Ley 24/2007, de 9 de octubre, que dispone que «Las situaciones administrativas en la Carrera Fiscal se acomodarán a lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial para Jueces y Magistrados y serán desarrolladas reglamentariamente».

- Artículo 29.2 Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la Reforma de la Función Pública que determina con relación a los funcionarios sujetos a su ámbito de aplicación el pase a la situación de servicios especiales: «f) Cuando accedan a la condición de Diputado o Senador de las Cortes Generales; g) Cuando accedan a la condición de miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, si perciben retribuciones periódicas por el desempeño de la función. Cuando no perciban dichas retribuciones podrán optar entre permanecer en la situación de servicio activo o pasar a la de servicios especiales, sin perjuicio de la normativa que dicten las Comunidades Autónomas sobre incompatibilidades de los miembros de las Asambleas Legislativas; h) Cuando se desempeñen cargos electivos retribuidos y de dedicación exclusiva en las entidades locales (...)»

Por otra parte, el artículo 5 Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de incompatibilidades del personal al servicio de las Administraciones Públicas determina que: «1. Por excepción, el personal incluido en el ámbito de aplicación de esta Ley podrá compatibilizar sus actividades con el desempeño de los cargos electivos siguientes:

a) Miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, salvo que perciban retribuciones periódicas por el desempeño de la función o que por las mismas se establezca la incompatibilidad.

b) Miembros de las Corporaciones locales, salvo que desempeñen en las mismas cargos retribuidos en régimen de dedicación exclusiva.

2. En los supuestos comprendidos en este artículo solo podrá percibirse la retribución correspondiente a una de las dos actividades, sin perjuicio de las dietas, indemnizaciones o asistencias que correspondan por la otra. No obstante, en los supuestos de miembros de las Corporaciones locales en la situación de dedicación parcial a que hace referencia el artículo 75.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local, se podrán percibir retribuciones por tal dedicación, siempre que la desempeñen fuera de su jornada de trabajo en la Administración, y sin superar en ningún caso los límites que con carácter general se establezcan, en su caso. La Administración en la que preste sus servicios un miembro de una Corporación local en régimen de dedicación parcial y esta última deberán comunicarse recíprocamente su jornada en cada una de ellas y las retribuciones que perciban, así como cualquier modificación que se produzca en ellas».

- Artículo 109 de la Ley 39/2007, de 19 de noviembre, de la carrera militar (BOE 20 de noviembre).

1.Los militares de carrera y los militares de tropa y marinería con compromiso de larga duración, serán declarados en situación de servicios especiales cuando: (...) d) Sean designados como candidatos a elecciones para órganos representativos públicos en ejercicio del derecho de sufragio pasivo o resulten elegidos en las mismas. e) Sean elegidos por las Cortes Generales o las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas para formar parte de los Órganos Constitucionales o de los Órganos Estatutarios u otros cuya elección corresponde a las Cámaras y a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas. (...) 2. Percibirán las retribuciones del puesto o cargo que desempeñen y no las que les correspondan como militares profesionales, sin perjuicio del derecho a percibir los trienios que tuviesen reconocidos. 3. El tiempo permanecido en esta situación será computable a efectos de tiempo de servicios, trienios y derechos pasivos. 4. El militar profesional en situación de servicios especiales podrá ascender si tiene cumplidas las condiciones de ascenso establecidas en esta ley. 5. El militar profesional durante el tiempo de permanencia en esta situación tendrá su condición militar en suspenso y, en consecuencia, dejará de estar sujeto al régimen general de derechos y deberes de los miembros de las Fuerzas Armadas y a las leyes penales y disciplinarias militares.

- Artículo 83 Ley 42/1999, de 25 de noviembre, de régimen de personal del Cuerpo de la Guardia Civil (modificado por la Ley 46/2007).

«1. Los guardias civiles pasarán a la situación de excedencia voluntaria cuando:

a) Sean designados como candidatos a elecciones para órganos representativos públicos en ejercicio del derecho de sufragio pasivo o resultaran elegidos en las mismas.

(...)

3. Quienes pasen a la situación de excedencia voluntaria por la causa definida en la letra a) del apartado 1 de este artículo, se reintegrarán a la situación de la que procedieren si no resultasen elegidos y pasarán a la de servicio activo o, en su caso, a la de reserva, a la terminación de su mandato. En ambos supuestos el afectado tendrá derecho al reingreso en una plaza, puesto o destino, análogo al anteriormente ocupado, en la misma localidad, siempre que exista vacante en la misma (...).

9. A quienes pasen a la situación de excedencia voluntaria por el supuesto recogido en la letra f) les será computable el tiempo permanecido en la misma a efectos de tiempo de servicios, trienios y derechos pasivos. El tiempo permanecido en la situación de excedencia voluntaria en los supuestos recogidos en las letras c), d) y h) del apartado 1 de este artículo no devengarán retribuciones, ni será computable a los efectos mencionados en el párrafo anterior. En los supuestos de las letras a), b) y e) del citado apartado sólo será computable a efectos de trienios y de derechos pasivos (...). Quienes permanezcan en la situación de excedencia voluntaria, en aplicación de lo previsto en las letras a) y b) del apartado 1 de este artículo, tendrán derecho a percibir, durante el tiempo en el que desempeñen cargo público representativo, el importe de los trienios que les correspondan (...).

10. Quienes pasen a la situación de excedencia voluntaria por los supuestos de las letras a), b), c), d), h), y, en su caso a partir de los dieciocho meses en el supuesto de la letra g) del apartado 1 de este artículo, dejarán de estar sujetos al régimen general de derechos y obligaciones del personal del Cuerpo de la Guardia Civil, a las leyes penales militares y a la disciplinaria del Instituto.

- Artículo 29.2 Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la Reforma de la Función Pública: «A los funcionarios en situación de servicios especiales se les computará el tiempo que permanezcan en tal situación a efectos de ascensos, trienios y derechos pasivos y tendrán derecho a la reserva de plaza y destino que ocupasen...

Los Diputados, Senadores y los miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas que pierdan dicha condición por disolución de las correspondientes Cámaras o terminación del mandato de las mismas podrán permanecer en la situación de servicios especiales hasta su nueva constitución».

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 5 LE.And; artículo 4 LE.Ara; artículo 5 LE.Ast; artículo 3.2 LE.Can; artículos 4 y 5 LE.Cant; artículos 4 y 5 LE.Cast-LM; artículo 4 LE.Cast-León; artículo 6 LE.Ext; artículo 5 LE.Gal; artículos 3.3 y 4 LE.IBal; artículo 4 LE.Mad; artículo 4.4 LE.Mur; artículo 4.4 LE.Nav; artículo 6 LE.PVas; artículo 5 LE.Rio y artículo 5 LE.Val.

La regulación de la calificación de las inelegibilidades en las leyes electorales autonómicas presenta escasas novedades respecto de la contenida en la LOREG, pues se limitan bien a reproducir el párrafo primero del artículo 7 LOREG, bien a remitirse al procedimiento de verificación establecido en la LOREG.

Las LE-Cast-LM; LE.IBal; LE.Mad; LE.Rio y LE.Val recogen además el párrafo segundo del referido artículo.

Las LE.PVas establece un criterio complementario y no contradictorio con el de LOREG al determinar que los candidatos que desempeñaran un cargo o función inelegible deberán acreditar de modo fehaciente ante la Junta Electoral correspondiente haber renunciado o cesado en el cargo o función que genera inelegibilidad; por otra parte, aquellos que formando parte de una candidatura accedieran a un cargo o función inelegible, deberán comunicar dicha situación a la Junta Electoral correspondiente, que declaró la exclusión del candidato de la candidatura (esta última Disposición aparece también en la LE.Gal).

Respecto del momento en que se entiende efectiva la inelegibilidad derivada de condena por Sentencia firme a pena privativa de libertad con accesoria de suspensión de cargo público, la JEC entiende que «la efectividad se produce desde que tiene lugar el comienzo del cumplimiento de la condena» (Ac 14 de febrero de 1996).

DOCTRINA DE LA JEC

- Inaplicabilidad a los militares profesionales del derecho a la reserva de plaza.

Si bien es elegible un militar profesional en situación de excedencia, ya que la inelegibilidad del artículo 6.1 i) LOREG afecta solo a los militares en activo, es inaplicable el artículo 7.4 sobre el derecho a reserva de plaza, ya que no están comprendidos en dicho precepto los militares y, además, el personal contemplado en el precepto ha de estar en activo para tener derecho a la reserva de plaza (Ac 3 de abril de 1987).

- Ámbito temporal de la inelegibilidad.

La JEC acuerda: a) La inelegibilidad afecta a todo el que ostente alguno de los cargos inelegibles a partir de las cero horas del día en que la entidad política de que forma parte presenta la candidatura; b) Son inelegibles no solo los que ostenten los cargos correspondientes en la fecha mencionada, sino también quienes accedan a los mismos en cualquier fecha posterior a la citada y anterior al día de la votación (Ac 15 de septiembre de 1982, 29 de enero de 1996 y 20 de abril de 1999). La renuncia ha de formularse antes de la presentación de la candidatura (Ac 20 de abril de 1999). La causa que da origen a la inelegibilidad debe haber cesado antes de la presentación de la candidatura. No obstante, dicha irregularidad puede ser subsanada en el plazo previsto en el artículo 47.2 siempre que haya desaparecido en dicho plazo la causa de inelegibilidad (Ac 20 de abril de 1999).

Conforme al artículo 43 del Código Penal, la suspensión de empleo o cargo público priva de su ejercicio al penado durante el tiempo de la condena, lo que determina la inelegibilidad para quienes se encuentren en dicha situación el mismo día de la presentación de su candidatura o en cualquier momento posterior hasta la celebración de las elecciones, según dispone el artículo 7.1 de la LOREG (Ac 19 de junio de 2002).

- Comunicación de la inelegibilidad a las JE competentes para la proclamación de las candidaturas.

Ante el conocimiento de Sentencia firme condenatoria por delito de injurias graves contra JHC por la que se le imponía la pena de un mes y un día de arresto mayor y la suspensión del derecho de sufragio por el mismo tiempo, con efecto a partir del 28 de mayo, la JEC acuerda instar a las JE competentes con relación a las elecciones locales y autonómicas, a las que concurría como candidato, a que «declaren, de conformidad con el artículo 7 en relación con el inciso primero del artículo 6.1 y con el artículo 3.1 LOREG, la inelegibilidad del citado JHC en ambos procesos electorales. No obstante, en virtud del artículo 48.2 LOREG, las candidaturas del partido político permanecerán subsistentes de manera que la baja del candidato inelegible se entenderá cubierta por los candidatos sucesivos y, en su caso, por los suplentes» (Ac 27 de mayo de 1995).

- Candidatos no inscritos en el Censo electoral.

En cuanto a la proclamación como candidatos de quienes no figuren inscritos en el Censo electoral, es ello posible siempre que acrediten de modo fehaciente que reúnen las condiciones exigidas para ello; véase en artículo46 y la Instrucción de 15 de marzo de 1999 sobre documentación que debe acompañarse en la presentación de candidaturas (BOE núm. 67, del 19), en cuya virtud se suprime la obligatoriedad de la aportación de la inscripción en el Censo electoral de los ciudadanos españoles para ser candidatos.

- Calificación de inelegibilidad de miembros Fuerzas y Cuerpos de Seguridad.

Conforme al artículo 7 de la Ley Electoral la calificación de inelegible procede respecto de quienes incurran en alguna de las causas mencionadas en el artículo 6 y, entre ellas, la pertenencia a las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo el mismo día de la presentación de la candidatura, no constando la formulación por el recurrente de la solicitud de pase a la situación administrativa que corresponda en ese momento, como resulta preceptivo a tenor del artículo 7.3 de la Ley Electoral (Ac 19 de junio de 1991).

Conforme al artículo 7.1 de la LOREG la calificación de inelegible se produce el mismo día de la presentación de la candidatura. De acuerdo con el artículo 7.3 del citado texto legal, los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo que deseen presentarse a las elecciones deberán solicitar el pase a la situación administrativa que corresponda, que de conformidad con el artículo 83.1.a) de la Ley 42/1999 citada, es el la de excedencia voluntaria (Ac de 8 de marzo de 2007, reiterado el 4 de marzo de 2010).

JURISPRUDENCIA

- Necesidad de renunciar en forma y plazo a los cargos que implican inelegibilidad para no quedar incurso en ella.

En el caso de que concurra en un candidato la condición de Vocal de una Junta Electoral debe presentar la renuncia dentro del plazo, no bastando la mera comunicación verbal y sin que sea relevante la no asistencia a las sesiones (SAT Albacete 9 de octubre de 1979, SAT Cáceres 28 de mayo de 1977).

- Forma de acreditar la condición de elegible de quien no esté incluido en el Censo electoral.

La jurisprudencia ha entendido que es suficiente la presentación, ante la Junta Electoral competente, de certificado de antecedentes penales, fotocopia del DNI y declaración jurada de no hallarse incurso en ninguna causa de inelegibilidad (SSAT Madrid 30 de mayo de 1977 y 7 de febrero de 1979; SAT Burgos 16 de mayo de 1987).

Por el contrario no es suficiente acreditación la certificación del empadronamiento (SAT Madrid 13 de octubre de 1982).

Sin embargo, esa documentación debe presentarse ante la Junta Electoral competente y no posteriormente en el recurso contencioso-electoral o en el de amparo electoral (STC 73/1987, 23 de mayo).

- La solicitud de «pase a la situación administrativa que corresponda» prevista en el artículo 7.3.

Basta con que se produzca la solicitud en el plazo establecido, sin que sea preciso la obtención de esa situación administrativa dentro del plazo previsto en el apartado primero de este artículo (SAT Santa Cruz de Tenerife 10 de octubre de 1982).

- Inelegibilidad electoral sobrevenida por incurrir en causa de incapacidad electoral.

Si bien la inelegibilidad sobrevenida una vez que haya precluido el trámite de proclamación de candidaturas solo se podrá hacer valer como si de una incompatibilidad se tratara (STC 45/1983) y ATC 436/1983), no ocurre lo mismo si se trata de una causa de incapacidad electoral, como la privación del derecho de sufragio de un candidato por sentencia judicial firme, que afecta al proceso electoral en su conjunto y se puede hacer valer en todo momento. En tal situación, «el candidato carecía al tiempo de las elecciones de capacidad jurídica para ser elector y, por tanto para ser elegible» (STC 144/1999, de 22 de julio, FJ 4 a 7).

- Competencia de las Juntas Electorales en supuestos de inelegibilidad sobrevenida que constituya causa de incapacidad electoral.

En el supuesto indicado en el párrafo anterior, a las Juntas Electorales les era exigible que, una vez acreditada la causa de incapacidad electoral del recurrente, la hayan hecho valer, extrayendo de esa incapacidad declarada por Sentencia firme las oportunas consecuencias jurídico electorales; «también le era exigible adoptar de oficio las medidas oportunas si, como parece, tenía noticia del asunto porque los medios de comunicación se habían hecho amplio eco de la aludida condena» (STC 144/1999, de 22 de julio, FJ 7).

En el citado caso, el Tribunal Constitucional estimó correcto el acuerdo de la Junta Electoral Central, resolviendo la consulta de una JEP, en el que, a la vista del testimonio de la Sentencia condenatoria de un candidato, lo declaró inelegible y ordenó que la JEP y la JEZ competentes dieran la máxima difusión de este acuerdo y que el citado candidato fuese sustituido por los candidatos sucesivos.

Por el contrario, estimó que las Juntas Electorales no pueden requerir al Registro de Penados y Rebeldes la remisión de la hoja histórico penal de un candidato -y al hacerlo vulneraron su derecho a la intimidad personal- pero sí en cambio podían haber exigido certificación negativa de antecedentes penales, so pena de anular su proclamación de no hacerlo así (STC 144/1999 cit, FJ 8).

- Interpretación del artículo 7.2.

Se considera revelador que respecto de la vertiente pasiva del derecho de sufragio no se prevé la posibilidad de certificación censal específica. Ello parece abocar a interpretar como necesariamente equivalente a tal posibilidad la previsión del artículo 7.2 LOREG «so pena de tener que concluir que el derecho de sufragio pasivo no admite modo de subsanación en el supuesto de error censal inadvertido por su titular, conclusión de todo punto inadmisible respecto de un derecho en el que se fundamenta el sistema democrático», si bien añade que cosa distinta es la incidencia de la concreta actitud de quien pretende ser elegido ante la inexistencia de su inscripción censal, esto es, su diligencia o la falta de ella para acreditar lo que persigue la exigencia de la misma, que es demostrar que se reúnen los requisitos para poder ser elegible (FJ 7.º).

En relación a esta «actitud», el TC tiene en cuenta que en anteriores comicios el mismo candidato se presentó a las elecciones y aportó al efecto una certificación de inscripción censal, con el mismo domicilio que aparece en el actual certificado de empadronamiento; y que el interesado aportó en las presentes elecciones para subsanar la falta de la certificación la documentación acreditativa de que reúne los requisitos necesarios para ser elegible (mayoría de edad y nacionalidad, mediante DNI; no estar incurso en causas que le impidan ejercer el derecho de sufragio, mediante el certificado de antecedentes penales; no estar incurso en causa de inelegibilidad, mediante declaración jurada), todos ellos «medios aptos en Derecho» (STC 73/1987) para acreditar por el interesado que reúne los requisitos exigidos para ser considerado elegible. Por lo demás no se vislumbra otra alternativa de subsanación de los fallos de inscripción en el censo que no sea la presentación de documentos que acrediten la posesión de los requisitos de elegibilidad como, en efecto, posibilita el artículo 7.2 LOREG (STC 86/2003, de 8 de mayo, FJ 8.º).

CAPÍTULO III Administración Electoral

SECCIÓN I

Juntas Electorales

Artículo 8. 1. La Administración Electoral tiene por finalidad garantizar en los términos de la presente Ley la transparencia y objetividad del proceso electoral y del principio de igualdad.

2. Integran la Administración Electoral las Juntas Electorales, Central, Provincial, de Zona y, en su caso, de Comunidad Autónoma, así como las Mesas electorales.

3. La Junta Electoral Central tiene su sede en Madrid, las Provinciales en las capitales de Provincia, y las de Zona en las localidades cabeza de los partidos judiciales aludidos en el apartado 6.

4. Las Juntas de Zona de Ceuta y Melilla acumulan en sus respectivos distritos las funciones correspondientes a las Juntas Electorales Provinciales.

5. Las Juntas celebran sus sesiones en sus propios locales y, en su defecto, en aquellos donde ejercen sus cargos los respectivos Secretarios.

6. A los efectos de la presente Ley los partidos judiciales coinciden con los de las Elecciones locales de 1979.

CONCORDANCIAS

- Junta Electoral Central: artículo 9.

- Junta Electoral Provincial: artículo 10.

- Junta Electoral de Zona: artículo 11.

- Mesas electorales: artículos 23 a 28.

- Partidos judiciales a efectos asignación de puestos en Diputación Provincial: artículo 204.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

En cuanto a los partidos judiciales, véase el Real Decreto 529/1983, de 9 de marzo, sobre partidos judiciales a considerar a efectos de elecciones (BOE núms. 64, 65 y 66 de 16, 17 y 18 de marzo; corrección de errores enBOE  núm. 76, de 30 de marzo), con las modificaciones que se produjeron en cada partido judicial con respecto a los Municipios en él comprendidos, mediante resoluciones dictadas por las JEP, conforme a lo previsto en el artículo 2 del Real Decreto 267/1983, de 16 de febrero(BOE núm. 41, de 17 de febrero). El Anexo del citado Real Decreto 529/1983, de 9 de marzo no incluía al País Vasco, Navarra y archipiélagos de Baleares y Canarias. Para éstas habrá de estarse a los Reales Decretos núms. 118 a 124, de 26 de enero de 1979 (BOE núm. 24, del 27), mediante los que se regularon atendiendo a sus respectivas peculiaridades, las elecciones locales convocadas por el Real Decreto 117/1979, de 26 de enero(BOE núm. 24, de 27 de enero de 1979). Se reproduce a continuación la parte articulada del Real Decreto 529/1983, de 9 de marzo:

Artículo 1. Los partidos judiciales a considerar en cada provincia a efectos de la elección de Diputados provinciales serán los relacionados, con indicación de los municipios que comprenden, en el siguiente anexo único.

Artículo 2. Las modificaciones que se produzcan en cada partido judicial con respecto a los municipios en él comprendidos, mediante resolución dictada por la Junta Electoral provincial, conforme a lo previsto en el artículo 2 del Real Decreto 267/1983, de 16 de febrero, serán tenidas en cuenta, entendiéndose alterada en el mismo sentido la expresada relación a la que se refiere el anexo único.

Artículo 3. El presente Real Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 7. LE.And; artículo 6 LE.Ara; artículo 7 LE.Ast; artículo 5 LE.Can; artículo 56.2 E.Cat; artículo 9 LE.Cant; artículo 8 LE.Cast-LM; artículo 7 LE.Cast-León; artículo 9 y DA 3 LE.Ext; artículo 13 LE.Gal; artículo 6 LE.IBal; artículo 7 LE.Mad; artículo 6 LE.Mur; artículo 7 LE.Nav; artículos 14 y 15 LE.PVas; artículo 8 LE.Rio y artículo 15 LE.Val.

Aunque las LE.Can; LE.Gal; LE.PVas y LE.Val reproducen el párrafo primero del artículo 8 LOREG, añadiendo las dos primeras «sin perjuicio de la competencia de los Tribunales», la finalidad de los preceptos citados de las leyes electorales autonómicas es establecer la configuración de los órganos que integran la Administración Electoral:

- Las LE.Gal; LE.PVas y LE.Val estatuyen que los órganos que integran la Administración Electoral, además de las Mesas electorales, son: la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma, las Juntas Electorales Provinciales (de Territorio Histórico en el País Vasco) y las Juntas Electorales de Zona, sin perjuicio de las competencias reservadas a la Junta Electoral Central.

- Las LE.And; LE.Ara; LE.Can; LE.Cast-LM; LE.Cast-León y LE.Ext añaden a la Junta Electoral Central entre los órganos que integran la Administración Electoral.

- Las LE.Cant; LE.IBal; LE.Mur y LE.Rio, que contienen asimismo la mención referida en el párrafo anterior, atribuyen a la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma el lugar de la Junta Electoral Provincial, dado su carácter de Comunidades Autónomas uniprovinciales. En cuanto a LE.Cant. la DA 4.ª -que se reproduce en artículo 15- establece que si las elecciones autonómicas se celebran simultáneamente con otras convocadas por el Gobierno de la Nación, actuará como Administración Electoral la JEP.

No obstante en dos Comunidades Autónomas uniprovinciales, las de Navarra y Madrid, no se establece la configuración referida ya que no se crea una Junta Electoral de Comunidad Autónoma, sino que es competente también para las elecciones autonómicas la Junta Electoral Provincial. Finalmente, la LE.Ast no crea tampoco una Junta Electoral de Comunidad Autónoma, atribuyendo a la Junta Electoral Provincial el carácter de Junta Electoral del Principado de Asturias -sin alterar su composición- con relación al proceso electoral autonómico.

DOCTRINA DE LA JEC

- Competencias de la Administración Electoral. Artículo 8.1.

La Administración Electoral carece de competencias en procesos electorales paralelos a las elecciones generales y en general respecto de aquéllos no regulados en la LOREG o incluidos en su ámbito de aplicación (Ac 20 de junio de 1986), así como de competencia para resolver recursos de impugnación de Consejos de Residentes españoles en el extranjero (Ac 27 de febrero de 1990).

A tenor de la misión general que refiere el artículo 8.1 LOREG de garantizar «la transparencia y objetividad del proceso electoral y del principio de igualdad», es competente la JEC para elevar al Gobierno observaciones o propuestas de modificación de disposiciones normativas relativas al proceso electoral (Ac 10 de septiembre de 1990) y resolver consultas sobre elegibilidad de un candidato condenado por Sentencia firme a la pena de privación del derecho de sufragio (Ac 27 de mayo y 5 de junio de 1995).

Las JE no desarrollan una actuación inspectora de las irregularidades que pudieran estarse cometiendo en el proceso electoral, sino que previa denuncia, corrigen dichas irregularidades, salvaguardando, en todo caso, los principios proclamados por el artículo 8 LOREG (Ac 7 de junio de 1999).

Véase en el artículo 69 Ac 11 de octubre de 1989, en el que la JEC se funda para adoptar determinada resolución en el «principio de igualdad, cuya garantía es finalidad de la Administración Electoral, conforme al artículo 8 LOREG».

Sobre las competencias de las JE véase artículo 19.

- JE de Ceuta y Melilla.

Al acumular las Juntas de Ceuta y Melilla las funciones de la Provincial y de Zona, las referidas Juntas han de ser consideradas a todos los efectos como JEP (Ac 12 de mayo de 1986), si bien al ser formalmente JEZ debe prevalecer esta condición en cuanto a su constitución y asistencia a sus reuniones (Ac 5 de mayo de 1987; véase artículo 12). En cuanto acumulan las funciones de las JEP en su distrito, debe entenderse aplicable a los Presidentes de las mismas lo dispuesto en el artículo 10.3 LOREG (Ac 28 de abril de 1993).

Corresponde a la JEC la designación de los Vocales no judiciales de las JE de Ceuta y Melilla, por cuanto están jerárquicamente subordinados a aquélla, si bien los candidatos han de cumplir los requisitos del artículo 11.1 b) LOREG (Ac 7 de febrero de 1996).

- Partidos judiciales: la modificación de la planta judicial no afecta a la planta electoral.

Los partidos judiciales coinciden con los de las elecciones locales de 1979 -según el artículo 8.6 LOREG- de manera que los creados con posterioridad a las mismas no constituyen zona electoral (Ac 17 de febrero de 1986, 29 de marzo de 1990 y 25 de febrero de 1991) y por ende no cabe la constitución de nuevas JEZ (Ac 28 de abril de 1986, 18 de mayo de 1987, 12 de marzo de 1993) en los nuevos partidos judiciales. En consecuencia no cabe realizar cambios de demarcación electoral (Ac 30 de junio de 1993, 2 de octubre de 1995, 29 de enero y 14 de julio de 1997 y 30 de noviembre de 1998).

JURISPRUDENCIA

- Naturaleza de la Administración Electoral.

La «peculiar naturaleza» de la Administración Electoral ha sido subrayada en diversas SSTC, afirmando que es un complejo orgánico (STC 154/1988, de 21 de julio, FJ 7.º, una Administración ad hoc (STC 80/2002, de 8 de abril, FJ 2.º y de garantía (SSTC 197/1988, de 24 de octubre, FJ 4.º y 80/2002, de 8 de abril, FJ 2.º. «La Administración electoral es, en efecto, uno de los ejes sobre los que se articula nuestro sistema electoral (STC 24/1990, de 15 de febrero, FJ 2) que tiene por finalidad garantizar la transparencia y objetividad del proceso electoral y el principio de igualdad (artículo 8 LOREG). Dicha finalidad, de indudable relieve constitucional, permite comprender la reserva de ley orgánica que rige muy intensamente en materia de procedimiento electoral (SSTC 72/1984, de 14 de junio y 80/2002, de 8 de abril) y que las normas que regulan la composición de las distintas Juntas Electorales (artículos 9-11 LOREG) se separen manifiestamente de lo que es ordinario de los órganos correspondientes a la Administración General del Estado». Esta peculiar naturaleza de la Administración electoral es puesta de relieve incluso en la LJCA, que en el apartado 2 de su artículo 1 excluye meridianamente a la Administración electoral de la cláusula general de enumeración que acota el concepto de Administraciones Públicas y solo admite, en su apartado 3, que la jurisdicción del orden contencioso conozca de la actuación de la Administración electoral «en los términos previstos en la Ley Orgánica del Régimen Electoral General» (letra c). Así pues, la Administración electoral no puede ser subsumida entre las Administraciones Públicas a las que es de aplicación (SSTC 83/2003, de 5 de mayo y 26/2004, de 26 de febrero).

- Administración Electoral y Juntas Electorales de las Comunidades Autónomas.

«Es preciso señalar que todas las Juntas Electorales intervinientes en cualquier tipo de elecciones se integran en lo que la rúbrica del capítulo tercero de la LOREG y el artículo 8 que abre la Sección 1.ª denominan «Administración Electoral», complejo orgánico que -como indica el citado precepto- «tiene por finalidad garantizar en los términos de la presente Ley la transparencia y objetividad del proceso electoral y el principio de igualdad» (núm. 1), y en el que se insertan las Juntas Electorales Central, Provincia, de Zona y, en su caso, de Comunidad Autónoma, así como las Mesas electorales (núm. 2).

Reviste singular trascendencia, en relación con esta conformación legal de la Administración Electoral, el que cada Junta -incluidas las de Comunidad Autónoma que la propia LOREG prevé en sus artículos 8.2, 19.1 a), 21.1 y 22.2- se integre en una organización administrativa general para todo el territorio nacional y se halle relacionada con los demás órganos de este carácter, de ámbito territorial superior o inferior».

«Resulta, pues, manifiesto que la configuración de la Administración Electoral relativa a cualquier proceso electoral ha de responder a un esquema de integración personal, de determinación competencial y funcionamiento orgánico de cada tipo de Junta en ella incluida que no puede dejar de ser básicamente el mismo en todos los casos, pues la interrelación que las Juntas han de mantener no es compatible con que cada una de ellas ostente competencias distintas, en aspectos relevantes que alteren su posición institucional, de las que corresponden a los órganos análogos que ejercen su actividad en otros ámbitos territoriales, resultando igualmente inaceptable tal heterogeneidad si se tiene en cuenta que unas mismas Juntas (Provinciales -o de "Territorio Histórico"- y de Zona) no pueden ostentar competencias cualitativamente diversas según actúen en procedimientos electorales nacionales o autonómicos. Y esta configuración uniforme en lo sustancial de los órganos de la Administración Electoral forma parte, en el ámbito aquí considerado, de las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas, cuyo establecimiento corresponde al Estado en virtud del artículo 149.1.17 de la Constitución» (FJ 6).

Artículo 9. 1. La Junta Electoral Central es un órgano permanente y está compuesto por:

a) Ocho Vocales Magistrados del Tribunal Supremo, designados mediante insaculación por el Consejo General del Poder Judicial.

b) Cinco Vocales Catedráticos de Derecho o de Ciencias Políticas y de Sociología, en activo, designados a propuesta conjunta de los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores con representación en el Congreso de los Diputados.

2. Las designaciones a que se refiere el número anterior deben realizarse en los noventa días siguientes a la sesión constitutiva del Congreso de los Diputados. Cuando la propuesta de las personas previstas en el apartado 1 b) no tenga lugar en dicho plazo, la Mesa del Congreso de los Diputados, oídos los grupos políticos presentes en la Cámara, procede a su designación, en consideración a la representación existente en la misma.

3. Los Vocales designados serán nombrados por Real Decreto y continuarán en su mandato hasta la toma de posesión de la nueva Junta Electoral Central, al inicio de la siguiente Legislatura.

4. Los Vocales eligen, de entre los de origen judicial, al Presidente y Vicepresidente de la Junta en la sesión constitutiva que se celebrará a convocatoria del Secretario.

5. El Presidente de la Junta Electoral Central estará exclusivamente dedicado a las funciones propias de la Junta Electoral desde la convocatoria de un proceso electoral hasta la proclamación de electos y, en su caso, hasta la ejecución de las Sentencias de los procedimientos contenciosos, incluido el recurso de amparo previsto en el artículo 114.2 de la presente Ley, a los que haya dado lugar el proceso electoral. A estos efectos el Consejo General del Poder Judicial proveerá las medidas oportunas.

6. El Secretario de la Junta Electoral Central es el Secretario General del Congreso de los Diputados.

CONCORDANCIAS

- Integrante de la Administración Electoral: artículo 8.1 y 2.

- Director de la Oficina del Censo Electoral: artículo 12.1.

- Secretario: artículo 12.2.

- Estatuto de sus miembros: artículos 16 y 17.

- Sede: artículo 8.3.

- Reglas de funcionamiento: artículos 8.5,18 y 118 a 120.

- Medios: artículo 13.1.

- Dietas y gratificaciones: artículo 22.

- Competencias: artículos 19.1, 20, 21, 29.1, 65, 66, 69, 132,153, 168, 174, 219 a 224.

- Delito electoral: artículo 139.2.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Con relación a la designación de los Vocales Judiciales, elartículo 107 LOPJ  no la enuncia expresamente entre las atribuciones del Consejo General del Poder Judicial, por lo que entraría en la cláusula residual que contiene el apartado 11 de tal precepto «aquellas otras que le atribuyen las leyes», correspondiendo su ejercicio al Pleno (artículo 127.13 LOPJ).

En cuanto a la condición de Magistrados del Tribunal Supremo, véanse artículos 342 y siguientes y artículos 53 a 61 LOPJ.

Con relación a la designación de los Vocales no judiciales, la Resolución de la Presidencia del Congreso de los Diputados de 13 de septiembre de 1985 sobre el procedimiento a seguir para el nombramiento de los Vocales Catedráticos de Derecho de la Junta Electoral Central (BOCG, Congreso de los Diputados, II Legislatura, serie E, núm. 139, del 16 de septiembre de 1985):

Primero.-La propuesta conjunta de los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores con representación en el Congreso de los Diputados, para la designación de cinco Vocales Catedráticos de Derecho en activo como miembros de la Junta Electoral Central deberá presentarse ante la Mesa del Congreso de los Diputados, firmada por los respectivos representantes de todos ellos, en el plazo de noventa días establecido en el artículo 9.2, de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General.

En virtud de lo dispuesto en la disposición transitoria segunda de esta Ley, a los efectos de la primera designación de los miembros de la Junta Electoral Central, dicho plazo se computa desde la entrada en vigor de la misma, finalizando, en consecuencia, el día 19 de septiembre de 1985.

Segundo.-La Mesa de la Cámara, tras apreciar el cumplimiento de los requisitos legales y de las condiciones establecidas en el número anterior, dará traslado inmediato al Gobierno de la propuesta, por medio del Presidente del Congreso, para el nombramiento de los Vocales en aplicación del artículo 9.3, de la Ley Orgánica del Régimen Electoral Central.

Tercero.-En el caso de no producirse propuesta con todos los requisitos debidos, la Mesa del Congreso de los Diputados procederá a la designación de los cinco Vocales.

A tal efecto, el Presidente del Congreso, en consideración a la representación existente en la Cámara y oídos, previamente, los miembros de la Mesa y todos los grupos políticos presentes en el Congreso de los Diputados, propondrá a la Mesa los nombres de los candidatos que, de ser ratificados, serán comunicados al Gobierno en los términos del número anterior,

En el supuesto de que la Mesa del Congreso no ratificase la propuesta, se verificarán otras sucesivas en la forma prevista en el párrafo anterior, hasta la designación definitiva de los cinco Vocales.

Resolución de la Presidencia del Congreso de los Diputados relativa a la intervención de la Cámara en el nombramiento de autoridades del Estado, de 25 de mayo de 2000 (BOCG D-20 de 26 de mayo).

Primero. Las propuestas de designación de miembros de Órganos Constitucionales así como los nombramientos de Autoridades del Estado que corresponda efectuar al Congreso de los Diputados conforme a la Constitución y a las leyes se tramitarán con arreglo al procedimiento establecido en el Título XII del Reglamento de la Cámara y a lo dispuesto en la presente Resolución.

Segundo. 1. Cuando el Congreso de los Diputados haya de efectuar una propuesta para la designación de personas o proceder al nombramiento directo de éstas la Mesa de la Cámara, a iniciativa propia o a instancia de los órganos o instituciones correspondientes, acordará la apertura de un plazo para la presentación de candidaturas.

2. Cada Grupo Parlamentario podrá proponer, como máximo, tantos candidatos como puestos a designar o nombrar por el Congreso.

3. Las candidaturas se presentarán por escrito en el Registro General de la Cámara acompañadas de un currículum vitae de cada candidato, en el que se especificarán sus méritos profesionales y académicos y demás circunstancias que, en opinión del Grupo Parlamentario proponente, manifiesten la idoneidad del candidato para el puesto.

Asimismo, las candidaturas deberán acreditar, en la forma que establezca la Mesa de la Cámara, el cumplimiento por los candidatos de los requisitos establecidos por la Constitución y las leyes.

Tercero. 1. Concluido el plazo para la presentación de candidaturas la Mesa de la Cámara ordenará su remisión a la Comisión Consultiva de Nombramientos del Congreso de los Diputados.

2. La Comisión Consultiva de Nombramientos es el órgano asesor de la Cámara en esta materia. Estará integrada por el Presidente del Congreso, que la presidirá, y por los Portavoces de los Grupos Parlamentarios, quienes podrán hacerse representar por otros Diputados de su mismo Grupo.

Actuará como secretario de la Comisión Consultiva el Secretario General del Congreso.

La Comisión Consultiva de Nombramientos adoptará sus acuerdos con arreglo a lo dispuesto en el artículo 39.4 del Reglamento del Congreso.

3. La Comisión Consultiva procederá al examen de las candidaturas presentadas. Si alguna de ellas propusiera a personas que no cumplan los requisitos objetivos establecidos en la Constitución o en las leyes será rechazada. De esta decisión se dará cuenta al Grupo Parlamentario proponente, que podrá presentar nuevos candidatos, en sustitución de los rechazados, en el plazo que al efecto establezca la Mesa del Congreso.

4. Una vez comprobado el cumplimiento de los requisitos objetivos para el nombramiento, la Comisión Consultiva, a iniciativa propia o a petición de un Grupo Parlamentario, podrá acordar la comparecencia personal de los candidatos ante ésta.

5. Durante la comparecencia los miembros de la Comisión Consultiva podrán solicitar al candidato aclaraciones sobre cualquier extremo relacionado con su trayectoria profesional o académica o sobre sus méritos personales.

La Presidencia velará, en todo caso, por los derechos del compareciente e inadmitirá aquellas preguntas que pudieran menoscabar o poner en cuestión indebidamente el honor o el derecho a la intimidad del candidato.

6. Las comparecencias y las deliberaciones posteriores seguirán el régimen general de publicidad de las sesiones de las Comisiones de la Cámara previsto en el artículo 64.1 del Reglamento, salvo que la Comisión Consultiva acuerde su celebración a puerta cerrada.

7. Aquellos candidatos que fuesen invitados a comparecer ante la Comisión Consultiva y no lo hicieran quedarán excluidos durante el resto del procedimiento.

Cuarto. 1. La Comisión Consultiva de Nombramientos trasladará al Pleno su criterio sobre la idoneidad de los candidatos para acceder a los cargos a cubrir.

2. Si la Presidencia lo considerase oportuno a la vista de las deliberaciones en el seno de la Comisión y del tiempo transcurrido desde el inicio del procedimiento propondrá a la Mesa la apertura de sucesivos plazos de presentación de candidaturas. Las nuevas candidaturas se tramitarán conforme a lo establecido para las primeras.

Quinto. La deliberación y votación en Pleno se realizará con arreglo a lo establecido en el Título XII del Reglamento de la Cámara.

Sexto. Cuando en virtud de alguna disposición legal el Congreso hubiese de manifestar su aceptación a propuestas o ratificar el nombramiento de Autoridades o cargos públicos y no estuviese previsto en la Ley un procedimiento especial al efecto serán aplicables las reglas establecidas en esta Resolución para el examen de candidaturas.

Séptimo. La presente Resolución entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial de las Cortes Generales.

Palacio del Congreso de los Diputados, 25 de mayo de 2000.

Hasta la fecha, y desde la entrada en vigor de la LOREG, se han producido ocho renovaciones en la composición de la JEC. Véanse en cuanto a la primera, el RD 1701/1985, de 12 de septiembre por el que se nombra Vocales de la Junta Electoral Central a los Magistrados del Tribunal Supremo que se expresan (BOE núm. 227, de 21 de septiembre de 1985), el RD 1824/1985, de 9 de octubre, por el que se designan cinco Vocales de la Junta Electoral Central (BOE núm. 243, de 10 de octubre de 1985, y la Resolución de 22 de octubre de 1985, de la JEC por la que se hace pública la constitución de la misma (BOE núm. 255, de 24 de octubre de 1985). En cuanto a la segunda, véanse, el RD 2096/1986, de 25 de septiembre, por el que se nombra Vocales de la Junta Electoral Central a los Magistrados del Tribunal Supremo que se expresan (BOE núm. 244, de 11 de octubre de 1986), el RD 2557/1986, de 12 de diciembre por el que se nombran cuatro Vocales de la Junta Electoral Central (BOE núm. 303, de 19 de diciembre de 1986) y la Resolución de 13 de enero de 1987, de la Junta Electoral Central por la que se hace pública la constitución de la misma (BOE núm. 15, de 17 de enero de 1987). Con posterioridad a la misma se dictó el RD 577/1987, de 30 de abril, por el que se nombra Vocal de la Junta Electoral Central (BOE núm. 104, de 1 de mayo de 1987), completando el número de cinco Vocales no judiciales previsto en el apartado 1 b) del art. 9. En cuanto a la tercera, véanse el RD 3/1991, de 11 de enero, por el que se nombran Vocales de la Junta Electoral Central (BOE núm. 11, del 12) y el RD 96/1991, de 1 de febrero, por el que se nombran Vocales de la Junta Electoral Central a los Magistrados del Tribunal Supremo que se expresan (BOE núm. 29, de 2) y Resolución de 11 de febrero de 1991, de la Junta Electoral Central, por la que se hace pública la constitución de la misma (BOE núm. 38, del 13). Respecto de la cuarta de ellas, véanse el RD 593/1994, de 25 de marzo, por el que se nombran Vocales de la JEC a los Magistrados del Tribunal Supremo que se indican (BOE núm. 106, de 4 de mayo), el RD 906/1994, de 3 de mayo, por el que se nombran Vocales de la JEC (BOE núm. 106, de 4 de mayo) y la Resolución de 4 de mayo de la JEC, por la que se hace pública la constitución de la misma (BOE núm. 107, del 5). En cuanto a la quinta, véanse el RD 1210/1997, de 18 de julio, por el que se nombran Vocales de la JEC (BOE núm. 172, del 19) y Resolución de 22 de julio de 1997 de la JEC por la que se hace pública su constitución (BOE núm. 175, del 23). Sobre la sexta, véanse RD 1323 y 1324/2000, de 30 de junio, por el que se nombran Vocales de la JEC (BOE núm. 162, de 7 de julio) y Resolución de 12 de julio de 2000, de la JEC, por la que se hace pública su constitución (BOE núm. 167, del 13).Sobre la séptima, el RD 2216/2004, de 25 de noviembre, por el que se nombran Vocales de la JEC (BOE núm. 285 de 26.11.2004), Resolución de 29 de noviembre de 2004 de la JEC, por la que se hace pública la constitución de la misma, bajo la Presidencia de D. José María Ruiz-Jarabo Ferrán (BOE 288 de 30-11-2004). La octava se recogió en los RD 1078/2008, de 25 de junio (BOE de 28 de junio) y RD 1608/2008, de 29 de septiembre (BOE de 30 de septiembre), por los que se nombran Vocales judiciales y no judiciales, y en la Resolución de 2 de octubre 2008 de la JEC, por la que se hace pública la constitución de la misma, bajo la Presidencia de D. Antonio Marín Valverde (BOE de 3 de octubre)

Respecto al Secretario de la JEC, véaseartículo 35 RC.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 8 y DT 1 y 2 LE.And; artículo 7 DT 2 LE.Ara; artículo 8.1 LE.Ast; artículo 6 y DT 2 LE.Can; artículos 10; 12 y DT 2 LE.Cant; artículo 9 y DT 1 y 2.1 LE.Cast-LM; artículo 8 y DT 1 LE.Cast-León; artículos 10; 11 y DT 2 LE.Ext; artículos 13 a 15 y DT 2 LE.Gal; artículo 7 y DT 2 LE.IBal; artículo 7 y DT 1 y 3 LE.Mur; artículos 18; 19 y DT 1 LE.PVas; artículo 7, DA 6 y DT 2 LE.Rio; artículos 16; 17 y DT 2 LE.Val.

En la composición de las Juntas Electorales de Comunidad Autónoma, que tienen el carácter de órgano permanente, según las leyes electorales autonómicas podemos diferenciar:

- Conforme a las LE.And; LE.Ara; LE.Can; LE.Cast-LM; LE.Cast-León y LE.Ext la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma está compuesta por: a) cuatro Vocales Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, designados por insaculación celebrada por su Sala de Gobierno, de entre los que se elige al Presidente y Vicepresidente, y b) tres Vocales Catedráticos o profesores titulares de Derecho o de Ciencias Políticas y Sociología en activo (de las Universidades del ámbito territorial de la Comunidad, añaden LE.Ext y LE.Cast-León) o juristas de reconocido prestigio (añade LE.Cast-LM) designados a propuesta conjunta de los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores con representación en el Parlamento. La LE.Ara no exige la condición docente de los tres Vocales del segundo grupo sino la de «juristas de reconocido prestigio», categoría que es también recogida -junto con la docente- por las LE. Cast-LM y LE.Can.

- Las LE.Mur y LE.Val establecen la siguiente composición de la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma: a) Presidente: el Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma; b) Vicepresidente: elegido por todos los Vocales, de entre los de carrera judicial, en la sesión constitutiva; c) tres Vocales elegidos por sorteo entre los Magistrados del Tribunal Superior de Justicia, celebrado por su Sala de Gobierno; d) tres Vocales Catedráticos o profesores de Derecho en activo, de las Universidades del ámbito territorial de la Comunidad, designados a propuesta conjunta de los partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores con representación en la Asamblea autonómica. Por otro lado, la LE.Mur establece que en caso de coincidencia de las elecciones autonómicas con las locales u otras, las funciones y competencias de la Junta Electoral Regional serán asumidas por la JEP.

- Conforme a la LE.PVas la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma estará compuesta por: a) Presidente: el Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma, que será el Presidente, para el que se prevé en el artículo 18.3 la exclusiva dedicación a las funciones propias de la JE durante el proceso electoral; b) cinco Vocales Magistrados del Tribunal Superior de Justicia designados por sorteo por la Sala de Gobierno de dicho Tribunal; c) cinco Vocales Catedráticos, Profesores Titulares de Derecho o de Ciencias Políticas y de Sociología en activo o juristas de reconocido prestigio residentes en las CCAA, designados por el Parlamento Vasco a propuesta conjunta de las entidades políticas con representación en el Parlamento. El Vocal Magistrado con mayor antigüedad en la carrera, y en caso de igualdad el de más edad, ostentará la Vicepresidencia.

- La LE.Gal establece la siguiente composición de la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma: a) Presidente: el Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad Autónoma; b) Vicepresidente: el elegido por y de entre los Vocales de origen judicial en la sesión constitutiva; c) cuatro Vocales, Magistrados del Tribunal Superior de Justicia designados por sorteo efectuado ante el Presidente del Tribunal; d) cuatro Vocales Profesores en activo de las Facultades de Derecho de Ciencias Políticas de la Universidad de Galicia, designados a propuesta conjunta de las entidades políticas con representación en el Parlamento autónomo. La LE.Rio establece una composición similar, pero reduciendo a dos los Vocales de origen judicial y a dos de origen político. Estos últimos serán designados por el mismo procedimiento entre Catedráticos, Profesores Titulares de Derecho o juristas de reconocido prestigio residentes en la Comunidad Autónoma.

- La LE.Ast prevé que actuará como Junta Electoral del Principado la JEP, de acuerdo con la composición fijada en LOREG.

- Finalmente, la LE.IBal establece la siguiente composición de la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma: a) tres Vocales, Magistrados del Tribunal Superior de Justicia de la Comunidad, designados por insaculación celebrada por su Sala de Gobierno en Pleno. Entre ellos se elige al Presidente y Vicepresidente de la Junta; b) dos Vocales, Catedráticos o profesores de Derecho en activo o juristas de reconocido prestigio residentes en la Comunidad designados por el mismo procedimiento establecido en las LE.Gal y LE.Rio.

Por lo demás el cargo de Secretario de la Junta se atribuye en todas las leyes electorales autonómicas al Letrado mayor o Secretario General del Parlamento autonómico.

Por otro lado, las leyes citadas disponen todas ellas que los miembros de la Junta Electoral de la Comunidad son nombrados por Decreto, que las designaciones deben realizarse dentro de los noventa días siguientes a la sesión constitutiva del Parlamento y que la Junta Electoral continuará en su mandato hasta la toma de posesión de la nueva Junta, al inicio de la siguiente legislatura.

Salvo en las LE.Gal y LE.Mur en que la sede de la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma es la del Tribunal Superior de Justicia, en todas las demás leyes electorales autonómicas se establece como sede la del Parlamento autonómico.

DOCTRINA DE LA JEC

- Sesión constitutiva de la JEC.

En la convocatoria de la sesión constitutiva de la JEC, realizada por el Secretario, se procede a la lectura de las normas referentes al acto, e inmediatamente a la elección por papeletas del Presidente -y seguidamente del Vicepresidente- entre los Vocales de origen judicial. En caso de empate se repite la votación tantas veces cuantas sean necesarias hasta que aquél se deshaga. Tras la proclamación del Presidente y el Vicepresidente electos, toman posesión de dichos cargos, quedando así definitivamente constituida la Junta (Ac 21 de octubre de 1985, 12 de enero de 1987, 22 de julio de 1997 y 12 de julio de 2000, entre otros). En caso de renuncia del Presidente, se procede, una vez completada la composición de la JEC tras la toma de posesión del Vocal suplente de entre los designados por sorteo por el CGPJ, a la nueva elección de Presidente y, en su caso, Vicepresidente (Ac 27 de abril de 1999).

- Mandato de los miembros de la JEC.

Los Vocales de la JEC continúan en su mandato hasta la toma de posesión de la nueva Junta, al inicio de la siguiente legislatura, aunque se produzca su jubilación como Catedráticos o Magistrados (Ac 9 de diciembre de 1985, 4 de abril de 1986, 3 de abril de 1987).

- Presidente de la JEC.

La dedicación exclusiva del Presidente de la JEC y de los Presidentes de JEP a las funciones propias de la JEC y de las JEP durante el período electoral ha de entenderse como dedicación preferente a las tareas electorales (Ac de 28 de abril de 1993, 30 de mayo de 1994, 2 de octubre de 1995 y 15 de julio de 1998).

- Vicepresidente de la JEC.

Al Vicepresidente de la JEC, que ostente dicha condición conforme a lo dispuesto en el artículo 9.4 LOREG, corresponde como Vicepresidente del órgano colegiado, sustituir al Presidente en caso de ausencia justificada, o enfermedad presidiendo la reunión, representando al órgano, ejecutando los acuerdos adoptados y ejerciendo todas las funciones que a aquél corresponden (Ac 25 de mayo de 1990). El cargo de Vicepresidente ha de recaer siempre en uno de los Vocales de origen judicial.

- Secretario de la JEC.

Cuando el Secretario no pueda asistir a una reunión, la función de Secretario será cumplida por el Vocal a que corresponda, de acuerdo con el artículo 15 LPA (hoy ha de entenderse la referencia a la LAP), aplicable en virtud de la remisión que a la misma establece la Ley Electoral, que es el Vocal más moderno y en caso de tener igual antigüedad, el de menor edad (Ac de 21 de abril de 1977, 1 de junio de 1977 y 14 de noviembre de 1978, entre otros).

- Preferencia de las actividades electorales sobre las judiciales.

Esta Junta Electoral Central tiene reiteradamente acordado que durante el período electoral hasta la proclamación de electos y en su caso hasta la ejecución de las sentencias de los procedimientos contenciosos, incluido el recurso de amparo previsto en el artículo 114.2 de la LOREG, los miembros de las Juntas Electorales deben prestar atención preferente a las tareas propias de las Juntas Electorales Ac de 25 de mayo de 2003).

Artículo 10. 1. La Junta Electoral Provincial está compuesta por:

a) Tres Vocales, Magistrados de la Audiencia Provincial correspondiente, designados mediante insaculación por el Consejo General del Poder Judicial. Cuando no hubiere en la Audiencia de que se trate el número de Magistrados suficiente, se designará a titulares de órganos jurisdiccionales unipersonales de la capital de la Provincia.

b) Dos Vocales nombrados por la Junta Electoral Central entre Catedráticos y Profesores Titulares de Derecho o de Ciencias Políticas y de Sociología o juristas de reconocido prestigio residentes en la Provincia. La designación de estos Vocales tendrá lugar una vez proclamadas las candidaturas. A este fin, los representantes de las candidaturas presentadas en el distrito propondrán conjuntamente las personas que hayan de desempeñar estos cargos. Si dicha propuesta no tiene lugar antes del comienzo de la campaña electoral, la Junta Electoral Central procede a su nombramiento.

2. Los Vocales mencionados en el apartado 1 a) de este artículo elegirán de entre ellos al Presidente de la Junta.

3. Los Presidentes de las Juntas Electorales Provinciales estarán exclusivamente dedicados a las funciones propias de sus respectivas Juntas Electorales desde la convocatoria de un proceso electoral hasta la proclamación de electos y, en su caso, hasta la ejecución de las Sentencias de los procedimientos contenciosos, incluido el recurso de amparo previsto en el artículo 114.2 de la presente Ley, a los que haya dado lugar el proceso electoral en sus correspondientes circunscripciones, entendiéndose prorrogado, si a ello hubiere lugar, el plazo previsto en el artículo 15.2 de esta Ley. A estos efectos el Consejo General del Poder Judicial proveerá las medidas oportunas.

4. El Secretario de la Junta Provincial es el Secretario de la Audiencia respectiva, y si hubiere varios el más antiguo.

CONCORDANCIAS

- Integrante de la Administración Electoral: artículo 8.1 y 2.

- Delegado Provincial de la Oficina del Censo Electoral: artículo 12.1.

- Secretario: artículo 12.2.

- Estatuto de sus miembros: artículos 16 y 17.

- Mandato: artículo 15.

- Sede: artículo 8.3.

- Constitución: artículo 14.

- Reglas de funcionamiento: artículos 8.5, 18 y 118 a 120.

- Medios: artículo 13.2.

- Dietas y gratificaciones: artículo 32.

-Competencias:  artículos 19.2, 20, 21, 24.3, 54, 65.5, 66, 101.5, 124, 127, 132, 168, 169, 172, 173, 174, 186, 192, 200 y 204.

- Delito electoral: artículo 139.2.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Con relación a la designación de los Vocales Judiciales, véase lo indicado en el art. 9.

En cuanto a la condición de Magistrados de la Audiencia Provincial, véanse artículo 330 y artículos 80 a 83 LOPJ.

En cuanto al Secretario de la JEP, véanse los artículos 472 y siguientes LOPJ relativos a los Secretarios Judiciales.

Por lo que se refiere a las dietas y gratificaciones correspondientes a miembros de las JEP y del personal a su servicio, véase el artículo 6 del RD 605/1999, de 16 de abril, de regulación complementaria de los procesos electorales(BOE núm. 92, del 17 de abril), que se reproduce en anexo documental (R-1), que establece el régimen de gratificaciones e indemnizaciones de los miembros de las JEP, JEZ, Secretarios de Ayuntamiento y personal a su servicio.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 21 LE.Pvas, que las denomina Junta Electorales de Territorio Histórico, pero que reproduce el mismo contenido del artículo 10 LOREG.

DOCTRINA DE LA JEC

- No alteración de la composición.

No cabe alterar la composición de las JEP una vez constituidas, en tanto no pierda alguno de sus miembros la condición en cuya virtud pasó a formar parte de las mismas (Ac 14 de noviembre de 1978, 5 de febrero de 1979, 18 de febrero de 1985, 13 de septiembre de 1989). Véase también artículo 16.

- Presidente de la JEP. Dedicación exclusiva.

La dedicación exclusiva de los Presidentes a las funciones propias de la JEP durante el período electoral ha de entenderse como dedicación preferente a tales tareas y sin perjuicio de las medidas que provea el CGPJ a estos efectos (Ac 26 y 28 de abril de 1993, 30 de mayo de 1994, 2 de octubre de 1995 y 15 de julio de 1998). Sobre aplicación de lo establecido en el artículo 10.3 a los Presidentes JE Ceuta y Melilla, véase artículo 8.

- Vicepresidente de la JEP.

Aun cuando no esté prevista en la Ley Electoral la existencia de una Vicepresidencia de las JEP, deberán aplicarse las normas de la LPA (hoy ha de entenderse la referencia a la LRJPA) sobre el funcionamiento de los órganos colegiados (Ac 2 de junio de 1986). En el caso de ausencia o enfermedad el Presidente, de no haber Vicepresidente, es sustituido por el Vocal más antiguo del órgano colegiado y de tener igual antigüedad por el de más edad (Ac 12 de marzo de 1992).

- Vocales judiciales de la JEP.

Las prórrogas de jurisdicción no deben afectar a la composición de las JEP (Ac 13 de julio de 1978). El Vocal judicial que cese como consecuencia de su nombramiento como Presidente del TSJ debe comunicarse al CGPJ para que proceda a la correspondiente insaculación (Ac 13 de mayo de 1999).

- Vocales no judiciales de la JEP.

La estimación de un recurso formulado por entidades políticas contra el acuerdo de designación de los Vocales no judiciales no implica la invalidez de las actuaciones realizadas hasta ese momento por la JEP constituida con la asistencia de los Vocales cuyo nombramiento se revoca (Ac 27 de noviembre de 1978).

La designación por la JEC de los Vocales no judiciales una vez proclamadas las candidaturas ha de seguir este procedimiento: a) La propuesta ha de ser conjunta por las entidades con derecho a formularla; b) Si existe propuesta de una sola candidatura y las demás ni se adhieren ni se oponen hay que admitir la validez de la propuesta; c) Si dos o más candidaturas presentan propuestas con personas distintas en cada una de ellas, se deberá efectuar la designación entre todas las personas propuestas, mediante cualquier criterio objetivo, incluido el sorteo; d) cuando las personas propuestas no reúnen los requisitos exigidos, la propuesta ha de considerarse inválida (Ac 17 de enero de 1979). Con posterioridad a la promulgación de LOREG, la JEC acordó que las propuestas conjuntas solo podrán contener los nombres de dos personas que no han de pertenecer necesariamente a las entidades políticas proponentes sino solo ostentar la condición de Catedráticos, profesores titulares de Derecho o juristas de reconocido prestigio (JEP) o bien de licenciados en Derecho (JEZ) (Ac 17 de febrero de 1986, 5 de mayo de 1993, 16 de mayo de 1994). La designación de los Vocales no judiciales de las JEP corresponde en todo caso a la JEC (Ac 28 de octubre de 1985). La comunicación que se efectúa es la siguiente: «En orden a la designación de los Vocales contemplados en el artículo 10.1 b) LOREG, deberán remitir las JEP a esta JEC, tan pronto como se formulare, una vez proclamadas las candidaturas, la propuesta conjunta para las dos Vocalías de los representantes de la totalidad de las candidaturas concurrentes en la circunscripción. En defecto de dicha propuesta, las JEP remitirán a esta JEC el día del inicio de la campaña electoral las propuestas que individualmente -o junto con otros-hubiesen formulado los representantes de candidaturas concurrentes en la circunscripción y, en su defecto, la propuesta de personas idóneas que formule la propia Junta Provincial para su nombramiento por la JEC» (Ac 17 de abril de 1991, 28 de abril de 1995, 7 de febrero de 1996 y 9 de octubre de 1997, 9 de febrero de 2000, entre otros). «Ante la falta de propuesta conjunta de las candidaturas concurrentes en la Provincia, la JEC a propuesta de la JEP que ha de tener en cuenta la representación de las entidades políticas que presentan propuestas individuales (Ac 24 de mayo de 1995) puede libremente designar -incluyendo por ejemplo previo sorteo- a cualesquiera personas que reúnan las condiciones de idoneidad previstas en la LOREG, de conformidad con lo establecido en el artículo 10.1 b) del citado texto legal» (Ac 21 de mayo de 1991 y 17 de mayo de 1995). La JEC ordena la publicación en el BOE de la resolución por la que designa los referidos Vocales. A la vista de la pluralidad de propuestas presentadas ante la correspondiente Junta Electoral Provincial, efectuado sorteo por esta Junta Electoral Central entre las formuladas por las entidades políticas con mayor número de votos obtenidos en las últimas elecciones equivalentes, han sido designados Vocales no judiciales de las respectivas Juntas Electorales Provinciales los siguientes... (Ac de 16 de mayo de 2007).

El hecho de haber sido designado un Magistrado no afecta a la condición de jurista de reconocido prestigio en cuya virtud fue designado Vocal no judicial de la JE (Ac 16 de febrero de 1995).

La aceptación de la renuncia de los Vocales no judiciales de las JEP corresponde a la JEC; en consecuencia cabe no aceptar las renuncias no suficientemente justificadas, como las fundadas en la participación en actos externos al proceso electoral, que puede solventarse a través de los permisos que el Presidente de la JEP puede conceder (Ac 13 de septiembre de 1989). En el supuesto de aceptación de la renuncia por la JEC se interesa de la JEP que proceda de forma inmediata a proponer a aquélla el nombre de la persona llamada a cubrir la vacante producida (Ac 21 de septiembre y 5 de octubre de 1989).

No es compatible la condición de Vocal de la JEP y la de delegado del Gobierno en un Puerto Autónomo (Ac 14 de octubre de 1982). La LOREG no contempla como causa de incompatibilidad para formar parte como Vocal de la JE el hecho de que el cónyuge sea Secretario de la JE (Ac 4 de mayo de 1994); tampoco el que el cónyuge del Vocal de la JEP forme parte como Vocal de una JEZ de la misma Provincia sin perjuicio de los supuestos en que, en revisión de acuerdos la JEZ u otros equivalentes, pueda proceder la abstención del Vocal de la JEP, con arreglo a la legislación de procedimiento administrativo (Ac de 7 de abril de 1995); tampoco el que el cónyuge del Vocal de la JEP sea candidato a un cargo representativo en la misma Provincia, por cuanto no cabe interpretar extensivamente las causas de inelegibilidad, y sin perjuicio de la abstención necesaria en los supuestos previstos en la Ley 30/1992 (Ac de 17 de abril de 1995).

- Secretario de la JEP.

La Ley Electoral no permite la suplencia de los miembros de la JEP; cuando el Secretario no pueda asistir a las reuniones, la función de Secretario será cumplida por el Vocal a que corresponda, de acuerdo con el artículo 15 LPA (hoy ha de entenderse la referencia a la LRJPA), aplicable en virtud de la remisión que a la misma se establece en la Ley Electoral, que es el Vocal más moderno y en caso de tener la misma antigüedad, por el de menos edad (Ac 21 de abril, 1 de junio de 1977 y 14 de noviembre de 1978, entre otros).

En el supuesto de que estuviera vacante la Secretaría de la Audiencia Provincial, ha de procederse a la sustitución conforme a lo previsto en el artículo 483 LOPJ, que establece que las funciones de Secretaría Judicial -y por ende la Secretaría de la JEP- serán asumidas por un Oficial habilitado, con preferencia para los Licenciados en Derecho (Ac 8 de mayo de 1989, 26 de abril de 1993). Una vez asumido el cargo debe continuar en su desempeño hasta los cien días después de las elecciones en que concluye el mandato de la JEP (Ac 20 de enero de 2000).

La jubilación como Secretario Judicial durante el mandato de la JEP no es causa de cese en el desempeño de la Secretaría de la JEP (Ac 8 de mayo de 1989). Sí lo es el traslado.

La suspensión en el ejercicio de la función como Secretario de la Audiencia, por resolución del Ministerio de Justicia por causa de procesamiento, es causa de suspensión en el ejercicio de las demás funciones anejas a la anterior (Ac 11 de mayo de 1987), y entre ellas la de Secretario de la JEP.

A partir del momento de disolución de la JEP y hasta la nueva constitución cuando se convoca un nuevo proceso electoral, corresponde al Secretario de la Audiencia Provincial que hubiera ostentado la Secretaría de la JEP en el último proceso electoral, el ejercicio de las funciones que la JEC les asigne (Ac 21 de noviembre de 1988), en particular en relación con la custodia de la documentación electoral.

El Secretario más antiguo a efectos del desempeño de la Secretaría de la JEC no es el más antiguo en el escalafón, sino el que más tiempo lleve desempeñando la Secretaría de la Audiencia Provincial (Ac 28 de abril y 23 de mayo de 1989, 12 de marzo y 12 de mayo de 1993, 29 de abril de 1994, 6 de febrero y 7 de abril de 1995 y 9 de abril de 1999). El criterio se ha confirmado recientemente: reiterar la doctrina de la Junta Electoral Central en el sentido de que el artículo 10.4 de la LOREG dispone que el Secretario de la Junta Electoral Provincial es el Secretario de la Audiencia respectiva y si hubiere varios, el más antiguo, y que por más antiguo debe entenderse el que más tiempo lleve desempeñando la Secretaría de la Audiencia Provincial, por ser ésta la opción establecida por el legislador sin que el puesto en el escalafón, que tiene efectos jurídicos en otros ámbitos previstos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, pueda desvirtuar dicho criterio legal (Ac de 8 de noviembre de 2007).

No es compatible la condición de Secretario de JEP y de Concejal, pues el artículo 6.1 j) dispone la inelegibilidad de los Secretarios de las JEP con todo cargo público representativo (Ac 29 de abril de 1994).

No se aprecia incompatibilidad ni prohibición legal alguna para el desempeño del cargo de Secretario de la Junta Electoral Provincial en quien ha sido alto cargo de la Generalidad Valenciana durante varios años (Ac de 29 de enero de 2004).

El Secretario de la JEP forma parte de la JEP como Secretario (Ac de 17 de abril de 1995), no como Vocal.

- Preferencia de las actividades electorales sobre las judiciales: véase en artículo 9.

Artículo 11. 1. La Junta Electoral de Zona está compuesta por:

a) Tres Vocales, Jueces de Primera Instancia o Instrucción designados mediante insaculación por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia respectivo. Cuando no hubiere en el partido de que se trate el número suficiente de Jueces, se designará por insaculación a Jueces de Paz del mismo partido judicial.

b) Dos Vocales designados por la Junta Electoral Provincial, entre Licenciados en Derecho o en Ciencias Políticas y en Sociología, residentes en el partido judicial. La designación de estos Vocales tendrá lugar una vez proclamadas las candidaturas. A este fin, los representantes de las candidaturas presentadas en el distrito electoral correspondiente propondrán conjuntamente las personas que hayan de desempeñar estos cargos. Cuando la propuesta no tenga lugar antes del comienzo de la campaña electoral, la Junta Electoral Provincial procede a su nombramiento.

2. Los Vocales mencionados en el apartado 1 a) de este artículo eligen de entre ellos al Presidente de la Junta Electoral de Zona.

3. El Secretario de la Junta Electoral de Zona es el Secretario del Juzgado de Primera Instancia correspondiente y, si hubiera varios, el del Juzgado Decano.

4. Los Secretarios de los Ayuntamientos son Delegados de las Juntas Electorales de Zona y actúan bajo la estricta dependencia de las mismas.

CONCORDANCIAS

- Integrante de la Administración Electoral: artículo 8.1 y 2.

- Secretario: artículo 12.2.

- Estatuto de sus miembros: artículos 16 y 17.

- Sede: artículo 8.3 y 6.

- Constitución: artículo 14.

- Reglas de funcionamiento: artículos 8.5, 18 y 118 a 120.

- Medios: artículo 13.2.

- Dietas y gratificaciones: artículo 32.

- Competencias: artículo 19.2, 20, 21, 26, 27, 56, 57, 76, 78, 80, 81, 84, 186, 187, 189, 191, 199, 205 y 206.

- Juntas Electorales de Ceuta y Melilla: artículo 8.4.

- Delito electoral: artículo 139.2.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Con relación a la designación de los Vocales Judiciales por las Salas de Gobierno de los Tribunales Superiores de Justicia respectivo, el artículo 152 LOPJ no la enuncia expresamente entre sus atribuciones. Véanse artículos 149 a 159 LOPJ.

En cuanto a la condición de Jueces de Primera Instancia e Instrucción, véanse artículo 329 y artículos 84 a 98 LOPJ, y de Jueces de Paz, artículos 88 a 103 LOPJ.

En cuanto a los partidos judiciales en que se constituyen las JEZ, véase el Real Decreto 529/1983, de 9 de marzo(BOE núms. 64, 65 y 66 de 16, 17 y 18 de marzo, corrección de errores en BOE núm. 76, de 30 de marzo), que se recoge en el art. 8.

Por lo que se refiere a las dietas y gratificaciones de los miembros de las JEZ, Secretarios de Ayuntamiento y personal a su servicio, véase lo indicado en el art. 10.

NORMATIVA AUTONÓMICA

DA 1 y 2 LE.IBal y DA 3 LE.Mur; y artículo 22 LE.PVas, que reproduce el artículo 11 LOREG.

La LE.IBal establece que las funciones atribuidas en la Ley a las JEZ corresponden por la isla de Mallorca a la Junta Electoral de Palma de Mallorca, por la isla de Menorca a la de Mahón, y por las de Ibiza y Formentera a la de Ibiza. Asimismo determina que en el sorteo para la elección de los miembros de la JEZ competente de la isla de Mallorca para ejercer las funciones atribuidas en esta ley, se producirá entre todos los Jueces de Primera Instancia de los partidos judiciales de la isla.

La LE.Mur establece que la JEP y la Junta Electoral de Comunidad determinan las JEZ correspondiente a cada una de las cinco circunscripciones electorales en que se divide el territorio de la Comunidad.

DOCTRINA DE LA JEC

- No alteración de la composición.

No cabe alterar la composición de las JEZ una vez constituidas, en tanto no pierda alguno de sus miembros la condición en cuya virtud pasó a formar parte de las mismas (Ac 14 de noviembre de 1978, 5 de febrero de 1979, 18 de febrero de 1985, 13 de septiembre de 1989). Por tanto mientras el designado conserve la condición de Juez sustituto, conservará la condición de miembro de la JEZ, en virtud del principio de inamovilidad del artículo 16 LOREG (Ac 13 y 17 de mayo de 1999). En efecto, una vez constituidas las JEZ y de conformidad con el artículo 16.1 LOREG sus miembros son inamovibles, no pudiéndose alterar su composición sino por alguna de las causas que la Ley Electoral establece, entre las que no se encuentra la sustitución de un Juez de Paz una vez iniciado el proceso electoral (Ac 5 de junio de 1989).

El traslado con cambio de destino es causa justificada de renuncia a la condición de miembro de la JEZ, debiendo procederse a la sustitución (Ac 20 de abril de 1999), que se hace efectiva en el momento de la toma de posesión en el nuevo destino (Ac 29 de junio y 13 de septiembre de 1999). La efectividad de un traslado no se pospone sin embargo a la terminación del mandato de la JEZ (Ac 5 de junio de 1989).

Una vez constituidas las Juntas Electorales, sus miembros son inamovibles, aunque haya nombramientos posteriores de Jueces titulares con mayor rango en el escalafón, si bien cabe admitir la renuncia de los miembros de dichas Juntas a sus cargos por causas justificadas. Una vez asumido el cargo de Secretario de la JEZ por quien ostente la Secretaría del Juzgado Decano en el momento de constituirse las Juntas, debe continuarse en el desempeño del mismo a no ser que se deje de ostentar la Secretaría del Juzgado al que correspondía el Decanato, en el momento de constitución de la JEZ, pero no hay razón para que cambie la Secretaría de la JEZ si cambia el Juzgado Decano dentro del período electoral (Ac 9 de abril de 2003).

Véase, asimismo, artículo 16.

- Organización.

Aun cuando no está prevista en la Ley Electoral la existencia de una Vicepresidencia en las JEZ, deberán aplicarse las normas de la LPA (hoy ha de entenderse la referencia a la LRJPA) sobre órganos colegiados (Ac 2 de junio de 1986).

La Presidencia de la JEZ corresponde al Vocal de la misma Juez de Primera Instancia e Instrucción que los tres Vocales judiciales elijan (Ac 20 de enero de 1986).

- Vocales judiciales de la JEZ.

Las prórrogas de jurisdicción no deben afectar a la composición de las JEZ (Ac 13 de julio de 1978). La LOREG no contempla como causa de incompatibilidad que el cónyuge sea Secretario de la JE (Ac 5 de mayo de 1994), ni que el cónyuge forme parte como Vocal de la JEP de la misma Provincia (Ac 7 de abril de 1995). En el supuesto de que haya exclusivamente dos Jueces de Primera Instancia e Instrucción en la zona, no existiendo Jueces de paz el «tercer Vocal judicial» ha de designarse mediante insaculación entre los de la zona más próxima, si bien no podrá el mismo Juez formar parte de más de una JEZ (Ac 29 de marzo de 1995).

La referencia que contiene el artículo 11.1 a) a los Jueces de Instrucción ha de entenderse comprensiva tanto de los mismos como de los Jueces de lo Penal. En consecuencia, el citado precepto comprende a los Jueces de Primera Instancia, de Instrucción y de lo Penal y no incluye a los de lo social, de menores o de vigilancia penitenciaria (Ac 16 de abril de 1993, 7 de abril de 1995 y 29 de enero de 1996). Es inadmisible el recurso contra acuerdo de la Sala de Gobierno del TSJ desestimando el formulado por el recurrente por su designación como Vocal de JEZ, por cuanto contra dichas resoluciones no cabe recurso ante JEC (Ac de 7 de abril de 1995).

No procede la integración del interesado como miembro de la JEZ por cuanto su incorporación al Juzgado de Primera Instancia e Instrucción se produce durante el mandato de la JEZ, y habiéndose prorrogado el mandato de ésta, ha de permanecer con la misma composición que tenía sin que quepa fundarse en un mejor derecho de un Juez de Primera Instancia e Instrucción en relación con los Jueces de distrito o de paz (Ac 13 y 21 de septiembre de 1989).

A la JEC no corresponde conocer las actuaciones respecto del sorteo de los Vocales de las JEZ, que compete a la Sala de Gobierno del TSJ. Será la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia la que designe por insaculación los Vocales que hayan de formar parte de la Junta Electoral de Zona, debiendo tener en cuenta en su momento las vacantes producidas en los Juzgados y de la demarcación (Ac 9 de abril de 2003).

La JEZ debe constituirse con los Vocales designados por dicha Sala (Ac 30 de enero de 2000).

No existe incompatibilidad legal en el desempeño de los cargos de Vocal judicial de JEP y Vocal judicial de JEZ de la misma Provincia por personas unidas por vínculo matrimonial, sin perjuicio de los supuestos en que, en revisión de los acuerdos de la JEZ u otros equivalentes, pueda proceder la abstención del Vocal de la JEP, con arreglo a lo dispuesto por la legislación de procedimiento administrativo (Ac de 7 de abril de 1995).

En el supuesto de renuncia de un Vocal judicial, se procedería, en virtud del artículo 11.1.a) LOREG, a designar por insaculación a un Juez de Paz del mismo Partido Judicial. Dicha insaculación se lleva a cabo por la Sala de Gobierno del Tribunal Superior de Justicia respectivo, de la misma forma en que se designaron los Vocales Jueces de Primera Instancia o Instrucción (Ac de 29 de abril de 2004).

La referencia que contiene el artículo 11.1.a) a los Jueces de Primera Instancia o Instrucción ha de entenderse comprensiva tanto de los Jueces de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer como de los de Mercantil, puesto que la ley atribuye a estos nuevos juzgados competencias que correspondían a los Jueces de Primera Instancia o Instrucción en el momento de la entrada en vigor de la LOREG. Asimismo recordar que en el caso de lo Mercantil, éstos se incluirán en la insaculación de la Junta Electoral correspondiente a la Zona donde tenga su sede el Juzgado de lo Mercantil (Ac de 17 de enero de 2008).

- Vocales no judiciales de la JEZ.

Cuando no exista ningún Letrado residente en el correspondiente partido judicial no podrán ser cubiertas las Vocalías de las JEZ (Ac 1 de abril de 1977 y 26 de mayo de 1986). La condición de residencia en el partido judicial es requisito esencial (Ac 22 de junio de 1978 y 17 de mayo de 1995). La JEP ha de comprobar que los interesados reúnen los requisitos exigidos (Ac 17 de junio de 1994).

Pueden ser Vocales no judiciales de las JEZ los Secretarios locales de un partido político, salvo que concurran a las elecciones (Ac 19 de mayo de 1977). También los Secretarios Judiciales y los Fiscales (Ac 10 de mayo de 1995).

La propuesta ha de ser conjunta por las entidades políticas con derecho a formularla (Ac 9 de junio de 1986). Estas propuestas conjuntas solo podrán contener los nombres de dos personas que no han de pertenecer necesariamente a las entidades políticas proponentes sino solo ostentar la condición de Catedráticos, profesores titulares de Derecho o juristas de reconocido prestigio (JEP) o bien de licenciados en Derecho o en Ciencias Políticas o Sociología (JEZ) (Ac 17 de febrero de 1986). La designación de los Vocales no judiciales de las JEZ corresponde, en todo caso, a las JEP (Ac 17 de febrero de 1986).

La JEC revocó acuerdo de designación de Vocal no judicial dictado por la JEP por no haber tenido en cuenta la propuesta de designación efectuada en tiempo y forma (Ac 7 de junio de 1999).

También revocó el acuerdo de una Junta Electoral Provincial de designación de vocales no judiciales de las Juntas Electorales de Zona, designando el propuesto por la fuerza política que fue la segunda en número de votos en las anteriores elecciones equivalentes en el ámbito de dichas Juntas de Zona, teniendo acordado esta Junta que a falta de propuesta conjunta de todas las candidaturas concurrentes, ha de designarse a los candidatos propuestos por las dos candidaturas con mayor número de votos en el ámbito territorial correspondiente (Ac de 1 de marzo de 2004). Ante falta de propuesta conjunta, la designación de dichos Vocales no judiciales puede realizarse por sorteo «criterio objetivo y conforme a Derecho» (Ac 3 de junio de 1999).

A falta de propuesta conjunta de todas las candidaturas concurrentes, ha de designarse a los candidatos propuestos por las dos candidaturas con mayor número de votos en el ámbito territorial correspondiente en las anteriores elecciones equivalentes (Ac de 25 de febrero de 2008).

- Preferencia de las actividades electorales sobre las judiciales: véase en artículo 9.

- Secretario de la JEZ.

En el supuesto de que estuviera vacante la Secretaría del Juzgado Decano, y de conformidad con el artículo 483 LOPJ, puede ser sustituido el Secretario del Juzgado de Primera Instancia o, en su caso, por un Oficial, con preferencia de aquél que sea Licenciado en Derecho (Ac 21 de noviembre de 1977, 3 de abril de 1987 y 29 de abril de 1994), o de Primera Instancia, Instrucción o Penal, o en su defecto, Oficial habilitado (Ac 31 de enero y 22 de marzo de 2000). Una vez asumido el cargo de Secretario de la JEZ debe continuarse en el desempeño del mismo a no ser que dejara de ostentar la Secretaría del Juzgado al que correspondía el Decanato en el momento de constituirse la JEZ. No obstante, en caso de jubilación, ha de continuar desempeñando el cargo hasta el final del mandato de la JEZ (Ac 28 de abril y 8 de mayo de 1989, 16 de mayo de 1993, 31 de enero y 23 de febrero de 2000). En caso de traslado con cambio de destino, no se pospone el mismo hasta el final del proceso electoral (Ac 20 de abril, 3 y 13 de mayo de 1999). Si se deja de ostentar la Secretaría del Juzgado se deja de ostentar la Secretaría de la JEZ por cuanto se pierde la condición en virtud de la cual se le nombró para el desempeño del cargo. Pasa a desempeñarlo el nuevo Secretario del Juzgado «sin perjuicio del derecho a percibir la gratificación que correspondiese, proporcional al tiempo de desempeño del cargo» (Ac 3 de junio y 19 de octubre de 1999, y 20 de enero de 2000).

Cabe por razones justificadas que han de ser admitidas por la propia JEZ, renunciar al cargo de Secretario de la JEZ (Ac 29 de abril de 1994 y de 9 de abril de 2003).

Los Secretarios de las JEZ pueden delegar en los Secretarios de los Ayuntamientos la función de precintado de las urnas, cuando lo estimen procedente en atención a las peculiares características geográficas y de otro orden que concurran en las respectivas zonas (Ac 27 de febrero de 1986). Asumido el cargo debe continuar el Secretario en su desempeño a no ser que deje de ostentar la Secretaría del Decanato (Ac 31 de enero de 2000).

Conforme al artículo 11.3 LOREG, «el Secretario de la Junta Electoral de Zona es el Secretario del Juzgado de Primera Instancia correspondiente y, si hubiera varios, el del Juzgado Decano». En consecuencia, si existe un Juzgado que asuma las funciones de Decanato, aun cuando no sea un Juzgado de Primera Instancia, sino de cualquier orden jurisdiccional, corresponde al Secretario del mismo la Secretaría de la JEZ (Ac 16 de abril de 1993, 12 de mayo de 1993, 29 de abril de 1994 y 22 de enero de 1996 y de 12 de marzo de 2003). Han de entenderse comprendidos en el artículo 11.3 los Secretarios de los Juzgados de Primera Instancia, de Instrucción o de lo Penal (Ac 7 de abril de 1995 y de 12 de marzo de 2003), o de Menores, si a éste corresponde el Decanato (Ac de 7 de abril de 1995). Estando vacante la Secretaría del Juzgado Decano corresponde la Secretaría de la JEZ al más antiguo de los Secretarios de los Juzgados de Primera Instancia, Instrucción o Penal (Ac 7 de abril de 1995) o, en su defecto, al oficial titular del Juzgado Decano (Ac de 14 de septiembre de 1995). La antigüedad debe computarse con independencia del orden jurisdiccional (Ac 9 de abril de 2003).

La JEC, en su reunión de 29 de abril de 2004, resolvió diferentes consultas:

- Conforme al artículo 11.3 LOREG, «el Secretario de la Junta Electoral de Zona es el Secretario del Juzgado de Primera Instancia correspondiente y, si hubiera varios, el del Juzgado Decano». Al cubrirse la plaza de la Secretaría del Decanato, será su titular quien pase a asumir las funciones de secretario de la Junta Electoral de Zona. No es necesaria la renuncia formal y expresa de quien ostentó con anterioridad las funciones de la secretaría de la Junta Electoral de Zona, en sustitución por vacante de la Secretaria titular. Por otra parte, no es necesario proceder a nueva constitución formal de la Junta Electoral cuyo mandato ha sido prorrogado, salvo que tenga lugar alguna sustitución de Vocal de la misma. Por lo tanto, el cambio de la persona que ostenta el cargo de Secretaría de la Junta Electoral de Zona no requiere constitución de nueva Junta.

- De acuerdo con el artículo 11.1 LOREG, solo son vocales de la Junta Electoral de Zona los tres vocales judiciales y los dos vocales no judiciales. El secretario de la Junta no es vocal de la misma, sin perjuicio de que participa con voz y sin voto en sus deliberaciones, de acuerdo con el artículo 12.2.

- Una vez asumido el cargo de Secretario de la Junta Electoral de Zona debe continuarse en el desempeño del mismo a no ser que dejara de ostentar la Secretaría del Juzgado al que correspondía el Decanato en el momento de constituirse la Junta Electoral de Zona.

- En caso de encontrarse vacante la Secretaría del Juzgado Decano puede ocuparse ésta por el Secretario del Juzgado de Primera Instancia, que los Secretarios también prorrogan su mandato, que la inamovilidad se predica solo de los miembros de las Juntas que pueden cesar únicamente por las causas del artículo 16 LOREG. Por todo lo anterior, el ejercicio del cargo de Secretario de la Junta Electoral de Zona correspondería al Secretario del Juzgado núm. 3 -Juzgado Decano-, una vez cubierta esta Secretaría, aunque fuera en régimen de provisión temporal. Además, la Junta Electoral Central también insiste en que salvo sustitución de alguno de los vocales no es necesario un nuevo acto formal de constitución durante la prórroga del mandato.

- Si se deja de ostentar la Secretaría del Juzgado Decano se deja de ostentar la Secretaría de la Junta Electoral de Zona, por cuanto se pierde la condición en virtud de la cual se le nombró para el desempeño del cargo, pasando a desempeñarlo el nuevo Secretario del Juzgado Decano.

- Al haber sido concedida una Comisión de Servicios con relevación de funciones a favor del Secretario del Juzgado al que corresponde asumir la función de Secretario de la Junta Electoral de Zona de acuerdo con el artículo 11.3 LOREG, y haber sido provista la plaza del Secretariado correspondiente por Secretario sustituto, asumirá este último la función de Secretario de la Junta Electoral de Zona, por cuanto todas las funciones del Secretario del Juzgado Decano, incluida la de Secretario de la Junta Electoral de Zona, son asumidas por el sustituto.

Sin embargo, el 12 de mayo de 2004, la JEC rectificó una resolución de la Presidencia de la JEC, la cual, ante la consulta por la titularidad de la secretaría de la JEZ tras la prórroga de las funciones de dicha Junta, había reiterado la doctrina de la JEC, en el sentido de que si se deja de ostentar la Secretaría del Juzgado se deja de ostentar la Secretaría de la Junta Electoral de Zona, por cuanto se pierde la condición en virtud de la cual se le nombró para el desempeño del cargo, pasando a desempeñarlo el nuevo Secretario del Juzgado, y, en consecuencia, procedía que el cargo de secretario de la Junta Electoral de Zona fuera ocupado por el actual Secretario del Juzgado Decano (Juzgado de 1.ª Instancia e Instrucción núm. 6), en lugar de mantener al Secretario del Servicio Común de Notificaciones y Embargos que lo estaba ejerciendo en el momento de la prórroga. Frente a este criterio, la JEZ optó por declarar que, habiéndose constituido la Junta Electoral de Zona y publicado su composición en el Boletín Oficial de la Provincia, en virtud de prórroga de su mandato conforme a lo previsto en el artículo 15.3 de la LOREG, figurando como Secretario de la Junta el que lo ha sido en los anteriores procesos electorales y teniendo en cuenta que el mismo continúa en el desempeño de la Secretaría Judicial por razón de la cual accedió a la Secretaría de la Junta, procede rectificar la Resolución de esta Presidencia de 29 de abril de 2004 en el sentido de que ha de continuar como Secretario de la Junta Electoral de Zona el que lo ha sido de la Junta cuyo mandato ha sido prorrogado.

El 15 de febrero de 2007, la JEC resolvió otras consultas:

- Reiterar que, de conformidad con el contenido del artículo 11.3 de la LOREG -artículo que no ha sufrido modificación desde la promulgación de la citada Ley Orgánica- el Secretario de la Junta Electoral de Zona es el Secretario del Juzgado de Primera Instancia correspondiente y si hubiera varios, el del Juzgado Decano, frente a la pretensión de que ejerciese la secretaría el encargado del Servicio Común del Partido Judicial.

- Estando vacante la Secretaría del Juzgado Decano, corresponde la Secretaría de la Junta Electoral de Zona al más antiguo de los Secretarios de los Juzgados de Primera Instancia, Instrucción o Penal, o, en su defecto al oficial titular del Juzgado Decano.

- La Junta Electoral Central tiene reiteradamente acordado que cabe renunciar al cargo de Secretario de la Junta Electoral de Zona por razones justificadas que han de ser admitidas por la propia Junta Electoral de Zona.

- Secretarios de los Ayuntamientos como delegados de las JEZ.

La concurrencia a las elecciones del Secretario del Ayuntamiento le imposibilita para actuar como delegado de la JEZ (Ac 9 de mayo de 1977 y 24 de abril de 1995), debiendo ser sustituido en dicha función por el funcionario municipal al que corresponda dicha sustitución (Ac de 24 de abril de 1995), siempre y cuando concurra como candidato en la misma circunscripción en la que desempeña su función de delegado de la JEZ (Ac 13 de mayo de 1999).

La función de delegado de la JEZ no puede ser desempeñada más que por el Secretario del Ayuntamiento (Ac 21 de abril de 1977), si bien a los efectos de lo dispuesto en el artículo 11.4 LOREG ha de entenderse como Secretario del Ayuntamiento al funcionario que legalmente desempeñe la citada Secretaria, aun cuando se trate de funcionarios de habilitación nacional adscritos a la Diputación Provincial que asuman el referido cargo (Ac 17 de mayo de 1989, 12 de abril de 1991, 16 de febrero de 1995). Si el Secretario lo es de dos Ayuntamientos, deberá ejercer las funciones previstas en el artículo 11.4 con la adecuada asistencia de personal a su cargo (Ac 3 de mayo de 1999).

Al no ser posible instrumentar la preparación de copia de las listas del Censo electoral para su remisión a las JEZ, al encontrarse dos ejemplares en los Ayuntamientos -a los efectos de proceder a los actos de rectificación del censo en el período electoral- deberán requerir las JEZ a los Secretarios de los Ayuntamientos para que -con arreglo al artículo 11.4 LOREG y en su condición de delegados de dichas JEZ- custodien, bajo la estricta dependencia de las mismas, los ejemplares del Censo electoral (Ac 24 de febrero de 1986, 30 de mayo y 5 de junio de 1989). Los Secretarios de los Ayuntamientos han de ejercer las funciones que les encomienden las JEZ, acordes con la naturaleza de su cargo en las Corporaciones locales, y sin perjuicio de las funciones propias de los mismos que resultan de la LOREG (Ac 16 de mayo de 1994 y 15 de marzo de 1995).

No es competencia de la JEC determinar la naturaleza de la asignación económica de los Secretarios de Ayuntamiento (Ac 11 de septiembre de 1991) ni el modo en el que las JEZ han de encomendar a los Secretarios de los Ayuntamientos el cumplimiento de las funciones que les encomienden (Ac de 7 de abril de 1995).

El artículo 11.4 de la Ley Electoral -que dispone que «los Secretarios de los Ayuntamientos son delegados de las Juntas Electorales de Zona y actúan bajo la estricta dependencia de las mismas»-, debe ser interpretado en el sentido de que los Secretarios de los Ayuntamientos deben cumplir bajo la estricta dependencia de los JEZ cuantas funciones propias de éstas encomienden a aquéllos (Ac 27 de febrero de 1990, 11 de septiembre de 1991), y entre ellas, en atención a las circunstancias geográficas o de otro orden que concurran, las de precintado de urnas (Ac 27 de febrero de 1986, 17 de abril de 1991), y sin perjuicio de las funciones propias de los Secretarios en el proceso electoral (Ac 11 de septiembre de 1991). No cabe, sin embargo, determinar a priori las mismas, correspondiendo a cada JEZ determinar las tareas electorales que han de realizar los Secretarios de los Ayuntamientos y la forma en que hayan de cumplirlas en el marco del ordenamiento jurídico (Ac de 29 de marzo y 7 de abril de 1995). Véase, asimismo, artículo 26 en cuanto a la designación de los miembros de las Mesas electorales por el Pleno del Ayuntamiento y en cuanto a la notificación de la designación.

En tanto el acuerdo de la JEZ sobre notificación de la designación de miembros de las JEZ no sea revocado en vía de recurso interpuesto por parte legitimada, el Secretario del Ayuntamiento debe atenerse a lo acordado por la JEZ (Ac 24 de mayo de 1999).

Por lo demás la JEC acuerda que cabe delegar la función de cumplimentación de los formularios administrativos (credenciales de los miembros de las Mesas electorales) en los Secretarios de los Ayuntamientos en cuanto delegados de las JEZ. No cabe renunciar a dicha delegación por quien es delegado de dicha Junta ex lege (Ac 7, 14 y 20 de febrero de 1996).

El Secretario Accidental puede asumir las funciones de Delegado de Junta Electoral de Zona cuando el titular no se encuentre en el ejercicio de la Secretaría del Ayuntamiento (Ac 9 de abril de 2003).

- Personal colaborador y miembro JEZ.

Aun cuando nada conste al efecto en LOREG no se puede ostentar el cargo de Vocal de una JEZ y ser simultáneamente personal colaborador de la misma, máxime dada la amplia discrecionalidad en la selección de personal colaborador (Ac 13 de septiembre de 1999).

Artículo 12. 1. El Director de la Oficina del Censo Electoral y sus Delegados provinciales participan con voz y sin voto en la Junta Central y en las provinciales, respectivamente.

2. Los Secretarios de las Juntas Electorales participan con voz y sin voto en sus deliberaciones. Custodian en las oficinas donde desempeñan sus cargos la documentación de toda clase correspondiente a las Juntas.

CONCORDANCIAS

- Oficina del Censo Electoral: artículos 29 y 30.

- JEC: artículo 9 (y concordancias reseñadas en él).

- JEP: artículo 10 (y concordancias reseñadas en él).

- Secretarios de las Juntas: artículos 9.4 y 5, 10.3, 11.3, 14, 17 b) y c), 18.1, 108.3.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Real Decreto 508/2001, de 11 de mayo, por el que se aprueba el Estatuto del Instituto Nacional de Estadística(BOE del 12, rectificado por Corrección de erratas en BOE del 19) modificado por el Real Decreto 950/2009, de 5 de junio (BOE 12 de mayo), que en su artículo 5.2 f) atribuye al Presidente del Instituto: «Ostentar la dirección de la Oficina del Censo Electoral y asegurar el adecuado desarrollo de las competencias que a ésta le confiere la Ley Orgánica del Régimen Electoral General 5/1985, de 19 de junio, bajo la dirección y supervisión de la Junta Electoral Central». La Subdirección General de la Oficina del Censo Electoral depende directamente de la Presidencia del Instituto [artículo 6.2 K)] y a la misma corresponden, según el artículo 9 bis.2, «las funciones de formación y revisión del censo electoral, así como la atención a los procesos electorales en los términos establecidos en la legislación electoral». A las unidades territoriales del Instituto Nacional de Estadística corresponden «las funciones establecidas en el artículo 11 del Real Decreto 390/1998, de 13 de marzo, por el que se regulan las funciones y estructura orgánica de las Delegaciones de Economía y Hacienda» (artículo 10.3), entre las que se encuentra la gestión y mantenimiento del censo electoral y organización de los trabajos para los procesos electorales.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículos 8.5 y 9 LE.And; artículos 7.5 y 8 LE.Ara; artículo 6.5 y 6 LE.Can; artículo 10.4 y 5 LE.Cant; artículos 9.5 y 11 LE.Cast-LM; artículos 8.5 y 9 LE.Cast-León; artícu- lo 11.1, c) y 6 LE.Ext; artículo 15.2 LE.Gal; artículo 7.5 y 6 LE.IBal; artículo 7.1, e) y 3 LE.Mur; artículo 24 LE.PVas; artículo 9 LE.Rio y artículo 16.2 y 3 LE.Val.

Con excepción de la LE.Gal, todas las demás leyes electorales autonómicas prevén la participación en aquéllas con voz y sin voto bien del Delegado Provincial de la Oficina del Censo Electoral LE.Cant; LE.Rio; LE.Mur y LE.IBal), bien de un representante de la misma designado por su Director (LE.And; LE.Val; LE.Ara; LE.Cast-LM; LE.Can; LE.Ext y LE.Cast-León). El artículo 24 LE.PVas dispone la participación en la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma de un Delegado de la Administración de la CCAA a los efectos previstos en el artículo 16, Delegado que nombrará a los Delegados de la Administración en las JE de Territorio Histórico. Asimismo un representante de la OCE participará en las reuniones de la JE de las CCAA, con voz, pero sin voto.

DOCTRINA DE LA JEC

- Director de la OCE y Delegados Provinciales.

Los Delegados Provinciales de la OCE participan en las reuniones de las JEP con el carácter y en la forma que se desprende del artículo 12 LOREG, es decir con voz y sin voto (Ac 4 de abril de 1986, 11 de mayo de 1987), debiendo ser citado a las reuniones de la JEP (Ac 29 de mayo de 1987, 30 de mayo de 1989, 5 de mayo de 1993), así como a las de las JEZ de Ceuta y Melilla si existen tales delegados en las referidas ciudades (Ac 11 de mayo de 1987). No son miembros de las JEP (Ac 5 de mayo de 1993). Aunque el Delegado Provincial de la OCE no es miembro de la JEP, a cuyas reuniones sin embargo ha de ser convocado, no cabe ostentar dicha condición con la de representante de una entidad política, pues éste actúa en nombre de la misma y representa a sus candidatos (Ac de 24 de abril de 1995).

- Archivo y Documentación de las JE.

La documentación electoral ha de quedar en poder de las JE, bajo la custodia de los Secretarios respectivos (Ac 5 de noviembre de 1980), si bien cabe -de conformidad con el artículo 13 LOREG- requerir el auxilio del Gobierno o de los Ayuntamientos a efectos de disposición de locales adecuados para el archivo y manejo de la referida documentación electoral, que debe ser conservada (Ac 20 de enero de 1986, 30 de noviembre de 1998, 9 de abril y 13 de septiembre de 1999, y 31 de enero de 2000, entre otros).

Como reiteradamente ha señalado esta Junta Electoral Central, no cabe proceder a la destrucción de la documentación electoral; esta Junta Electoral Central trasladó al Ministerio de Justicia e Interior que ha de poner a disposición de todas las Juntas Electorales Provinciales y de Zona, al final de cada proceso electoral, los medios materiales necesarios para el traslado al Archivo Provincial de la documentación electoral histórica (Ac de 10 de julio de 2003).

Cabe autorizar el acceso a la documentación electoral para la realización de estudios siempre que los órganos de la Administración Electoral dispongan de los medios personales y materiales necesarios para facilitarlos y con los siguientes requisitos: 1) Que se acredite el interés científico u otro interés legítimo suficiente; 2) Que en ningún caso se tendrá acceso a los datos censales cuya publicidad prohíbe el artículo 41.2 LOREG; 3) Que no se podrá tener acceso tampoco a aquellos datos que puedan estar amparados por la Ley Orgánica reguladora del derecho al honor, la intimidad personal y la propia imagen (Ac 16 de diciembre de 1988).

En virtud de su condición de interesada legítima para el ejercicio del derecho de acceso a los archivos de la JEP en virtud del artículo 105.b) CE, desarrollado por el artículo 35.h) Ley 30/1992, y de la amplitud que jurisprudencialmente se reconoce a la legitimación a los efectos de investigación... «con excepción de los acuerdos que contengan información particularizada sobre datos personales incluidos en el Censo electoral y aquéllos que afecten a los derechos al honor, la intimidad y a la propia imagen de las personas» (Ac 13 de septiembre de 1999).

Véanse también artículos 10, 11 y 13.

Sobre acceso a la documentación electoral conservada en los archivos históricos, véase Ac 18 de enero y 17 de marzo de 1994, en artículo 18.

Artículo 13. 1. Las Cortes Generales ponen a disposición de la Junta Electoral Central los medios personales y materiales necesarios para el ejercicio de sus funciones.

2. La misma obligación compete al Gobierno y a los Ayuntamientos en relación con las Juntas Electorales Provinciales y de Zona y, subsidiariamente, a las Audiencias Provinciales y a los órganos judiciales de ámbito territorial inferior. En el caso de elecciones a Asamblea Legislativa de Comunidad Autónoma, las referidas obligaciones serán también competencia del Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma.

CONCORDANCIAS

- JEC: artículo 9 (y concordancias reseñadas en él).

- JEP: artículo 10 (y concordancias reseñadas en él).

- JEZ: artículo 11 (y concordancias reseñadas en él).

- Retribución de miembros de las Juntas y del personal puesto a su disposición: artículo 22.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- D.A.6.ª Ley 52/1997, de 27 de noviembre, de Asistencia Jurídica al Estado e Instituciones Públicas: «Las referencias que en esta Ley se hacen a la Dirección del Servicio Jurídico del Estado se entenderán hechas, respectivamente, a los Presidentes y Mesas de las Cortes Generales, del Congreso de los Diputados y del Senado, y al Presidente de la Junta Electoral Central, cuando se trate del asesoramiento jurídico, representación y defensa de estos Órganos de acuerdo con las normas que las son propias. En estos mismos casos, las menciones a los Abogados del Estado se entenderán hechas a los Letrados de las Cortes Generales».

- Las dotaciones presupuestarias relativas a los medios personales y materiales de la JEC figuran en los Presupuestos Generales del Estado, Sección II, Cortes Generales, servicio 04.

El personal de la JEC es personal de las Cortes Generales que se rige por el Estatuto de Personal de las Cortes Generales de 27 de marzo de 2006 (BOE de 5 de abril).

Las dotaciones presupuestarias relativas a los medios personales y materiales de las JEP figuran en los Presupuestos Generales del Estado, Sección 16, Ministerio del Interior. El personal de las JEP y de las JEZ forma parte de la Administración de Justicia, y se rige por tanto por LOPJ y disposiciones complementarias.

Las dotaciones presupuestarias relativas a los medios personales y materiales de las Juntas Electorales de Comunidades Autónomas y de las JEZ figuran, respectivamente, en los presupuestos de aquéllas y de los Ayuntamientos.

- Los gastos de funcionamiento que el Estado ha de asumir en los procesos electorales se rige por el Real Decreto 562/1993, de 16 de abril, por el que se regula el procedimiento especial de gestión de gastos electorales(BOE núm. 92, de 17 de abril) modificado por el Real Decreto 332/1999, de 26 de febrero(BOE núm. 58, de 9 de marzo):

SECCIÓN PRELIMINAR

Ámbito de aplicación

Artículo 1.Ámbito de aplicación y límites.

1. La gestión de los gastos de organización y funcionamiento que haya de asumir la Administración del Estado, como consecuencia de la celebración de procesos electorales en el ámbito de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, se ajustará al procedimiento regulado en el presente Real Decreto.

2. Dichos gastos se imputarán a un concepto específico del presupuesto de gastos del Ministerio del Interior, sin perjuicio de la distribución de su importe en presupuestos especiales de gestión a cargo de las diferentes autoridades competentes para acordar el gasto, de acuerdo con lo previsto en los artículos siguientes.

Artículo 2.Presupuestos de gastos electorales e instrucciones económico-administrativas.

1. Ante la celebración de cualquier proceso electoral del cual se deriven gastos que deban ser atendidos con cargo al correspondiente Estado de Gastos del Ministerio del Interior, este Departamento aprobará un Presupuesto de Gastos Electorales donde se recojan los correspondientes al Ministerio del Interior, a las Delegaciones del Gobierno y Subdelegaciones del Gobierno, y a los demás Departamentos ministeriales y Organismos públicos que participen en su ejecución.

2. Para los órganos del Ministerio del Interior y para las Delegaciones del Gobierno y Subdelegaciones del Gobierno, el presupuesto determinará el importe correspondiente a cada clase de gasto, con carácter limitativo, sin perjuicio de las modificaciones que pudieran autorizarse, siguiendo el procedimiento regulado en las Instrucciones económico-administrativas citadas en el apartado siguiente.

3. Los órganos del Ministerio del Interior y las Delegaciones del Gobierno y Subdelegaciones del Gobierno ajustarán su actuación en la gestión del presupuesto electoral a las normas contenidas en las Instrucciones Económico-Administrativas aprobadas por el Ministro del Interior o el Subsecretario de este Departamento, previo informe de la intervención Delegada en el mismo.

En estas Instrucciones se contendrán las normas de gestión a las que deberán sujetarse los distintos órganos centrales o territoriales del Ministerio del Interior.

SECCIÓN PRIMERA

Órganos dependientes del Ministerio del Interior, Delegaciones del Gobierno y Subdelegaciones del Gobierno

Artículo 3.Competencia para la realización de los gastos electorales.


	
1. Se atribuye al Director general de Política Interior, respecto a la actuación del Ministerio del Interior en los procesos electorales, la facultad de celebrar los contratos que resulten necesarios para el desarrollo de los citados procesos, compareciendo, en su caso, para su elevación a escritura pública, salvo en los supuestos en que el ejercicio de esta facultad corresponda a los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, Subdelegados del Gobierno en las provincias o Delegados del Gobierno en Ceuta y Melilla, de conformidad con lo establecido en el apartado siguiente, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3. 

	
2. Se atribuye a los Delegados del Gobierno en las Comunidades Autónomas, Subdelegados del Gobierno en las provincias y Delegados del Gobierno en Ceuta y Melilla, en el ámbito de sus respectivas demarcaciones, la facultad de celebrar los contratos que resulten necesarios para el desarrollo de los procesos electorales, compareciendo, en su caso, para su elevación a escritura pública, dentro de los límites de los fondos recibidos para gastos electorales, y atendiendo a las Instrucciones económico-administrativas aprobadas, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 3. 

	
3. Se atribuye al Ministro del Interior o al Subsecretario, indistintamente, competencia para conocer y resolver cuantos asuntos consideren oportunos, de entre los comprendidos en los apartados 1 y 2 anteriores. 



Artículo 4.Situación de los fondos.


	
1. Las cantidades presupuestadas quedarán a disposición de la respectiva autoridad, en un concepto no presupuestario creado al efecto en la Dirección General del Tesoro y Política Financiera y en todas las Delegaciones Provinciales de Economía y Hacienda. 

	
2. La situación de los fondos se efectuará mediante la expedición de propuestas de gasto y pago en firme y en formalización por los servicios centrales del Ministerio del Interior, con cargo a la aplicación presupuestaria correspondiente y con descuento aplicado al concepto no presupuestario citado en el apartado anterior. 



SECCIÓN SEGUNDA

Otros órganos no dependientes del Ministerio del Interior

Artículo 5.Situación de los fondos.

1. Las cantidades que para otros Departamentos ministeriales y Organismos públicos hayan sido consignadas en el Presupuesto de gastos electorales, regulado en el artículo 2 de este Real Decreto, quedarán a disposición de los correspondientes Departamentos y Organismos públicos, en concepto no presupuestario creado al efecto.

La situación de los fondos se efectuará mediante la expedición de propuestas de gastos y pago en firme y en formalización por el Ministerio del Interior, con cargo a la aplicación presupuestaria correspondiente y con descuento aplicado al concepto no presupuestario citado en el párrafo anterior.

2. Alternativamente, el pago de estas cantidades podrá generar crédito en el Presupuesto de gastos del Departamento ministerial u Organismos públicos correspondientes.

Los fondos se situarán mediante la expedición de documentos en firme por el Ministerio del Interior con cargo a la aplicación presupuestaria correspondiente.

La forma de pago será en formalización con descuento aplicado al concepto adecuado del Presupuesto de Ingresos, en el caso de Departamentos ministeriales, y con salida material de fondos en el caso de Organismos públicos.

SECCIÓN TERCERA

Normas comunes

Artículo 6.Disposición de fondos.

1. Las autoridades competentes solicitarán del Director General del Tesoro y Política Financiera o de los Delegados provinciales de Economía y Hacienda, según proceda, que pongan a su disposición fondos, con cargo a los conceptos no presupuestarios citados en los artículos 4 y 5.

2. Dichas cantidades se abonarán por transferencia a la cuenta corriente que las respectivas Cajas Pagadoras tendrán abiertas en el Banco de España, dentro de la agrupación «Tesoro Público. Gastos Electorales».

3. No obstante lo preceptuado en el número anterior, cuando haya causas que lo justifiquen, los fondos podrán situarse directamente en cuentas corrientes abiertas en entidades de crédito, en las condiciones y previa la autorización que establece el artículo 119 del Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria.

Las cuentas abiertas en las entidades de crédito a que se refiere el párrafo anterior se agruparán bajo la rúbrica «Tesoro Público. Gastos Electorales».

Las entidades de crédito en que se abran las citadas cuentas estarán obligadas a proporcionar a la Dirección General de Política Interior, a la Dirección General del Tesoro y Política Financiera y a la Intervención General de la Administración del Estado la Información que estos centros les soliciten.

4. Los fondos librados conforme a lo previsto en este Real Decreto tendrán, en todo caso, el carácter de fondos públicos y formarán parte integrante del Tesoro Público.

5. Los intereses que produzcan los referidos fondos se ingresarán por los Cajeros Pagadores en el Tesoro Público, con aplicación al concepto oportuno del Presupuesto de Ingresos.

6. A efectos de lo establecido en el presente Real Decreto, las Cajas Pagadoras de las Delegaciones del Gobierno y Subdelegaciones del Gobierno dependerán de las autoridades correspondientes del Ministerio del Interior.

Artículo 7.Procedimiento de gestión.

1. Los gastos que hayan de atenderse con arreglo al procedimiento regulado en esta Real Decreto deberán seguir la tramitación establecida en cada caso, atendiendo al tipo de gasto.

2. La aprobación del gasto será efectuada por la autoridad o el titular del órgano correspondiente según lo establecido en el artículo 3 o, en su caso, conforme a la atribución de competencias establecidas en cada Departamento ministerial u Organismo público.

3. Dicha autoridad ordenará al Cajero Pagador efectuar el pago material, haciéndolo constar expresamente en los justificantes de las obligaciones de que se trate.

Artículo 8.Realización de los pagos.

1. Los pagos con cargo a los fondos de las cuentas operativas, a que se refiere el artículo 6, se efectuarán mediante cheques nominativos o transferencias bancarias autorizadas con las firmas mancomunadas del Cajero Pagador y del funcionario que designe la autoridad, a cuya disposición se situaron los fondos.

2. El Ministerio del Interior en las Instrucciones económico-administrativas a las que se hace referencia en el artículo 2.2, los Jefes de los Departamentos ministeriales y los Presidentes de los organismos públicos, en su ámbito respectivo, podrán autorizar la existencia en sus Cajas Pagadoras de cantidades de efectivo para atender necesidades imprevistas y gastos de menos cuantía. De la custodia de estos fondos será directamente responsable el Cajero Pagador.

3. La autoridad del Ministerio del Interior que apruebe las Instrucciones económico-administrativas será la competente para aprobar la existencia de Cajas Pagadoras en cada centro de gasto, dependiente del citado Departamento.

En cuanto al resto de los Departamentos y organismos públicos intervinientes, dicha competencia estará atribuida a los correspondientes titulares y Presidentes de los mismos.

Artículo 9.Contabilidad.

Los Cajeros Pagadores llevarán una contabilidad auxiliar detallada de todas las operaciones que realicen. Dicha contabilidad se ajustará a las normas que se establezcan en las correspondientes Instrucciones económico-administrativas.

Artículo 10.Control.

1. La gestión de los gastos electorales regulados en este Real Decreto estará sometida a control financiero permanente, como resultado del cual se formulará el informe al que se refiere el artículo 13.

Compete realizar este control a los Interventores Territoriales y Delegados respectivos, según la autoridad o el titular del órgano correspondiente que apruebe el gasto.

2. Los Interventores respectivos, por sí o por medio de funcionarios que al efecto designen, podrán realizar en cualquier momento las comprobaciones que estimen oportunas sobre la situación de tesorería y la gestión realizada.

3. El Presupuesto de gastos electorales respectivo y las Instrucciones económico-administrativas, regulados en el artículo 2, serán comunicados por la Intervención Delegada del Ministerio del Interior a cada una de las Intervenciones Territoriales afectadas para que ambos documentos sean tenidos en cuenta en las actuaciones de control que se realicen y en el informe a la cuenta justificativa que se regula en el artículo 13.

En las Instrucciones económico-administrativa se podrá contemplar la presencia del Interventor respectivo en las Mesas de Contratación o en cualquiera otros órganos colegiados que se constituyen para la gestión de los gastos considerados.

Artículo 11.Reintegro de sobrantes.

1. El saldo, que al final del proceso presenten las cuentas operativas reguladas en el artículo 6, formado por los fondos dispuestos y no utilizados, se ingresará en el Tesoro Público, con aplicación al concepto correspondiente del Presupuesto de Ingresos, quedando saldadas las indicadas cuentas.

2. El resguardo acreditativo de dicho ingreso deberá incluirse en la cuenta justificativa.

Artículo 12.Saldo de los conceptos no presupuestarios.

1. El saldo, que al final del proceso presentan los conceptos citados en los artículos 4 y 5, formado por los fondos situados y no dispuestos, se ingresará en el Tesoro Público, con aplicación al concepto correspondiente del Presupuesto de Ingresos, quedando saldados los citados conceptos.

2. Para ello la autoridad competente para aprobar el gasto solicitará, una vez finalizado el proceso electoral del Delegado provincial de Economía y Hacienda o del Director General del Tesoro y Política Financiera, según proceda, la cancelación de dichos saldos.

Artículo 13.Formación de la cuenta justificativa.

1. Las diferentes Cajas Pagadoras deberán formar cuentas justificativas del empleo de los fondos recibidos, que incluirán todos los expedientes, facturas o justificantes y, en su caso, el resguardo acreditativo del reintegro de sobrantes, al que se refiere el artículo 11, y la solicitud de cancelación de saldo del concepto no presupuestario regulada en el artículo 12.

2. Las indicadas cuentas justificativas serán aprobadas por la autoridad o el titular del órgano que tenga competencia para la aprobación del gasto, previo informe de la Intervención Delegada o Territorial competente, de acuerdo con lo previsto en el artículo 10.

La aprobación de las cuentas deberá efectuarse en el plazo de tres meses desde la fecha en que, según la legislación concluyan sus mandatos las Juntas Electorales, a cuyo efecto las cuentas habrán de remitirse a la Intervención Delegada correspondiente al menos con un mes de antelación al vencimiento del indicado plazo.

El Director general del Tesoro y Política Financiera podrá ampliar el plazo de aprobación a propuesta del Departamento ministerial u Organismos públicos interesados, previo informe de la Intervención Delegada respectiva.

Artículo 14.Remisión al Tribunal de Cuentas.

Las cuentas justificativas debidamente aprobadas por la autoridad o el titular del órgano que tenga competencia para la aprobación del gasto, serán inmediatamente remitidas por éste a los servicios centrales del Ministerio del Interior, para su posterior envío al Tribunal de Cuentas.

A las indicadas cuentas se acompañarán los informes de control financiero permanente, formulados por las correspondientes intervenciones, y las observaciones que, respecto de los mismos, puedan efectuarse por los órganos de gestión.

- Real Decreto 1181/2008, de 11 de julio, de estructura orgánica básica del Ministerio del Interior(BOE de 16 de julio).

Artículo 1. Organización general del departamento.

1. Al Ministerio del Interior le corresponde (...), la realización de las actuaciones necesarias para el desarrollo de los procesos electorales; (...)

Artículo 9. Subsecretaría del Interior.

2. En particular, y sin perjuicio de las competencias de la Secretaría de Estado de Seguridad, corresponde a la Subsecretaría del Interior (...).

c) La gestión de las competencias del ministerio relativas a los procesos electorales y consultas directas al electorado, el registro de los partidos políticos, la gestión de las subvenciones y financiación de los partidos políticos, (...)

Artículo 11.Dirección General de Política Interior

1. A la Dirección General de Política Interior le corresponde el ejercicio de las competencias que tiene atribuidas el Ministerio del Interior sobre los procesos electorales y consultas populares y el régimen jurídico de los partidos políticos; la coordinación de las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno en las materias propias del Ministerio del Interior no atribuidas específicamente a otros órganos del departamento, (...)

2. En particular, corresponden a la Dirección General de Política Interior las siguientes funciones: a) La gestión de las competencias del Ministerio respecto a los procesos electorales y a las consultas directas al electorado y el mantenimiento de las relaciones necesarias con la Administración electoral, en particular, con la Junta Electoral Central. b) La gestión de las relaciones con los órganos competentes de las comunidades autónomas en materia electoral. c) La coordinación con las unidades dependientes de otros ministerios con competencias en materia electoral. d) El registro y la aplicación del régimen jurídico de los partidos políticos. e) La gestión de las subvenciones estatales anuales y de las subvenciones por gastos electorales de las formaciones políticas, en los términos establecidos en la legislación vigente. f) La gestión de las competencias del departamento en relación con la protección y garantía del ejercicio de los derechos fundamentales de reunión y manifestación. g) Las relaciones del Ministerio con las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno, sin perjuicio de las competencias atribuidas a otros órganos superiores y directivos del departamento (...),

3. La Dirección General de Política Interior está integrada por las siguientes Subdirecciones Generales: a) La Subdirección General de Política Interior y Procesos Electorales, a la que corresponde el ejercicio de las funciones especificadas en las letras a), b), c), d), e) y f) del apartado 2, así como las de la letra g) salvo que versen sobre el derecho de asilo y demás formas de protección (...).

- El artículo 6 del RD 605/1999, de 16 de abril, de regulación complementaria de los procesos electorales(BOE núm. 92, del 17 de abril), que se reproduce en anexo documental, establece el régimen de gratificaciones e indemnizaciones de los miembros de las JEP, JEZ, Secretarios de Ayuntamiento y personal a su servicio.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 10 LE.And; artículo 7.6 LE.Ara; artículo 9 LE.Ast; artículo 9 LE.Can; artículo 11 LE.Cant; artículo 10 LE.Cast-LM; artículo 10 LE.Cast-León; artículo 14 LE.Ext; artículo 16 LE.Gal; artículo 9 LE.IBal; artículo 7.3 LE.Mad; artículo 11 LE.Mur; artículo 20 LE.PVas; artículo 11 LE.Rio y artículo 19 LE.Val.

Las LE.Ara; LE.Cast-León; LE.Gal; LE.Ibal; LE.PVas y LE.Val establecen la obligación del Parlamento regional de poner a disposición de la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma los medios personales y materiales para el ejercicio de sus funciones y -con excepción de las dos primeras leyes- la misma obligación del Consejo de Gobierno y de los Ayuntamientos en relación a las JEP y JEZ en orden al proceso electoral autonómico. Esta última obligación se establece asimismo, de conformidad con el artículo 13 de la LOREG, por las LE.Ast y LE.Mad, que no cuentan con Junta Electoral de la Comunidad, pero se atribuye al Consejo de Gobierno.

La LE.Cant dispone que los referidos medios personales y materiales son puestos a disposición de la Junta de la Comunidad por el Consejo de Gobierno, coadyuvando en su aportación la Asamblea Regional en la medida de sus posibilidades.

Se establece por otro lado en las LE.PVas y LE.Val el deber de las autoridades públicas, en el ámbito de sus respectivas competencias, de colaborar con la Administración Electoral para el desempeño de sus funciones, así como la obligación del Consejo de Gobierno, sin perjuicio de las funciones y competencias de las Juntas Electorales de efectuar las acciones técnicas y materiales precisas para que el proceso electoral se desarrolle en los términos establecidos por la ley (esta última precisión se contiene también en la LE.Can).

En fin, con ocasión de cada proceso electoral las CCAA aprueban el correspondiente Decreto por el que se fijan las compensaciones de los miembros de las Juntas Electorales y personal a su servicio en relación con las elecciones autonómicas propias. Vid. a título de ejemplo el Decreto 12/2007, de 30 de marzo, de la Comunidad de La Rioja (BOIR de 5 de abril) o el Decreto 24/2007, de 3 de abril, de la Junta de Castilla-La Mancha (DOCM del 4). Alguna CCAA como la de Andalucía ha procedido, como el Estado, a dictar una norma general. En concreto, el Decreto 10/2007, de 16 de enero, por el que se regula el procedimiento para la gestión de los gastos derivados de los procesos electorales o refrendatarios (BOJA del 17). En relación con las competencias del Ejecutivo autonómico en el proceso electoral, la CCAA Valenciana aprobó el Decreto 26/2007, de 23 de febrero, por el que se crea la Comisión Interdeparlamental para la Coordinación, Apoyo y Seguimiento del proceso electoral de 2007 (DOCV del 26).

DOCTRINA DE LA JEC

- Personal JEC.

El personal que presta sus servicios en JEC es personal de las Cortes Generales conforme artículo 13 LOREG (Ac 20 de enero de 2000).

- Medios materiales JEP y JEZ.

Aunque la JEC carece de competencia para disponer de fondos o asumir compromisos financieros para atender a los gastos de funcionamiento de las JEP, sí puede poner de manifiesto a la Presidencia del Gobierno o al Ministerio del Interior las dificultades financieras de las mismas, y en su caso de las JEZ, para que adopte las medidas oportunas (Ac 15 de marzo de 1978 y 5 de junio de 1989, entre otros).

La JEC dispone, de acuerdo con el proyecto presentado por el Ministerio del Interior, poner a disposición de las JEP y de las JE de Ceuta y Melilla, así como de las JEZ en cuyo ámbito territorial existan Municipios con más de 500.000 habitantes, una herramienta informática adecuada para la realización del escrutinio general instalando a tal efecto en la sede de las mismas un equipo informático con una aplicación que permita la realización del escrutinio general, conforme al procedimiento establecido en la LOREG (Ac 9 de abril de 1999).

- Medios personales JEP y JEZ.

La LOREG no establece el sistema de selección y provisión de las plazas de personal de apoyo y asistencia de las JEP y JEZ y se limita a disponer en el artículo 13.2 que la misma obligación que compete a las Cortes Generales respecto de la JEC corresponde al Gobierno y los Ayuntamientos en relación con las JEP y JEZ, y, subsidiariamente a los órganos judiciales, de poner a disposición los medios personales y materiales necesarios para el ejercicio de sus funciones (Ac de 17 de junio de 1996).

En defecto de personal propio de las Juntas, los Secretarios de las mismas dispondrán del personal que sirva a sus órdenes en las dependencias de su cargo; no cabe admitir la negativa de dicho personal a desempeñar las funciones electorales, que habrán de cumplir sin menoscabo de sus funciones en relación con la Administración de Justicia, y sin perjuicio del evidente derecho de retribución por los trabajos realizados (Ac 2 de noviembre de 1978, 12 de mayo de 1993, 7 de abril de 1995, 27 de abril y 17 de mayo de 1999, y 20 de enero de 2000).

Mediante Ac 10 de mayo de 1994 se admiten otros procedimientos de designación del personal de la JE distintos al de nombramiento «preferentemente por el Secretario del personal a sus órdenes en el Juzgado»; así el reclutamiento de otros Juzgados o de otras Administraciones Públicas, con arreglo a las instrucciones económicas y administrativas en la materia, a petición de las JE y previa conformidad de la propia Administración de la que forma parte; si se acordara, a petición de las propias JE, la contratación como personal colaborador de personas que no forman parte de ninguna Administración Pública, ha de ajustarse la contratación a la normativa laboral (véase también Ac 16 de mayo y 29 de abril de 1994, 7, 24 y 27 de abril de 1995 y 22 de enero de 1996). La continuidad en el desempeño de las funciones relativas al procedimiento electoral de una elección a otra es un elemento esencial a considerar en orden a la contratación del personal al servicio de las JE (Ac de 28 de abril de 1995). En suma, se reconoce una amplia discrecionalidad a las JE para la contratación del referido personal, dentro de la normativa vigente, y teniendo en cuenta las peculiaridades del proceso electoral, y la necesaria preparación o experiencia en dichas tareas, dado el número limitado de dicho personal, la perentoriedad de las plazas y la específica pericia que sus peculiaridades exigen (Ac de 17 de junio de 1996 y 20 de enero de 2000).

En reclamación sobre hipotética responsabilidad de la JEZ cuyos medios personales y materiales los pone el Gobierno, la JEC resuelve que es éste el destinado a conocer la reclamación y, en su caso, el legitimado pasivamente en relación con la misma (Ac 21 de septiembre de 2000).

De acuerdo con el artículo 13.2 de la LOREG corresponde al Gobierno y los Ayuntamientos, y subsidiariamente a la Audiencia Provincial poner a disposición de las Juntas Electorales Provinciales los medios personales y materiales necesarios para el ejercicio de sus funciones. En defecto de personal propio de las Juntas, es doctrina reiterada de esta Junta Electoral Central que los secretarios de las mismas dispondrán del personal que sirva a sus órdenes en las dependencias de su cargo, sin que quepa negativa a desempeñar funciones electorales, que habrán de cumplir sin menoscabo de sus tareas ordinarias y sin perjuicio de su derecho a la correspondiente retribución. La continuidad en el desempeño de dichas funciones es elemento esencial a la hora de su selección (Ac de 1 de marzo de 2004).

En caso de que una Junta Provincial o de Zona necesite el auxilio de personal médico, que no sea puesto a su disposición por el Gobierno (o, en su caso, la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma) o los Ayuntamientos, cabría, en virtud de la obligación que subsidiariamente incumbe a las Audiencias Provinciales y órganos judiciales de ámbito territorial inferior, utilizar los servicios de médicos forenses, cuyas dietas o gratificaciones correspondería fijar al Gobierno, o, en su caso, al Consejo de gobierno de la Comunidad Autónoma, conforme al artículo 22.2 de la LOREG (Ac de 22 de abril de 2004).

Desestimar el recurso y confirmar el acuerdo de la Junta Electoral Provincial por cuanto, según tiene reiteradamente acordado esta Junta Electoral Central, las correspondientes Juntas Electorales tienen un amplio margen de apreciación para la contratación del personal colaborador, dentro de la normativa vigente, y teniendo en cuenta las peculiaridades del proceso electoral y la necesaria preparación o experiencia en dichas tareas, dado el número limitado de dicho personal, la perentoriedad de las plazas y la específica pericia que sus peculiaridades exigen (en este sentido, Acuerdos de 17 de junio de 1996 y 20 de enero de 2000); y en el presente caso, según se desprende del informe de la Junta Electoral Provincial, ésta ha procedido a seleccionar a dicho personal según criterios de idoneidad, experiencia y actitud, eliminando la utilización de un procedimiento aleatorio, lo que resulta razonable y ajustado a nuestro ordenamiento jurídico (Ac de 6 de julio de 2007).

- No inamovilidad del personal.

La inamovilidad se establece en la LOREG para los miembros de las JE y no para el personal funcionario o laboral que colabore con las mismas, que puede ser removido de sus puestos y libremente sustituido (Ac 13 de mayo de 1999).

- Jornada del personal de las JE.

El personal de las JE ha de cumplir las funciones que se le encomienden y con la jornada que se establezca, teniendo en cuenta que todos los días son hábiles a efectos electorales, conforme al artículo 120 LOREG (Ac 12 de mayo de 1993).

- Documentación de las JE.

Vid. artículo 12. Asimismo en virtud del Ac 13 de septiembre de 1999 la JEP dispone que corresponde al Gobierno -o a los Consejos de Gobierno de las CCAA respecto de las elecciones autonómicas- la puesta a disposición de las JEP y JEZ al final del proceso electoral, de los medios personales y materiales para el traslado de la documentación electoral histórica al Archivo Provincial, teniendo en cuenta que la obligación impuesta en el artículo 13.2 a las Audiencias Provinciales es subsidiaria (Ac 13 de septiembre de 1999).

- Gratificación a los Secretarios JEP por custodia documentación electoral.

La Junta expresó al Gobierno su parecer favorable a que se establezca una compensación por la actividad a que se refiere el escrito y por la responsabilidad dimanante de la misma como único elemento permanente de comunicación de la Administración Electoral inferior con esta Junta Electoral Central fuera de los períodos electorales (Ac 18 de octubre de 1991).

Artículo 14. 1. Las Juntas Electorales Provinciales y de Zona se constituyen inicialmente con los Vocales judiciales en el tercer día siguiente a la convocatoria de elecciones.

2. Si alguno de los designados para formar parte de estas Juntas pretendiese concurrir a las elecciones lo comunicará al respectivo Secretario en el momento de la constitución inicial a efectos de su sustitución, que se producirá en el plazo máximo de cuatro días.

3. Efectuadas, en su caso, las sustituciones a que se refiere el número anterior, se procede a la elección de Presidente. Los Presidentes de las Juntas Provinciales y de Zona harán insertar en el «Boletín Oficial» de la respectiva Provincia del día siguiente la relación de sus miembros.

4. La convocatoria de las sesiones constitutivas de estas Juntas se hace por sus Secretarios. A tal efecto, el Consejo General del Poder Judicial y, en su caso, el Presidente de la Audiencia, notifica a cada uno de aquéllos la relación de los miembros de las Juntas respectivas.

CONCORDANCIAS

- Vocales judiciales de la JEP: artículo 10.1 a).

- Vocales judiciales de la JEZ: artículo 11.1 a).

- Secretario de la JEP: artículo 10.3.

- Secretario de la JEZ: artículo 11.3.

- Inelegibilidad de miembros de las Juntas: artículo 6.1 j).

- Sustitución de miembros de las Juntas: artículo 17.

- Elección del Presidente de la JEP: artículo 10.2.

- Elección del Presidente de la JEZ: artículo 11.2.

- Delito electoral: artículo 139.2.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 31 LE.PVas.

DOCTRINA DE LA JEC

- Constitución de las JE.

No ha lugar a la doble constitución, provisional y definitiva, de las Juntas Electorales que preveía el Real Decreto-Ley 20/1977, de 18 de marzo, sobre normas electorales, y que se fundamentaba en el carácter de órganos de nueva creación de las JE (Ac 2 de noviembre de 1978).

Aunque inicialmente se acordó por la JEC, las JE han de celebrar un acto formal de constitución, aun en el supuesto de prórroga de su mandato, a la que se refiere la LOREG (Ac 10 de enero de 1979), con posterioridad se dispuso que no era necesaria nueva constitución formal de las JE cuyo mandato hubiera sido prorrogado, salvo que hubiera tenido lugar la sustitución de algún Vocal de la misma (Ac 13 de septiembre de 1989). Sobre prórroga mandato de las JE véase artículo siguiente.

- Constitución JEZ cuando uno de los Vocales judiciales nombrados se encuentra con permiso por matrimonio; imposibilidad de sustitución.

La JEZ ha de constituirse con los dos Jueces presentes, sin perjuicio de notificar fehacientemente al que se encuentra disfrutando de permiso por matrimonio su designación como Vocal de la Junta Electoral de Zona a los efectos de su incorporación a la misma en el momento oportuno. No cabe la sustitución temporal de un miembro de la JEZ (Ac 4 de abril de 1991 y 3 de mayo de 1999).

Artículo 15. 1. En el supuesto de que se convoquen simultáneamente varias elecciones, las Juntas Provinciales y de Zona que se constituyan serán administración competente para todas ellas.

2. El mandato de las Juntas Provinciales y de Zona concluye cien días después de las elecciones.

3. Si durante su mandato se convocasen otras elecciones, la competencia de las Juntas se entenderá prorrogada hasta cien días después de la celebración de aquéllas.

CONCORDANCIAS

- Constitución de la JEP y de la JEZ: artículo 14.

NORMATIVA AUTONÓMICA

DA 4.ª LE.Cant que dice: «En el supuesto de que la celebración de elecciones a la Asamblea Regional se simultanea con la de otras elecciones convocadas por el Gobierno de la Nación, actuará como Administración Electoral la Junta Electoral Provincial, la cual ejercerá las funciones que la presente Ley atribuye a la Junta Electoral de Cantabria».

DOCTRINA DE LA JEC

- Prórrogas sucesivas del mandato de las JE.

Caben prórrogas sucesivas del mandato de las JE (Ac 25 de septiembre de 1987, 7 de abril de 1988, 13 de septiembre de 1989, 7 de septiembre de 1994).

La prórroga del mandato de las JE en el supuesto previsto en el artículo 15.3 LOREG, afecta a todos los miembros de las JE, sean o no de origen judicial (Ac 7 de septiembre de 1994 y 14 de septiembre de 1995), incluido al Secretario Judicial (Ac de 22 de enero de 1996).

- Supuestos de prórroga.

Ante consulta sobre si la constitución de los Consejos comarcales regulados por la Ley 6/1987 de la Generalidad de Cataluña, se encuentra comprendida dentro del proceso electoral para el que fueron designadas las JEP de la referida Comunidad Autónoma, la JEC entendió que dado el carácter de elecciones sustantivas de las elecciones a los Consejos Comarcales, ha de entenderse prorrogado su mandato, si tales elecciones comarcales se convocan dentro de los cien días a que se refiere el artículo 15.3 LOREG (Ac 25 de septiembre de 1987, 7 de abril de 1988, y 24 de julio de 2003).

En el supuesto de que se convoquen elecciones locales parciales dentro de los cien días siguientes a la celebración de elecciones locales -período de mandato de las JE de conformidad con el artículo 15. 2 LOREG- la prórroga del mandato debe entenderse referida no a las JEP sino únicamente a las JEZ afectadas por la convocatoria de elecciones locales parciales (Ac 25 de septiembre de 1987 y 10 de enero de 1996).

El artículo 15.3 LOREG prevé la prórroga del mandato de las JE constituidas para un proceso electoral si durante el mismo se convocan otras elecciones, debiendo entenderse que la prórroga citada se refiere a la JE en su totalidad y desde el inicio del proceso electoral (Ac 13 de septiembre de 1989).

- Supuestos en que no procede la prórroga.

No cabe prórroga del mandato más allá de los cien días a que se refiere el artículo 15.3 LOREG al efecto de proceder a ejecución de Sentencia por la que se anule el acuerdo de una JE. En tal caso procede remitir las actuaciones a la JEC a los efectos que legalmente procedan (Ac 16 de septiembre de 1988).

A la vista de que la resolución dictada consecuencia de recurso de amparo contra Sentencia del TSJ... declarando la nulidad de las elecciones..., no se refiere al mandato de las JEP y JEZ, y habiendo transcurrido cien días desde la celebración de las elecciones generales, debe considerarse extinguido el mandato de las JEP y JEZ, ya que dentro del citado plazo no se ha publicado ninguna convocatoria de elecciones (Ac 27 de febrero de 1990).

No es posible prorrogar el mandato de las Juntas Electorales Provinciales para realizar funciones relativas al cómputo de las firmas en apoyo de una proposición de iniciativa legislativa popular atribuidas por una ley autonómica: los acuerdos de 17 de septiembre y de 15 de octubre de 2009 declararon que: 1.º.- El artículo 15.3 de la LOREG solo prevé la prórroga de las Juntas Electorales Provinciales en el supuesto de que se convoquen nuevas elecciones dentro del período de cien días desde la celebración de unas elecciones, dado que en nuestro ordenamiento electoral vigente únicamente tienen carácter permanente la Junta Electoral Central y las Juntas Electorales de Comunidad Autónoma, en aquellos casos en que la legislación autonómica así lo haya establecido. 2.º.- La Junta Electoral Central carece de competencias para poder declarar la prórroga de una Junta Electoral Provincial en un supuesto distinto del establecido en el artículo 15.3 de la LOREG. 3.º.- La atribución por la Ley de la Asamblea de Extremadura 7/1985, de Iniciativa Legislativa Popular en Extremadura, a las Juntas Electorales Provinciales de funciones relativas al cómputo de las firmas en apoyo de una proposición de iniciativa legislativa popular, reproduce la regulación prevista en la redacción original de la Ley Orgánica 3/1984, de 26 de marzo, reguladora de la Iniciativa Legislativa Popular. La citada Ley Orgánica 3/1984 fue aprobada con anterioridad a la LOREG, la cual estableció en el anteriormente citado artículo 15 que el mandato de dichas Juntas concluye cien días después de las elecciones, a no ser que se convoquen otras elecciones, en cuyo caso deberá entenderse prorrogado el mandato. Ante dicha situación legal, de imposibilidad de prórroga del mandato de las Juntas Electorales Provinciales, la Junta Electoral Central, único órgano permanente de la Administración Electoral con competencia estatal, asumió dichas competencias, en lo que concierne a las iniciativas legislativas populares de ámbito nacional. La reforma llevada a cabo mediante Ley Orgánica 4/2006, de 26 de mayo, ha corregido esta situación atribuyendo expresamente a la Junta Electoral Central las funciones de verificación de firmas de apoyo a las iniciativas legislativas populares de ámbito nacional. En relación al supuesto planteado en Extremadura, esta Junta entiende que una interpretación integradora de las normas concurrentes en la materia podría conducir de forma razonable a que la Mesa de la Asamblea de Extremadura pueda salvar el vacío legal existente, en tanto no se lleve a cabo la oportuna reforma legal por la citada Asamblea, atribuyendo dicha función a la Administración Electoral permanente con competencia territorial análoga al ámbito de la iniciativa legislativa popular afectada, esto es, a la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma de Extremadura. 4.º.- Esta Junta considera que, en la medida en que el derecho fundamental de participación política consagrado en el artículo 23 de la Constitución no puede verse limitado ni obstaculizado por vacíos legales que restrinjan el ejercicio del citado derecho conforme a lo dispuesto en la legislación vigente, resulta plenamente acorde con nuestro ordenamiento constitucional la exclusión del plazo para la presentación de firmas de una iniciativa legislativa popular como la examinada del período en que, como consecuencia del vacío legal anteriormente descrito, ajeno a la voluntad de los promotores de la iniciativa, se haya paralizado el sellado y numeración de los pliegos para recabar las firmas en apoyo de la iniciativa, todo ello sin perjuicio de que la competencia para declarar la prórroga del plazo de presentación de firmas corresponda a la Mesa de la Asamblea de Extremadura.

- Prórroga en caso de celebración sucesiva de proceso electoral y de referéndum.

La JEC optó inicialmente por rechazar esa posibilidad, como recogíamos en nuestras anteriores ediciones: «Dada la distinta índole de la normativa aplicable al referéndum y a los procesos electorales generales, autonómicos o locales, no cabe prórroga del mandato de las JE constituidas para la celebración del referéndum para los demás procesos electorales» (Ac 28 de abril y 2 y 9 de junio de 1986).

El criterio ha sido rectificado en 2005, con motivo de la convocatoria anticipada de elecciones autonómicas en el País Vasco dentro de los cien días siguientes a la celebración del referéndum sobre el tratado por el que se establece una Constitución para Europa: «al haberse convocado las elecciones al Parlamento Vasco durante el mandato de las actuales Juntas Electorales Provinciales y de Zona, conforme a lo dispuesto en el artículo 15.3 de la LOREG, la competencia de las actuales Juntas se entenderá prorrogada hasta cien días después de la celebración de las citadas elecciones al Parlamento Vasco. Este mismo criterio es el que, según consta en esta Junta ha entendido el Consejo General del Poder Judicial, al no proceder a designar mediante insaculación a nuevos Vocales de las Juntas Electorales Provinciales» (Ac 10 de marzo de 2005).

A continuación se volvió a reiterar la prórroga en las elecciones autonómicas gallegas, convocadas también dentro de los cien días, mediante Acuerdo de 20 de abril de 2005.

Este criterio debe entenderse consolidado, tras su aplicación reiterada en 2006 (prorrogándose en las elecciones autonómicas catalanas las Juntas constituidas para el referéndum relativo a la reforma del Estatuto de Autonomía de Cataluña por Ac. 13 de septiembre de 2006) y en 2007 (respecto al Estatuto de Autonomía de Andalucía, mediante Ac. de 8 de febrero de 2007).

- No es necesaria nueva constitución formal en el supuesto de prórroga del mandato de JE.

No es necesario proceder a nueva constitución formal de la JE cuyo mandato ha sido prorrogado, salvo que tenga lugar alguna sustitución de Vocal de la misma (Ac 13 de septiembre de 1989). Antes de la entrada en vigor de LOREG la JEC sí exigió acto formal de constitución en el supuesto de prórroga (Ac 10 de enero de 1979).

- Órgano encargado de la custodia de la documentación relativa a las elecciones estando disueltas las Juntas Electorales.

Esta Junta Electoral Central tiene reiteradamente acordado que la documentación electoral, una vez agotado el mandato de las Juntas Electorales Provinciales y de Zona, según establece el artículo 15.2 LOREG, ha de quedar bajo la custodia de los respectivos Secretarios de la Audiencia o del Juzgado (Ac de 6 de mayo de 2010).

Artículo 16. 1. Los miembros de las Juntas Electorales son inamovibles.

2. Solo podrán ser suspendidos por delitos o faltas electorales, previo expediente abierto por la Junta Superior mediante el acuerdo de la mayoría absoluta de sus componentes, sin perjuicio del procedimiento judicial correspondiente.

3. En las mismas condiciones la Junta Central es competente para acordar la suspensión de sus propios miembros.

CONCORDANCIAS

- Miembros de la JEC: artículo 9.

- Miembros de la JEP: artículo 10.

- Miembros de la JEZ: artículo 11.

- Delitos y faltas electorales: artículos 135 a 150.

- Sustitución de miembros de las Juntas: artículo 17.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 11.1 y 2 LE.And; artículo 9.1 y 2 LE.Ara; artículo 7 LE.Can; artículo 13.1 LE.Cant; artículo 12.1 y 2 LE.Cast-LM; artículo 11 LE.Cast-León; artículo 12.1 LE.Ext; artículo 17.1 LE.Gal; artículo 8.1 LE.Mur; artículos 27 LE.PVas; artículo 8 LE.Rio; artículo 18.1 LE.Val.

DOCTRINA DE LA JEC

- No alteración de la composición JE.

Según reiteradísima doctrina de la JEC no cabe alterar la composición de las JE una vez constituidas, en tanto no pierda alguno de sus miembros la condición en cuya virtud pasó a formar parte de las mismas (Ac 9 y 25 de mayo de 1977, 14 de noviembre de 1978, 30 de enero y 5 de febrero de 1979, 18 de febrero de 1985, 27 de febrero de 1989, 13 de septiembre de 1989, 29 de abril de 1991, 28 de mayo de 1993, 10 de mayo de 1994 y 9 de febrero de 2000, entre otros). Permanece con la misma composición en cuanto a los Vocales judiciales y en cuanto a quién ejerce la Secretaría (Ac de 17 de abril de 1995 y 10 de enero de 1996). La condición no se pierde por el pase a la situación de jubilación de un Juez o Magistrado o de un profesor universitario que formen parte de aquéllas (Ac 29 de mayo de 1982, 9 de diciembre de 1985, 27 de febrero de 1986, 3 de abril y 17 de junio de 1987, 8 de mayo de 1989 y 10 de enero de 1996), ni por dejar de ser juez sustituto (Ac de 22 de mayo de 2003).

Serían, sin embargo, causas justificadas de alteración de la composición de las JE:

- La abstención formulada por un Vocal judicial que alega como causa de la misma la presentación como candidato en el distrito de un hijo suyo, de conformidad con el artículo 20 LPA (hoy debe entenderse la referencia a la LAP) -que se refiere a los supuestos de abstención de los funcionarios o entidades-, norma supletoria de acuerdo con el artículo 120 de la LOREG (Ac 25 de mayo de 1977).

- El cese o cambio de destino de un miembro de la Junta de origen judicial (Ac 10 de marzo de 1986).

El traslado es por tanto causa justificada de renuncia a la condición de miembro de la Junta, procediéndose por tanto a la sustitución, conforme a lo dispuesto en el artículo 17 de la LOREG (Ac 18 de noviembre de 1985, 28 de abril de 1986, 25 de septiembre de 1987, 8 de mayo de 1989, 16 y 26 de mayo de 1994, 24 de mayo de 1995, 22 de enero de 1996 y 20 de abril de 1999). La renuncia debe ser aceptada por la propia JE, que deberá comunicarlo a la JE superior y al Presidente del Tribunal Superior de Justicia de la CCAA o al Consejo General del Poder Judicial en orden a cubrir la vacante (Ac 12 de mayo de 1993, 16 y 26 de mayo de 1994).

Si bien como consecuencia de la convocatoria de elecciones se prorroga el mandato de las Juntas Electorales Provinciales y de Zona, los Secretarios de dichas Juntas que sean Secretarios judiciales sustitutos, interinos o en provisión temporal y que cesen en dicha función de Secretario judicial por cubrirse en propiedad la secretaría o por cualquier otra causa, deberán cesar como Secretarios de las Juntas Electorales correspondientes, procediéndose a su sustitución en la forma legalmente prevista (Ac de 22 de abril de 2004). Conforme tiene reiteradamente declarado esta Junta, en interpretación del artículo 11.3 de la LOREG, si se deja de ostentar la Secretaría del Juzgado en virtud de la cual se ejerce la Secretaría de una Junta Electoral de Zona, también debe dejarse la Secretaría de la citada Junta Electoral por cuanto se pierde la condición en virtud de la cual se le nombró para el desempeño del cargo, supuesto en el que deberá pasar a desempeñar el cargo quien efectivamente lo haya asumido, sin perjuicio del derecho a percibir la gratificación que correspondiese, proporcional al tiempo de desempeño del cargo (Ac de 25 de junio de 2009).

Una vez constituidas las Juntas Electorales, sus miembros son inamovibles aunque cese como Juez sustituto del partido judicial en el que radica la Junta, y mientras el designado como miembro de la Junta conserve la condición de Juez sustituto, si bien cabría admitir esta causa como razón justificada de renuncia (Ac de 9 de marzo de 2008).

- No cabe alegar mejor derecho para formar parte de las JE cuando éstas están constituidas y dentro de su mandato.

No cabe alterar la composición de las JEP o JEZ, una vez designados los Vocales de origen judicial con arreglo a la Ley, por el hecho de que haya sido nombrado un Juez o Magistrado en la Provincia o en el partido judicial correspondiente que no pueda alegar tener mejor derecho para desplazar al que forma parte de la JE, aunque fuera Juez sustituto o de provisión temporal, y ello en virtud del artículo 16 LOREG que establece la inamovilidad de los miembros de las JE una vez constituidas (Ac 28 de abril de 1986 y 24 de abril y 24 de mayo de 1995); o Juez de paz (Ac 2 de octubre de 1995), siempre y cuando se conserve por aquél la condición de sustituto (Ac 13 y 17 de mayo de 1999); tampoco lo es el pasar un Vocal judicial a formar parte de la Sala de lo Contencioso-Administrativo, sin perjuicio de que, en su caso, pudiese estar afectado por causa de abstención en los recursos contencioso-electorales (Ac 28 de abril de 1986). Véase jurisprudencia.

No procede la integración del interesado como miembro de la JEZ por cuanto su incorporación al Juzgado de Primera Instancia e Instrucción se produce durante el mandato de la JEZ, y habiéndose prorrogado el mandato de ésta, ha de permanecer con la misma composición que tenía sin que quepa fundarse en un mejor derecho de un Juez de Primera Instancia e Instrucción en relación con los Jueces de distrito o de paz (Ac 13 y 21 de septiembre de 1989, 29 de mayo de 1991, 18 de octubre de 1991).

Según reiterada doctrina de esta Junta, conforme a lo dispuesto en el artículo 16.1 de la LOREG, no cabe alterar la composición de una Junta Electoral Provincial o de Zona una vez designados los vocales de origen judicial con arreglo a la LOREG, sin que el nombramiento de un Juez o Magistrado suponga el desplazar al que forma parte de la Junta, aunque fuera un juez sustituto o de provisión temporal, siempre y cuando se conserve por éste la condición de sustituto (Ac de 26 de abril de 2007).

- Recusación miembros JE.

Vid. artículo 120.

- Enfermedad grave de vocal de una Junta.

Es doctrina reiterada de esta Junta que, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 15.3 y 16.1 de la LOREG, en tanto no se produzca la renuncia del interesado, no ha lugar a sustitución de un Vocal que se encuentre en situación de baja por enfermedad, debiendo en tal caso funcionar la Junta Electoral con los otros miembros que la componen (Ac 26 de abril de 2007).

- Suspensión del Secretario de la JE.

La existencia de un procedimiento abreviado abierto al Secretario de la JEZ no da lugar a su remoción, salvo que por delito o falta electoral y previo expediente fuese suspendido, en los términos del artículo 16.2 LOREG (Ac 10 de mayo de 1994).

JURISPRUDENCIA

- Inamovilidad de los miembros de las Juntas Electorales.

Constituida una Junta de Zona por quienes en su momento desempeñaban funciones judiciales en los Juzgados de Primera Instancia y de Distrito, «no pierde su eficacia por el hecho de que con posterioridad se cubra el Juzgado de Primera Instancia vacante, pues la inamovilidad del artículo 16 impide el cambio en la Junta»; ni porque uno de sus miembros «desempeñe funciones en el Ayuntamiento y exista una incompatibilidad legal, porque de ello no puede seguirse más que el cese del funcionario y su sustitución por otro, pero no la nulidad de las actuaciones que se hubiesen practicado» (STSJ de Andalucía, de 4 de diciembre de 1989).

Artículo 17. En los supuestos previstos en los artículos 14 y 16, así como en el caso de renuncia justificada y aceptada por el Presidente correspondiente, se procede a la sustitución de los miembros de las Juntas conforme a las siguientes reglas:

a) Los Vocales y los Presidentes son sustituidos por los mismos procedimientos previstos para su designación.

b) El Secretario general del Congreso de los Diputados es sustituido por el Letrado mayor del Senado, y en su caso, por el Letrado de las Cortes Generales más antiguo.

c) Los Secretarios de las Juntas Provinciales y de Zona son sustituidos atendiendo al criterio de antigüedad.

CONCORDANCIAS

- Inelegibilidad de miembros de la JEP y JEZ: Artículo 14.1.

- Suspensión de miembros de las Juntas: Artículo 16.

- Designación de Vocales de la JEC: Artículo 9.1 y 2.

- Designación de Vocales de la JEP: Artículo 10.1.

- Designación de Vocales de la JEZ: Artículo 11.1.

- Elección de Presidente y Vicepresidente de la JEC: Artículo 9.4.

- Elección de Presidente de la JEP: Artículo 10.2.

- Elección de Presidente de la JEZ: Artículo 11.2.

- Secretario de la JEP: Artículo 10.3.

- Secretario de la JEZ: Artículo 11.3.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 11.3 LE.And; artículo 9.3 LE.Ara; artículo 8 LE.Can; artículo 13.2 LE.Cant; artículo 12.3 LE Cast-LM; artículo 12 LE.Cast-León; artículo 12.2 LE.Ext; artículo 17.2 LE.Gal; artículo 8 LE.IBal; artículo 8.2 LE.Mur; artículos 26 y 28 LE.PVas; artículo 11.3 LE.Rio; artículos 17.3 y 18.2 LE.Val.

DOCTRINA DE LA JEC

- Carácter obligatorio de los cargos de las JE.

El desempeño de los cargos de las Juntas Electorales tiene carácter obligatorio por lo que solo mediante renuncia al cargo, aceptado por la propia Junta, cabe cesar en el ejercicio de las correspondientes funciones.

En el caso de renuncia, la sustitución en el cargo tiene carácter permanente hasta la extinción del mandato de la Junta (Ac 14 de septiembre de 1995).

- No procedencia de nueva elección del Presidente de la JE en el supuesto de sustitución de un Vocal.

En caso de sustitución de un Vocal de una JE no es necesario proceder a nueva elección del Presidente, ya que ningún precepto prevé la extinción del mandato del Presidente que, por lo demás, hay que considerar inamovible dentro del período de mandato, con arreglo al artículo 16 LOREG (Ac 17 de febrero de 1986).

- No procedencia de sustitución en la Secretaría de la Junta Electoral por razón de licencia por matrimonio. No ha lugar a sustituciones temporales ni de los Vocales ni del Secretario de la JE.

La LOREG no prevé la posibilidad de suplencia de la Secretaría de la Junta, salvo que se produzca renuncia justificada aceptada por la Junta, en cuyo caso se procedería a la sustitución conforme a lo dispuesto en el artículo 17 c) LOREG; en ausencia del Secretario titular de la Junta, habría de desempeñar la Secretaría el Vocal más moderno y, en caso de igualdad, el de menos edad, en virtud de la aplicación supletoria del artículo 15 de la Ley de Procedimiento Administrativo (referencia que hoy debe entenderse a la LRJPA) (Ac 12 de mayo de 1991).

No ha lugar a sustituciones temporales. En caso de licencia la JE funciona con los otros miembros que la componen, aunque sean solo dos (Ac 10 de mayo de 1994). No ha lugar a sustitución si un Vocal se encuentra en situación de baja por enfermedad, debiendo en tal caso funcionar la JE con los otros miembros que la componen (Ac 25 de mayo de 1994 y de 16 de febrero de 2004).

Cabe renunciar, por razones justificadas, admitidas por la propia JE, al cargo de Secretario de la misma (Ac 29 de abril de 1994).

Se puede renunciar al mandato en una Junta Electoral como consecuencia de traslado y que no cabe doble mandato en varias Juntas Electorales. Consecuentemente, la juez titular del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción núm. 2 puede renunciar a su cargo anterior como Vocal de otra Junta Electoral con motivo de su traslado. Si no lo hace no podría desempeñar cargo en las dos Juntas Electorales y, por tanto, habría de procederse a nombrar nuevo Vocal judicial (Ac de 29 de abril de 2004).

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 15.3 y 16.1 de la LOREG según tiene reiteradamente acordado la Junta Electoral Central no ha lugar a sustitución de un Vocal que se encuentre en situación de baja por enfermedad, debiendo en tal caso funcionar la Junta Electoral con los otros miembros que la componen (Ac de 29 de abril de 2004). Si como consecuencia de alta médica, la Secretaria judicial titular se reincorpora al Juzgado, entonces su sustituta legal cesaría en las funciones de Secretaria del Juzgado, lo que supondría a su vez su cese como Secretaria de la Junta Electoral de Zona (Ac de 12 de mayo de 2004).

Una vez reincorporada a sus funciones tras haber finalizado la baja de maternidad, la Secretaria del Juzgado Decano deberá reasumir asimismo las funciones de la Secretaría de la Junta Electoral de Zona, cesando en consecuencia la sustitución (Ac de 12 de mayo de 2004).

Véanse, además, los artículos 9 a 11, 14 a 16.

- Sustitución del Presidente de JEZ.

La Presidencia de la Junta Electoral de Zona por ausencia del titular corresponde al vocal más antiguo, y en caso de igualdad de antigüedad, al de mayor edad (Ac de 16 de febrero de 2004).

Si como consecuencia de la sustitución de un vocal, se hace necesario la constitución de una nueva Junta, no será necesario proceder a nueva elección de Presidente, ya que ningún precepto prevé la extinción del mandato del Presidente que, por lo demás, con arreglo al artículo 16 LOREG, hay que considerar inamovible dentro del período de mandato, que ha sido prorrogado (Ac de 29 de abril de 2004).

- Sustitución de Vocal de la JEZ de baja por maternidad.

Al encontrarse de baja laboral por larga duración cabe formular la renuncia al cargo de miembro de la JEZ, en cuyo caso habrá de cubrir la vacante por el procedimiento previsto en el artículo 11.1 a) LOREG. Si continúa como miembro de la JEZ se recuerda su deber de asistencia a las reuniones (Ac 7 de febrero de 1996).

- Renuncia justificada de vocal no judicial de Junta Electoral de Zona por haber sido designado abogado fiscal sustituto.

Aun cuando es cierto que la Junta Electoral Central tiene declarado que no existe inconveniente legal para poder designar como Vocal no judicial de una Junta Electoral de Zona a un Secretario judicial o a un Fiscal (Acuerdo de 10 de mayo de 1995), esta Junta entiende que la designación para el cargo de abogado fiscal sustituto en la Fiscalía de una provincia que incluye el ámbito de competencia de la Junta Electoral de Zona es causa justificada para aceptar su renuncia en los términos previstos en el artículo 17 de la LOREG, por los siguientes motivos: 1.º) Los fiscales en situación de activo tienen la condición de inelegibles (art. 6.1.h) LOREG) y la propia Ley Electoral entiende que la condición de inelegible es causa justificada para no formar parte de una Mesa electoral (art. 27.3 de la LOREG), las cuales con las Juntas Electorales integran la Administración electoral (art. 8.2 de la LOREG). 2.º) El ejercicio de las funciones que la propia legislación electoral atribuye al Ministerio Fiscal en los procesos de revisión judicial en materia electoral puede no resultar conciliable con el ejercicio de las funciones de Vocal de una Junta Electoral de Zona. 3.º) En el presente caso, además, se invoca por la interesada la circunstancia de que se encuentre de guardia como Fiscal en el partido judicial correspondiente al ámbito de competencia de la Junta Electoral de Zona tanto la jornada de reflexión como el día de la votación, lo que le puede impedir la realización de las funciones de Vocal de la indicada Junta (Ac de 23 de noviembre de 2010).

Artículo 18. 1. Las sesiones de las Juntas Electorales son convocadas por sus respectivos Presidentes de oficio o a petición de dos Vocales. El Secretario sustituye al Presidente en el ejercicio de dicha competencia cuando éste no pueda actuar por causa justificada.

2. Para que cualquier reunión se celebre válidamente es indispensable que concurran al menos tres de los miembros de las Juntas Provinciales y de Zona. En el caso de la Junta Electoral Central se requiere la presencia de siete de sus miembros.

3. Todas las citaciones se hacen por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción, de la fecha, del orden del día y demás circunstancias de la sesión a que se cita. La asistencia a las sesiones es obligatoria para los miembros de la Junta debidamente convocados, quienes incurren en responsabilidad si dejan de asistir sin haberse excusado y justificado oportunamente.

4. No obstante lo dispuesto en los números anteriores, la Junta se entiende convocada y queda válidamente constituida para tratar cualquier asunto, siempre que estén presentes todos los miembros y acepten por unanimidad su celebración.

5. Los acuerdos se adoptan por mayoría de votos de los miembros presentes, siendo de calidad el voto del Presidente.

6. Las Juntas Electorales deberán proceder a publicar sus resoluciones o el contenido de las consultas evacuadas, por orden de su Presidente, cuando el carácter general de las mismas lo haga conveniente.

La publicidad se hará en el «Boletín Oficial del Estado», en el caso de la Junta Electoral Central, y en el «Boletín Oficial» provincial, en los demás.

CONCORDANCIAS

- Lugar de celebración de las sesiones: artículo 8.5.

- Miembros de la JEC: artículo 9.

- Miembros de la JEP: artículo 10.

- Miembros de la JEZ: artículo 11.

- Aplicación supletoria de la Ley de Procedimiento Administrativo: artículo 120.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Véase la Instrucción ...

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 14 LE.Cant; artículo 16 LE.Ext; artículo 13 LE.Cast-León; artículos 33 y 36 LE.PVas; artículo 13 LE.Rio; artículos 17.5 y 20.2 LE.Val.

Las LE.Cant, LE.Val y LE.Cast-León reproducen el contenido del artículo 18 LOREG en lo que se refiere a la convocatoria de las sesiones, número de miembros (tres la primera, y cuatro las otras dos) que deben concurrir para la válida constitución de la reunión y régimen de adopción de acuerdos de la JE autonómica. Por lo demás las LE.PVas, LE.Val, LE.Ext y LE.Cast-León prevén que las JE de la CCAA publiquen en el BO de la CCAA las resoluciones o el contenido de las consultas evacuadas, cuando el carácter general de las mismas lo haga conveniente.

El artículo 36 LE.PVas prevé la publicación, en todo caso, de las resoluciones de la JE de la CCAA que hayan sido comunicadas a las Juntas de los Territorios Históricos.

DOCTRINA DE LA JEC

- Obligatoriedad de asistencia a las reuniones de las JE.

La asistencia a las fijadas reuniones de las JE es obligatoria, aun en el caso de no estar fijadas las dietas de asistencia (Ac 22 de noviembre de 1978). La asistencia a las reuniones de las JE es obligatoria para los miembros de las mismas, de conformidad con el artículo 18.3 LOREG, incurriendo en responsabilidad los miembros que dejen de asistir a las mismas sin causa justificada (Ac 5 de octubre de 1989, 18 de octubre de 1991). La convocatoria para asistir a las reuniones ha de hacerse fehacientemente, pudiendo incluso ponerse de manifiesto en la convocatoria la obligatoriedad de la asistencia a las mismas, conforme el artículo 18.3 LOREG; no obstante cabe siempre la renuncia al cargo en los términos establecidos en la Ley (Ac 13 de septiembre de 1989 y 18 de octubre de 1991).

- Convocatoria y orden del día.

Ante denuncia sobre reunión JE en que no se trató un asunto, la JEC recuerda el artículo 18 LOREG que atribuye al Presidente la convocatoria de las sesiones y la fijación del orden del día.

- Acceso a la documentación electoral conservada en los archivos históricos.

El acceso se rige por las condiciones siguientes:

- Libre acceso a la documentación que en su día se hizo pública, es decir, el acta de constitución de la mesa, el acta de la sesión, la lista del Censo electoral y las papeletas de votación.

- A la espera de la normativa correspondiente, acceso reservado para la documentación que contiene datos individuales o individualizables, es decir, la lista numerada de votantes. Para acceder a esta documentación se necesitará la autorización del organismo competente, en este caso la autorización de la JEC.

- Referente a la reproducción de documentos se aplicarán las normas y tarifas vigentes en este archivo (Ac 18 de enero de 1994).

El Gobierno ha de poner a disposición de todas las JEP y JEZ, al final de cada proceso electoral, los medios materiales necesarios para el traslado al Archivo Provincial de la documentación electoral histórica. Con ocasión de cada proceso electoral por la JEC se instruirá a las JEP y JEZ para que procedan a la sistematización y ordenación de la documentación electoral histórica a efectos de su archivo, reclamando a tal efecto al Gobierno o, en relación con las elecciones autonómicas, a los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas, los medios personales, económicos o materiales necesarios a tal efecto, de acuerdo con lo previsto en el artículo 13.2 LOREG, teniendo en cuenta que la obligación impuesta a las Audiencias Provinciales en tal precepto es subsidiaria (Ac 7 de marzo de 1994, 9 de abril y 13 de septiembre de 1999).

Sobre documentación de las JE, véanse artículos 12 y 13.

- Notificación de las resoluciones de la JEC.

Conforme al artículo 79 LPA, las resoluciones de la JEC se notifican a los interesados y, a tenor del artículo 18.6 LOREG, las resoluciones de alcance general se publican en el BOE (Ac 17 de octubre de 1989).

- Ejecutividad de las resoluciones de la JEC.

Véase Ac 27 de octubre de 1989 en que se declara expresamente el carácter inmediatamente ejecutivo de la resolución de la JEC, «contra la que podrá interponerse recurso de reposición en el plazo de un mes ante la propia JEC, sin que su interposición suspenda la ejecución de esa resolución», que se reproduce en artículo 66. Con posterioridad a la entrada en vigor de la LRJPA el recurso de reposición no se considera preceptivo.

- Validez de reunión con la asistencia de dos miembros.

A pesar de algún acuerdo contrario, como los de 27 de abril y 13 de septiembre de 1999 - interpretando en sentido estricto el artículo 18.2- con anterioridad la JEC había declarado que «el artículo 18.2 LOREG exige la presencia de tres de los miembros de la Junta Electoral Provincial y de Zona para que la reunión se entienda celebrada válidamente; el citado precepto se refiere lógicamente a las reuniones de las citadas Juntas Electorales una vez incorporados a las mismas los dos Vocales no judiciales, por lo que en tanto no se produzca la referida incorporación y, de conformidad con la LPA, es válida la reunión con la asistencia de dos de los miembros con derecho a voto» (Ac 12 de mayo de 1991).

Este criterio se ha confirmado recientemente: «el quórum previsto en el artículo 18.2 de la LOREG para el funcionamiento de las Juntas Electorales Provinciales y de Zona, se entiende que se refiere al momento en que la Junta está completa, incluyendo los Vocales no judiciales, debiendo interpretarse que cuando faltan los dos Vocales no judiciales resulta suficiente que estén presentes dos de los Vocales judiciales, en aplicación de los dispuesto en el artículo 26.1 de la Ley 30/1992» (Ac de 8 de mayo de 2007).

- Registro de las Juntas Electorales.

En los días feriados del proceso electoral que no sean final de algún plazo no es necesaria la apertura del Registro de la Junta Electoral (Ac 17 de abril de 1995).

- No remisión de votos particulares junto acuerdos de la JEC.

Tanto la LOPJ como la LOTC reconocen el derecho de los discrepantes a formular votos particulares, respecto de las Sentencias o demás resoluciones que adopten los órganos jurisdiccionales o el Tribunal Constitucional reflejando las razones por las que se disiente del fallo o de su fundamentación. Los votos particulares emitidos se incorporarán a la resolución notificándose a las partes junto con la propia resolución, y sin perjuicio, en su caso, de la publicación que proceda.

Conforme a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, se reconoce a los miembros de los órganos colegiados el derecho a formular votos particulares discrepantes del acuerdo mayoritario [artículo 24.1.c)], que se incorporan al acta de la sesión (artículo 27), pero no a la notificación de la resolución, en virtud de lo previsto por el artículo 58 del mismo texto legal.

Dicho precepto legal contempla como contenido de la notificación el texto de la resolución, es decir, del acuerdo resolutorio en sí mismo, sin incorporación a la notificación de los votos particulares ni del resultado de las votaciones, sin perjuicio, como impone el artículo 27 de la propia Ley 30/1992, de su constancia en el acta de la sesión correspondiente, y, en caso de recurso jurisdiccional, al correspondiente expediente a poner de manifiesto a las partes.

En virtud de la cláusula general de remisión en materia de procedimiento que contiene el artículo 120 de la LOREG, en todo lo no expresamente regulado por la misma, a la LPA, remisión que ha de entenderse a la Ley 30/1992, es de plena aplicación al ámbito de la Junta Electoral Central lo establecido por los preceptos citados en la conclusión anterior. En virtud de ello, y en concreto de lo establecido por el artículo 58 de la Ley 30/1992, la notificación de las resoluciones adoptadas por la JEC ha de contener el texto de la resolución adoptada sin la incorporación a dicha notificación ni de los votos particulares ni del resultado de las votaciones, y sin perjuicio de la constancia en el acta de la sesión de la JEC de los citados votos particulares y, en el caso de interposición de recurso jurisdiccional, al correspondiente expediente (Ac 6 de noviembre de 1995).

- Derecho de audiencia.

A pesar de que no resultan aplicables los artículos 240 y 241 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, invocados por la representación del Partido recurrente en su escrito inicial, en aras de la interpretación más favorable a los derechos fundamentales, para subsanar la omisión de la audiencia a la citada representación del recurrente, vistas y estudiadas sus alegaciones, esta Junta ha resuelto confirmar su Acuerdo de 23 de abril de 2007 por los motivos que en el mismo se indican y que se traslada junto al presente Acuerdo (Ac de 8 de mayo de 2007).

Artículo 19. 1. Además de las competencias expresamente mencionadas en esta Ley, corresponde a la Junta Electoral Central:

a) Dirigir y supervisar la actuación de la Oficina del Censo Electoral.

b) Informar los proyectos de disposiciones que en lo relacionado con el Censo electoral se dicten en desarrollo y aplicación de la presente Ley.

d) Cursar instrucciones de obligado cumplimiento a las Juntas Electorales Provinciales y, en su caso, de Comunidad Autónoma, en cualquier materia electoral.

d) Resolver con carácter vinculante las consultas que le eleven las Juntas Provinciales y, en su caso, las de Comunidad Autónoma.

e) Revocar de oficio en cualquier tiempo o, a instancia de parte interesada, dentro de los plazos previstos en el artículo 21 de esta Ley, las decisiones de las Juntas Electorales Provinciales y, en su caso, de Comunidad Autónoma, cuando se opongan a la interpretación de la normativa electoral realizada por la Junta Electoral Central.

f) Unificar los criterios interpretativos de las Juntas Electorales Provinciales y, en su caso, de Comunidad Autónoma en la aplicación de la normativa electoral.

g) Aprobar a propuesta de la Administración del Estado o de las Administraciones de las Comunidades Autónomas los modelos de actas de constitución de Mesas electorales, de escrutinio, de sesión, de escrutinio general y de proclamación de electos. Tales modelos deberán permitir la expedición instantánea de copias de las actas, mediante documentos autocopiativos u otros procedimientos análogos.

h) Resolver las quejas, reclamaciones y recursos que se le dirijan de acuerdo con la presente Ley o con cualquier otra Disposición que le atribuya esa competencia.

i) Velar por el cumplimiento de las normas relativas a las cuentas y a los gastos electorales por parte de las candidaturas durante el período comprendido entre la convocatoria y el centésimo día posterior al de celebración de las elecciones.

j) Ejercer potestad disciplinaria sobre todas las personas que intervengan con carácter oficial en las operaciones electorales.

k) Corregir las infracciones que se produzcan en el proceso electoral siempre que no sean constitutivas de delito e imponer multas hasta la cuantía máxima prevista en esta Ley.

l) Expedir las credenciales a los Diputados, Senadores, Concejales, Diputados Provinciales y Consejeros Insulares en caso de vacante por fallecimiento, incapacidad o renuncia, una vez finalizado el mandato de las Juntas Electorales Provinciales y de Zona.

2. Además de las competencias expresamente mencionadas en esta Ley, corresponderán, dentro de su ámbito territorial, a las Juntas Provinciales y de Zona las atribuidas a la Junta Electoral Central por los párrafos h), j) y k) del apartado anterior. La competencia en materia de imposición de multas se entenderá limitada a la cuantía máxima de 1.200 euros para las Juntas Provinciales y de 600 euros para las de Zona .

3. Las Juntas Electorales Provinciales, atendiendo siempre al superior criterio de la Junta Electoral Central, podrán además:

a) Cursar instrucciones de obligado cumplimiento a las Juntas Electorales de Zona en cualquier materia electoral.

b) Resolver de forma vinculante las consultas que le eleven las Juntas Electorales de Zona.

c) Revocar de oficio en cualquier tiempo o, a instancia de parte interesada, dentro de los plazos previstos en el artículo 21 de esta Ley, las decisiones de las Juntas Electorales de Zona cuando se opongan a la interpretación realizada por la Junta Electoral Provincial.

d) Unificar los criterios interpretativos de las Juntas Electorales de Zona en cualquier materia electoral.

4. La Junta Electoral de Zona garantizará la existencia en cada Mesa electoral de los medios a que se refiere el artículo 81 de esta Ley.

5. En caso de impago de las multas a que se refiere el presente artículo, la Junta Electoral correspondiente remitirá al órgano competente del Ministerio de Economía y Hacienda certificación del descubierto para exacción de la multa por la vía de apremio.

CONCORDANCIAS

- Competencias de las Juntas Electorales: véase en artículos 9, 10 y 11.

- Consultas: artículo 20.

- Recursos contra acuerdos de las Juntas Electorales: artículo 21.

- Infracciones electorales: artículo 153.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 13 LE.And; artículo 8 LE.Ast; artículo 20 LE.Can; artículo 16 LE.Cant; artículo 13 LE.Cast-LM; artículo 14. LE.Cast-León; artículo 15 LE.Ext; artículo 18 LE.Gal; artículo 10 LE.IBal; artículo 10 LE.Mur; artículos 29 y 30 LE.PVas; artículo 14 LE.Rio.

A las competencias generales de la JEC que las confiere a la JE de las CCAA añade el artículo 29 LE.PVas la de «garantizar el ejercicio de las libertades públicas durante el proceso electoral» y «aplicar y garantizar el derecho al uso gratuito de espacios en los medios de comunicación públicos dependientes de las instituciones de las CCAA y del Estado limitados al ámbito de emisión territorial de las CCAA y su distribución durante el proceso electoral». El artículo 30 establece las competencias de las JE de Territorio Histórico y de Zona.

La LE.Val atribuye a la JE de las CCAA además de las competencias generales referidas ut supra, las siguientes: a) Determinar y declarar en las elecciones autonómicas qué candidaturas han obtenido un número de votos superior al 5 por 100 de los emitidos en la Comunidad Autónoma, como requisito imprescindible para la proclamación de candidatos electos por las respectivas JEP, las cuales, a estos efectos, deberán comunicar a la JE de la Comunidad el resultado del escrutinio inmediatamente después de haberlo realizado; b) Corrección de las infracciones que se produzcan en el proceso electoral; en caso de concurrencia de elecciones, en infracciones que no sean claramente definitorias de un proceso electoral, sino comunes a todos los procesos electorales en curso, la competencia establecida de carácter disciplinario o sancionador cederá en favor de la JEC.

En el ámbito autonómico se ha incorporado la revocación de oficio por la LE Cast.-León (Ley 4/1991, de 20 de marzo), LE Cast-LM (Ley 1/1991, de 15 de marzo), LEGal (Ley 15/1992, de 30 de diciembre) y LE Can (Ley 7/2003, de 20 de marzo).

DOCTRINA DE LA JEC

- Competencias de la JEC.

Véase artículo 8 sobre la misión institucional de la Administración Electoral.

La JEC ha delimitado sus competencias a lo largo de numerosos acuerdos:

a) En sentido negativo:

- No es competencia de la JEC la resolución de cuestiones que estén planteadas judicialmente (Ac 25 de mayo y 14 de junio de 1977 y 7 y 30 de mayo de 1979).

- No es competencia de la JEC acordar o promover la modificación de la Ley electoral o de las disposiciones complementarias (Ac 22 de noviembre de 1978), si bien puede exponer al Gobierno, en cuanto titular de la iniciativa legislativa conforme al artículo 87 CE, la conveniencia de proceder a la modificación de la Ley Electoral (Ac 5 de julio de 1989). Según el artículo 66 CE corresponde a las Cortes Generales el ejercicio de la función legislativa, siendo titulares de la iniciativa legislativa los sujetos a que se refiere el artículo 87 CE, entre los que no se encuentra la JEC (Ac 10 de mayo de 1994).

- No es competencia de la JEC el enjuiciamiento de la constitucionalidad o de la legalidad de las disposiciones normativas (Ac 12 de diciembre de 1978, 5 y 14 de febrero de 1979, 10 de mayo de 1994) ni para elevar cuestiones de constitucionalidad o plantear recursos de amparo ante el TC (Ac 29 de octubre de 1989).

- No es competencia de la JEC promover o disponer la inscripción de un partido político en el Registro de Partidos Políticos (Ac 17 de enero de 1979) o declarar la nulidad de certificaciones expedidas por éste (Ac 30 de enero de 1979) o para ejercer cualquier función de control o fiscalización sobre el contenido de las inscripciones en el Registro de Partidos Políticos (Ac 11 de septiembre de 1991, 15 de marzo de 1996 y 13 de marzo de 1997) o sobre la denominación de los partidos (Ac 15 de julio de 1998 y 16 de diciembre de 2002). No tiene competencia para promover la constancia de sus acuerdos en dicho Registro (Ac 27 de marzo de 1992).

- No es competencia de la JEC la calificación o enjuiciamiento de actividades presuntamente delictivas (Ac 21 de febrero de 1979).

- No es competencia de la JEC conocer el recurso contencioso contra el acuerdo de proclamación de candidaturas (Ac 26 de mayo de 1986).

- No es competencia de la JEC la legalización de los libros de contabilidad de las entidades políticas que concurren a las elecciones (Ac 21 de mayo de 1987).

- No es competencia de la JEC la resolución de cuestiones relativas a atribución de puestos en los órganos de gobierno de entes preautonómicos (Ac de 17 de mayo de 1979 y 26 de junio de 1979) o a elección de presidentes de Gobiernos autonómicos (Ac 3 de abril de 1987).

- No es competencia de la JEC la resolución de cuestiones de régimen local, y no por tanto de régimen electoral (Ac 2 de abril de 1987, 2 de marzo de 1991, 18 de enero de 1994, entre otros muchos), entre ellas, por ejemplo cuestiones referidas al Padrón Municipal de Habitantes (Ac 15 de junio de 1990), a la procedencia de dejar de formar parte de una candidatura y pasar a ser Concejal no adscrito (Ac 26 de noviembre de 1990) o miembro del grupo mixto (Ac 29 de junio de 1999), las relaciones de los Concejales con los partidos en cuyas listas concurrieron y fueron proclamados electos (Ac 23 de enero de 1998), la cuestión de la denominación de los grupos políticos municipales (Ac 29 de enero y 19 de noviembre de 1997 y 15 de julio y 8 de octubre de 1998), la designación de los portavoces de dichos grupos (Ac 7 de noviembre de 1997), la repercusión en la organización municipal del hipotético cambio de adscripción política de los Concejales (Ac 14 de julio de 1997 y 28 de mayo de 1998), los cambios de grupo municipal (Ac 9 de abril de 1999), o la compatibilidad de percepción de retribución como Concejal y subsidio de desempleo (Ac 27 de septiembre de 1999).

- No es competencia de la Junta Electoral Central determinar la naturaleza de la asignación económica de los Secretarios de Ayuntamiento (Ac de 11 de septiembre de 1991 y de 1 de junio de 2004).

- No es competencia de la JEC la resolución de recursos contra acuerdos de los entes locales (Ac 16 de marzo de 1981) como el referido a instalación de casetas de partidos con motivo de las fiestas patronales (Ac 14 de julio de 1997).

- No es competencia de la JEC cuestionar la legalidad de una convocatoria electoral, sin perjuicio de las acciones que reconoce el ordenamiento jurídico para la impugnación de disposiciones del Gobierno u otros sujetos legitimados (Ac 24 de febrero de 1989) o elevar dudas de constitucionalidad de un Decreto de convocatoria (Ac 22 de marzo de 1990).

- Estando pendiente la sustanciación de una denuncia presentada en el Juzgado de Guardia por presunta comisión de delito electoral -por utilización indebida de siglas- no ha lugar a ningún pronunciamiento de la JEC (Ac 17 de octubre de 1989).

- No es competente la JEC para expedir tarjetas de acreditación para acudir al escrutinio provisional que realiza el Gobierno (Ac 26 y 27 de octubre de 1989), correspondiendo a este órgano la oportuna acreditación.

- No es competente para el cierre de emisoras locales (Ac 10 de junio de 1999).

- No es competente la JEC en relación con los conflictos internos de formaciones políticas (Ac 12 de marzo, 29 de noviembre de 2000 y 3 de diciembre de 2001, por todos).

- No es competente la JEC para resolver denuncias formuladas ante la misma por publicación de anuncio de una entidad política en un medio de comunicación el día de reflexión, acordando el traslado de la denuncia al Ministerio Fiscal por si el hecho denunciado fuera constitutivo de delito (Ac 29 de octubre de 1989).

- Carece de competencia la JEC para declarar la nulidad de las elecciones. Contra la proclamación de electos efectuada por las JEP únicamente cabe el recurso contencioso-electoral en los términos y condiciones que establecen los artículos 109 y siguientes LOREG (Ac 22 de noviembre de 1989).

- Carece de competencia la JEC en relación con las actividades de publicidad y otras que realizan las entidades políticas en momentos en que no se encuentra convocado ningún proceso electoral (Ac 23 de febrero de 1998 y 9 de abril de 1999).

- No es competente la JEC para resolver recursos de impugnación de las elecciones a Consejos de Residentes españoles en el extranjero, ya que la actuación de la Administración Electoral se circunscribe a los procesos electorales que se contemplan en el artículo 1 LOREG, entre los que no se encuentran las elecciones a que se refiere la impugnación remitida (Ac 27 de febrero de 1990 y 15 de abril de 1998).

- No es competente la JEC en relación con las elecciones a organizaciones agrarias (Ac 29 de enero y 14 de julio de 1997).

- No es competente la JEC para resolver demanda de abono de servicios prestados por el personal judicial que prestan aquéllos en JEP y JEZ durante un proceso electoral (Ac 27 de febrero de 1990).

- No es competencia de la JEC decidir conflictos entre empresas y trabajadores, aunque tales conflictos surjan como consecuencia de la realización de actuaciones electorales (Ac 27 de febrero de 1990).

- La Administración Electoral carece de competencia en relación a consultas populares que no cumplen en absoluto los requisitos en la Disposición Adicional Primera LOR, y, en relación con la misma, en el artículo 71 y concordantes LRBRL (Ac 1 de junio de 1990). No tienen tampoco competencia alguna en tales consultas que no cumplen los referidos requisitos los órganos de la Administración Local.

- No es competente la JEC para dilucidar cuestiones relativas a los efectos para las partes de las pólizas o contratos de préstamo o crédito entre entidades financieras y partidos y otras entidades políticas (Ac 10 de abril de 2000).

- No corresponde a esta Junta resolver sobre hechos jurídicos futuros hasta tanto éstos no se hayan producido (Ac de 16 de febrero de 2005).

- No corresponde a esta Junta Electoral Central pronunciarse sobre el cumplimiento de sus obligaciones como miembro de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado de un vecino que no ostenta ningún cargo municipal (Ac de 25 de octubre de 2007).

- No corresponde a la Administración Electoral el examen de las disensiones internas que puedan producirse en una formación política correspondiendo, en todo caso, su examen a la jurisdicción ordinaria (Ac de 25 de octubre de 2007).

- Esta Junta carece de potestad para proceder a la exacción por vía de apremio de derechos económicos pendientes de devolución correspondientes a su intervención como Secretaria de Junta Electoral de Zona, como se solicita por la interesada (Ac de 6 de mayo de 2010).

b) En sentido positivo:

- El ejercicio de la potestad disciplinaria se refiere a todas las personas que intervienen con carácter oficial en las operaciones electorales, en el ejercicio de competencias propias o Delegadas (Ac 12 de junio de 1994). De conformidad con el artículo 21 de la LPA, la recusación ha de resolverse por el superior jerárquico de los funcionarios de Correos, que es el Jefe Provincial de Correos y Telégrafos, previos los trámites que establece el citado precepto de la LRJPAC y sin perjuicio de la potestad disciplinaria de las JE, en relación con cualesquiera personas que intervengan con carácter oficial en las operaciones electorales (Ac 6 de mayo de 1991 y 17 de mayo de 1995).

- En la materia de afección de las subvenciones electorales por créditos para gastos electorales de las entidades políticas, la JEC se limita a tomar razón de las notificaciones efectuadas por dichas entidades políticas para su ulterior traslado al Ministerio del Interior (Ac 11 de marzo de 1991).

- A tenor de la Disposición Transitoria Cuarta, apartado 4 del E.Cat: «las Juntas Electorales Provinciales, dentro de los límites de su respectiva jurisdicción, tendrán la totalidad de las competencias que la normativa vigente atribuye a la Junta Electoral Central». A primera vista la JEC carece de competencia en las elecciones autonómicas catalanas, si bien en su reunión de 25 de abril de 1988, acordó la JEC que, «en relación a las elecciones al Parlamento de Cataluña, le corresponde el ejercicio de las competencias que le atribuye el artículo 19 y concordantes de la Ley Electoral en relación con lo que dispone la Disposición Adicional Primera del mismo texto legal».

- Formulación de observaciones y propuestas de modificación de disposiciones normativas relativas al proceso electoral, de acuerdo con la competencia general que le atribuye el artículo 8.1 LOREG (Ac 14 de abril de 1989 y 10 de septiembre de 1990).

- En relación a los apartados j) y k) del artículo 19.1 acuerda que «cuando se tenga conocimiento de hechos realizados por funcionarios de Correos y Telégrafos durante los procesos electorales que pudieran ser constitutivos de infracciones electorales, deberá abstenerse la Administración Postal de instruir expedientes disciplinarios, dado que la competencia disciplinaria en la materia corresponde a las JE, a tenor del artículo 19 LOREG a las cuales deberá darse traslado de los hechos, sin perjuicio de la puesta en conocimiento de las autoridades judiciales a las que en su caso pudiera corresponder» (Ac 16 de septiembre y 21 de octubre de 1988). La competencia para acordar la incoación de expediente sancionador corresponde a la JEP o a la JEZ según el ámbito o alcance de los efectos de los actos por razón de los cuales se incoe el expediente. Dicha JE tiene libertad para designar el instructor entre sus miembros. La Ley no impone que el instructor haya de abstenerse en la deliberación y votación de la propuesta de resolución de este expediente (Ac 11 de mayo de 1995). La Administración Electoral está sujeta en el ejercicio de esta competencia a lo establecido en la LOREG y supletoriamente en materia de procedimiento, conforme al artículo 120, a la Ley de Procedimiento Administrativo, referencia que debe entenderse hecha a la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, sin que esa aplicación supletoria pueda entenderse hecha a disposiciones dictadas por el Gobierno como el RD 1398/1993, de 4 de agosto, sobre el ejercicio de la potestad sancionadora, y sin perjuicio de que en la instrucción del procedimiento se salvaguarden todas las garantías en defensa del expedientado (Ac 30 de abril de 1996).

- Es competente para depurar las posibles responsabilidades a que pudiera haber lugar por presunta comisión de infracción electoral, de conformidad con el artículo 19 LOREG, pudiendo delegar en la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma -en elecciones autonómicas- o en la JEP -en los demás procesos electorales- la instrucción del expediente que corresponde (Ac 27 de febrero de 1990).

- En el ejercicio de la competencia a que se refiere el artículo 19.1 g), por la JEC además de aprobar los modelos de actas a que dicho precepto se refiere en relación a todos los procesos electorales, incluidos los de ámbito autonómico, se acordó trasladar al Gobierno la conveniencia de elaborar un modelo de acta de constitución y escrutinio por la JE de los votos de los residentes-ausentes dadas las especialidades que dicha acta presenta (Ac 4 de abril de 1991, 26 de abril de 1993, 8 de abril y 29 de junio de 1994 y 15 de marzo y 7 de abril y 2 de octubre de 1995, 10 de enero de 1996, 17 de septiembre de 1997 y 15 de julio de 1998, 15 de marzo, 9 de abril y 13 de septiembre de 1999, 20 de enero de 2000 y 19 de septiembre de 2001, entre otros). Ordena la publicación en el BOE y, en su caso, en el BO de la CCAA del acuerdo de aprobación de los modelos. Mediante Ac 13 de mayo de 1991 revocó acuerdo de JEP de aprobación de modelos no ajustados a los aprobados por JEC.

- En el ejercicio de la competencia a que se refiere el artículo 19.1 a) adopta las medidas necesarias para asegurar el ejercicio del derecho fundamental de sufragio de quienes ostentando la cualidad de electores no figuran por deficiencias administrativas o de otra índole en las listas del censo. Véase artículo 29.

- En el ejercicio de la potestad de revisión de oficio que reconoce a la JEC el artículo 19.1 e) LOREG anula acuerdo de la JEP en cuanto que, aunque lo desestime, admite a trámite recurso ordinario interpuesto contra acuerdo de la JEZ, acuerdo éste que se declara subsistente por cuanto contra el mismo solo cabe el recurso jurisdiccional del artículo 49 LOREG (Ac 17 de mayo de 1995), y acuerdo de JEZ de fijación de fecha de elecciones locales parciales, por corresponder la competencia al Gobierno de la Nación (Ac 30 de septiembre de 1999).

- Es competente la JEC para informar propuestas de disposiciones normativas en materia censal (Ac 10 de septiembre de 1990, 2 de julio y 30 de noviembre de 1995, 25 de marzo y 19 de julio de 1996 y 15 de abril y 30 de noviembre de 1998, entre otros), de conformidad con el artículo 29.1 que establece que la OCE ejerce sus competencias bajo la dirección y supervisión de la JEC. Téngase en cuenta el nuevo apartado b) del artículo 19.1. También los proyectos de disposiciones sobre modelos de impresos de papeletas y sobre (Ac 10 de enero de 1996).

- Es competente para velar por el respeto al pluralismo político y social y a la neutralidad informativa de los medios de comunicación de titularidad pública y las emisoras de televisión privada en período electoral, en los términos del artículo 66 LOREG, a cuyos principios se remite, por lo demás, la LO de publicidad electoral en emisoras de televisión privada. Véase artículo 66. Corresponde a la JEC la aprobación de los modelos de actas a que se refiere el artículo 19.1 g) aun cuando sean idénticas a las utilizadas en el proceso anterior (Ac 12 de diciembre de 1995).

- Es competente por la vía del artículo 19.1.h) y del artículo 21 LOREG para resolver el recurso sobre el reparto de los Diputados Provinciales (Ac 13 de mayo de 1999).

- En relación con la elección de Presidentes de Corporaciones Locales, como su propia denominación indica, la Junta Electoral Central constituye la cúspide de la Administración Electoral, tal y como aparece diseñada en los artículos 18 y siguientes de la LOREG. Sus facultades comprenden tanto funciones meramente consultivas como otras potestades ya jurídicamente vinculantes, entre las que destacan la aprobación de instrucciones generales y la resolución de recursos o de cualquier otro tipo de quejas que se le planteen en relación con el procedimiento electoral en general y la designación de los Presidentes de las Corporaciones Locales. Sus actos en cualquier caso, son recurribles ante la jurisdicción contencioso-administrativa en los términos establecidos en la propia LOREG (artículo 1.3.c) de la Ley 13/1998, de 29 de julio de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa y 109 y siguientes de la LOREG) (Ac de 10 de febrero de 2004).

- Sobre competencias que se le atribuye de expedición de credenciales, véase infra.

- Competencias JE CCAA, JEP y JEZ.

No cabe que las JEP deleguen sus funciones en las JEZ, por lo que las JEP han de asumir y cumplir las funciones que les corresponden, es decir, las funciones que tengan atribuidas como propias, de conformidad con el artículo 4 LPA (Ac 22 de noviembre de 1978, y 13 de abril de 1983).

Dados los términos de la legislación vigente, no ejercen las JEP funciones que exijan que se les suministren ejemplares del Censo electoral general (Ac 4 de abril de 1986), si bien pueden recabar el auxilio del Delegado Provincial de la Oficina del Censo Electoral que ha de ser convocado a sus reuniones (véase artículo 12). No obstante, téngase en cuenta que el artículo 41 LOREG prevé tras la reforma de 1991 la obligatoriedad de puesta a disposición de las JEZ de las listas del Censo electoral.

Las JEP y las JEZ se constituyen exclusiva y expresamente para el proceso electoral que motiva su constitución, por lo que su competencia se circunscribe al mismo, sin perjuicio de las competencias que por la JEC puedan ser delegadas en relación a cuestiones relativas a los procesos electorales celebrados con anterioridad y respecto de cada cuestión concreta que se plantee (Ac 23 de mayo de 1989 y 15 de junio de 1990).

La JE de la Comunidad Autónoma es competente únicamente en relación al proceso electoral autonómico mientras que la JEP es competente tanto en relación al proceso electoral autonómico como al local, con dependencia inmediata de la JE de la Comunidad Autónoma en cuanto a las elecciones autonómicas y de la JEC en cuanto a las elecciones locales (Ac 25 de febrero de 1991).

Conforme al artículo 19.3 LOREG por la JEP se podrá declarar la nulidad de pleno derecho de acuerdo de la JEZ de proclamación de candidaturas concurrentes en un Municipio que funcione en régimen de concejo abierto que ha de elegir solo Alcalde Pedáneo y no una lista de candidatos (Ac 24 de mayo de 1995).

- Conforme al artículo 19.2 LOREG corresponde a la Junta Electoral de Zona corregir las infracciones que se produzcan en el proceso electoral dentro de su ámbito territorial, que no sean constitutivas de delito, e imponer multas hasta la cuantía de 50.000 pesetas, previa tramitación del oportuno expediente sancionador en los términos establecidos por la Ley de Procedimiento Administrativo. En el supuesto de estimar que la infracción es presuntamente constitutiva de delito, ha de dar traslado de la misma al Ministerio Fiscal a los efectos oportunos (Ac 13 de mayo de 1991 y 15 de marzo de 1996).

- Estimar los recursos revocando el Acuerdo de la Junta Electoral Provincial de Málaga por cuanto ésta, inducida sin duda por la irregular actuación del recurrente de presentar la misma denuncia en las dos instancias sin hacer expresa mención de ello, ha resuelto un asunto que en principio era competencia de la Junta Electoral de Zona, sin que frente al Acuerdo de esta última se haya planteado recurso en plazo que permita a la Junta Electoral Provincial examinar el asunto impugnado (Ac de 21 de mayo de 2007).

- Actuación de las JE.

La actuación de las JE durante los procesos electorales está regida por los principios de perentoriedad y singularidad determinados por las necesidades de aquél (Ac 12 de noviembre de 1980).

No ha lugar a pronunciamientos sobre cuestiones en las que la resolución de la JE carezca de total efectividad (Ac 17 de junio de 1987, 8 de mayo de 1989).

La ejecución de los acuerdos adoptados por la JEC, en relación a la composición de una Junta Electoral inferior, corresponde a ésta (Ac 5 de octubre de 1989).

- Instrucción de expediente sancionador.

La JEC anula íntegramente la resolución sancionadora adoptada por una Junta Electoral inferior, por cuanto, debido al carácter sancionador de la misma, no cabe su adopción -dada la remisión del artículo 120 LOREG a la LPA- sin sujetarse al procedimiento sancionador regulado en los artículos 133 a 137 de la citada LPA, es decir, iniciando el expediente mediante acuerdo de incoación de procedimiento sancionador en el que se nombra un instructor y un secretario (lo que se modificará al sujeto a expediente), práctica de las pruebas y actuaciones conducentes al esclarecimiento de los hechos y determinación de responsabilidades, formulación de propuesta de resolución y notificación de la misma a los interesados para alegaciones por el plazo correspondiente, ninguna de cuyas esenciales garantías de defensa en un procedimiento sancionador ha sido observada en el expediente, lo que constituye un vicio de orden público apreciable de oficio por la JEC (Ac 17 de octubre de 1990).

A la consulta del Presidente de una JEP sobre procedencia de apertura de expediente sancionador en materia cuyo objeto era análogo al de un recurso resuelto ya por la JEC, ésta comunicó que, «sin pretender sustituir a la JEP en las facultades que a la misma le corresponden en el ejercicio de su potestad sancionadora conforme al artículo 19 LOREG, esta Junta Electoral, en su sesión del día de la fecha, en un supuesto que a primera vista pudiera resultar análogo al planteado ha acordado archivar la solicitud de incoación de expediente sancionador» (Ac de 16 de mayo de 2007).

Véase también ut supra (competencias de la JEC en sentido positivo) y artículo 153.

- Expedición de credenciales.

En cuanto a la competencia referida en la letra l) de este artículo 19.1, véase artículo 182.

Téngase en cuenta, por lo demás, que a la Administración Electoral corresponde tomar razón de las renuncias anticipadas a la proclamación como electos.

- Actas obtenidas por medios informáticos (art. 19.1 g)

La Junta Electoral Central tiene reiteradamente acordado que cabe la utilización de medios informáticos en la edición de los impresos de referencia siempre que los mismos se ajusten a los oficialmente aprobados y, respecto de los modelos de Actas a utilizar en las elecciones, cabe su edición por medios informáticos siempre que tales Actas se ajusten a los modelos aprobados por esta Junta Electoral Central de conformidad con lo establecido en el art.19.1 g) de la LOREG (Ac de 2 de abril de 2009).

- Firma digital a efectos de pliegos de recogida de firmas para presentación de iniciativa legislativa popular.

Esta Junta considera que el uso de la firma electrónica para la recogida de firmas a efectos de la presentación de una iniciativa legislativa popular debe entenderse válida siempre que se ajuste a lo dispuesto en la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, modificada por Ley 56/2007, de 28 de diciembre, de Medidas de Impulso de la Sociedad de la Información, y, en consecuencia, se acompañe de certificado válidamente proporcionado por la Fábrica Nacional de Moneda y Timbre o por otra entidad autorizada al efecto, todo ello sin perjuicio de que además se guarden las garantías de autenticación de firmas previstas en los artículos 9 y 10 de la Ley Orgánica 3/1984, de 26 de marzo, reguladora de la Iniciativa Legislativa Popular. A tal efecto, la Comisión Promotora deberá comunicar a la Junta Electoral Central el sistema de firma electrónica que pretenda utilizar y facilitar a ésta, en el caso de que fuera necesario, el sistema utilizado para la verificación de las firmas electrónicas (Ac de 17 de septiembre de 2009).

JURISPRUDENCIA

- Distinta aplicación de la LOREG por la JEC y por una JEP.

La STC 168/1989, de 16 de octubre, rechazó que la distinta aplicación de la Ley Electoral por esas dos Juntas Electorales suponga discriminación, «pues uno de los requisitos para realizar la comparación que toda discriminación en la aplicación de la ley lleva implícita es la identidad del órgano; en el presente caso resulta obvio que pretenden compararse decisiones de órganos de naturaleza y ámbito de actuación distintos, por lo que, difícilmente puede existir discriminación alguna» (FJ 3).

Sin embargo, el supuesto planteado en esta Sentencia va a ser difícil que se repita con las nuevas competencias atribuidas a la JEC mediante la LO 8/1991, en especial las recogidas en los párrafos e) y f) del artículo 19.1.

- Potestades de la JEC en elecciones autonómicas.

«Los acuerdos de la Junta Electoral de Andalucía en elecciones autonómicas, en el ejercicio de potestades sancionadores sin procedimiento específico de revisión judicial son recurribles ante la Junta Electoral Central» (STS, 3.ª, Sec. 7.ª, 15-12-97).

Véase además la jurisprudencia recogida en el artículo 8.

- Expedición de credenciales.

Véase la STSJ Extremadura 840/2010, de 10 de noviembre, que declara nulo el acuerdo de la JEC de expedición de credencial de Alcalde Pedáneo en sustitución de quien ejerce dicho cargo que había sido condenada por sentencia firme a pena de inhabilitación especial para empleo o cargo público. Se reproduce en artículo 199.

Artículo 20. Los electores deberán formular las consultas a la Junta Electoral de Zona que corresponda a su lugar de residencia.

Los partidos políticos, asociaciones, coaliciones o federaciones y agrupaciones de electores, podrán elevar consultas a la Junta Electoral Central cuando se trate de cuestiones de carácter general que puedan afectar a más de una Junta Electoral Provincial. En los demás casos, se elevarán las consultas a la Junta Electoral Provincial o a la Junta Electoral de Zona correspondiente, siempre que a su respectiva jurisdicción corresponda el ámbito de competencia del consultante.

Las Autoridades y Corporaciones públicas podrán consultar directamente a la Junta a cuya jurisdicción corresponda el ámbito de competencia del consultante.

Las consultas se formularán por escrito y se resolverán por la Junta a la que se dirijan, salvo que ésta, por la importancia de las mismas, según su criterio, o por estimar conveniente que se resuelva con un criterio de carácter general, decida elevarlo a una Junta superior.

Cuando la urgencia de la consulta no permita proceder a la convocatoria de la Junta y en todos los casos en que existan resoluciones anteriores y concordantes de la propia Junta o de Junta superior, los Presidentes podrán, bajo su responsabilidad, dar una respuesta provisional, sin perjuicio de su ratificación o modificación en la primera sesión que celebre la Junta.

CONCORDANCIAS

- Competencia de las Juntas Electorales respecto a consultas de otras: artículo 19.1.a) y artículo 19.2 b).

- Publicación de consultas: artículo 18.6.

- Sesiones y régimen de acuerdos de las Juntas Electorales: artículo 18.

- Recursos contra acuerdos de las Juntas Electorales: artículo 21.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 15 LE.Cant; artículo 15 LE.Cast-León; artículo 15 LE.Rio; artículo 35 LE.PVas.

La LE.PVas prevé la obligación de la JE de la CCAA de comunicar a las del Territorio Histórico «a fin de unificar criterios, todas las consultas que resuelva y que se refieran a materias que puedan incidir en el resultado de las consultas» de las mismas.

DOCTRINA DE LA JEC

- Carácter vinculante de la resolución de las consultas.

La resolución de las consultas planteadas es vinculante para quien las formula, eficacia que se produce desde su conocimiento por el interesado (Ac 13 de noviembre de 1992).

- Consultas de electores.

De conformidad con el párrafo primero del artículo 20 LOREG las consultas que los electores formulen a las Juntas habrán de dirigirse previamente a las JEZ correspondientes al partido judicial de su residencia. En consecuencia la JEC no ha de pronunciarse sobre las referidas consultas (Ac 5 de mayo de 1977, 5 y 24 de mayo de 1995 y 3 y 15 de marzo de 1996). La JEZ, en su caso, las podrá trasladar a la JEP (Ac 5 de mayo de 1995).

- Consultas de agrupaciones de electores.

Conforme al inciso segundo del párrafo segundo del artículo 20 LOREG las consultas de una agrupación de electores deben formularse ante la JEZ correspondiente (Ac 17 de mayo de 1999).

- Consultas de JE.

Aunque las consultas formuladas por JEZ deben dirigirse a la Junta jerárquicamente inmediata, la JEP, y exponiendo el criterio del consultante (Ac 10 de junio de 1994), dada la presumible urgencia de las mismas durante el proceso electoral, cabe sean contestadas por la JEC (Ac de 29 de abril de 1982). No pueden plantear las consultas los Vocales de las JE, sino estos órganos (Ac 22 de enero de 1996).

La JEC es, sin perjuicio de la jurisdicción de los Tribunales, el único órgano competente para evacuar consultas relativas a las dudas que puedan surgir a las JEP en materia de campaña electoral, constitución de Mesas electorales, ejercicio del derecho de sufragio y, en general, cualesquiera otras cuestiones de naturaleza electoral (Ac 20 de septiembre de 1982).

En las consultas que por las JEP se eleven a la JEC se expondrán las razones que motivan la elevación de la consulta y el parecer o pareceres que respecto de las mismas sostengan sus miembros (Ac 20 de febrero de 1979).

- Consultas de entidades políticas, autoridades o corporaciones públicas.

La competencia de la JEC se refiere a consultas sobre cuestiones de carácter general que supongan interpretación de la ley, pero no se extiende a la calificación de documentos o borradores de los mismos presentados por las entidades políticas (Ac 3 de abril de 1987).

De acuerdo con lo dispuesto en la Ley Electoral, han de plantearse ante las JE consultas sobre casos concretos y reales y no sobre supuestos hipotéticos (Ac 23 de junio de 1988).

Deben dirigirse por el representante general de la entidad política y no por uno de sus integrantes (Ac 24 de abril de 1995).

- Uso del fax.

Dada la brevedad de los plazos electorales es conveniente admitir y remitir consultas y recursos por fax, siempre que además se envíe la documentación original por correo o por cualquier otro medio que permita tener constancia de la recepción por el interesado (Ac 9 de febrero de 2000).

JURISPRUDENCIA

- Valor de consulta de la JEC en actos municipales.

La JEC, respondiendo a la consulta del Alcalde, había trasladado al Ayuntamiento que existía razón suficiente para que se produjera el cese del Concejal inhabilitado y la declaración de la vacante a efectos de la expedición de la credencial a favor del siguiente candidato, pero «dicho acto constituía un simple informe, que respondía a una consulta formulada, sin valor vinculante y sin que el referido acto puede calificarse como el acto que determinó el cese en el cargo de Concejal». (STS, 3.ª, Sección 7.ª, de 3 de marzo de 2003, LA LEY JURIS. 12801/2003).

- No cabe recurso contencioso-electoral contra los acuerdos de la JEC en el ejercicio de su facultad de resolución de consultas.

Así lo declara el Auto 1009/2009, de 17 de julio, de la Sala Contencioso-Administrativa de Andalucía que inadmite el recurso contencioso-electoral contra acuerdo de la JEC en relación con constitución de Comisión Gestora de nuevo municipio. Véase art. 109.

Artículo 21. 1. Fuera de los casos en que esta Ley prevea un procedimiento especifico de revisión judicial, los acuerdos de las Juntas Provinciales de Zona y, en su caso, de Comunidad Autónoma, son recurribles ante la Junta de superior categoría, que debe resolver durante los períodos electorales en el plazo de cinco días y, fuera de ellos, en el de diez días, en ambos casos a contar desde la interposición del recurso.

2. La interposición tendrá lugar dentro de las veinticuatro horas siguientes a la notificación del acuerdo y ante la Junta que lo hubiera dictado, la cual, con su informe, ha de remitir el expediente en el plazo de cuarenta y ocho horas a la Junta que deba resolver. Contra la resolución de esta última no cabe recurso administrativo (1) alguno.

CONCORDANCIAS

- Recursos contra los acuerdos de proclamación de las candidaturas: artículo 49.

- Recurso contencioso electoral: artículos 109 a 117.

- Aplicación supletoria de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa: artículo 1 16.2.

- Competencia de las Juntas Electorales en la resolución de recursos contra acuerdos de éstas: artículo 19.1 b) y artículo 19.2 a).

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Véase en anexo normativo la Instrucción de la JEC 11/2007 sobre el procedimiento de tramitación de los recursos contra los acuerdos de las juntas electorales previsto en el artículo 21 de la LOREG.

- Artículos 1.3 c), 8.4, 10.1 f) y 12.3 b) Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la jurisdicción contencioso-administrativa.

Artículo 1.3 c): «Conocerán también de las pretensiones que se deduzcan en relación con: c) La actuación de la Administración electoral, en los términos previstos por la LOREG».

Artículo 8.4: «Corresponde conocer a los Juzgados de las impugnaciones contra actos de las JEZ y de las formuladas en materia de proclamación de candidaturas y candidatos efectuada por cualquiera de las JE, en los términos previstos en la legislación electoral».

Artículo 10.1 f): «Las Salas de lo contencioso-administrativo de los TSJ conocerán en única instancia de los recursos que se deduzcan en relación con: f) Los actos y disposiciones de las JEP y de CCAA, así como los recursos contencioso-electorales contra acuerdos de las JE sobre proclamación de electos y elección y proclamación de Presidentes de Corporaciones locales, en los términos de la legislación electoral».

Artículo 12.3 b): «Asimismo conocerá (la Sala de lo contencioso-administrativo del TS) de: b) Los recursos deducidos contra actos de las JE adoptados en el procedimiento para elección de miembros de las Salas de Gobierno de los Tribunales, en los términos de la LOREG».

DOCTRINA DE LA JEC

- Interposición del recurso.

El recurso ha de interponerse ante la JE que ha dictado el acuerdo, conforme al artículo 21.2 LOREG, que lo habrá de remitir a la JE a que corresponde la resolución (Ac 30 de abril de 1996).

- Recurso de reposición contra acuerdos JEZ.

Si bien se ha admitido conforme a la LPA recurso de reposición contra acuerdos de la JEC, contra la resolución de un recurso de reposición no puede interponerse de nuevo dicho recurso (Ac 19 de mayo de 1977, 14 de febrero de 1979, 19 de mayo de 1986, 29 de mayo de 1987, 17 de octubre de 1990 y 25 de mayo de 2003, entre otros), a partir de la entrada en vigor de la LRJPA, de aplicación supletoria en este ámbito conforme al artículo 120 LOREG, no se admite recurso de reposición (Ac 10 de mayo de 1994, 24 y 28 de abril y 17 de mayo de 1995), ni siquiera con carácter potestativo, por cuanto el acuerdo de la JEC pone fin a la vía administrativa y contra el mismo solo cabe recurso contencioso-administrativo ante la Sala del TS (Ac 23 de mayo de 1996).

- Recurso contra resolución sancionadora JEZ.

Contra la resolución de la JEZ imponiendo una sanción en vía administrativa cabe interponer recurso ante JEP, conforme artículo 21 LOREG (Ac 19 de octubre de 1999).

- Audiencia a los interesados en los recursos.

Previo pronunciamiento de la JE sobre un recurso, cabe acordar el trámite de audiencia de dicho recurso a los interesados afectados en el procedimiento, por un plazo taxativo dados los principios de perentoriedad y rapidez que exige el proceso electoral, que ha de hacerse compatible con las garantías de los derechos e intereses de los que participan en el mismo (Ac 8 de febrero de 1979).

Aun cuando en la resolución adoptada por la Junta Electoral Provincial de Navarra se ha vulnerado el derecho de audiencia del Gobierno de Navarra respecto a este asunto, es doctrina reiterada de esta Junta que, con independencia de la esencialidad de dicho trámite contemplado tanto en el artículo 105.c) de la Constitución como en el artículo 84 de la Ley 30/1992, la posibilidad efectivamente ejercida de alegar lo procedente en trámite de recurso permite subsanar la irregularidad mencionada (Ac de 16 de mayo de 2007).

- Plazos para resolver.

Con independencia del fondo del asunto, recordar a la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma que el plazo de cinco días previsto en el artículo 21.1. de la LOREG se refiere al lapso de tiempo que tiene la Junta superior para resolver los recursos presentados ante una Junta inferior, plazo que no puede cumplirse si, como viene reiteradamente haciendo esa Junta, se otorga uno por el mismo tiempo a los interesados para presentar alegaciones; por otra parte las alegaciones de los interesados en estos recursos deben presentarse ante la Junta Electoral autora del acto impugnado, la cual, junto con el expediente deberá remitirlo en el plazo de 48 horas a la Junta superior, conforme dispone el artículo 21.2 de la LOREG (Ac de 21 de mayo de 2007).

- Presentación del recurso. Informe JE en el recurso.

El artículo 21 LOREG establece claramente que el recurso ante la JE superior ha de presentarse ante la autora del acto que se recurre y no ante la superior (Ac 11 de mayo de 1995 y 3 de junio de 1999).

Si el recurso es remitido por la Junta Electoral competente para su resolución sin el informe correspondiente, es exigida su emisión en un plazo taxativo (Ac 12 y 25 de mayo de 1977), dados los principios de perentoriedad y rapidez que exige el procedimiento electoral.

- Supuestos de inadmisibilidad de recursos.

Es inadmisible el recurso formulado extemporáneamente, es decir, cuando el acto impugnado es firme (Ac 28 de marzo de 1979), firmeza que adquiere transcurridas veinticuatro horas desde su notificación (Ac 17 de abril de 1979, 15 de julio de 1994, 20 de febrero de 1996, 10 y 22 de junio de 1999, 20 de octubre de 2000, y 15 de octubre de 2001). Para el cómputo del referido plazo no pueden excluirse los días festivos, conforme al artículo 119 LOREG.

Es inadmisible el recurso formulado por quien carece de legitimidad (Ac 31 de mayo de 1983 y 26 de mayo de 1986).

Es inadmisible el recurso formulado contra actos no definitivos ni tampoco de trámite que determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan indefensión (Ac 26 de mayo de 1986 y 23 de febrero de 1996).

No es competencia de la JEC el conocimiento de recursos contra acuerdos de los entes locales (Ac 16 de marzo de 1981), ni el conocimiento de cuestiones que afecten a la validez de una elección (Ac 5 de marzo de 1984), pues tales cuestiones no son susceptibles de recursos ante las JE.

La JEC es competente para conocer los recursos contra acuerdos de las Juntas Electorales de las Comunidades Autónomas, salvo previsión expresa en contrario de la correspondiente ley electoral autonómica (Ac de 3 de abril de 1987).

Es inadmisible el recurso contra un acto de naturaleza no electoral, como es la reclamación de horas extraordinarias de personal de JE, por cuanto no cabe su planteamiento ante la Administración Electoral sino en vía judicial (Ac 30 de abril de 1996).

Contra la resolución de un recurso de alzada por JEP o por JE de CCAA no cabe interponer nuevo recurso ante la JEC (Ac 26 de mayo de 1986, 17 de junio de 1987, 26 de octubre de 1989, 6 de mayo de 1991, 22 de diciembre de 1994). No es admisible, por tanto, la doble alzada, por lo que el acuerdo de la JEP agota la vía administrativa electoral (Ac 11, 17 y 28 de mayo de 1995, 20 de febrero de 1996, 3 de junio de 1999 y 25 de mayo de 2003, entre otros).

Es inadmisible el recurso formulado por la JEZ contra acuerdo de la JEP pues una Junta inferior carece de legitimación para recurrir los acuerdos de la jerárquicamente superior (Ac 11 de mayo de 1995).

- Suspensión de acuerdos.

Puede acordarse de conformidad con el artículo 116 LPA, la suspensión del acuerdo recurrido, teniendo en cuenta los daños o perjuicios de imposible o difícil reparación que la ejecución de aquél puede causar al recurrente (Ac 20 de abril de 1982).

- Indicación de recursos contra acuerdo de JEC.

La Junta acuerda que -sin perjuicio de lo establecido en el artículo 21 LOREG y a tenor de la doctrina sentada por el Tribunal Constitucional en el Auto 1040//1986, de 3 de diciembre- contra el acuerdo adoptado por la Junta Electoral Central de 14 de noviembre de 1991, en relación con solicitud de revocación del mandato de Diputado Provincial, cabe interponer recurso contencioso-administrativo ante la Sala correspondiente del Tribunal Supremo (Ac 4 de diciembre de 1991, reiterado con posterioridad, por ejemplo, mediante Ac 30 de abril de 1996).

En el supuesto de interposición de recurso contencioso-administrativo contra el acuerdo de la JEC se remite el expediente completo al Tribunal y el informe de la JEC y se notifica la presente resolución emplazando a los interesados para que puedan comparecer ante la Sala en el plazo de nueve días, de acuerdo con lo establecido en el artículo 8.2 de la Ley 62/1978, de 26 de diciembre. Tan pronto como sean devueltos los correspondientes acuses de recibo se remiten los mismos a la Sala (Ac 19 de julio de 1996, entre otros).

No cabe recurso contra acuerdo de JEC evacuando consulta de JEZ sobre la condición de elector y elegible de candidato, sino contra el acuerdo de ésta, pues el de la JEC no produce efectos directos frente al interesado, efectos directos que solo fueron producidos por las resoluciones de la JEZ (y de la JEP) (Ac 2 de junio de 1995). El recurso contencioso-administrativo es el procedente contra los actos en materia electoral que no puedan ser reconducidos al contencioso-electoral o el previsto en el artículo 49 LOREG (Ac 2 de junio de 1995).

- Actos excluidos del recurso administrativo.

Ante recurso contra acuerdo de JEP sobre inelegibilidad como Concejal de policía en activo, la JEC recuerda que la proclamación de electos es un acto excluido de los recursos contemplados en artículo 21 LOREG, siendo de tener en cuenta que según el artículo 7 LOREG la calificación como inelegible opera respecto de quienes incurren en causa de inelegibilidad en el momento de presentar la candidatura o en cualquier momento posterior (Ac 29 de junio de 1999).

- Competencia JEC.

La JEC es competente para resolver el presente recurso, a tenor de lo dispuesto en el artículo 21.1 de la LOREG, en relación con el 19.1.h) del mismo cuerpo legal, sin que otra cosa se desprenda de lo previsto en el artículo 135 de la Ley de Elecciones al Parlamento Vasco, que declara el carácter supletorio de la Ley de Procedimiento Administrativo, dado que, en virtud de lo dispuesto en el citado artículo 21.1 de la LOREG, no existe laguna que colmar en la materia a través de la Ley de Procedimiento Administrativo (cuya aplicación, por lo demás, llevaría a la misma conclusión), dado que, del repetido precepto legal, se desprende claramente que los actos de las Juntas Electorales de Comunidad Autónoma no agotan la vía administrativa electoral sino que son susceptibles del recurso de alzada contemplado en dicho precepto (Ac 24 de abril de 2000).

JURISPRUDENCIA

- Recursos contra acuerdos de las JE de Comunidad Autónoma.

«Los acuerdos de la Junta Electoral de Andalucía en elecciones autonómicas, en el ejercicio de potestades sancionadores sin procedimiento específico de revisión judicial son recurribles ante la Junta Electoral Central» (STS, 3.ª, Sec. 7.ª, 15-12-97).

- Recursos judiciales contra las resoluciones de las Juntas Electorales: Jurisprudencia hasta la STC 149/2000.

Hasta el año 2000 la jurisprudencia existente puede resumirse así: la LOREG establece un sistema de garantías jurisdiccionales especialmente referidas a los actos de rectificación del censo -artículo 40-, de proclamación de candidatos y candidaturas -artículo 49- y de proclamación de candidatos electos -artículos 109 a 120-. Ello no quiere decir que tal sistema excluye toda otra clase de naturaleza específica y que los actos dictados en materia electoral, distintos a los señalados, puedan ser sometidos al régimen general del control contencioso-administrativo, según se deriva de lo establecido en el artículo 116.2 de la propia Ley (...). Entender otra cosa supondría crear «un sector de inmunidad administrativa que es en todo punto incompatible con el principio de universalidad de la jurisdicción contenciosa y con las normas constitucionales que configuran el sometimiento de la Administración al control de los Tribunales» (ATC 1040/1986, de 3 de diciembre).

La STS de 22 de mayo de 1994 admitió a trámite un recurso contra una resolución de la JEC consistente en «tomar razón de la renuncia a la participación en el proceso electoral de una candidatura»; el TS, tras reconocer que la pretensión de los recurrentes no se hallaba incluida en la literalidad del artículo 49 LOREG, entendió que «dicho acuerdo de la JEC ha tenido proyección externa y pública a través de la proclamación, por lo que entendemos que resulta congruente con el principio pro actione inherente al derecho de tutela judicial efectiva y con el ejercicio de los derechos fundamentales en general, el declarar la viabilidad procesal de la pretensión impugnatoria de los recurrentes, con arreglo al artículo 49 LOREG».

El artículo 21 merece una interpretación extensiva cuanto está en juego la posible vulneración de un derecho fundamental -el artículo 23 de CE-. Por eso también son impugnables ante la jurisdicción contencioso-administrativa las resoluciones de la Junta Electoral Central relativas a una iniciativa legislativa popular «por cuanto presentan la nota de instrumentalidad respecto de la principal que se ha de desarrollar ante la Mesa del Congreso de los Diputados, apareciendo además referida a aspectos burocráticos», «encuadrables desde el punto de vista objetivo en la actividad materialmente administrativa» (STS, 3.ª, sec. 7.ª, 10-4-95). En igual sentido se pronuncia la STS, 3.ª, sec. 7.ª, 23-10-95.

No faltan, sin embargo, resoluciones que defienden la vigencia del tenor literal del artículo 21.2 de la LOREG, «pues el ordenamiento jurídico puede disponer que determinada actuación pública se controle, sin ulterior recurso jurisdiccional, por órganos a los que se les atribuye la única función de velar por el respeto objetivo de la legalidad» (STSJ de Cataluña, Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec. 2.ª, 752/1995, de 25-10-95).

El Tribunal Constitucional ha dado recientemente un giro importante al problema, al plantearse si es entonces necesario acudir a la jurisdicción contencioso-administrativa antes de plantear el recurso de amparo contra la resolución de una Junta Electoral en una materia sin procedimiento específico de control jurisdiccional; el rechazo de esa exigencia, «que excede de la diligencia exigible al justiciable», le ha llevado a «elevar al Pleno la cuestión de inconstitucionalidad del artículo 21.1 LOREG, en cuanto excluye el recurso judicial contra determinados actos de la Junta Electoral Central, con olvido de lo preceptuado en el artículo 106.1 CE, auténtica cláusula regia del Estado de Derecho, y violación del artículo 24.1 CE» (STC 103/1996, de 11 de junio, FJ 2 y 7; se reitera en la STC 46/1997, de 11 de marzo).

- Recursos judiciales contra las resoluciones de las Juntas Electorales a partir de la STC 149/2000.

La STC 149/2000, de 1 de junio, que resolvió la cuestión de inconstitucionalidad planteada por la Sala Primera del TC, ha declarado la inconstitucionalidad y consiguiente nulidad de la expresión «o judicial» contenida en el último inciso del artículo 21.2 de la LOREG en los términos indicados en el párrafo final del fundamento jurídico 3 de la Sentencia. En dicho párrafo se indica que el motivo es que «excluye de manera indiscriminada y absoluta la posibilidad de todo recurso judicial contra las resoluciones de las Juntas Electorales que contempla».

Sin embargo, antes de llegar a esa conclusión, la citada Sentencia matiza y distingue entre «dos tipos o géneros de actuaciones de las Juntas Electorales en cuanto potenciales sujetos del control judicial»:

«En una primera categoría pueden comprenderse aquellos actos y disposiciones, emanados en ejercicio de las competencias que asigna a dichas Juntas el artículo 19 LOREG, que no están directamente vinculados con el desarrollo del procedimiento electoral y que, por ello, son susceptibles de fiscalización judicial con carácter inmediato y a través del oportuno recurso contencioso-administrativo común. La exclusión absoluta respecto de ellos de toda posibilidad de interponer cualquier clase de recurso judicial que establece el artículo 21.2 LOREG aparece manifiestamente contraria al derecho fundamental a la tutela judicial efectiva que consagra el artículo 24.1 CE.

Se encuadran en una segunda y diferente clase aquellas otras actuaciones de los mencionados órganos de la Administración electoral que se integran plenamente en el procedimiento electoral, del que constituyen meras fases o momentos, por lo cual ha de considerarse constitucionalmente admisible, en virtud de la consideración anteriormente expuesta, que no resulten sometidas a un control judicial autónomo o independiente, sin perjuicio de que su eventual impugnación pueda llevarse a cabo dentro de los recursos establecidos o que puedan establecerse por la ley conforme a lo previsto en el artículo 70.2 CE» (STC 149/2000 cit., FJ3).

En la STC 36/2003, de 25 de febrero, se recuerda esa doble consideración y se añade (FJ 5.ª) que: «No puede desprenderse de nuestra doctrina una prohibición de que el legislador prevea, como considere más oportuno, el control de los acuerdos de las JE, pudiendo incluir, si lo estima conveniente, un control judicial sobre aquéllos referidos al desarrollo de la campaña electoral». Recuerda el tenor literal del artículo 12.3.a) LJCA y asimismo que el propio TS en el Auto de 30 de junio de 2001 se declaró competente para resolver un recurso sobre distribución de espacios gratuitos de propaganda electoral realizado por la JEP de Navarra por delegación de la JEC.

Véase finalmente la STC 155/2003, de 21 de julio.

- Derecho de audiencia al interesado, en recursos ante las Juntas Electorales.

«La indefensión de las partes en el procedimiento administrativo especial de control de las elecciones previsto en el artículo 21 de la LOREG constituye una infracción del artículo 24.1 de la CE» (STC 103/1996, de 11 de junio, FJ 4). A diferencia de la que ocurre en el procedimiento administrativo ordinario, en que la falta de audiencia al interesado no comporta necesariamente indefensión con relevancia constitucional, lo indicado en el párrafo anterior le lleva al Tribunal Constitucional a aplicar excepcionalmente el artículo 24.1. Por eso «la Junta Electoral Central debe dar a las partes las mismas posibilidades de alegar cuanto tuvieran por conveniente».

En la referida STC 103/1996, de 11 de junio, y en otras posteriores como las SSTC 46 y 48/1997, de 11 de marzo, se disponía que las decisiones de la JEC habían de adoptarse tras un trámite de audiencia a los interesados para que pudieran defender sus derechos e intereses legítimos, y ello, sea una entidad pública de RTV, una Comunidad Autónoma o una fuerza política.

- Recursos contencioso-electoral y de amparo presentados a la vez contra el mismo acuerdo de la Junta Electoral Central.

El recurrente invocó que el acuerdo de la JEC por el que consideraba irrevocable su renuncia al cargo de Concejal podría llegar a ser irreparable pues en el momento de dictar Sentencia se habrían celebrado las próximas elecciones municipales, y que por eso interpuso el recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, cuando estaba pendiente de resolución del recurso contencioso-administrativo planteado ante el Tribunal Supremo. El Tribunal Constitucional reiteró la necesidad de agotar la vía judicial ordinaria, y advirtió mala fe procesal en la ocultación por el recurrente de ese doble recurso, por lo que, además de inadmitir la demanda de amparo, condenó al recurrente al pago de las costas procesales y le impuso una multa (STC 114/1999).

- Plazo de interposición del recurso.

En el caso de autos el recurso se interpone directamente ante la Junta que lo debe resolver por lo que ésta carece del informe de la Junta inferior y del oportuno expediente. En consecuencia, es razonable la inadmisión del recurso porque la JEP no dispone de los mínimos datos necesarios para resolver en el breve plazo que establece el citado artículo 21 (STSJ, Sala C-A, Cataluña, de 17 de diciembre de 2003, LA LEY JURIS 1534124/2003).

- Motivación de los acuerdos de las JE.

Para enjuiciar el acierto o desacierto de la motivación contenida en los acuerdos impugnados hemos de señalar, que su motivación debe ser especialmente cuidadosa por verse excluidos de un inmediato control judicial. La Junta Electoral debe, pues, fundamentar sus Acuerdos, especialmente cuando, como en el caso que nos ocupan, sirven para disciplinar el procedimiento electoral y afectan a los partidos políticos que expresan el pluralismo político.

En este caso, la doctrina constitucional relacionada con la motivación de las resoluciones judiciales debe inspirar la actuación de las Juntas Electorales. De ahí que deban dar una respuesta a las pretensiones planteadas que sea motivada y fundada en Derecho y no manifiestamente arbitraria o irrazonable. Esta doctrina, referida al derecho a la tutela judicial efectiva debe ser más exigente cuando la decisión que debe adoptarse incide en terminados derechos fundamentales, como son la libertad de expresión (artículo 20.1.a) CE) y el derecho de acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos (artículo 23.2 CE). (STC 36/2003, de 25 de febrero, que se dicta en un recurso de amparo directo frente a un acuerdo de la JEC en relación con no atribución de espacios gratuitos de propaganda electoral a una entidad política. El TC rechaza a limine el parecer de que el recurrente debió acudir ante el TS al amparo del artículo 12.3.a) LJCA antes de interponer la demanda de amparo. A juicio de TC esta tesis contraviene directamente la STC 149/2000.

- Defectos formales y de motivación en la resolución de la JE.

Se alega por el recurrente que en la notificación recibida de la JE no consta la fecha en que se dictó, ni quien la dicta en concreto, ni una correcta indicación de recursos.

Recabado el expediente de la JE, la Sala corrobora que existe acta de la sesión en la que consta adoptado el acuerdo por los miembros legales de la JE, quienes firman el acta debidamente. Así pues, el acto reviste los requisitos formales elementales y no posee tacha de legalidad alguna. Los defectos, pues, se refieren a la notificación, si bien no han ocasionado indefensión alguna (artículo 63.2 LRJPA). Los interesados han conocido el texto de la decisión tomada y su motivación; que no se indique en la notificación la fecha del acuerdo y cuáles son los miembros de la JE que dictan el acto es, sin duda, una incorrección, pero no ha mermado las posibilidades de defensa de los interesados. En cuanto a la incorrecta indicación de recursos, tal incorrección puede originar el que se admita la interposición pese al transcurso de los plazos legales para efectuarla, pero no ocasiona la nulidad del acto que se notifica incorrectamente. Los defectos de notificación pueden originar la nulidad de la notificación, pero no la del acto notificado. Una vez que la notificación, aunque defectuosa, ha surtido efecto y los interesados han interpuesto el recurso procedente, los defectos de la notificación pierden cualquier posible trascendencia (artículo 58.3 LRPAC) (STSJ, Sala C-A, Castilla-La Mancha, de 3 de marzo de 2004, LA LEY JURIS 1730037/2004).

- Incompetencia del TS para resolver recurso contra acuerdo JEC confirmatorio de acuerdo de JE de CCAA.

El ATS, 3.º, Sec. 7.ª, de 2 de julio de 2008 declara la incompetencia de la Sala 3.ª del TS para conocer el recurso contencioso-administrativo contra acuerdo JEC confirmatorio en alzada de resolución de JE de CCAA, limitándose aquélla a «exponer sucintamente los motivos que llevaban a confirmar el acuerdo impugnado». La competencia corresponde a la Sala C-A del TSJ [art. 10.1 f) Ley 29/1998] es la autora del acto fiscalizado en la medida en que lo que hizo la JEC fue confirmar íntegramente la resolución adoptada por ella.

- Procedimiento aplicable a la impugnación jurisdiccional de las resoluciones que prohíban el ejercicio del derecho de reunión en campaña electoral.

Véase art. 54 y en concreto la STS, 3.ª, Sec. 7.ª, de 26 de noviembre de 2008, que señala que el único cauce de impugnación de las resoluciones de las JEP en materia de reuniones y manifestaciones es el recurso jurisdiccional contemplado por el art. 122 LJCA, sin que se requiera agotar previamente la vía administrativa mediante recurso de alzada ante la JEC.

Artículo 22. 1. Las Cortes Generales fijan las dietas y gratificaciones correspondientes a los miembros de la Junta Electoral Central y al personal puesto a su servicio.

2. Las dietas y las gratificaciones correspondientes a los miembros de las restantes Juntas Electorales y personal a su servicio se fijan por el Gobierno. No obstante, en el caso de elecciones a Asamblea Legislativa de Comunidad Autónoma, las indicadas compensaciones se fijan por el Consejo de Gobierno correspondiente, tanto en relación a la Junta Electoral de Comunidad Autónoma como a las de ámbito inferior.

3. La percepción de dichas retribuciones es en todo caso compatible con la de sus haberes.

4. El control financiero de dichas percepciones se realizará con arreglo a la legislación vigente.

CONCORDANCIAS

- Medios personales y materiales de la JEC: artículo 13.1

- Medios personales y materiales de la JEP y de la JEZ: artículo 13.2

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- En cuanto a las dotaciones presupuestarias de las JE, véase artículo 13.

- La fijación de las dietas y gratificaciones de los miembros de la JEC y del personal puesto a su servicio corresponde a las Mesas del Congreso de los Diputados y del Senado en reunión conjunta, en cuanto que órganos parlamentarios a los que corresponden las cuestiones de gobierno interior y de administración del presupuesto propio.

La fijación de las dietas y gratificaciones de los miembros de la JEP y JEZ y del personal puesto a su servicio se regula por el RD 605/1999, de 16 de abril, de regulación complementaria de los procesos electorales(BOE núm. 92, del 17 de abril), que se reproduce en anexo documental (R-1).

- Por lo que se refiere al control financiero de las percepciones referidas de: a) los miembros de la JEC y del personal puesto a su servicio corresponde a las Mesas del Congreso de los Diputados y del Senado en reunión conjunta, a través de la Intervención de las Cortes Generales; b) los miembros de las JEP y JEZ y del personal puesto a su servicio, véanse la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria(BOE 27 noviembre) y la LO 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 12 LE.And; artículo 9 LE.Ast; artículo 10 LE.Can; artículo 14 LE.Cast-LM; artículo 13 LE.Ext; artículo 9 LE.IBal; artículo 7 LE.Mad; artículo 9 LE.Mur; artículo 20.3 y DA LE.PVas; artículo 12 LE.Rio.

Las Leyes Electorales autonómicas citadas -conforme a lo establecido en la LOREG- atribuyen al Consejo de Gobierno la fijación de las compensaciones económicas que corresponden a los miembros de las Juntas Electorales de Comunidades Autónomas, Provinciales y de Zona, en el proceso electoral autonómico. Tales percepciones son compatibles con los haberes de los mismos y están sujetas al control financiero establecido en la legislación vigente.

Constituyen excepciones a este régimen general la LE.IBal que atribuye la fijación de las compensaciones económicas referidas al Parlamento autonómico.

La LE.PVas, prevé, además, que los Letrados del Parlamento Vasco desempeñarán cerca de la JE de la CCAA la función de asesoramiento jurídico y técnico necesario para el cumplimiento de las tareas encomendadas.

Véase, asimismo, artículo 13.

DOCTRINA DE LA JEC

- Disposición fondos por JE.

Es necesario dotar con la debida autonomía de los fondos precisos para el funcionamiento ordinario de las JEP y de las JEZ, especialmente en relación con las dietas y gastos de locomoción, en su caso, del Presidente, de los Vocales y del Secretario de las JE (Ac 20 de diciembre de 1982, 5 de junio de 1989).

- Gratificaciones de miembros JE.

Para los miembros de las JEP y JEZ el RD 563/1993, de 16 de abril, que modifica el RD 421/1991, de 5 de abril, sustituye el sistema de dietas por asistencia de los miembros de las JE por el sistema de gratificaciones en los términos que tal norma establece (Ac 28 de abril de 1993).

JURISPRUDENCIA

- Gratificaciones de policías locales.

Aunque no se mencionen nominativamente, estas gratificaciones pueden encuadrarse bajo el concepto de personal al servicio de las Juntas Electorales, en la medida en que colaboren en la vigilancia y seguridad del proceso electoral (STS 3.ª, Sec. 7.ª, 5 de marzo 2002, La Ley 3561).

- Dietas miembros JEZ.

El Decreto aprobado por la CCAA excluye expresamente de cualquier percepción a las JEZ por el hecho de que se celebraban a la vez elecciones al Parlamento Europeo y a Corporaciones Locales, además de las autonómicas. Con ello se está desconociendo que, al margen de que las mismas JE sean competentes para todas las elecciones convocadas en un mismo día, realmente se celebran tantos comicios como elecciones convocadas y han de seguirse los procesos electorales que son propios a cada elección en las cuales tienen intervención las Juntas Electorales de Zona. Frente a ello no cabe argumentar, como se contiene en la contestación a la demanda, que la Ley Electoral autonómica no atribuye a las Juntas de Zona un plus de funciones específicas que supongan un mayor esfuerzo a compensar al margen del previsto por el Estado en caso de concurrencia, porque esas funciones existen y que se realizan, tanto si se celebran conjuntamente varias elecciones, como si se convocaran exclusivamente las elecciones autonómicas. No cabe cuestionar la consideración de Administración Electoral Autonómica de las Juntas Electorales de Zona. Cuestión distinta es que, en caso de concurrencia de varios comicios, esa circunstancia sea valorada al objeto de fijar el importe de las gratificaciones a percibir. (STSJ, Sala C-A, Castilla-La Mancha, de 27 de marzo de 2003, LA LEY JURIS. 1408574/2003).

- Recursos contra la distribución hecha por las Juntas Electorales.

Desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo de la Junta Electoral Provincial por cuanto es competencia de las Juntas Electorales Provinciales proceder a la distribución entre las Juntas Electorales de Zona de dicha provincia de la cantidad establecida para el personal colaborador de las Juntas, sobre la base de los criterios objetivos que dicha Junta establezca, de acuerdo con lo previsto en el artículo 6.6. del Real Decreto 605/1999, de 16 de abril; y en el presente caso, como se desprende del informe emitido por la Junta Electoral Provincial, del que se dará traslado a los interesados, se han seguido criterios objetivos de distribución, sin que, por otra parte, se haya acreditado por los recurrentes la supuesta actuación arbitraria que se denuncia (Ac de 6 de julio de 2007).

Ante discrepancias surgidas con la Junta Electoral Provincial de Navarra acerca del reparto de las cantidades asignadas para retribuir al personal colaborador de dicha Junta, la JEC acordó comunicar a los solicitantes que, según se desprende del informe emitido por la Junta Electoral Provincial, del que se dará traslado a los interesados, ésta se ha limitado a realizar un reparto conforme a criterios objetivos en anteriores ocasiones por lo que no resulta procedente que esta Junta adopte medida alguna (Ac de 27 de septiembre de 2007).

Desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo de la Junta Electoral Provincial, por cuanto es competencia de las Juntas Electorales Provinciales proceder a la distribución entre las Juntas Electorales de Zona de dicha provincia de la cantidad establecida para el personal colaborador de las Juntas, sobre la base de los criterios objetivos que dicha Junta establezca, de acuerdo con lo previsto en el artículo 6.6. del Real Decreto 605/1999, de 16 de abril de regulación complementaria de los procesos electorales; y en el presente caso, como se desprende del informe emitido por la Junta Electoral Provincial, se han seguido criterios objetivos de distribución, en los que se ha tenido en cuenta la tarea realizada por cada Junta, con independencia del número de componentes de ésta, dado que éste es potestativo de cada Junta, sin que, finalmente, se haya acreditado por los recurrentes la supuesta actuación arbitraria que se denuncia (Ac de 31 de marzo de 2010).

Desestimar el recurso y confirmar el Acuerdo de la Junta Electoral Provincial, por cuanto es competencia de las Juntas Electorales Provinciales proceder a la distribución entre las Juntas Electorales de Zona de dicha provincia de la cantidad establecida para el personal colaborador de las Juntas, sobre la base de los criterios objetivos que dicha Junta establezca, de acuerdo con lo previsto en el artículo 6.6. del Real Decreto 605/1999, de 16 de abril, de regulación complementaria de los procesos electorales; y en el presente caso, según se desprende del expediente, la Junta Electoral Provincial ha procedido a redistribuir las cantidades teniendo en cuenta las tareas que cada una de las Juntas tienen en las elecciones al Congreso de los Diputados y al Senado, sin que de ello se desprenda una supuesta actuación arbitraria. (Ac de 31 de marzo de 2010).

- Gratificaciones y dietas del personal de las JEZ.

La STSJ, Sala C-A, de Castilla y León (Valladolid) de 8 de enero de 2009 anula el art. 5 del Decreto 32/2007, de 3 de abril, regulador de las dietas y gratificaciones del personal que prestó sus servicios en las elecciones locales y autonómicas de 2007, pero sólo en la parte referida a la gratificación de los Secretarios de las JEZ, por no preservar el principio de proporcionalidad, ordenando a la Administración a fijar un importante adeudo.

La STS, 3.ª, Sec. 8.ª, de 9 de junio de 2010 (LA LEY IURIS 11202/2010) confirma dicha sentencia. Partiendo de los postulados constitucionales de la igualdad y de la interdicción de arbitrariedad, entiende para el caso que «tratándose de una actividad profesional que periódicamente se impone a determinados empleados públicos como un cometido adicional al que normalmente desarrollan, carecería de toda justificación racional, y sería por ello arbitrario, negar en tales servicios extraordinarios la nota de onerosidad y retribución que rige en toda prestación profesional; como igualmente sería discriminatorio establecer unos parámetros retributivos diferentes a los que se hayan establecido para actividades o prestaciones de semejante naturaleza». Desde esta premisa declara que son correctos los criterios que establece la sentencia recurrida para hacer aplicación del principio de proporcionalidad, pues no hay acusadas diferencias en la actividad principal que los Secretarios de las Juntas Electorales de Zona han de llevar a cabo en las elecciones generales y en las autonómicas; porque la coincidencia de dos procesos electorales, no significa que esa actuación principal sea la misma, pues una parte muy importante de ella es diferente en cada proceso electoral.

SECCIÓN II

Las Mesas y Secciones Electorales

Artículo 23. 1. Las circunscripciones están divididas en Secciones Electorales.

2. Cada Sección incluye un máximo de dos mil electores y un mínimo de quinientos. Cada término municipal cuenta al menos con una Sección.

3. Ninguna Sección comprende áreas pertenecientes a distintos términos municipales.

4. Los electores de una misma Sección se hallan ordenados en las listas electorales por orden alfabético.

5. En cada Sección hay una Mesa electoral.

6. No obstante, cuando el número de electores de una Sección o la diseminación de la población lo haga aconsejable, la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral, a propuesta del Ayuntamiento correspondiente, puede disponer la formación de otras Mesas y distribuir entre ellas el electorado de la Sección. Para el primer supuesto, el electorado de la Sección se distribuye por orden alfabético entre las Mesas, que deben situarse preferentemente en habitaciones separadas dentro de la misma edificación. Para el caso de población diseminada, la distribución se realiza atendiendo a la menor distancia entre el domicilio del elector y la correspondiente Mesa. En ningún caso el número de electores adscrito a cada Mesa puede ser inferior a doscientos.

CONCORDANCIAS

- Circunscripción electoral en elecciones de Diputados y Senadores:artículos 68 y 69 CE; artículo 161.

- Circunscripción electoral en elecciones municipales:artículo 140 CE; artículo 179.1.

- Circunscripción electoral en la elección de Cabildos Insulares Canarios: artículo 201.1.

- Circunscripción electoral en la elección de Diputados Provinciales: artículo 204.

- Circunscripción electoral en la elección de Diputados del Parlamento Europeo: artículo 214.

- Determinación de las Secciones y Mesas electorales: artículo 24.

- Composición de las Mesas y estatutos de sus miembros: artículos 25 a 28.

- Inscripción de cada elector en una Sección: artículo 33.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículos 37 y 41 LE.PVas.

DOCTRINA DE LA JEC

- Constitución de Mesas electorales: mínimo de 200 electores.

En ningún caso podrán constituirse Mesas que no cuenten al menos con doscientos electores (Ac 5 de junio de 1987, 28 de abril de 1993 y 30 de noviembre de 1998), sin perjuicio de lo acordado en relación con las Mesas en las elecciones para Alcalde Pedáneo, en las elecciones generales no concurre la especificidad que exige la constitución de Mesas con menos de doscientos electores en el caso de las entidades locales menores en que fue necesario (Ac 28 de abril de 1993). Véase infra.

La expresión «electores» ha de entenderse referida a los inscritos en las listas del Censo electoral (Ac 15 de marzo de 1999).

- Constitución de Mesas electorales en parroquias rurales de Asturias (entidades inframunicipales).

En las parroquias rurales de Asturias en las que el censo sea inferior a quinientos electores, debe procederse a la constitución de una Mesa electoral para cada una de ellas, Mesa electoral en la que se instalarían tres urnas en el caso de coincidencia de las elecciones locales con las elecciones a la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma: una para la elección de Presidente de parroquia rural, otra para la elección de los miembros de la Corporación municipal correspondiente y otra para las elecciones a la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma (Ac 26 de noviembre de 1990). Véase Ac 25 de febrero de 1991, que se reproduce a continuación.

- Constitución de Mesas electorales en las demás entidades locales menores.

La JEC ha acordado que, sin perjuicio de lo establecido, conforme al artículo 199.1 LOREG, en su legislación propia para determinadas Comunidades Autónomas, habrá de constituirse una Mesa electoral en cada entidad local menor -aunque no alcance la cifra de 200 electores- en la que se instalarían tres urnas en el caso de coincidencia de las elecciones locales con las elecciones a la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma, una para la elección del Alcalde Pedáneo, otra para la elección de los Concejales del respectivo Municipio y una tercera para la Asamblea Legislativa de la Comunidad Autónoma (Ac 25 de febrero de 1991). En la posterior reunión de la JEC de 11 de marzo de 1991, el órgano supremo de la Administración Electoral determina que el acuerdo de 25 de febrero «constituye la solución ineludible para dar satisfacción al específico derecho de sufragio activo de los electores de las entidades locales menores».

La JEC, en la reunión de 11 de marzo de 1991, acordó publicar la siguiente nota informativa sobre constitución de Mesas electorales propias en entidades locales menores, cuyo contenido es:


«La LOREG reconoce a los vecinos de las Entidades Locales Menores existentes en el seno de determinados municipios un derecho de sufragio activo específico que consiste en que los citados vecinos eligen directamente al Alcalde Pedáneo o Presidente de la Junta Vecinal y, además, los Vocales de esta Junta son designados en función de los resultados de las elecciones municipales en el ámbito propio de la entidad local menor.

Dado que ese derecho de sufragio activo es propio y exclusivo de los vecinos de la entidad local menor y no lo ostentan, por tanto, los vecinos del resto del municipio, la Junta Electoral Central, en su reunión del día 25 de febrero de 1991, ha considerado ineludible instrumentar, como único medio técnico idóneo, la constitución de Mesas electorales especiales en las que los vecinos de esas entidades locales menores puedan hacer efectivo su específico derecho de sufragio activo, ya que si estos vecinos hubieran de votar en las mismas Mesas que los del resto del municipio no sería posible salvaguardar ese derecho específico y exclusivo.

Por otra parte, en orden a facilitar la resolución de los problemas técnicos que la ejecución de este acuerdo pueda plantear, la Junta, en las reuniones citadas, ha adoptado o autorizado las medidas necesarias a tal fin».



En cuanto a la designación de los miembros de las Mesas electorales en entidades locales menores en que no existan personas que reúnan los requisitos del artículo 26.2 LOREG en número suficiente para la cobertura de la Mesa electoral, el Ayuntamiento habrá de proveerse de las mismas por idéntico procedimiento al previsto en la Ley Electoral, pero en base a las listas del censo del propio Municipio en que se integre la entidad local menor. Cuando se produzca la hipótesis expresada habrá de situarse la Mesa electoral en la cabecera del Municipio en el que se integre la entidad local menor; los electores designados como miembros de la Mesa electoral en el referido supuesto ejercerán su derecho en la Mesa electoral que les corresponda (Ac 25 de febrero de 1991). La constitución de Mesas electorales de las entidades locales menores en la cabecera de los Municipios respectivos puede hacerse en todos los casos en que resultare imprescindible por razones técnicas o de hecho (Ac 11 de marzo de 1991).

El contenido de este acuerdo se ha reiterado para su aplicación a las elecciones locales de 28 de mayo de 1995 (Ac 15 de marzo de 1995, que se reiteró en las de 29 de marzo y 17 de abril de 1995), completándolo, en orden a asegurar la indicada operatividad, del modo siguiente: «Habrá de procederse a la constitución de una Mesa electoral por cada entidad local menor, pero situándola en la cabecera del Municipio para aquellas entidades que resultase imprescindible por razones técnicas o de hecho como pudiera ser la falta de locales adecuados en las entidades locales menores o de personas capacitadas para constituir las Mesas. Sistemáticamente en este caso cabrá constituir una Mesa electoral que incluya varias entidades locales menores con las siguientes urnas: una, si procede, para las elecciones a la Asamblea Legislativa de las CCAA, otra para las elecciones al Ayuntamiento y una urna más por cada entidad local menor para la elección del Alcalde Pedáneo respectivo».

JURISPRUDENCIA

- Mesa con número inferior a 200 electores.

La constitución de una Mesa electoral con un número de electores adscrito inferior a 200 supone una infracción evidente a las previsiones del artículo 23.6 de la LO 5/1985, de 19 de junio, por lo que la presentación de la actora resulta contraria a la reiterada doctrina del TC y del TS que establece que en ningún caso cabe pretender la aplicación del principio de igualdad frente a situaciones desiguales pues ello conduciría al mantenimiento de una situación contraria al ordenamiento jurídico (STSJ, Sala C-A, Madrid, de 11 de diciembre de 2003, LA LEY JURIS. 1614233/2003).

Artículo 24. 1. Las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral determinan el número, los límites de las Secciones Electorales, sus locales y las Mesas correspondientes a cada una de ellas, oídos los Ayuntamientos.

2. La relación anterior deberá ser publicada en el «Boletín Oficial» de la Provincia el sexto día posterior a la convocatoria y expuesta al público en los respectivos Ayuntamientos.

3. En los seis días siguientes, los electores pueden presentar reclamaciones contra la delimitación efectuada, ante la Junta Electoral Provincial, que resolverá en firme sobre ellas en un plazo de cinco días.

4. Dentro de los diez días anteriores al de la votación se difundirá en Internet por la Oficina del Censo Electoral y se expondrá al público en los respectivos Ayuntamientos la relación definitiva de Secciones, Mesas y locales electorales (2) .

5. Los Ayuntamientos deberán señalizar convenientemente los locales correspondientes a cada Sección y Mesa electoral.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Artículo 1 del RD 605/1999, de 16 de abril, de regulación complementaria de los procesos electorales, que se reproduce en anexo documental (R-1).

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículos 38 y 39 LE.Pvas, disponiendo el ap. 3 del artículo 38 que la publicación debe hacerse «en euskera y en castellano en los dos periódicos de mayor difusión del territorio histórico».

DOCTRINA DE LA JEC

- Locales para colegios electorales.

En la medida en que las actividades del centro público son compatibles con el funcionamiento de un colegio electoral, no hay razón para que el referido centro público suspenda sus actividades el día de la votación (Ac 6 de marzo de 1986).

La Ley Electoral no impide: a) Situar los locales de una sección electoral fuera del perímetro urbano de ésta, siempre que se atiendan los criterios que se fijan en este precepto y los concordantes; b) Instalar en un gran edificio que por sus condiciones lo permita, los locales electorales de varias secciones próximas al mismo, siempre que los locales en que se constituya cada Mesa sean distintos (Ac 10 de enero de 1979).

El local asignado por la Administración Electoral (un colegio público) debe ser preferido a un bar-restaurante de titularidad privada que propone el Alcalde (Ac 21 de mayo de 1991).

Los lugares en que se instalan las secciones electorales han de ser «locales», expresión en la que están comprendidas solo las edificaciones fijas, sin que, por tanto, sea legalmente posible que el local de una sección electoral esté constituido por cualquier clase de instalaciones o construcciones provisionales como pueden ser «carpas» (Ac 27 de abril de 1999). La LOREG no impone condiciones determinadas a los locales, bastando, según el artículo 1 RD 605/1999, que los locales reúnan las condiciones necesarias a fin de celebrar la votación (Ac 21 de febrero de 2000).

- Recursos contra la delimitación de Secciones, Locales y Mesas electorales.

Es inadmisible el recurso presentado ante la JEC contra acuerdo de la JEP relativo a la delimitación de las Secciones, sus locales y las Mesas correspondientes, por cuanto los acuerdos de las JEP en la materia son firmes, de conformidad con artículo 24.3 LOREG (Ac 23 de mayo de 1989, 17 de mayo de 1995, 9 de octubre de 1997 y 13 de mayo de 1999). Para dicho recurso el artículo 24.3 legitima a los electores, no a los Ayuntamientos (Ac 26 de abril de 1993 y 5 de mayo de 1995). Corresponde a la JEP resolver las reclamaciones formuladas contra la ubicación de los locales y colegios electorales, conforme al artículo 24 LOREG, a cuyo efecto ha de tener en cuenta las condiciones que deben reunir los mismos, así como lo dispuesto en el artículo 93 LOREG (Ac 17 de mayo de 1993).

- Publicación en periódicos de relación de Secciones, Mesas y Locales Electorales.

El acuerdo de la JEP sobre publicación en los diarios de mayor difusión de la Provincia de la relación de Mesas electorales y locales resulta de cumplimiento imposible por la OCE dada la fecha en que tuvo lugar su adopción (Ac 30 de noviembre de 1995). Corresponde a la OCE seleccionar los periódicos en que ha de hacerse la publicación (Ac 22 de enero de 1996). Véase apartado de Normativa complementaria. La publicación de las Secciones, Mesas y locales por la OCE es una excepción a la regla contenida en el artículo 50.1 LOREG (Ac 8 de octubre de 1998).

Ante ofrecimiento para su publicación por algunos medios de forma gratuita, la JEC entiende que no hay inconveniente alguno para autorizarle, siempre que se cumplan las condiciones establecidas en el artículo 24.2 (Ac 12 de marzo de 2000).

JURISPRUDENCIA

- Locales electorales.

Las Delegaciones Provinciales de la OCE determinan los locales electorales (artículo 24.1) y los Ayuntamientos los señalizan (artículo 24.5), según el RD de normas complementarias, en su artículo 1, dichos locales donde se verifique la votación, que serán preferentemente de titularidad pública y de entre ellos primordialmente los de carácter docente, cultural o recreativo, «han de reunir las condiciones necesarias para tal fin, debiendo ser accesibles incluso a las personas con limitaciones de movilidad», razón por la que los organismos públicos que ostentan la titularidad de dichos locales han de preocuparse de aquella idoneidad y accesibilidad, pues si no reunieran tales presupuestos, o bien deberían comunicarlo a las Delegaciones Provinciales de la OCE o a los Ayuntamientos, incluso después de la designación, para que ésta se revocase, o bien deberían solicitar de quienes se ocupan de la organización del proceso electoral, los fondos necesarios para la habilitación (STSJ, Sala C-A, Galicia, de 28 de enero de 2004, LA LEY JURIS, 1804009/2004).

JURISPRUDENCIA

- Legitimación para la reclamación sobre la delimitación de Secciones y Mesas.

La sola legitimación de los electores prevista en el art. 24.3 para efectuar las reclamaciones sobre la delimitación de Secciones y Mesas ha sido confirmada por la STS, 3.ª, Sec. 7.ª, de 19 de abril de 1996, que ratifica la STSJ Cataluña de 17 de enero de 1992. En el caso el reclamante era, además de elector, condición en la que había concurrido a su formulación, concejal de una coalición política, pero esta última cualidad subjetiva «no es por sí sola indicativa de la falta de motivación personal».

Artículo 25. 1. La Mesa electoral estará formada por un Presidente y dos Vocales.

2. En el supuesto de concurrencia de elecciones, la Mesa electoral es común para todas ellas.

CONCORDANCIAS

- Determinación de las Mesas electorales: artículos 23 y 24.

- Formación de las Mesas: artículo 26.

- Excusa de los nombrados como miembros de las Mesas: artículo 27.

- Derechos de los nombrados como miembros de las Mesas: artículo 28.

- Constitución de las Mesas: artículos 80 a 83 y 89.

- Estatuto de los miembros de las Mesas: artículos 90 a 93 y 135.

- Competencias en el escrutinio: artículos 95 a 102.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículos 40 y 41 LE.PVas.

DOCTRINA DE LA JEC

- Número de miembros de las Mesas electorales.

No cabe aumentar el número de miembros de las Mesas electorales ya que la normativa electoral establece un número exacto y preciso (Ac 13 de abril de 1983).

- Función de las Mesas electorales.

Como parte de la Administración Electoral a las Mesas corresponde la presidencia del acto de votación, el control del propio desarrollo de la votación y la realización del recuento o escrutinio, conforme a la CE y a la ley, trascendental misión que se atribuye a ciudadanos designados por sorteo con un mínimo de instrucción (Ac 7 de junio de 1995).

Artículo 26. 1. La formación de las Mesas compete a los Ayuntamientos, bajo la supervisión de las Juntas Electorales de Zona.

2. El Presidente y los vocales de cada Mesa son designados por sorteo público entre la totalidad de las personas incluidas en la lista de electores de la Mesa correspondiente, que sepan leer y escribir y sean menores de setenta años, si bien a partir de los sesenta y cinco años podrán manifestar su renuncia en el plazo de siete días. El Presidente deberá tener el título de Bachiller o el de Formación Profesional de segundo Grado, o subsidiariamente el de Graduado Escolar o equivalente.

3. Se procede de la misma forma al nombramiento de dos suplentes para cada uno de los miembros de la Mesa.

4. Los sorteos arriba mencionados se realizarán entre los días vigésimo quinto y vigésimo noveno posteriores a la convocatoria.

CONCORDANCIAS

- Determinación de las Mesas electorales: artículos 23 y 24.

- Composición de las Mesas electorales: artículo 25.

- Excusa de los nombrados como miembros de las Mesas: artículo 27.

- Derechos de los nombrados como miembros de las Mesas: artículo 28.

- Convocatoria electoral: artículo 42.

- Plazos: artículo 119.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículos 42 y 43 LE.PVas.

DOCTRINA DE LA JEC

- Designación de miembros de las Mesas electorales por el Pleno del Ayuntamiento.

La designación de los miembros de las Mesas electorales corresponde a los Ayuntamientos en Pleno -y no a una Comisión designada por los mismos ni tampoco al Alcalde o miembro de la Corporación en quien delegue- ostentando las JEZ, una mera función de supervisión (Ac 17 de febrero, 28 de abril, 5 de mayo y 18 de junio de 1986, 29 de abril y 6 de junio de 1991, 12 de mayo de 1993, 29 de abril, 22 de diciembre de 1994, 24 de abril de 1995, 29 de junio de 1999, 31 de enero de 2000, 22 de marzo de 2001 y 10 de febrero de 2004). En caso de incumplimiento de la orden de designación por el Pleno de la Corporación por la JEZ, si así se estima, podrá acordarse el inicio de las acciones disciplinarias que le atribuye el artículo 19 LOREG (Ac 6 de junio de 1991 y 31 de enero de 2000). La función de supervisión se traduce en la adopción de las medidas que la JEZ considere procedentes (Ac 12 de mayo de 1993 y 15 de marzo de 1996). A tal efecto si la JEZ determina que el sorteo se ha celebrado sin las debidas garantías, puede ordenar su repetición (Ac 30 de mayo de 1994).

Mediante Ac de 17 de abril de 1995 la JEC remitió circular recordatoria de que el artículo 26.1 LOREG atribuye al Pleno del Ayuntamiento la formación de las Mesas bajo la supervisión de las JEZ, que habrán de adoptar las medidas que estimen necesarias, teniendo en cuenta que los Secretarios de los Ayuntamientos son delegados de las mismas actuando bajo su estricta dependencia; la formación de las Mesas se realizará en virtud de sorteo público celebrado por el Pleno del Ayuntamiento entre los días 29 de abril y 3 de mayo... (en el que) entrarán todas las personas que figuren inscritas en el Censo electoral en la sección correspondiente, con la excepción de los mayores de 65 años y de los que figuren inscritos como analfabetos, si bien para ser Presidente se deberá cumplir el requisito fijado por el inciso final del artículo 26.2, sorteo que se realizará en la forma que se disponga por el Ayuntamiento, previo conocimiento de la JEZ. La JEZ, en cuanto órgano de la Administración Electoral competente para supervisar el sorteo de miembros de las Mesas electorales, puede adoptar todas las medidas que considere oportunas a dicho efecto, incluyendo la de ordenar la repetición de dicho sorteo para su celebración conforme a las directrices que asimismo dicte (Ac 20 de febrero de 1996).

- Reglas del sorteo público para la designación de miembros de las Mesas electorales. Cobertura en caso de que el número de electores sea insuficiente.

A los efectos del sorteo público los nombres a insacular para la formación de las Mesas electorales son los que reúnen la cualidad de elector -con las exclusiones que realiza el párrafo segundo- y en todo caso sin la inclusión de los que cumplan la mayoría de edad entre la fecha de formación de esas listas de electores y la de votación (Ac 5 de mayo de 1977). Para dicho sorteo cabe cualquier procedimiento aleatorio (Ac 2 de julio de 1995). En el caso de que no hubiera número de electores suficientes en el Municipio para la cobertura de las Mesas electorales, habrán de proveerse las mismas por idéntico procedimiento al previsto en la Ley Electoral, pero en base a listas del censo pertenecientes a secciones del Municipio en que radique la sede de la JEZ, a la que corresponde realizar el sorteo. De esta forma se trataría de personas idóneas, pero sin menoscabar la neutralidad que las normas electorales persiguen en cuanto a la provisión de las Mesas; a tal efecto el Gobierno Civil de la Provincia ha de adoptar las medidas procedentes para asegurar el transporte de ida y regreso (Ac 20 de mayo de 1977, 26 de mayo de 1994). A los efectos de tal actuación dirigida a la designación de los miembros de las Mesas electorales ha de utilizarse el Censo electoral y no el Padrón Municipal de Habitantes (Ac 19 de mayo de 1986). El acta de sorteo debe ser levantada por el Secretario de la Corporación, que deberá suscribirla con el visto bueno del Alcalde (Ac 12 de mayo de 1993).

El sorteo público debe realizarse utilizando los impresos reglamentariamente previstos al efecto (Ac 15 de marzo de 1999 y de 9 de abril de 2003).

El sorteo podrá celebrarse por cualquier medio aleatorio o mecanismo de azar por el Pleno de la Corporación debiendo cumplimentarse la documentación que al efecto se contiene en el RD 605/1999, de regulación complementaria de los procesos electorales (Ac 21 de abril de 2003).

Conforme a lo dispuesto en el artículo 26.1 de la LOREG, la competencia para la supervisión del nombramiento de miembros de Mesas electorales corresponde a la respectiva Junta Electoral de Zona, a quien se traslada este escrito, si bien se recuerda al citado Ayuntamiento que, de acuerdo con lo previsto en el artículo 26.2 de la LOREG, el sorteo público para la designación de miembros de las Mesas electorales debe incluir a la totalidad de las personas censadas en la sección correspondiente, que sean menores de 65 años y que sepan leer y escribir, sin que en consecuencia quepa hacer exclusiones por razón de pertenencia a una familia, todo ello sin perjuicio de las excusas justificadas que las Juntas Electorales de Zona puedan aceptar, de acuerdo con lo establecido en el artículo 27.3 de la LOREG (Ac de 3 de mayo de 2007).

- Notificación de la designación.

Siendo el Ayuntamiento el órgano competente para la designación de miembros de las Mesas electorales, él mismo debe notificar a los interesados la designación (Ac 26 de mayo y 9 de junio de 1986, 12 y 17 de mayo de 1993, 29 de abril de 1994, 29 de junio de 1999 y 9 de febrero de 2000), si bien a tal efecto podrán requerir la colaboración de los medios personales y materiales de otras Administraciones Públicas (Ac 24 y 28 de abril de 1995) así como de agentes de la policía local (Ac de 19 de mayo de 2003). La cumplimentación de los impresos puede delegarse por las JEZ en los Secretarios de los Ayuntamientos, pero no así la firma que corresponde al Presidente de la JEZ (Ac 24 y 28 de abril de 1995, 7, 14 y 20 de febrero de 1996, 29 de junio de 1999 y 9 y 29 de febrero de 2000) aun cuando el personal del Ayuntamiento que lleve a efecto tal cumplimentación ha de recibir del mismo el abono de dicho trabajo, de acuerdo con el artículo 13.2 LOREG (Ac 12 y 17 de mayo de 1993, 7 y 14 de febrero de 1996 y 29 de febrero de 2000).

La notificación se realiza en el modelo oficial aprobado por RD (Ac 17 de junio de 1987).

El plazo de tres días para la notificación de la designación se computa desde el siguiente a la celebración del sorteo si bien la notificación realizada con posterioridad a una irregularidad que no invalida la designación efectuada (Ac 12 de mayo de 1993). A efectos de la notificación son hábiles todos los días (Ac 7 de junio de 1994 y 7 y 14 de febrero de 1996).

Al no haberse podido notificar la condición de miembro suplente del inicialmente designado, debe efectuarse nuevo sorteo por el Pleno del Ayuntamiento con los mismos requisitos que el inicial (Ac 14 de febrero de 1996). Ante la imposibilidad de notificar la condición de miembro de Mesa electoral a algunas de las personas inicialmente designadas, deberá efectuarse un nuevo sorteo por el Pleno del Ayuntamiento, de la misma forma y con los mismos requisitos con que se celebró el sorteo inicial (Ac de 13 de mayo de 2003).

El 29 de enero de 2008, la JEC aprobó la siguiente Circular: «A la vista de las numerosas consultas, quejas y denuncias que se presentan habitualmente ante esta Junta Electoral Central en todos los procesos electorales por los designados como miembros de Mesa electoral, según lo dispuesto en el artículo 26.1 de la LOREG, por la dificultad de ponerse en contacto con las correspondientes Juntas Electorales de Zona para la formulación, en su caso, en el plazo que establece el articulo 27.3 de la citada Ley Orgánica, de las alegaciones de causa justificada y documentada que impida la aceptación del cargo, en la notificación a los interesados de la referida designación de miembro de Mesa electoral deberá figurar la siguiente información: sede de la Junta Electoral de Zona, horario de apertura y números de teléfono y de fax de la misma».

- No prórroga del mandato de las Mesas electorales constituidas para un proceso electoral.

No hay continuidad de los miembros de las Mesas electorales de un proceso a otro. Ha de proceder a la designación de nuevas Mesas electorales para cada proceso electoral, ya que ningún precepto autoriza a prorrogar el mandato de las constituidas en orden a un proceso, ni impone dicha carga más allá de lo relativo a cada consulta electoral en particular (Ac 28 de abril de 1986 y 21 de septiembre de 1989). Ahora bien nada impide que, en virtud del sorteo, se sea designado miembro de una Mesa en dos procesos consecutivos (Ac 30 de noviembre de 1998).

- Supuesto de fuerza mayor en un Ayuntamiento que impide el cumplimiento de la función de formación de las Mesas electorales.

Cuando por causa de fuerza mayor no pueda un Ayuntamiento cumplir la misión que le encomienda el artículo 26 LOREG en orden a la formación de las Mesas electorales, ha de ser la JEZ la que con el mismo procedimiento previsto en el citado precepto proceda a tal formación (Ac 21 de septiembre de 1989, 26 de abril de 1993). La JEZ contará con la asistencia prevista en la Ley del funcionario que desempeñe la Secretaría de la Corporación (Ac 24 de mayo de 1999).

- Designación de los miembros de las Mesas electorales en entidades locales menores.

En cuanto a la designación de los miembros de las Mesas electorales en entidades locales menores en que no existan personas que reúnan los requisitos del artículo 26.2 LOREG en número suficiente para la cobertura de la Mesa electoral, el Ayuntamiento habrá de proveerse de las mismas por idéntico procedimiento al previsto en la Ley Electoral, pero en base a las listas del censo del propio Municipio en que se integre la entidad local menor. Cuando se produzca la hipótesis expresada habrá de situarse la Mesa electoral en la cabecera del Municipio en el que se integre la entidad local menor; los electores designados como miembros de la Mesa electoral en el referido supuesto ejercerán su derecho en la Mesa electoral que les corresponda (Ac 25 de febrero de 1991). La constitución de Mesas electorales de las entidades locales menores en la cabecera de los Municipios respectivos puede hacerse en todos los casos en que resultare imprescindible por razones técnicas o de hecho (Ac 11 de marzo de 1991, 15 de marzo de 1995). Sobre esta cuestión, véase en detalle artículo 23.

- Sorteo en el que se incluyen ciudadanos no españoles.

A los ciudadanos no españoles incluidos en el censo, que resulten sorteados para formar parte de las Mesas electorales, deberá indicárseles en la notificación correspondiente que habrán de manifestar al Secretario del Ayuntamiento si tienen conocimiento suficiente del idioma castellano, a los efectos de, en caso negativo, proceder a su sustitución (Ac 17 de mayo de 1999).

- Personas con discapacidad.

Aunque la LOREG no excluye a priori a ningún ciudadano mayor de edad que sepa leer y escribir, la minusvalía física consistente en ceguera impida a la persona afectada por la misma el correcto desarrollo de las funciones encomendadas a los miembros de las Mesas Electorales (Ac 29 de febrero de 2000).

La consulta sobre posibilidad de exclusión en designación de miembro de Mesa Electoral por minusvalía, fue contestada por la JEC en el sentido de que toda persona menor de 65 años, que sepa leer y escribir y esté inscrita en el censo electoral de una Sección puede ser designada como vocal de una mesa Electoral, conforme a lo dispuesto en el artículo 26.2 de la LOREG, sin perjuicio de que la persona designada pueda presentar ante la Junta Electoral de Zona correspondiente, en un plazo de 7 días, causa justificada y documentada que le impida la aceptación del cargo (artículo 27.3 LOREG), pudiendo hacerlo mediante copia legalmente compulsada del documento que desee aportar (Ac de 27 de septiembre de 2007).

Ante recurso por la denegación de por la denegación de solicitud de Presidente de Mesa Electoral, con minusvalía visual, de que para facilitar el desempeño de sus funciones se le permita tener a su disposición durante la jornada electoral a una persona de su confianza como asistente personal, la JEC acordó que "no ha lugar a lo solicitado por cuanto ello excede de las atribuciones de esta Junta Electoral Central. Sin embargo, esta Junta Electoral urge al Gobierno para que, por la autoridad competente y antes de las próximas elecciones, proponga la modificación de la normativa electoral con el fin de establecer una regulación más favorable a los incapacitados, y en particular, a los invidentes, en cumplimiento de lo establecido en la Disposición Final Quinta de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de Igualdad de Oportunidades, no Discriminación y Accesibilidad Universal de las Personas con Discapacidad (Ac de 24 de marzo de 2008).

Con posterioridad, declaró que esta Junta ha declarado reiteradamente que, aun cuando la LOREG no excluye en principio la participación de personas discapacitadas en las mesas electorales, las circunstancias en que se desenvuelve la actuación del Presidente y de los Vocales de dichas mesas, caracterizada por la perentoriedad y la inmediatez en la resolución de todas las cuestiones que puedan plantearse en las operaciones electorales, puede suscitar problemas que dificulten o impidan tal participación. De ahí que la situación de persona discapacitada justifique normalmente la excusa de participación como miembro de las mesas; y de ahí también que el legislador haya previsto expresamente una posible adaptación de la normativa electoral común para que tal participación sea factible con unas u otras condiciones. La previsión legal expresa de normas específicas sobre participación en la vida política de personas discapacitadas se encuentra en la Disposición Final Quinta de la Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de los discapacitados. Establece este precepto que el Gobierno aprobará en el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la citada Ley las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación en lo relativo a la participación en la vida política y en los procesos electorales. Ahora bien, tal disposición reglamentaria no ha sido aprobada hasta la fecha, ausencia de concreción legislativa que en el presente caso impide acceder a lo solicitado por los interesados. La Junta Electoral Central comunicará al Gobierno esta Resolución, y le recordará con ese motivo el encargo de desarrollo reglamentario, en beneficio de las personas discapacitadas, encomendado en la citada Disposición Final 5.ª de la Ley 51/2003 (Ac de 25 de junio y de 2 de julio de 2009).

Sin embargo, ante la posterior consulta sobre miembros de Mesa Electoral con derecho a contar con ayuda de intérpretes de las lenguas de signos españolas, la JEC señaló que es del parecer de que en el supuesto de que una persona sorda o con discapacidad auditiva que sea designada como miembro de una Mesa electoral y que no presente la excusa justificada prevista en el artículo 27 de la LOREG tiene derecho a contar con un intérprete profesional de lenguaje de signos para poder cumplir con dicho cargo obligatorio siempre que lo solicite de conformidad con las condiciones que se prevean en la normativa reglamentaria de desarrollo de la LOREG. Dicha normativa deberá establecer las correspondientes garantías de idoneidad, transparencia y objetividad en la designación y desempeño de sus funciones. Aun cuando no resulte preceptivo, esta Junta sugiere al Ministerio del Interior que el proyecto normativo para desarrollar esta previsión sea sometido a informe previo de la Junta Electoral Central (Ac de 19 de julio de 2010).

- Ciudadanos extranjeros residentes en España como miembros de una Mesa electoral.

Considerando que, según indica el artículo 25.2 de la LOREG, en el supuesto de concurrencia de elecciones, la Mesa electoral es común para todas ellas; que el Presidente y los Vocales de cada Mesa son designados por sorteo público entre la totalidad de las personas censadas en la sección correspondiente, según dispone el artículo 26.2 de la LOREG; que en las elecciones municipales los ciudadanos extranjeros nacionales de Estados miembros de la Unión Europea o de Noruega residentes en España pueden ser electores si han optado por ello y están inscritos en el censo electoral, conforme establece el artículo 176 de la LOREG, pero que, por el contrario no gozan de ese derecho ni respecto de las elecciones a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas ni a otros procesos electorales de ámbito supramunicipal como Cabildos Insulares Canarios, Consejos Insulares de las Islas Baleares, Territorios Históricos Vascos, Concejos Navarros y elecciones al Consejo General del Valle de Arán; y que, finalmente, el 27 de mayo coinciden elecciones municipales con elecciones autonómicas en determinadas circunscripciones y con otras elecciones de ámbito supramunicipal; esta Junta entiende que solo en aquellas circunscripciones en las que se celebren únicamente elecciones municipales, los ciudadanos extranjeros residentes en España que tengan la condición de electores y estén inscritos en el censo electoral podrán formar parte de las Mesas electorales (Ac de 23 de abril de 2007).

JURISPRUDENCIA

- Minoría de edad de Vocal en una Mesa electoral.

La STS de 21 de julio de 1977 entendió que de ese supuesto no se podía deducir la nulidad de la votación en la Mesa pues no se probó que esa minoría de edad influyera en el resultado electoral, pues ni siquiera emitió su voto al advertirse con anterioridad aquélla.

Artículo 27. 1. Los cargos de Presidente y Vocal de las Mesas electorales son obligatorios. No pueden ser desempeñados por quienes se presenten como candidatos.

2. La designación como Presidente y Vocal de las Mesas electorales debe ser notificada a los interesados en el plazo de tres días. Con la notificación se entregará a los miembros de las Mesas un manual de instrucciones sobre sus funciones supervisado por la Junta Electoral Central y aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros o de los Consejos Ejecutivos de las Comunidades Autónomas.

3. Los designados Presidente y Vocal de las Mesas electorales disponen de un plazo de siete días para alegar ante la Junta Electoral de Zona causa justificada y documentada que les impida la aceptación del cargo. La Junta resuelve sin ulterior recurso en el plazo de cinco días y comunica, en su caso, la sustitución producida al primer suplente. La Junta deberá motivar sucintamente las causas de denegación de las excusas alegadas por los electores para no formar parte de las Mesas. En todo caso, se considera causa justificada el concurrir la condición de inelegible de acuerdo con lo dispuesto en esta Ley. Las competencias de las Juntas Electorales de Zona se entenderán sin perjuicio de la potestad de unificación de criterios de la Junta Electoral Central

4. Si posteriormente cualquiera de los designados estuviera en imposibilidad de acudir al desempeño de su cargo, debe comunicarlo a la Junta de Zona, al menos setenta y dos horas antes del acto al que debiera concurrir, aportando las justificaciones pertinentes. Si el impedimento sobreviene después de ese plazo, el aviso a la Junta habrá de realizarse de manera inmediata y, en todo caso, antes de la hora de constitución de la Mesa. En tales casos, la Junta comunica la sustitución al correspondiente suplente, si hay tiempo para hacerlo, y procede a nombrar a otro, si fuera preciso.

5. A efectos de lo establecido en el artículo 101.2 de la presente Ley, las Juntas Electorales de Zona comunicarán a los Jueces correspondientes, antes del día de la votación, los datos de identificación de las personas que, en calidad de titulares y suplentes, formen las Mesas electorales.

CONCORDANCIAS

- Composición de las Mesas: artículo 25.

- Formación de las Mesas: artículo 26.

- Candidatos: artículos 44 a 48.

- Condición de inelegible: artículos 6 y 7 (y concordancias reseñadas allí).

- Entrega de documentación electoral al Juez competente: artículo 101.2.

- Plazos: artículo 119.

- Delito electoral: artículo 143.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Véase artículo 7 (cobertura de los riesgos por la participación de los miembros designados en las Mesas electorales) del Real Decreto 605/1999, de 16 de abril, de regulación complementaria de los procesos electorales, que se reproduce en anexo documental (R-1).

- Orden del Ministerio del Interior INT/3782/2007, de 13 de diciembre (BOE de 25) de regulación de la dieta de los miembros de las Mesas electorales:

Primero. Importe de la dieta. Las personas que sean designadas para los cargos de Presidente y Vocal de las Mesas electorales, de conformidad con lo establecido en los artículos 25 y siguientes de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, percibirán una dieta de 60,00 !.

Segundo. Miembros de Mesa con derecho a percibir la dieta. La dieta señalada en el apartado anterior será percibida por cada uno de los titulares de la Mesa electoral y por jornada electoral, aún cuando en la misma se celebren varios procesos. Sólo tendrán derecho a la dieta aquéllos que tengan la condición de titulares; los suplentes, únicamente cuando adquieran la condición de titulares.

Tercero. Importe íntegro. El derecho a la dieta lo será en su importe íntegro, con independencia del tiempo de la jornada electoral que se haya estado desempeñando el cargo.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Única. Remisiones normativas.

Las referencias normativas efectuadas en otras disposiciones a la Orden Ministerial de 3 de abril de 1991, por la que se establece el importe de las dietas de los miembros de las Mesas electorales (LA LEY 1089/1991), se entenderán realizadas a los preceptos de esta Orden.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única. Derogación normativa.

Se deroga la Orden del Ministerio del Interior, de 3 de abril de 1991, por la que se determina el importe de las dietas de los miembros de las Mesas electorales (LA LEY 1089/1991).

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Entrada en vigor. Lo dispuesto en la presente Orden será de aplicación a los procesos electorales regulados en la Ley Orgánica 5/1985, así como a las consultas populares por vía de referéndum reguladas en la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, de regulación de distintas modalidades de referéndum (LA LEY 97/1980), que se celebren a partir de la publicación de la Orden en el Boletín Oficial del Estado.

Segunda.Actualización de la dieta. El importe fijado en el apartado primero de esta Orden se actualizará en la misma medida que lo hagan las retribuciones del personal al servicio de las Administraciones Públicas en las correspondientes Leyes anuales de Presupuestos Generales del Estado.

DOCTRINA DE LA JEC

- Notificación de la designación de miembros de las Mesas electorales. Véase artículo 26.

- Causas justificadas y excusas que impidan la aceptación del cargo de miembros de Mesa electoral.

Al ser los «militares profesionales y de complemento y los miembros de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Policía en activo» conforme al artículo 6.1 i) LOREG, inelegibles, de acuerdo con el inciso final del artículo 27.2 ha de considerarse causa justificada para no aceptar la condición de miembro de Mesa al ser militar en activo (Ac 22 de septiembre de 1986).

La LOREG establece un supuesto de inconciliabilidad ex lege para ser miembro de la Mesa electoral que es el que se refiere a aquéllos que concurran como candidatos; en efecto in fine el artículo 27.1 dispone que «no pueden ser desempeñados (los cargos de presidente y Vocal de la Mesa electoral) por quienes se presenten como candidatos». No distingue por tanto si se concurre como candidato en la misma o en otra circunscripción, sino que se proclama la incompatibilidad entre el cargo de miembro de Mesa electoral y la concurrencia como candidato en cualquier circunscripción. Aunque la LOREG no prohíbe a los Mossos d Esquadra ser miembros de las Mesas Electorales, dado que son inelegibles y teniendo en cuenta el principio de neutralidad e imparcialidad política, parece aconsejable que deben abstenerse de participar en las Mesas Electorales (Ac 7 de marzo de 2000).

No es compatible la condición de representante de la Administración con la de Vocal de Mesa electoral, correspondiendo a la JEZ la aceptación de la excusa (Ac 27 de febrero de 1996).

La condición de miembro de una Mesa electoral no puede variarse si no es por excusa alegada por el interesado (Ac 6 de junio de 1977).

Tanto los titulares como los suplentes pueden formular excusas para formar parte de las Mesas (Ac 24 de abril de 1995).

La situación de lactancia puede ser considerada excusa justificada para formar parte de Mesa electoral (Ac 19 de septiembre y 3 de diciembre de 2001).

- Plazo para presentar excusas.

«Parece razonable admitir las excusas presentadas fuera de plazo en el caso de notificaciones tardías a los designados miembros de Mesas, si bien debería la Junta Electoral de Zona anunciar un plazo máximo para tal fin» (Ac de 19 de mayo de 2003).

- Validez de las excusas formuladas por los miembros de Mesa respecto de su designación como tales remitidas a la Junta Electoral de Zona a través de fax.

En virtud del artículo 120 LOREG es de aplicación la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común en cuyo desarrollo se ha dictado el Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, por el que se regula la utilización de técnicas electrónicas, informáticas y telemáticas por la Administración General del Estado, que establece en su artículo 6.1 que los documentos emitidos por los particulares en sus relaciones (con la Administración Pública), que hayan sido producidos por medios electrónicos, informáticos y telemáticos en soportes de cualquier naturaleza serán válidos siempre que quede acreditada su integridad, conservación y la identidad del autor, así como la autenticidad de su voluntad, mediante la constancia del código u otros sistemas de identificación (Ac de 14 de febrero de 2008).

- Efectos de la presidencia de una mesa por un candidato.

Ante la pretensión de los recurrentes de que se declare la nulidad de la elección celebrada en una Mesa que fue presidida precisamente por un candidato a las elecciones municipales, la JEC acuerda que sin perjuicio de que, en su caso, deberán ser depuradas por la JEZ las posibles responsabilidades en que se hubiere podido incurrir por la incompatibilidad de la prohibición establecida en el artículo 27.1 de ser miembro de Mesa electoral para quienes concurren como candidatos, no es menos cierto que, en primer término la presidencia del acto de votación por persona en la que concurra una causa de incompatibilidad no puede producir la nulidad de los actos desarrollados bajo su presidencia, es decir, no se arrastra la nulidad del acto de votación por el hecho de que uno de los tres miembros de la Mesa electoral resultara ser una persona a la que la ley incompatibiliza para formar parte de la Mesa electoral; en segundo término, en ningún momento se pone en cuestión la actuación del Presidente de la Mesa electoral durante el propio desarrollo de la votación sino únicamente su propia concurrencia y permanencia como miembro de la Mesa electoral; en tercer lugar, el principio de presunción de legitimidad de los actos de las Mesas electorales en cuanto integrantes de la Administración Electoral y representantes del pueblo en orden a la trascendental misión de realizar el escrutinio electoral que, por fin, resulta manifiesto por la ausencia de todo género de protestas o reclamaciones por los interventores acreditados en la Mesa electoral, lo que evidencia un consentimiento del propio resultado que se hace constar en la meritada acta de la sesión (Ac 7 de junio de 1995).

- Recursos. Inadmisibilidad. Supuestos excepcionales.

La JEC acuerda declarar inadmisible el recurso formulado por persona designada como Vocal de una Mesa electoral, por cuanto el acuerdo impugnado ha sido tomado por una JEZ en materia en la que -con arreglo al artículo 27.2 LOREG- no cabe ulterior recurso (Ac 17 de junio de 1987, 26 de mayo y 17 de junio de 1991, 10 de mayo y 10 de junio de 1994). La resolución de las excusas alegadas por los designados para formar parte de las Mesas electorales compete exclusivamente a las JEZ sin ulterior recurso, por lo que una vez que las JEZ han resuelto las reclamaciones planteadas, no cabe pronunciamiento alguno de la JEC (Ac 2 de junio de 1993 y 12 de marzo de 2000). Cada JEZ establece los propios criterios para resolver las excusas (Ac 2 de julio de 1995).

Excepcionalmente, y con base en el artículo 19.1 LOREG, que prevé que corresponde a la JEC la revocación de oficio de los acuerdos adoptados por las JE en cualquier materia y dictar instrucciones de obligado cumplimiento en cualquier materia, la JEC acuerda aceptar la excusa formulada por elector que presenta certificado de «tener prevista intervención quirúrgica a finales de mayo», estando convocadas las elecciones para el 28 de mayo (Ac 24 de mayo de 1995). Así pues salvo que concurran circunstancias excepcionales, contra el acuerdo de la JEZ resolviendo excusas no cabe ulterior recurso ante la JEC (Ac 10 de junio de 1999).

En el mismo sentido excepcional cabe reseñar más recientemente: «en ejercicio de la potestad que reconoce a la Junta Electoral Central el artículo 19.1.f) de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, teniendo en cuenta la responsabilidad directa y personal que recae sobre los directores de los diarios de información general y la función de estos diarios con trascendencia pública evidente en relación con el derecho de los ciudadanos a la información veraz, conforme al artículo 20 de la Constitución, el criterio de esta Junta es que debe admitirse como excusa de la condición de miembro de Mesa Electoral la de ostentar concretamente el cargo de director de un diario de información general.

No obstante, corresponde a las Juntas Electorales de Zona aceptar o no en cada caso concreto las excusas que puedan formular quienes sean designados como miembros de una Mesa electoral» (Ac 16 de febrero de 2005).

La notificación de la resolución de las JEZ de las excusas deberá contener la indicación siguiente: «De conformidad con lo dispuesto en el artículo 27.3 LOREG, contra el presente acuerdo no cabe recurso en la vía administrativa electoral, sin perjuicio de cualquier recurso jurisdiccional que el interesado estime pertinente» (Ac 20 de abril, 19 de septiembre y 3 de diciembre de 2001).

- Manual de instrucciones miembros Mesas electorales.

La Junta acuerda trasladar al Ministerio del Interior y a las Administraciones de las Comunidades Autónomas, el informe favorable de la Junta Electoral Central, sobre la propuesta de Manual de Instrucciones para los miembros de las Mesas electorales, de conformidad con lo establecido en el artículo 27.2 LOREG, pudiendo hacer llegar observaciones sobre su contenido (Ac 4 de abril de 1991, 16 de abril de 1993, 8 de abril de 1994, 29 de marzo, 7 de abril y 2 de octubre de 1995, 10 de enero de 1996, 17 de septiembre de 1997, 5 de marzo y 13 de septiembre de 1999, 20 de enero de 2000 y 19 de septiembre de 2001, entre otros).

JURISPRUDENCIA

Naturaleza de la condición de miembro de la Mesa Electoral.

La SAP de Barcelona, Sección 5.ª, de 19 de abril de 2005 (LA LEY JURIS. 1987001/2005) relaciona el artículo 27 con el tipo previsto en el artículo 143 ambos de la LOREG y añade:

«Para la adecuada vigilancia del proceso electoral la ley ha construido un sistema en el que, con independencia del control a nivel de Juntas Electorales y de los Tribunales de Justicia, se configuran unas Mesas Electorales con un Presidente y dos Vocales (y sus respectivos suplentes), en quienes recae la muy importante función de velar por la pureza del sistema mismo. Como dice la STS de 18 de octubre de 1994, para que una sociedad democrática funcione es absolutamente imprescindible que las personas que la formen coadyuven a su propio desenvolvimiento y desarrollo y, para evitar su parálisis, es la propia sociedad la que, con toda legitimidad, establece un sistema de sanciones para los incumplidores, que pueden, incluso, en los supuestos más graves, alcanzar las categorías de penas, como corresponde a la infracción penal cometida.

La incorporación a una Mesa Electoral no solamente no atenta contra la neutralidad política (...) sino que, en cierto modo, coadyuva a la evitación de interferencias partidistas en el desarrollo de los comicios. Así se expresa la referida norma, siendo obvio que todo ciudadano, integrado en el conglomerado humano llamado a gobernarse dentro de semejante sistema, no puede, sin causa legal, sustraerse a su demandada presencia en las estructuras a cuyo través la voluntad del país se patentiza».

Véase en art. 143 un amplio elenco de sentencias sobre el incumplimiento del deber de integración en las Mesas Electorales.

Artículo 28. 1. Los trabajadores por cuenta ajena y los funcionarios nombrados Presidentes o Vocales de las Mesas electorales tienen derecho a un permiso retribuido de jornada completa durante el día de la votación, si es laboral. En todo caso, tienen derecho a una reducción de su jornada de trabajo de cinco horas el día inmediatamente posterior.

2. Por Orden ministerial se regularán las dietas que, en su caso, procedan para los Presidentes y Vocales de las Mesas electorales.

CONCORDANCIAS

- Nombramiento de Presidente o Vocales de las Mesas electorales: artículos 26 y 27.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Artículo 37.3 d) del Estatuto de los Trabajadores (Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido): «El trabajador, previo aviso y justificación, podrá ausentarse del trabajo, con derecho a remuneración, por alguno de los motivos y por el tiempo siguiente: d) Por el tiempo indispensable, para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público y personal. Cuando conste en una norma legal o convencional un período determinado, se estará a lo que ésta disponga en cuanto a la duración de la ausencia y a su compensación económica. En el supuesto de que el trabajador, por cumplimiento del deber o desempeño del cargo, perciba una indemnización, se descontará el importe de la misma el salario a que tuviera derecho en la empresa».

- Artículo 30.2 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de medidas para la Reforma de la Función Pública: «Podrán concederse permisos por el tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público o personal».

- Real Decreto 605/1999, de 16 de abril, de regulación complementaria de los procesos electorales, que se reproduce en anexo documental (R-1).

- Orden del Ministerio del Interior, INT/3787/2007, de 13 de diciembre (BOE del 25), de regulación de la dieta de los miembros de las Mesas electorales (BOE núm. 82, de 5 de abril), cuyo texto se reproduce en artículo 27.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 45 LE.PVas.

En relación con cada proceso electoral y en cumplimiento del artículo 13 del Real Decreto 605/1999, de 16 de abril, de regulación complementaria de los procesos electorales, las CCAA dictan Resoluciones sobre el horario laboral de los trabajadores por cuenta ajena que participen como electores, como apoderados e interventores o como miembros de Mesa, de 3 de abril (BORM, del 17).

DOCTRINA DE LA JEC

- Indemnización de los miembros de las Mesas electorales.

El abono de las dietas a los miembros de las Mesas electorales, es cuestión de competencia del Ministerio del Interior (Ac 6 de junio de 1977), y no de la Administración Electoral.

- Derechos reconocidos a los miembros de las Mesas electorales.

Los designados como miembros de las Mesas electorales, titulares y suplentes, han de acudir a la constitución de las mismas y cumplir con los deberes exigibles al desempeño de dichos cargos durante el día de la votación, siendo a tal efecto indiferente la jornada de trabajo del día anterior, y sin perjuicio de los derechos reconocidos para el propio día de la votación y el día siguiente por el artículo 28 LOREG (Ac 3 de marzo de 1996).

Si el suplente de la Mesa tiene que desempeñar efectivamente la función por ausencia de alguno de los titulares, tendrá el derecho que se reconoce en el artículo 28 «sin que sea procedente la concesión de dicho derecho si el designado suplente no llega a ocupar su puesto en la Mesa electoral» (Ac 3 de junio y 10 de diciembre de 1999).

Tal como contempla el artículo 28 LOREG, solo el suplente de miembro de Mesa que llega a ocupar un puesto en la misma, bien como Vocal, bien como Presidente, ante la ausencia, en el momento de la constitución de la Mesa, de alguno de sus titulares, tendrá derecho al permiso retribuido sobre la jornada electoral y a la reducción de 5 horas de su jornada de trabajo del día inmediatamente posterior (Ac de 9 de junio de 2004).

Con el fin de facilitar el cumplimiento de los deberes de los miembros de las Mesas Electorales durante la jornada electoral, el turno de noche que comienza el día 13 ha de computarse como jornada laboral del día electoral, al tiempo que el derecho de reducción de 5 horas de la jornada de trabajo puede ejercerse en el turno de noche siguiente del trabajador, siempre y cuando este turno se inicie el día inmediatamente posterior al de las elecciones (Ac de 9 de junio de 2004).

JURISPRUDENCIA

- Responsabilidad por el fallecimiento de un miembro de la Mesa electoral.

El fallecimiento de un miembro de una Mesa electoral durante el escrutinio, debido a una dolencia cardíaca preexistente, no permite apreciar relación de causalidad entre la muerte y el cumplimiento de la obligación electoral, por lo que no cabe declarar responsabilidad patrimonial de la Administración del Estado (STS, 3.ª, Sec. 6.ª, 20-11-95).

SECCIÓN III

La Oficina del Censo Electoral

Artículo 29. 1. La Oficina del Censo Electoral, encuadrada en el Instituto Nacional de Estadística, es el órgano encargado de la formación del Censo electoral y ejerce sus competencias bajo la dirección y la supervisión de la Junta Electoral Central.

2. La Oficina del Censo Electoral tiene Delegaciones Provinciales.

3. Los Ayuntamientos y Consulados actúan como colaboradores de la Oficina del Censo Electoral en las tareas censales.

CONCORDANCIAS

- Director y Delegados Provinciales de la OCE: artículo 121.

- Formación y rectificación del Censo electoral: artículos 34 a 40.

- Competencias de la OCE: artículo 30.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- La Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública configura al Instituto Nacional de Estadística como «Organismo Autónomo de carácter administrativo, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que quedará adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda» y que en el ejercicio de sus competencias y desempeño de sus funciones «se regirá por la presente Ley, y en lo no previsto por las normas contenidas en la Ley de 26 de diciembre de 1958 del Régimen Jurídico de las Entidades Estatales Autónomas, la Ley 11/1977, de 4 de enero, General Presupuestaria, y demás disposiciones generales que le sean de aplicación» (artículo 25).

- Su regulación se recoge en el Real Decreto 508/2001, de 11 de mayo, por el que se aprueba el Estatuto del Instituto Nacional de Estadística(BOE del 12, rectificado por Corrección de erratas en BOE del 19), modificado por el Real Decreto 950/2009, de 5 de junio (BOE 12 de mayo): véase en art. 12.

- Véanse en artículo 34 las disposiciones sobre formación del Censo electoral.

DOCTRINA DE LA JEC

- Dirección y supervisión de la OCE por la JEC.

La Junta carece de competencia para acordar la baja o alta de personas en las listas del Censo electoral (Ac 14 de noviembre de 1991).

La Junta expresa su informe favorable al proyecto de Orden Ministerial sobre revisión del censo, haciendo constar lo siguiente: 1.º, Corrección técnica en cuanto a la forma de expresión de las fechas de exposición de las listas electorales y de la admisión de reclamaciones. 2.º, Corrección técnica en la primera línea del segundo párrafo en donde debe hacerse constar «elecciones al Parlamento de...». 3.º Que la Oficina del Censo Electoral estudie la posibilidad de adelantar el plazo previsto en el artículo 1.º de la referida propuesta de Orden Ministerial (Ac de 7 de abril y 23 de junio de 1988, 13 de septiembre de 1989).

Asimismo acuerda trasladar al Gobierno las dificultades materiales que plantea el cumplimiento de los plazos referidos en el artículo 38.3 LOREG a los efectos de que pueda ser tenido en cuenta en ulteriores iniciativas de reforma de la Disposición referida (Ac 10 de octubre de 1990).

En cuanto la citada Disposición implica la ejecución de un acuerdo internacional y de preceptos de la LOREG, ha de aprobarse con rango de Decreto y no de Orden como se propone, previo dictamen del Consejo de Estado (Ac 11 de enero de 1991).

Trasladar el informe favorable en cuanto al contenido de ambas propuestas normativas en orden a su urgente tramitación para hacer efectiva la inscripción en el Censo electoral de los extranjeros residentes en España con cuyos países se haya establecido el correspondiente acuerdo de reconocimiento del derecho a votar en las elecciones locales (Ac 25 de febrero de 1991).

JURISPRUDENCIA

- Censo electoral y Juntas Electorales.

«En la LOREG han desaparecido las intervenciones de las Juntas Central, Provincial y de Zona sobre el censo», tal y como se recogía en el Real Decreto-Ley 20/1977, «encomendándose lo concerniente a la formación, gestión y control del mismo a la Oficina del Censo Electoral en los términos fijados en los artículos 29 y 30». De aquí que resulten inconstitucionales las disposiciones de «una ley electoral autonómica» (la Ley 28/1983, del País Vasco) «que atribuyen competencia sobre el censo a las Juntas Electorales de Comunidad Autónoma, de Territorio Histórico y de Zona» (STC 154/1988, de 21 de julio, FJ 6 y 7). Véase más en detalle la jurisprudencia citada en el artículo 31.

Artículo 30. La Oficina del Censo Electoral tiene las siguientes competencias:

a) Coordina el proceso de elaboración del Censo electoral y con tal fin puede dirigir instrucciones a los Ayuntamientos y Consulados, así como a los responsables del Registro Civil y del Registro de Penados y Rebeldes.

b) Supervisa el proceso de elaboración del Censo electoral y a tal efecto puede inspeccionar los Ayuntamientos y Consulados.

c) Controla y revisa de oficio las altas y las bajas tramitadas por los órganos competentes y elabora un fichero nacional de electores, comunicando a la Junta Electoral Central los resultados de los informes, inspecciones y, en su caso, expedientes que pudiera haber incoado referidos a modificaciones en el censo de las circunscripciones que hayan determinado una alteración del número de residentes significativa y no justificada.

d) Elimina las inscripciones múltiples de un mismo elector que no hayan sido detectadas por los Ayuntamientos y Consulados, en los términos previstos en el artículo 33.

e) Elabora las listas electorales provisionales y las definitivas.

f) Resuelve las reclamaciones contra las actuaciones de los órganos que participan en las operaciones censales y en particular las que se plantean por la inclusión o exclusión indebida de una persona en las listas electorales. Sus resoluciones agotan la vía administrativa.

CONCORDANCIAS

- Elaboración del Censo electoral: artículos 34 a 40.

- Inscripciones múltiples: artículo 33.

- Recursos contra resoluciones de la OCE: artículo 40.

- Determinación de Secciones y Mesas electorales: artículos 23 y 24.

- Acceso a los datos censales: artículo 41.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Véanse artículos 29 y 31.

DOCTRINA DE LA JEC

Véanse artículos 19, 29 y 31 a 41.

CAPÍTULO IV El Censo Electoral

SECCIÓN I

Condiciones y modalidad de la inscripción

Artículo 31. 1. El Censo electoral contiene la inscripción de quienes reúnen los requisitos para ser elector y no se hallen privados, definitiva o temporalmente, del derecho de sufragio.

2. El censo electoral está compuesto por el censo de los electores residentes en España y por el censo de los electores residentes-ausentes que viven en el extranjero. Ningún elector podrá figurar inscrito simultáneamente en ambos censos.

3. El Censo electoral es único para toda clase de elecciones, sin perjuicio de su posible ampliación para las elecciones Municipales y del Parlamento Europeo a tenor de lo dispuesto en los artículos 176 y 210 de la presente Ley Orgánica.

CONCORDANCIAS

-Requisitos para ser elector:artículo 23.1 CE; artículos 2 y 3.

- Inscripción de residentes: artículo 32.2.

- Inscripción de residentes-ausentes que viven en el extranjero: artículo 32.3.

- Condiciones y modalidades de la inscripción censal: artículos 32 y 33.

- Formación y rectificación del Censo electoral: artículos 34 a 40.

- Derecho de sufragio activo de los extranjeros en las elecciones municipales:artículo 13.2 CE.

- Derecho de sufragio activo de los ciudadanos de la Unión Europea en las elecciones al Parlamento Europeo: artículos 210 y 210 bis.

- Delito electoral: artículos 139.1 y 140.1 d).

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- El artículo 2.3 a) de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de protección de datos de carácter personal(BOE del 14), establece que se regirán por sus disposiciones específicas «los ficheros regulados por la legislación de régimen electoral».

- Véanse en artículo 34 las disposiciones sobre formación del Censo electoral y Padrón Municipal de Habitantes.

- Véanse en artículos 176 y 210 las disposiciones sobre ampliación del Censo electoral para las elecciones municipales y del Parlamento Europeo.

DOCTRINA DE LA JEC

- Naturaleza del Censo electoral.

Tal como es definido por el artículo 31.1 LOREG, el Censo electoral es un documento que contiene «la inscripción de quienes reúnen los requisitos para ser elector y no se hallen privados, definitiva o temporalmente, del derecho de sufragio», por lo que su naturaleza es única y exclusivamente electoral (Ac de 25 de febrero de 1991).

JURISPRUDENCIA

- Censo electoral y competencias de las CCAA.

Sobre esta materia, la STC 154/1988, de 21 de julio, ha establecido la jurisprudencia esencial.

Las normas relativas al Censo electoral encuentran, en principio, cobertura en la competencia reconocida en un Estatuto de Autonomía respecto a «la legislación electoral interior» que afecte al Parlamento autonómico. Ahora bien, la medida de su constitucionalidad vendrá determinada por los preceptos integrantes del bloque de constitucionalidad (FJ 2).

En esta materia la LOREG, «en cuanto fija las condiciones básicas para el ejercicio del derecho de sufragio, deviene así parámetros de la constitucionalidad de los preceptos autonómicos controvertidos» (FJ 3).

«Pues bien, siendo la inscripción censal requisito imprescindible para el ejercicio del derecho de sufragio y definido éste en términos idénticos para todo tipo de consultas electorales (artículos 2 y 3 LOREG), la unidad del censo se impone como condición para hacer real el contenido uniforme del derecho, pues no resulta compatible con la igualdad exigida por el artículo 149.1.1 CE el que dicho requisito pudiera llega a ser diversamente reconocido, respecto de un mismo elector, para unas y otras elecciones. Hipótesis que podría darse si cada una de las Comunidades Autónomas elaborase, al margen y con independencia del censo nacional común, un censo propio destinado a ser utilizado en las elecciones para la constitución de la respectiva Asamblea Legislativa. Tal riesgo no quedaría suficientemente salvado con la existencia de una normativa estatal aplicable en todo el territorio que regulase los requisitos para la inscripción en el censo y los datos en él inscribibles, ni con la garantía representada por una eventual revisión judicial de lo actuado por las distintas administraciones, pues las normas generales no siempre pueden predeterminar en su totalidad los criterios de los órganos que las han de aplicar y, en lo que a la revisión judicial se refiere, los pronunciamientos judiciales versarían, en esta hipótesis de censos diversos, sobre inscripciones censales también distintas» (FJ 5).

De las anteriores consideraciones se deduce la inconstitucionalidad de un precepto de una ley electoral autonómica (artículo 13.1 de la Ley 28/1983, del País Vasco) que atribuye al Gobierno de dicha Comunidad Autónoma la competencia de «elaborar y tener al día el Censo electoral» (FJ 5), incluso solo respecto a las elecciones en dicho ámbito.

Véase además la jurisprudencia reseñada en los artículos 2 y 29.

- Es indispensable la inscripción en el censo electoral.

Véase la STC 86/2003, de 8 de mayo, que se reproduce en artículo 2.

- Padrón Habitantes y competencia del Estado.

El Padrón municipal tiene el carácter de documento público y fehaciente para todos los efectos administrativos. Estos efectos se despliegan no solo en un ámbito estrictamente municipal, sino que afectan también a intereses autonómicos y estatales. Por ello, aunque corresponde a los Ayuntamientos su renovación cada 5 años y su rectificación anual, tales operaciones deben ser realizadas de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado. La atribución a la Administración del Estado de la competencia para dictar las instrucciones y directrices de carácter técnico para la formación, mantenimiento y rectificación del Padrón municipal de habitantes de todos los Ayuntamientos está reiterada en el artículo 14.2 LRL (STSJ, Sala C-A, Madrid, de 2 de noviembre de 2006).

Artículo 32. 1. La inscripción en el Censo electoral es obligatoria. Además del nombre y los apellidos, único dato necesario para la identificación del elector en el acto de la votación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 85, se incluirá entre los restantes datos censales el número del Documento Nacional de Identidad.

2. Los Ayuntamientos tramitan de oficio la inscripción de los residentes en su término municipal.

3. Las Oficinas Consulares de Carrera y Secciones Consulares de las Misiones Diplomáticas tramitarán de oficio la inscripción de los españoles residentes en su demarcación en la forma que se disponga reglamentariamente.

CONCORDANCIAS

- Contenido del Censo electoral: artículo 31.

- Formas de identificación del elector en la votación: artículo 85.

- Competencia de los Ayuntamientos en la formación y rectificación del Censo electoral: artículos 35, 38 y 39.

- Competencias de los Consulados en la formación y rectificación del Censo electoral: artículos 36, 38 y 39.

- Gratuidad de la documentación: artículo 118.1 a).

- Normativa de desarrollo de la exigencia de inclusión del número de DNI entre los datos censales: DA 3.ª.

- Delito electoral: artículos 139.1 y 140.1 d).

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Véanse en artículo 34 las disposiciones sobre formación del Censo electoral y Padrón Municipal de Habitantes.

DOCTRINA DE LA JEC

- Inscripción en Censo electoral, requisito indispensable para el ejercicio del derecho de sufragio.

La inscripción en el Censo electoral vigente es requisito indispensable para el ejercicio del derecho de sufragio (Ac 11 de mayo de 1987). Véase artículo 2.

- Organización del CERA.

No existe un Censo electoral de residentes ausentes (CERA) por países de residencia, sino que cada uno de ellos está inscrito en el Municipio del que está ausente (Ac 27 de noviembre de 1978 y 28 de marzo de 1979). Por la OCE han de adoptarse las medidas necesarias para posibilitar la inscripción en el CERA de las personas de origen sefardita que, conforme al CC y demás disposiciones aplicables, ostenten la nacionalidad española, facultando a dichas personas para que se inscriben en el Municipio con el que, por cualquier medio admisible en Derecho, demuestren tener algún tipo de vinculación (Ac 27 de enero de 1992).

Ante las dificultades conocidas de introducir cambios en los domicilios de los españoles inscritos en el CERA, la JEC recaba la máxima colaboración del Ministerio de Asuntos Exteriores con la OCE a tales efectos (Ac 23 de enero de 1998).

La inscripción en las Oficinas Consulares y Secciones Consulares se tramita de oficio (Ac 21 de septiembre de 2000).

- Padrón Municipal-Censo electoral.

La inscripción en el Padrón Municipal no es condición imprescindible para figurar en el Censo electoral, si se acredita por cualquier medio admisible en derecho la residencia efectiva en el Municipio en cuyo Censo electoral se pretende la inscripción (Ac 17 de enero de 1982).

La JEC carece de toda competencia en relación con el Padrón Municipal de Habitantes (Véase artículo 19).

JURISPRUDENCIA

- Relación INE-Ayuntamientos.

Consecuencia inherente al reconocimiento de las facultades del INE es la falta de vinculación automática a las cifras remitidas por los Ayuntamientos. Sobre la base de éstas el INE ha de acometer su oportuna depuración efectuando los contrastes con el resto de ficheros patronales o con los datos resultantes de otros registros que puedan tener incidencia en aquellas cifras; fruto de este contraste -que el Instituto Nacional puede acometer disponiendo como dispone de los datos de todos los municipios españoles- es la detección de duplicados, bien intramunicipales o intermunicipales, para concluir en la cifra final que más tarde aprobaría el Consejo de Ministros.

Es coherente con las funciones asignadas al INE la labor de depuración de las cifras mediante los debidos contrastes y ajustes con otros datos obrantes en su poder, al margen de las cifras de padrones y censos anteriores al presente que pueden no responder a la realidad, o de listas electorales que son referidas a un momento posterior y responder a variaciones producidas después del 1 de enero de 1998 (STS, 3.ª, de 22 de abril de 2003, LA LEY JURIS 13415/2003, que recuerda la STS, 3.ª, de 25 de septiembre de 2000 en la que se expuso el marco normativo aplicable al procedimiento de elaboración del Padrón Municipal, base del censo electoral).

- Efectos derivados de la inscripción en el Padrón de Habitantes.

La inscripción en el Padrón supone no solo la residencia en el territorio nacional sino la residencia en un determinado municipio, ya que dicha inscripción confiere al ciudadano la condición de vecino puesto que el artículo 55 RP define como vecinos a las personas, que residiendo habitualmente en el municipio, se encuentran inscritos en el padrón municipal. La condición de vecino se adquiere desde el mismo momento de su inscripción en el Padrón, confiriéndole su condición de sujeto titular de derechos y obligaciones para con la Administración municipal, respecto del municipio en el que figura inscrito. De esta forma se puede ser elector y elegible en los términos establecidos en la legislación electoral; participar en la gestión municipal de acuerdo con lo dispuesto en las leyes; utilizar los servicios públicos municipales en forma acorde con su naturaleza y acceder a los aprovechamientos comunales conforme a las normas aplicables, estando obligado a contribuir mediante las prestaciones económicas y personales legalmente previstas a la realización de las competencias municipales; se tiene derecho a ser informado, previa petición razonada y a dirigir solicitudes a la Administración municipal en relación con los expedientes y la documentación municipal; a pedir consulta popular en los términos previstos en la ley y a solicitar la prestación y, en su caso, el establecimiento del correspondiente servicio público, así como exigirlos en el supuesto de constituir una competencia municipal propia de carácter obligatorio (STSJ, Sala C-A, Madrid, de 2 de noviembre de 2006).

Artículo 33. 1. El Censo electoral se ordena por Secciones territoriales.

2. Cada elector está inscrito en una Sección. Nadie puede estar inscrito en varias Secciones, ni varias veces en la misma Sección.

3. Si un elector aparece registrado más de una vez, prevalece la última inscripción y se cancelan las restantes. Si las inscripciones tienen la misma fecha, se notificará al afectado esta circunstancia para que opte por una de ellas en el plazo de diez días. En su defecto, la autoridad competente determina de oficio la inscripción que ha de prevalecer.

4. Con excepción de lo dispuesto en el apartado anterior, la inscripción se mantendrá inalterada salvo que conste que se hayan modificado las circunstancias o condiciones personales del elector.

5. Las alteraciones dispuestas conforme a lo establecido en los números anteriores serán notificadas inmediatamente a los afectados.

CONCORDANCIAS

- Contenido del Censo electoral: artículo 31.

- Determinación de las Secciones y Mesas electorales: artículo 24.

- Eliminación de las inscripciones múltiples: artículo 30 d).

- Delito electoral: artículos 139.1 y 140.1 d).

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Véanse en artículo 34 las disposiciones sobre formación del Censo electoral y Padrón Municipal de Habitantes.

DOCTRINA DE LA JEC

Inscripciones duplicadas.

Por lo que concierne a la eliminación de inscripciones duplicadas en las listas del Censo electoral, la OCE lleva a cabo una labor permanente de detección (llamada «gestión de duplicados»), remitiendo notificaciones a los electores, una vez producida la detección, a las dos direcciones con que figuran inscritos, para que el elector opte, según dispone el artículo 33 LOREG. En el caso de no recibir respuesta, se determina de oficio la inscripción que debe prevalecer, que será la más reciente, cancelando la más antigua (Ac 3 de marzo de 1996).

SECCIÓN II

La formación del Censo electoral

Artículo 34. Carácter y vigencia del censo electoral.

1. El censo electoral es permanente y su actualización es mensual, con referencia al día primero de cada mes.

2. Para cada elección se utilizará el Censo electoral vigente el día de la convocatoria.

CONCORDANCIAS

- Contenido del Censo electoral: artículo 31.

- Procedimiento de revisión anual: artículos 35 a 38.

- Primera revisión anual: DT 4.ª.

- Rectificación en período Electoral: artículos 39 y 40.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

A) Censo electoral:

- Real Decreto 157/1996, de 2 de febrero, por el que se dispone la actualización mensual del Censo electoral y se regulan los datos necesarios para la inscripción en el mismo(BOE núm. 44, de 20 de febrero), modificado por Real Decreto 147/1999, de 29 de enero(BOE núm. 26, de 30 de enero):

Artículo 1.Procedimiento para la actualización mensual del censo electoral.

1. La OCE procederá a realizar la actualización del censo electoral con periodicidad mensual, conforme establece el artículo 34.1 de la LOREG.

2. A tal fin, los Ayuntamientos remitirán mensualmente a las Delegaciones Provinciales de la OCE la información de las altas, bajas y modificaciones de los datos de los residentes en sus respectivos términos municipales, conforme establece el artículo 35, apartados 1 y 2, de la LOREG.

3. Asimismo, los Ayuntamientos enviarán las altas, bajas y modificaciones de los datos de los nacionales de Estados miembros de la Unión Europea residentes en sus términos municipales.

4. Igualmente, las Oficinas Consulares, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores, enviarán mensualmente a la OCE las altas y bajas tramitadas de oficio de los españoles que residan en su demarcación territorial, así como de los cambios de domicilio y modificaciones de sus datos personales.

Artículo 2.Datos necesarios para la inscripción en el censo electoral.

1. La inscripción en el censo electoral contendrá los siguientes datos:

- Nombre y apellidos.

- Residencia: provincia y municipio.

- Domicilio.

- Sexo.

- Lugar de nacimiento: provincia y municipio.

- Fecha de nacimiento: día, mes y año.

- Grado de escolaridad: certificado de escolaridad o titulación académica.

- Número del documento nacional de identidad.

2. Para los españoles residentes en el extranjero, la inscripción deberá contener los datos expresados en el apartado 1, salvo los relativos a la provincia y municipio de residencia, que en su lugar figurarán los del país y municipio de residencia actual, y además los siguientes:

a) Provincia y municipio de inscripción en España a efectos electorales.

b) Número del pasaporte, cuando no disponga del documento nacional de identidad.

3. Para los nacionales de Estados miembros de la Unión Europea residentes en España figurarán los datos expresados en el apartado 1, con excepción del número del documento nacional de identidad, y además los siguientes:

a) Nacionalidad.

b) Manifestación de voluntad de ejercer el derecho de sufragio activo en España en las elecciones municipales.

c) Manifestación de voluntad de ejercer el derecho de sufragio activo en España en las elecciones al Parlamento Europeo, y en tal caso, entidad local o circunscripción del Estado miembro de origen en cuyo censo electoral estuvo inscrito en último lugar.

4. Para los nacionales de otros Estados residentes en España, cuyos respectivos países permitan el voto de los españoles en sus elecciones municipales en los términos de un Tratado o Acuerdo, el censo electoral contendrá los datos expresados en el apartado 1, salvo el número del documento nacional de identidad, y se formará de acuerdo con lo dispuesto en el Real Decreto 202/1995, de 10 de febrero.

Artículo 3.Información de los Registros Civiles.

1. Los encargados de los Registros Civiles comunicarán mensualmente a las Delegaciones Provinciales de la OCE la información sobre las defunciones acaecidas mediante los correspondientes boletines de defunción.

2. Asimismo, en el mismo plazo, comunicarán a las Delegaciones Provinciales de la OCE las variaciones acaecidas en las circunstancias siguientes:

a) Adquisición, recuperación o pérdida de la nacionalidad española.

b) Cambio de nombre y apellidos.

c) Declaraciones de incapacidad para ejercer el derecho de sufragio por sentencia judicial firme.

Artículo 4.Información referida a inhabilitados.

El Registro Central de Penados y Rebeldes enviará mensualmente a la OCE la información recibida de los órganos jurisdiccionales del orden penal y militar de las identidades, relativa a las personas condenadas por sentencia firme a pena principal o accesoria que lleve aparejada la privación del derecho de sufragio y la fecha de inicio y terminación de dicha privación.

Igualmente, el Registro Central de Penados y Rebeldes notificará cualquier circunstancia que deje sin efecto o modifique el alcance de la privación del derecho de sufragio.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Única.Implantación del censo electoral de nacionales de Estados miembros de la Unión Europea.

Para la implantación del censo electoral de nacionales de los Estados miembros de la Unión Europea residentes en España, con posterioridad a la renovación padronal de 1996, los Ayuntamientos enviarán a las Delegaciones Provinciales de la OCE información de los inscritos en sus respectivos padrones municipales, que sean nacionales de algún Estado miembro de la Unión Europea.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única.Derogación normativa.

Quedan derogados el artículo 2 del Real Decreto 411/1986, de 10 de febrero, por el que se dispone la formación del fichero nacional de electores ajustado a la renovación de los padrones municipales de habitantes de 1986; el Real Decreto 159/1987, de 23 de enero, por el que se dispone la revisión anual del censo electoral con referencia al 1 de enero, y los artículos 1 al 5, ambos inclusive, del Real Decreto 2118/1993, de 3 de diciembre, por el que se dispone la ampliación del censo electoral a los extranjeros nacionales de Estados miembros de la Unión Europea residentes en España, así como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo establecido en el presente Real Decreto.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.Sufragación de los gastos.

Los gastos que se originen por la actualización mensual del censo electoral dispuesta en el presente Real Decreto serán sufragados por el Instituto Nacional de Estadística con cargo a su presupuesto.

Segunda.Facultades de desarrollo.

Se faculta al Ministro de Economía y Hacienda para dictar las normas complementarias que sean necesarias para el cumplimiento del presente Real Decreto.

Tercera.Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

- Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 24 de abril de 1996, por la que se dictan normas para la actualización mensual del Censo electoral(BOE núm. 102, del 27):

Primera.Información de los Ayuntamientos.

1. Para la actualización del censo electoral los Ayuntamientos remitirán a las Delegaciones Provinciales de la OCE las propuestas de modificación de las secciones electorales, cuando sean precisas para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 23.2 de la Ley Orgánica 5/1985, del Régimen Electoral General. Cuando se produzcan variaciones en los callejeros se comunicarán en el primer envío de información que se realice a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral.

En tanto no se comuniquen modificaciones en el seccionado o variaciones en el callejero se entenderá que siguen vigentes los de la última actualización mensual.

2. Asimismo, enviarán mensualmente la información de las variaciones habidas en el mes anterior de los españoles y demás nacionales de Estados miembros de la Unión Europea residentes en España que deben tener reflejo en el censo electoral correspondientes a:

- Altas por cambio de residencia.

- Altas por omisión en el censo electoral.

- Bajas por inclusión indebida.

- Cambios de domicilio dentro del municipio y modificaciones de cualquiera de los restantes datos de inscripción.

3. Anualmente, en la información que envíen los Ayuntamientos durante el mes de enero, incluirán los datos de inscripción de los residentes españoles y demás nacionales de Estados miembros de la Unión Europea que hayan cumplido dieciséis años el año anterior, para su inclusión en el censo electoral con la calificación de «menor».

Una vez remitida la misma las variaciones de estas personas se comunicarán mensualmente conforme se establece en el apartado anterior.

4. Los Ayuntamientos enviarán a las Delegaciones Provinciales de la OCE la información referida en la presente norma en soporte informático o cualquier otro medio de transmisión que pueda establecerse en el futuro. Cuando esta forma de envío no sea posible, el Ayuntamiento podrá enviar la documentación de la siguiente manera:

Las altas por cambio de residencia se comunicarán en el impreso de variaciones residenciales (modelo EVR) establecido en la Resolución de 26 de julio de 1991 del Instituto Nacional de Estadística y de la Dirección General de Cooperación Territorial («Boletín Oficial del Estado» de 17 de septiembre de 1991).

Las propuestas de modificación de secciones electorales, altas por omisión, bajas por inclusión indebida, cambios de domicilio y modificaciones de datos se comunicarán en los impresos establecidos al efecto.

4.1. Con la citada información, los Ayuntamientos remitirán una certificación en la que se consigne para cada sección el número de altas, bajas y modificaciones y el total de las mismas en el municipio o, en su defecto la certificación negativa de que no se han producido variaciones.

La certificación será autorizada por el Secretario del Ayuntamiento, con el visto bueno del Alcalde, y comprenderá todas las secciones del término municipal. Esta certificación podrá ser incluida en el soporte o medio de transmisión utilizado de acuerdo con las instrucciones que, en su momento, se dicten.

4.2. Las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo podrán recabar de los Ayuntamientos información individualizada en relación con cada elector.

5. La OCE procederá a dar de baja la inscripción que proceda como consecuencia de los cambios de residencia o de cualquier otra información recibida.

Segunda.Información de las Oficinas Consulares.

1. Para la actualización mensual del censo electoral de residentes ausentes que viven en el extranjero, las Oficinas Consulares remitirán de oficio la información de las variaciones que deban tener reflejo en el censo electoral de los españoles residentes en su demarcación territorial, correspondientes a:

- Altas por traslado a la demarcación consular.

- Altas por omisión en el censo electoral.

- Bajas por defunción.

- Bajas por inclusión indebida.

- Cambios de domicilio en su demarcación consular y modificaciones de cualquiera de los restantes datos de inscripción.

2. Anualmente, en la información que envíen las Oficinas Consulares durante el mes de enero, incluirán los datos de inscripción de los españoles residentes ausentes que hayan cumplido dieciséis años de edad en el año anterior, para su inclusión en el censo electoral con la calificación de «menor».

Una vez remitida esta información las variaciones, si las hubiere, se comunicarán mensualmente conforme se establece en el presente apartado.

3. Las Oficinas Consulares remitirán mensualmente, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores, la documentación a que se refieren los puntos anteriores preferentemente en soporte informático. Los Consulados que no tengan informatizada la información podrán utilizar los impresos establecidos.

Con la citada información, las Oficinas Consulares remitirán a la OCE una certificación en la que se consigne el número de altas, bajas y modificaciones y el total de las mismas en la demarcación territorial o, en su defecto, la certificación negativa de que no se han producido variaciones. La certificación será autorizada por el Canciller de la Oficina Consular con el visto bueno del Cónsul.

4. La OCE procederá a dar de baja la inscripción que proceda como consecuencia de los cambios de residencia o cualquier otra información recibida.

Tercera.Determinación del municipio de inscripción en España a efectos electorales.

1. El municipio de inscripción en España a efectos electorales lo determinará el elector según los criterios siguientes:

- Para los nacidos en territorio nacional el municipio de la última residencia o el de mayor arraigo.

- Para los nacidos fuera del territorio nacional el municipio de la última residencia o el de mayor arraigo de alguno de los ascendientes, o, en su caso, del propio interesado.

- En el supuesto de que existan vínculos de hecho o de derecho se puede optar por el municipio de inscripción de cualquier otro miembro de la unidad de hecho o de derecho.

2. En su defecto el municipio de inscripción en España a efectos electorales lo determinará de oficio la Oficina Consular con los datos que disponga.

3. El municipio de inscripción en España a efectos electorales así determinado permanecerá inalterable salvo que se modifiquen las circunstancias familiares o salvo que se haya determinado de oficio por las Oficinas Consulares. En ningún caso se admitirán cambios del municipio de inscripción en España una vez convocadas elecciones.

Cuarta.Información de los Registros Civiles.

1. Mensualmente los encargados de los Registros Civiles enviarán los Boletines Estadísticos de Defunción (modelo MNPD) a las Delegaciones Provinciales del Instituto Nacional de Estadística informando sobre las defunciones acaecidas en el mes anterior. Con esta información, por la OCE se dará la baja correspondiente por defunción en el censo electoral.

2. Asimismo, comunicarán a las Delegaciones Provinciales, en los impresos que se establecerán en la respectiva Resolución, las circunstancias específicas a las que se refiere el apartado 2 del artículo 3 del Real Decreto 157/1996, por el que se dispone la actualización mensual del censo electoral y se regulan los datos necesarios para la inscripción en el mismo. En concreto la adquisición y pérdida de nacionalidad española, cambio de nombres y apellidos y las declaraciones de incapacidad para el derecho de sufragio en virtud de sentencia firme, o, en su caso, modificaciones de las mismas.

Quinta.Funciones a realizar por la Oficina del Censo Electoral para la actualización mensual del censo.

1. Con la información recibida antes del día 1 de cada mes, la OCE procederá a la actualización mensual del censo que estará disponible el día 1 del mes siguiente.

2. Las Delegaciones Provinciales de la OCE enviarán a los Ayuntamientos el censo actualizado en papel o en soporte magnético, para que esté a disposición de los interesados.

Asimismo, la OCE, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores, enviará a las Oficinas Consulares la citada información.

Cuando el volumen de información lo haga aconsejable se enviarán apéndices mensuales al censo actualizado al mes anterior con las variaciones producidas en ese mismo período.

3. Por otra parte, la OCE comunicará a los interesados las altas, bajas por inclusión indebida y las modificaciones de datos producidas en el censo electoral.

4. Igualmente, se comunicará a los Ayuntamientos y a las Oficinas Consulares las bajas producidas por cambios de residencia y por defunción, las demás variaciones de datos comunicados por los Registros Civiles y las resoluciones de las reclamaciones.

Sexta.Reclamaciones administrativas.

1. En cualquier momento el elector puede consultar su inscripción en el censo electoral y presentar las oportunas reclamaciones al amparo de lo dispuesto en el artículo 38 de la Ley Orgánica 5/1985, del Régimen Electoral General.

Tanto las consultas como las reclamaciones pueden presentarse ante los Ayuntamientos, las Oficinas Consulares o en las Delegaciones Provinciales de la OCE.

2. Las reclamaciones presentadas en los Ayuntamientos o en las Oficinas Consulares deben dirigirse a las Delegaciones Provinciales de la OCE, se cumplimentaran utilizando los impresos que estarán a disposición de los interesados en dichos organismos, siendo necesaria la aportación del documento nacional de identidad, pasaporte o permiso de conducir, adjuntándose fotocopia de dicho documento.

Los nacionales, no españoles, de Estados miembros de la Unión Europea residentes en España, acreditarán su identidad con un documento de identidad no caducado.

Los Ayuntamientos y las Oficinas Consulares remitirán las reclamaciones a la Delegación Provincial de la OCE correspondiente de forma inmediata, para su resolución.

3. Las reclamaciones presentadas directamente en las Delegaciones Provinciales de la OCE se formularán según el modelo que se facilitará por las mismas, siendo necesaria la presentación y aportación de los documentos referidos en el apartado anterior, adjuntándose fotocopia del documento aportado.

Las Delegaciones Provinciales de la OCE pueden recabar de los Ayuntamientos o Consulados información sobre la situación de residencia del reclamante.

Las Delegaciones Provinciales de la OCE resolverán las reclamaciones en los cinco días siguientes a su presentación, notificando la resolución al interesado.

4. Los recursos contra las resoluciones en esta materia de las Delegaciones Provinciales de la OCE se tramitarán por el procedimiento preferente y sumario previsto en el núm. 2 del artículo 53 de la Constitución.

5. Durante los períodos electorales solo se podrán presentar reclamaciones al amparo de lo dispuesto en el artículo 39 de la Ley Orgánica 5/1985, del Régimen Electoral General, entre los días sexto y decimotercero posteriores al de la convocatoria electoral y se tramitarán según el procedimiento de reclamación administrativa contemplado en la Orden de 21 de marzo de 1991 («Boletín Oficial del Estado» núm. 72, del 25).

Las reclamaciones presentadas fuera del plazo establecido en el artículo 39 aludido no tendrán efecto en el período electoral de que se trate y se resolverán en los cinco días posteriores a la celebración de la elección.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Única.Asignación a los Ayuntamientos.

1. Los Ayuntamientos que envíen la documentación correspondiente dentro de los plazos señalados en la presente Orden y en la forma prevista en las instrucciones dictadas por la OCE percibirán una asignación en función de los inscritos en el censo electoral cerrado al día 1 de febrero de cada año, según la siguiente escala:

2. Esta asignación incluye el pago tanto del censo electoral de españoles residentes (CER) como el de extranjeros residentes en España (CERE) y supondrá un único pago anual que comprenderá doce actualizaciones mensuales que concluyendo con la correspondiente a la del censo electoral cerrado a 1 de febrero y se materializará dentro del primer semestre de cada año.

3. Las cantidades que se deriven de la anterior escala se actualizarán según la variación que experimente el Índice General de Precios de Consumo-conjunto nacional entre diciembre de 1995 y el mismo mes del año anterior al que corresponda el pago.

4. A los Ayuntamientos que no envíen la documentación dentro del plazo reglamentario se les reducirá el pago de la asignación anual en una doceava parte por cada mes que incumplan dicho plazo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera.Información referida a inhabilitados.

De conformidad con lo establecido en la disposición final séptima de la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, a partir del 24 de mayo de 1996, el Registro Central de Penados y Rebeldes dejará de enviar a la OCE las comunicaciones de la información referida a los inhabilitados del derecho de sufragio.

Segunda.Información de los Ayuntamientos motivada por la renovación padronal.

1. Con motivo de la renovación del padrón municipal de 1996, los Ayuntamientos efectuarán la comparación del último censo actualizado con el nuevo padrón municipal, enviando a las Delegaciones Provinciales de la OCE el resultado de la misma desglosado en la forma siguiente:

- Altas en el censo electoral.

- Bajas en el censo electoral.

- Cambios de domicilio y modificaciones de cualquiera de los restantes datos de inscripción.

2. La información de la citada comparación será enviada dentro de los siguientes plazos:

- Municipios de sección única, antes del 1 de agosto de 1996.

- Municipios de hasta 5.000 electores, antes del 1 de septiembre de 1996.

- Municipios de hasta 10.000 electores, antes del 1 de octubre de 1996.

- Municipios de hasta 50.000 electores, antes del 1 de noviembre de 1996.

- Municipios de hasta 100.000 electores, antes del 1 de diciembre de 1996.

- Municipios mayores de 100.000 electores, antes del 1 de enero de 1997.

3. Asimismo, antes del día 1 de marzo de 1997, los Ayuntamientos enviarán a las Delegaciones Provinciales de la OCE información de los ciudadanos nacionales de Estados miembros de la Unión Europea, no españoles, residentes en España, inscritos en sus respectivos padrones municipales. Una vez enviada esta información los Ayuntamientos remitirán mensualmente las modificaciones acaecidas en el mes anterior al del envío.

4. En el año 1997, con carácter excepcional, además del pago anual a que se refiere la disposición adicional única de la presente Orden se abonará, con motivo de la renovación padronal de 1996, a los Ayuntamientos que envíen la documentación dentro del plazo reglamentario, una asignación adicional equivalente a multiplicar por cuatro las cantidades que se deduzcan de la aplicación de la escala de la disposición aludida.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única.Derogación normativa.

La presente Orden deroga la del 4 de agosto de 1994, por la que se dictan normas e instrucciones técnicas precisas para la revisión del censo electoral a 1 de enero de 1995, así como cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en la propia Orden.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.Facultades de desarrollo.

Se faculta al Director de la OCE para dictar cuantas instrucciones de aplicación y desarrollo requiera la ejecución de la presente Orden.

Las instrucciones relativas al censo electoral de residentes ausentes se cursarán a las oficinas o secciones consulares a través de la Dirección General de Asuntos Consulares, del Ministerio de Asuntos Exteriores.

Segunda.Entrada en vigor.

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

- Por Resolución de la OCE de 19 de julio de 1996, se aprueban los modelos referidos en la Orden de 24 de abril (BOE núm. 179, del 25).

- Resolución de 24 de febrero de 2006, de la Oficina del Censo Electoral, sobre la repercusión de las bajas de oficio por inscripción indebida en los padrones municipales y procedimiento de control de las altas en el Censo Electoral (BOE 8 marzo), reproducida en artículo 38.

B)Padrón Municipal de Habitantes.

- Artículos 15, 16, 17 y 18.2 LRBRL conforme a la redacción dada por la Ley 4/1996, de 10 de enero.

Artículo 15. Toda persona que viva en España está obligada a inscribirse en el Padrón del municipio en el que resida habitualmente. Quien viva en varios municipios deberá inscribirse únicamente en el que habite durante más tiempo al año.

El conjunto de personas inscritas en el Padrón municipal constituye la población del municipio.

Los inscritos en el Padrón municipal son los vecinos del municipio.

La condición de vecino se adquiere en el mismo momento de su inscripción en el Padrón.

Artículo 16.

1. El Padrón municipal es el registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Sus datos constituyen prueba de la residencia en el municipio y del domicilio habitual en el mismo. Las certificaciones que de dichos datos se expidan tendrán carácter de documento público y fehaciente para todos los efectos administrativos.

2. La inscripción en el Padrón municipal contendrá como obligatorios solo los siguientes datos:

a) Nombre y apellidos.

b) Sexo.

c) Domicilio habitual.

d) Nacionalidad.

e) Lugar y fecha de nacimiento.

f) Número de documento nacional de identidad o, tratándose de extranjeros, del documento que lo sustituya.

g) Certificado o título escolar o académico que se posea.

h) Cuantos otros datos puedan ser necesarios para la elaboración del censo electoral, siempre que se garantice el respeto a los derechos fundamentales reconocidos en la Constitución.

3. Los datos del Padrón municipal se cederán a otras Administraciones Públicas que lo soliciten sin consentimiento previo del afectado solamente cuando les sean necesarios para el ejercicio de sus respectivas competencias, y exclusivamente para asuntos en los que la residencia o el domicilio sean datos relevantes. También pueden servir para elaborar estadísticas oficiales sometidas al secreto estadístico, en los términos previstos en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública.

Fuera de estos supuestos, los datos del Padrón son confidenciales y el acceso a los mismos se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 5/1992, de 29 de octubre, de Regulación del Tratamiento Automatizado de los Datos de Carácter Personal y en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 17.

1. La formación, mantenimiento, revisión y custodia del Padrón municipal corresponde al Ayuntamiento, de acuerdo con lo que establezca la legislación del Estado.

Con este fin, los distintos organismos de la Administración General del Estado, competentes por razón de la materia, remitirán periódicamente a cada Ayuntamiento información sobre las variaciones de los datos de sus vecinos que con carácter obligatorio deben figurar en el Padrón municipal, en la forma que se establezca reglamentariamente.

La gestión del Padrón municipal se llevará por los Ayuntamientos con medios informáticos. Las Diputaciones Provinciales, Cabildos y Consejos insulares asumirán la gestión informatizada de los Padrones de los municipios que, por su insuficiente capacidad económica y de gestión, no puedan mantener los datos de forma automatizada.

2. Los Ayuntamientos realizarán las actuaciones y operaciones necesarias para mantener actualizados sus Padrones de modo que los datos contenidos en estos concuerden con la realidad.

3. Los Ayuntamientos remitirán al Instituto Nacional de Estadística los datos de sus respectivos Padrones, en la forma que reglamentariamente se determine por la Administración General del Estado, a fin de que pueda llevarse a cabo la coordinación entre los Padrones de todos los municipios.

El Instituto Nacional de Estadística, en aras a subsanar posibles errores y evitar duplicidades, realizará las comprobaciones oportunas, y comunicará a los Ayuntamientos las actuaciones y operaciones necesarias para que los datos padronales puedan servir de base para la elaboración de estadísticas de población a nivel nacional, para que las cifras resultantes de las revisiones anuales puedan ser declaradas oficiales, y para que los Ayuntamientos puedan remitir, debidamente actualizados, los datos del censo electoral.

Corresponderá al Presidente del Instituto Nacional de Estadística la resolución de las discrepancias que, en materia de empadronamiento, surjan entre los Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales, Cabildos y Consejos insulares o entre estos entes y el Instituto Nacional de Estadística, así como elevar al Gobierno de la Nación la propuesta de cifras oficiales de población de los municipios españoles, comunicándolo en los términos que reglamentariamente se determinan al Ayuntamiento interesado.

El Instituto Nacional de Estadística podrá remitir a las Comunidades Autónomas y a otras Administraciones Públicas los datos de los distintos Padrones en las mismas condiciones señaladas en el artículo 16.3 de esta Ley.

4. Adscrito al Ministerio de Economía y Hacienda se crea el Consejo de Empadronamiento como órgano colegiado de colaboración entre la Administración General del Estado y los Entes Locales en materia padronal, de acuerdo con lo que reglamentariamente se establezca.

El Consejo será presidido por el Presidente del Instituto Nacional de Estadística y estará formado por representantes de la Administración General del Estado y de los Entes Locales.

El Consejo funcionará en Pleno y en Comisión, existiendo en cada provincia una Sección Provincial bajo la presidencia del Delegado del Instituto Nacional de Estadística y con representación de los Entes Locales.

El Consejo de Empadronamiento desempeñará las siguientes funciones:

a) Elevar a la decisión del Presidente del Instituto Nacional de Estadística propuesta vinculante de resolución de las discrepancias que surjan en materia de empadronamiento entre Ayuntamientos, Diputaciones Provinciales, Cabildos, Consejos insulares o entre estos entes y el Instituto Nacional de Estadística.

b) Informar, con carácter vinculante, las propuestas que eleve al Gobierno el Presidente del Instituto Nacional de Estadística sobre cifras oficiales de población de los municipios españoles.

c) Proponer la aprobación de las instrucciones técnicas precisas para la gestión de los padrones municipales.

d) Cualquier otra función que se le atribuya por disposición legal o reglamentaria.

5. La Administración General del Estado, en colaboración con los Ayuntamientos y Administraciones de las Comunidades Autónomas confeccionará un Padrón de españoles residentes en el extranjero, al que será de aplicación las normas de esta Ley que regulan el Padrón municipal.

Las personas inscritas en este Padrón se considerarán vecinos del municipio español que figura en los datos de su inscripción únicamente a efectos del ejercicio del derecho de sufragio, no constituyendo, en ningún caso, población del municipio.

Artículo 18.

2. La inscripción de los extranjeros en el Padrón municipal no constituirá prueba de su residencia legal en España ni les atribuirá ningún derecho que no les confiera la legislación vigente, especialmente en materia de derechos y libertades de los extranjeros en España.

- La Orden del Ministerio de Presidencia de 11 de julio de 1997 regula las comunicaciones electrónicas entre las Administraciones Públicas referentes a la información sobre padrones municipales (BOE núm. 169, del 16). Por la Resolución de 17 de noviembre de 2005 de la Subsecretaría de Presidencia se dispone la publicación de la Resolución de 25 de octubre de la Presidencia del INE por la que se dictan instrucciones técnicas a los Ayuntamientos sobre actualización del Padrón Municipal(BOE, de 23 de noviembre):

- Real Decreto 1612/2010, de 7 de diciembre, por el que se declaran oficiales las cifras de población resultantes de la revisión del Padrón Municipal referidas al 1 de enero de 2010(BOE de 23 de diciembre de 2010 (El total de la población es de 47.021.031 personas).

- Para las elecciones municipales, en art. 176 se reproduce la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda EHA/2264/2010, de 20 de julio, por la que se dictan normas e instrucciones técnicas para la formación del censo electoral de residentes en España que sean nacionales de países con Acuerdos para las elecciones municipales (BOE de 27 de agosto de 2010); y la Resolución de 7 de septiembre de 2010, de la Oficina del Censo Electoral, por la que se establecen los procedimientos y se aprueba el modelo de solicitud para la inscripción en el censo electoral para las elecciones municipales de los ciudadanos nacionales de países de la Unión Europea

NORMATIVA AUTONÓMICA

ARAGÓN

- Ley 7/1999, de 9 de abril, de Administración Local de Aragón(BOE 108, del 6 de mayo).

Artículo 21.El Padrón de habitantes.

1. El padrón municipal es el registro administrativo donde constan los vecinos del municipio. Sus datos constituyen prueba de la residencia en el municipio.

2. La formación, actualización, revisión y custodia del padrón municipal corresponde al municipio, de acuerdo con las normas emanadas del Estado y las instrucciones complementarias que pueda establecer la Comunidad Autónoma dentro de su competencia en estadística para fines de su interés.

3. La Diputación General de Aragón y las diputaciones provinciales apoyarán técnica y económicamente a los municipios para la gestión y explotación del padrón, pudiendo formalizar convenios que regulen la colaboración recíproca en su elaboración y mantenimiento y el acceso a sus datos para el ejercicio de sus competencias y la elaboración de estadísticas.

CATALUÑA

- Decreto Legislativo 2/2003, de 28 de abril, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley Municipal y de Régimen Local de Cataluña (DOGC de 20 de mayo).

Artículo 40. 1. El padrón municipal es el registro administrativo donde constan los vecinos de un municipio. Los datos que constan en el padrón constituyen una prueba en cuanto a la residencia en el municipio y en el domicilio habitual. Las certificaciones expedidas por los Ayuntamientos sobre estos datos tienen carácter de documento público y, en consecuencia, disfrutan de la presunción de veracidad y constituyen prueba de los datos que se consignan, a todos los efectos administrativos.

2. Los datos que constan en el padrón municipal son confidenciales. El acceso a estos datos se rige por las normas que regulan el acceso administrativo de los ciudadanos a los archivos y a los registros públicos y por la Ley 5/2002, de 19 de abril, de la Agencia Catalana de Protección de Datos.

3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2 y sin que sea preciso el consentimiento de la persona interesada, los datos del padrón pueden ser comunicados a otras administraciones públicas que lo soliciten, cuando sean necesarios para ejercer las respectivas competencias, y exclusivamente para los asuntos en que sea relevante conocer la residencia o el domicilio.

Artículo 41. La inscripción en el padrón municipal debe contener, con carácter obligatorio, los siguientes datos:

a) El nombre y los apellidos.

b) El sexo.

c) El domicilio habitual.

d) La nacionalidad.

e) El lugar y la fecha de nacimiento.

f) El número del documento nacional de identidad o, si se trata de ciudadanos extranjeros, del documento oficial equivalente.

g) El certificado o el título escolar o académico.

h) Los datos necesarios a efectos de la elaboración del censo electoral, siempre que se garantice el respeto a los derechos fundamentales reconocidos por la Constitución.

Artículo 42. 1. La formación, el mantenimiento, la revisión y la custodia del padrón municipal corresponden al Ayuntamiento. La gestión del padrón debe realizarse por medios informáticos. Los Consejos Comarcales pueden asumir la gestión informatizada del padrón de los Ayuntamientos que lo soliciten por falta de capacidad económica.

2. Los Ayuntamientos deben efectuar las actuaciones y operaciones necesarias para mantener actualizados los padrones municipales, con la finalidad de que los datos que constan en los mismos se ajusten a la realidad.

3. En el acto de confección del censo, los Ayuntamientos pueden solicitar otros datos personales de interés municipal a efectos estadísticos. En dichos casos, es de aplicación lo que dispone el artículo 40 de esta Ley.

DOCTRINA DE LA JEC

- Censo-Padrón.

La inscripción en el Padrón de habitantes no es condición imprescindible para figurar en el Censo electoral (Ac 17 de enero de 1983).

COMUNIDAD VALENCIANA

- Ley 8/2010, de 23 de junio, de régimen local de la Comunidad Valenciana (BOE núm. 178, de 23 de julio).

Artículo 24.

1. El Padrón Municipal es el registro Administrativo donde constan los vecinos del municipio. Sus datos constituyen prueba de su residencia en el municipio y el domicilio habitual del mismo.

2. La formación, actualización, revisión y custodia del Padrón municipal corresponde al ayuntamiento, de acuerdo con lo previsto en la legislación básica de régimen local. La inscripción de datos en el padrón contendrá obligatoriamente los datos contenidos en la legislación básica estatal.

Artículo 25.

1. La Condición de vecino o vecina confiere los siguientes deberes: a) Ser elector y elegible de acuerdo con lo dispuesto en la legislación electoral (...)

La inscripción de los extranjeros en el Padrón Municipal no constituirá prueba de su residencia legal ni les atribuirá ningún derecho que no les confiera la legislación vigente.

- Censo aplicable a cada elección.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 34.3 LOREG, para cada elección se utiliza el Censo electoral vigente el día de la convocatoria, de modo que si las elecciones se celebran después remitidas por los Ayuntamientos las altas de residentes para su incorporación al censo que entra en vigor el 1 de agosto (artículo 38.3) pero antes de esta última fecha, no cabe su integración en aquél (Ac 25 de mayo de 1990).

Para las elecciones del 13 de junio de 1999 el censo vigente es el cerrado el 1 de marzo, es decir, el día primero del mes anterior al de la convocatoria conforme al artículo 39.1 LOREG, sin que quepa que voten personas no inscritas en dicho censo, aunque presenten certificación expedida por el Ayuntamiento (Ac 13 de mayo de 1999).

-Habitantes censados en municipio en el que no residen, sino que están empadronados, supuestamente, para poder ejercer el voto en dicha localidad.

En todos los casos de altas censales según las relaciones remitidas por los Ayuntamientos en que se susciten dudas sobre el verdadero domicilio de los interesados, deberá la Oficina del Censo Electoral comprobar -partiendo de la documentación que, según las instrucciones de la propia Oficina, deba acompañarse a la petición a tenor del artículo 35.1 LOREG- la realidad del domicilio de los electores, procediendo a adoptar las resoluciones correspondientes en el marco de las competencias que asigna a la Oficina del Censo Electoral el artículo 30 de la LOREG y, en particular, sus letras c) y siguientes; y, si apreciare la existencia de indicios de delito, deberá poner los hechos en conocimiento del Ministerio Fiscal (Ac 30 de enero de 2003).

- La sospecha de empadronamientos fraudulentos en determinado Ayuntamiento no puede llevar a modificar la fecha del censo vigente.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 34 y 39 de la LOREG, para cada elección se utilizará el censo vigente el día de la convocatoria, que es el cerrado el día primero del mes anterior a dicha convocatoria, sin que puedan contravenirse dichas disposiciones legales, sin perjuicio de que se pongan en conocimiento del Ministerio Fiscal los hechos descritos si se considera que puedan existir indicios de delito (Ac 9 de abril de 2003).

- Incumplimiento de Ayuntamientos.

Ante el incumplimiento por determinados Ayuntamientos, entre los que se encuentra el que Vd. Preside, de la Resolución de la Oficina del Censo Electoral de 24 de febrero de 2006 sobre la repercusión de las bajas de oficio por inscripción indebida en los padrones municipales y procedimiento de control de las altas en el Censo Electoral, según informa la referida Oficina, esta Presidencia acuerda dirigirse a ese Ayuntamiento para que, urgentemente, atiendan los requerimientos de la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral y asimismo informen inmediatamente a esta Junta Electoral Central de los motivos por los que no se ha cumplido tal obligación, todo ello de conformidad con lo dispuesto en los artículos 29.3 y 30.c) de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (Ac de 27 de septiembre de 2007).

Artículo 35. Actualización del Censo Electoral.

1. Para la actualización mensual del censo los Ayuntamientos enviarán a las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral, hasta el penúltimo día hábil de cada mes, y en la forma prevista por las instrucciones de dicho organismo, todas las modificaciones del Padrón producidas en dicho mes.

2. Si algún Ayuntamiento no cumpliera con la obligación establecida en el párrafo anterior, el Director de la Oficina del Censo dará cuenta de ello a la Junta Electoral Central para que por la misma se adopten las medidas procedentes.

3. En la actualización correspondiente al primer mes del año se acompañarán, además, las altas, con la calificación de menor, de los residentes que cumplirán dieciocho años entre el 1 de enero y el 31 de diciembre del año siguiente.

CONCORDANCIAS

- Fecha de realización de la revisión anual: artículo 34.2.

- Oficina del Censo Electoral: artículos 39 y 30.

- Inscripción de oficio de residentes: artículo 32.2.

- Comunicación de los responsables del Registro Civil y del Registro de Penados y Rebeldes: artículo 37.

- Gratuidad de la documentación: artículo 118.1 a).

- Delito electoral: artículos 139.1 y 140.1 d).

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Véanse en artículo 34 las disposiciones sobre formación del Censo electoral y Padrón de habitantes.

- Sobre el concepto de «residente», ténganse en cuenta artículos 15 y 16 LRBRL y artículos 53 a 58 RP.

DOCTRINA DE LA JEC

- Incumplimiento de los plazos establecidos para la remisión de la documentación por los Ayuntamientos.

Ante el incumplimiento de los plazos marcados por la OCE para remitir los Ayuntamientos la documentación referida en el artículo 35, la JEC, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 134.2 LPA, acuerda dirigirse a cada uno de los Ayuntamientos que han incumplido la obligación referida para comunicarles la apertura de información previa aludida en el citado precepto legal y para requerirles para que en el plazo de diez días informen a la JEC sobre las razones que han motivado, y autoridades o funcionarios responsables de ello, la falta de cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 35 LOREG, todo ello en orden a la depuración de las responsabilidades administrativas o penales que pudieran derivarse de dicho incumplimiento (Ac 25 de septiembre de 1987, 10 de febrero y 10 de marzo de 1989, 7 de marzo de 1994, 12 de febrero y 25 de octubre de 1995, 10 de enero y 7 de febrero de 1996, 2 de junio y 9 de octubre de 1997, 15 de abril de 1998, 21 de enero, 4 y 21 de febrero y 27 de abril de 1999, 20 de enero de 2000, entre otros).

Como consecuencia de la información previa practicada, se acuerda la apertura de expediente sancionador a los Alcaldes y Secretarios de determinados Ayuntamientos ante el reiterado incumplimiento de su obligación de remitir las relaciones de altas y bajas previstas en el artículo 35 LOREG y disposiciones de desarrollo (Ac 14 de abril de 1989).

- Incumplimiento de los plazos establecidos para la remisión de la documentación por los Registros Civiles.

Ante la no remisión de la documentación para la actualización del Censo electoral a 1 de octubre de 1995, en los términos establecidos por el artículo 35 LOREG, en la nueva redacción dada al mismo por la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo, la JEC en su reunión del día de la fecha acuerda dirigirse a los Alcaldes de Ayuntamientos y a los responsables de los Registros Civiles que han incumplido tal obligación para que remitan a la OCE a la mayor urgencia la documentación correspondiente para la actualización censal e informe a la JEC de las razones del indebido retraso, adoptando las medidas necesarias para evitar su reiteración (Ac 25 de octubre de 1995, 7 de febrero de 1996 y 20 de enero de 2000).

Artículo 36. Actualización del Censo de los Residentes en el extranjero.

1. Para la actualización del censo de los electores residentes ausentes que viven en el extranjero, los Consulados tramitarán conforme al mismo procedimiento que los Ayuntamientos, en la forma prevista por las instrucciones de la Oficina del Censo Electoral, las altas y bajas de los españoles que vivan en su demarcación, así como sus cambios de domicilio producidos dentro de la misma o las solicitudes de cambio de adscripción a una nueva circunscripción. Estas últimas sólo se admitirán si existe causa suficiente y justificada para ello.

2. En el censo cerrado para cada elección no se tendrán en cuenta los cambios de adscripción de una circunscripción a otra producidos en el año anterior a la fecha de la convocatoria.

CONCORDANCIAS

- Procedimiento de revisión: artículo 35 (y concordancias).

- Inscripción de residentes-ausentes: artículo 32.3.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Véanse en artículo 34 las disposiciones sobre formación del Censo electoral y Padrón Municipal de Habitantes.

Por Real Decreto 3425/2000, de 15 de diciembre, se regula la inscripción de los españoles en los Registros de Matrícula de las Oficinas Consulares en el extranjero(BOE núm. 3, de 3 de enero de 2001).

Artículo 1. El Registro de Matrícula Consular.

1. Para el cumplimiento de sus funciones, las Oficinas Consulares y, en su caso, las Secciones Consulares de las Misiones Diplomáticas de España llevarán un Registro de Matrícula de los nacionales españoles que habiten en su respectiva demarcación consular, sean residentes habituales o se encuentren allí transitoriamente.

2. El Registro de Matrícula Consular incluirá dos categorías de inscritos: los residentes y los no residentes.

3. Tendrán la consideración de residentes los españoles que residan habitualmente en la demarcación consular y quienes trasladen allí su residencia habitual. Los inscritos como residentes causarán alta en el Padrón de españoles residentes en el extranjero (PERE) y, los mayores de edad, en el correspondiente Censo electoral de residentes ausentes (CERA).

4. Quienes se encuentren en una demarcación consular con carácter temporal, sin ánimo de fijar allí su residencia habitual, podrán inscribirse como no residentes en el Registro de Matrícula Consular, conservando su inscripción en el Padrón y en el Censo electoral del Municipio español de procedencia o en el PERE y el CERA correspondiente a la Oficina o Sección Consular donde tengan su residencia habitual.

Artículo 2.Obligación de inscribirse.

1. Los españoles que residan habitualmente en el extranjero y aquellos que trasladen allí su residencia habitual deberán inscribirse en el Registro de Matrícula de la Oficina Consular o de la Sección Consular de la Misión Diplomática que corresponda a la circunscripción donde se encuentren.

2. El padre o la madre deberán solicitar la inscripción de sus hijos menores de edad sujetos a su patria potestad si se hallan en su compañía. La misma obligación incumbe a los tutores respecto de sus pupilos.

3. El hecho de no estar inscrito en el Registro de Matrícula Consular no menoscaba, en ningún caso, el derecho a la protección consular que corresponde a todos los españoles en el extranjero.

Artículo 3.Solicitud de inscripción como residente.

1. La solicitud, según modelo que figura como anejo 1 al presente Real Decreto, deberá dirigirse al Jefe de la Oficina Consular de Carrera o al Encargado de la Sección Consular de la Misión Diplomática de la circunscripción donde resida o vaya a fijar su residencia habitual. La solicitud podrá presentarse o remitirse a la Oficina Consular Honoraria correspondiente, que la cursará a la Oficina Consular de Carrera o a la Sección Consular de la Misión Diplomática de la que dependa.

2. Los datos que figuren en la solicitud, que, en todo caso, deberán contener los mencionados en el artículo 94.1 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales, aprobado por Real Decreto 1690/1986, de 11 de julio, y modificado por Real Decreto 2612/1996, de 20 de diciembre, serán los datos que figuren en la inscripción del Registro de Matrícula Consular.

3. Junto a la solicitud, el interesado deberá acreditar documentalmente su identidad, la nacionalidad española y que reside habitualmente o ha trasladado su residencia habitual a la demarcación consular. El Jefe de la Oficina Consular Honoraria, al cursar la solicitud de inscripción, informará sobre la veracidad de dichos datos.

4. Los inscritos vendrán obligados a comunicar toda variación que experimenten sus circunstancias personales en la medida en que impliquen una modificación de los datos que deben figurar en los Registros con el carácter de obligatorios.

Artículo 4.Inscripción como residente.

1. Acreditada la identidad, la nacionalidad española y la residencia habitual del solicitante, el Jefe de la Oficina Consular de Carrera o, en su caso, el Encargado de la Sección Consular de la Misión Diplomática le dará de alta como residente en el Registro de Matrícula Consular. Dicha inscripción llevará aparejada su inscripción en el PERE y, en su caso, en el CERA de dicha Oficina Consular y su correspondiente baja en el Padrón Municipal y en el Censo electoral de residentes en España o en el PERE y el CERA de la Oficina Consular en que se hallase inscrito anteriormente.

2. La inscripción como residente se entenderá sin perjuicio del cumplimiento de los períodos de residencia y del procedimiento exigidos por la legislación española en materias específicas, entre otras, la fiscal, la aduanera y la de transacciones económicas con el exterior, que se regirán por sus propias normas.

3. La resolución denegatoria de la solicitud de inscripción, que deberá ser motivada, se notificará por escrito al interesado, informándole de los recursos legales que puede interponer.

Artículo 5.Inscripción como no residente.

1. Los españoles que se hallen en el extranjero con carácter temporal, sin ánimo de fijar allí su residencia habitual, podrán inscribirse en el Registro de Matrícula de la Oficina Consular o, en su caso, Sección Consular de la Misión Diplomática correspondiente como no residentes, cumplimentando la correspondiente solicitud, que figura como anejo 2 al presente Real Decreto.

2. Los inscritos como no residentes podrán, en cualquier momento, pasar a ser inscritos como residentes en el Registro de Matrícula Consular, si deciden fijar su residencia habitual en la demarcación consular. Bastará para ello con rellenar la solicitud que figura como anejo 1 y justificar documentalmente su residencia habitual en la circunscripción consular. Dicha inscripción llevará aparejada las mismas consecuencias que las señaladas en el artículo 4.1 del presente Real Decreto.

3. Los inscritos como no residentes en el Registro de Matrícula Consular causarán baja cuando conste que han abandonado la demarcación consular o cuando haya transcurrido un año desde su solicitud de inscripción. Si, transcurrido un año, hubieran fijado su residencia habitual en la demarcación consular, deberán solicitar su alta como residentes, con los efectos establecidos en el artículo 4.1 del presente Real Decreto, para adecuar el Registro de Matrícula, el PERE y el CERA a la realidad.

Artículo 6.Constancia documental de la inscripción en el Registro de Matrícula Consular.

1. Los datos inscritos serán almacenados en los programas informatizados de las Oficinas y Secciones Consulares y conservados, asimismo, en fichas normalizadas.

2. En el Registro de Matrícula Consular figurarán los datos de carácter obligatorio y voluntario exigidos para la inscripción en el PERE por el artículo 94 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales. Dichos datos se cederán a otras Administraciones públicas que lo soliciten, sin consentimiento previo del afectado, solamente cuando les sean necesarios para el ejercicio de sus respectivas competencias y exclusivamente para asuntos en que la residencia en el extranjero sea dato relevante. También podrán servir para elaborar estadísticas oficiales sometidas al secreto estadístico, en los términos previstos en la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública.

Fuera de estos supuestos, los datos del Padrón son confidenciales y el acceso a los mismos se regirá por lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal, y en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. Los restantes datos del Registro de Matrícula, distintos de los referidos en el apartado anterior, de carácter voluntario, son intransferibles y solo podrán usarse para la finalidad de posibilitar a las Oficinas y Secciones Consulares una asistencia consular eficaz de los españoles en el extranjero en caso de necesidad.

4. A los inscritos como residentes que dispongan de pasaporte se les estampará una diligencia de inscripción en el Registro de Matrícula, según modelo oficial, que será aprobado por el Ministerio de Asuntos Exteriores. A quienes carecieran de pasaporte, se les expedirá un certificado de inscripción, que será también normalizado.

Artículo 7. Supuestos de doble nacionalidad.

1. La inscripción en el Registro de Matrícula Consular de españoles que hubieran adquirido la nacionalidad de un país iberoamericano acogiéndose a un tratado de doble nacionalidad quedará regulada por lo que se disponga en el tratado y, en su caso, en los protocolos o acuerdos adicionales.

2. En supuestos no incluidos en el apartado anterior, los españoles que residan habitualmente en el extranjero serán inscritos en los correspondientes Registros de Matrícula Consulares, con los efectos previstos en el artículo 4.1 del presente Real Decreto, previa acreditación de su identidad, nacionalidad española y residencia habitual.

Artículo 8.Causas de pérdida de la condición de residente.

Se perderá la condición de residente por alguna de las siguientes causas:

a) Por fallecimiento.

b) Por pérdida de la nacionalidad española.

c) Por traslado de residencia a España o a otra demarcación consular.

En este último supuesto, el inscrito como residente podrá solicitar su baja como tal en el Registro de Matrícula Consular. A su llegada al nuevo lugar de residencia, deberá solicitar el alta, bien en el Padrón Municipal, bien en el Registro de Matrícula Consular, y, por consiguiente, en el PERE y el CERA de la Oficina o Sección Consular correspondiente a su nuevo domicilio.

Cuando, posteriormente, el Instituto Nacional de Estadística traslade el alta del nuevo empadronamiento a la Oficina o Sección Consular donde estaba empadronado con anterioridad, se producirá, automáticamente, la baja en su correspondiente PERE y CERA, y, asimismo, en el Registro de Matrícula Consular, si no constase todavía por no haberlo solicitado directamente el interesado.

Si constara que el inscrito como residente hubiera trasladado su residencia a España o a otra demarcación consular por más de un año, el Jefe de la Oficina Consular ó el Encargado de la Sección Consular de la Misión Diplomática procederá a darle de baja de oficio en el Registro de Matrícula Consular, en resolución motivada, que podrá ser objeto de los recursos legales procedentes y que será notificada por escrito al interesado. Dicha baja de oficio será trasladada al Instituto Nacional de Estadística, indicando el domicilio, Municipio o demarcación consular en la que reside efectivamente el interesado, si constaran, a la Oficina o Sección Consular dichos datos, a los efectos que procedan en cuanto a su inscripción en el PERE y el CERA.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Única.Derogación normativa.

Queda derogado el Real Decreto 136/1984, de 25 de enero, de inscripción de españoles en Registros de Matrícula de Consulados en el Extranjero, y cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan al presente Real Decreto.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.Modificación parcial de la composición del Consejo de Empadronamiento.

Se modifican los apartados 3 y 4 del artículo 86 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales, aprobado por el Real Decreto 1690/1986, de 11 de julio, y modificado por el Real Decreto 2612/1996, de 20 de diciembre, en los siguientes términos:

Respecto del apartado 3:

Se añade un nuevo párrafo d), con la siguiente redacción:

«d) Un representante del Ministerio de Asuntos Exteriores».

El actual párrafo d) pasa a ser párrafo e), con la siguiente redacción:

«e) Siete representantes de las entidades locales».

Respecto del apartado 4:

Se añade un nuevo párrafo d), redactado en los siguientes términos:

«d) El representante del Ministerio de Asuntos Exteriores por el titular de este Departamento».

El actual párrafo d) pasa a ser párrafo e).

Segunda.Autorización de desarrollo.

Por el Ministro de Asuntos Exteriores se dictarán las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación del presente Real Decreto.

Tercera.Entrada en vigor.

El presente Real Decreto entrará en vigor a los tres meses de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

Artículo 37. Actualización del Censo a cargo del Registro Civil y del Registro de Penados y Rebeldes.

Los encargados del Registro Civil comunicarán mensualmente a las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral cualquier circunstancia que pueda afectar a las inscripciones en el censo electoral.

CONCORDANCIAS

- Revisión del censo por Ayuntamientos: artículo 35.

- Revisión del censo por Consulados: artículo 36.

- Circunstancias civiles o penales que afectan a la inscripción en el Censo: artículo 3.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Disposición Transitoria 1.ª de la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 24 de abril de 1996, por la que se dictan normas para la actualización mensual del Censo electoral(BOE núm. 102, del 27), que refiere que conforme a la DF 7.ª del CP, a partir del 24 de mayo de 1996, el Registro Central de Penados y Rebeldes dejará de enviar a la OCE las comunicaciones de la información referida a los inhabilitados del derecho de sufragio. La normativa reguladora del Registro referido es, en su mayor parte, preconstitucional: Real Decreto de 18 de febrero de 1901 y Reales Órdenes de 30 de octubre de 1910, 9 de enero de 1914 y 13 de junio de 1929; la única norma posterior a la Constitución y sobre su estructura orgánica es el Real Decreto 340/1997, de 7 de marzo, si bien la regulación formal se encuentra en el artículo 136.4 CP.

Artículo 38. 1. Con los datos consignados en los artículos anteriores, las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral mantendrán a disposición de los interesados el censo actualizado para su consulta permanente, que podrá realizarse a través de los Ayuntamientos, Consulados o en la propia Delegación Provincial.

2. Los representantes de las candidaturas o representantes de los partidos, federaciones y coaliciones podrán impugnar el censo de las circunscripciones que hubieren registrado un incremento de residentes significativo y no justificado que haya dado lugar a la comunicación a que se refiere el artículo 30.c), dentro del plazo de cinco días siguientes al momento en que tuvieren conocimiento de la referida comunicación.

Las reclamaciones sobre los datos censales se dirigirán a las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral, que resolverán en el plazo de cinco días a contar desde la recepción de aquéllas.

Los Ayuntamientos y Consulados remitirán inmediatamente las reclamaciones que reciban a las respectivas Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral.

3. La Oficina del Censo Electoral adoptará las medidas oportunas para facilitar la tramitación por los Ayuntamientos y Consulados de las consultas y reclamaciones.

4. Los recursos contra las resoluciones en esta materia de las Delegaciones de la Oficina del Censo Electoral se tramitarán por el procedimiento preferente y sumario previsto en el número 2 del artículo 53 de la Constitución.

CONCORDANCIAS

- Revisión anual del Censo: artículos 34 a 37.

- Competencias de la Oficina del Censo Electoral: artículo 30.

- Recursos jurisdiccionales contra las decisiones de la Oficina del Censo Electoral:artículo 53.2 CE.

- Delito electoral: artículos 139.1 y 140 1 d).

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Véanse en artículo 34 las disposiciones sobre formación del Censo electoral y Padrón Municipal de Habitantes.

- Resolución de 24 de febrero de 2006, de la Oficina del Censo Electoral, sobre la repercusión de las bajas de oficio por inscripción indebida en los padrones municipales y procedimiento de control de las altas en el Censo Electoral(BOE 8 marzo).

La repercusión en el Censo Electoral de las bajas de oficio por inscripción indebida en los padrones municipales se viene realizando conforme a la instrucción cuarta de la Resolución de 12 de febrero de 2004, de la Oficina del Censo Electoral (en adelante OCE), sobre determinados aspectos de la gestión del Censo Electoral (BOE n.º 45 del día 21 de febrero de 2004), donde se decía en su punto 4.1: Las delegaciones provinciales mantendrán en el censo electoral la inscripción correspondiente, hasta que se tenga conocimiento de que se trata de una inscripción duplicada o de una defunción que no fue repercutida en el momento en que se recibió la información.

Con esta instrucción se venía a ratificar la práctica habitual de no repercutir en el Censo Electoral las bajas de oficio por inscripción indebida comunicadas por los ayuntamientos que, en su mayor parte, provenían de las renovaciones quinquenales del Padrón o de operaciones censales, cuando no se localizaba al ciudadano en su domicilio de inscripción. El número de estas bajas era considerable y no se tenía la suficiente seguridad sobre su veracidad, por lo que como medida cautelar se optaba por no repercutirlas en el Censo Electoral.

La situación actual es distinta, ya no se producen bajas masivas en los padrones municipales, sino que las bajas de oficio por inscripción indebida se vienen refiriendo a lo dispuesto en el artículo 72 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales (Real Decreto 2612/1996, de 20 de diciembre, BOE n.º 14, de 16 de enero de 1997) siendo de aplicación el procedimiento que contiene la Resolución de 9 de abril de 1997 (BOE n.º 87, del día 11, en la norma II.1, c.2), que requiere la incoación de un expediente con audiencia del interesado, con la tramitación del alta en el municipio donde resida realmente y con el informe favorable del Consejo de Empadronamiento cuando el ciudadano no esté de acuerdo con la baja o no figure empadronado en ningún otro municipio. Por ello, las bajas de oficio por inclusión indebida así tramitadas serán repercutidas en el Censo Electoral.

Por otra parte para llevar un mejor control de las altas en el Censo Electoral y en especial en los municipios en los cuales pueden tener una mayor trascendencia en los resultados de los procesos electorales municipales, se establece un procedimiento para confirmar con los ayuntamientos que se corresponden con la residencia habitual de los electores.

Además, la experiencia de lo acontecido en las elecciones municipales de 1999 y de 2003, en las que se produjeron numerosos casos de empadronamientos sospechosos de no corresponder a situaciones reales de residencia habitual de los vecinos, aconseja establecer un sistema de difusión y un procedimiento de reclamaciones a las cifras de electores después de cada actualización mensual.

Por ello, resuelvo dictar las siguientes instrucciones:

Primera.Bajas de oficio por inclusión indebida.

1.1. Las delegaciones provinciales de la OCE repercutirán en el Censo Electoral las bajas de oficio por inclusión indebida tramitadas por los ayuntamientos conforme a la normativa de Régimen Local [Resolución de 9 de abril de 1997 (BOE n.º 87, del día 11), en la norma II.1, c.2)], aun cuando no se haya producido el alta en otro municipio. La OCE notificará a los electores afectados que se han hecho efectivas las bajas de sus inscripciones en el Censo Electoral, informándoles de su obligación de inscribirse en el padrón del municipio y en el domicilio en el que residan habitualmente, y para poder realizar la correspondiente inscripción de oficio en el Censo Electoral en ese domicilio.

Segunda.Control de altas.

2.1. Las cifras de electores por municipios, y por entidades locales menores en su caso se publicarán en internet a través de la página www.ine.es mensualmente. A los municipios que tengan variaciones especialmente significativas a juicio de la OCE y con carácter general para los que tengan hasta 2.000 electores, la delegación provincial de la OCE les enviará las cifras de sus electores para su difusión en el tablón de anuncios del ayuntamiento.

2.2. Contra las cifras de electores publicadas se podrán presentar reclamaciones en la delegación provincial de la OCE, que deberán estar motivadas y estarán referidas únicamente a las cifras de electores publicadas, y no a inscripciones individuales de electores.

2.3. En los supuestos contemplados en los apartados 2.1 y 2.2 de esta instrucción, la delegación provincial de la OCE podrá requerir del ayuntamiento que certifique que se han realizado todas las comprobaciones necesarias para verificar que los electores inscritos en el Censo Electoral del municipio por haber sido altas en su Padrón en el mes considerado, residen realmente en el municipio y en el domicilio donde figuran empadronados, sin que sea suficiente con la mera aportación de las hojas de empadronamiento, certificación que será enviada a la delegación provincial de la OCE en el plazo de 10 días.

2.4. El ayuntamiento notificará a las personas dadas de alta en el mes considerado la obligación de inscribirse en el Padrón del municipio en el que resida habitualmente, advirtiéndole que la falsedad puede ser considerada como infracción electoral y sancionada con multa de 30,01 euros a 601,01 euros, conforme a lo dispuesto en el artículo 153.1 de la LOREG. Las personas afectadas por la reclamación deberán declarar por escrito al ayuntamiento cual es el municipio de su residencia habitual así como su domicilio en el mismo.

2.5. Si el ayuntamiento comprueba que algunas de las personas dadas de alta no residen en el municipio o no responden al requerimiento, deberá iniciar de inmediato un expediente de baja de oficio por inclusión indebida.

2.6. En el caso que el ayuntamiento no responda al requerimiento de la delegación provincial de la OCE en un plazo de 15 días, ésta reclamará la certificación exigida, y si transcurridos otros 15 días continúa sin remitirla, se pondrá en conocimiento de la Junta Electoral Central.

Tercera.Entrada en vigor.

La presente Resolución entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del Estado.

- En desarrollo del artículo 53.2 CE se ha regulado la garantía jurisdiccional en el artículo 249.2.º de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, derogando los artículos 11 a 15 de la Ley 62/1978, de 28 de diciembre. El artículo 249.2.º LEC dispone que: «Se decidirán también en el juicio ordinario las demandas cuya cuantía exceda de 3.000 euros y aquéllas cuyo interés económico resulte imposible de calcular, ni siquiera de modo relativo».

- Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-administrativa: Artículos 114 a 122:

Artículo 114. 1. El procedimiento de amparo judicial de las libertades y derechos, previsto en el artículo 53.2 de la Constitución Española, se regirá, en el orden contencioso-administrativo, por lo dispuesto en este capítulo y, en lo no previsto en él, por las normas generales de la presente Ley.

2. Podrán hacerse valer en este proceso las pretensiones a que se refieren los artículos 31 y 32, siempre que tengan como finalidad la de restablecer o preservar los derechos o libertades por razón de los cuales el recurso hubiere sido formulado.

3. A todos los efectos, la tramitación de estos recursos tendrán carácter preferente.

Artículo 115. 1. El plazo para interponer este recurso será de diez días, que se computarán, según los casos, desde el día siguiente al de notificación del acto, publicación de la disposición impugnada, requerimiento para el cese de la vía de hecho, o transcurso del plazo fijado para la resolución, sin más trámites. Cuando la lesión del derecho fundamental tuviera su origen en la inactividad administrativa, o se hubiera interpuesto potestativamente un recurso administrativo, o, tratándose de una actuación en vía de hecho, no se hubiera formulado requerimiento, el plazo de diez días se iniciará transcurridos veinte días desde la reclamación, la presentación del recurso o el inicio de la actuación administrativa en vía de hecho, respectivamente.

2. En el escrito de interposición se expresará con precisión y claridad el derecho o derechos cuya tutela se pretende y, de manera concisa, los argumentos sustanciales que den fundamento al recurso.

Artículo 116. 1. En el mismo día de la presentación del recurso o en el siguiente se requerirá con carácter urgente al órgano administrativo correspondiente, acompañando copia del escrito de interposición, para que en el plazo máximo de cinco días, a contar desde la recepción del requerimiento, remita el expediente acompañado de los informes y datos que estime procedentes, con apercibimiento de cuanto se establece en el artículo 48.

2. Al remitir el expediente, el órgano administrativo lo comunicará a todos los que aparezcan como interesados en el mismo, acompañando copia del escrito de interposición y emplazándoles para que puedan comparecer como demandados ante el Juzgado o Sala en el plazo de cinco días.

3. La Administración, con el envío del expediente, y los demás demandados, al comparecer, podrán solicitar razonadamente la inadmisión del recurso y la celebración de la comparecencia a que se refiere el artículo 117.2.

4. La falta de envío del expediente administrativo dentro del plazo previsto en el apartado anterior no suspenderá el curso de los autos.

5. Cuando el expediente administrativo se recibiese en el Juzgado o Sala una vez transcurrido el plazo establecido en el apartado 1 de este artículo, se pondrá de manifiesto a las partes por plazo de cuarenta y ocho horas, en el que podrán hacer alegaciones, y sin alteración del curso del procedimiento.

Artículo 117. 1. Recibido el expediente o transcurrido el plazo para su remisión y, en su caso, el del emplazamiento a los demás interesados, el órgano jurisdiccional, dentro del siguiente día, dictará auto mandando seguir las actuaciones o comunicará a las partes el motivo en que pudiera fundarse la inadmisión del procedimiento.

2. En el supuesto de posibles motivos de inadmisión del procedimiento se convocará a las partes y al Ministerio Fiscal a una comparecencia, que habrá de tener lugar antes de transcurrir cinco días, en la que se les oirá sobre la procedencia de dar al recurso la tramitación prevista en este capítulo.

3. En el siguiente día, el órgano jurisdiccional dictará auto mandando proseguir las actuaciones por este trámite o acordando su inadmisión por inadecuación del procedimiento.

Artículo 118. Acordada la prosecución del procedimiento especial de este capítulo, se pondrán de manifiesto al recurrente el expediente y demás actuaciones para que en el plazo improrrogable de ocho días pueda formalizar la demanda y acompañar los documentos.

Artículo 119. Formalizada la demanda, se dará traslado de la misma al Ministerio Fiscal y a las partes demandadas para que, a la vista del expediente, presenten sus alegaciones en el plazo común e improrrogable de ocho días y acompañen los documentos que estimen oportunos.

Artículo 120. Evacuado el trámite de alegaciones o transcurrido el plazo para efectuarlas, el órgano jurisdiccional decidirá en el siguiente día sobre el recibimiento a prueba, con arreglo a las normas generales establecidas en la presente Ley, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 57. El período probatorio no será en ningún caso superior a veinte días comunes para su proposición y práctica.

Artículo 121. 1. Conclusas las actuaciones, el órgano jurisdiccional dictará sentencia en el plazo de cinco días.

2. La sentencia estimará el recurso cuando la disposición, la actuación o el acto incurran en cualquier infracción del ordenamiento jurídico, incluso la desviación de poder, y como consecuencia de la misma vulneren un derecho de los susceptibles de amparo.

3. Contra las sentencias de los Juzgados de lo Contencioso-administrativo procederá siempre la apelación en un solo efecto.

Artículo 122. 1. En el caso de prohibición o de propuesta de modificación de reuniones previstas en la Ley Orgánica Reguladora del Derecho de Reunión que no sean aceptadas por los promotores, éstos podrán interponer recurso contencioso-administrativo ante el Tribunal competente. El recurso se interpondrá dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes a la notificación de la prohibición o modificación, trasladándose por los promotores copia debidamente registrada del escrito del recurso a la autoridad gubernativa, con el objeto de que ésta remita inmediatamente el expediente.

2. El Tribunal, en el plazo improrrogable de cuatro días, y poniendo de manifiesto el expediente si se hubiera recibido, convocará al representante legal de la Administración, al Ministerio Fiscal y a los recurrentes o a la persona que éstos designen como representante a una audiencia en la que, de manera contradictoria, oirá a todos los personados y resolverá sin ulterior recurso.

3. La decisión que se adopte únicamente podrá mantener o revocar la prohibición o las modificaciones propuestas.

DOCTRINA DE LA JEC

- Exposición de las listas en período electoral.

La exposición de las listas del Censo electoral ha de producirse durante la totalidad de los días previstos al efecto, debiendo arbitrar el Ayuntamiento los medios necesarios para la custodia de las mismas (Ac 27 de abril de 1999).

En el supuesto de que por razones de fuerza mayor no puedan cumplirse las fechas previstas para la exposición de las listas censales, pueden modificarse las mismas, siempre respetando el número de días inicialmente previsto para la exposición y plazo de reclamación (Ac 28 de abril de 1977, 1 de marzo de 1982, 17 de enero de 1983, 9 de diciembre de 1985, 30 de enero y 3 de abril de 1987). Es decir, la exposición de listas y el plazo de reclamación o prolongación por tantos días como se haya retrasado el comienzo de la exposición. Por otra parte es a la Oficina del Censo Electoral y no a la JE correspondiente a la que corresponde ordenar la exposición de las listas electorales (Ac 5 de julio de 1989).

De acuerdo con la redacción dada al artículo 38 por la Ley Orgánica 3/1995, de 23 de marzo, que entró en vigor el mismo día de su publicación en el BOE, no ha de procederse a la exposición anual de las listas electorales pues tal exposición procede exclusivamente con ocasión de cada período electoral conforme establece el artículo 39.2 LOREG (Ac 17 de mayo de 1995).

- Entrada en vigor de las listas electorales.

En todo caso no puede alterarse la fecha del 1 de agosto para la entrada en vigor de las listas electorales (Ac de 30 de enero de 1987).

- Reclamaciones.

Al resolver las reclamaciones, los órganos competentes no han de atenerse exclusivamente al solo hecho de que los reclamantes no figuren en el Padrón, puesto que la inscripción en el Padrón no es condición imprescindible para figurar en el Censo electoral, si se acredita por cualquier medio admisible en derecho la residencia efectiva en el Municipio en cuyo Censo electoral se pretende la inscripción (Ac 17 de enero de 1983).

De las reclamaciones estimadas por la competente Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral en la rectificación del CERA en el período electoral de las elecciones autonómicas, locales y de Diputados al Parlamento Europeo de 1999, el 99 por 100 de ellas eran altas por omisión en las que, en último extremo, conforme a la orden de 24 de abril de 1996, el Municipio de inscripción lo determina el elector; otra de las modificaciones no afectaba al Municipio de inscripción, que ya con anterioridad era el mismo, sino al lugar de residencia del elector que pasaba a ser Londres; y, en el último caso, se trataba de reclamación formulada el 17 de abril de 1999, con anterioridad por tanto a la publicación de la convocatoria de las elecciones (20.4.99) y sin que le afectara, por consiguiente, la prohibición de admitir cambios en el Municipio de inscripción una vez convocadas las elecciones, prohibición que establece el párrafo 3 de la norma tercera de la Orden de 24 de abril de 1996 citada (Ac 19 de junio de 2002).

- Listas provisionales.

Las listas provisionales tienen jurídicamente el carácter de definitivas respecto de las inscripciones en el censo que no hayan sido objeto de reclamación o recurso (Ac 20 de abril de 1982).

- Denuncias de empadronamientos masivos.

1.ª. Trasladar al Ayuntamiento el informe de la Oficina del Censo Electoral, emitido a requerimiento de esta Junta Electoral Central, en el que se exponen las pautas a seguir para controlar los empadronamientos masivos. 2.ª. Trasladar que el alta en el Padrón se produce por un acto administrativo que resuelve una solicitud del interesado, y que el artículo 59.2 del Reglamento de Población y Demarcación Territorial de las Entidades Locales determinan que el Ayuntamiento podrá comprobar la veracidad de los datos consignados por los vecinos. En el caso de empadronamiento por silencio positivo (artículo 43 de la Ley 30/1992) el Ayuntamiento puede proceder a iniciar el expediente de baja de oficio por inscripción indebida, de acuerdo con el artículo 72 del citado Reglamento de Población (Ac de 22 de marzo de 2007).

- Criterios de resolución sobre reclamaciones y consultas a los datos de inscripción y otros aspectos de gestión del Censo Electoral

1.- La Junta emite su parecer favorable al criterio propuesto por la Oficina del Censo Electoral en el sentido de que en el censo electoral vigente de un mes se acepten los cambios debidos a reclamaciones por inscripciones en los Registros de origen previos al día primero del mes anterior. 2.- En relación a la propuesta sobre las reclamaciones formuladas por los electores en tiempo y forma pero que son recibidas por la Oficina del Censo Electoral fuera de los plazos previstos, la Junta acuerda instar a la Oficina del Censo Electoral a que proceda a adaptar la normativa vigente para que puedan ser tenidas en cuenta las reclamaciones que los electores formulen en tiempo y forma, aunque, por motivos ajenos al propio elector, sean recibidas por la Oficina del Censo Electoral con posterioridad a la finalización del plazo, puesto que las exigencias técnicas de confección del Censo Electoral no deben perjudicar los legítimos derechos de aquellos electores que han actuado conforme a la legalidad vigente (Ac de 19 de junio de 2008).

JURISPRUDENCIA

- Procedimiento en los recursos contra las decisiones de la Oficina del Censo Electoral(artículo 38.5).

«Resulta perfectamente congruente con la protección especial que la CE dispensa al derecho fundamental proclamado en su artículo 23.1, que el artículo 38.4 LO 5/1985 de 19 de junio (Régimen Electoral General) disponga la aplicación del procedimiento preferente y sumario previsto en el artículo 53.2 CE a los recursos jurisdiccionales que se deduzcan frente a las decisiones de la Oficina del Censo Electoral, fuera del período electoral, en materia de listas, y que quepa también, por la vía configurada en el artículo 43 LOTC, recurso de amparo frente a una exclusión indebida en las mencionadas listas, del mismo modo que respecto al sufragio pasivo aparece expresamente previsto en el artículo 49 de aquella Ley Orgánica» (STC 154/1988, de 21 de julio).

- Las irregularidades en el Censo electoral desbordan el objeto del proceso contencioso-electoral (SSTC 148/1999 y 149/1999).

Las SSTC 148/1999 y 149/1999, ambas fechadas el 4 de agosto de 1999 se refieren a dos casos análogos producidos en las elecciones municipales celebradas en junio de 1999 en los Municipios de Valdeconcha (Guadalajara) y Fontanilles (Girona). En ambos, durante el procedimiento de revisión del censo en período electoral se produjeron masivos «empadronamientos de conveniencia» (se duplicó la población que, además, indicaba como domicilio el del Alcalde o el de algún pariente). La irregularidad fue denunciada durante el escrutinio general y posteriormente en los correspondientes recursos contencioso-electorales ante los Tribunales Superiores de Justicia de Castilla-La Mancha (Sentencia de 16 de julio de 1999, rec. 487/1999) y de Cataluña (Sentencia 744/1999, de 19 de julio), que adoptaron el mismo fallo: declarar la nulidad de la elección por las citadas irregularidades.

Las referidas SSTC anularon las resoluciones judiciales con la siguiente motivación: el TC suscribe las críticas a las irregularidades producidas en el censo, pero disiente de sus consecuencias. El Tribunal Constitucional comparte los razonamientos de las Sentencias recurridas respecto de la inviabilidad de los dos cauces teóricos para que un partido político pueda impugnar la formación del Censo electoral. De una parte el artículo 39.3 LOREG no deja dudas de que los únicos legitimados para plantear las reclamaciones previstas en dicho artículo (es decir las referidas a la rectificación del censo en período electoral) son las personas naturales directamente afectadas en sus propias situaciones censales. De otra, el procedimiento previsto en el artículo 38 LOREG, cauce al que podría tener acceso un partido político como interesado, no parece viable una vez iniciado el procedimiento electoral, pues el recurso planteado siempre se resolvería con posterioridad a la celebración de las elecciones. De lo razonado el Tribunal Constitucional entiende que «no existe en la LOREG un cauce legal idóneo para que los partidos, federaciones o coaliciones electorales puedan impugnar en el curso del procedimiento electoral, y con eficacia en él, las posibles irregularidades producidas por rectificación del censo inicial, con arreglo al que deban celebrarse las elecciones». «El único medio de reacción contra esas irregularidades, en su caso, dado lo dispuesto en el artículo 141.1.d) LOREG es la acción penal por delito, aunque por ella no pueda producirse la rectificación eficaz de las irregularidades producidas».

La aseveración anterior no puede llevar, sin embargo, como hacen las Sentencias recurridas, a incluir esta cuestión dentro de las irregularidades que pueden dar lugar a la declaración de invalidez de una elección en el marco de un proceso contencioso-electoral. Es en este punto donde el Tribunal Constitucional se separa de las Sentencias recurridas por entender que esa laguna legal «no puede justificar que se distorsionen los límites legales de los procedimientos impugnatorios». El proceso contencioso-electoral, en opinión del TC, debe ceñirse a las hipotéticas irregularidades invalidantes producidas en el procedimiento electoral, sin que puedan incluirse en ellas las relativas a la formación o rectificación del Censo electoral, que tienen unos cauces legales específicos de control. Cabría la anulación de la elección si hubieran participado en ella electores no incluidos en las listas; pero no se puede ir más allá, como hizo la Sentencia impugnada, e intentar por esta vía el control de la corrección en la elaboración del Censo electoral, que tiene unos medios singulares en la Ley Electoral. El TC estima que lo contrario implicaría en primer lugar una invasión de la competencia atribuida al Juzgado de lo Contencioso-Administrativo, en el caso del procedimiento previsto en el artículo 38.5 LOREG, o bien una invasión de jurisdicción, en el caso de la competencia que el artículo 40 LOREG atribuye al Juzgado de lo Civil, si se trata del procedimiento de rectificación regulado en el artículo anterior. Pero además entiende el TC que la exclusión de los referidos electores supondría una privación de su derecho de voto a la que en ningún caso podría llegarse en un proceso en el que no hubieran sido parte, como ocurrió en el contencioso-electoral del que el amparo traía causa.

Por los méritos indicados, el TC otorgó el amparo, anuló las Sentencias del TSJ y restableció en su derecho a los recurrentes (SSTC 148/1999 y 149/1999 cit.).

Conforme a dicho criterio, se desestiman los recursos contencioso-electorales correspondientes en las SSTS, Sala C-A, siguientes: Castilla y León, de 19 de junio de 2003 (LA LEY JURIS 1432579 y 1432570/2003); Aragón, de 20 de junio de 2003 (LA LEY JURIS 1570165/2003); Galicia, de 25 junio de 2003 (LA LEY JURIS 1563385/2003), Andalucía, de 2 de julio de 2003 (LA LEY JURIS 1496201/2003); y Comunidad Valenciana, de 25 de junio de 2007 (LA LEY JURIS 2579270/2007).

En concreto, en la última de las citadas, la STSJ de la Comunidad Valenciana, de 25 de junio de 2007, se dice que los actos relativos a la formación del censo electoral se atribuyen por la Ley a una Administración distinta de la Administración electoral, y su revisión jurisdiccional a órganos jurisdiccionales distintos de los competentes para el conocimiento de los recursos contra los actos de las Juntas Electorales. La conclusión lógica y sistemáticamente aceptable a la hora de definir el objeto posible del proceso contencioso electoral en relación con los motivos impugnatorios, es la de que los vicios, en su caso, relativos a una Administración (la Oficina del Censo Electoral), no pueden ser tenidos en cuenta para impugnar los actos de otra (las Juntas Electorales), las cuales constituyen el objeto único de dicho proceso.

Por otra parte, si la competencia jurisdiccional sobre los procesos referidos a las irregularidades en el censo electoral está conferida, bien a la jurisdicción contencioso-administrativa por el cauce del proceso especial de tutela de los derechos fundamentales, y dentro de ella al Juzgado de lo Contencioso-Administrativo (artículo 38.5 LOREG y 8.3 LJCA), bien al Juzgado de lo Civil (artículo 40 LOREG), resulta indudable que la decisión de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia, pronunciándose sobre quiénes puedan estar incluidos en el censo, con base en el que deban celebrarse las elecciones, supone una invasión de la competencia (caso de la del Juzgado de lo Contencioso) o incluso de la jurisdicción (caso de la del Juez de Primera Instancia) de otros órganos jurisdiccionales.

Y todo ello, aparte de que la decisión sobre la exclusión de la elección de determinados electores supone de hecho una privación en concreto de su derecho de voto, a la que en ningún caso podría llegarse en un proceso, en el que no hubiera sido parte, como ha ocurrido en el contencioso-electoral del que el actual recurso de amparo trae causa.

SECCIÓN III

Rectificación del Censo en período electoral

Artículo 39. Rectificación del Censo en período electoral.

1. Para cada elección el Censo Electoral vigente será el cerrado el día primero del segundo mes anterior a la convocatoria.

2. Los ayuntamientos y consulados estarán obligados a mantener un servicio de consulta de las listas electorales vigentes de sus respectivos municipios y demarcaciones durante el plazo de ocho días, a partir del sexto día posterior a la convocatoria de elecciones.

La consulta podrá realizarse por medios informáticos, previa identificación del interesado, o mediante la exposición al público de las listas electorales, si no se cuenta con medios informáticos suficientes para ello.

3. Dentro del plazo anterior, cualquier persona podrá formular reclamación dirigida a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral sobre sus datos censales, si bien sólo podrán ser tenidas en cuenta las que se refieran a la rectificación de errores en los datos personales, a los cambios de domicilio dentro de una misma circunscripción o a la no inclusión del reclamante en ninguna Sección del Censo de la circunscripción pese a tener derecho a ello. No serán tenidas en cuenta para la elección convocada las que reflejen un cambio de residencia de una circunscripción a otra, realizado con posterioridad a la fecha de cierre del censo para cada elección, debiendo ejercer su derecho en la sección correspondiente a su domicilio anterior.

4. También en el mismo plazo los representantes de las candidaturas podrán impugnar el censo de las circunscripciones que en los seis meses anteriores hayan registrado un incremento de residentes significativo y no justificado que haya dado lugar a la comunicación a que se refiere el artículo 30.c).

5. Las reclamaciones podrán presentarse directamente en las delegaciones provinciales de la Oficina del Censo Electoral correspondiente o a través de los ayuntamientos o consulados, quienes las remitirán inmediatamente a las respectivas Delegaciones.

6. La Delegación Provincial de la Oficina del censo electoral, en un plazo de tres días, resolverá las reclamaciones presentadas y ordenará las rectificaciones pertinentes, que habrán de ser expuestas al público el décimo séptimo día posterior a la convocatoria. Asimismo se notificará la resolución adoptada a cada uno de los reclamantes y a los Ayuntamientos y Consulados correspondientes.

7. La Oficina del Censo Electoral remitirá a todos los electores una tarjeta censal con los datos actualizados de su inscripción en el censo electoral y de la Sección y Mesa en la que le corresponde votar, y comunicará igualmente a los electores afectados las modificaciones de Secciones, locales o Mesas, a que se refiere el artículo 24 de la presente Ley Orgánica.

CONCORDANCIAS

- Formación de las listas electorales vigentes: artículos 34 a 38.

- Plazos: artículo 119.

- Circunstancias que afectan al derecho de sufragio de los inscritos: artículo 3.

- Recursos jurisdiccionales contra las resoluciones de la Oficina del Censo electoral: artículo 40.

- Delito electoral: artículos 139.1 y 140.1 d).

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 21 de marzo de 1991, por la que se regula el proceso de reclamación administrativa en período electoral(BOE núm. 72, del 25).

Primero. De acuerdo con la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, entre los días sexto y decimotercero posteriores a la convocatoria de un proceso electoral, cualquier persona puede presentar reclamación administrativa dirigida a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral sobre su inclusión o exclusión en el censo.

Segundo. Las reclamaciones habrán de ser presentadas por el interesado en el Ayuntamiento sobre cuyas listas se produce la reclamación o bien en la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral correspondiente.

Tercero. Las reclamaciones formuladas en los Ayuntamientos se cumplimentarán según el modelo que figura en el anexo I de esta Orden, siendo necesaria la presentación por el interesado del documento nacional de identidad, pasaporte o permiso de conducir, adjuntándose fotocopia de dicho documento.

El Ayuntamiento, una vez cumplimentada la diligencia que figura en la parte inferior del impreso por la que se certifica sobre la residencia del reclamante, deberá remitir el impreso, de forma inmediata, a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral. En cualquier caso, las reclamaciones deberán tener entrada en dicha Delegación antes de las doce horas del día decimocuarto posterior a la convocatoria del proceso electoral.

Cuarto. Las reclamaciones presentadas directamente en las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral se formularán según el modelo que figura en el anexo II, siendo necesaria también la presentación del documento nacional de identidad, pasaporte o permiso de conducir, adjuntando fotocopia del documento aportado además de certificación de empadronamiento en el Ayuntamiento sobre cuyas listas electorales se presenta la reclamación.

Quinto. Las resoluciones de la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral habrán de ser expuestas al público el decimoséptimo día posterior a la convocatoria. Asimismo dicha Delegación notificará la resolución adoptada a cada uno de los reclamantes y a los Ayuntamientos correspondientes.

Sexto. Contra dichas resoluciones puede interponerse el recurso a que hace referencia el artículo 40 de la Ley Orgánica 5/1985 citada.

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Queda derogada la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 6 de septiembre de 1985 por la que se regula el proceso de reclamación administrativa en período electoral sobre inclusión o exclusión en el Censo electoral.

Segunda. Esta Orden entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

- Orden del Ministerio de Economía y Hacienda de 15 de abril de 1994, por la que se regula el proceso de reclamación administrativa en período electoral para las elecciones al PE (BOE del 21).

Primero. En las elecciones al Parlamento Europeo se utilizarán los modelos de reclamación en período electoral que figuran en los anexos I y II de esta Orden según se presenten, respectivamente, en los ayuntamientos o en las Delegaciones Provinciales de la Oficina del Censo Electoral.

Segundo. Los ciudadanos de la Unión Europea, residentes en España, que no tengan la nacionalidad española, deberán presentar junto al escrito de reclamación fotocopia de la tarjeta de residencia. Además, aquellos que presenten reclamación contra su exclusión del censo deberán adjuntar a la misma una declaración formal, según modelo del anexo III, en la que conste a) Su nacionalidad y domicilio en España. b) Los datos de su inscripción en el censo electoral en que haya estado inscrito en último lugar en el Estado miembro de origen, cuando proceda. c) El compromiso de ejercer su derecho de voto únicamente en España. d) La manifestación de no estar privado del derecho de voto en su Estado de origen, según dispone el artículo 3 del Real Decreto 2118/1993, de 3 de diciembre, por el que se dispone la ampliación del censo electoral a los extranjeros nacionales de estados miembros de la Unión Europea residentes en España.

DISPOSICIONES FINALES

Disposición final primera

En lo no dispuesto en la presente Orden se estará a lo regulado en la Orden de 21 de marzo de 1991, por la que se regula el proceso de reclamación administrativa en período electoral.

Disposición final segunda

Esta Orden entrará en vigor al día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

DOCTRINA DE LA JEC

- Exposición de las listas en período electoral.

Conforme al artículo 39.1 en relación con la Orden de 21 de marzo de 1991, por exposición pública de las listas ha de entenderse la organizada de modo accesible a todos los ciudadanos sin restricciones y sin necesidad de previa identificación personal para comprobar la información que figura en las listas del censo (Ac 17 de abril de 1995). Véase Ac 17 de mayo de 1995 en artículo 38: Las listas electorales se exponen al público para su consulta por los interesados a los efectos de la presentación de reclamaciones. En virtud de lo establecido en el artículo 41 de la LOREG, está prohibida la información particularizada de los datos personales contenidos en el Censo electoral, no estando permitida la recopilación de los datos existentes en las mismas por cualquier medio, sea manual, fotográfico, informático o de cualquier otra naturaleza, bajo las responsabilidades legalmente procedentes (Ac 2 de octubre de 1995).

El sistema diseñado por la LOREG para que los electores se informen sobre su inclusión en las listas es la exposición de las mismas (Ac 31 de enero de 2000). Habiendo estado expuestas las listas del censo en las dependencias interiores del Ayuntamiento y accesibles para todos los ciudadanos sin restricciones, el Ayuntamiento ha cumplido con la obligación que le impone el artículo 39.2 LOREG (Ac 8 de febrero de 2000).

La Ley Electoral establece la obligación para los Ayuntamientos de exponer al público durante un plazo de 8 días a partir del sexto posterior a la convocatoria de las elecciones las listas electorales vigentes del respectivo Municipio, y en un plazo de 8 días cualquier persona podrá formular reclamación dirigida a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral. Resueltas las reclamaciones presentadas y ordenadas las rectificaciones pertinentes, dichas rectificaciones habrán, asimismo, de ser expuestas al público el decimoséptimo día posterior a la convocatoria. Según se deduce de la documentación que obra en el expediente del recurso, se hicieron algunas reclamaciones por el cauce descrito en el párrafo que antecede, no obstante lo cual en las listas definitivas del Censo electoral aparecieron 137 vecinos del Municipio de V., de los cuales 69 eran «nuevos». Agotado el cauce de reclamaciones que prevé el artículo 39 de la LOREG, no cabe más solución que acudir al previsto en el artículo siguiente, el artículo 40, que prevé la interposición de recurso ante el Juez de Primera Instancia, que habrá de dictar Sentencia en un plazo de 5 días. Dado que no consta en el expediente que se haya acudido a esta vía, y habiendo transcurrido los plazos previstos al efecto por la LOREG, no cabe admitir la pretensión del recurrente de solventar las irregularidades habidas en el censo del Municipio de V. a través del recurso previsto en el artículo 108 de la LOREG, un recurso previsto para una finalidad distinta, cual es, resolver reclamaciones atinentes al escrutinio provisional realizado por las Mesas y general realizado por las Juntas Electorales de Zona. En consecuencia, procede desestimar el recurso presentado (Ac 23 de junio de 1996).

La pretensión anulatoria articulada en el recurso se basa en la inclusión supuestamente indebida en el Censo electoral de R. de 69 personas en virtud de reclamaciones formuladas en el plazo de exposición y rectificación del censo en período electoral, constando haberse interpuesto contra dicha inclusión la reclamación prevista en el artículo 39 de la LOREG y el recurso jurisdiccional contemplado en el artículo 40 de la misma, recurso desestimado por Sentencia de 19 de mayo de 1999, por todo lo cual, con independencia de lo que se resuelva en las actuaciones penales que en este momento se instruyen mediante diligencias previas 216 de 1999, del Juzgado de Instrucción, no cabe a esta Junta Electoral adoptar resolución ninguna contraria a lo resuelto por el Juzgado de Primera Instancia en su referida Sentencia (Ac 24 de junio de 1999).

- Censo a utilizar en la elección.

El Censo electoral a utilizar en la elección será el que resulte de la rectificación en período electoral que se realice en los términos previstos en el artículo 39 LOREG, a partir del censo cerrado el día primero del mes anterior al de la convocatoria (Ac 15 de marzo y 27 de abril de 1999). En concreto, en relación con las elecciones de 13 de junio de 1999, es el censo cerrado a 1 de marzo, con las rectificaciones que deriven de las reclamaciones sobre dichos datos censales ejercitadas conforme al artículo 39.3 LOREG (Ac 10 de junio de 1999).

- Órgano ante el que efectuar las reclamaciones.

Las reclamaciones sobre los datos censales pueden formularse ante la correspondiente Delegación Provincial de la OCE en el plazo previsto en el artículo 39 LOREG (Ac 10 de junio de 1999).

- Errores materiales.

Si la omisión de electores de una determinada Sección se debe a un puro error material, debe rectificarse el mismo de oficio, de conformidad con el artículo 11 LPA (Ac 29 de mayo de 1987).

- Procedencia de nueva exposición en el supuesto de anulación de la elección.

En el supuesto de anulación de la elección celebrada y nueva convocatoria ha de procederse a la rectificación del censo en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 39 LOREG (Ac 25 de septiembre de 1987).

- Reclamaciones por cambio de domicilio.

Deberán aceptarse en el proceso de rectificación las reclamaciones por cambio de residencia efectivamente efectuado, distinto del que figura en el Censo vigente para las elecciones, dado que estas reclamaciones afectan al contenido esencial del derecho de sufragio activo (Ac 17 de abril de 1991). La fecha a partir de la cual no serían admisibles las reclamaciones por cambio de domicilio sería la de la publicación del Decreto de convocatoria de las elecciones (Ac 29 de marzo, 7 y 28 de abril de 1995 y 27 de abril de 1999). Quienes no efectuaran la reclamación dentro del plazo fijado habrán de ejercer el derecho de sufragio en el anterior domicilio «no cabiendo en tal supuesto la expedición de certificación censal específica» (Ac 24 de mayo de 1995).

- Reclamaciones sobre omisión en el Censo de determinados ciudadanos que cumplen dieciocho años antes del día de la elección y que nunca han figurado en el Censo, formuladas fuera de plazo.

Al no haber reclamado dentro del plazo la inclusión en el censo, no cabe ahora incluir a los ciudadanos afectados por la omisión ni expedirles certificación censal específica (Ac 21 de mayo de 1991). Las JE no son competentes para entender de una reclamación sobre inclusión o exclusión en el Censo, que debió formularse, en tiempo, ante la OCE y, posteriormente, en su caso, ante el Juez de Primera Instancia, de acuerdo con lo previsto en los artículos 39 y 40 LOREG (Ac 5 de junio de 1991).

- Teléfono de información al elector.

La JEC interesa a la OCE que dé la máxima difusión publicitaria al teléfono de información al elector en orden a facilitar el ejercicio del derecho de sufragio (Ac 7 de abril de 1995, entre otros).

JURISPRUDENCIA

- Incorporación al censo de las reclamaciones estimadas.

Si bien como previene el artículo 39.1 LOREG para cada elección el censo electoral vigente será el cerrado el día primero del mes anterior al de la fecha de la convocatoria, ello no excluye la inclusión de los que presenten reclamaciones en el período establecido al respecto y que está previsto en el propio artículo 39 y que podrán ejercer el derecho al voto (STSJ, Sala C-A, Castilla y León, de 19 de junio de 2003, LA LEY JURIS 1432579/2003).

- Las irregularidades del censo desbordan el objeto del proceso contencioso-electoral.

Vid. artículo 38.

Artículo 40. 1. Contra las resoluciones de la Oficina del Censo Electoral puede interponerse recurso ante el Juez de lo Contencioso-Administrativo en un plazo de cinco días a partir de su notificación

2. La Sentencia, que habrá de dictarse en el plazo de cinco días, se notifica al interesado, al Ayuntamiento, al Consulado y a la Delegación Provincial de la Oficina del Censo Electoral. Esta Sentencia agota la vía judicial.

CONCORDANCIAS

- Recurso administrativo previo: artículo 39.3 y 4.

- Plazos: artículo 119.

- Procedimiento judicial aplicable: artículo 38.3 y 4.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Artículo 249.2.º de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, que se reproduce en el artículo 38.

DOCTRINA DE LA JEC

- Forma de emisión del voto de electores cuyo derecho ha sido reconocido en virtud de Sentencia.

El presidente de una Mesa electoral puede admitir el voto de una persona no inscrita en las listas del censo que acredite mediante Sentencia dictada de conformidad con lo dispuesto en el artículo 40 LOREG el derecho a ejercer el sufragio activo siempre que al mismo tiempo acredite su domicilio a efectos de poder votar en la mesa correspondiente (Ac 3 de noviembre de 1989). Véase asimismo artículo 85.

- Recurso de alzada contra resolución de determinada Junta Electoral Provincial sobre inclusión en el Censo electoral.

Se desestimó el recurso, por cuanto el recurrente formuló en su momento, dentro del período de rectificación previsto en el artículo 39, reclamación administrativa instando su inclusión en el Censo electoral, que fue desestimada, confirmándose la desestimación mediante Sentencia del Juzgado de Primera Instancia en el recurso previsto en el artículo 40 de la misma Ley, por lo que, dado que, conforme al apartado 2 del artículo 40, la Sentencia agota la vía judicial, es obligado, a tenor del artículo 118 de la Constitución, cumplir la referida Sentencia, por lo que, tal como con acierto expone la JEP en su informe, no cabe a la Administración Electoral entrar a revisar la repetida declaración judicial (Ac 1 de julio de 1991).

- Órganos jurisdiccionales competentes.

Conforme al artículo 40.1 LOREG, la resolución de los recursos de referencia corresponde a los Juzgados de Primera Instancia, careciendo las JE, por tratarse de procesos jurisdiccionales, de competencia, y sujetándose la admisión y práctica de las pruebas a la legislación procesal (Ac 10 de junio de 1999).

- Inadmisibilidad ulterior recurso ante JEC.

Se declara inadmisible la reclamación por cuanto, conforme al artículo 40 LOREG, contra las resoluciones de la Oficina del Censo Electoral de las reclamaciones contra la rectificación del Censo en período electoral, la impugnación que cabe es el recurso ante el Juez de 1.ª Instancia en un plazo de cinco días a partir de su notificación, recurso que fue interpuesto por la ahora reclamante, citándose por el Juzgado correspondiente resolución firme en el sentido de inadmitir el recurso de la interesada al ser dicho recurso manifiestamente extemporáneo (Ac 24 de mayo de 1999).

SECCIÓN IV

Acceso a los datos censales

Artículo 41. 1. Por Real Decreto se regularán los datos personales de los electores, necesarios para su inscripción en el Censo electoral, así como los de las listas y copias del Censo electoral.

2. Queda prohibida cualquier información particularizada sobre los datos personales contenidos en el Censo electoral, a excepción de los que se soliciten por conducto judicial.

3. No obstante, la Oficina del Censo Electoral puede facilitar datos estadísticos que no revelen circunstancias personales de los electores.

4. Las Comunidades Autónomas podrán obtener una copia del censo, en soporte apto para su tratamiento informático, después de cada convocatoria electoral, además de la correspondiente rectificación de aquél.

5. Los representantes de cada candidatura podrán obtener dentro de los dos días siguientes a la proclamación de su candidatura una copia del censo del distrito correspondiente, ordenado por mesas, en soporte apto para su tratamiento informático, que podrá ser utilizado exclusivamente para los fines previstos en la presente Ley. Alternativamente los representantes generales podrán obtener en las mismas condiciones una copia del censo vigente de los distritos donde su partido, federación o coalición presente candidaturas. Asimismo, las Juntas Electorales de Zona dispondrán de una copia del censo electoral utilizable, correspondiente a su ámbito.

Las Juntas Electorales, mediante resolución motivada, podrán suspender cautelarmente la entrega de las copias del censo a los representantes antes citados cuando la proclamación de sus candidaturas haya sido objeto de recurso o cuando se considere que podrían estar incursas en alguna de las circunstancias previstas en el artículo 44.4 de esta Ley

6. Excepcionalmente y por razones debidamente justificadas, podrá excluirse a las personas que pudieran ser objeto de amenazas o coacciones que pongan en peligro su vida, su integridad física o su libertad, de las copias del Censo electoral a que se refiere el apartado 5 del presente artículo.

CONCORDANCIAS

- Derecho fundamental al honor y a la intimidad personal y familiar: artículo 18 CE.

- Datos censales: artículo 32.1.

- Representantes de cada candidatura: artículo 43.3.

- Representantes generales: art. 43.2.

- Delito electoral: artículo 139.1.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Los datos personales necesarios para la inscripción de los electores son los que determina el artículo 2 del Real Decreto 157/1996, de 2 de febrero, modificado por el Real Decreto 147/1999, de 29 de enero, que se reproduce en el artículo 34.

- En relación al apartado cuarto ha de estarse a la Orden de 3 de febrero de 1987, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se regula la distribución de copias del Censo electoral en soporte magnético y la expedición de certificados de inscripción en el Censo electoral(BOE núm. 22, de 7 de febrero):

I. Sobre solicitud de copias del Censo electoral

Primero. Una vez terminada la revisión anual del Censo electoral, cada Comunidad Autónoma podrá obtener, en cinta magnética, una sola copia del referido censo, a petición del Órgano competente de la Comunidad Autónoma. La petición habrá de ser dirigida al Director de la Oficina del Censo Electoral.

Segundo. 1. En la convocatoria de elecciones, los representantes generales de cada partido, federación o coalición podrán obtener, a partir del día de la proclamación de candidatos, una copia en cinta magnética del Censo electoral de los distritos donde la respectiva entidad política haya presentado candidatos.

2. En el caso de que, dentro del período anual de revisión del Censo electoral, se convoquen varios procesos electorales aquellos partidos, federaciones o coaliciones que hayan obtenido ya copia del Censo electoral en soporte magnético, no podrán volver a solicitar nueva copia, salvo que se justifique el deterioro de la copia anterior.

Tercero. Si un partido o coalición no hubiera solicitado a través de su representante general el Censo electoral de la totalidad de los distritos en que se presenta el representante de la candidatura de cada distrito podrá obtener una copia en cinta magnética del censo de su correspondiente distrito, en las condiciones indicadas en el punto precedente.

Cuarto. 1. El plazo para solicitar las copias del Censo electoral en soporte magnético por los partidos políticos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de electores, será el que medie entre el día de la designación de representante y el de la proclamación de candidatos, quedando condicionada la solicitud a la confirmación de la referida proclamación.

2. La entrega de la copia solicitada se efectuará en la Sede Central de la Oficina del Censo Electoral si se trata de una petición que abarque más de un distrito electoral o en la correspondiente Delegación Provincial de la misma, cuando la petición sea uniprovincial, y será realizada al representante de la entidad política solicitante, o a persona suficientemente autorizada por éste.

Quinto. Los derechos reconocidos en los dos grupos anteriores corresponden, en materia de referéndum, a los grupos políticos comprendidos en el artículo 11.2 de la Ley Orgánica de las distintas modalidades de referéndum.

Sexto.Quienes hayan obtenido copias del Censo electoral en soporte magnético, quedan sometidos a la prohibición de facilitar cualquier tipo de información particularizada sobre datos personales incluidos en el censo, conforme a lo dispuesto en el artículo 41.2 de la Ley 5/1985.

II. Expedición de certificados de inscripción en el Censo electoral

Séptimo. 1. La autoridad judicial que solicite información a la Oficina del Censo Electoral sobre la inscripción en el mismo de una persona indicará, si le consta, además del nombre y apellidos de ésta, la fecha y el lugar de nacimiento (municipio y provincia) y la residencia de dicha persona en la fecha de referencia del Censo electoral vigente, con expresión de la vía urbana y número, así como el municipio y la provincia en que estaba inscrito en el Padrón Municipal de Habitantes como residente.

2. Las certificaciones serán expedidas por la Delegación de la Oficina del Censo Electoral correspondiente a la provincia de residencia e inscripción en el Censo del elector sobre el que se solicita información y ajustado al modelo que figura como anexo I de esta Orden.

Octavo. 1. El elector que solicite certificación de inscripción en el Censo electoral, deberá hacer constar en la solicitud los datos indicados en el punto 7.1 de esta Orden.

2. La solicitud deberá hacerse personalmente en la Delegación de la Oficina del Censo Electoral correspondiente a la provincia a la que pertenece el municipio en el que se encuentra inscrito en el Censo electoral.

Se exigirá, junto con la solicitud, la presentación del documento nacional de identidad, pasaporte o permiso de conducir, para comprobación de los datos del elector.

3. En caso de enfermedad o incapacidad que impida la formulación personal de la solicitud, ésta podrá ser efectuada en nombre del elector, por persona debidamente autorizada, acreditando ésta su identidad y representación con documento autenticado por Notario o para los españoles residentes en el extranjero autenticado por el Cónsul.

Noveno. En el caso de que la certificación se solicite para acreditar la cualidad de elector de un candidato o interventor, la solicitud podrá ser formulada por el representante del partido, federación, coalición o agrupación, designado de acuerdo con el artículo 43 de la Ley 5/1985, debiendo aportar documento sobre conformidad del elector para su presentación como candidato o interventor y haciendo constar en la misma los datos indicados en el punto 7.1 de esta Orden.

Décimo. En los casos previstos en los puntos 8 y 9 de esta Orden, el certificado de inscripción será expedido por la Delegación de la Oficina del Censo Electoral correspondiente a la provincia de residencia e inscripción en el Censo del elector sobre el que se solicita información, y ajustado al modelo que figura como anexo II de esta Orden.

DISPOSICIÓN FINAL

Se faculta al Director de la Oficina del Censo Electoral para dictar cuantas instrucciones de aplicación y desarrollo requiera la mejor ejecución de esta Orden.

En relación a la protección de los datos censales, téngase en cuenta la Ley 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública(BOE de 11 de mayo), que, en los artículos 13 y siguientes, regula el secreto estadístico.

- Asimismo el artículo 31 (censo promocional) de la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, protección de datos de carácter personal.

- Instrucción 4/2009, de 17 de diciembre de 2009, de la Junta Electoral Central, sobre actuaciones de la oficina del censo electoral en relación a la entrega de copias del censo electoral a las candidaturas y al envío de la documentación para ejercer el voto por correo (véase en anexo normativo).

DOCTRINA DE LA JEC

- Certificaciones de la inscripción en el censo.

Solo pueden expedirse certificaciones de inscripción en el Censo electoral por la OCE o sus Delegaciones Provinciales, dado que son los órganos legalmente competentes para todas las actuaciones relacionadas con las listas del censo (Ac 5 de mayo de 1987). No cabe sustituir las mismas por certificaciones de empadronamiento expedidas por los Secretarios de Ayuntamiento (Ac 5 de mayo de 1987). La firma de tales certificaciones ha de realizarse personalmente por el titular del órgano certificante, el Delegado Provincial del Censo (Ac 28 de abril de 1993). En orden a la obtención de tales certificaciones para los candidatos se admitió por la JEC la expedición por los Secretarios de los Ayuntamientos en cuanto los mismos custodian las listas del censo de su Municipio (Ac 5 de mayo de 1993).

Es válida la acreditación de la personalidad por medio de documentos como pasaporte o carnet de conducir en que aparezca la fotografía del titular, a efectos de solicitar la certificación de inscripción en el censo (Ac 21 de mayo de 1987).

Las Delegaciones Provinciales de la OCE facilitan en la certificación referida los datos relativos al Municipio, distrito, sección y número de inscripción en la lista de un elector, siempre que éste facilite los datos de identificación y localización necesarios en los términos de la Orden de 3 de febrero de 1987 (Ac 5 de mayo de 1987).

- Entrega de las listas del censo a los representantes de las candidaturas.

Únicamente -de conformidad con el artículo 41.5 LOREG- los representantes de candidaturas tienen derecho a solicitar y obtener gratuitamente un ejemplar de la lista del censo del distrito, o alternativamente los representantes generales una copia del censo vigente en los distritos en que la entidad política presente candidaturas (Ac 28 de abril de 1983 y 24 de abril de 1995). Es decir, en el caso de que los partidos políticos cuyos representantes generales hayan obtenido el censo de todo el territorio nacional, no asiste a los representantes ante cada JEP el derecho a obtener el censo de cada Provincia (Ac 20 de febrero y 6 de marzo de 1986).

No puede obtenerse la copia del correspondiente censo en soporte apto para su tratamiento informático hasta el día de la proclamación de candidaturas (Ac 28 de abril de 1989).

La LOREG no predetermina el tipo de soporte informático que ha de utilizarse al efecto (Ac 5 de mayo de 1995 y 23 de febrero de 2000). El artículo 41.5 LOREG no especifica que el soporte magnético deba ser un diskette (Ac 13 de junio de 1999). Puede ser un CD-Rom (Ac 22 de marzo de 2001).

La copia del Censo electoral ha de entregarse en todo caso por la OCE, no por los Ayuntamientos. La copia del correspondiente Censo electoral ha de ser la misma para todas las candidaturas (Ac 30 de mayo de 1989 y 5 de mayo de 1995). No permite la legislación electoral que los Ayuntamientos puedan hacer entrega ni del Padrón Municipal ni del Censo electoral (Ac 28 de abril de 1995).

Solo podrá utilizarse la copia para los fines previstos en LOREG. Al no tipificarse como infracción electoral el uso de los datos del censo en actos de campaña electoral, su uso indebido debe combatirse mediante denuncia ante la Agencia de Protección de Datos o mediante acciones judiciales (Ac 27 de septiembre de 1999).

En cuanto a la posibilidad de introducir marcas en las copias del Censo electoral a entregar a las entidades políticas de conformidad con el artículo 41.5 LOREG, la JEC informa favorablemente; aunque no figure dicha obligación en el citado precepto, la JEC ha dispuesto que una vez concluido el proceso electoral, las cintas entregadas a las entidades políticas con la copia del censo han de ser devueltas a la OCE (Ac 29 de marzo y 11 de abril de 1995 y 10 de enero de 1996). Cabe que la OCE pida la devolución de la cinta entregada (Ac 11 de abril de 1996 y 13 de septiembre de 1999).

En relación a la solicitud de copia del Censo electoral de residentes ausentes debe aplicarse analógicamente lo dispuesto en el artículo 41.5 LOREG, de manera que los representantes de cada candidatura pueden tener el día de la proclamación de candidatos una copia de dicho censo a los efectos de las elecciones correspondientes (Ac 23 de junio de 1988), si bien el mismo no está organizado por países de residencia, sino por Municipios (Ac 27 de noviembre de 1978 y 28 de marzo de 1979).

El derecho reconocido es a obtener gratuitamente un solo ejemplar del Censo electoral (Ac 25 de mayo de 1977). Se refiere a copia en soporte apto para su tratamiento informático (Ac 6 y 21 de mayo de 1991) y no en papel. El hecho de que una entidad política concurra a dos procesos electorales convocados para la misma fecha no implica que su representante tenga derecho a que se le entreguen dos copias del censo, que es único para todas las elecciones (Ac 24 de mayo de 1999).

La Oficina del Censo Electoral ha de remitir, de conformidad con el artículo 41 LOREG, nuevas copias del censo en soporte magnético a los representantes de las candidaturas para las elecciones al Parlamento de la Comunidad Autónoma de Galicia a celebrar el 17 de diciembre de 1989, incorporando las rectificaciones introducidas en el período a tal efecto previsto en LOREG (Ac 3 de noviembre de 1989), aunque haya entregado copias del censo en el mismo soporte a los representantes de las candidaturas concurrentes a las elecciones legislativas de 29 de octubre. Mediante acuerdo de 22 de marzo de 1990 se adopta el mismo criterio en relación al acto de votación convocado en la circunscripción de Melilla.

- Obtención del censo ilegítimamente.

Ante la denuncia efectuada sobre disposición de ficheros del Censo electoral de la población española por empresas privadas, la JEC acuerda poner tal hecho en conocimiento del Ministerio Fiscal por si pudiera ser constitutivo de delito electoral (Ac 3 de abril de 1987 y 7 de abril de 1995).

- Acceso a los datos censales. Regulación taxativa de las entidades con derecho a disponer de copia del censo.

El artículo 41 LOREG regula taxativamente -en salvaguarda del derecho fundamental a la intimidad- el acceso a los datos censales y las entidades que, con exclusión de cualesquiera otras, tienen derecho a obtener copias del Censo electoral (Ac 25 de febrero de 1991).

- Entrega de las listas del Censo electoral a las Juntas de Zona de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

El artículo 92.7 de la Ley 5/1990, de 15 de junio, de elecciones al Parlamento Vasco establece que han de ponerse a disposición de las JEZ de la Comunidad Autónoma del País Vasco las listas del Censo electoral del territorio histórico, por lo que ha de estarse a tal disposición en el proceso electoral al Parlamento Vasco (Ac 10 de septiembre de 1990). Mediante tal acuerdo no se prejuzgaba ni quién debe entregar a las JEZ las copias del censo ni el soporte en el que debe realizarse la entrega, cuestión que de modo expreso no resuelve el artículo 92.7 de la Ley de Elecciones al Parlamento Vasco, puesto que lo que en él se dispone es que, al efecto que el precepto contempla, «la JEZ... dispondrá de una copia del Censo electoral del territorio histórico correspondiente». Interpretando el citado precepto en relación con lo establecido en la Disposición Adicional 1.ª. 2 LOREG, hay que tener presente que en el caso de las elecciones a Asamblea Legislativa de Comunidad Autónoma, la obligación de dotar a las JE, incluidas las JEZ, de los medios materiales necesarios para el ejercicio de sus funciones, incumbe al Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma correspondiente; dado que ésta, a tenor del artículo 41.4 LOREG obtiene «una copia del censo en soporte apto para su tratamiento informático después de cada rectificación de que la interpretación conjunta de que es el Gobierno de la Comunidad Autónoma, que dispone del censo rectificado, a quien incumbiría la obligación cuestionada. Tales consideraciones se confirman finalmente a la vista de la Disposición Adicional Primera de la Ley de Elecciones al Parlamento Vasco, a cuyo tenor "todos los gastos que comporte el proceso electoral serán a cargo de los presupuestos generales de la Comunidad Autónoma... Se incluirán en dichos gastos los de funcionamiento de las Juntas Electorales"» (Ac 17 de octubre de 1990).

Al introducirse en el apartado 5 in fine de este artículo 41 la obligación de poner a disposición de las JEZ una copia del Censo electoral utilizable, esta cuestión ha dejado de ser problemática. Así, en relación a la consulta sobre entrega de copias del Censo electoral a las Juntas Electorales de Zona con motivo de las elecciones al Parlamento Vasco de 2005, la JEC resolvió que el artículo 41.5 de la LOREG, en la redacción dada por la Ley Orgánica 8/1991, de 13 de marzo, establece que «las Juntas Electorales de Zona dispondrán de una copia del censo electoral utilizable, correspondiente a su ámbito», precepto que es aplicable a la elecciones a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas de acuerdo con lo dispuesto en el apartado 2 de la Disposición Adicional Primera de la LOREG (Ac de 10 de marzo de 2005).

- Procedencia de incluir el dato de identificación personal en las copias del Censo Electoral entregadas a las Juntas Electorales de Zona en virtud de lo dispuesto en el artículo 45.1 de la LOREG.

La JEC acordó dirigirse al Ministerio de Economía y Hacienda para que, si lo estima oportuno, pueda estudiar la modificación del Real Decreto 1799/2003, de 26 de diciembre, para poder atender a lo que se interesa en el escrito de la Oficina del Censo Electoral, del que se acompañará copia, y pueda incluirse exclusivamente en las copias del Censo Electoral dirigidas a las Juntas Electorales de Zona el dato del identificador personal, para facilitar la tarea de dichas Juntas de identificar a los electores que puedan ser designados como Interventores de las Mesas electorales (Ac de 19 de junio de 2008).

- Copia del censo para la JE de Comunidad Autónoma.

Dado que el artículo 41 LOREG no incluye a las Juntas Electorales de Comunidades Autónomas entre los órganos y entidades con derecho a obtener copia del Censo electoral, podrá dirigirse la Junta Electoral de la Comunidad Autónoma al Consejo de Gobierno de la Comunidad Autónoma, que sí ha de disponer de la misma conforme al párrafo 4 del citado artículo 41, órgano al que corresponde proporcionar los medios materiales necesarios para el ejercicio de sus funciones (Ac 12 de abril de 1991).

- Acceso a los datos censales a través de Internet.

Dada la imposibilidad de tener la absoluta seguridad de que pueda impedirse el acceso a datos personales amparados por el artículo 41.2 LOREG, no es posible incluir en Internet los datos censales (Ac 9 de abril de 1999 y 20 de enero de 2000).

- Información particularizada en relación con las listas electorales.

La información particularizada sobre datos personales contenidos en el Censo electoral está prohibida por el artículo 41.2 LOREG con excepción de la que se solicite por conducto judicial (Ac 12 de mayo de 1993, 29 de enero de 1996, 13 de marzo de 1997, 30 de noviembre de 1998 y 23 de enero de 2002), aun cuando el fin de la obtención de dicha información sea dirigirse a los ciudadanos para el cumplimiento por los mismos de determinadas obligaciones, o aun cuando el fin sea la sustanciación de elemento probatorio determinado en expediente sancionador instruido por la Agencia de Protección de Datos (Ac 27 de septiembre de 1996). La JEC autoriza su remisión por la OCE a la autoridad judicial (Ac 20 de octubre de 2000, entre otros). Se deniega la entrega a un Parlamento autonómico de la relación nominal de electorales del CERA en la Comunidad, por estricta aplicación del artículo 41.2 LOREG (Ac 22 de junio de 2000).

A la Sindicadura de Cuentas de una CCAA se debe poner a disposición los datos solicitados únicamente si ejerce funciones jurisdiccionales y a los solos efectos del proceso jurisdiccional en relación con el cual se solicitan los datos (Ac 6 de noviembre de 1995). En todo caso la OCE debe tener la absoluta seguridad de que se garantice la imposibilidad de acceso a los datos personales amparada por artículo 41.2 LOREG (Ac 31 de enero de 2000).

En el marco del artículo 41.2 de la LOREG se entiende que el nombre, apellidos y domicilio de los electores constituyen datos personales, que únicamente pueden usarse para los propios fines para los que han sido recogidos, con la sola excepción del referido precepto de los que se soliciten por conducto judicial (Ac 22 de enero de 1996).

Con independencia del interés legítimo de la investigación científica que pretende el autor de la consulta, hay que tener presente que, de modo taxativo, el artículo 41.2 de la LOREG establece que «queda prohibida cualquier información particularizada sobre los datos personales contenidos en el Censo electoral, a excepción de los que se soliciten por conducto judicial», debiendo entenderse aplicable dicho precepto a cualesquiera censos electorales y sin que, dado el carácter orgánico del mismo, pueda entenderse afectado por los plazos establecidos en el artículo 19 de la Ley Orgánica 12/1989, de 9 de mayo, de la Función Estadística Pública, ni por el derecho de acceso a registros y documentación obrante en archivos administrativos reconocido en el artículo 37.1 de la Ley 30/1992, todo ello, sin perjuicio de que la Oficina pueda facilitar datos estadísticos, conforme a lo previsto en el artículo 41.3 de la LOREG, o informar sobre la inscripción en el Censo o no de personas determinadas cuyos datos sean facilitados por el interesado (Ac 30 de noviembre de 1998).

La autorización del Presidente del Tribunal Superior de Justicia para la utilización del Censo electoral «para desarrollar un programa de prevención del cáncer de mama», haciendo constar que la otorga en mano del Presidente del Tribunal por no estar constituida la JEP, no constituye una solicitud «por conducto judicial» de información particularizada sobre datos personales contenidos en el censo, conforme el artículo 41.2. En consecuencia, la OCE no debe facilitar a la CCAA los datos personales a que se refiere la solicitud (Ac 21 de febrero de 1999).

La Disposición final segunda de la Ley Orgánica 15/1999 determina que «los Títulos cuarto... de la presente Ley... tienen carácter de ley ordinaria» por lo que, encontrándose el artículo 31 de la repetida Ley, relativo al censo promocional, comprendido en el Título cuarto de la misma, tiene dicho precepto carácter legal ordinario y afectado, por tanto, de la imposibilidad de modificar a través de él válidamente o de alterar o menoscabar garantías que, a través de ley orgánica, protegen derechos fundamentales, como los reconocidos en los apartados 1 y 4 del artículo 18 de la Constitución; entre esas garantías se encuentra la plasmada en el artículo 41.2 de la LOREG, a cuyo tenor «queda prohibida cualquier información particularizada sobre los datos personales contenidos en el Censo electoral, a excepción de los que se soliciten por conducto judicial», precepto que ni se altera ni podría serlo por otro de carácter legal ordinario, como el artículo 31 de la Ley Orgánica 15/1999.

No quiere ello decir, naturalmente, que deba privarse de valor jurídico -ni podría hacerlo esta Junta Electoral al citado artículo 31 de la Ley Orgánica 15/1999, pero sí que obliga a interpretar dicho precepto de forma que ninguna conclusión pueda extraerse del mismo que pudiera resultar incompatible con la transcrita garantía o previsión de carácter orgánico. En consonancia con lo anterior y visto que la Disposición Transitoria Segunda de la repetida Ley Orgánica 15/1999 no contiene limitación ninguna en cuanto a la determinación reglamentaria de la forma de manifestación de la oposición a aparecer en el censo promocional, parece inevitable concluir que la única forma de hacer congruente el artículo 31 de la Ley Orgánica 15/1999 y su desarrollo reglamentario con lo previsto en el artículo 41.2 de la LOREG y con la necesaria garantía mediante ley orgánica (artículo 81 CE) de los derechos fundamentales reconocidos en los apartados 1 y 4 del artículo 18 de la Norma Suprema, consistiría en que el silencio de los electores a las comunicaciones que se les cursen por la Oficina del Censo Electoral a los efectos de incluirles en el censo promocional, se considere como manifestación de su voluntad de no figurar en dicho censo promocional (Ac 22 de marzo de 2001).

- Utilización de las listas del censo por grupo municipal.

La utilización por un grupo municipal de las listas del Censo electoral para realizar un mailing informativo fuera de período electoral no es de las concretamente previstas por la LOREG. Dado que no correspondería a la JEC más que emitir un simple parecer definitivo sobre la posible calificación como delictivos de unos presuntos hechos, entiende, no obstante, que la actuación a que la consulta se refiere, no constituye actividad de propaganda una vez concluida la campaña electoral (Ac 24 de octubre de 1997).

- Recurso judicial.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 40.1 de la LOREG, contra las resoluciones de la Oficina del Censo Electoral en materia de rectificación del Censo en período electoral puede interponerse recurso ante el Juez de Primera Instancia en un plazo de cinco días a partir de su notificación, sin que sea competencia de esta Junta pronunciarse sobre las especialidades procesales del citado recurso (Ac de 26 de abril de 2007).

- Entrega de copias del Censo Electoral a los representantes de candidaturas que pueden ser anuladas en aplicación de la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos.

Conforme a lo dispuesto en el art. 41.5 de la LOREG, los representantes de cada candidatura podrán obtener una copia del censo el día siguiente a la proclama- ción de las candidaturas, sin perjuicio de las medidas específicas que esta Junta pueda adoptar en cada caso concreto como consecuencia de las peticiones que se le puedan plantear respecto al supuesto planteado por la Oficina del Censo Electoral (Ac de 2 de abril de 2009).

Ante la posterior solicitud de medida cautelar, presentada por el Abogado General del Estado ante la Sala del art. 61 LOPJ del Tribunal Supremo, de que se suspenda la entrega del Censo Electoral a una candidatura cuya anulación de proclamación se pretende, la JEC declaró que: Visto el escrito del Abogado General del Estado por el que comunica que en el día de hoy ha presentado ante la Sala del Tribunal Supremo del Art. 61 de la LOPJ, en nombre del Gobierno de la Nación, demanda de anulación de la proclamación de una candidatura (II-LSP) y que en ella solicita la medida cautelar de que se suspenda la entrega del Censo electoral a la candidatura cuya anulación de proclamación se pretende, esta Junta acuerda que, para evitar que se pueda frustrar la finalidad de la citada medida cautelar, en el caso de que el representante de la candidatura solicite la copia del Censo antes de que la citada Sala de Tribunal Supremo resuelva sobre la medida cautelar, la Oficina del Censo Electoral suspenda dicha entrega hasta que se produzca la referida resolución judicial (Ac de 14 de mayo de 2009).

Sin embargo, el citado acuerdo no llegó a ser ejecutado por recibirse inmediatamente después de finalizada la misma el Auto de la Sala del art. 61 LOPJ del Tribunal Supremo que acordó la suspensión de la entrega del censo electoral a la citada candidatura (Ac de 14 de mayo de 2009).

JURISPRUDENCIA

- Deber de facilitar copias del censo a las Juntas Electorales en elecciones autonómicas (artículo 41.4).

Dado que conforme a la legislación vasca todos los gastos deben ser a cargo de los Presupuestos de la Comunidad Autónoma, y que, también conforme a la Ley Vasca debe ser el Departamento Institucional del Gobierno Vasco quien debe poner a disposición de la Junta Electoral los medios personales y materiales necesarios para su funcionamiento, es lógico y congruente que deba ser la Administración autonómica el destinatario de la obligación [STS 3.ª, 23-10-95 (2007/1990)].

- Ratificación del criterio interpretativo del artículo 39.3 de la Ley del Comercio Minorista.

La interpretación del art. 39.3 L 7/1996 de 15 Ene. (ordenación del comercio minorista) en el sentido de que no se limita a formular una declaración de accesibilidad al público del nombre, apellidos y domicilio de los electores, sino que dada su exclusiva finalidad de ordenar el comercio minorista y concretamente las ventas a distancia, se remite expresamente al régimen establecido al efecto por la LO 5/1992 de 29 Oct. (tratamiento automatizado de datos de carácter personal) -arts. 2.3 a), 11.2 b) y 19.3-, lo que lleva a entender que la Administración Electoral y la Oficina del Censo Electoral no pueden suministrar a las empresas dedicadas a la publicidad y a la venta directa aquellos datos censales salvo que los interesados prestasen su conocimiento, se corrobora por el método contemplado en la vigente LO 15/1999 de 13 Dic. (protección de datos de carácter personal), para la confección del denominado "censo promocional" -art. 31- con el nombre, apellidos y domicilio que consten en el censo electoral, pues se prevé que en el documento de empadronamiento el interesado pueda solicitar no aparecer en el indicado censo promocional, de manera que si al cumplimentar dicho documento, que constituye la base para la formación del censo electoral, el ciudadano manifiesta su oposición a aparecer en el censo promocional, su nombre, apellidos y domicilio, aunque figuren en el censo electoral, no podrán incluirse en el "censo promocional", único del que pueden servirse para sus lícitas actividades las empresas dedicadas a la recopilación de direcciones, de reparto de documentos, publicidad, venta a distancia, prospección comercial u otras análogas, con la particularidad añadida de que el plazo de vigencia del censo promocional es de 1 año, transcurrido el cual la lista pierde su carácter de fuente de acceso público, debiéndose editar, además, trimestralmente una lista actualizada del censo promocional con exclusión de los nombres y domicilio de quienes así lo soliciten. De todo este sistema jurídico sobre protección de datos de carácter personal y su tratamiento automatizado se deduce, así, que el nombre, apellidos y domicilio de los electores, que aparecen en el censo electoral, son datos accesibles al público y podrán cederse o transferirse siempre y cuando el interesado preste su consentimiento de forma in-equívoca, de manera que el acuerdo de la Junta Electoral Central prohibiendo a la Administración Electoral y a la Oficina del Censo Electoral facilitar si más dichos datos a requerimiento de las empresas dedicadas a la publicidad y a la venta directa, transmitiéndoselo así a la Agencia de Protección de Datos para el cumplimento de sus cometidos, es un acto ajustado a Derecho (STS, 3.ª, Sec. 6.ª, de 18 de octubre de 2000. Rec. 423/1996, LA LEY 161/2001).

Tras reproducir literalmente varios FJ de la STS, Sala 3.ª, de 8 de octubre de 2002, la STS, Sala 3.ª, de 12 de febrero de 2005, concluye que es «claro que el consentimiento del interesado prestado de forma inequívoca es esencial para que el nombre, apellidos y domicilio de los que aparecen en el censo electoral puedan cederse o transferirse», en cuya virtud ratifica la improcedencia de la inscripción de una empresa de marketing y de publicidad directa en el Registro General de Protección de Datos del Fichero NAD.

- Suspensión de la obligación de suministrar copia del censo electoral a candidatura sucesora de partido ilegalizado.

El ATS, Sala Especial del artículo 61 LORJ, de 3 de mayo de 2007 (LA LEY JURIS 955/2007) acuerda acceder a la medida cautelar solicitada por el Ministerio Fiscal y el Abogado del Estado, cuya urgencia justifica y que entiende procedente previa valoración de todos los intereses en conflicto en orden a asegurar la efectividad de la sentencia.

CAPÍTULO V Requisitos generales de la convocatoria de elecciones

Artículo 42. 1. En los supuestos de elecciones a Cortes Generales o de Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas en las que el Presidente del Gobierno o los respectivos Presidentes de los Ejecutivos autonómicos hagan uso de su facultad de disolución anticipada expresamente prevista en el ordenamiento jurídico, los decretos de convocatoria se publican, al día siguiente de su expedición en el Boletín Oficial del Estado o, en su caso, en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma correspondiente. Entran en vigor el mismo día de su publicación. Los decretos de convocatoria señalan la fecha de las elecciones que habrán de celebrarse el día quincuagésimo cuarto posterior a la convocatoria.

2. En los supuestos de elecciones a Cortes Generales o de Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas en las que el Presidente del Gobierno o los respectivos Presidentes de los ejecutivos autonómicos no hagan uso de su facultad de disolución anticipada expresamente prevista en el ordenamiento jurídico, los decretos de convocatoria se expiden el día vigésimo quinto anterior a la expiración del mandato de las respectivas Cámaras, y se publican al día siguiente en el Boletín Oficial del Estado, o, en su caso, en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma correspondiente. Entran en vigor el mismo día de su publicación. Los decretos de convocatoria señalan la fecha de las elecciones que habrán de celebrarse el día quincuagésimo cuarto posterior a la convocatoria.

3. En los supuestos de elecciones locales o de elecciones a Asambleas Legislativas de Comunidades Autónomas cuyos Presidentes de Consejo de Gobierno no tengan expresamente atribuida por el ordenamiento jurídico la facultad de disolución anticipada, los decretos de convocatoria se expiden el día quincuagésimo quinto antes del cuarto domingo de mayo del año que corresponda y se publican al día siguiente en el Boletín Oficial del Estado o, en su caso, en el Boletín Oficial de la Comunidad Autónoma correspondiente. Entran en vigor el mismo día de su publicación. Las elecciones se realizan el cuarto domingo de mayo del año que corresponda y los mandatos, de cuatro años, terminan en todo caso el día anterior al de la celebración de las siguientes elecciones.

CONCORDANCIAS

- Disolución anticipada del Congreso de los Diputados, del Senado o de las Cortes Generales:artículo 115 CE; artículo 167.3 y 4.

- Disolución de Corporaciones locales: artículo 183.

- Decreto de convocatoria de elecciones al Congreso de los Diputados, al Senado o a ambas Cámaras: artículos 167 y 162.4.

- Decreto de convocatoria de elecciones municipales: artículo 185.

- Decreto de convocatoria de elecciones al Parlamento Europeo: artículo 218.

- Mandato de las Cámaras:artículos 68.4 y 69.6 CE.

- Mandato de las Corporaciones locales: artículos 194 y 201.2.

- Coincidencia elecciones locales, autonómicas y al Parlamento Europeo: DA 5.ª.

- Plazo: artículo 119.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Véanse artículos 167, 185 y 218 donde se citan y reproducen, respectivamente, los decretos de convocatoria de elecciones generales, elecciones locales y elecciones de Diputados al Parlamento Europeo.

NORMATIVA AUTONÓMICA

A) Normativa aplicable.

Artículos 14 y 15 LE.And; artículo 11 LE.Ara; artículos 15 y 16 LE.Ast; artículo 14 LE.Can; artículo 18 LE.Cant; artículo 19 LE.Cast-LM; artículos 16 y 17 LE.Cast-León; artículos 20 a 23 LE.Ext; artículo 12 LE.Gal; artículo 11 LE.IBal; artículo 8 LE.Mad; artículo 17 LE.Mur; artículos 12 a 14 LE.Nav; artículos 46 y 47 LE.PVas; artículo 22 LE.Rio; artículo 14 LE.Val.

La LE.Mad es modificada por la Ley 12/2003, de 26 de agosto, para introducir un apartado 3 para el supuesto de que, renovada la Cámara regional, transcurrieran 2 meses desde la primera votación de investidura sin que ningún candidato obtuviera la confianza. Prevé que las elecciones subsiguientes se celebren el primer domingo siguiente al quincuagésimo cuarto día posterior a la convocatoria.

DOCTRINA DE LA JEC

- Censo a aplicar a la elección.

Vid. Ac 15 de marzo de 1999, que se reproduce en artículo 39.

JURISPRUDENCIA

- Control jurisdiccional de los decretos de convocatoria.

El decreto de convocatoria de unas elecciones autonómicas «tiene naturaleza reglada, susceptible de control jurisdiccional» (STS, 3.ª, sec. 6.ª, de 15 de julio de 1997).

La anterior afirmación no lleva a considerar «sin más que el acto, cuya naturaleza política es indiscutible, es susceptible de control jurisdiccional cualquiera que sea el ámbito a que afecte y cualquiera que sea el defecto que se impute». La infracción invocada -expedición del Decreto de convocatoria antes del vigesimoquinto día anterior a la expiración del mandato de los parlamentarios (que concluía el 22 de junio) y anticipación del proceso electoral (al 23 de junio)- afecta a un aspecto meramente formal, sin que se limiten los derechos de los parlamentarios -ni se reduce su mandato ni se produce una ampliación del mismo- ni afecta a los derechos de los ciudadanos limitándoles su derecho al voto, ni se altera el período de campaña; además, «la motivación del acto impugnado no resulta en absoluto arbitraria, sino que aparece debidamente razonada y fundamentada con el fin principal de facilitar el ejercicio del derecho fundamental reconocido en el artículo 23 de la Constitución», «en atención al momento temporal en que debieran celebrarse las elecciones»; todo lo cual, lleva al TS a desestimar el recurso contencioso-administrativo (STS, 3.ª, sec. 6.ª, de 3 de diciembre de 1998, rec. 3490/1994).

El Tribunal Supremo ha reiterado la doctrina sobre el Decreto de convocatoria electoral, susceptible de control jurisdiccional en aquellos de sus elementos que estén definidos legislativamente y tengan carácter reglado (STS, 3.ª, Sec. 6.ª, de 14 de diciembre de 2000, rec. 6547/1996).

La Ley andaluza 6/1994 atribuye al Presidente de la Comunidad Autonómica la facultad de devolver al Parlamento autonómico y convocar elecciones. El EA no establece ninguna regulación en la materia, por lo que debe entenderse que ha quedado a la libre disposición del legislador. La Ley autonómica está habilitada para regular la materia como precisamente ha efectuado la Ley 6/1994. No se contraviene el EA, por lo que no ha lugar a plantear la cuestión de incostitucionalidad (STSJ, Sala C-A, Andalucía, Granada, de 11 de diciembre de 2006).

CAPÍTULO VI Procedimiento electoral

SECCIÓN I

Representantes de las candidaturas ante la Administración Electoral

Artículo 43. 1. Los partidos, federaciones, coaliciones y agrupaciones que pretendan concurrir a una elección designarán, en el tiempo y forma previstos por las disposiciones especiales de esta Ley, a las personas que deban representarlos ante la Administración Electoral.

2. Los representantes generales actúan en nombre de los partidos, federaciones y coaliciones concurrentes.

3. Los representantes de las candidaturas lo son de los candidatos incluidos en ellas. A su domicilio se remiten las notificaciones, escritos y emplazamientos dirigidos por la Administración Electoral a los candidatos y reciben de éstos, por la sola aceptación de la candidatura, un apoderamiento general para actuar en procedimientos judiciales en materia electoral.

CONCORDANCIAS

- Designación en elecciones generales: artículo 168.

- Designación en elecciones municipales: artículo 186.

- Designación en elecciones al Parlamento Europeo: artículo 219.

- Facultades de los representantes de las candidaturas: artículos 41.5, 45, 47, 49, 78, 91, 93, 104.1, 108.1, 110 b), 112.2, 123.2.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículos 20 y 21 LE.And; artículos 16 y 17 LE.Ara; artículos 17 y 18 LE.Ast; artículos 20 y 21 LE.Cant; artículos 20 y 21 LE.Cast-LM; artículos 22 y 23 LE.Cast-León; artículo 24 LE.Ext; artículos 19 y 20 LE.Gal; artículos 14 y 15 LE.lBal; artículos 18 y 19 LE.Mur; artículos 15 y 16 LE.Nav; artículo 48 LE.PVas; artículo 23 LE.Rio; artículos 21 y 22 LE.Val.

La LE.PVas se separa de la LOREG, aunque sin alterar el sentido de ésta. Establece que los representantes tienen el «derecho y el deber de atender todas las indicaciones de la Junta Electoral y de colaborar con la misma para subsanar todos los errores o deficiencias que se adviertan», recibiendo de los candidatos, por la sola aceptación de la candidatura, un apoderamiento para actuar en el procedimiento judicial en materia electoral. Las decisiones de los representantes vincularán jurídicamente a la candidatura.

DOCTRINA DE LA JEC

Además de los acuerdos que se indican en los artículos 168 y 186, téngase en cuenta:

- Representación legal de las entidades políticas.

En relación con la representación legal de las entidades políticas ha de estarse a lo que resulta del Registro de Partidos Políticos, por lo que si en éste no consta ningún representante legal de un partido, nadie podrá arrogarse la representación del mismo (Ac 24 de enero y 5 de febrero de 1979, 18 de noviembre de 1994).

Si en el Registro de Partidos Políticos consta que la representación corresponde conjuntamente a varias personas, es necesario que todas ellas acrediten al representante de la candidatura (Ac 27 de febrero de 1986).

No corresponde a la JE dilucidar o resolver la validez de las inscripciones en el Registro, ni entrar en cuestiones internas de los partidos que no afecten a terceros, en la designación de representantes (Ac 11 de mayo de 1987, 4 de mayo y 18 de noviembre de 1994).

Si en el Registro de Partidos Políticos constan acuerdos contradictorios sobre las personas que dicen ostentar la representación legal de la entidad política, no se admite por la JEC la designación del representante general (Ac 17 de abril de 1995).

Trasladadas las designaciones a las personas interesadas y vistas las alegaciones presentadas por las mismas, no procede aceptar las designaciones realizadas por cuanto, de conformidad con la doctrina reiterada de la Junta Electoral Central, en el Registro de Partidos Políticos constan acuerdos contradictorios acerca de las personas que dicen ostentar la representación legal de la entidad política de referencia, no cabiendo a esta Junta un pronunciamiento sobre dicha cuestión (Ac de 5 de octubre de 2006).

Esta Junta Electoral Central tiene reiteradamente establecido que no le corresponde pronunciarse sobre la validez de las inscripciones en el Registro de Partidos Políticos ni sobre la corrección de los actos internos de las organizaciones políticas, que, en su caso, deberán tramitarse ante la jurisdicción civil. En consecuencia, a tenor de lo que consta en la inscripción del propio Registro de Partidos Políticos, según la cual el Centro Democrático y Social no ha llegado a culminar su integración en el Partido Popular por lo que sigue manteniendo personalidad jurídica plena, punto éste además, aceptado por ambas partes en sus alegaciones, procede aceptar el nombramiento presentando y acreditar como Representante General de la candidatura a D. J.R.C, conforme a la propuesta hecha llegar por quien aparece actualmente como representante legal del partido correspondiente (Ac 19 de abril de 2007).

A pesar de lo reiterado de esa doctrina, la JEC la ha matizado cuando se ha dictado alguna resolución judicial, aun cuando no sea firme. Así ha sucedido en 2009, en que estimó un recurso y revocar el acuerdo de la Junta Electoral de Comunidad Autónoma por los siguientes motivos: 1.º) Es cierto, como bien subraya el Acuerdo que ahora se revoca, que esta Junta Electoral tiene reiteradamente acordado que en el caso de que en el Registro de Partidos Políticos consten acuerdos contradictorios sobre las personas que dicen ostentar la representación legal de una formación política no debe admitirse la designación de ninguno de ellos. La razón de esta doctrina está en que, como tiene declarado el Tribunal Constitucional, en las controversias sobre asuntos internos de los partidos, la tutela de los posibles derechos de terceros debe corresponder al orden jurisdiccional y no a la competencia administrativa (STC 85/1986). No es posible, en los márgenes de actuación en que debe desenvolverse una Administración electoral proceder a dilucidar esas controversias. 2.º) Sin embargo, en el presente caso concurre una circunstancia que incide decisivamente en el asunto. Se trata de la existencia de una medida cautelar aprobada por Auto del Juzgado de Primera Instancia, consistente en la anotación preventiva de la demanda presentada en nombre de D.J.G.D. y otros, frente al partido político, en el Registro de Partidos Políticos del Ministerio del Interior, así como la suspensión de los acuerdos adoptados por el Consejo Político de 3 de junio de 2008 y en el congreso del partido con fecha 12 de julio de 2008. En el fundamento sexto del citado Auto se señala además que "la suspensión de los efectos de los acuerdos no deja al partido político inoperante, sino que sigue contando con los órganos que tenía y que se hacen constar en los únicos estatutos conocidos en este procedimiento, estando en manos de los afiliados el proceder, en su caso, a llevar a cabo la selección de candidatos para poder intervenir en las próximas elecciones, o bien adoptar cualesquiera otras medidas para llevar adelante al partido político o buscar alguna solución para las importantes disidencias que en el mismo parecen existir". En ejecución de dicho Auto deben entenderse suspendida la inscripción en el Registro de Partidos Políticos de 23 de julio de 2008 presentada por D.X.T.P. relativa a los acuerdos adoptados en el II Congreso del partido, y, en consecuencia, debe considerarse que, en tanto no se resuelva por vía jurisdiccional el asunto, la representación legal del partido corresponde a D.J.G.D. en su calidad de Coordinador General del mismo. 3.º) A la vista de lo indicado en el apartado anterior, procede que por la Junta Electoral de Comunidad Autónoma se acepte la representación general otorgada por D.J.G.D., siempre que se cumplan los demás requisitos legales (Ac de 20 de enero de 2009).

Ante un posterior recurso extraordinario de revisión contra el anterior acuerdo, éste fue inadmitido por cuanto el único motivo que parece desprenderse del escrito de recurso es la existencia de un documento nuevo que podría tener incidencia directa en el asunto resuelto. Se trata del Auto dictado por el Juzgado de Primera Instancia n.º 4 en el que se acuerda una medida cautelar consistente en la anotación preventiva de la demanda de los Sres. P.S. y T.P. en el Registro de Partidos Políticos así como la suspensión de los acuerdos adoptados en la reunión de la Dirección Nacional de la formación política. A juicio de esta Junta la referida medida cautelar en nada contradice el Auto del Juzgado de Primera Instancia n.º 3 en el que se basó la argumentación del Acuerdo que ahora se quiere impugnar mediante este procedimiento extraordinario. En este último se acordó la suspensión de la inscripción en el Registro de Partidos Políticos por la que se designaba como representante de la formación política al Sr. T.P., por lo que, en tanto no se resolviera por vía jurisdiccional el conflicto, la representación legal del partido correspondía al Sr. G.D., criterio en el que sustentó esta Junta su resolución. Frente a este criterio, el Auto que ahora se presenta se limita a suspender el acuerdo por el que se suspendía de militancia a los Sres. P.S. y T.P., así como a la Sra. P.F., sin que por ello quede afectada la anterior medida cautelar por la que el Sr. G.D. debía entenderse como el representante general. En consecuencia, procede inadmitir el recurso por no fundarse en ninguna de las causas establecidas en el artículo 118 de la referida Ley 30/1992, y en particular por la recogida en el punto segundo, ya que el referido Auto no incide de forma esencial en la resolución del asunto resuelto (Ac de 12 de febrero de 2009).

El asunto se volvió a plantear en las elecciones al PE de 2009, y la JEC también desestimó la irregularidad formulada "en la medida en que no corresponde a esta Junta dilucidar la validez de las inscripciones en el Registro de Partidos Políticos ni entrar a examinar las controversias que puedan producirse respecto a la actuación de quienes aparezcan como sus representantes; y en el presente caso la candidatura en cuestión ha sido presentada por quien aparece en el Registro de Partidos Políticos como Presidente Nacional de esa formación política, el Sr. C.T., como consecuencia de la celebración de un Congreso extraordinario que, aun cuando la fecha de celebración -el mismo día de la convocatoria del proceso electoral- pudiera plantear alguna duda sobre su legitimidad, la circunstancia de que ninguno de los otros dos representantes que con anterioridad a dicha inscripción tenían poderes mancomunados con el citado Sr. hayan discutido esos acuerdos, unido a que no haya constancia de ninguna otra impugnación del citado Congreso, llevaron a que esta Junta aceptase la representación otorgada al Sr. C.T. y, en consecuencia, ahora acepte la validez de la candidatura presentada por el mismo"(Ac de 11 de mayo de 2009).

Suscitado de nuevo en las elecciones al Parlamento de Cataluña de 2010, la Presidencia de la JEC, por delegación de ésta, adoptó esta resolución: 1. Según reiterada doctrina de esta Junta, si en el Registro de Partidos Políticos constan acuerdos contradictorios sobre las personas que dicen ostentar la representación legal de la entidad política, no corresponde a la Junta Electoral competente dilucidar o resolver la validez de las inscripciones en el Registro, no pudiendo, en consecuencia admitir la designación del representante designado por cualquiera de aquellas.

2. En el Registro de Partidos Políticos aparece la calificación de disensión en el partido. En relación a dicha incidencia han comparecido ante esta Junta, de una parte, Sr. C.T., que aparece en la inscripción registral como Presidente Nacional del partido tras la celebración de un Congreso Nacional extraordinario el 14 de abril de 2009, quien otorga la representación legal a que se refiere este expediente; y, de otra parte, Sr. V.C., quien impugna dicha representación por diferentes motivos e invoca la interposición de determinadas acciones legales.

Sin embargo, examinado el expediente y la documentación incorporada al Registro de Partidos Políticos, se advierte que el Juzgado de Primera Instancia n.º 77 de Madrid, mediante sentencia n.º 253/2008, acordó dejar sin efectos los acuerdos de la reunión de Logroño de 11 de noviembre de 2006, así como el congreso nacional extraordinario celebrado el 10 de febrero de 2007, sin que el recurso de apelación que el Sr. V.C. pueda haber interpuesto, según lo afirma en su escrito, tenga efectos suspensivos de dicha resolución. Como consecuencia de dicha resolución judicial, debían entenderse como representantes legales del partido, con poderes mancomunados, según consta en el Registro de Partidos Políticos, además del Sr. C.T., Sra. G.L. y Sr. M.G. Con posterioridad, según se ha indicado, consta la celebración de un Congreso Nacional extraordinario por el que quedarían revocados los poderes otorgados a las tres citadas personas, nombrando como Presidente Nacional al Sr. C.T. Aun cuando la fecha de celebración del citado Congreso extraordinario "el mismo día de la convocatoria del proceso electoral en curso- pudiera plantear alguna duda sobre su legitimidad, la circunstancia de que ninguno de los otros dos representantes con poderes mancomunados "la Sra. G.L. y el Sr. M.G.- hayan discutido estos acuerdos, unido a que quien discute estos acuerdos, el Sr. V.C., no puede ser considerado como representante legal del partido en el momento actual de acuerdo con los datos registrales, llevan a que, en aras de una interpretación más favorable al derecho fundamental de participación política, se acepte la representación otorgada por el Sr. C.T."

2. Vista la sentencia 102/2009 del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo número 29 de Madrid, de 15 de mayo de 2009, dictada en recurso interpuesto por la representación del PP contra Acuerdo de la Junta Electoral Central de 11 de mayo de 2009 de proclamación de candidaturas a las elecciones al Parlamento Europeo de 7 de junio de 2009, Acuerdo publicado en el Boletín Oficial del Estado del siguiente día 12 de mayo, sentencia de la que tomó conocimiento la Junta Electoral Central en sesión de 21 de mayo de 2009 y por la que se desestima el referido recurso por ser conforme a Derecho el acuerdo recurrido.

3. Visto que, ni de la documentación relativa al CDS que consta en la certificación del Registro de Partidos Políticos, ni de la aportada por los interesados en el expediente, se ha podido acreditar la concurrencia de nuevas circunstancias que permitan modificar el criterio de esta Junta,

He resuelto, en virtud de la delegación expresamente conferida por la Junta Electoral Central en su reunión de 14 de octubre de 2010, tener por válidamente realizada la designación del Sr. C.T. como Representante General del Centro Democrático y Social ante la Junta Electoral Central a efectos de las elecciones al Parlamento de Cataluña a celebrar el 28 de noviembre de 2010 (Resolución ratificada el 4 de noviembre de 2010).

- Representantes de las candidaturas ante la Administración Electoral.

Cada entidad política, aun de ámbito estrictamente local, debe tener su propio representante ante la JEC (Ac 7 de abril de 1995).

Cabe la designación de representantes generales o provinciales por cada partido político coaligado, con las facultades previstas en la LOREG, tenga esta designación carácter solidario o indistinto (Ac 20 de febrero y 3 de marzo de 1986, 30 de enero de 1987 y 28 de abril de 1989).

Los representantes de las candidaturas tienen las facultades legales previstas en la Ley Electoral, la cual les habilita para realizar válidamente todos los actos correspondientes salvo en la medida que en el escrito en que se otorgue la representación se limiten sus facultades o se exija habilitación especial (Ac 19 de mayo de 1986).

Los representantes de candidaturas designados por entidades políticas ante consulados en el extranjero no están contemplados en la legislación electoral, por lo que, sin perjuicio de las actividades lícitas que puedan realizar, carecen de las funciones y derechos específicamente atribuidos por la legislación a los representantes de los partidos, federaciones, coaliciones y candidaturas (Ac 21 de mayo de 1987).

Los representantes de las candidaturas ante la Administración Electoral no necesitan acreditar su representación ante la misma mediante poder notarial ni la legitimación notarial de la firma (Ac 17 de enero de 1979, 8 de mayo de 1989, 12 de mayo de 1991 y 17 de abril de 1995).

No es exigible que los representantes provinciales de una candidatura residan en la capital de la Provincia (Ac 20 de enero de 2000).

La designación del representante general de una entidad política ha de realizarse por el representante legal de la misma que como tal aparezca designado en el Registro de Partidos Políticos del Ministerio del Interior (Ac 22 de noviembre de 1989).

La designación del representante general de una entidad política ante la JEC a la que se refiere el artículo 168, en relación con el 43 LOREG, ha de hacerse en papel común por el representante legal y con la aceptación del designado por cualquiera de los medios que declara hábiles la LPA y ante el órgano destinatario del nombramiento (Ac 11 de marzo de 1991), incluido el fax, sin perjuicio de la necesaria remisión del original (Ac 17 de abril de 1995 y 20 de enero de 2000). No es necesaria la personación del representante general ante JEC (Ac 20 de enero de 2000). No debe exigirse la personación del representante legal para verificar su firma (Ac 17 de abril de 1995). La personación por escrito ante las Juntas Electorales Provinciales del representante de las candidaturas podría ser válida si la Junta Electoral Provincial así lo admite, pero siendo imprescindible que el representante designe un domicilio en la ciudad sede de la Junta, en defecto de lo cual, si la Junta admite que el representante de la candidatura no tenga domicilio en dicha ciudad, el representante deberá admitir expresamente que a todos los efectos de notificación que deba realizar la Junta Provincial se entiendan producidas dichas notificaciones desde que la citada Junta haya intentado, levantando al efecto la correspondiente diligencia, la notificación en el fax designado por el representante (Ac de 10 de febrero de 2004).

No está legalmente prohibido que una misma persona ostente la condición de representante legal y representante general ante la Administración Electoral de la misma entidad política (Ac 5 de abril de 1991).

Cabe que el representante de la candidatura sea candidato (Ac 4 de mayo de 1994 y 7 de abril de 1995). Cabe que el representante general ante la JEC sea el mismo que el designado ante la JEP y ante la JEZ (Ac 29 de marzo, 7 de abril de 1994 y 7 y 17 de abril de 1995).

No cabe que una misma persona acumule la representación ante la Administración Electoral de varias entidades políticas (Ac 7 y 17 de abril de 1995). Si el representante general de una entidad política no está acreditado ante la JEC no cabe su acreditación ante la JEP (Ac 24 de abril de 1995).

Conforme tiene declarado esta Junta, los representantes de las candidaturas tienen las facultades legales previstas en la Ley Electoral, la cual les habilita para realizar válidamente todos los actos correspondientes salvo en la medida en que en el escrito en que se otorgue la representación se limiten sus facultades o se exija habilitación especial. Por otra parte, el Representante General acreditado ante la Junta Electoral Central puede actuar también ante cualquier otra Junta Electoral (Ac de 25 de octubre de 2007).

La legislación electoral no impide que pueda designarse como representante de una candidatura a una persona con nacionalidad de un Estado miembro de la Unión Europea y residente en España, a diferencia de lo que sucede para el nombramiento de Apoderado, Interventor o Administrador Electoral, en que se exige la plenitud de derechos civiles y políticos o la condición de elector, según los casos (Ac de 24 de enero de 2008).

- Datos a hacer constar en escrito de designación de representantes.

Los datos que han de figurar en la designación del representante general de una entidad política ante la Junta Electoral Central por el representante legal de la misma son el nombre y apellidos, domicilio, documento nacional de identidad y teléfono, haciendo constar en el escrito de nombramiento que el designado reúne las condiciones para ello y acepta la designación con su firma (Ac 4 de octubre de 1991).

JURISPRUDENCIA

- Disputa sobre las siglas de una organización política.

La contienda sobre el uso legítimo de las siglas de una organización política, debe ser resuelto por la jurisdicción ordinaria sin que pueda serlo por el cauce previsto en el artículo 49 LOREG ni por la Junta Electoral Central, que actuó correctamente «admitiendo una candidatura presentada por personas que, según la documentación adjunta, aparecían razonablemente con potestades de representación suficientes del partido por quien actuaban» (STS, 3.ª, Sec. 7.ª, 23-5-94).

Los certificados aportados no permiten tener por acreditado que D. Fabián V. Ostente la calidad de Presidente de la Comisión Gestora del partido político con la que dice comparecer. Así deber ser considerado porque, en el primero de los certificados aportados aparece que, de conformidad con los últimos estatutos presentados en el Registro de Partidos Políticos, la representación legal del partido corresponde a su Presidente y la elección de este la realiza el Congreso; y en los otros dos figura que el XIII Congreso del Partido, último celebrado según dicha documentación, se realizó la elección como Presidente don Carlos F. Y frente a ello no puede prevalecer la suspensión de dicho XIII Congreso y la expulsión de don Carlos que fue comunicada el 23 de enero de 2008al Registro de Partidos Políticos por D. Fabián, ya que consta que esas decisiones fueran adoptadas por órgano con competencia para hacerlo según los Estatutos del partido" (ATS, 3.º, Sec. 7.ª, de 18 de febrero de 2008).

- Facultades de los representantes.

La amplitud con que aparecen enunciadas en la ley las facultades de los representantes generales y las de los representantes de las candidaturas permite entender que tanto unos como otros pueden presentar las candidaturas de los partidos, federaciones o coaliciones a quienes representan (SAT Burgos, de 16 de mayo de 1987; SAT Valencia, de 18 de mayo de 1987).

«La Ley no contiene una enumeración de funciones y facultades de los representantes generales, así como tampoco señala límites o condiciones al ejercicio de su actividad representativa, bien sea con carácter general o para actos determinados. Desde esta perspectiva, debemos admitir que la investidura recibida les confiere apoderamiento para producir, con efectos jurídicos plenos, el acto de renuncia cuya validez se discute. Tanto la participación como la abstención en el proceso electoral, a través de la representación o la retirada de candidaturas, son actos de decisión inherentes al partido, federación o coalición concurrentes, manifestado en el ámbito específico del proceso electoral por quien legalmente tiene reconocida capacidad representativa, es decir, el representante general. Tal decisión puede estar supeditada, en el ámbito interno de la entidad política respectiva, a los requisitos que determinen sus normas orgánicas o estatutarias pero la celeridad y rigidez del procedimiento y de los plazos electorales no es conciliable con la eventualidad de que la Junta receptora aplace la decisión a resultas de la aportación de aquellas justificaciones documentales. En cualquier caso, la naturaleza y contenido de las funciones atribuida a los representantes de las candidaturas, caso de los recurrentes, excluye la pretendida exigibilidad de su consentimiento para la eficacia del acto realizado por el representante general, el cual actúa en representación del partido y no de la candidatura» (STS de 22 de mayo de 1994).

Los representantes ante la Administración Electoral pueden interponer los recursos contencioso-electorales previstos en los artículos 49 y 110 LOREG, pero no los que son ajenos al proceso electoral, como son los contencioso-administrativos ordinarios (STSJ Cataluña, de 1 de marzo de 2007, LA LEY JURIS 2981771/2007).

- Validez «pro futuro» de la acreditación tardía de representantes, sin retroacción de actuaciones.

Así se declara en la STC 76/1987, de 25 de mayo, en la que se reconoce que esa acreditación tardía no puede llevar a retrotraer las actuaciones que debían haberse realizado en plazos vencidos, pero sí permite ejercer cuantos actos sean todavía legalmente posibles (para mayor detalle véase artículo 186).

Esta doctrina, coincidente con la reiterada por la JEC (véanse artículos 168 y 186) parece desconocerse en la STS de 23 de mayo de 1993 que indicó lo siguiente: «Es claro a la luz de esos preceptos que el primer acto del procedimiento electoral para la posible participación en él por parte de los partidos, federaciones y coaliciones, es el de designación del representante legal, para la que se fija un plazo taxativo, que no tendría sentido si se permitiera que, superado ese plazo, pudiera admitirse la concurrencia de los que antes no lo hubieran hecho, mediante la designación de representante. Solo sobre la base de la comparecencia en el procedimiento electoral regulado en el artículo 43 LOREG y preceptos concordantes, puede realizarse con posterioridad por los ya participantes en el procedimiento electoral los actos siguientes, comenzando con el de presentación de candidaturas. Resulta de lo anterior que si la comparecencia del representante general en el procedimiento electoral, es extemporánea, resulta ineficaz, y no será admisible considerarle legitimado para que presente candidatura» (STS de 23 de mayo de 1994).

- No se impone la obligación de designación de representantes de candidaturas ante las Juntas Electorales existiendo representante general.

La LOREG no impone la obligación de designar representantes de las candidaturas ante las Juntas Electorales sino que posibilita dicha designación, ya que de no hacerlo pueden actuar los representantes generales (STC 36/2003, de 25 de febrero, FJ 7).

SECCIÓN II

Presentación y proclamación de candidatos

Artículo 44. 1. Pueden presentar candidatos o listas de candidatos:

a) Los partidos y federaciones inscritos en el registro correspondiente.

b) Las coaliciones constituidas según lo dispuesto en el apartado siguiente.

c) Las agrupaciones de electores que reúnan los requisitos establecidos por las disposiciones especiales de la presente Ley.

2. Los partidos y federaciones que establezcan un pacto de coalición para concurrir conjuntamente a una elección deben comunicarlo a la Junta competente, en los diez días siguientes a la convocatoria. En la referida comunicación se debe hacer constar la denominación de la coalición, las normas por las que se rige y las personas titulares de sus órganos de dirección o coordinación.

3. Ningún partido, federación, coalición o agrupación de electores puede presentar más de una lista de candidatos en una circunscripción para la misma elección. Los partidos federados o coaligados no pueden presentar candidaturas propias en una circunscripción si en la misma concurren, para idéntica elección, candidatos de las federaciones o coaliciones a que pertenecen.

4. En todo caso, los partidos políticos, las federaciones o coaliciones de partidos, y las agrupaciones de electores no podrán presentar candidaturas que, de hecho, vengan a continuar o suceder la actividad de un partido político declarado judicialmente ilegal y disuelto, o suspendido. A estos efectos, se tendrá en cuenta la similitud sustancial de sus estructuras, organización y funcionamiento, de las personas que los componen, rigen, representan, administran o integran cada una de las candidaturas, de la procedencia de los medios de financiación o materiales, o de cualesquiera otras circunstancias relevantes que, como su disposición a apoyar la violencia o el terrorismo, permitan considerar dicha continuidad o sucesión.

CONCORDANCIAS

- Presentación de candidaturas: artículos 45 y 46.

- Presentación de candidaturas en elecciones generales: artículos 169 a 171.

- Presentación de candidaturas en elecciones municipales: artículo 187.

- Presentación de candidaturas en elecciones al Parlamento Europeo: artículos 220 y 220 bis.

- Plazos: artículo 119.

- Recursos: artículo 49.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos(BOE núm. 154, del 28), modificada por la reforma de la LOREG de 2011:

CAPÍTULO PRIMERO

De la creación de los partidos políticos

Artículo 1.Libertad de creación y afiliación.

1. Los españoles podrán crear libremente partidos políticos conforme a lo dispuesto en la Constitución y en la presente Ley Orgánica.

2. La afiliación a un partido político es libre y voluntaria. Nadie puede ser obligado a constituir un partido o a integrarse o a permanecer en el mismo.

3. Los partidos políticos podrán constituir e inscribir federaciones, confederaciones y uniones de partidos mediante el cumplimiento de lo previsto en el presente capítulo y previo acuerdo expreso de sus órganos competentes.

Artículo 2.Capacidad para constituir.

1. Los promotores de un partido político deben ser personas físicas, mayores de edad, que se encuentren en el pleno ejercicio de sus derechos, no estén sujetos a ninguna condición legal para el ejercicio de los mismos y no hayan sido penalmente condenados por asociación ilícita, o por alguno de los delitos graves previstos en los Títulos XXI a XXIV del Código Penal. Esta última causa de incapacidad no afectará a quienes hayan sido judicialmente rehabilitados.

2. Los partidos políticos constituidos podrán establecer en sus estatutos la creación y reconocimiento de organizaciones juveniles.

Artículo 3.Constitución y personalidad jurídica.

1. El acuerdo de constitución habrá de formalizarse mediante acta fundacional, que deberá constar en documento público y contener, en todo caso, la identificación personal de los promotores, la denominación del partido que se propone constituir, los integrantes de los órganos directivos provisionales, el domicilio y los estatutos por los que habrá de regirse el partido que trata de constituirse.

La denominación de los partidos no podrá incluir términos o expresiones que induzcan a error o confusión sobre su identidad o que sean contrarias a las leyes o los derechos fundamentales de las personas. Tampoco podrá coincidir, asemejarse o identificarse, aun fonéticamente, con la de ningún otro partido previamente inscrito en el Registro o declarado ilegal, disuelto o suspendido por decisión judicial, con la identificación de personas físicas, o con la denominación de entidades preexistentes o marcas registradas.

2. Los partidos políticos adquieren personalidad jurídica por la inscripción en el Registro de Partidos Políticos que, a estos efectos, existirá en el Ministerio del Interior, previa presentación en aquél del acta fundacional suscrita por sus promotores, acompañada de aquellos documentos que acrediten el cumplimiento de los requisitos previstos en la presente Ley Orgánica.

Artículo 4.Inscripción en el Registro.

1. Los promotores de los partidos políticos realizarán las actuaciones necesarias para su inscripción. Los promotores de partidos no inscritos responderán personal y solidariamente de las obligaciones contraídas con terceros, cuando hubieren manifestado actuar en nombre del partido.

2. Dentro de los veinte días siguientes a la presentación de la documentación completa en el Registro de Partidos Políticos, el Ministerio del Interior procederá a practicar la inscripción del partido. Dicho plazo quedará, sin embargo, suspendido si se considera necesario iniciar alguno de los procedimientos previstos en el artículo siguiente.

3. Salvo en los casos de suspensión del plazo a que se refiere el apartado anterior, transcurridos los veinte días de que dispone el Ministerio del Interior, se entenderá producida la inscripción, que confiere la personalidad jurídica, hace pública la constitución y los estatutos del mismo, vincula a los poderes públicos, y es garantía tanto para los terceros que se relacionan con el partido como para sus propios miembros.

4. La inscripción en el Registro producirá efectos indefinidamente mientras no se anote en el mismo su suspensión o disolución, bien por notificación de la decisión acordada por el propio partido de acuerdo con las previsiones estatutarias, bien por ser declarado judicialmente ilegal y disuelto o suspendido. Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 6 del artículo 10 y, en cuanto al alcance y efectos de la suspensión, en el apartado 8 del artículo 11 de la presente Ley Orgánica.

Artículo 5.Examen de los requisitos para la inscripción.

1. Cuando se adviertan defectos formales en el acta fundacional o en la documentación que la acompaña, o cuando los proponentes carezcan de capacidad, el Ministerio del Interior lo pondrá en conocimiento de los interesados para que puedan subsanar los defectos advertidos. En tal caso, el plazo de inscripción se suspenderá desde el momento de la notificación y se reanudará una vez que los mismos hayan sido debidamente corregidos.

2. Cuando de la documentación presentada se deduzcan indicios racionales en relación con la ilicitud penal del partido, el Ministerio del Interior lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, dentro del plazo de veinte días a que se refiere el artículo anterior, mediante resolución fundada que irá acompañada de los elementos probatorios disponibles para apreciar dichos indicios.

3. El Ministerio Fiscal, en el plazo de veinte días desde que reciba la comunicación a que se refiere el apartado anterior, optará, en función de que se consideren suficientes o no los indicios de ilicitud penal, por ejercer ante la jurisdicción penal las acciones que correspondan o por devolver la comunicación al Ministerio deI Interior a los efectos de completar la inscripción.

4. La remisión de la comunicación al Ministerio Fiscal determinará la suspensión del plazo previsto en el apartado 2 del artículo anterior, durante todo el tiempo que medie hasta la devolución por el mismo al Ministerio del Interior de la comunicación fundada en la no apreciación de motivos suficientes de ilicitud penal o hasta que el Juez Penal resuelva sobre la procedencia de la inscripción o, en su caso, como medida cautelar, sobre la reanudación provisional del plazo para la inscripción. Dicha remisión y la correspondiente suspensión del plazo para la inscripción serán inmediatamente notificadas a los promotores interesados.

5. Las actuaciones administrativas relacionadas con la inscripción del partido político podrán recurrirse ante la jurisdicción contencioso-administrativa conforme a las previsiones de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

6. Cuando se persiguiese la inscripción en el Registro de Partidos Políticos de un partido que pretenda continuar o suceder la actividad de otro declarado ilegal y disuelto, se actuará conforme a lo previsto en el artículo 12 de esta Ley Orgánica.

CAPÍTULO II

De la organización, funcionamiento

y actividades de los partidos políticos

Artículo 6.Principios democrático y de legalidad.

Los partidos políticos se ajustarán en su organización, funcionamiento y actividad a los principios democráticos y a lo dispuesto en la Constitución y en las leyes.

Artículo 7.Organización y funcionamiento.

1. La estructura interna y el funcionamiento de los partidos políticos deberán ser democráticos.

2. Sin perjuicio de su capacidad organizativa interna, los partidos deberán tener una asamblea general del conjunto de sus miembros, que podrán actuar directamente o por medio de compromisarios, y a la que corresponderá, en todo caso, en cuanto órgano superior de gobierno del partido, la adopción de los acuerdos más importantes del mismo, incluida su disolución.

3. Los órganos directivos de los partidos se determinarán en los estatutos y deberán ser provistos mediante sufragio libre y secreto.

4. Los estatutos o los reglamentos internos que los desarrollen, deberán fijar para los órganos colegiados un plazo de convocatoria suficiente de las reuniones para preparar los asuntos a debate, el número de miembros requerido para la inclusión de asuntos en el orden del día, unas reglas de deliberación que permitan el contraste de pareceres y la mayoría requerida para la adopción de acuerdos. Esta última será, por regla general, la mayoría simple de presentes o representados.

5. Los estatutos deberán prever, asimismo, procedimientos de control democrático de los dirigentes elegidos.

Artículo 8.Derechosy deberes de los afiliados.

1. Los miembros de los partidos políticos deben ser personas físicas, mayores de edad, y no tener limitada ni restringida su capacidad de obrar. Todos tendrán iguales derechos y deberes.

2. Los estatutos contendrán una relación detallada de los derechos de los afiliados, incluyendo, en todo caso, los siguientes:

a) A participar en las actividades del partido y en los órganos de gobierno y representación, a ejercer el derecho de voto, así como asistir a la Asamblea general, de acuerdo con los estatutos.

b) A ser electores y elegibles para los cargos del mismo.

c) A ser informados acerca de la composición de los órganos directivos y de administración o sobre las decisiones adoptadas por los órganos directivos, sobre las actividades realizadas y sobre la situación económica.

d) A impugnar los acuerdos de los órganos del partido que estimen contrarios a la Ley o a los estatutos.

3. La expulsión y el resto de medidas sancionadoras que impliquen privación de derechos a los afiliados solo podrán imponerse mediante procedimientos contradictorios, en los que se garantice a los afectados el derecho a ser informados de los hechos que den lugar a tales medidas, el derecho a ser oídos con carácter previo a la adopción de las mismas, el derecho a que el acuerdo que imponga una sanción sea motivado, y el derecho a formular, en su caso, recurso interno.

4. Los afiliados a un partido político cumplirán las obligaciones que resulten de las disposiciones estatutarias y, en todo caso, las siguientes:

a) Compartir las finalidades del partido y colaborar para la consecución de las mismas.

b) Respetar lo dispuesto en los estatutos y en las leyes.

c) Acatar y cumplir los acuerdos válidamente adoptados por los órganos directivos del partido.

d) Abonar las cuotas y otras aportaciones que, con arreglo a los estatutos, puedan corresponder a cada uno.

Artículo 9.Actividad.

1. Los partidos políticos ejercerán libremente sus actividades. Deberán respetar en las mismas los valores constitucionales, expresados en los principios democráticos y en los derechos humanos. Desarrollarán las funciones que constitucionalmente se les atribuyen de forma democrática y con pleno respeto al pluralismo.

2. Un partido político será declarado ilegal cuando su actividad vulnere los principios democráticos, particularmente cuando con la misma persiga deteriorar o destruir el régimen de libertades o imposibilitar o eliminar el sistema democrático, mediante alguna de las siguientes conductas, realizadas de forma reiterada y grave:

a) Vulnerar sistemáticamente las libertades y derechos fundamentales, promoviendo, justificando o exculpando los atentados contra la vida o la integridad de las personas, o la exclusión o persecución de personas por razón de su ideología, religión o creencias, nacionalidad, raza, sexo u orientación sexual.

b) Fomentar, propiciar o legitimar la violencia como método para la consecución de objetivos políticos o para hacer desaparecer las condiciones precisas para el ejercicio de la democracia, del pluralismo y de las libertades políticas.

c) Complementar y apoyar políticamente la acción de organizaciones terroristas para la consecución de sus fines de subvertir el orden constitucional o alterar gravemente la paz pública, tratando de someter a un clima de terror a los poderes públicos, a determinadas personas o grupos de la sociedad o a la población en general, o contribuir a multiplicar los efectos de la violencia terrorista y del miedo y la intimidación generada por la misma.

3. Se entenderá que en un partido político concurren las circunstancias del apartado anterior cuando se produzca la repetición o acumulación de alguna de las conductas siguientes:

a) Dar apoyo político expreso o tácito al terrorismo, legitimando las acciones terroristas para la consecución de fines políticos al margen de los cauces pacíficos y democráticos, o exculpando y minimizando su significado y la violación de derechos fundamentales que comporta.

b) Acompañar la acción de la violencia con programas y actuaciones que fomentan una cultura de enfrentamiento y confrontación civil ligada a la actividad de los terroristas, o que persiguen intimidar, hacer desistir, neutralizar o aislar socialmente a quienes se oponen a la misma, haciéndoles vivir cotidianamente en un ambiente de coacción, miedo, exclusión o privación básica de las libertades y, en particular, de la libertad para opinar y para participar libre y democráticamente en los asuntos públicos.

c) Incluir regularmente en sus órganos directivos o en sus listas electorales personas condenadas por delitos de terrorismo que no hayan rechazado públicamente los fines y los medios terroristas, o mantener un amplio número de sus afiliados doble militancia en organizaciones o entidades vinculadas a un grupo terrorista o violento, salvo que hayan adoptado medidas disciplinarias contra éstos conducentes a su expulsión.

d) Utilizar como instrumentos de la actividad del partido, conjuntamente con los propios o en sustitución de los mismos, símbolos, mensajes o elementos que representen o se identifiquen con el terrorismo o la violencia y con las conductas asociadas al mismo.

e) Ceder, en favor de los terroristas o de quienes colaboran con ellos, los derechos y prerrogativas que el ordenamiento, y concretamente la legislación electoral, conceden a los partidos políticos.

f) Colaborar habitualmente con entidades o grupos que actúan de forma sistemática de acuerdo con una organización terrorista o violenta, o que amparan o apoyan al terrorismo o a los terroristas.

g) Apoyar desde las instituciones en las que se gobierna, con medidas administrativas, económicas o de cualquier otro orden, a las entidades mencionadas en el párrafo anterior.

h) Promover, dar cobertura o participar en actividades que tengan por objeto recompensar, homenajear o distinguir las acciones terroristas o violentas o a quienes las cometen o colaboran con las mismas.

i) Dar cobertura a las acciones de desorden, intimidación o coacción social vinculadas al terrorismo o la violencia.

4. Para apreciar y valorar las actividades a que se refiere el presente artículo y la continuidad o repetición de las mismas a lo largo de la trayectoria de un partido político, aunque el mismo haya cambiado de denominación, se tendrán en cuenta las resoluciones, documentos y comunicados del partido, de sus órganos y de sus Grupos parlamentarios y municipales, el desarrollo de sus actos públicos y convocatorias ciudadanas, las manifestaciones, actuaciones y compromisos públicos de sus dirigentes y de los miembros de sus Grupos parlamentarios y municipales, las propuestas formuladas en el seno de las instituciones o al margen de las mismas, así como las actitudes significativamente repetidas de sus afiliados o candidatos.

Serán igualmente tomadas en consideración las sanciones administrativas impuestas al partido político o a sus miembros y las condenas penales que hayan recaído sobre sus dirigentes, candidatos, cargos electos o afiliados, por delitos tipificados en los Títulos XXI a XXIV del Código Penal, sin que se hayan adoptado medidas disciplinarias contra éstos conducentes a su expulsión.

CAPÍTULO III

De la disolución o suspensión judicial de los partidos políticos

Artículo 10.Disolución o suspensión judicial.

1. Además de por decisión de sus miembros, acordada por las causas y por los procedimientos previstos en sus estatutos, solo procederá la disolución de un partido político o, en su caso, su suspensión, por decisión de la autoridad judicial competente y en los términos previstos en los apartados 2 y 3 del presente artículo. La disolución surtirá efectos desde su anotación en el Registro de Partidos Políticos, previa notificación del propio partido o del órgano judicial que decrete la disolución.

2. La disolución judicial de un partido político será acordada por el órgano jurisdiccional competente en los casos siguientes:

a) Cuando incurra en supuestos tipificados como asociación ilícita en el Código Penal.

b) Cuando vulnere de forma continuada, reiterada y grave la exigencia de una estructura interna y un funcionamiento democráticos, conforme a lo previsto en los artículos 7 y 8 de la presente Ley Orgánica.

c) Cuando de forma reiterada y grave su actividad vulnere los principios democráticos o persiga deteriorar o destruir el régimen de libertades o imposibilitar o eliminar el sistema democrático, mediante las conductas a que se refiere el artículo 9.

3. La suspensión judicial de un partido político solo procederá si así lo dispone el Código Penal. Podrá acordarse también como medida cautelar, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Enjuiciamiento Criminal o en los términos del apartado 8 del artículo 11 de la presente Ley Orgánica.

4. El supuesto previsto en el párrafo a) del apartado 2 del presente artículo será resuelto por el Juez competente en el orden jurisdiccional penal, de acuerdo con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Ley de Enjuiciamiento Criminal y el Código Penal.

5. Los supuestos previstos en los párrafos b) y c) del apartado 2 de este artículo serán resueltos por la Sala especial del Tribunal Supremo regulada en el artícu- lo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo siguiente de la presente Ley Orgánica, que tendrá carácter preferente.

6. La eventual coincidencia en el tiempo de los procedimientos judiciales previstos en los anteriores apartados 4 y 5 de este artículo respecto de un mismo partido político no interferirá la continuación de ambos hasta su finalización, produciendo cada uno de ellos los correspondientes efectos. No podrá, por el contrario, acordarse la disolución voluntaria de un partido político cuando se haya iniciado un proceso de declaración judicial de ilegalidad del mismo por razón de uno u otro apartado o de ambos.

Artículo 11.Procedimiento.

1. Están legitimados para instar la declaración de ilegalidad de un partido político y su consecuente disolución, en virtud de lo dispuesto en los párrafos b) y c) del apartado 2 del artículo anterior de esta Ley Orgánica, el Gobierno y el Ministerio Fiscal.

El Congreso de los Diputados o el Senado podrán instar al Gobierno que solicite la ilegalización de un partido político, quedando obligado el Gobierno a formalizar la correspondiente solicitud de ilegalización, previa deliberación del Consejo de Ministros, por las causas recogidas en el artículo 9 de la presente Ley Orgánica. La tramitación de este acuerdo se ajustará al procedimiento establecido, respectivamente, por la Mesa del Congreso de los Diputados y del Senado.

2. La acción por la que se pretende la declaración a que se refiere el apartado anterior se iniciará mediante demanda presentada ante la Sala especial del Tribunal Supremo prevista en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, a la que se adjuntarán los documentos que acrediten la concurrencia de los motivos de ilegalidad.

3. La Sala procederá inmediatamente al emplazamiento del partido político afectado y, en su caso, a las personas electas en candidaturas presentadas por agrupaciones de electores, dándoles traslado de la demanda, para que puedan comparecer ante la misma en el plazo de ocho días. Una vez comparecidos en debida forma o transcurrido el plazo correspondiente sin haberlo realizado, la Sala analizará la admisión inicial de la demanda pudiendo inadmitir la misma mediante auto si concurre alguna de las siguientes causas: a) Que se hubiera interpuesto por persona no legitimada o no debidamente representada. b) Que manifiestamente no se cumplan los requisitos sustantivos o de forma para su admisión. c) Que la demanda carezca manifiestamente de fundamento.

La apreciación de la concurrencia de alguna de las causas indicadas se pondrá de manifiesto a las partes para que puedan formular alegaciones sobre la misma en el plazo común de diez días.

4. Una vez admitida la demanda se emplazará al demandado, si hubiere comparecido, para la contestación a la demanda por el plazo de veinte días.

5. Si las partes lo han propuesto en sus escritos de demanda o de contestación o la Sala lo considera necesario, se abrirá un período de prueba que se regirá en cuanto a sus plazos y sustanciación por las reglas que sobre este extremo se contienen en los capítulos V y VI del Título I del Libro II de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

6. Del conjunto de la prueba practicada se dará vista a las partes, que podrán formular alegaciones sobre las mismas por plazo sucesivo de veinte días, transcurridos los cuales, se hayan formalizado o no, el proceso quedará concluso para Sentencia que deberá dictarse en veinte días.

7. La sentencia dictada por la Sala especial del Tribunal Supremo, que podrá declarar la disolución del partido político o desestimar la demanda, no será objeto de recurso alguno sin perjuicio, en su caso, del recurso de amparo ante el Tribunal Constitucional, y será ejecutiva desde el momento de su notificación. Si se decreta la disolución, la Sala ordenará la cancelación de la correspondiente inscripción registral, y el fallo producirá los efectos que se determinan en el artículo siguiente de esta Ley Orgánica. En su caso, la sentencia declarará también la existencia o no de vinculación con el partido político ilegalizado de las candidaturas presentadas por las agrupaciones de electores. Si se desestima la demanda, ésta sólo podrá volver a reiterarse si se presentan ante el Tribunal Supremo nuevos elementos de hecho, suficientes para realizar valoraciones sobre la actividad ilegal de un partido diferentes a las ya contenidas en la sentencia

8. La Sala, durante la tramitación del proceso, de oficio o a instancia de parte, podrá adoptar cualquiera de las medidas cautelares previstas en la Ley de Enjuiciamiento Civil conforme al procedimiento previsto en la misma. En particular, la Sala podrá acordar la suspensión cautelar de las actividades del partido hasta que se dicte Sentencia, con el alcance y los efectos que estime oportunos para salvaguardar el interés general. En tal caso, la Sala ordenará la correspondiente anotación preventiva en el Registro de Partidos Políticos.

Artículo 12.Efectosde la disolución judicial.

1. La disolución judicial de un partido político producirá los efectos previstos en las leyes y, en particular, los siguientes:

a) Tras la notificación de la Sentencia en la que se acuerde la disolución, procederá el cese inmediato de toda la actividad del partido político disuelto. El incumplimiento de esta Disposición dará lugar a responsabilidad, conforme a lo establecido en el Código Penal.

b) Los actos ejecutados en fraude de ley o con abuso de personalidad jurídica no impedirán la debida aplicación de ésta. Se presumirá fraudulenta y no procederá la creación de un nuevo partido político o la utilización de otro ya inscrito en el Registro que continúe o suceda la actividad de un partido declarado ilegal y disuelto.

c) La disolución determinará la apertura de un proceso de liquidación patrimonial, llevado a cabo por tres liquidadores designados por la Sala sentenciadora. El patrimonio neto resultante se destinará por el Tesoro a actividades de interés social o humanitario.

2. Corresponde a la Sala sentenciadora asegurar, en trámite de ejecución de Sentencia, que se respeten y ejecuten todos los efectos previstos por las leyes para el supuesto de disolución de un partido político.

3. En particular, corresponderá a la Sala sentenciadora, previa audiencia de los interesados, declarar la improcedencia de la continuidad o sucesión de un partido disuelto a la que se refiere el párrafo b) del apartado 1, teniendo en cuenta para determinar la conexión la similitud sustancial de ambos partidos políticos, de sus estructura, organización y funcionamiento, de las personas que las componen, rigen, representan o administran, de la procedencia de los medios de financiación o materiales, o de cualesquiera otras circunstancias relevantes que, como su disposición a apoyar la violencia o el terrorismo, permitan considerar dicha continuidad o sucesión en contraste con los datos y documentos obrantes en el proceso en el que se decretó la ilegalización y disolución. Además de las partes de este proceso, podrán instar el pronunciamiento de la Sala sentenciadora el Ministerio del Interior y el Ministerio Fiscal, en el supuesto de que se presente para su inscripción conforme a lo dispuesto en los artículos 4 y 5 de esta Ley Orgánica.

4. La Sala sentenciadora rechazará fundadamente las peticiones, incidentes y excepciones que se formulen con manifiesto abuso de derecho o entrañen abuso de la personalidad jurídica, fraude de ley o procesal.

CAPÍTULO IV

De la financiación de los partidos políticos

Artículo 13.Financiación.

1. La financiación de los partidos políticos se llevará a cabo de conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 3/1987, de 2 de julio, sobre Financiación de los Partidos Políticos.

2. De conformidad con la misma y con lo dispuesto en la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de Cuentas, y con la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del Tribunal de Cuentas, los partidos políticos asumen las obligaciones formales y personales en relación con la acreditación de fines y cumplimiento de requisitos previstos en la citada normativa en lo que se refiere al control de los fondos públicos que reciben.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.Modificación de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. Se adiciona un nuevo número 6.° al apartado 1 del artículo 61 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, con el siguiente contenido:

«6.° De los procesos de declaración de ilegalidad y consecuente disolución de los partidos políticos, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos».

Segunda.Modificaciones de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General. 1. Se añade un nuevo apartado 4 al artículo 44 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, con el siguiente contenido:

«4. No podrán presentar candidaturas las agrupaciones de electores que, de hecho, vengan a continuar o suceder la actividad de un partido político declarado judicialmente ilegal y disuelto, o suspendido. A estos efectos, se tendrá en cuenta la similitud sustancial de sus estructuras, organización y funcionamiento de las personas que los componen, rigen, representan o administran las candidaturas, de la procedencia de los medios de financiación o materiales, o de cualesquiera otras circunstancias relevantes que, como su disposición a apoyar la violencia o el terrorismo, permitan considerar dicha continuidad o sucesión».

2. Se añade un nuevo apartado 5 al artículo 49 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, con el siguiente contenido:

«5. Los recursos previstos en el presente artículo serán de aplicación a los supuestos de proclamación o exclusión de candidaturas presentadas por las agrupaciones de electores a las que se refiere el apartado 4 del artículo 44 de la presente Ley Orgánica, con las siguientes salvedades:

a) El recurso al que se refiere el apartado primero del presente artículo se interpondrá ante la Sala especial del Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

b) Estarán también legitimados para la interposición del recurso los que lo están para solicitar la declaración de ilegalidad de un partido político, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 11 de la Ley Orgánica de Partidos Políticos».

Tercera.Supletoriedad. En el procedimiento de inscripción de partidos regulado en el capítulo III, será también de aplicación la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, en todas las cuestiones no reguladas en la presente Ley Orgánica y sus normas de desarrollo.

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Única. 1. Los partidos políticos inscritos en el Registro del Ministerio del Interior a la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica estarán sujetos a la misma y conservarán su personalidad jurídica y la plenitud de su capacidad, sin perjuicio de adaptar sus estatutos, en caso necesario, en el plazo de un año.

2. A los efectos de aplicar lo previsto en el apartado 4 del artículo 9 a las actividades realizadas con posterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley Orgánica, tendrá la consideración de fraude de ley la constitución, en fecha inmediatamente anterior o posterior a dicha entrada en vigor, de un partido político que continúe o suceda la actividad de otro, realizada con la intención de evitar la aplicación a éste de las disposiciones de esta Ley. Ello no impedirá tal aplicación, pudiendo actuarse respecto de aquél conforme a lo previsto en los artículos 10 y 11 de esta Ley Orgánica, correspondiendo a la Sala especial del Tribunal Supremo la apreciación de la continuidad o sucesión y la intención de defraudar.

DISPOSICION DEROGATORIA

Única. Quedan derogadas cuantas normas se opongan a la presente Ley Orgánica y, en particular, la Ley 54/1978, de 4 de diciembre, de Partidos Políticos, y los artículos vigentes de la Ley 21/1976, de 14 de junio.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.Desarrollo reglamentario. Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposiciones sean necesarias para la aplicación y desarrollo de esta Ley, especialmente en lo que se refiere al acta fundacional y su documentación complementaria y al Registro de Partidos Políticos previstos en su capítulo I.

Segunda.Entrada en vigor. La presente Ley Orgánica entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

- Instrucción de la Junta Electoral Central 1/2010 (véase en anexo normativo).

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículos 49 LE.PVas.

DOCTRINA DE LA JEC

- Partidos y federaciones.

No cabe el cambio de denominación de un partido político o federación durante el proceso electoral; debe estarse a lo que conste en el Registro de Partidos Políticos (Ac 9 de mayo de 1977).

El hecho de que la inscripción de una entidad política en el Registro esté impugnada no enerva la misma, puesto que la inscripción es un acto administrativo, ejecutivo, careciendo la JEC de potestad para suspenderlo ya que esta potestad la ostentaría -en su caso- solo el órgano administrativo ordenante de la inscripción, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 116 LPA. La inscripción de una marca -de denominación idéntica a la de un partido político inscrito en el Registro de Partidos Políticos en el Registro de la Propiedad Industrial otorga al reclamante la protección civil y criminal que dispensa la Ley de Propiedad Industrial, pero no priva de efectos al acto administrativo de inscripción en el Registro de Partidos (Ac 17 de enero de 1978); en el mismo sentido respecto de las inscripciones efectuadas en el Registro de Asociaciones (Ac 12 de mayo de 1993). Hasta tanto el Registro de Partidos Políticos no proceda a la inscripción y puesta en conocimiento de la JEC de la misma, no cabe a esta Junta tener por formalidad la adhesión de un partido a una federación de partidos (Ac 13 de mayo de 1999).

Los partidos políticos y federaciones únicamente podrán utilizar la denominación inscrita en el Registro de Partidos Políticos (Ac 5 de mayo de 1987, 30 de mayo de 1994, 8 de octubre de 1998 y 20 de enero de 2000). No es competencia de las JE dilucidar o resolver sobre la validez de las inscripciones en el citado Registro ni tampoco entrar en cuestiones internas de cada partido que no afectan a terceros (Ac 11 de mayo de 1987 y 31 de enero de 2000). No corresponde a la JEC pronunciarse sobre la preferencia de una u otra de las entidades políticas en el uso de los elementos identificativos inscritos en el Registro de Partidos Políticos, en un supuesto de denominación análoga aunque no idéntica (Ac 21 de febrero de 1991). Análogamente que para las coaliciones, las federaciones de partidos pueden adoptar denominación específica para determinados distritos, manteniendo la referencia a una denominación común (Ac 27 de abril de 1999).

La situación registral a tener en cuenta será la que conste en el momento de proclamación de candidaturas (Ac 21 de abril de 2003).

Conforme al artículo 2 de la Ley de Partidos Políticos, la adquisición por éstos de la personalidad jurídica se produce el vigésimo primer día siguiente al depósito de su documentación constitutiva, plazo cuyo transcurso se suspende (artículo 3.3) si el Ministerio Fiscal ejercita acción judicial instando la declaración de ilegalidad del partido; ello sin perjuicio de que si el Ministerio del Interior no traslada la documentación al Ministerio Fiscal, sino que procede a inscribir el partido político antes de que transcurran los veinte días siguientes al depósito, tal partido adquiere personalidad desde la fecha de la inscripción (artículo 2.2). En consecuencia, salvo que se produzca esta última hipótesis de acto expreso por parte del Ministerio del Interior de inscripción en el Registro de Partidos Políticos antes de transcurrir el plazo de veinte días, el partido carece de personalidad jurídica a los efectos de presentación de candidatura (Ac 13 de septiembre de 1989).

Análogamente a lo acordado por esta Junta Electoral Central para las coaliciones de partidos, puede una federación de partidos políticos adoptar una denominación específica para determinados distritos electorales, manteniendo la referencia a una denominación común mediante la constancia de la denominación de la federación, siglas o cualesquiera otros elementos identificadores de la misma (Ac 12 de marzo de 2003).

- Agrupaciones de electores.

Cada candidatura propuesta por una agrupación de electores es independiente de cualquier otra, y su ámbito ha de ser el de la circunscripción electoral correspondiente, sin que sea posible una candidatura colectiva extensiva a más de una de dichas circunscripciones (Ac 30 de enero de 1980, 28 de marzo de 1983 y 20 de abril de 1999), sin perjuicio de la posibilidad de federación a efectos de la distribución de espacios gratuitos (Ac 20 de abril de 1999).

No cabe la constitución de coaliciones de agrupaciones de electores (Ac 28 de marzo de 1983) ni de éstas con partidos políticos (Ac 7 de abril de 1995). No pueden constituir pactos federativos o federaciones de agrupaciones, pues sería una vía anómala de constitución de partidos políticos, al margen de la legislación vigente (Ac 20 de abril de 1999).

El ámbito temporal de las agrupaciones de electores comprende el mandato de los cargos en cuyas elecciones presentaron candidaturas, por lo que, salvo que otra cosa resulte de registro distinto al de la normativa contemplada en el régimen electoral, no puede una agrupación de electores constituida a efectos de un proceso electoral oponer a otros electores en proceso distinto, titularidad exclusiva de una denominación electoral (Ac 30 de enero de 1987, 16 de febrero, 15 y 29 de marzo de 1995 y 13 de septiembre de 1999). No existe derecho preferente para la constitución de agrupaciones de electores a favor de quienes presentaron candidaturas por agrupaciones de electores en anteriores consultas electorales.

No existe un registro público de agrupación de electores (Ac 22 de diciembre de 1994). La agrupación de electores queda formalmente constituida con la presentación de la candidatura ante la Administración Electoral, no necesitando ser registrada como asociación (Ac 26 de noviembre de 1990).

Las agrupaciones de electores se constituyen única y exclusivamente para cada proceso electoral concreto, por lo que han de proceder a nueva recogida de las firmas para presentar candidatura en un nuevo proceso electoral (Ac 26 de abril de 1990), no pudiendo iniciarse el proceso de recogida de firmas antes de la convocatoria electoral, por cuanto la validez de las actuaciones electorales requiere que las mismas se realicen dentro del período electoral (Ac 3 de abril de 1987, 25 de febrero de 1991, 18 de noviembre de 1994, 16 de febrero y 15 y 29 de marzo de 1995 y 4 de febrero de 1999, entre otros). No cabe hablar de conversión de agrupación en partido (Ac 30 de septiembre de 1999).

La personalidad jurídica de la agrupación de electores se entiende a los solos efectos de promover una candidatura para un proceso electoral y actos subsiguientes (Ac 13 y 30 de septiembre de 1999), si bien, en orden al cumplimiento de la normativa electoral y en particular las reglas sobre ingresos y gastos, han de instar de la correspondiente Delegación de Hacienda la obtención del NIF (Ac 26 de noviembre de 1990 y 8 de octubre de 1998).

Las firmas de los electores avalan la constitución de la agrupación de electores a los efectos de la presentación de la candidatura (Ac 26 de noviembre de 1990). La presentación de firmas sin autenticar o la presentación de firmas en número inferior al exigido, son irregularidades subsanables (Ac 28 de abril de 1995). La acreditación de la identidad de todos y cada uno de los electores que con sus firmas avalen la presentación de una candidatura independiente ha de realizarse mediante acta notarial o por el Secretario de la Corporación municipal (Ac 25 de febrero de 1991) requiriéndose la comparecencia personal (entre otros Ac 3 de mayo de 1999). Los requisitos necesarios para la validez de las firmas de presentación de las candidaturas son los datos y menciones, junto con la firma del elector, que consten en los impresos oficialmente establecidos por el RD 563/1993, de 16 de abril, por el que se dictan normas reguladoras de los procesos electorales. Los datos de referencia son nombre y apellidos del elector, número del DNI, fecha de nacimiento y Municipio de residencia (Ac 4 de febrero 1999). Al constituirse para cada proceso electoral concreto ha de procederse a la nueva recogida de las firmas necesarias para presentar la candidatura en cada proceso electoral que se convoque (Ac 26 de abril de 1990). Al no haber entrado aún en vigor la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de firma electrónica, es de aplicación el Real Decreto-Ley 14/1999, de 17 de septiembre, cuyo artículo 5.1 permite limitar el uso de la firma en el ámbito de las Administraciones Públicas con el fin de «salvaguardar las garantías de cada procedimiento», por lo que procede descartar la presentación electrónica de las firmas acreditativas (Ac de 20 de enero de 2004).

Es potestativa la inclusión de símbolos y siglas para las agrupaciones de electores (Ac 24 de abril de 1995). Pueden utilizar la denominación que estimen conveniente siempre que cumplan la prescripción del artículo 46.4 LOREG. No es imprescindible que en la denominación incluyan la palabra «Agrupación» siempre que la identificación sea clara para el electorado (Ac 20 de abril de 1999). En el caso de coincidencia de la denominación de una agrupación de electores y de un partido, se otorgará preferencia a éste. Sobre quienes promuevan la constitución de una agrupación pesa el deber de comprobar que la denominación que pretenden adoptar no coincide con la de una entidad política inscrita o «que no es de una similitud tal que pueda inducir a confusión». Esta es una de las razones de que exista un Registro de Partidos Políticos con carácter público (Ac 20 de abril de 1999). En todo caso, una agrupación de electores no puede adoptar en su candidatura la denominación de un partido político, tanto si el mismo concurre como si no concurre a las elecciones (Ac 12 de marzo de 2003) No cabe la posibilidad de denominar una coalición con la palabra «partido», ya que podría producir confusión en el electorado en cuanto a la identificación de la misma (Ac de 20 de enero de 2004).

Las agrupaciones carecen del derecho de percibir adelantos de subvención electoral (Ac 28 de abril de 1995). Los candidatos no electos de las agrupaciones de electores permanecen como tales formando parte de la lista, pudiendo acceder al cargo en caso de vacante durante el mandato (Ac 13 de septiembre de 1999).

La solicitud de que se acuerde no autorizar la inscripción de agrupación de electores cuyas siglas (AI) supuestamente inducen a confusión con las del partido reclamante (PIHM), fue resuelta en el sentido siguiente: 1.º La denominación es cuestión de orden público que afecta los derechos de los electores a tener un cabal conocimiento de las entidades políticas concurrentes. 2.º La Junta Electoral Central tiene reiteradamente acordado que, en caso de coincidencia de la denominación de una agrupación de electores y de un partido, se otorgará preferencia a la de éste. 3.º Siendo los elementos identificadores de una formación política la denominación, siglas y símbolo de las mismas, no se aprecia en el presente caso similitud de los referidos elementos que puedan inducir a confusión al electorado (Ac de 19 de abril de 2007).

Síntesis de la doctrina de la Junta Electoral Central en relación con las agrupaciones de electores (Ac de 16 de febrero de 2006).

1.º.- Deben considerarse promotores de las agrupaciones de electores aquéllos que impulsan o promueven la presentación de candidaturas por uniones de personas y figuran con tal carácter en el escrito de designación de los representantes de sus candidaturas ante las correspondientes Juntas Electorales.

2.º.- La acreditación de la condición de promotor de agrupación de electores se efectúa mediante escrito en papel común en que se haga constar la misma, sin que sea necesario un mínimo de promotores.

3.º.- Las agrupaciones de electores se constituyen única y exclusivamente para cada proceso electoral concreto, por lo que ha de procederse a nueva recogida de firmas para presentar candidatura en cada nuevo proceso electoral, no pudiendo iniciarse la recogida de firmas antes de la convocatoria electoral, por cuanto la validez de las actuaciones electorales requiere que las mismas se realicen dentro del período electoral.

4.º.- Las firmas de los electores avalan la constitución de la agrupación a los efectos de la presentación de la candidatura.

5.º.- La acreditación de la identidad de todos y cada uno de los electores que con sus firmas avalen la presentación de una candidatura independiente ha de realizarse mediante acta notarial o por el Secretario de la Corporación municipal quienes dan fe de la autenticidad de las firmas. De conformidad con lo dispuesto por el Tribunal Constitucional en su sentencia 87/1999, de 25 de mayo, para cumplir con el requisito de autenticación de firmas el fedatario municipal debe efectuar "en primer término el oportuno cotejo de las firmas que avalan la candidatura -que habrán de ser contrastadas con las que figuran en las copias de los correspondientes DNI aportados-, para, acto seguido, dar fehaciencia de la inclusión o inscripción de los firmantes en el censo electoral del municipio", no siendo, por tanto, necesaria, a tenor de la citada Sentencia constitucional, la comparecencia personal de los avalistas de una candidatura ante el fedatario público.

6.º.- Cada candidatura propuesta por una agrupación de electores es independiente de cualquier otra y su ámbito ha de ser el de la circunscripción electoral correspondiente.

7.º.- La agrupación de electores queda formalmente constituida con la presentación de la candidatura ante la Administración electoral, no necesitando ser registrada como asociación.

8.º.- Es potestativa la inclusión de símbolos y siglas.

9.º.- No existe derecho preferente para la constitución de agrupaciones de electores a favor de quienes presentaron candidaturas por agrupaciones de electores en anteriores consultas electorales.

10.º.- No cabe la constitución de coaliciones de agrupaciones de electores ni de éstas con partidos políticos.

11.º.- El representante y el promotor pueden ser candidatos de la agrupación de electores, no existiendo inconveniente para que una misma persona reúna las tres condiciones.

12.º.- Con arreglo al artículo 123.1 LOREG los candidatos no pueden ser administradores electorales.

13.º.- No hay inconveniente legal para que los candidatos aporten su firma para la concurrencia de la agrupación a las elecciones.

14.º.- Los documentos conteniendo las firmas autenticadas de los electores han de presentarse junto con la propia candidatura, y dentro del plazo para la presentación de la misma, ante la Junta Electoral correspondiente.

15.º.- La falta de aportación de las siglas y símbolos o logotipos de las agrupaciones de electores no impide la proclamación de la candidatura, pero sí da lugar a que no se puedan utilizar esos elementos identificativos en las fases ulteriores del proceso electoral, incluida la confección de las papeletas.

16.º.- No existe un registro público de agrupaciones de electores en el que la inscripción de éstas les otorgue protección de su denominación o símbolo frente a terceros.

17.º.- Los candidatos no han de estar necesariamente inscritos en el censo electoral del municipio, ya que el artículo 6 LOREG determina que son elegibles los españoles mayores de edad que reúnan la condición de elector, en términos generales, sin exigir que esa condición se cumpla precisamente en el municipio por el que se presenta la candidatura.

18.- Los firmantes han de estar inscritos en el censo electoral del municipio, conforme dispone el artículo 187.3 LOREG.

19.- Es subsanable la irregularidad de presentación de las firmas sin autenticar así como la de presentación de un número inferior de firmas al legalmente exigido.

20.- El artículo 205 LOREG considera independientemente cada una de las agrupaciones de electores, en cada partido judicial, por lo que no es posible agrupar los votos obtenidos por distintas agrupaciones de electores que hubieran presentado candidaturas en distintos municipios del mismo partido judicial, a los efectos de designación de Diputados Provinciales.

No pueden constituirse agrupaciones de electores cuyo ámbito corresponda al de un partido judicial, ya que su marco propio, en las elecciones locales, es el municipal.

Véase asimismo el artículo 187.

- Coaliciones electorales.

El artículo 44.2, sobre las coaliciones electorales, no ha sido objeto de desarrollo normativo (Ac 19 de julio de 1996).

A) Sujetos.

Las coaliciones sólo pueden estar constituidas por partidos y federaciones de éstos. No cabe la constitución de coaliciones por agrupaciones de electores (Ac 28 de marzo de 1983, 18 de noviembre de 1994 y 7 de abril de 1995).

No cabe la constitución de coaliciones entre un partido o federación y personas físicas (Ac 5 de mayo de 1977).

No cabe constituir coaliciones entre partidos y agrupaciones de electores o entre éstas (Ac 7 de abril de 1995).

Constituida una coalición por varios partidos cabe su subsistencia si uno de ellos se separa, salvo que otra cosa se haya previsto en el pacto de coalición (Ac 13 de marzo de 1997).

No cabe que una coalición quede abierta a la adhesión de entidades políticas distintas a las de la coalición (Ac 3 de mayo de 1999).

No se puede establecer una coalición entre un partido político y la unión de partidos de que forma parte el primero (Ac de 29 de enro de 2008).

B) Ámbito territorial.

El ámbito espacial mínimo de una coalición electoral es un distrito electoral (Ac 30 de enero de 1987, 19 de julio de 1996 y 9 de abril de 1999).

Si una coalición no presenta candidatura en un distrito, los demás partidos integrantes de la misma podrán presentarla en el mismo, salvo que otra cosa se hubiera hecho constar en el escrito de constitución de la coalición o la misma se hubiese constituido sin limitación para participar en todos los distritos del país (Ac 30 de enero y 5 de mayo de 1977, 17 y 29 de abril de 1991 y 9 de abril de 1999).

Como consecuencia de la toma de razón se da por válida la constitución de la coalición, y dado lo dispuesto en el art. 44.3 LOREG no puede el partido integrante presentar candidaturas independientes de las de la coalición en los distritos en que presentan candidaturas (Ac 12 de mayo de 1986).

C) Ámbito temporal.

Las coaliciones electorales se constituyen específicamente para cada proceso electoral (Ac 5 de febrero de 1979 y 30 de enero de 1980), es decir, sólo subsisten hasta el término del mandato del órgano representativo a cuya formación concurrieron, salvo ruptura o disolución de la coalición (Ac 30 de mayo de 1994 y 13 de marzo de 1997). Cabe no obstante hacer constar ante la JE competente la constitución de una coalición electoral para los varios procesos electorales convocados para la misma fecha de celebración (Ac 14 de marzo de 1983).

D) Denominación.

La legislación electoral no impide que una coalición electoral adopte una denominación especifica en determinados distritos electorales, manteniendo la referencia a una denominación común (Ac 17 de enero de 1979, 6 de febrero y 7 de abril de 1995, 28 de mayo, 15 de julio y 30 de noviembre de 1998, 20 de abril de 1999 y 16 de diciembre de 2002, entre otros).

Por denominación común se entiende la que debe incorporarse en todas las circunscripciones (Ac 8 de octubre de 1998), sea en unión de las siglas o de siglas y símbolo, según conste en el pacto de constitución de la coalición (Ac12 de marzo de 2003). La referencia a la denominación común no tiene que comprender necesariamente la totalidad de los elementos identificadores de la coalición (Ac 15 de marzo de 1999). La JEC no acepta las denominaciones que no hacen referencia a la denominación común (Ac 3 de mayo de 1999).

La denominación de una coalición es cuestión de orden público que afecta a los derechos de los electores y a la transparencia del proceso electoral, por lo que no cabe admitir una coalición con denominación coincidente con la de un partido político que no forma parte de la misma pero que no concurre al proceso electoral convocado ni tampoco con la de un partido que forme parte de la coalición, aunque no exista oposición por parte del mismo (Ac 24 de abril de 1987 y 5 de mayo de 1995) ni tampoco con la de otra coalición constituida (Ac 24 de abril de 1995).

Una vez constituida válidamente una coalición no cabe cambiar la denominación de la misma a lo largo del proceso electoral (Ac 24 de abril de 1987), porque es un elemento esencial en su identificación (Ac 17 de abril de 1991).

La utilización del término «coalición electoral» es disponible por las entidades políticas que forman la misma (Ac 3 de octubre de 1989), de modo que no resulta imprescindible ni es exigible que figure delante de su denominación (Ac 24 de abril de 1995).

E) Símbolos.

No exige la LOREG que el símbolo de la coalición se forme obligatoriamente a partir de los símbolos de las entidades políticas que la componen (Ac 17 de abril de 1991).

A partir del acuerdo anteriormente citado, la JEC había admitido que una coalición podía tener el símbolo de uno de los partidos coaligados (Ac 28 de mayo de 1998). Este último criterio debe entenderse revisado por el acuerdo de la JEC de 14 de octubre de 2010,: "1.º) En relación a la denominación y símbolos de las coaliciones electorales, la doctrina de la Junta Electoral Central persigue la finalidad de evitar la confusión que induzca a error en el electorado entre la coalición y las formaciones políticas que la integran, como sucedería si se utilizase como denominación común o como símbolo común sólo los de una de esas formaciones políticas. 2.º) Sobre la denominación común, la Junta Electoral Central ha señalado que es una cuestión de orden público que afecta a los derechos de los electores y a la transparencia del proceso electoral, y que ésta no tiene que comprender necesariamente la totalidad de los elementos identificadores de la coalición, siendo suficiente que esa referencia a la denominación común consista, por ejemplo, en la incorporación de las siglas y símbolo de la coalición. Dicha denominación común habrá de utilizarse en todas las circunscripciones en las que se presente la coalición, si bien la legislación electoral no impide que una coalición adopte una denominación específica en determinados distritos electorales, siempre que mantenga la referencia a la denominación común. No obstante, esa denominación común no puede coincidir con la de una de las formaciones políticas que la componen. 3.º) Respecto al símbolo de la coalición electoral, es reiterada doctrina de la Junta que la LOREG no exige que el símbolo de la coalición se forme a partir de los símbolos de las entidades políticas que lo componen, y que si en el pacto de coalición no se ha hecho constancia del símbolo, no se puede hacer constar éste de ningún modo. Por otra parte, si la coalición tiene un símbolo propio, éste debe incorporarse en todas las circunscripciones en donde se presente dicha coalición, sin perjuicio de que, como sucede en el caso de la denominación común, en alguna de ellas se añada un símbolo específico en alguna circunscripción, siempre que conste así en el pacto de coalición y se mantenga la denominación común. 4.º) Esta Junta entiende, frente a algún acuerdo anterior adoptado por la Junta Electoral Central, que, en coherencia con lo expuesto, dicho símbolo común tampoco puede coincidir con el de una de las formaciones políticas que integran la coalición, puesto que podría conducir al error en el electorado".

F) Plazo y forma de constitución.

El plazo para la constitución de coaliciones ante la JE competente es preclusivo, por lo que no cabe admitir coaliciones presentadas fuera de plazo, sin perjuicio del derecho de los partidos afectados de presentar candidaturas propias (Ac 13 de mayo de 1999).

La constitución de coaliciones electorales deberá hacerse por sus promotores, es decir, por los representantes de los partidos o federaciones inscritas en el Registro de Partidos Políticos que vayan a formar parte de dichas coaliciones, representantes que serán quienes consten como tales en las certificaciones expedidas por el Registro o acrediten poder o delegación de éstos (Ac 5 de febrero de 1979, 7 de abril de 1995, 4 de abril de 1999 y 20 de enero de 2000).

Los representantes de las coaliciones cuya constitución se ha hecho constar ante la JEC (o ante la JEP), o los de los partidos que consten como tales en las certificaciones expedidas por el Registro, no necesitan poder notarial acreditativo de que ostentan tal condición ni actas notariales de autentificación de las firmas, bastando la constancia de su nombre en la relación de coaliciones o de partidos remitida por la JEC a las JEP. Tampoco es necesaria su personación en el acto de constitución de la coalición o presentación de candidatura (Ac 12 de mayo de 1977, 5 de febrero de 1979 y 28 de abril de 1989 y 12 de marzo de 2003).

Las coaliciones han de designar representante ante la Administración Electoral, no estableciendo la LOREG plazos distintos a los previstos para su designación por las demás entidades políticas (Ac 17 de abril de 1991). En el propio documento de constitución de la coalición ha de incluirse la designación del representante general (Ac 28 de abril de 1995).

La Instrucción de la JEC 1/2010 (véase en anexo normativo) dispone en su apartado segundo que «la documentación relativa a la constitución de una coalición electoral deberá presentarse directamente ante la propia Junta Electoral competente, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior».

G) Junta Electoral competente.

La Instrucción de la JEC 1/2010 (véase en anexo normativo) dispone en su apartado primero que "la aceptación de una coalición electoral solicitada conforme a lo dispuesto en el artículo 44.2 de la LOREG corresponderá a la Junta Electoral Provincial, de Comunidad Autónoma o Central que resulte competente en el ámbito territorial correspondiente al que pretenda extenderse la coalición, de conformidad con los siguientes criterios: en el caso de que la coalición afecte a municipios dentro de una misma provincia, la competente será la Junta Electoral Provincial; si la coalición se extendiese a más de una provincia, la competente será la Junta Electoral Central, salvo en el caso de elecciones a Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, en que corresponderá a la Junta Electoral de Comunidad Autónoma en el supuesto de que haya sido creada por la legislación autonómica. A tal efecto, si una Junta entiende que es otra la competente, deberá remitir de forma inmediata a ésta la documentación presentada, notificándolo a los interesados".

En relación a la citada Instrucción de la Junta Electoral Central 1/2010, la JEC ha aclarado que los términos «aceptación de una coalición electoral solicitada», incluidos en dicha Instrucción, vienen referidos a las facultades de control o fiscalización que corresponden a las Juntas Electorales sobre los requisitos legalmente exigidos para la constitución de una coalición electoral, en los términos indicados en la Sentencia del Tribunal Constitucional 192/2007 citada en su escrito, de manera que las Juntas únicamente podrán no aceptar la constitución de una coalición cuando ésta no cumpla los requisitos establecidos en la legislación electoral (Ac de 14 de octubre de 2010).

- Conversión de coalición en federación de partidos.

Si en la constitución de la nueva entidad política consta que la misma se forma por fusión o federación de las que en las anteriores elecciones integraron la coalición, la citada nueva entidad política se subrogaría en los derechos y obligaciones de la coalición y de las entidades políticas que la integraron (Ac 9 de octubre de 1997).

JURISPRUDENCIA

- El requisito de la inscripción en el Registro correspondiente de partidos y federaciones para poder presentar candidaturas.

«Es un requisito razonable dentro de la publicidad que debe caracterizar la concurrencia y el desarrollo de cada contienda electoral» (STC 21/1983, de 22 de marzo).

- La cancelación de la inscripción registral de un partido político, en virtud de resolución judicial, antes del día de la celebración de las elecciones impide que éste concurra a las mismas.

Así lo ha sostenido el TS en reiteradas Sentencias -SSTS 7 de diciembre de 1982, 10 de diciembre de 1982, 13 de diciembre de 1982, 18 de diciembre de 1982, 20 de diciembre de 1982- por carecer del carácter de partido político y de capacidad de participar en las elecciones el día en que se celebraban éstas, aunque la tuviera el día de la presentación de la candidatura, sin que pueda objetarse la ausencia de firmeza de la resolución judicial que acordó la cancelación, ya que la apelación tiene solo efecto devolutivo por imperativo de lo dispuesto en el artículo 9.1 de la Ley 62/1978, de 26 de septiembre.

Por el contrario, la impugnación ante un órgano jurisdiccional de la validez de los acuerdos de los órganos de un partido, por militantes que se han escindido del mismo, no afecta a la representación con la que se procedió a la inscripción del citado partido en tanto no se acredite cuál sea el resultado de la contienda electoral, ni a la validez de una candidatura presentada por esa representación (SAT Barcelona de 11 de febrero de 1979).

- Naturaleza de las agrupaciones de electores.

«Por su propio carácter, tiene la vida constreñida al concreto proceso electoral, sin que se genere una asociación política, cuyo órgano de representación y decisión se traslada a los integrantes de la candidatura presentada por los electores» (STC 16/1983, de 10 de marzo).

La SAT Sevilla 31 de mayo de 1979, declaró que las agrupaciones de electores no pueden coaligarse para presentar candidaturas, puesto que es de esencia a aquéllas su individualidad, que se opone a la coalición electoral que la Ley reserva de modo exclusivo y solo a tales fines concretos a Partidos y Federaciones.

- Prohibición de concurrencia en una circunscripción de candidaturas de un partido y de una coalición de la que forme parte.

Únicamente debe proclamarse como válida la candidatura de la coalición (SAT Valencia de 21 de mayo de 1987). Sin embargo, si el partido abandona la coalición, tiene derecho a presentar una candidatura independiente (SAT Valencia de 30 de mayo de 1977).

- Función de la JE en relación con las coaliciones electorales.

La STC 154/2003, de 17 de julio, previa reproducción de varios Acuerdos de la JEC, concluye que «tal toma de conocimiento o razón por la JE competente no excluye una facultad de control o fiscalización sobre los requisitos legalmente exigidos para la constitución de una coalición electoral, como así se desprende de la doctrina de este TC respecto a la necesidad de comunicar la denominación elegida, que en virtud del artículo 44.2 en relación con el artículo 46.4 LOREG, la JE podrá denegarla si coincide con la tradicionalmente usada por un partido político, a fin de no inducir a confusión al electorado».

- Denominación de las coaliciones electorales: la referencia a una denominación común y las denominaciones específicas.

La STC 154/2003, de 17 de julio, y, en el mismo sentido las SSTC de 10 de septiembre de 2007 (citadas en la DA Primera), concluyen que «el artículo 44.2 LOREG no impide que una coalición electoral adopte una denominación o simbología específica en determinados distritos electorales, manteniendo la referencia a una denominación común que debe incorporarse a todas las circunscripciones, ni impone que esa denominación común deba comprender necesariamente la totalidad de los elementos identificadores de la coalición». Dicha sentencia considera que esta posibilidad de usar denominaciones específicas no resulta contraria e incompatible con la doctrina constitucional sobre la «denominación, siglas y símbolos» como elemento fundamental e intrínseco de configuración e identificación (por ejemplo SSTC 69/1986, de 28 de mayo o 103/1991, de 13 de mayo).

- Naturaleza jurídica de la «federación de partidos políticos».

La STC 168/1989, de 16 de octubre, plantea el problema de la naturaleza jurídica de la federación de partidos que, conforme al artículo 44.1 a) LOREG puede presentar candidaturas y sin embargo es una figura completamente desconocida por la vigente Ley 54/1978, de 4 de diciembre, de Partidos Políticos. Por eso «la certificación de inscripción en el Registro de Partidos Políticos no puede ser el único instrumento para determinar esa naturaleza jurídica» sino que habrá que acudir a «otros datos e instrumentos de interpretación».

En el supuesto indicado, el TC estimó que se trataba de una federación de partidos por lo siguiente: lo inscrito fue «la Federación de».., aunque dicha inscripción se realizase como lo único que era formalmente posible: como partido; en ese documento se hace referencia a la existencia de otros partidos que dan vida a la federación y que se encuentran inscritos como tales antes del nacimiento de ésta (STC 168/1989, FJ 7).

- Candidatura que viene de hecho a continuar la actividad de una entidad política declarada judicialmente ilegal y disuelta o suspendida.

El TC reitera los argumentos expuestos en la STC 85/2003, de 8 de mayo (recurso de amparo electoral de 377 agrupaciones de electores cuya candidatura fue anulada por la sentencia de la Sala del 61 de 3 de mayo de 2003), en cuanto al canon decisorio para la verificación de la revisión de la sentencia dictada por la Sala del artículo 61 LOPJ. Tal canon decisorio, decía en aquella sentencia de 2003, «ha de depender de la apreciación conjunta de una pluralidad de magnitudes y referencias... La conjugación de todos estos factores ha de ser de tal naturaleza que permite inferir, de modo razonable y no arbitrario, que la agrupación electoral excluida del proceso electoral ha actuado de hecho, como continuadora de la actividad de los partidos ilegalizados» (FJ 29.º, por la STC, Sala del artículo 61, de 27 de marzo de 2003. Conforme a estos criterios el TC estimó el amparo presentado por 16 agrupaciones y lo desestimó en todos los demás. Esta doctrina fue posteriormente ratificada en unas elecciones forales parciales realizadas en Navarra en octubre de 2003 (STC 176/2003, de 10 de octubre).

Como señala en la STC 68/2005, la sentencia impugnada tiene por probado que la agrupación actora es mera continuación fraudulenta de los partidos políticos disueltos por sentencia de 27 de marzo de 2003. Para alcanzar esa conclusión ha debido superar las dificultades inherentes al descubrimiento de toda trama defraudatoria, y se ha basado en un material probatorio muy variado, constituido por pruebas tanto directas como indiciarias, examinadas en el marco de las concretas circunstancias del presente proceso electoral y atendiendo a «la evolución de la estrategia llevada a cabo por el entorno de los partidos políticos ilegalizados durante los procesos electorales posteriores a la ilegalización y previos al que ahora nos ocupa, pues esa evolución ha condicionado la estrategia defraudatoria» siendo de recordar, en relación con este último extremo, que, como quedó dicho en la STC 99/2004 «tratándose de la continuidad de un partido ilegalizado, el dato de tentativas de formalización de candidaturas frustradas en el pasado por razón, precisamente, de esa continuidad ilícita de continuidad que pude predicarse de la candidatura que ahora demanda en amparo».

Todo el conjunto probatorio utilizado se organiza en un primer apartado constituido por elementos de naturaleza objetiva -de los que se infiere la existencia de una trama orgánico-funcional-, al que acompaña un segundo, de menor alcance y entidad, del que desprende la Sala la realidad de un elemento subjetivo de continuidad entre los partidos ilegalizados y la ahora demandante de amparo. El juicio de constitucionalidad que aquí procede acerca de la valoración que esa prueba ha merecido en el proceso a quo solo puede llevarnos a descartar que el Tribunal Supremo haya alcanzado sobre esa base una conclusión irrazonable o arbitraria. Resulta, en efecto, razonablemente sostenible a partir de las pruebas valoradas en el proceso que la organización terrorista y los partidos disueltos han pretendido, ahora como en el pasado reciente, defraudar los efectos de la disolución por medio de una agrupación electoral que permitiera la subsistencia de facto de aquellos partidos ilegales. De la conversación intervenida en el centro penitenciario se desprende claramente que los partidos ilegalizados han diseñado una estratégica trazada por ETA para los procesos electorales que siguieron a la disolución de aquéllos y que queda al descubierto en los boletines incautados a la banda terrorista. Se habla, así, de la existencia de un «esquema» para las elecciones autonómicas, que se resume en la presentación de dos listas («limpia» y «sucia»), contándose ya con la certeza del rechazo de una de ellas -que, ciertamente, lo ha habido, sin que se haya reaccionado ante la jurisdicción- y confiando en que pudiera prosperar la que verdaderamente importaba para la continuidad de los partidos disueltos. El ánimo defraudatorio es, por tanto, manifiesto y se corresponde, por lo demás, con la voluntad que en esa misma línea se ha demostrado acreditada en otros procesos electorales a los que pretendieron concurrir candidaturas articuladas por el entorno de los partidos ilegalizados para asegurarse la continuación de la presencia de éstos en las instituciones (FJ 12.º de la agrupación electoral, como forma de participación política, la apertura sin control posible ni mediatización alguna a la firma de cualesquiera electores en el ámbito de que se trate, firma que de iure no expresa sino el apoyo a que determinada candidatura acceda a la competencia electoral. No cabe, dicho de otro modo, proyectar sobre la agrupación (sobre sus integrantes) sospechas a partir de apariencias o de indicios que surgen, a su vez, de unas conductas (firmas de aval) sobre las que la agrupación carece de control y que le son formalmente ajenas. En el caso extremo, una significativa presencia, entre los avalistas, de personas en su día ligadas a los partidos disueltos permitiría, tan solo, abrigar la conjetura de que tales personas ponen su confianza en la candidatura de la agrupación, pero a partir de esa conjetura no cabe construir aquí un indicio. Quizá en Derecho electoral se pueda llegar a ser, como excepción, «responsable» en algún caso por, no ya ante, la confianza ajena; al menos políticamente, esa responsabilidad puede, desde luego, llegar a apreciarse por los ciudadanos o por sus representantes. Pero dar un paso más, y plantear una impropia responsabilidad jurídica por la sola adhesión de terceros (con la consiguiente carga de repudiar tal apoyo o, en su defecto, de soportar una consecuencia adversa) es algo en extremo delicado, que solo cabría aceptar si semejante adhesión fuera en sí misma, por su sujeto (la organización terrorista) o por su contenido («autorreconocimiento» en la agrupación por los portavoces de una organización disuelta), constitutiva de un ilícito a la luz propia legislación de partidos (FJ 15.º).

En cuanto a la cuestión referida a la condena del terrorismo repite la STC 99/2004 (FJ19), «de lo que en el proceso a quo se ha tratado ha sido solo de impedir la continuidad de unos partidos declarados ilegales por sentencia firme. Quienes, relacionados en el pasado con esos partidos, quieran "reconstituirlo" fraudulentamente con ocasión de sucesivas convocatorias electorales deben contar con el riesgo cierto de que aquella vinculación pueda, pero siempre en unión de otros indicios, erigirse en factor determinante de una convicción judicial que lleve a dar aplicación a la norma contenida en el artículo 44.4 LOREG. Quienes, por el contrario, con esos mismos antecedentes decidan ejercer su derecho de sufragio pasivo sin instrumentalizarlo al servicio de aquella maniobra defraudatoria no habrán de tener, como no la han tenido, según admite la demandante, otras personas, dificultad alguna para articular candidaturas en otros partidos o para constituir las pertinentes agrupaciones de electores», y añade: «La negativa a condenar expresamente el terrorismo no es, por tanto, indicio bastante para acreditar per se una voluntad defraudatoria como la contemplada por el artículo 44.4 LOREG. Más bien sucede que su contrario, la condena inequívoca, constituye un contraindicio capaz de desacreditar la realidad de una voluntad de ese cariz deducida a partir de indicios suficientes. La sentencia recurrida discurre en el marco de la jurisprudencia que acabamos de citar, al constatar la inexistencia de una condena del terrorismo, el cual no es lamentablemente una mera abstracción, sino una realidad concreta, perfectamente definida, ante la que no tiene el mismo valor significativo la condena genérica de la vulneración de los derechos civiles y políticos de cualquiera, que es la única a la que se refiere la recurrente y a la que es atribuible un cierto sentido de abstracción, que la condena concreta del terrorismo, que implica un referente subjetivo mucho más preciso, y que de existir constituiría el contraindicio referido de nuestra jurisprudencia» (STC 68/2005, de 31 de marzo).

- Anulación de la proclamación de todas las candidaturas presentadas por las agrupaciones electorales de ASB.

La STS, Sala Especial del artículo 61 LOPJ, de 5 de mayo de 2007 (LA LEY JURIS 981/2007) acuerda la anulación de todas las candidaturas presentadas por las agrupaciones electorales de «Abertzale Sozialisten Batasuna», tras evidenciar el apoyo y tutela desde la ilegalizada Batasuna a dichas agrupaciones electorales que utilizan los términos ASB y a continuación el nombre de la localidad en que se han constituido las mismas, denominación que sirve al designio de que se identifiquen inequívocamente por los electores como sucesoras de Batasuna. Por lo demás, la Sala Especial constata la presencia en buena parte de las agrupaciones electorales de candidatos que han mantenido vínculos con los partidos ilegalizados, mientras que en otras candidaturas a pesar de no existir tales vínculos se aprecia la sucesión fraudulenta o designio defraudor, mediante el recurso a una nueva marca, dirigido a la continuidad de los ilegalizados.

La sentencia, por lo demás, rechaza que se hayan vulnerado la libertad ideológica, la libertad de expresión (por exigir una declaración de rechazo y condena al terrorismo), el derecho a la tutela judicial efectiva y el derecho de acceso a los cargos públicos, invocando las sentencias precedentes de 3 de mayo de 2003 y de 21 de mayo de 2004. En cuanto a la objeción sobre la brevedad del plazo para la formulación de alegaciones, la Sala Especial recuerda la sumariedad del recurso jurisdiccional regulado en el artículo 49 LOREG, que impone inexcusablemente la fugacidad y preclusividad de los plazos que lo componen, si bien en todo caso quedan salvaguardados los derechos de contradicción y de defensa y el normal curso del proceso electoral.

La STC 110/2007, de 10 de mayo, deniega el amparo solicitado por las agrupaciones electorales de ASB. Entiende el TC que la valoración de las declaraciones y manifestaciones efectuadas por significados dirigentes de los partidos disueltos en las que se pone de manifiesto el protagonismo activo de dichos partidos en la promoción de las agrupaciones electorales no puede merecer tacha alguna de inconstitucionalidad pues se trata de informaciones hechas públicas por los medios de información y que no han sido contradichas por sus autores. La concesión de una extremada relevancia a la utilización por todas las agrupaciones de la denominación común ASB para acreditar la incardinación de todas y cada una de las agrupaciones anuladas, no puede considerarse como una inferencia excesivamente abierta si se repara tanto en la unánime coincidencia en la denominación de unas realidades que de suyo se caracterizan por la espontaneidad como al hecho de que un dirigente de la ilegalizada Batasuna avanzaba a la prensa que sus plataformas tendría tal denominación. Sin embargo, asimilar, siquiera sea únicamente a efectos indicarios, como ha hecho el TS, la integración de candidatos de agrupación electorales impugnadas con éxito, en aplicación del artículo 44.4 LOREG, con la de candidatos de que lo fueron de partidos ilegalizados, supone una restricción excesiva del derecho de sufragio pasivo, y ello por cuanto la disolución de un partido político no comporta la privación del derecho de sufragio, activo o pasivo, de quienes fueron sus promotores, dirigentes o afiliados y, por consiguiente, tampoco de los integrantes de las agrupaciones electorales demandantes de amparo.

La STC concluye que no se ha vulnerado el derecho a un proceso con todas las garantías y que ha quedado garantizada la imparcialidad, en la doble vertiente objetiva y subjetiva, de la Sala Especial del artículo 61 LOPJ del TS, para conocer de un proceso que tiene por objeto dilucidar si un partido previamente disuelto por la misma Sala es continuado o sucedido, de hecho y en su actividad, por determinadas agrupaciones de electores.

En fin, debe tenerse en cuenta el ATS, Sala Especial del artículo 6.º LOPJ, de 22 de mayo de 2007 (LA LEY JURIS 1068/2007), en cuya virtud se declara que no procede ni la constitución del partido ASB ni su inscripción en el Registro de Partidos Políticos cuya llevanza corresponde al Ministerio del interior, por ser sucesor de la ilegalizada Batasuna. El ATS rechaza la procedencia de plantear la cuestión de inconstitucionalidad del inciso segundo del artículo 4.2 de la Ley Orgánica 6/2002, de Partidos Políticos, tras cita detenida de la STC 48/2003, de 12 de marzo, y de la STEDH de 7 de diciembre de 2006 (caso Linkov contra la República Checa).

- Anulación de la proclamación de 133 candidaturas de ANV.

El ATS, Sala Especial del artículo 61 LOPJ, de 5 de mayo de 2007 (LA LEY JURIS 993/2007), estima las demandas deducidas por la Abogacía del Estado y del Ministerio Fiscal que impugnaron 133 de las candidaturas presentadas por el partido político ANV.

La diferente naturaleza y razón de ser del partido político y la agrupación electoral explican que la competencia de la Sala Especial del artículo 61 LOPJ del TS se reserve, en el contencioso-electoral, para el conocimiento de las impugnaciones que recaigan sobre la proclamación de candidaturas o exclusión de candidatos de agrupaciones electorales comprendidas en el caso del artículo 44.4 LOREG, es decir, por entenderse que no son sino un instrumento fraudulento para suceder, de hecho, a un partido político disuelto y que, fruto de esa reserva, no sea posible canalizar a través de dicho proceso la impugnación de candidaturas promovidas por partidos políticos. Se trata, con esta garantía, de conciliar el respeto del derecho de sufragio pasivo reconocido en el artículo 23 CE como medio de ejercer el derecho de participación política de los ciudadanos que se integran en una agrupación electoral con ese fin, con la eficacia e integridad de la sentencia que declaró la ilegalización de un partido político, a cuyo fin se encomienda al órgano jurisdiccional que la dictó la competencia para revisar que la constitución de las agrupaciones de electores no se convierta en un mecanismo defraudatorio del fallo de la sentencia.

La falta de mención en la LOREG de una fórmula procesalmente válida para la impugnación de candidaturas de partidos políticos no obedece a un olvido del legislador. El cauce adecuado es la ilegalización del partido y el consiguiente incidente de ejecución de sentencia.

A diferencia de lo que sucede con las agrupaciones de electores, la LOREG no contempla ninguna fórmula procesalmente válida para el control de la proclamación de candidaturas y candidatos de los partidos políticos, dejando a salvo lo dispuesto en el artículo 44.1 de la citada Ley en cuanto a la posibilidad de interponer recurso contencioso-electoral, ante los Juzgados de lo contencioso-administrativo contra los acuerdos de proclamación que puedan adoptar las Juntas Electorales para examinar las causas de inelegibilidad a que se refieren los artículos 6 y 7 de la propia LOREG. La razón de ser de esta falta de mención especial no es casual ni procede de un olvido del legislador, sino que reside en el hecho de que, ante la hipótesis de que un partido político presentara candidaturas con el ánimo de defraudar los efectos de la ilegalización de otro partido político, es decir, con la finalidad abusiva de continuar con su actividad, quebrantando la sentencia de ilegalización, el cauce que el ordenamiento jurídico ofrece para salvaguardar la eficacia de la sentencia y precaverse de la posible concurrencia electoral que se tacha, en el recurso, de fraudulenta, es el de la solicitud de ilegalización del nuevo partido -o del que, sin ser de nueva creación, sea aprovechado con el mismo designio elusivo- que sirve de instrumento defraudatorio y el consiguiente incidente de ejecución de sentencia que se contempla en el artículo 12 LO 6/2002, de Partidos Políticos, para que, sobre la base de tal improcedencia, puedan establecerse las consecuencias de todo orden que son inherentes a ella.

Inadecuación de la vía impugnatoria utilizada por el Ministerio Fiscal y por la Abogacía del Estado para impugnar la proclamación de las candidaturas de Acción Nacionalista Vasca. En efecto, el cauce impugnatorio elegido por el MF y la Abogacía del Estado para impugnar la proclamación de ciertas candidaturas del partido ANV no es marco adecuado para que la Sala ejerza la competencia que la ley le asigna en relación con los partidos políticos. Y, no lo es, porque no cabe forzar la interpretación de la normativa vigente -LOREG y LO 6/2002- hasta poner en palabras del legislador lo que éste no ha dicho, llevando la competencia de la Sala a un supuesto diferente de aquellos que el legislador ha previsto. La Sala Especial del artículo 61 LOPJ del TS es competente para apreciar, en su caso, la continuidad o sucesión de un partido ilegalizado y disuelto por otro partido aparentemente legal, cuya inscripción en el Registro de Partidos no haya sido hasta entonces cuestionada, pero esta impugnación, venga o no referida a la presentación de candidaturas y, por ende, en coincidencia temporal con un proceso electoral en curso, solo se puede articular a través del medio procesal elegido y definido por el legislador, que es el del proceso de ejecución de la sentencia de ilegalización de Batasuna. Por ello, y previa audiencia de las partes demandantes y del partido demandado se acordó la continuación del procedimiento bajo el trámite de ejecución de sentencia de ilegalización de Batasuna.

A continuación el ATS analiza la evolución histórica de Acción Nacionalista Vasca y concluye que el proceso de conformación de la candidaturas electorales ha sido gestado y dirigido en todo momento por miembros relevantes de la extinta Batasuna como mecanismo de sucesión haciendo uso de determinados elementos orgánicos de un partido político legal.

Tras subrayar la irrelevancia, a la hora de enjuiciar si hay una continuidad de la ilegalizada Batasuna, del hecho de que el Ministerio Fiscal y la Abogacía del Estado no hayan coincidido totalmente a la hora de señalar las personas vinculadas a la formación ilegalizada. La inclusión en las candidaturas electorales de ANV de un cierto número de candidatos que a su vez pertenezcan al entorno de los partidos políticos ilegalizados presenta un claro valor indiciario, junto a otros estándares probatorios aplicables.

En fin, para poder afirmar que una candidatura se integra dentro del procedimiento fraudulentamente articulado para la sucesión del partido político ilegalizado -cuando, como en el caso, consta un consilium fraudis para la utilización de las candidaturas de un partido legal, aunque no pueda demostrarse su concreto alcance-, basta con la justificación probatoria, respecto de cada candidatura en concreto, de una conexión subjetiva significativa con el partido ilegalizado -aunque no tenga un carácter intenso desde el punto de vista cuantitativo o cualitativo- para que pueda tenerse por acreditado que la candidatura correspondiente de las actuaciones encaminadas a defraudar la prohibición legal de toda actividad al partido político ilegalizado, y, particularmente, de la presentación de candidaturas en los procesos electorales, pues dicha vinculación subjetiva significativa es suficiente para descartar racionalmente que la candidatura impugnada pueda ser ajena al partido político ilegalizado, y, con ello, estar situada fuera del ámbito al que alcanza el procedimiento fraudulento cuya existencia por medios objetivos se ha probado. Aunque en la mayoría de los casos examinados concurre una vinculación subjetiva intensa de orden cuantitativo o cualitativo ha de apreciarse también la conexión con Batasuna de aquellas candidaturas en las que aunque no se alcancen los estándares habitualmente utilizados en relación con las agrupaciones electorales aparece una conexión significativa con Batasuna o con los partidos o agrupaciones ilegalizados o rechazados por pertenecer al mismo complejo.

La STC 112/2007, de 10 de mayo de 2007 confirma la idoneidad del cauce procesal determinado por el ATS, el establecido en la LO 6/2002 y no el recurso contencioso-electoral, proceso que además de no haber causado indefensión, no trasciende al ámbito de la estricta legalidad ordinaria y no puede considerarse arbitraria, irrazonable o errónea. Por lo demás, con el objeto de acreditar el grado de instrumentación padecido por ANV, la Sala del 61 se ha servido de la técnica arbitrada por la LOREG para impedir la proclamación de agrupaciones electorales desnaturalizadas al servicio de ese mismo fin defraudatorio. Y ha acreditado ese trama defraudatoria en la que se han concertado determinadas candidaturas que, dotadas de autonomía frente al partido recurrente, se han constituido materialmente en sujetos electorales separados, esto es, en equivalentes de agrupaciones electorales sintonizadas bajo un designio común o en un nuevo partido de facto, cuya suerte no ha de correr pareja con la del partido al que solo les une una relación puramente formal. No se ha disuelto el partido, pero sí, con su no proclamación como candidaturas, las realidades separadas en que se habían convertido algunas de sus listas electorales.

Tras declarar que la valoración de la prueba realizada por el ATS es razonable sobre la base de la pertinente ponderación de los bienes y derechos en conflicto, la STC concluye que no se ha alcanzado el punto en que la trama defrudatoria se confunda con la dirección formal del partido, por lo que la disolución de éste pudiera haber resultado desproporcionada.

- Proclamación de la candidatura de la coalición electoral "Iniciativa Internacionalista-La Solidaridad entre los Pueblos presentada a las elecciones al Parlamento Europeo 2009. El Tribunal Constitucional anula el Auto del TS.

El ATS, Sala Especial del artículo 61 LOPJ, de 16 de mayo de 2009 examina las cuestiones procesales que resuelve invocando la jurisprudencia de la propia Sala del 61 y del TC, que le sirve asimismo para resolver sobre los medios de prueba y sobre la prueba indiciaria (con particular mención de la STC 155/2002. Hace un pormenorizado análisis de los documentos intervenidos y aportados por el Abogado del Estado y del Ministerio Fiscal y el informe de la Guardia Civil así como de los elementos subjetivos (promotores de la candidatura, dirigentes de los partidos políticos integrantes de la coalición, candidatos integrantes y avalistas) y concluye que la Sala "ha llegado a la convicción de que la candidatura no es más que un instrumento de ETA/Batasuna, en tanto ha sido infiltrada al socaire de una aparente y simple proximidad ideológica, hasta instrumentalizada para la consecución de sus fines, que no son otros que garantizar la presencia de los partidos políticos, ilegalizados en las instituciones democráticas, eludiendo así los procesos de ilegalización anteriores. Junto a los elementos objetivos concurren también elementos de vinculación subjetiva que muestran la intensidad de la conexión de la candidatura con las organizaciones ilegalizadas. "El ATS hace una especial consideración del a fórmula de obtención de los avales y respecto de los avalistas: "Si bien la doctrina del TC ha cuidado de matizar el escaso poder de contaminación de candidaturas cuando se trata de una agrupación a los avalistas de una coalición electoral, pues en tal supuesto, según contempla la ley, dichas firmas se pueden sustituir (art. 220.4 LOREG) por las de 50 cargos electos, y en tal caso la trayectoria del avalista -por definición- ostenta proyección pública, y entonces sí cabe presumir un nivel de conocimiento de la misma por parte del partido solicitante de la firma, y por lo mismo atribuir eficacia positiva a esa vinculación".

El TC resolvió el recurso de amparo en la Sentencia de 21 de mayo de 2009 en sentido estimatorio declarando vulnerado el derecho de la coalición a acceder a los cargos públicos en condiciones de igualdad, restableciéndola en su derecho y anulando el ATS. Recuerda que el derecho a la tutela judicial y efectiva y el derecho a un proceso con todas las garantías no pueden entenderse vulneradas por la tramitación de las demandas interpuestas por el Abogado del Estado y el Ministerio Fiscal a través del cauce del incidente de ejecución del art. 12 Ley Orgánica Partidos Políticos (STC 43/2009, de 12 de febrero). En cuanto la brevedad de los plazos afirma, como en esta última sentencia, que responde "a la necesidad constitucionalmente razonable, justificada y adecuada de conciliar el derecho a la tutela judicial efectiva de las partes con la celeridad de las fases del procedimiento electoral a fin de que no malograr su curso".

Al abordar el fondo del amparo recuerda que la TSC 43/2009 establece la limitada perspectiva de enjuiciamiento a que el TC debe ceñirse. Así pues debe concretarse si los indicios son válidos directa o indirectamente o en unión de otros elementos que puedan tener ese valor; el juicio de valor indiciario de un elemento debe ser respetuoso con los derechos fundamentales; la instrumentalización fraudulenta de la candidatura debe ser sólida y no excesivamente abierta (FJ 7.º). No basta constatar la existencia de una intención defraudatoria (FJ 8.º). Es preciso extremar el rigor a la hora de tener por probada la realidad del fraude para disipar el riesgo de que termine por perjudicarse la pluralidad ideológica que la CE promueve y ampara: "En tal riesgo se incurre en este caso cuando las conexiones apreciadas se establecen con la sola referencia a la izquierda abertzale. Y es que en nuestro ordenamiento no cabe excluir ideología alguna, no por su contenido o fundamentos, ni por los medios de los que eventualmente quieren valerse quienes la defienden. Dichos medios, sin embargo, si son violentos, serán inaceptables en cuanto tales, pero sin perjuicio alguno para la ideología a la que pretendan servir". (FJ 9.º). Y concluye el FJ 11.º: "Aún admitiendo en hipótesis, que el designio defraudador de ETA y de Batasuna les hubiera llevado a pretender la orquestación de una candidatura electoral a su servicio, lo cierto es que ninguno de los elementos objetivos y subjetivos utilizados pro la Sala abonan en los términos constitucionalmente exigibles la idea de que esa pretensión se haya materializado, precisamente, con la candidatura presentada por la coalición recurrente. 1) A diferencia de lo sucedido en los supuestos similares anteriores (SSTC 85/2003, 99/2004, 68/2005, 110/2007, 112/2007, 43/2009 y 44/2009), en este caso no existen elementos que acrediten la existencia de vínculos de orden financiero o de apoyo material entre ETA y el partido ilegalizado Batasuna y la coalición aquí recurrente, lo que fue relevante en aquellos casos. 2) Por otra parte, los elementos probatorios relativos al acto de presentación de la coalición y las noticias sobre la presentación de su candidatura (fundamento jurídico Séptimo) a que el Auto confiere el valor de los indicios sólo demuestran que la misma está impulsada por agrupaciones de izquierdas independentistas y soberanistas".

Artículo 44 bis. 1. Las candidaturas que se presenten para las elecciones de diputados al Congreso, municipales y de miembros de los consejos insulares y de los cabildos insulares canarios en los términos previstos en esta Ley, diputados al Parlamento Europeo y miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas deberán tener una composición equilibrada de mujeres y hombres, de forma que en el conjunto de la lista los candidatos de cada uno de los sexos supongan como mínimo el cuarenta por ciento. Cuando el número de puestos a cubrir sea inferior a cinco, la proporción de mujeres y hombres será lo más cercana posible al equilibrio numérico.

En las elecciones de miembros de las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, las leyes reguladoras de sus respectivos regímenes electorales podrán establecer medidas que favorezcan una mayor presencia de mujeres en las candidaturas que se presenten a las Elecciones de las citadas Asambleas Legislativas.

2. También se mantendrá la proporción mínima del cuarenta por ciento en cada tramo de cinco puestos. Cuando el último tramo de la lista no alcance los cinco puestos, la referida proporción de mujeres y hombres en ese tramo será lo más cercana posible al equilibrio numérico, aunque deberá mantenerse en cualquier caso la proporción exigible respecto del conjunto de la lista.

3. A las listas de suplentes se aplicarán las reglas contenidas en los anteriores apartados.

4. Cuando las candidaturas para el Senado se agrupen en listas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 171 de esta Ley, tales listas deberán tener igualmente una composición equilibrada de mujeres y hombres, de forma que la proporción de unas y otros sea lo más cercana posible al equilibrio numérico.

CONCORDANCIAS

- Candidaturas paritarias en elecciones municipales: artículo 187.2 y nueva Disp. Transit. 7.ª.

- Candidaturas paritarias en elecciones a Cabildos: artículo 201.3 y nueva Disp. Transit. 7.ª.

- Aplicable a elecciones autonómicas: apartado 2 de la Disp. Ad. Primera.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Véase en anexo normativo la Instrucción 5/2007, de 12 de abril, de la Junta Electoral Central, sobre aplicación de los artículos 44.bis y 187.2 de la LOREG en la redacción dada por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

Véase también la Instrucción 8/2007, de 19 de abril de 2007, de la Junta Electoral Central, sobre interpretación del trámite de subsanación de irregularidades previsto en el artículo 48.1 LOREG por incumplimiento de los requisitos de los artículos 44.bis y 187.2 de la LOREG, en su redacción dada por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

NORMATIVA AUTONÓMICA

El artículo 105.2 E. And determina que la Ley electoral andaluza «establecerá criterios de igualdad de género para la elaboración de las listas electorales», en términos análogos a los del artículo 56 E. Cat que los define como «criterios de paridad entre hombres y mujeres».

Con anterioridad a las elecciones locales y autonómicas de 2003, las CCAA de Castilla-La Mancha e Islas Baleares aprobaron sendas reformas de sus leyes electorales para establecer la llamada paridad electoral en forma de las denominaciones «listas-cremallera». Dichas reformas fueron suspendidas por Providencia del Tribunal Constitucional, suspensión mantenida por Auto del propio Tribunal de 26 de febrero de 2003. El Gobierno ha desistido de los respectivos recursos de inconstitucionalidad y ambas reformas han «revivido»: artículo 23.1 bis LE. Castilla-La Mancha (Ley 11/2002, de 27 de junio) y artículo 16.4 LE. Ibal (Ley 6/2002, de 21 de junio).

Por su parte, la CA del País Vasco introdujo en la Ley 4/2005, de 18 de febrero, para la igualdad de mujeres y hombres, una Disposición Adicional Cuarta de modificación del artículo 50 LE. Pvas, al que añade un apartado 4, con el siguiente tenor: «Las candidaturas que presenten los partidos políticos, federaciones, coaliciones o agrupaciones de personas electoras estarán integradas por al menos un 50% de mujeres. Se mantendrá esa proporción en el conjunto de la lista de candidatos y candidatas y en cada tramo de seis nombres. Las Juntas Electorales del territorio histórico competentes solo admitirán aquellas candidaturas que cumplan lo señalado en este artículo tanto para las personas candidatas como para las suplentes».

DOCTRINA DE LA JEC

- Si por conjunto de la lista ha de entenderse la lista de candidatos o la lista con los suplentes.

Las reglas establecidas en el artículo 44.bis de la LOREG, en su redacción dada por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, sobre composición equilibrada de mujeres y hombres en las listas de candidatos que puedan presentarse a los diferentes procesos electorales debe aplicarse distinguiendo entre la lista de candidatos y las eventuales listas de suplentes. A ambas listas se aplicarán de forma independiente las citadas reglas (Ac de 22 de marzo de 2007).

- Las reglas establecidas en el artículo 44.bis de la LOREG no deben entenderse aplicables a las elecciones a las Juntas Generales de los Territorios Históricos del País Vasco, resultando en cambio aplicables a éstas la regla establecida en la Ley aprobada por el Parlamento Vasco 1/1987, de 27 de marzo de elecciones para las Juntas Generales de los Territorios Históricos de Araba, Bizcaia y Gipuzkoa, consistente en que las candidaturas estén integradas por al menos un 50 por ciento de mujeres, manteniendo esa proporción en el conjunto de la lista de candidatos y en cada tramo de seis nombres (Ac de 22 de marzo de 2007).

Dado que el artículo 6.bis de la citada Ley de Elecciones para las Juntas Generales de los Territorios Históricos del País Vasco dispone que las candidaturas estarán integradas por al menos un 50 por ciento de mujeres, en una candidatura de 9 miembros, 4 no cubre el mínimo del 50 por ciento que establece el citado texto legal (Ac de 3 de mayo de 2007).

- No aplicación del artículo 44.bis de la LOREG a la lista de candidatos para elección de Consejeros Comarcales.

En la medida en que el nuevo artículo 44.bis de la LOREG en su redacción dada por la Ley 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, no incluye las elecciones de los Consejos Comarcales entre los procesos electorales a los que es de aplicación el requisito de la composición equilibrada de las candidaturas y mientras la legislación autonómica catalana no establezca otra cosa, no resulta aplicable a las citadas elecciones la normativa sobre composición equilibrada de las candidaturas (Ac de 6 de junio de 2007).

- No aplicación del artículo 44.bis de la LOREG a la lista de candidatos a que se refiere el artículo 208 de la LOREG para la elección de Diputados Provinciales.

En la medida en que el nuevo artículo 44.bis de la LOREG, en su redacción dada por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, no incluye las elecciones de Diputados Provinciales entre los procesos electorales a los que es de aplicación lo dispuesto en dicho precepto, no resulta aplicable a las citadas elecciones la normativa sobre composición equilibrada de candidaturas (Ac de 12 de junio de 2007).

- No aplicación del artículo 44.bis de la LOREG, en su redacción dada por Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, a la sustitución de concejales.

Las sustituciones de candidatos electos de acuerdo con los procedimientos legalmente previstos no están afectadas por el nuevo artículo 44.bis de la LOREG en su redacción dada por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, que se refiere exclusivamente a la presentación de candidaturas (Ac de 12 de junio de 2007).

- Candidaturas al Senado.

Cuando las candidaturas para el Senado se agrupen en listas, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 171 de esta Ley, tales listas deberán tener igualmente una composición equilibrada de mujeres y hombres, de forma que la proporción de unas y otros sea lo más cercana posible al equilibrio numérico. El apartado primero de la Instrucción de la Junta Electoral Central 5/2007, de 12 de abril, aclara que las reglas establecidas en el artículo 44.bis de la LOREG deben aplicarse distinguiendo entre la lista de candidatos y las eventuales listas de suplentes y que las citadas reglas se aplicarán de forma independiente a ambas listas. En consecuencia, la regla establecida en el apartado 4 del artículo 44.bis de la LOREG, relativa a que las listas con los candidatos al Senado deben tener una composición equilibrada de mujeres y hombres, de forma que la proporción de unas y otros sea lo más cercana posible al equilibrio numérico, debe aplicarse de forma independiente a la lista de titulares y a la de suplentes (Ac de 17 de enero de 2008).

- Cumplimiento de la regla de paridad del artículo 44 bis 1) de la LOREG en una lista de 18 candidatos.

De conformidad con lo que dispone el artículo 44 bis 1) de la Ley Orgánica del Régimen Electoral General, las candidaturas en el conjunto de las listas deben tener un mínimo del cuarenta por ciento de candidatos de cada uno de los sexos, por lo que en el presente caso, de candidatura integrada por 18 miembros, el número mínimo de candidatos de cada sexo ha de ser de ocho (Ac de 4 de noviembre de 2010)...

JURISPRUDENCIA

- La irregularidad de no incluir la candidatura la composición equilibrada no puede tener la trascendencia fatal de impedir el acceso a los cargos públicos pues tiene el carácter de subsanable.

Algunas entidades políticas presentaron sus candidaturas municipales para las elecciones del 27 de mayo de 2007 sin cumplir con la exigencia de composición equilibrada entre hombres y mujeres contenida en el artículo 44 bis LOREG. Dichas candidaturas fueron inicialmente proclamadas por las correspondientes JEZ, si bien ante la interposición de recurso contencioso-electoral por otra de las candidaturas correspondientes en la circunscripción, el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo dictó sentencia procediendo a anular el acuerdo de proclamación de la candidatura no ajustada al artículo 44 bis. Abierta la vía del amparo electoral, el TC se pronunció en idéntico sentido en las SSTC 96, 97 y 98/2007, de 8 de mayo; 99, 100, 101, 102, 103 y 104/2007, de 9 de mayo; 105, 106, 107, 108, 111, 113, 114 y 115/2007, de 10 de mayo, en las que la pretendida lesión del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva sin indefensión que se imputa a la Administración Electoral es reconducida a la queja relativa a la vulneración del derecho de sufragio pasivo (artículo 23.2 CE).

El TC constata que la JEZ no hizo a la candidatura, que incumplía las exigencias del artículo 44 bis, advertencia alguna, desconociendo no solo dicho precepto sino la norma primera de la Instrucción de la JEC de 19 de abril de 2007. Constata asimismo que la JEZ no dio oportunidad alguna a dicha formación política de subsanar el defecto de composición desequilibrada. A partir de aquí dedica los últimos dos FJ de las sentencias citadas a recordar la doctrina sobre la subsanación de irregularidades sufridas en la presentación de candidaturas que se resume en que, por principio, todos son subsanables y siempre deben las JE ofrecer la oportunidad de subsanarlo. Con esta colaboración ente la Administración Electoral, las candidaturas y los candidatos, «se expresa legalmente el interés público no solo en el correcto desenvolvimiento, desde sus inicios, del procedimiento electoral, sino en la misma efectividad del derecho fundamental de los ciudadanos (artículo 23.2 CE) que, a través de las vías dispuestas por la Ley, quieran presentarse ante el cuerpo electoral recabando los sufragios necesarios para acceder a las instituciones representativas». Y añade que «si por la Administración electoral se incumple este deber legal en orden al examen de los escritos de presentación de candidaturas, no dándose así ocasión a los interesados para la reparación de unos defectos que después llevan al rechazo de aquéllas, se habrá ignorado una garantía dispuesta por la LOREG para la efectividad, del derecho de sufragio pasivo, que resultará así afectado negativamente en la medida en que se desconozca por una Junta Electoral, o se atienda solo imperfectamente la exigencia legal de la que aquí se trata».

En fin la irregularidad cometida en la presentación de la candidatura de no incluir una composición equilibrada «no puede tener la trascendencia fatal para el derecho fundamental a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos (artículo 23.2 CE) que ha apreciado el órgano judicial, pues se trata de una irregularidad subsanable, conforme a la doctrina constitucional expuesta, y no advertida por la Junta Electoral de Zona», acorde además con el principio de interpretación de la legalidad aplicable del modo más favorable al derecho fundamental garantizado por el artículo 23.2 CE.

- Alegada imposibilidad de formar equilibradamente la candidatura, fundada en no encontrar candidatos masculinos suficientes que quisieran figurar en la candidatura y en que la candidatura fue configurada democráticamente, tal y como aparece en la lista.

El TC concluye que la imposibilidad material alegada no ha existido. Aun cuando se admita que el partido disponga solo de tres afiliados en el municipio, lo cierto es que el resto de los componentes de la candidatura, todas mujeres, no se encuentran afiliadas en esa localidad de B, «por lo que la citada lista electoral pudo ser completada, respetando lo previsto en la LOREG, con otros candidatos varones de fuera de B». En suma, que el partido, del mismo modo que incluyó diez mujeres en su candidatura, pudo ampliar con las exigencias de la LOREG e integrar en la misma el suficiente número de varones para garantizar el equilibrio entre ambos sexos. Su decisión es «pura y simplemente, un intento de poder en cuestión la normativa prevista en la LOREG, que el partido pudo haber cumplido sin mayores esfuerzos» (FJ 3.º).

«El hecho notorio de que la Ley no prevea dicho trámite de subsanación, sino con carácter previo a la proclamación de las candidaturas, no puede en modo alguno llevar a la conclusión de que los defectos, en su día, subsanables devengan definitivos e irreparables tan solo por el irregular funcionamiento de la Administración electoral, que -según la resolución judicial- debió advertirlos y no lo hizo, en el momento que la Ley prevé para ello, ya que no puede pesar sobre los ciudadanos un resultado, gravoso para sus derechos fundamentales, que se originó en la falta de la diligencia debida por los poderes públicos en la garantía de su plena efectividad».

El TC reconoce las dificultades prácticas que la aplicación del artículo 44 bis LOREG puede suponer para los actores políticos y que «sería posible sostener que el contraste con el derecho de sufragio pasivo de dicha norma podría, en algunas determinadas situaciones, llevar a considerar que era una exigencia, derivada de la CE, la de obviar el cumplimiento de dichos requisitos en el caso concreto, sin que fuera necesario plantear la inconstitucionalidad del artículo 44 bis citado», pero en el limitado ámbito del recurso de amparo electoral le basta el TC con constatar que la imposibilidad material alegada por el recurrente no existe para rechazar sus pretensiones (FJ 4.º (STC 127/2007, de 22 de mayo, a la que se formuló Voto Particular por el Magistrado Sr. Rodríguez Zapata, quien destaca que el artículo 44 bis «incide en contenidos tan relevantes como los del derecho de sufragio activo y pasivo (artículo 23 CE), la libertad de asociación política (artículo 22 CE) en relación con el derecho de autoorganización de los partidos políticos o el incremento de la participación política de la mujer como elemento de enriquecimiento de la propia sociedad española, aspiración ensombrecida por supuestos como el ahora planteado, en el que se produce una especie de retrodiscriminación contraria a las mujeres por la consecuencia perversa, opuesta al espíritu y finalidad de la norma, de que diez mujeres no podrán ejercer su derecho de sufragio pasivo por falta de compañeros de lista de sexo masculino», por lo que era imprescindible que el Tribunal se hubiera planteado la cuestión de inconstitucionalidad).

- El "caso Garachico": presentación de una candidatura formada exclusivamente por mujeres en las elecciones locales de 2007.

El Pleno del TC resuelve la cuestión de inconstitucionalidad promovida por el Juzgado de lo Contencioso Administrativo núm. 1 de Santa Cruz de Tenerife y el recurso de inconstitucionalidad deducido por 50 diputados contra la disp. dic. 2.ª LO 3/2007, de 22 de marzo, de igualdad efectiva de mujeres y hombres. La STC de 29 de enero de 2008 (LA LEY 609/2008), asegura que las modificaciones introducidas por dicha LO en la LOREG no establecen una media de discriminación inmersa o compensatoria para favorecer a un sexo sobre otro, sino una forma de equilibrio entre sexos que no es paritaria. El equilibrio electoral entre sexos tiene como único destinatario a las entidades políticas que peuden presentar candidaturas ex art. 44.1 LOREG y la condición impuesta a los mismos por el art. 44 bis es conforme con la Constitución "toda vez que los partidos políticos son cauce válido para el logro de la sustantivación e la igualdad formal promulgada por el art. 9.2 C, precepto éste que dota de legitimidad a las configuraciones legislativas del estatuto jurídico de los partidos, o de sus actividades con relevancia pública, orientadas a la realización efectiva de un principio tan fundamental del orden constitucional como es la de la igualdad (art. 1.1 y 14 CE). Y añade que tal previsión del art. 44 bis "no supone un tratamiento peyorativo de ninguno de los sexos, ya que, en pluralidad, ni siquiera plasman un tratamiento difereniado en razón del sexo de los candidatos, habida cuenta de que las proporciones se establecen por igual para los candidatos de uno y otro sexo".

Y que "el art. 44 bis LOREG persigue la efectividad del art. 14 CE en el ámbito de la representación política, donde, si bien hombres y mujeres son formalmente iguales, es evidente que las segundas han estado siempre materialmente preteridas. Exigir de los partidos políticos que cumplan con su condición constitucional de instrumento para la participación política (art. 6CE), mediante una integración de sus candidaturas que permita la participación equilibrada de ambos sexos, supone servirse de los partidos para hacer realidad la efectividad en el disfrute de los derechos exigida por el art. 9.2 CE. Y hacerlo, además, de una manera constitucionalmente lícita, pues con la composición de las Cámaras legislativas o de los Ayuntamientos se asegura la incorporación en los procedimientos normativos y de ejercicio del poder público de las mujeres (que suponen la mitad de la población) en un número significativo. Ello resulta coherente, en definitiva, con el principio democrático que reclama la mayor identidad posible entre gobernantes y gobernados".

Según la STC tampoco padece la libertad de representación de candidaturas por los partidos políticos que, ex art. 6 CE, no es absoluta (carácter cerrado de las listas, causas de inelegibilidad) y además no es un derecho fundamental. Además la imposición normativa que contiene el art. 44 bis es legítima por el fin que la mueve que no es otro sino la consecución de la igualdad efectiva en el terreno de la participación política de conformidad con lo prevenido por los arts. 9.2, 14 y 23 de la CE. Asimismo entiende el TC que tampoco se vulnera la libertad ideológica de los partidos ni su libertad de expresión.

- Constitucionalidad de la Ley Vasca de Igualdad de hombres y mujeres.

La STC 13/2009, de 19 de enero dice que la normativa dictada por las CCAA, en ejercicio de sus competencias en materia electoral ha de cohonestarse con las normas estatales de desarrollo del derecho de sufragio reconocido en el art. 149.1.1.º CE, normas contenidas en la LOREG. Es evidente que corresponde al Estado establecer las condiciones básicas que, con carácter general para el conjunto de los ciudadanos españoles, han de satisfacer las listas electorales en lo que hace, por lo que aquí importa, a la circunstancia del sexo de los candidatos. Así lo ha hecho el legislador estatal con posterioridad a la Ley vasca 4/2005, de 18 de febrero y a la interposición del presente recurso, pues la disp. dic. 1.ª, 2 LO 3/2007 de 22 de marzo, ha introducido en la LOREG el art. 44 bis, cuyo apdo. 1, tras imponer un porcentaje mínimo de representación de ambos sexos en las candidaturas electorales, dispone que en las elecciones a las Asambleas autonómicas "las leyes reguladoras de sus respectivos regímenes electorales podrán establecer medidas que favorezcan una mayor presencia de mujeres en las candidaturas", precepto que se declara de directa aplicación en las CCAA. Esto supone que la normativa autonómica impugnada resulta conforme a lo establecido por el legislador orgánico, pues, en la medida en que el Parlamento Vasco ha introducido un porcentaje de representación mínimo de mujeres situado en la horquilla de representación equilibrada de ambos sexos -un mínimo de 40% para cada uno de ellos- establecido con carácter general por el art. 44 bis LOREG, la regulación establecida al efecto por la CCAA al amparo de su competencia, art. 10.3 del Estatuto de Autonomía del País Vasco, encuentra perfecta cobertura en la habilítación arbitrada por las Cortes Generales en orden a un eventual incremento autonómico de aquel mínimo común, aplicable con carácter general a todo tipo de elecciones en los términos previstos por la LOREG.

La cuestión de la constitucionalidad material de las medidas de paridad adoptadas por el legislador ha sido resuelta en buena media por la STC 12/2008, de 29 de enero. De conformidad con lo razonado en dicha sentencia ha de concluirse que las dispo. Finales 4.ª y 5.ª de la Ley vasca no son inconstitucionales por cuanto, en virtud de la competencia reconocida a la Comunidad Autónoma en el Estatuto de Autonomía -en el marco de la condiciones definidoras del régimen electoral establecidas por el Estado de acuerdo con los arts. 149.1.1.ª, 23 y 81.1 CE y con la finalidad de promover la igualdad efectiva de hombres y mujeres en los procesos electorales autonómicos -han establecido una normativa que, al resultar necesariamente integrada con las prescripciones del art. 44 bis LOREG, de directa aplicación en los procesos electorales autonómicos -disp. dic.1,2.ª LOREG-, impone que en las candidaturas presentadas en éstos figure un mínimo del 50% de mujeres y del 40% de hombres.

Artículo 45. Las candidaturas, suscritas por los representantes de los partidos, federaciones y coaliciones y por los promotores de las agrupaciones de electores, se presentan ante la Junta Electoral competente entre el decimoquinto y el vigésimo día posteriores a la convocatoria.

CONCORDANCIAS

- Convocatoria electoral: artículo 42 (y concordancias).

- Presentación de candidaturas en elecciones generales: artículos 169 a 171.

- Presentación de candidaturas en elecciones municipales: artículo 187.

- Presentación de candidaturas en elecciones al Parlamento Europeo: artículo 220.

- Plazos: artículo 119.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 23.1 LE.And; artículo 21.1 LE.Ast; artículo 15.2 LE.Can; artículo 23.1 LE.Cant; artículo 23.1 LE.Cast-LM; artículo 26.1 LE.Cast-León; artículo 26.1 LE.Ext; artículo 17.1 LE.IBal; artículo 21.1 LE.Mur; art. 17 LE.Nav; artículo 50.1, 2 y 3 LE.PVas; artículo 26.1 LE.Rio; artículo 27.1 LE.Val.

Con excepción de las LE.Gal, LE.Ara y LE.Mad que no se refieren al plazo de presentación de las candidaturas y de la LE.Nav que establece la remisión a los artículos 44 y siguientes LOREG, las demás Leyes Electorales autonómicas se limitan a reiterar lo establecido en la LOREG.

La LE.IBal, tras la reforma llevada a cabo por la Ley 6/2002, de 21 de junio, determina que toda la documentación de presentación de las candidaturas se hará por triplicado: el primer ejemplar quedará en la JEZ; el segundo se remitirá a la JE de la CCAA; y el tercero se devolverá al representante de la candidatura, haciendo constar la fecha y hora de presentación.

DOCTRINA DE LA JEC

- Representantes.

Las candidaturas se presentan por los representantes de cada entidad política (Ac 9 de abril de 1999).

- Carácter improrrogable del plazo de presentación de las candidaturas.

No es admisible la candidatura que no haya sido presentada materialmente ante la JE competente dentro del plazo correspondiente (Ac 9 y 19 de mayo de 1977 y 28 de abril de 1995). El plazo establecido en el artículo 45 LOREG tiene carácter improrrogable, por lo que las JE deben abstenerse de proclamar las candidaturas presentadas fuera de ese plazo, que es un requisito del procedimiento electoral (Ac 19 de mayo de 1977, 28 de marzo de 1983, 5 de mayo de 1987 y 27 de septiembre de 1999). Véase jurisprudencia.

Teniendo en cuenta que el plazo de presentación de candidaturas para las elecciones locales de 13 de mayo de 1999 concluye a las 24 horas del día 10 de mayo, que todos los días son hábiles a efectos electorales y que las candidaturas han de presentarse materialmente en las dependencias de la Junta Electoral competente, sin que sean aplicables los preceptos de la legislación de procedimiento administrativo sobre presentación de escritos en distintas dependencias, se resuelve comunicar a todas las Juntas Electorales Provinciales, para su conocimiento y traslado a las de Zona, que el Registro para presentación de candidaturas deberá estar disponible los próximos días 8 y 9 de mayo y que el 10 de mayo las dependencias de las Juntas Electorales encargadas de recibir las candidaturas y de su proclamación deberán estar abiertas hasta las 24 horas de dicho día 10 (Ac 3 de mayo de 1999).

Ante la solicitud de que sean admitidas las candidaturas presentadas fuera de plazo ante determinadas Juntas Electorales Provinciales como consecuencia de «motivos de salud graves» del representante de las mismas, la JEC declaró que tiene reiteradamente acordado que el plazo establecido en el artículo 45 de la LOREG tiene carácter improrrogable y de conformidad con la Sentencia del Tribunal Constitucional 72/1987, de 23 de mayo, la presentación de una candidatura fuera de plazo no es irregularidad subsanable sino la inexistencia de la candidatura misma (Ac de 7 de febrero de 2008).

- Acreditación de las listas de candidatos.

Las listas presentadas por las entidades políticas han de ir suscritas por quienes ostenten su representación (Ac 5 de febrero de 1979), no necesitando acreditarla mediante poder notarial (Ac 17 de enero de 1979).

- Lugar de presentación de las candidaturas.

No cabe considerar supletorio en este punto el artículo 66 LPA, por lo que las candidaturas deben presentarse directamente en las propias JE competentes. No cabe la presentación a través del Gobierno Civil (Ac 12 de mayo de 1986), sino en la JE. Asimismo Ac 17 de mayo de 1999: las JE habrán de estar disponibles durante todo el período electoral, dado el carácter preclusivo de todos los plazos y que todos los días son hábiles.

La competencia en las elecciones generales, incluso para las circunscripciones insulares al Senado, corresponde a las JEP, a las que se atribuye toda la tramitación en la materia (Ac 28 de abril de 1993).

- Medio de presentación.

Las candidaturas con toda su documentación debe presentarse en papel, si bien no necesariamente en el modelo oficial, siendo válida la presentación en papel común que cumpla todos los requisitos legales (Ac 13 de mayo de 1999).

JURISPRUDENCIA

- Plazo de presentación de candidaturas.

«La exigencia de los plazos legales no puede tenerse por exigencia irrazonable, y más aún en los procesos electorales. La presentación de una candidatura fuera de plazo no es irregularidad subsanable sino la inexistencia de la candidatura misma» (STC 72/1987, de 23 de mayo).

En la referida Sentencia el TC confirma lo declarado previamente por la AT Madrid, en un supuesto en que los recurrentes alegaban que la causa de la presentación de la candidatura fuera de plazo era ajena a los mismos, pues fue el partido político con el que habían llegado a un acuerdo para presentarse en sus listas como independientes quien había incumplido dicho plazo. Sobre el particular, la referida AT señaló lo siguiente: «que la extemporaneidad de la presentación de las candidaturas no sea imputable a los hoy recurrentes no empece a cuanto aquí se ha expresado, pues no se trata de una sanción, sino del condicionamiento del ejercicio de un derecho. Si existe una actuación ilícita de terceros, el ordenamiento jurídico dispone de medios para sancionar tal conducta, en su caso, bien vía penal, bien en la puramente reparatoria de los daños y perjuicios del orden civil, pero ello no supone que deban quebrantarse los plazos exigidos que en el proceso electoral revisten una trascendencia dentro de cada actividad» (SAT Madrid, de 19 de mayo de 1987).

- Lugar de presentación de las candidaturas.

En un primer momento algunos órganos jurisdiccionales admitieron cierta flexibilidad en la materia. Así, la SAT Madrid de 17 de mayo de 1987 estimó como irregularidad subsanable la presentación por error de una candidatura en plazo ante una JEZ incompetente, por no haber advertido de ello dentro del plazo al representante de la candidatura.

En esa línea, la SAT Valencia de 18 de mayo de 1987 estimó válida la presentación de las candidaturas en el Juzgado de Guardia por los siguientes argumentos: «la entrega en el Juzgado de Guardia de escritos dirigidos a la Administración Electoral, ha de entenderse válida, pues dada la improrrogabilidad de los plazos (artículo 119 LOREG) y la circunstancia de que dicho Juzgado permanece abierto las 24 horas, hace que sea ésta la única oficina pública que permite agotar el plazo para la interposición del escrito correspondiente dirigido a la Administración Electoral».

Sin embargo, la Sala de Lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supremo ha corroborado la inaplicación en este punto de la LRJAP y la exigencia de presentación de las candidaturas ante la Junta competente (Sentencia de 16 de diciembre de 2004).

El Tribunal Constitucional ha reiterado que las candidaturas deben presentarse en la sede de la Junta Electoral competente sin que sea aplicable la legislación sobre procedimiento administrativo que permite la presentación de documentos ante cualquier registro municipal que haya suscrito convenio con la Administración General del Estado (artículo 38.4.b) de LRJPAC); «la aplicación del artículo 38.4 de LRJPAC al procedimiento electoral tendría como efecto inmediato imposibilitar el cumplimiento de fugaces y exiguos plazos preclusivos previstos en la LOREG haciendo imposible la práctica del proceso electoral» (STC 83/2003, de 5 de mayo, FFJJ 4 a 6).

- Presentación de candidatura a través de correo y no personalmente ante la JEP, que llegó dentro del plazo.

La JEP partió de determinadas resoluciones de la JEC de las que dedujo la necesidad de que las candidaturas se presenten materialmente ante la JEP, sin que, por consiguiente, quepa la presentación a través del correo. Por su parte la sentencia del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo analizó la remisión que hace el artículo 120 LOREG a la Ley de Procedimiento Administrativo (artículo 38.4 LRJAP y PAC) y llega a la conclusión, de acuerdo con la jurisprudencia del TC, de que no es de aplicación, dada la claridad en este extremo de la LOREG.

Pues bien, el TC concuerda con el recurrente al afirmar que la doctrina por él sentada en la STC 83/2003, de 5 de mayo, «no resulta extrapolable al supuesto que nos ocupa». Y añade: «A diferencia de lo que allí ocurría, la candidatura de FA no fue presentada en la oficina de correos a los efectos del artículo 38.4.c) LPC, esto es, actuando como registro público de una solicitud dirigida a la Administración, sino que se empleó el servicio de correos como simple mecanismo o instrumento para hacer llegar la candidatura a la JEP dentro del plazo legalmente previsto». A partir de los criterios hermenéuticos que expone, y, en particular, del principio de interpretación más favorable a la efectividad de los derechos fundamentales, concluye que del artículo 45 LOREG se infieren dos premisas que la presentación de candidaturas ha de cumplir: ha de realizarse en la propia JE y ha de efectuarse improrrogablemente dentro del breve plazo legalmente establecido. Según el TC, la formación política FA ha cumplido los dos requisitos y añade: «Los términos estrictos del precepto no permiten aseverar que la presentación haya de realizarse necesariamente mediante comparecencia personal del representante de la candidatura o de alguna otra persona perteneciente al partido político. Antes al contrario, el más eficaz ejercicio de los derechos de participación democrática autoriza a entender, en cambio, que la presentación puede ser efectuada a través de cualquier mecanismo que permita cumplir los dos presupuestos inexcusables del artículo 45 LOREG. La Junta Electoral Provincial, llevada por un rigorismo excesivo en la observancia de las reglas procedimentales, ha impuesto a la candidatura presentada un requisito que no encuentra apoyatura en la norma electoral» (STC 26/2004, de 26 de febrero).

Véase en artículo 168 STS, Sala 3.ª, de 16 de diciembre de 2004 (LA LEY JURIS. 10695/2005): no es necesario que el representante legal se vea obligado a desplazarse a todas y cada una de la JEP en las que el partido concurre a las elecciones.

Artículo 46. 1. El escrito de presentación de cada candidatura debe expresar claramente la denominación, siglas y símbolo del partido, federación, coalición o agrupación que la promueve, así como el nombre y apellidos de los candidatos incluidos en ella.

2. Al escrito de presentación debe acompañarse declaración de aceptación de la candidatura, así como los documentos acreditativos de sus condiciones de elegibilidad.

3. Cuando la presentación deba realizarse mediante listas, cada una debe incluir tantos candidatos como cargos a elegir. En caso de incluir candidatos suplentes, su número no podrá ser superior a diez, con la expresión del orden de colocación tanto de los candidatos como de los suplentes.

4. La presentación de candidaturas debe realizarse con denominaciones, siglas o símbolos que no induzcan a confusión con los pertenecientes o usados tradicionalmente por otros partidos legalmente constituidos.

5. No pueden presentarse candidaturas con símbolos que reproduzcan la bandera o el escudo de España, o con denominaciones o símbolos que hagan referencia a la Corona.

6. Ningún candidato puede presentarse en más de una circunscripción ni formar parte de más de una candidatura.

7. Junto al nombre de los candidatos puede hacerse constar su condición de independiente o, en caso de coaliciones o federaciones, la denominación del partido al que cada uno pertenezca.

8. Las candidaturas presentadas por agrupaciones de electores deben acompañarse de los documentos acreditativos del número de firmas legalmente exigido para su participación en las elecciones. Ningún elector puede dar su firma para la presentación de varias candidaturas.

9. Las Juntas Electorales competentes extienden diligencia haciendo constar la fecha y hora de presentación de cada candidatura y expiden recibo de la misma. El Secretario otorgará un número correlativo por orden de presentación a cada candidatura y este orden se guardará en todas las publicaciones.

CONCORDANCIAS

- Presentación de candidaturas: artículos 44 y 45.

- Presentación de candidaturas en elecciones generales: artículos 169 a 171.

- Presentación de candidaturas en elecciones municipales: artículo 187.

- Presentación de candidaturas en elecciones al Parlamento Europeo: artículo 220.

- Condiciones de elegibilidad: artículos 6 y 7.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Ley 33/1981, de 5 de octubre, del Escudo de España(BOE núm. 250, de 18 de octubre) y Real Decreto 2964/1981, de 18 de diciembre, sobre modelo oficial del Escudo de España(BOE núm. 303, del 19).

- Ley 39/1981, de 28 de octubre, por la que se regula el uso de la bandera de España y el de otras banderas y enseñas(BOE núm. 271, de 12 de noviembre):

Artículo 1. La bandera de España simboliza la nación; es signo de la soberanía, independencia, unidad e integridad de la patria y representa los valores superiores expresados en la Constitución.

Artículo 2. Uno. La bandera de España, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo cuarto de la Constitución Española, está formada por tres franjas horizontales, roja, amarilla y roja, siendo la amarilla de doble anchura que cada una de las rojas.

Dos. En la franja amarilla se podrá incorporar, en la forma que reglamentariamente se señale, el escudo de España.

El Escudo de España figurará, en todo caso, en las banderas que se refieren los apartados uno, dos, tres y cuatro del artículo siguiente.

Tres. El tratamiento y honores que deben ser prestados a la bandera de España se regirán por lo que reglamentariamente se disponga y en el caso de las Fuerzas Armadas por sus disposiciones específicas.

Artículo 3. Uno. La bandera de España deberá ondear en el exterior y ocupar el lugar preferente en el interior de todos los edificios y establecimientos de la Administración central, institucional, autonómica, provincial o insular y municipal del Estado.

Dos. La bandera de España será la única que ondee y se exhiba en las sedes de los órganos constitucionales del Estado y en la de los órganos centrales de la Administración del Estado.

Tres. La bandera de España será la única que ondee en el asta de los edificios públicos militares y en los acuartelamientos, buques, aeronaves, y cualesquiera otros establecimientos de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de la Seguridad del Estado.

Cuatro. La bandera de España, así como el escudo de España, se colocará en los locales de las misiones diplomáticas y de las oficinas consulares, en las residencias de sus Jefes y, en su caso, en sus medios de transporte oficial.

Cinco. La bandera de España se enarbolará como pabellón en los buques, embarcaciones y artefactos flotantes españoles, cualesquiera que sea su tipo, clase o actividad, con arreglo a lo que establezcan las disposiciones y usos que rigen la navegación.

Artículo 4. En las Comunidades Autónomas, cuyos estatutos reconozcan una bandera propia, ésta se utilizará juntamente con la bandera de España en todos los edificios públicos civiles del ámbito territorial de aquélla, en los términos de lo dispuesto en el artículo sexto de la presente ley.

Artículo 5. Cuando los Ayuntamientos y Diputaciones o cualesquiera otras Corporaciones públicas utilicen sus propias banderas, lo harán junto a la bandera de España en los términos de lo establecido en el artículo siguiente.

Artículo 6. Uno. Cuando se utilice la bandera de España ocupará siempre un lugar destacado, visible y de honor.

Dos. Si junto a ella se utilizan otras banderas, la bandera de España ocupará lugar preeminente y de máximo honor y las restantes no podrán tener mayor tamaño.

Se entenderá como lugar preeminente y de máximo honor:

a) Cuando el número de banderas que ondeen juntas sea impar, la posición central.

b) Si el número de banderas que ondeen juntas es par, de las dos posiciones que ocupan el centro, la de la derecha de la Presidencia si la hubiere o la izquierda del observador.

Artículo 7. Cuando la bandera de España deba ondear junto a la de otros Estados o naciones lo hará de acuerdo con las normas y usos internacionales que rigen esta materia en las relaciones entre Estados, así como con las disposiciones y reglamentos internos de las organizaciones intergubernamentales y las conferencias internacionales.

Artículo 8. Se prohíbe la utilización en la bandera de España de cualesquiera símbolos o siglas de partidos políticos, sindicatos, asociaciones o entidades privadas.

Artículo 9. Las autoridades corregirán en el acto las infracciones de esta ley, restableciendo la legalidad que haya sido conculcada.

Artículo 10. Uno. Los ultrajes y ofensas a la bandera de España y a las contempladas en el artículo cuarto del presente texto, se castigarán conforme a lo dispuesto en las leyes.

Dos. Las infracciones de lo previsto en esta ley se considerarán incursas en lo establecido en el artículo ciento veintitrés y concordantes del Código Penal y, en su caso, en el artículo trescientos dieciséis del Código de Justicia Militar, sin perjuicio de las sanciones administrativas que pudieran proceder.

Tres. Los ultrajes y ofensas a las banderas a que se refiere el artículo tercero de esta ley, se considerarán siempre como cometidas con publicidad a los efectos de lo dispuesto en el citado artículo ciento veintitrés del Código Penal.

Cuatro. Sin perjuicio de la responsabilidad en que incurrirán los autores de las infracciones de lo dispuesto en esta ley, lo establecido en el artículo ciento veintitrés del Código Penal o trescientos dieciséis del Código de Justicia Militar, en los casos de personas y lugares previstos en este último, será asimismo de aplicación a los Presidentes, Directores o titulares de organismos, instituciones, centros o dependencias y a los representantes legales de partidos políticos, sindicatos, asociaciones o entidades privadas de toda índole que tras ser requeridos para el cumplimiento de esta ley por la autoridad gubernativa, incumplan lo preceptuado en los artículos anteriores.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

Quedan derogados el Real Decreto dos mil setecientos cuarenta y nueve/mil novecientos setenta y ocho, de veinticuatro de noviembre, sobre utilización de la bandera nacional, y cuantas otras disposiciones se opongan a lo establecido en la presente ley.

DISPOSICIÓN ADICIONAL

Se faculta al Gobierno para dictar las disposiciones que requiera el cumplimiento de la presente ley, la cual entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

- Con ocasión de la convocatoria de las elecciones locales y al Parlamento Europeo para el 13 de junio de 1999, la JEC ha dictado una nueva Instrucción de 15 de marzo de 1999, sobre documentación que debe acompañarse a la presentación de candidaturas(BOE núm. 67, del 19), que se reproduce en el anexo documental.

- Con ocasión de las elecciones generales de marzo de 2000, la JEC ha dictado la Instrucción de 20 de enero de 2000, sobre documentación que debe acompañarse en la presentación de candidaturas(BOE núm. 19, del 22), que se recoge en el anexo documental.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 23 LE.And; artículo 19 LE.Ara; artículos 21 y 22 LE.Ast; artículos 16 y 17 LE.Can; artículo 23 LE.Cant; artículo 23 LE.Cast-LM; artículos 26 y 27, 1 y 2 LE.Cast-León; artículo 26 LE.Ext; artículo 22 LE.Gal; artículo 10.2 LE.Mad; artículo 21 LE.Mur; artículo 19 LE.Nav; artículos 50 a 55 LE.PVas; artículo 22 LE.Rio; artículos 26.2 y 3, y 27 LE.Val.

Con mayor o menor grado de concreción las Leyes Electorales autonómicas reproducen el contenido general del artículo 46 LOREG, del que se apartan en los aspectos siguientes:

a) En cuanto a los candidatos suplentes: La LE.Gal determina que deben ser no más de cinco; la LE.Cant, no menos de cinco; la LE.Val un «número equivalente al 15 por 100 de los escaños a cubrir, redondeando a la baja»; la LE.lBal, tres en las candidaturas de once o más candidatos y dos en las restantes; la LE.Mur, no más de tres.

b) Las LE.And, LE.Ara, LE.Ast, LE.Can, LE.Cant, LE.Ext, LE.Cast-LM, LE.Nav, LE.Val, establecen la prohibición de presentación de candidaturas con símbolos que reproduzcan la bandera o escudo de la CCAA o alguno de sus elementos constitutivos; la LE.Ara añade «o de sus provincias»; la LE.lBal «o de los Consejos Insulares o de los Ayuntamientos»; y -finalmente- la LE.Cast-León «o que induzca a confusión con éstos».

c) Las LE.And, LE.Ara, LE.Can, LE.Cast-LM, LE.Cast-León, LE.Ext, LE.IBal, LE.Val, exigen que la documentación se presente por triplicado: un primer ejemplar quedará en la JEP, un segundo se remite por ésta a la JE de la Comunidad Autónoma y el tercero se devuelve al representante de la candidatura (excepto en la LE.Val en la que un ejemplar se remite a la JE de la Comunidad Autónoma y los otros dos quedan depositados en la JEP), La LE.Rio dispone que la documentación se presente por duplicado: un primer ejemplar para la JE de la Comunidad Autónoma y el segundo para el representante de la candidatura. La LE.PVas exige que la «documentación se presentará en original», y dispone que las JE de Territorio Histórico realizarán una copia de la documentación para su remisión a la JE de la CA.

d) Las LE.Can, LE.PVas y LE.Val determinan que al escrito de presentación de la candidatura se acompañe «certificación de que el candidato se encuentra inscrito en el Censo electoral vigente de la Comunidad Autónoma».

e) La LE.Cast-León y LE.Rio, prevén que junto al nombre del candidato en las coaliciones y federaciones se podrá hacer constar el nombre del partido al que pertenece.

Véase, en fin, la Instrucción de 12 de abril de 2007 de la Junta Electoral de Castilla y león, sobre documentación relativa a los candidatos que debe acompañarse en la presentación de candidaturas en las elecciones a las Cortes de Castilla y León (BOCL del 13 de abril).

DOCTRINA DE LA JEC

- Denominación, siglas y símbolos de las entidades políticas.

En materia de símbolos de las entidades políticas hay que atenerse al Registro de Partidos Políticos; En todo caso la Administración Electoral carece de toda competencia de control o fiscalización sobre el Registro de Partidos Políticos (Ac 11 de septiembre de 1991 y 15 de marzo de 1996), o para promover la constancia de sus acuerdos en el Registro (Ac 27 de marzo de 1992).

No cabe la inclusión de colores en el símbolo de la entidad política, que se incluye en el escrito de presentación de la candidatura (Ac 12 y 19 de mayo de 1977). No cabe utilizar otros símbolos o emblemas que los inscritos por cada entidad política en el Registro de Partidos Políticos, debiendo estarse a lo que establece la legislación general en cuanto a la utilización de otros símbolos durante la campaña electoral. La normativa electoral no considera en todo caso la existencia de denominaciones o símbolos especiales para el proceso electoral (Ac 25 de mayo y 6 de junio de 1977, 8 de mayo de 1978, 5 de febrero de 1979, 27 de septiembre de 1982, 5 de mayo de 1987, 14 de mayo de 1989, 11 de marzo de 1991, 10 de febrero de 1992, 5 de mayo de 1993, 7 y 17 de abril de 1995, 4 de febrero, 20 de abril y 3, 13 y 24 de mayo de 1999). Este criterio ha sido confirmado, entre otras, por la STC 69/1986, de 28 de mayo. Dichos elementos identificadores afectan al orden público electoral pues los electores tienen derecho a través de los mismos al conocimiento cabal de las opciones políticas concurrentes, teniendo en cuenta el principio de transparencia de las elecciones (Ac 3 y 13 de mayo de 1999).

Cabe -si así consta en la inscripción- la coincidencia esencial de los empleados por varias de éstas (Ac 27 de septiembre de 1982).

La inscripción en Registro distinto del de Partidos Políticos del símbolo, como por ejemplo el Registro de la Propiedad Industrial o el de Asociaciones, otorga al titular la protección correspondiente, pero no priva de eficacia al acto administrativo de carácter ejecutivo que es la inscripción en el Registro de Partidos Políticos (Ac 17 de enero de 1979, 12 de mayo de 1986, 30 de mayo de 1994).

No cabe la modificación del símbolo durante todo el proceso electoral (Ac 25 de mayo y 1 de junio de 1977, 17 de enero y de febrero de 1979, 11 y 26 de mayo de 1987).

Deberá figurar necesariamente el símbolo de la entidad política que promueve la candidatura (Ac 17 de enero de 1979), si bien la identificación de una entidad política es el resultado de una serie de elementos, como son la denominación, emblema, siglas, anagrama, símbolos, etc. (Ac 12 de mayo de 1986), conjunto de elementos identificadores que evita la confusión del electorado (Ac 19 de mayo de 1986).

El símbolo ha de entregarse a la JE junto con el resto de la documentación de presentación de la candidatura y en el plazo establecido al efecto (Ac 17 de abril de 1995). No ha de entregarse el fotolito del símbolo aunque es aconsejable para su mejor reproducción en la papeleta (Ac 7 de febrero de 1996). Debe admitirse el símbolo aunque se presente después de la comunicación de la constitución de la coalición (Ac 8 de febrero de 2000).

No existen previsiones sobre las medidas del símbolo a entregar a la JE, si bien deben tenerse en cuenta lógicamente las medidas del recuadro de la papeleta electoral destinados a que el mismo se incluya (Ac 17 de abril de 1995 y 13 de mayo de 1999). En cuanto al tamaño del símbolo de la coalición electoral, no hay ninguna dimensión legalmente determinada, si bien habrá de tenerse en cuenta el espacio previsto en la papeleta electoral para la inclusión del logotipo (Ac de 9 de abril de 2003).

Dada la no inscripción en el Registro de Partidos Políticos de las agrupaciones de electores no puede establecerse la necesariedad de la presentación de siglas y símbolos por los promotores de las mismas en el escrito de presentación de candidaturas (Ac 5 de mayo de 1987).

Las siglas forman parte de los elementos identificadores inscritos por el partido político en el Registro de Partidos Políticos; la omisión de aquéllas en la presentación de la candidatura debe entenderse como un error material válidamente rectificable, más aún cuando la rectificación se puso en conocimiento de la Junta Electoral antes de la proclamación de la candidatura (Ac 5 de octubre de 1989); la no aportación de las siglas por no constar en el Registro de Partidos Políticos, es una omisión que no impide la proclamación de la candidatura por no ser elemento imprescindible a dicho efecto (Ac 28 de abril de 1995).

Una vez que se hace constar ante la JEC la constitución de una coalición electoral, la designación ante las JEP del símbolo y siglas que constan en la constitución de aquélla ha de considerarse expresión clara de dichos elementos identificadores a los efectos de lo previsto en el artículo 46.9 LOREG (Ac 5 de mayo de 1986). El símbolo de la coalición deberá incorporarse en todas las circunscripciones sin perjuicio de que en cada una de ellas o en alguna se añada un símbolo específico (Ac 8 de octubre de 1998). Si no se hacen constar en el pacto de coalición no pueden ser usadas (Ac 27 de abril de 1999).

El hecho de que figure en las candidaturas el nombre de la provincia en la que se presenta no debe significar la modificación de la denominación de la entidad política que las presenta, que ha de ser la misma que esté inscrita en el Registro de Partidos Políticos. No cabe, por tanto, utilizar otra denominación que la inscrita en el Registro referido. No cabe tampoco abreviarla ni realizar cualquier adición que no figure en aquél (Ac 6 de junio de 1977, 17 de enero y 21 de febrero de 1979, 11 de mayo de 1987).

No cabe la modificación de la denominación durante todo el proceso electoral y deberá figurar necesariamente en todas las candidaturas (Ac 17 de enero de 1979, 11 de mayo de 1987).

La denominación es cuestión de orden público que afecta a los derechos de los electores a tener un cabal conocimiento de las entidades políticas concurrentes, por lo que no cabe a una entidad política utilizar la de otra ni siquiera con su consentimiento (Ac 24 de mayo de 1999 y 4 de febrero de 2008).

Las coaliciones electorales pueden emplear la denominación «Candidatura»..., puesto que esta expresión no tiene un carácter genérico, sino que forma parte de la denominación de aquéllas (Ac 27 de septiembre de 1982).

Cabe la coincidencia de la denominación de una entidad política y una asociación civil, en consideración a los distintos fines de ambas y teniendo en cuenta además que la identificación de una entidad política es el resultado de una serie de elementos, como son la denominación, emblema, siglas, anagrama, símbolos, etc. (Ac 12 de mayo de 1986), conjunto de elementos identificadores que evita la confusión en el electorado (Ac 19 de mayo de 1986). Sobre la denominación de las agrupaciones de electores véase artículo 44.

En relación con la utilización del término Verdes, la JEC procede a la proclamación de las candidaturas, de conformidad con las SSTC 70 y 71/1991, de 11 de mayo, 72/1995, de 12 de mayo y 75/1995, de 17 de mayo: el término «verde» ha adquirido un sentido genérico (como «socialista» o «liberal») lo que no autoriza su entrega en exclusiva a un grupo político ya son elementos de uso común sin que exista, en consecuencia, riesgo de confusión, no existiendo tampoco confusión entre un sol y un girasol, siendo admisible que dos candidaturas utilicen dichos símbolos si existen otros factores distintivos como la denominación (Ac 17 de mayo de 1999).

- Requisitos formales de la presentación de candidaturas.

Véase en anexo documental la Instrucción de la JEC de 15 de marzo de 1999, que sustituye la de 4 de abril de 1991, que establece los documentos que han de acompañarse a la presentación de candidaturas.

No es necesaria la comparecencia personal del candidato para ratificar la declaración de aceptación de la candidatura ante la JE (Ac 19 de mayo de 1986). No es necesaria la personación de cada uno de los candidatos para aceptar la candidatura ni tampoco la autenticación notarial de las firmas, bastando con la aportación de escrito en papel común en el que conste la aceptación de figurar en la candidatura y la declaración de no estar incurso en causa de inelegibilidad con la firma del candidato además de los otros requisitos (Ac 21 de septiembre de 1989).

Cabe utilizar DNI caducado pues el fin es la identificación del candidato y comprobar la identidad de la firma. Puede sustituirse por el pasaporte (Ac 27 de abril de 1999). No cabe sustituir el DNI por el resguardo del que se está tramitando porque no aparece fotografía, pudiendo en tal caso presentar pasaporte (Ac 20 de enero de 2000).

Junto al nombre y apellidos del candidato puede hacerse constar la condición de independiente o la denominación de la entidad política o las siglas de la misma (Ac 11 de mayo de 1987). Las listas de candidatos han de incluir el nombre y apellidos de los candidatos que figuren en las mismas. Los nombres de pila de los candidatos pueden figurar en castellano o en el otro idioma oficial de la correspondiente Comunidad Autónoma, aunque en el DNI figuren solamente en castellano (Ac 13 de septiembre de 1989 y 7 de abril de 1995). Aun en caso de que exista discrepancia con el nombre que aparece en castellano en DNI debe atenderse a la preferencia del candidato (Ac 27 de septiembre de 1999). Si bien el nombre y apellidos tienen legalmente atribución de la función de identificación personal de los candidatos no se impide la utilización de seudónimos o apodos que sirven o ayudan a la identificación, pero siempre junto al nombre y apellidos (Ac 12 de abril de 1991 y de 24 de enero de 2008). Si una persona tiene más de un nombre de pila puede hacer constar solo el que use habitualmente, siempre que no haya lugar a duda en su identificación (Ac 13 de mayo de 1999).

No es necesario que los candidatos en las elecciones municipales estén inscritos en el censo del Municipio en que prestan su candidatura, si bien deberán acreditar que figuran inscritos en el censo de otro Municipio o bien que reúnen los requisitos para ostentar la cualidad de elector.

En cuanto a la inscripción en el censo del territorio de la Comunidad Autónoma para ser candidato en las elecciones autonómicas, ha de estarse a los Estatutos de Autonomía y leyes electorales respectivas por lo que se refiere a la exigencia de la condición política de nacional o regional de la respectiva autonomía, en relación con el artículo 16 LRBRL (Ac 3 de abril de 1987). Por Ac de 29 de abril de 1991 se declara que la no exigencia de la inscripción censal o padronal ha de entenderse sin perjuicio de la exigencia de la vecindad administrativa en cualquiera de los Municipios de la CCAA como requisito de elegibilidad en las elecciones autonómicas, condición que ha de acreditarse oportunamente a tal efecto (véase artículo 2 en este mismo apartado).

Las JE competentes están facultadas para exigir a los candidatos cualquier prueba documental sobre los extremos relativos a capacidad y elegibilidad electorales (Ac 30 de abril y 5 de mayo de 1977).

- Certificado negativo de antecedentes penales expedido por el Ministerio de Justicia.

En cuanto los representantes de las entidades políticas son mandatarios de las mismas en orden a realizar todas las operaciones y actos necesarios en nombre de aquéllas en el procedimiento electoral, los mismos resultan habilitados para retirar del departamento correspondiente del Ministerio de Justicia los certificados de antecedentes penales solicitados que han de aportar junto con el resto de la documentación necesaria para la presentación de la candidatura (Ac 12 de abril de 1991). Téngase en cuenta la citada Instrucción de la JEC de 15 de marzo de 1999.

- Certificado de inscripción en el censo de los candidatos.

La acreditación del requisito de estar en el pleno uso de los derechos políticos se hizo, hasta las elecciones de 1999, mediante el certificado de inscripción censal en el que figuraba, en su caso, la inhabilitación absoluta o especial o la suspensión del derecho de sufragio pasivo. La exigencia del certificado se mantiene solo para los ciudadanos de la UE, conforme a la Instrucción de la JEC de 15 de marzo de 1999.

Doctrina hasta 1999.

Se instruye a la OCE que las Delegaciones Provinciales deben entregar a los representantes de candidaturas que acrediten tal condición los certificados de inscripción en el censo de las personas para las cuales soliciten dichos certificados, sin exigir la aportación de la aceptación de inclusión en la candidatura o declaración de no hallarse incursos en causa de inelegibilidad, documentos que solo son exigibles para el acto mismo de presentación de las candidaturas ante la JE competente (Ac 12 de abril de 1991).

Las agrupaciones de electores podrán nombrar a una persona que represente a la Comisión Promotora para solicitar de la OCE la inscripción en el censo de las personas a incluir en la candidatura, pues de otro modo no podría una agrupación de electores presentar la documentación requerida (Ac 17 de abril de 1991).

Si bien la Orden de 3 de febrero de 1987, del Ministerio de Economía y Hacienda, por la que se regula la distribución de copias del Censo electoral en soporte magnético y la expedición de certificados de inscripción en el Censo electoral se refiere exclusivamente a la expedición de tales certificados de inscripción en el Censo electoral por la OCE, en orden a facilitar la obtención de tales certificados a presentar por cada uno de los candidatos y dado que el artículo 29.3 LOREG establece que los Ayuntamientos actúan como colaboradores de la OCE en las tareas censales, cabe admitir que los Secretarios de los Ayuntamientos que custodian las listas del Censo electoral correspondiente a su Municipio pueden expedir tales certificaciones de inscripción en el Censo electoral (Ac 17 de abril de 1991 y 17 de abril de 1995). Con este acuerdo la JEC facilitó la obtención de tales certificados, ante la avalancha de peticiones de certificados de inscripción en el censo en las Delegaciones Provinciales de la OCE.

Doctrina desde 1999.

Como quiera que la anotación de dichas penas no figura ya en el censo, se hace necesario aportar la declaración, con fórmula de juramente o promesa, de no estar sujeto a penas que le inhabiliten para ser candidato, aunque puede sustituirse por el certificado negativo de antecedentes penales (Ac 3 de mayo de 1999). No es necesario, en fin, presentar certificación de inscripción censal o certificación negativa de antecedentes penales, conforme a la Instrucción de 15 de marzo de 1999, que admite la declaración jurada de no estar sujeto a penas que le inhabiliten para ser candidato, pues con cualquiera de estos documentos se acredita el pleno goce de derechos políticos. No cabe, sin embargo, sustituir la certificación censal por la de empadronamiento (Ac 20 de abril de 1999).

- Mayoría de edad de los candidatos.

Los candidatos han de ser mayores de edad el día en que tiene lugar la proclamación de las candidaturas (Ac 15 de marzo de 1999).

- Número de candidatos. Suplentes.

Doctrina hasta la Ley Orgánica 1/2003 (obligatoriedad de incluir 3 suplentes).

Las papeletas de votación deben contener a todos y solos a los candidatos proclamados; no cabe por tanto incluir mayor número de candidatos que el de escaños, sin perjuicio de los suplentes (Ac 19 de mayo de 1977). Por tanto ha de incluir la candidatura tantos candidatos como escaños a cubrir y además tres suplentes, sin que quepa un número inferior de titulares o suplentes (Ac 21 de septiembre de 1989, 15 de marzo y 24 de abril de 1995).

De conformidad con el artículo 46.3 LOREG cuando la presentación de candidaturas se realice mediante el sistema de lista, la misma deberá incluir tantos candidatos como cargos a elegir y además tres suplentes, con expresión del orden de colocación de todos ellos, siendo en todo caso subsanable en el trámite previsto por la LOREG la ausencia de designación de los mismos. En el supuesto de que se incluyan más de tres suplentes se comunicará al representante de la candidatura para que los reduzca a tres y, en su defecto, la JE correspondiente entenderá que son suplentes los tres primeros (Ac 11 de mayo de 1987, 12 de abril de 1991). Todos los candidatos (titulares o suplentes) tienen idéntica consideración a todos los efectos (Ac 21 de septiembre de 1989). La inclusión de los tres candidatos suplentes es requisito constitutivo para la proclamación de una candidatura (Ac 17 de abril de 1991, 15 de marzo y 3 y 24 de mayo de 1999). En todo caso es irregularidad subsanable la presentación de un número inferior. Véase jurisprudencia.

Debe tenerse en cuenta que a partir de la Ley Orgánica 1/2003, es opcional la inclusión de suplentes.

- Orden de colocación de los candidatos.

No cabe la alteración del orden de colocación de los candidatos una vez presentada la candidatura, aunque dicha solicitud se haga dentro del plazo de presentación, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 48 LOREG (Ac 11 de mayo de 1987).

- Independientes.

Las entidades políticas pueden incluir en sus candidaturas candidatos independientes, que pueden figurar como tales en la documentación y propaganda electoral de las candidaturas (Ac 5 de mayo de 1977, 11 de mayo de 1987).

Cabe figurar como independientes en la lista presentada por una entidad política, pero no como miembros de otra entidad política distinta, salvo que se constituya coalición (Ac 4 de mayo de 1994).

No cabe añadir otra especificación, además de la de independiente, menos aún la referencia a la entidad política de la que proviene el candidato, por la contradicción con el concepto de «independiente» (Ac 18 de noviembre de 1994).

En el caso de las agrupaciones de electores no se puede hacer constar la condición de independiente de un candidato (Ac 20 de abril de 1999).

De conformidad con el artículo 46.7 de la LOREG, junto a los candidatos incluidos en la lista electoral de un partido político no se puede hacer constar más que su condición de independientes, en su caso. La denominación de otro partido político distinto a la entidad que presenta candidatura solo se podrá hacer constar junto al nombre del candidato en el caso de las coaliciones electorales (Ac de 12 de marzo de 2003).

- Candidaturas simultáneas.

El artículo 46 LOREG prohíbe la candidatura simultánea en determinados supuestos, pero no en el de presentación en las elecciones locales, por un partido y en las autonómicas como independiente por otro (Ac 1 de diciembre de 1994 y 7 de abril de 1995). Una misma persona no puede ser candidato en más de una circunscripción ni formar parte de más de una candidatura en el mismo proceso electoral. En consecuencia, puede ser candidato la misma persona al proceso electoral local y al de Juntas Generales (Ac 29 de abril de 1991), o al de las elecciones de Concejales y de Alcalde Pedáneo (Ac 15 de marzo de 1993, 2 de junio de 1997 y 15 de marzo de 1999, entre otros que se reproducen en artículo 199), o a las elecciones al Parlamento Europeo y las locales o autonómicas (Ac 20 de abril de 1999).

En virtud del artículo 46.7 LOREG no cabe acumular la condición de electo en dos circunscripciones, por lo que no es posible acumular los cargos de Alcalde o Concejal de un Municipio y miembro de la Comisión gestora de otro constituido por segregación (Ac 29 de junio de 1999).

- Utilización de la bandera de España.

En cuanto al uso de la bandera de España en manifestaciones, mítines y actos de propaganda, ha de estarse a lo que dispone el artículo 8 de la Ley 39/1981, sobre uso de la bandera española, precepto que establece: «se prohíbe la utilización en la bandera de España de cualesquiera símbolos o siglas de partidos políticos, sindicatos, asociaciones o entidades privadas» (Ac 22 y 29 de mayo de 1987). Idéntica argumentación se utiliza en Ac de 31 de mayo de 1994, archivando denuncia contra entidad política que utilizaba en su publicidad electoral la bandera de España.

- Utilización del escudo del Municipio.

No cabe la utilización del escudo del Municipio en las papeletas de votación -y por tanto no cabe su aportación al presentar la candidatura- pues ello implicaría la apropiación partidaria de un símbolo de naturaleza institucional (Ac 4 de abril de 1991 y de 13 de mayo de 2003).

No cabe la utilización del escudo del Municipio en las papeletas de votación en cuanto ello implicaría la apropiación partidaria de un símbolo de naturaleza institucional. Cabe la utilización del escudo del Municipio en la propaganda electoral realizada por una entidad política siempre que la misma se realice de modo respetuoso para tal símbolo de naturaleza institucional y sin apropiación del mismo, por cuanto no pertenece a ninguna entidad política, sino que es patrimonio de toda la comunidad local (Ac 4 y 12 de abril de 1991).

- Orden de las candidaturas.

El número correlativo correspondiente a cada candidatura está en función del orden de presentación de aquéllas para cada una de las circunscripciones (Ac 28 de abril de 1995).

- Devolución de la documentación.

Ante solicitud de una entidad política de devolución de la documentación entregada para presentar la candidatura, que no fue proclamada, se acuerda la devolución de conformidad con el artículo 64.2 LPA, dejando en el expediente el correspondiente testimonio (Ac de 30 de mayo de 1989).

- Federaciones de partidos.

Análogamente a lo dispuesto en el artículo 46.7 LOREG en relación con las coaliciones de partidos, cabe que junto a los nombres de los candidatos de una federación de partidos se haga constar la denominación del partido al que uno pertenece (Ac 13 de septiembre de 1989). La nueva redacción del artículo 46.7 recoge la interpretación analógica efectuada por la JEC y expresamente aceptada por la STC 168/1989, de 16 de octubre, referido en el apartado de jurisprudencia.

- Lengua de las candidaturas.

Ya que el Estatuto de Autonomía de Asturias no atribuye al bable carácter de lengua oficial, las candidaturas habrán de estar expresadas en castellano, debiendo subsanarse la irregularidad en el plazo establecido por artículo 47.2 (Ac 13 de mayo de 1999).

JURISPRUDENCIA

- La exigencia legal impuesta por el artículo 46.1 de expresión clara de la denominación, siglas y símbolo del partido no puede defraudarse mediante la alteración de la denominación del mismo inscrita en el Registro de partidos políticos.

Así lo ha declarado el TC en un supuesto en que un partido político pretendía que la denominación del mismo en la candidatura fuera distinta de la que consta en el Registro. En apoyo de ese rechazo, el TC invocó la siguiente fundamentación:

«Como debiera ser patente para la recurrente, el apartado 1 del artículo 46 de la misma LO dispone que el escrito de presentación de cada candidatura debe expresar claramente la denominación, siglas y símbolos del Partido, Federación, Coalición o Agrupación que la promueve y esta exigencia no puede defraudarse, alterando la cabal denominación del Partido por las siglas que a ella se quieran hacer corresponder, ya que la misma está al servicio de una identificación clara y distinta de quien presente la candidatura para que la voluntad política que los sufragios expresen se corresponda, con la mayor fidelidad posible, a la entidad real de quien, a lo largo de la campaña electoral, así los recabe. Frente a lo que se da a entender en el recurso, la identificación de estos términos como candidatura de presentación partidaria, no resulta disponible ni puede alterarse con el simple argumento de que el nombre distinto al en su día registrado resulta también idóneo a juicio de sus promotores. Es ocioso recordar que la denominación en su momento distinta podrá ser modificada por el Partido y de acuerdo con lo que sus Estatutos dispongan, pero en tanto dicho cambio no se produzca -y la certificación del Registro no lo refleja en este caso- la denominación de la candidatura no habrá de ser sino la del Partido» (STC 69/1986, de 28 de mayo).

- Utilización a continuación del nombre y apellidos de una candidata (artículo 46.1) de la referencia a la condición de «Viuda de X».

La SAT Barcelona de 28 de mayo de 1977 lo acepta por entender que se basa en «un uso social correcto, admitido en España por la Administración, el Tribunal Supremo y la Ley en otros supuestos».

- Símbolo de candidatura parecido al de otra (artículo 46.4).

La SAT Barcelona de 6 de mayo de 1988 estimó que la identificación de una candidatura no solo se consigue mediante un posible diseño, dibujo o emblema, sino también por las siglas o palabras que indican de qué formación política se trata, pues el espíritu que informa el artículo 46.4 LOREG consiste en evitar la confusión entre los potenciales electores. En el caso planteado no se produce esa confusión pues, «a pesar de la semejanza del símbolo, la denominación de cada partido es diferente ("Los Verdes", uno, y "Los Verdes Ecologistas", el otro), de manera que armonizando ambos elementos se estima que cada formación política queda suficiente identificada, sin que se aprecie, por ello, ningún razonable riesgo de confusión entre el público».

Se han planteado casos similares: En este nuevo caso, la coalición electoral «Los Verdes-Lista Verde» recurrió contra la candidatura denominada «los Verdes Ecologistas» por la confusión que provocaba la semejanza de la denominación y los símbolos de la candidatura impugnada. La STSJ de Madrid, de 4 de octubre de 1989, primero, y la STC 160/1989, de 10 de octubre, después, rechazaron esa pretensión por un motivo fundamental: «uno y otro grupo se encuentran desde hace tiempo inscritos en el Registro de Partidos Políticos»; «la proclamación de las candidaturas respectivas no pueden conducir a más confusión de la que pudiera existir anteriormente con la coexistencia de ambas denominaciones, sin que hubiera sido legalmente impugnada tal circunstancia»; si perjudicaba la imagen del partido recurrente, éste «debía haber impugnado previamente y por los cauces legales ordinarios el empleo de tales símbolos y denominación»; «no es posible ahora emplear el procedimiento del contencioso electoral para reparar esa irregularidad que ni es la contemplada por el artículo 46.4 LOREG ni tiene su origen en el acto impugnado de proclamación de candidaturas» (STC 160/1989, FJ 2).

En idéntico sentido se recoge la STSJ de Madrid, de 3 de octubre de 1989 (recurso 3/1989), en recurso planteado por «Falange Española de las JONS» contra «Falange Española Independiente».

Por el contrario la STSJ de Madrid de 4 de mayo de 1991, y después de la STC 103/1991, de 13 de mayo (FJ 2), admitieron el rechazo de la candidatura de la Agrupación de electores denominada «Agrupación de Aranjuez Independiente» por la similitud de su denominación con la del partido político «Agrupación Independiente de Aranjuez», con preferencia por la de éste por gozar de la protección que otorga su inscripción en el Registro de Partidos Políticos.

La misma preferencia pero respecto a una coalición electoral se reconoce en la STSJ de Madrid de la misma fecha y después en la STC 105/1991, de 13 de mayo: en este caso se estimó la corrección de la JEP que proclamó la candidatura de la coalición electoral «Los Verdes Lista Ecologista-Humanista» con la designación propuesta con carácter subsidiario de «Los Ecologistas», para evitar la posible confusión con la candidatura del partido político «Los Verdes». En el mismo sentido se pronunció la STC 107/1991, de 13 de mayo, anulando en este caso una Sentencia del TSJ de Cantabria, y las SSTC 113/1991 y 114/1991, ambas de 20 de mayo, anulando sendas del TSJ de Andalucía.

Por el contrario, no se apreció confusión entre las denominaciones «los Verdes» y «Los Ecologistas», ni entre los símbolos de «el sol» y la «hoja de girasol» (STC 106/1991, de 13 de mayo, FJ 3).

El conflicto sobre las candidaturas de «Los Verdes» se volvió a plantear con motivo de las elecciones locales celebradas en 1995. En este caso, el Tribunal Constitucional dio un giro a su doctrina en los siguientes términos: el término «verde» ha adquirido en este momento un significado genérico (como «socialista» o «liberal») lo que no autoriza su entrega en exclusividad a un grupo ya que «son elementos de uso común pertenecientes al dominio público». No existe, en consecuencia, riesgo de confusión entre «Los Verdes Alternativos» y «Los Verdes-Grupo Verde» (SSTC 70 y 71/1995, de 11 de mayo), ni entre «Alternativa de Izquierdas-Los Verdes» y «Los Verdes-Grupo Verde» (STC 72/1995, de 12 de mayo); ni entre «Esquerra Unida-Els Verds» y «Los Verdes-Grupo Verde» (STC 75/1995, de 17 de mayo). Respecto a los símbolos, el Tribunal Constitucional reiteró la inexistencia de confusión entre un sol y un sol y un girasol (SSTC 70 y 71/1995); e incluso admitió que dos candidaturas utilizasen el símbolo del girasol al existir otros factores distintivos como la denominación (STC 75/1995).

La TST, 3.ª, Sec. 7.ª, de 9 de octubre de 2006 desestima el recurso planteado por Phalange Española de las JONS que pretendía se prohibiera el uso del símbolo del yugo y las flechas por otras candidaturas. Dice que la Administración Electoral debe estar en materia de denominaciones y símbolos a los que constan en el Registro de Partidos Políticos. Por tanto, si en él figuran inscritos, entre los símbolos de las demás formaciones que se llaman a sí mismas "falange", el yugo y las flechas no puede pretenderse que la Junta Electoral Central les prohíba su utilización.

E, igualmente, es preciso reconocer que el símbolo en cuestión posee un indudable carácter genérico desde el momento en que es común a los distintos grupos que, constituidos después de 1975, se vinculan a las ideas del partido resultante de la fusión en su día de Falange Española con las Juntas de Ofensiva Nacional Sindicalista. Símbolo que, por lo demás, procede de los que adoptaron los Reyes Católicos. En este sentido, hay que coincidir con la Junta Electoral Central en la aplicabilidad de la jurisprudencia constitucional expresada en las SSTC 107/1991 y 154/2003.

- Criterio de flexibilidad en la apreciación de los requisitos de la documentación que, conforme al artículo 46.2, debe acompañar al escrito de presentación de la candidatura.

El indicado criterio se deduce de distintas Sentencias de las Audiencias: 1) El carácter de irregularidad subsanable de la ausencia de alguno de los documentos. 2) Que si bien, en principio, junto a la declaración de aceptación de la candidatura, debe incluirse la certificación de elector expedida por la Oficina del Censo Electoral o los medios de suplencia de ésta a que nos hemos referido en el artículo 7 -certificado de antecedentes penales y declaración jurada de no hallarse incurso en causa de inelegibilidad-, en ocasiones se ha considerado que la inscripción en el censo puede suplir la presentación de copia del DNI (SAT Madrid, de 30 de mayo de 1977). 3) En cualquier caso, si no se acreditan suficientemente las condiciones de elegibilidad de un candidato, la candidatura se proclama con la exclusión del mismo, con los efectos que ello pudiera tener como consecuencia de lo dispuesto en el artículo 46.3.

- El requisito de inclusión en las listas de tantos candidatos como cargos a elegir y, además, tres candidatos suplentes (artículo 46.3), en caso de incumplimiento es una irregularidad subsanable, pero que, de no subsanarse, es causa que impide la proclamación de la candidatura.

La SAT Madrid de 16 de mayo de 1987 así lo aplica, rechazando la objeción alegada por un partido en el sentido de que no se produjo la subsanación de inclusión de tres suplentes porque «el propio Secretario de la Junta Electoral le comunicó verbalmente que no era necesario el nombramiento de los suplentes y que bastaba hacer un escrito solicitando que la candidatura fuese proclamada sin suplentes».

- Extensión a las federaciones de la facultad de hacer constar la denominación del partido al que pertenece el candidato (artículo 46.7).

La nueva redacción del artículo 46.7 LOREG recoge la interpretación analógica llevada a cabo por la JEC y expresamente aceptada por la STC 168/1989, de 16 de octubre, en la que estimaba que «no solo es la más favorable al ejercicio de los derechos y a la libertad de asociación política» sino que «al mismo tiempo se adecua a los principios del propio sistema democrático en el que los partidos son instrumento privilegiado de participación, lo que, como ya se señalara en la STC 10/1983, se manifiesta en las siglas del partido junto al nombre de los candidatos». Véase DOCTRINA DE LA JEC.

- La adición de un seudónimo al nombre y apellidos del candidato es admisible cuando aquél cumple en el uso social la misma función que el nombre (artículo 46.7).

Así lo ha declarado la STSJ de Madrid, de 3 de octubre de 1989 (recurso 2/1989), ante la impugnación de la proclamación de una candidatura en la que uno de los candidatos, tras su nombre y apellidos aparecía el seudónimo «Aníbal Ramos». El TSJ estimó que si bien el nombre y los apellidos tienen atribuida legalmente la función de identificación personal de los candidatos, ello «no impide que en ocasiones algunas personas sean designadas de modo general o en determinados ambientes por un nombre que no es el que figura en su inscripción en el Registro Civil, y que tal forma de designación sea precisamente la que les identifica personalmente, frente al nombre impuesto oficialmente, que no solo resulta innecesario sino que puede ser perfectamente desconocido. En tales circunstancias el seudónimo cumple en la práctica un papel idéntico al del nombre y esta situación ha de ser ponderada en un proceso electoral en que precisamente por dirigirse a la población entera de una circunscripción electoral lo realmente relevante es la forma como el uso social haya conducido a designar a un candidato, por lo que desempeña la misma función de determinación personal que el nombre y apellidos».

La referida resolución concluye que los artículo 46 y 172 LOREG, atendida a la finalidad de los mismos, «puede realizarse de ellos una interpretación extensiva que complete esa identificación personal con la adición del seudónimo cuando ese seudónimo cumple en el uso social la misma función del nombre. Lógicamente tal conclusión ha de restringirse a ese supuesto, y no permite la agregación al nombre y apellidos de alias, o sobrenombres, que introduzcan en la mera designación individual alguna otra nota de distinción, pero como no consta que éste sea el caso de la candidatura impugnado, procede confirmar el acuerdo de la JEP que accedió a su proclamación, desestimando el recurso interpuesto».

- Lengua utilizada en las candidaturas.

La exigencia de expresión en castellano del encabezamiento de las candidaturas y de la aceptación para firmar en ellas en elecciones de ámbito nacional, fue reconocida en la STS de 23 de mayo de 1994, respecto a elecciones europeas, fundándola «en el ámbito territorial a que afecta dicha elección y en la exigencia de claridad impuesta por el artículo 46 LOREG».

La exigencia por la Junta Electoral Central de que tanto el encabezamiento como la aceptación estén expresados en castellano en lugar de en bable «ha de entenderse fundado en el ámbito territorial nacional a que afecte la elección (elecciones al Parlamento Europeo), y la exigencia de claridad impuesta por el artículo 46 de la LOREG» (STS, 3.ª, sec. 7.ª, 23-5-94).

El Tribunal Constitucional se refirió al mismo problema (candidaturas y escritos de aceptación presentados en bable) en unas elecciones generales: la exigencia de que la documentación electoral figure en castellano no vulnera derecho fundamental alguno, puesto que el Estatuto de Autonomía de Asturias no atribuye carácter de lengua oficial al bable, y los recurrentes debieran haber subsanado este defecto en el plazo que se les dio para ello (STC 27/1996, de 15 de febrero, FJ 1 y 3). (A esta resolución se formuló un voto particular por tres Magistrados en el que sostenían que, dado el carácter complementario de dicha documentación y su fácil comprensión, se debía haber estimado el amparo, declarando la admisibilidad de la candidatura en bable).

Este criterio, sin embargo, se ha modificado radicalmente por la STC 48/2000, de 24 de febrero. En ella se invocan como motivos de la revisión el cambio de circunstancias, en particular por las reformas legales introducidas en el ordenamiento de la Comunidad Autónoma (Ley Orgánica 1/1999 y Ley asturiana 1/1998), así como la de dar «una interpretación de la legalidad menos desproporcionada con el contenido constitucional del derecho alegado; concluye que "dado que la voluntad de concurrir a las elecciones es manifiesta, que la modalidad lingüística empleada resulta comprensible y que se han cumplido los demás requisitos exigidos por la ley, al denegar la proclamación de la candidatura [por no presentar en castellano las declaraciones de aceptación de los candidatos], se ha vulnerado a la recurrente su derecho fundamental en artículo 23.2" CE (FJ 3 y 4)».

En caso de discrepancia entre el nombre propio que figure en castellano en el DNI y el de la lengua oficial habitualmente utilizada, que es el recogido en la candidatura y en el escrito de aceptación, la STSJ de Cataluña (Sala de lo Contencioso-Administrativo 5/1995, de 5 de mayo de 1995) estimó la prevalencia de este último en el sentido deseado por el interesado, contra el criterio de la Junta Electoral.

- Denominación de las Agrupaciones de Electores.

«Quienes pretenden, pues, constituir una Agrupación electoral deben comprobar, desde el inicio mismo de su actividad, que la denominación que desean adoptar no se corresponde con la de ningún partido o formación política inscrita o que no es de una similitud tal que pueda inducir a confusión. Esta es una de las razones de que exista un Registro de Partidos con carácter público.

Al no haber comprobado los promotores que la denominación con la que pretendían obtener firmas para presentarse a las elecciones, para, posteriormente, reclamar el voto de los ciudadanos, era igual o muy semejante a otra ya inscrita han incurrido en una clara falta de diligencia generadora de confusión para el elector tanto en la fase de presentación de candidaturas como en la emisión del voto, lo que justifica el rechazo de la candidatura» (STC 103/1991, de 13 de mayo, FJ 4).

- La declaración expresa de aceptación de una candidatura.

No se cumple dicho requisito cuando se incluye la aceptación de las candidaturas de una Confederación de la que forma parte el partido pues «su diversa personalidad jurídica es dato determinante para que no pueda confundirse el sentido de las aceptaciones a la una o a la otra entidad política»; «supone un cambio sustancial del ente político por el que se comparece», máxime cuando «esas aceptaciones se transforman por el burdo procedimiento de tachar el nombre del ente titular de la candidatura» (STS de 23 de mayo de 1994).

- Prohibición de no presentación en más de una circunscripción (artículo 46.6):

Es aplicable al candidato en una lista municipal que también lo es a Alcalde Pedáneo de una entidad local menor; al no haber sido advertida la irregularidad por la Junta Electoral, se deja sin efecto el acta de proclamación de candidaturas en lo relativo a las que incumplan, debiendo la Junta Electoral de Zona abrir un plazo de 48 horas para subsanarla (STSJ de Cataluña, Sala de lo Cont.-Adm., 2/1995, de 5 de mayo de 1995).

- Inscripción en el Registro de un partido político de similar denominación a una agrupación electoral con la que los recurrentes concurrieron a las anteriores elecciones.

La denominación del nuevo partido político coincide sustancialmente con la de la antigua agrupación electoral, a cuyo nombre se limita a añadir las palabras «La Paloma», evocando el símbolo usualmente utilizado por la antigua Agrupación.

Sobre las facultades de verificación, recuerda la STC 48/2003, de 12 de marzo, que resolvió el recurso de inconstitucionalidad interpuesto contra la Ley de Partidos, en la que ante la alegación de que las facultades de la Administración respecto de la inscripción registral atentaban contra el derecho a la libre creación de partidos políticos, reiteró la doctrina de la STC 85/1986, de 25 de junio, y añadió que partiendo de los requisitos formales exigidos por el artículo 3.1 de la Ley Orgánica 6/2004, (LOPP) ha de entenderse «que no se confieren al Ministerio del Interior potestades discrecionales que le habiliten para proceder o no a la inscripción en el Registro del partido que lo solicita mediante la presentación de la documentación requerida el efecto, pues a la autoridad administrativa tan solo se le atribuye una actuación de constatación rigurosamente reglada, en cuanto contraída, a los aspectos formales a través de los que se manifiesta el acto de constitución (acta fundacional y documentación complementaria), de tal manera que la suspensión del plazo de veinte días en el que ha de producirse el acto de inscripción tiene por exclusiva finalidad subsanar los defectos formales advertidos en aquella documentación, como pone de relieve el artículo 5.1 LOPP».

Tras esta cita, la Sala tiene por acreditado que la denominación coincidente con la del nuevo partido político corresponde a una agrupación electoral, ente definitivo por su temporalidad restringida a un único proceso electoral, lo que significa que «Una vez concluida su vigencia, es inviable extender la protección de la titularidad de la denominación, a salvo de otros derechos que los integrantes pudieran ostentar sobre la misma, derechos no precisamente de naturaleza electoral».

Y concluye que, a tenor del artículo 3 LOPP, la competencia de la Administración excedería con mucho las previsiones legales y constitucionales si hubiera de entrar a calificar los casos de eventual inducción a la confusión entre cualquier entidad preexistente y un partido político de nueva inscripción, actividad que conllevaría en muchas ocasiones, sobre todo ante la escisión de formaciones, resolver las discrepancias sobre la legitimidad o mejor derecho del uso de la denominación por uno u otro grupo. La titularidad de los elementos identificativos de cualquier entidad, así como los perjuicios producidos por su utilización indebida o fraudulenta y la vulneración de derechos por particulares, bien pueden defenderse por la vía jurisdiccional, pero la misión del funcionario encargado del Registro no puede alcanzar razonablemente tales extremos ni, lo que es definitivo, la decisión relativa a la inscripción incide en el derecho fundamental invocado. (STSJ, Sala C-A, Madrid, de 2 de junio de 2004, LA LEY JURIS. 1762315/2004).

- Candidatura sin suplentes (página 294).

La STC 84/2003, de 8 de mayo, anuló una sentencia de un Juzgado de lo Contencioso-Administrativo por haber denegado una candidatura que no incluía suplentes. Como es sabido, la exigencia de suplentes fue suprimida del artículo 46.3 LOREG por la Ley Orgánica 1/2003. Dicha anulación se hizo por vulneración del artículo 23.2 CE, y no del artículo 24.1 CE pues en este caso «se trata de una cuestión de estricta legalidad en la que el TC no puede entrar» (FFJJ 4.º y 5.º).

- No se exige la acreditación del cumplimiento de la limitación establecida en el artículo 46.6 LORG.

La LOREG no exige a las candidaturas la acreditación documental del cumplimiento por los candidatos de la limitación establecida en el artículo 46.6 (no presentación en más de una circunscripción o formar parte de más de una candidatura), como resulta manifiesto tanto en la interpretación literal de este apartado como de la sistemática en relación con el apartado 2 del mismo artículo. La exigencia de la JEP de acreditar el cumplimiento del artículo 46.6 LOREG no es conforme con la misma, pues el partido que presentó la candidatura «no incumplió ninguno de los requisitos señalados en la Ley», por lo que procede la proclamación (sentencia 41/2000, del Juzgado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Vitoria).

- Subsanación de la inscripción censal para acreditar la vecindad autonómica.

En relación con unas elecciones autonómicas, el TC anuló el acuerdo de una JEP que había denegado la proclamación de una candidatura por no haber aportado la certificación de la inscripción censal como documento acreditativo de la vecindad administrativa en la Comunidad Autónoma. Según el Tribunal Constitucional la documentación aportada (certificados de antecedentes penales y de empadronamiento) era suficiente, máxime cuando la legislación autonómica no exige específicamente el certificado de inscripción censal (STC 86/2003, de 8 de mayo, FJ 8.º).

- Falta de potestad de la Administración para rechazar la inscripción de un partido político por la similitud de su denominación con la de otro ya inscrito.

Según la doctrina del TC, la Ley no atribuye a la Administración un control sobre la denominación del partido político constituido. En el caso, el órgano a quo infringe dichos preceptos cuando anula la inscripción del partido político recurrente -izquierda Republicana Federal- por entender que su denominación podía producir confusión con la previamente inscrita -Izquierda Republicana- fundando su decisión en el artículo 46.4 LOREG. Este precepto tiene un distinto presupuesto de aplicación, pues contempla la hipótesis de coaliciones electorales que se constituyen con denominación y símbolos nuevos al objeto de concurrir a unas elecciones y que, lógicamente, no deben inducir a confusión con aquellos presentados tradicionalmente por otros partidos constituidos. Sin embargo, las facultades que ese precepto atribuye a las Juntas Electorales para rechazar las coaliciones electorales constituidas con denominaciones que induzcan a confusión con partidos previamente inscritos no pueden extenderse a la Administración para rechazar la inscripción de partidos políticos por la similitud de su denominación con la de otro partido político ya inscrito (STS, 3.ª, de 30 de diciembre de 2004).

Artículo 47. 1. Las candidaturas presentadas deben ser publicadas el vigésimo segundo día posterior a la convocatoria en la forma establecida por las disposiciones especiales de esta Ley.

2. Dos días después, las Juntas Electorales competentes comunican a los representantes de las candidaturas las irregularidades apreciadas en ellas de oficio o denunciadas por otros representantes. El plazo para subsanación es de cuarenta y ocho horas.

3. Las Juntas Electorales competentes realizan la proclamación de candidatos el vigésimo séptimo día posterior a la convocatoria.

4. No procederá la proclamación de candidaturas que incumplan los requisitos señalados en los artículos anteriores o los que establecen las disposiciones especiales de esta Ley.

5. Las candidaturas proclamadas deben ser publicadas el vigésimo octavo día posterior a la convocatoria, en la forma establecida por las disposiciones especiales de esta Ley.

CONCORDANCIAS

- Presentación de candidaturas: artículos 44 a 46 (y concordancias).

- Convocatoria electoral: artículo 42 (y concordancias).

- Proclamación de candidaturas en elecciones generales: artículo 169.1 y 4.

- Proclamación de candidaturas en elecciones municipales: artículo 187.1 y 4.

- Proclamación de candidaturas en elecciones al Parlamento Europeo: artículo 220.1 y 5.

- Representantes de candidaturas: artículo 43 (y concordancias).

- Modificación de candidaturas: artículo 48.

-Recursos contra la proclamación de candidaturas:  artículo 49.

- Plazos: artículo 119.

- Delito electoral: artículo 140.1 e).

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículos 22.3 y 24 LE.And; artículo 20 LE.Ara; artículo 23 LE.Ast; artículo 18 LE.Can; artículo 24 LE.Cant; artículo 24 LE.Cast-LM; artículos 27.3 y 4 y 28 LE.Cast-León; artículo 27 LE.Ext; artículo 21.4 LE.Gal; artículo 18 LE.IBal; artículo 10.4 LE.Mad; artículo 20.3 LE.Mur; artículo 20 LE.Nav; artículos 58 a 64 LE.PVas; artículo 27 LE.Rio; artículos 26.4, 28 y 29 LE.Val.

Las Leyes Electorales autonómicas reproducen con mayor o menor grado de concreción el contenido general del artículo 47 de la LOREG, si bien con algunas particularidades en cuanto a la publicación de las candidaturas presentadas y proclamadas:

- La LE.Gal (además de en las uniprovinciales) prevé la publicación exclusivamente en el Boletín o Diario Oficial de la CCAA.

- Las LE.And, LE.Ara, LE.Ext y LE.Val prevén la publicación en el Boletín o Diario Oficial de la CCAA, en los de las Provincias, así como la exposición en los locales de las JEP.

- Las LE.Cant y LE.IBal determinan la publicación en el Boletín o Diario Oficial de la CCAA y la exposición en los locales de la Junta Electoral de la CCAA, de las JEZ (véase artículo 11 LOREG) y Ayuntamientos (solo en el de Formentera la LE.IBal).

- Las LE.Ast. y LE.Rio exigen, junto a la publicación oficial, la exposición en los locales de la JE de la CCAA.

- La LE.Can exige, junto a la publicación oficial, la exposición de los locales de las JEP y JEZ. La LE.Cast-LM, LE.Cast-León y LE.PVas, junto a la primera, solo la exposición en las JEP.

- El artículo 59 LE.PVas establece un procedimiento específico para la eliminación de oficio o a instancia de parte de las candidaturas múltiples.

Véase también artículo 26.4 LE.Val.

La LE.Cast-LM, en la reforma llevada a cabo por la Ley 11/2002, de 27 de junio, establece una insólita obligación en el artículo 24 bis: «Los candidatos, una vez proclamados por las JEP, deberán presentar a la Mesa de las Cortes, antes del trigésimo primero posterior a la convocatoria de las elecciones, una declaración de bienes, rentas y actividades».

DOCTRINA DE LA JEC

- Exigencia de pruebas documentales y comunicación de las irregularidades detectadas.

En el plazo establecido para la subsanación de irregularidades, las JE competentes están facultadas para exigir a los candidatos cualquier prueba documental sobre los extremos relativos a capacidad y elegibilidad electorales (Ac 30 de abril y 5 de mayo de 1977) y obligadas a comunicar las irregularidades o defectos de las candidaturas presentadas en el plazo establecido por la LOREG (Ac 5 de mayo de 1987) y sin perjuicio de las que puedan ser denunciadas por los representantes de otras candidaturas.

No ha lugar a la vista por las demás entidades políticas, de los expedientes de las candidaturas una vez han sido proclamadas por cuanto el momento procesal oportuno para tal trámite es el previsto en artículo 47.2 LOREG, no cabiendo la aplicación supletoria de LPA, ya que conforme al artículo 120 LOREG la supletoriedad se refiere exclusivamente aquella «a todo lo no regulado específicamente por esta Ley» (Ac 17 de mayo de 1989).

- Efectos de la denuncia de las irregularidades.

Si la irregularidad se denuncia en el trámite previsto en el artículo 47.2 LOREG, deberá subsanarse la misma completándose la lista de candidatos con un nuevo candidato. Si se declara una vez proclamada la candidatura se producirá la eliminación del candidato afectado por la irregularidad, corriendo la numeración de los candidatos siguientes, sin que pueda completarse la candidatura (Ac 9 de abril de 1999).

- Irregularidades subsanables.

En el plazo establecido para la subsanación debe concederse a los representantes de las candidaturas la posibilidad de indicar si el sustituto entra en el lugar del sustituido o bien en el último lugar de la lista; si el representante de la candidatura no indica preferencia el sustituto pasaría al último lugar de la lista, subiendo un número en su respectiva colocación los candidatos que primitivamente estuvieran en lugares inferiores al sustituido (Ac 12 de mayo de 1977).

Es subsanable la irregularidad consistente en que uno de los miembros de la candidatura no firma la aceptación de su condición de candidato, ni la declaración de no estar incurso en causa de inelegibilidad, ni aporta la documentación necesaria (Ac 20 de septiembre de 1982, 5 de mayo de 1987). Es subsanable la irregularidad consistente en no incluir los tres suplentes en la lista de candidatos. En el caso de que se incluyan más de tres suplentes se comunicará al representante de la candidatura para que los reduzca a tres y, en su defecto, la JE correspondiente entenderá que son suplentes los tres primeros (Ac 5 y 11 de mayo de 1987 y 3 de mayo de 1999). Es subsanable la no aportación del certificado de inscripción en el censo o del certificado de antecedentes penales, pero no es sustituible por certificación de empadronamiento librada por el Secretario del Ayuntamiento (Ac 5 de mayo de 1987) o la no aportación de copia del DNI (Ac 7 de febrero de 1996). Es subsanable la irregularidad de presentar un número inferior de candidatos que el de escaños a cubrir (Ac 5 de mayo de 1987 y 8 de febrero de 2000). Es subsanable la irregularidad de presentar mediante fax la documentación (Ac 28 de abril 12 de mayo de 1993). Es subsanable la irregularidad consistente en la presentación de un candidato en más de una circunscripción o en más de una candidatura en la misma elección (Ac 9 de abril de 1999). Es subsanable la renuncia al cargo del que deriva la situación de inelegibilidad, siempre que en el plazo previsto en el artículo 47.2 desaparezca la causa correspondiente (Ac 20 de abril y 17 de mayo de 1999). Véase jurisprudencia.

- Plazo para la proclamación de las candidaturas.

El momento para efectuar la proclamación de candidaturas es un término fijo establecido por el artículo 47 LOREG y no un plazo a contar a partir de ningún acaecimiento determinado (Ac 28 de abril de 1995).

- No proclamación de las candidaturas que no han subsanado las irregularidades denunciadas.

Transcurrido el plazo establecido para la subsanación sin que por el representante de la candidatura se hayan corregido debidamente las irregularidades puestas de manifiesto, la JE competente acuerda la no proclamación (Ac 11 de mayo de 1987, 16 de mayo de 1994 y 24 de mayo de 1999). Cuando como consecuencia del trámite de subsanación de candidaturas no llegare a incluir tres suplentes no procederá su proclamación porque la misma sería incompleta, conforme al artículo 47.4 LOREG (Ac 29 de abril de 1991).

Archivo de las actuaciones por cuanto el acuerdo de la JEZ denegatorio de la proclamación de la candidatura de referencia fue confirmado por Sentencia judicial firme, contra la cual se interpuso recurso de amparo que fue inadmitido por carecer manifiestamente de contenido, por cuanto la falta de proclamación de la candidatura se debe, según el Tribunal Constitucional, a la falta de diligencia exigible a quienes participan en el proceso electoral, y no, por tanto, a la conducta de la JEZ (Ac 19 de octubre de 1999).

- Publicación de las candidaturas.

La publicación de las candidaturas debe hacerse conjuntamente en el Boletín Oficial correspondiente si ello es posible (Ac 5 de mayo de 1977).

A los efectos de hacer efectiva la publicación efectiva de las candidaturas presentadas y de las proclamadas dentro de los plazos legales, en las elecciones legislativas se acuerda se actúe de la siguiente forma: 1) Las JEP harán llegar, a las 0 horas del día siguiente a aquél en que termine el plazo de presentación de las candidaturas a los Gobiernos Civiles respectivos copia certificada de las candidaturas presentadas. Dicha copia del acta de la JEP, se cuidará que sea un original o copia perfectamente legible y numerada; 2) Del mismo modo las JEP, a las 0 horas del día siguiente a aquél en que termine el plazo de proclamación de las candidaturas, entregarán a los Gobiernos civiles las candidaturas proclamadas en cada Provincia, con formato, requisitos y características idénticas a las señaladas en el punto anterior; 3) Cada una de las Delegaciones del Gobierno y los Gobiernos Civiles transmitirá vía FAX a la Dirección General de Política Interior el día correspondiente, las copias certificadas de las actas referidas a las candidaturas presentadas y las candidaturas proclamadas; 4) La citada Dirección General hará llegar a los servicios del BOE las citadas copias para su publicación en los plazos previstos en la ley; 5) Para la publicación de las correcciones de errores, las JEP trasladarán directamente a la Dirección General aquéllas en orden a su publicación inmediata (Ac 5 de mayo de 1987, 26 de abril de 1993, 22 de enero de 1996 y 31 de enero de 2000).

Como complemento del acuerdo de 22 de enero de 1996 en relación a la publicación en el BOE de las candidaturas proclamadas a las elecciones al Congreso de los Diputados y al Senado, convocadas por RD 1/1996, de 8 de enero, se remite la siguiente circular:


	
1.º Las candidaturas se remitirán tecleadas a máquina o, en su caso, en mayúsculas perfectamente legibles. Se evitará, en consecuencia, la remisión de fotocopia de los impresos presentados por las entidades políticas con los nombres de los candidatos. 

	
2.º Cuando todos los candidatos de la entidad política pertenezcan a la misma se evitará poner entre paréntesis, y a continuación del nombre del candidato, la denominación de dicha entidad política. 

	
3.º En las candidaturas al Senado se situará siempre tras cada titular su suplente; es decir se evitará que figuren en primer término los titulares por orden alfabético y a continuación los suplentes, pues cada suplente lo es del candidato titular (Ac 7 de febrero de 1996). 



No se publican en el BO las candidaturas no proclamadas notificándose al representante el acuerdo motivado de no proclamación, con indicación de los recursos (Ac 10 de enero de 1996).

Sobre publicación de candidaturas en las elecciones locales, véase artículo 186.

- Retirada de candidatura.

La retirada de una candidatura puede efectuarse mediante escrito en papel común en cualquier momento anterior a la celebración de la elección por el representante general de aquélla ante la Administración Electoral (Ac 8 de junio de 1989 y 12 de marzo de 2000).

A la Administración Electoral corresponde tomar razón de la retirada disponiendo la publicación en el BOE y ordenando al Ministerio del Interior y a las JE correspondientes que adopten las medidas correspondientes para que no se distribuyen papeletas de esa candidatura en el colegio electoral; los votos que por correo se hubieran emitido en su favor se computarán como votos en blanco (Ac 2 de junio de 1993, 16 de mayo de 1994). Véase artículo siguiente.

Comunicada a la JEC la retirada de las candidaturas proclamadas de una entidad política en todo el territorio nacional, la JEC acuerda trasladar la misma a todas las JEP haciendo constar que han de computarse como votos en blanco los emitidos a favor de las citadas candidaturas, cuyas papeletas no pueden obrar a disposición de los electores en los colegios electorales el día de la votación. Asimismo se acuerda dar traslado del acuerdo al Gobierno y ordenar su publicación en el BOE (Ac 26 de octubre de 1989, 23 y 27 de febrero de 1996, entre otros). Comunicada la retirada de una candidatura proclamada de una entidad política en una circunscripción a un JEP, esta instruirá a las JEZ y a las Mesas electorales en los términos referidos en la resolución infrascrita, ordenando la publicación de la retirada de candidatura en el BOE (Ac 26 de octubre de 1989 y 22 de marzo de 1990). Asimismo instruirán a las Mesas para que adopten las medidas necesarias para evitar que las papeletas electorales estén a disposición de los electores el día de la votación (Ac 3 de marzo de 1996). La publicación se incluye en la sección del BOE de «otras disposiciones»; véase, por ejemplo, BOE núm. 259, de 28 de octubre de 1989 (Candidaturas retiradas de las proclamadas para las elecciones al Congreso de los Diputados y al Senado, convocadas por Real Decreto 1047/1989, de 1 de septiembre); BOE núm. 61, de 11 de marzo de 2000, sobre retirada de la candidatura al Senado por Madrid del Proyecto Manos Limpias, y de las candidaturas al Congreso por Navarra, Guipúzcoa y Alava de Euskal Herritarrok.

Cabe que por el Ministerio del Interior se reclame al partido político CCV, por la vía oportuna, el coste que al erario público le ha supuesto la confección de las papeletas para las elecciones generales, pues con anterioridad a la celebración de las elecciones ha retirado su candidatura, debiendo en consecuencia asumir la responsabilidad económica derivada, al menos, de la confección de las papeletas para tales elecciones. Para ulteriores procesos electorales cabe que por el Ministerio del Interior se formulen propuestas sobre que la cuantificación del número de papeletas se haga atendiendo a criterios objetivos (como puede ser el de porcentaje sobre el número de votos obtenidos en las anteriores elecciones equivalentes u otros), y no mediante el 120 por 100 del Censo electoral para cada una de las candidaturas presentadas (Ac 3 de marzo de 1996).

Véase también artículo 48.

- Examen de la documentación de presentación de la candidatura.

Cabe el examen de dicha documentación durante la presentación de candidaturas, de conformidad con el artículo 47.2 LOREG, y siempre que se acredite interés legítimo (Ac 6 de noviembre de 1995).

- Fecha de publicación de las candidaturas proclamadas en los correspondientes Boletines Oficiales Provinciales siendo la fecha correspondiente según el calendario el día 1 de mayo, día festivo en todo el territorio nacional.

La Ley Orgánica del Régimen Electoral General no autoriza a esta Junta a modificar plazos improrrogables, como es el de la publicación de las candidaturas proclamadas, teniendo en cuenta además, que ello incidiría en el resto de los plazos establecidos para los recursos contra los distintos acuerdos de proclamación (Ac de 23 de abril de 2007).

JURISPRUDENCIA

- El trámite de subsanación de las irregularidades de que puedan adolecer las candidaturas, previsto en el artículo 47.2, es una garantía para la efectividad del derecho fundamental reconocido en el artículo 23 CE.

Por eso, «la Administración electoral tiene el deber de poner en conocimiento de los componentes de las listas presentadas cualquier posible irregularidad al objeto de permitir su subsanación, sin que pueda ser eludida mediante una distinción entre «irregularidades» y «defectos sustantivos» o esenciales, distinción que no cuenta con base legal alguna y que resulta contradicha por la permisión que la propia Ley hace (artículo 48.1) de la modificación de candidaturas a resultas de la subsanación y que desconoce, por lo demás, el principio interpretativo según el cual la legalidad aplicable ha de ser entendida en los términos más favorables a la plena efectividad del derecho fundamental» (STC 59/1987, de 19 de mayo).

Esa doctrina había sido ya establecida por el TC con anterioridad: en modo alguno se puede llegar «a la conclusión de que los defectos, en su día, subsanables, devengan definitivos e irreparables tan solo por el irregular funcionamiento de la Administración Electoral, que pudo advertirlos y no lo hizo, en el momento que la Ley prevé para ello, ya que no puede pesar sobre los ciudadanos un resultado, gravoso para sus derechos fundamentales, que se originó en la falta de diligencia debida por los poderes públicos en la garantía de su plena efectividad» (STC 73/1986, de 3 de junio).

- Deber de la Administración Electoral de colaboración con entidades políticas para la subsanación de irregularidades.

En otras palabras, la Administración electoral tiene «el deber de colaborar con los partidos para subsanar irregularidades, pues está en juego el derecho fundamental a acceder en condiciones de igualdad a los cargos públicos, que se manifiesta aquí en el ejercicio del derecho de sufragio pasivo, que ha de recibir un trato respetuoso y favorable en el curso del proceso electoral» (STC 86/1987, de 1 de junio).

La conclusión a que llega la Sentencia anteriormente indicada es rotunda: «al no constatarse que se haya dado por la Administración Electoral plena aplicación a la garantía que la Ley establece en defensa del derecho de sufragio pasivo, se ha perjudicado indebidamente el derecho fundamental de quienes integran la candidatura excluida».

Esta doctrina ha sido reiterada por el TC: «Aunque no pueden proclamarse candidaturas que hayan incurrido en irregularidades al ser presentadas, esas irregularidades han de ser puestas en conocimiento de los representantes de las candidaturas afectadas para que, si es posible, se proceda a su subsanación. En consecuencia, si la Administración electoral incumple este deber de apreciación de oficio de los defectos y no da ocasión a los interesados para la reparación de unas irregularidades que después llevan al rechazo de las candidaturas, se habría ignorado una garantía dispuesta por la LOREG en el artículo 47.2 para la efectividad del derecho fundamental» (STC 24/1989, de 2 de febrero, y STC 175/1991, de 16 de septiembre).

En todos los casos indicados el TC concedió el amparo solicitado por los recurrentes, reconociendo el derecho a que el candidato sea proclamado o bien retrotrayendo lo actuado de manera que se permita subsanar la irregularidad advertida.

Entre ellas pueden destacarse la no comunicación por una Junta Electoral al representante de una candidatura de la renuncia de candidatos incluidos en ella (STC 95/1991, de 7 de mayo, FJ 2).

En todo caso, el enfrentamiento de diversos sectores de un partido político sobre el uso legítimo de sus siglas debe ser resuelto por la jurisdicción ordinaria sin que pueda ser dilucidado por una JE ni dentro del proceso contemplado en el artículo 49 LOREG, hasta que «aquella admita la candidatura presentada por personas que, según la documentación adjunta, aparecían razonablemente con potestades de representación suficientes del partido» (STS de 23 de mayo de 1994).

Vid. asimismo las SSTC 96, 97 y 98/2007, de 8 de mayo, y otras citadas en el artículo 44 bis.

- Irregularidades insubsanables (artículo 47.2): denominación de una Agrupación de electores que induce a error con la de un partido político.

Más recientemente, el TC ha matizado su jurisprudencia sobre la subsanación de irregularidades:

«Según una reiterada doctrina de este Tribunal sentada en las resoluciones ya citadas, la mayor parte de los defectos que puedan presentar las candidaturas electorales son subsanables, debiendo darle la oportunidad para ello. Sin embargo, en el presente caso, el vicio en que incurría la candidatura no era de aquellos que pueden subsanarse una vez presentadas las candidaturas y antes de su proclamación, ya que se encontraba en el origen mismo de la Agrupación electoral. La prohibición del uso de una denominación que induzca a error no puede limitarse al momento mismo de la celebración de las elecciones, sino que tiene alcance general, manifestándose durante el proceso electoral en su totalidad. Este va mucho más allá de la simple votación: en concreto, para una Agrupación de electores comienza en el momento mismo en que decide constituirse. La legislación electoral exige para este trámite la obtención de una serie de firmas que avalen la candidatura (artículo 187.3 LOREG para los comicios municipales). La denominación que se adopte ya en ese momento adquiere relevancia puesto que no puede hacerse uso de una denominación indebida que genere confusión al ciudadano, que puede respaldarla con su firma en un acto de participación no irrelevante, como pone de manifiesto la prohibición de dar la firma a más de una candidatura (artículo 46.8 LOREG)» (STC 103/1991, de 13 de mayo, FJ 4).

- Concepto de irregularidad subsanable: debe entenderse comprendido en él los simples errores materiales en la confección de las candidaturas.

Así lo ha reconocido el TC: «Resulta indudable que ni conceptual ni jurídicamente son asimilables «irregularidad» y «error». También parece indiscutible que las irregularidades que la LOREG menciona, y respecto de las cuales arbitra un trámite de subsanación, consisten en incumplimientos de los requisitos legales establecidos para la presentación de candidaturas. Es verdad que la LOREG únicamente cita como subsanables las irregularidades y no los errores. Mas sin dificultad se comprende que, si las irregularidades advertidas deben dar lugar siempre al trámite de subsanación, independientemente de su entidad y sin que quepa distinguir, con miras a rebajar la exigencia de dicho trámite entre «irregularidades» y defectos «sustantivos» o «esenciales» como garantía legalmente dispuesta en orden a la efectividad del derecho de sufragio pasivo que el artículo 23.2 CE encierra, con mayor motivo se ha de aceptar la acreditación de los simples errores materiales padecidos en la confección de las candidaturas, aun cuando tales errores no hayan desembocado en irregularidad alguna y la LOREG no haya previsto expresamente ningún trámite específico para aquella acreditación, que, desde luego, nunca podría llevarse a cabo fuera del plazo concedido a las JE en el artículo 47.2. Así lo impone, además, la obligada interpretación favorable de la efectividad del derecho fundamental concernido» (STC 104/1991, de 13 de mayo, FJ 3).

Esta amplísima concepción de lo que es la irregularidad subsanable se contiene en la STC 48/2000, de 24 de febrero, que recuerda la constante doctrina del TC sobre el derecho reconocido en el artículo 23.2: «En cuanto se proyecta sobre el ejercicio de los derechos de sufragio adquiere una especial densidad constitucional que se manifiesta en la obligación ... de que tanto la Administración electoral como los Jueces y Tribunales al revisar los actos y resoluciones dictados por aquélla, opten por la interpretación de la legalidad más favorable a la eficacia de tales derechos» (STC 87/1999, de 25 de mayo, FJ 3). Por esta razón en la STC 48/2000 se afirmó también que en «aplicación de este principio hermenéutico, «de especial relevancia en el proceso electoral» (STC 76/1987, de 25 de mayo), el TC ha favorecido tanto la subsanación en plazo de cuantas irregularidades detecte la Administración electoral (SSTC 95/1991, de 7 de mayo, 73/1986, de 3 de junio, por otras), como la irresponsabilidad de sus titulares respecto de hechos impeditivos del ejercicio del derecho de sufragio pasivo que no sean la consecuencia de su falta de cumplimentación de la legislación electoral (STC 81/1987, de 27 de mayo), en virtud de un criterio antiformalista particularmente atento a la indagación de la verdad material (STC 157/1991, de 15 de julio), al extremo de «revisar si la interpretación de la legalidad configuradora de los derechos de sufragio se ha realizado secundum Constitutionem (STC 24/1990, FJ 2) e incluso, si la valoración jurídica de los hechos llevada a cabo por los órganos judiciales "ha ponderado adecuadamente los derechos fundamentales en juego" (STC 25/1990, FJ 6) (STC 87/1999, FJ 3)».

En consecuencia, la doctrina en esta materia de subsanación de irregularidades «puede resumirse en la afirmación de que, por principio, los errores e irregularidades cometidos en la presentación de éstas son subsanables y que, en consecuencia, las Juntas Electorales han de ofrecer la oportunidad de que las candidaturas en las que se han detectado lo hagan» (STC 84/2003, de 8 de mayo, FJ 5).

- Concepto de irregularidad subsanable: presentación de dos candidaturas por la misma formación puede entenderse como error material.

Aplicando la doctrina fijada en las SSTC antes citadas, la STC 109/2007, de 10 de mayo, concluye que la presentación, dentro de plazo, el mismo día, de dos candidaturas de la misma formación política, para el mismo municipio, permite entender que se ha producido un error, que ha de reputarse subsanable, en busca de la verdad material, esto es, la verdadera voluntad de la formación que presenta la candidatura. Por no haberlo entendido así la sentencia impugnada concluye que no ha efectuado la interpretación de la legalidad más favorable a la eficacia del derecho de sufragio pasivo, lesionando por ello el derecho que consagra el artículo 23.2 CE.

- Anulación de la proclamación de un Concejal electo por haber incurrido en causa de inelegibilidad, a pesar de no haber sido constatada hasta después de la elección.

La STC 175/1991, de 16 de septiembre lo estimó conforme a la Constitución por los motivos que se sintetizan a continuación:

1.º «El actor que era policía municipal del Ayuntamiento de Piera, presentó su candidatura a las elecciones locales allí celebradas cuando aún se encontraba en situación de activo como funcionario policial de dicha Corporación local. La JE le proclamó, primero, como candidato, y más tarde, una vez celebradas las elecciones en las que el recurrente resultó elegido como Concejal electo. Esta última proclamación fue posteriormente anulada por entender tanto la JEP como la JEC y la Sala de lo Contencioso-Administrativo del TSJ de Barcelona que la elección se encontraba viciada de raíz al incurrir el recurrente en la causa de inelegibilidad prevista por el artículo 6.1 i) LOREG: Formar parte como miembro activo de un Cuerpo de Policía» (FJ 1).

2.º «No puede pretenderse de la Administración Electoral que actúe de oficio para inquirir sobre la eventual existencia en las candidaturas de defectos ocultos que no quepa apreciar en un examen somero de las mismas, pues tal actuación inquisitiva no se compadece con la naturaleza de las JE ni con las propias limitaciones del tiempo y medios con que éstas han de operar en los procesos electorales. Todo ello sin olvidar el deber de colaborar con la Administración Electoral que incumbe a todos los protagonistas del proceso electoral, los cuales han de actuar con la mayor diligencia posible (SSTC 67/1987) y 157/1991 y sujetos, obvio es decirlo, al principio de buena fe» (FJ 2).

3.º «La Junta no debía revisar si la declaración legalmente exigida de no concurrencia de causa alguna de inelegibilidad (artículo 46.2 LOREG) se correspondía o no con la realidad, al no existir denuncia o indicio alguno que hiciera presumir lo contrario: en tal sentido, no consta que se formulara reclamación alguna en relación con la presencia del actor de amparo en la candidatura a pesar de estar incurso en una causa de inelegibilidad. La conclusión que de todo ello se alcanza es que la JE no pudo poner de relieve un defecto que permanecía oculto por la propia declaración del hoy recurrente. La imposibilidad de sacar a la luz el vicio de la candidatura hace, pues, irrelevante la cuestión relativa a si la citada causa de inelegibilidad era o no subsanable en el trámite previsto por el artículo 47.2 LOREG, habida cuenta de que, como se ha visto, en ningún caso se hubiera podido abrir ese trámite, siendo, por tanto, innecesario que entremos ahora a despejar dicha interrogación.

Ninguna lesión del artículo 23.2 CE cabe, pues, reprochar a las JE y a la Sentencia dictada por el TSJ de Cataluña. Solo a la actitud del recurrente es imputable la revocación de su proclamación como Concejal electo, pues con su censurable conducta indujo a error a la Administración Electoral ocultando la concurrencia de una causa de inelegibilidad e impidiendo su hipotética subsanación. Tras ello lo único que ha sucedido es que los poderes públicos se han limitado a concretar los efectos de un vicio de nulidad que, una vez que fue conocido, se proyectaba sobre el resto del proceso electoral en lo atinente a la elección y posterior proclamación del actor como Concejal» (FJ 3).

- Subsanación de irregularidades no advertidas por la Junta Electoral.

La inadvertencia por una Junta Electoral de la irregularidad de una candidatura no impide que pueda ser posteriormente reconocida como consecuencia de un recurso judicial y que de lugar a su anulación sin plazo para una posible subsanación, ya que «el recurrente no puede ampararse ahora en una actuación de la Junta que fue consentida por él y de la que pretendió beneficiarse»; «la obligación que tienen los órganos de la Administración electoral de actuar diligentemente no excluye la de los partidos, federaciones, coaliciones y agrupaciones intervinientes en el proceso electoral, que deben velar por la correcta proclamación no solo de las candidaturas ajenas sino, en primer lugar, de las propias» (STC 73/1995, de 12 de mayo, FJ 3.º).

- La declaración expresa de aceptación de una candidatura.

No se cumple dicho requisito cuando se incluye la aceptación de las candidaturas de una Confederación de la que forma parte el partido, pues «su diversa personalidad jurídica es dato determinante para que no pueda confundirse el sentido de las aceptaciones a la una o a la otra entidad política»; «supone un cambio sustancial del ente político por el que se comparece», máxime cuando «esas aceptaciones se transforman por el burdo procedimiento de tachar el nombre del ente titular de la candidatura» (STS de 23 de mayo de 1994).

- Concepto de irregularidad subsanable: candidatura incompleta.

La STC 113/1991, de 20 de mayo, señaló que: «la presentación de una lista que, por ser incompleta, no cumpla con lo preceptuado en el artículo 46.3 LOREG en modo alguno produce la inadmisión, sin más, de la misma, dada la previsión legal de un trámite de subsanación de las irregularidades advertidas por la Junta Electoral o denunciadas por los demás representantes de las candidaturas y que semejante trámite se halla, pues, legalmente dispuesto y, además constituye una exigencia en orden a dotar de efectividad al derecho fundamental de acceso a las funciones y cargos públicos que asiste a los componentes de las listas presentadas».

La STC 84/2003, de 8 de mayo, tiene por probado que la candidatura presentada originariamente no contenía los once candidatos que se corresponde con los cargos a elegir: «No es posible, sin embargo, calificar dicha candidatura como inexistente, sino que en todo caso se debería hablar de candidatura incompleta, como tampoco resulta procedente hablar de presentación de una nueva candidatura sin más. Entendemos que la actuación de la demandante de amparo habrá de ser calificada como mera subsanación que, ofrecida por la Junta y efectuada por la coalición recurrente ante la misma JEZ, fue correctamente admitida por ésta».

Artículo 48. 1. Las candidaturas no pueden ser objeto de modificación una vez presentadas, salvo en el plazo habilitado para la subsanación de irregularidades previsto en el artículo anterior y solo por fallecimiento o renuncia del titular o como consecuencia del propio trámite de subsanación.

2. Cuando se trate de listas de candidatos, las bajas que se produzcan después de la proclamación se entenderán cubiertas por los candidatos sucesivos y, en su caso, por los suplentes.

CONCORDANCIAS

- Presentación y proclamación de candidaturas: artículos 44 a 47 (y concordancias).

- Subsanación de irregularidades: artículo 47.

- Recurso contra la proclamación de candidaturas: artículo 49.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

Véase en anexo normativo la Instrucción 8/2007, de 19 de abril de 2007, de la Junta Electoral Central, sobre interpretación del trámite de subsanación de irregularidades previsto en el artículo 48.1 LOREG por incumplimiento de los requisitos de los artículos 44.bis y 187.2 de la LOREG, en su redacción dada por la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 25 LE.And; artículo 19 LE.Can; artículo 25 LE. Cant; artículo 25 LE.Cast-LM; artículo 29 LE.Cast-León; artículos 19 y 28 LE.Ext; artículo 23 LE.Gal; artículo 22 LE.Mur; artículos 63 a 65 LE.PVas; artículo 28 LE.Rio.

Las Leyes Electorales autonómicas se limitan a reproducir el contenido del artículo 48 de la LOREG, aunque algunas de ellas se separan levemente del mismo:

- La LE.Gal prevé que la cobertura de las bajas se realice «por el orden de los suplentes, salvo que el representante dijese otra cosa».

- La LE.Mur añade este párrafo: «Después de la proclamación de candidaturas, éstas solo podrán ser modificadas por renuncia o muerte del titular, cubriéndose las bajas por los candidatos sucesivos y, en su caso, por los suplentes».

- La LE.PVas prevé la posibilidad de renuncia de los candidatos hasta el comienzo de la campaña electoral, exigiéndose determinados requisitos formales.

DOCTRINA DE LA JEC

- Renuncia del candidato titular.

El artículo 48.1 LOREG permite la modificación de las candidaturas en el plazo para subsanación, entre otros supuestos, por renuncia del titular lo que abre la posibilidad de que en el trámite de subsanación y en el supuesto aludido, se designe nuevo candidato titular en lugar del renunciante, dado que -además- el artículo 48.2 solo prevé como obligatoria la sustitución por el suplente después de la proclamación y cuando se trate de listas de candidatos, supuesto este último que no concurre en las elecciones al Senado (Ac 19 de mayo de 1986 y 13 de mayo de 1999).

En el caso de renuncia o fallecimiento de un candidato no ha de imprimirse nueva papeleta con exclusión del mismo e introducción del sustituto (Ac 6 de junio de 1977).

En caso de renuncia con posterioridad a la proclamación en número que no permita que se cubran las vacantes con los suplentes, permanece subsistente la candidatura con el resto de candidatos titulares y suplentes (Ac 28 de mayo de 1995).

- Modificaciones excluidas en el trámite de subsanación.

De conformidad con el artículo 48 LOREG las candidaturas no pueden ser objeto de modificación una vez presentadas, salvo en el plazo habilitado para la subsanación y solo para los supuestos previstos en el artículo 47. Presentada y proclamada la candidatura de una entidad política no cabe el cambio de la denominación de la misma para proclamarla a favor de una entidad de nombre distinto (Ac 26 de mayo de 1986 y 7 de febrero de 1996), ni el cambio o sustitución del emblema (Ac 11 de mayo de 1987). No cabe tampoco la alteración del orden de colocación de los candidatos una vez presentada la candidatura, sin perjuicio de lo previsto en los artículos 47 y 48 LOREG (Ac 11 de mayo de 1987, de 13 de mayo de 1999 y de 21 de abril de 2003). Las bajas que se produzcan por fallecimiento o renuncia se cubrirán por los candidatos sucesivos y, en su caso, por los suplentes (Ac 24 de mayo de 1999). Tampoco cabe la exclusión de un candidato proclamado contra la voluntad del mismo (Ac 28 de abril de 1983 y 13 y 17 de mayo de 1999).

- Retirada de candidaturas.

La retirada de las candidaturas puede efectuarse mediante escrito en papel común en cualquier momento anterior a la celebración de la elección por el representante general de aquélla ante la Administración Electoral (Ac 8 de junio de 1989). Véase sobre esta cuestión el artículo anterior.

- Automaticidad en la ascensión en la lista.

La automaticidad en la ascensión, que prevé el párrafo segundo, para los candidatos siguientes en la lista y, en su caso, para los suplentes se produce por el simple hecho de que en las candidaturas de lista no se votan nombres sino listas de nombres; los escaños obtenidos se adjudican pues globalmente a las listas y su reparto se efectúa por orden de colocación en éstas, sin que el hecho de una baja en la lista pueda disminuir el número de escaños a que eventualmente pudiera tener derecho la misma, en el caso de que correspondiera un escaño precisamente a un candidato que ha causado baja (Ac 19 de mayo de 1977 y de 13 de julio de 2003).

- Corrección de error imputable a una Junta Electoral.

Dado que consta que el referido error es imputable a la Junta Electoral de Zona, quien una vez apreciado lo ha puesto así en conocimiento de la Junta Electoral Provincial, deberá procederse a la subsanación del mismo, publicándose dicha subsanación en el Boletín Oficial de la Provincia, si bien no podrán considerarse nulas las papeletas oficiales ya impresas que incluyan los mencionados suplentes de una formación en la candidatura de otra, quienes, en todo caso, se tendrán por no incluidos en la candidatura (Ac de 13 de julio de 2003).

- Denuncias de candidatos de inclusión sin su consentimiento.

Ante denuncias de candidatos de inclusión sin su consentimiento, la Junta Electoral de Zona acuerda declarar la nulidad de pleno derecho de la proclamación de la candidatura de referencia, si bien, antes de dar efectividad al Acuerdo, lo somete a la Junta Electoral Central, habiéndose declarado incompetente la Junta Electoral Provincial. La JEC acordó:

1.º El artículo 48 de la LOREG, en su apartado uno dispone que las candidaturas no pueden ser objeto de modificación una vez presentadas, salvo en el plazo habilitado para la subsanación de irregularidades previsto en el artículo anterior y solo por fallecimiento o renuncia del titular o como consecuencia del propio trámite de subsanación. Y en el apartado 2 se indica que cuando se trate de listas de candidatos las bajas que se produzcan después de la proclamación se entenderán cubiertas por los candidatos sucesivos y, en su caso, por los suplentes. Por otra parte, el artículo 49 prevé los recursos contra la proclamación de candidaturas y candidatos, ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo primero, y posteriormente, ante el Tribunal Constitucional.

2.º Los testimonios prestados ante Notario o ante una Junta Electoral, en los que un candidato declara que ha sido incluido en una candidatura contra su voluntad, producidos una vez que han transcurrido todos los plazos previstos para la impugnación de las candidaturas, como sucede en el caso planteado por la Junta de Zona, a los efectos estrictamente electorales y sin perjuicio de las acciones penales -que según comunica la citada Junta se han iniciado ante el Juzgado de Guardia - o de otra índole que pudieran seguirse, deben entenderse que tienen como consecuencia inmediata la exclusión de los interesados como candidatos, con efectos análogos a los de la renuncia, pero sin que dicha exclusión pueda implicar necesariamente la nulidad de la candidatura, en la medida en que subsistan candidatos no afectados por dicha supuesta irregularidad. De no ser así, podría incluso ocurrir que la declaración unilateral de algún candidato realizada tres días antes de la celebración de las elecciones podría producir la exclusión de todos aquellos otros candidatos no afectados por la irregularidad, dejando en sus manos la posibilidad de provocar la nulidad de la candidatura completa, sin tiempo para poder obtener garantía jurisdiccional alguna, conculcando de esta manera el derecho fundamental a la participación política consagrado en el artículo 23 de la Constitución del resto de candidatos no afectados por la irregularidad. Debe recordarse en este sentido que, en un supuesto en que una sentencia judicial firme declaró la pena de suspensión del derecho de sufragio por un mes y un día del cabeza de lista de una candidatura, la Junta Electoral Central, en resolución adoptada el día anterior a la celebración de un proceso electoral, entendió que procedía tener por excluido a dicho candidato pero manteniendo la validez de la lista respecto al resto de los miembros de la candidatura, de manera que la baja del candidato inelegible se entendería cubierta por los candidatos sucesivos.

3.º Aplicando el criterio recogido en el apartado anterior, ante el testimonio del único candidato presentado por el Partido en una circunscripción en el sentido de que ha sido incluido en la candidatura sin su voluntad, el criterio de esta Junta es que procede que la Junta Electoral de Zona de Figueres declare que se tenga por excluido al citado candidato y, en consecuencia, la nulidad de dicha candidatura del, al no existir ningún otro candidato.

4.º En lo referente a los testimonios aportados por tres de los candidatos, en el sentido de que han sido incluidos en la citada candidatura sin su voluntad, la circunstancia de que haya otros cuatro candidatos que no han hecho manifestación alguna que permita dudar sobre su voluntad de aceptación de su inclusión en ella, el criterio de esta Junta es que procede que la Junta Electoral de Zona de Figueres declare que se tenga por excluidas de dicha candidatura a estos tres, sin que ello afecte a la validez de la candidatura respecto a los demás candidatos. Las papeletas que reproduzcan la candidatura completa tal y como fue proclamada definitivamente por la Junta Electoral de Zona, dado el momento que alcanza el proceso electoral, deben entenderse válidas, si bien se tendrán por no incluidas a los citados candidatos (Ac de 25 de mayo de 2007).

- Fallecimiento de candidato a Alcalde de Concejo Abierto.

Ante fallecimiento de candidata proclamada para concurrir a las elecciones a Alcaldesa de una localidad que funciona en régimen de concejo abierto (31 habitantes), la JEC acordó:1.º Habiéndose producido el fallecimiento de la única candidata y no constando suplente, debe entenderse que dicha candidatura ha quedado sin efecto. 2.º Teniendo en cuenta el momento que alcanza el proceso electoral, deben entenderse válidas las papeletas realizadas conforme al modelo oficial que incluyan a la candidata fallecida. Los votos que pudiera recibir dicha candidata deben entenderse como votos nulos (Ac de 25 de mayo de 2007).

- Consecuencias respecto a la confección de las papeletas correspondientes a candidatos de agrupaciones declaradas ilegales: véase en artículo 49.

Véanse además artículos 46 y 47.

JURISPRUDENCIA

- El principio de inmodificabilidad de las candidaturas presentadas salvo en el plazo de subsanación de irregularidades y solo por fallecimiento o renuncia del titular o como consecuencia del propio trámite de subsanación (artículo 48.1).

El problema fundamental que se plantea es si los representantes de las candidaturas pueden modificar ésta -sustituir candidatos o modificar el orden de la lista- durante el plazo de subsanación de irregularidades por causas distintas del fallecimiento o renuncia del titular.

El TC inicialmente indicó algunos criterios conexos al problema.

Así, en un supuesto de retirada de una candidatura por el partido político proponente antes de la publicación de la misma, señaló: «El acto de la presentación marca, pues, el inicio del procedimiento a cuyo término se habrá de llegar, en su caso, a la proclamación de la candidatura, y por ello, a la presentación misma, válida y eficazmente realizada, se liga la expectativa del candidato, garantizada por el ordenamiento, de que, de no quedar afectada su propuesta por defectos que no hayan sido oportunamente subsanados, será finalmente así proclamado por el órgano de la Administración Electoral» (STC 78/1987, 26 de mayo).

Un supuesto distinto fue la presentación de una candidatura corregida por el representante de la misma, fuera del plazo de subsanación de irregularidades, alegando error en la presentación de la lista inicialmente presentada. En este caso, el TC recordó: «el proceso electoral es por su propia naturaleza un proceso extremadamente rápido, con plazos perentorios en todas sus fases y tanto en su vertiente administrativa como en los recursos jurisdiccionales que se establecen para el control de la regularidad de todo el proceso. Tal naturaleza requiere en todos los partícipes una extremada diligencia, cuya falta -como en el supuesto planteado- determina la imposibilidad de alegar con éxito supuestas vulneraciones del artículo 23 CE, que no habrían existido de mediar esa activa diligencia» (STC 67/1987, 21 de mayo). La STC 104/1991, de 13 de mayo, tuvo ocasión de abordar directamente el problema del intento de utilizar el trámite de subsanación de irregularidades para sustituir un candidato por otro, rechazándolo de forma expresa: tras reconocer que el referido trámite debe entenderse que sirve para corregir también errores materiales (FJ 3), desechó que en el caso considerado hubiese tal error, pues se había presentado una lista completa de candidatos, sin irregularidad alguna, pretendiendo en realidad una rectificación prohibida por el artículo 48.1 LOREG (FJ 4).

La STC 74/1995, de 12 de mayo, ha reiterado esta doctrina: «La renuncia del candidato titular (...) no puede ser entendida sino como renuncia a figurar en la candidatura, sin que la renuncia al lugar que en ella se ocupa pueda ser, a fortiori, integrada en el precepto ni abra, por consiguiente, la posibilidad de subsanación» (FJ único).

En lo que se refiere a la jurisprudencia de las AT, el criterio adoptado es, por regla general, de rechazo de la posibilidad de modificar el orden de la candidatura en el plazo de subsanación de irregularidades por causas distintas al fallecimiento o renuncia del titular.

La SAT Madrid 16 de mayo de 1987 (núm. 390) acuerda la corrección de errores de transcripción de las candidaturas presentadas, pero rechaza los supuestos erro- res en la colocación de los candidatos en las listas, en cuanto difieren del orden en la publicación de la candidatura.

Igual criterio sigue la SAT Madrid 16 de mayo de 1987 (núm. 392) que declara tajantemente lo siguiente: «el principio general de inmodificabilidad de las candidaturas tiene unas excepciones, que por tal carácter deben interpretarse restrictivamente; y una de ellas, la subsanación de irregularidades, comprende solo las manifestadas por las propias JE (bien de oficio o denunciadas por otros representantes), pero no expresadas y pretendidas por el propio Partido autor de la respectiva candidatura. Ello conlleva a que no puede un representante de un Partido, Federación o Coalición o promotora de una Agrupación de electores, por su propia voluntad, modificar su candidatura porque se lo veda la normativa que acaba de exponerse (...)» «todo cuanto se ha indicado en el ordinal precedente quiere decir, que el orden de las candidaturas constituye un requisito trascendente, que no puede ser modificado o manipulado so pretexto de errores, por otra parte no demostrados, porque de no interpretarse así permitiría cambiar el orden siempre durante este trámite, bastando con alegar un simple error en la transcripción de la lista, olvido que las posibles modificaciones lo son tan solo por comunicación de la respectiva JE y en orden a irregularidades que sean percibibles por los terceros, como la Junta o los representantes de los otros Partidos, pero el orden en la lista no es nunca un error de tal clase, o sea, se precisa de irregularidades apreciables de oficio o por denuncia por otros representantes, nunca por la propia parte, pues en otro caso supondría otorgar un cheque en blanco para mudar a su antojo el orden de la candidatura presentada y publicada.

Sin embargo, frente a este criterio encontramos otro radicalmente distinto, en la SAT Bilbao 16 de mayo de 1987. En este caso, el representante general de un partido político había revocado el nombramiento del representante provincial del mismo "a causa de irregularidades cometidas por el mismo en la presentación de candidaturas ante la Administración electoral, nombrando nuevos representantes; éstos presentaron nuevas candidaturas en el plazo de subsanación de irregularidades, solicitando que se considerasen las anteriores por no presentadas. La JE rechazó esa pretensión por entender que el artículo 47.2 LOREG no permite" modificar total y absolutamente la candidatura presentada».

Esa interpretación es rechazada por la referida Sentencia por considerar que «ni la contiene literalmente el texto de la Ley, ni puede deducirse de la misma». Por el contrario, estima el recurso y, en consecuencia, impone a la Administración Electoral la proclamación de la nueva candidatura. Entre los argumentos aducidos interesa reseñar los siguientes: «los partidos políticos, tal y como establece el artículo 6, ejercen funciones de trascendental importancia en el Estado actual en cuanto expresan el pluralismo político, concurren a la formación y manifestación de la voluntad popular y son instrumento fundamental para la participación política. De imposible se puede calificar la consecución de estos fines si el electorado no está perfectamente informado de cuál es la real voluntad de cada partido en orden a la presentación y enumeración de sus candidatos, toda vez que una vez elegidos, los representantes no lo son de quienes los votaron, sino de todo el cuerpo electoral y titulares de una función pública. No se ve, ni siquiera se vislumbra, qué perjuicio puede existir en admitir la nueva candidatura, que refleja la voluntad de partido que la presenta; por el contrario, el mantenimiento de la primera, contra esta voluntad sí puede causar el trastorno que apuntado queda».

- Cobertura de vacantes en una candidatura proclamada (artículo 48.2).

La STSJ de Galicia de 14 de diciembre de 1989 anuló el acuerdo de la JEP de Pontevedra por el que denegaba la proclamación de una candidatura, que había sido proclamada el día anterior pero que posteriormente se había producido la renuncia de cuatro de sus componentes, no siendo suficientes el número de suplentes para cubrir esas vacantes. El TSJ estimó que se trataba de una interpretación exageradamente restrictiva de la normativa vigente que no contiene precepto alguno respecto al supuesto de falta de suplentes para cubrir las vacantes que se ocasionen en una candidatura una vez que ésta haya sido proclamada; la solución adoptada por la JEP supuso una indebida restricción del derecho a participar en una consulta electoral.

SECCIÓN III

Recurso contra la proclamación de candidaturas y candidatos

Artículo 49. 1. A partir de la proclamación, cualquier candidato excluido y los representantes de las candidaturas proclamadas o cuya proclamación hubiera sido denegada, disponen de un plazo de dos días para interponer recurso contra los acuerdos de proclamación de las Juntas Electorales, ante el Juzgado de lo contencioso-administrativo. En el mismo acto de interposición debe presentar las alegaciones que estime pertinentes acompañadas de los elementos de prueba oportunos.

2. El plazo para interponer el recurso previsto en el párrafo anterior discurre a partir de la publicación de los candidatos proclamados, sin perjuicio de la preceptiva notificación al representante de aquél o aquellos que hubieran sido excluidos.

3. La resolución judicial, que habrá de dictarse en los dos días siguientes a la interposición del recurso, tiene carácter firme e inapelable, sin perjuicio del procedimiento de amparo ante el Tribunal Constitucional, a cuyo efecto, con el recurso regulado en el presente artículo, se entenderá cumplido el requisito establecido en el artículo 44.1 a), de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional.

4. El amparo debe solicitarse en el plazo de dos días y el Tribunal Constitucional debe resolver sobre el mismo en los tres días siguientes.

5. Los recursos previstos en el presente artículo serán de aplicación a los supuestos de proclamación o exclusión de candidaturas presentadas por los partidos, federaciones, coaliciones y agrupaciones de electores a los que se refiere el apartado 4 del artículo 44 de la presente Ley Orgánica, con las siguientes salvedades: a) El recurso previsto en el apartado primero del presente artículo se interpondrá ante la Sala especial del Tribunal Supremo regulada en el artículo 61 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

b) Estarán también legitimados para la interposición del recurso los que lo estén para solicitar la declaración de ilegalidad de un partido político, conforme a lo dispuesto en el apartado 1 del artículo 11 de la Ley Orgánica de Partidos Políticos, teniendo derecho de acceso a la documentación que obre en poder de las Juntas Electorales.

c) Si durante la campaña electoral las partes legitimadas para interponer el recurso tuvieran conocimiento de circunstancias que, con arreglo al articulo 44.4 de esta Ley, impiden la presentación de candidaturas, el recurso podrá interponerse hasta el cuadragésimo cuarto día posterior a la convocatoria, debiendo resolver la Sala especial del Tribunal Supremo dentro del tercer día a partir de la interposición. En este supuesto, no resultará de aplicación la prohibición de fabricación de las papeletas de la candidatura afectada prevista en el artículo 71.2.

CONCORDANCIAS

- Proclamación de candidaturas: artículo 47 (y concordancias).

- Representantes de candidaturas: artículo 43 (y concordancias).

- Publicación de candidaturas proclamadas: artículo 47.5.

- Publicación de candidaturas proclamadas en elecciones generales: artículo 169.4.

- Publicación de candidaturas proclamadas en elecciones municipales: artículo 187.4.

- Publicación de candidaturas proclamadas en elecciones al Parlamento Europeo: artículo 220.5.

- Plazos: artículo 119.

- Requisitos de las candidaturas: artículos 44 y 46.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Título III («Del recurso de amparo constitucional») LO 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional(BOE núm. 239, del 5), modificada por LO 8/1984, de 26 de diciembre, por LO 6/1988, de 9 de junio, por LO 7/1999, de 21 de abril, por LO 1/2000, de 7 de enero, y por la LO 6/2007 de 24 de mayo.

- Acuerdo de 20 de enero de 2000, del Pleno del Tribunal Constitucional, por el que se aprueban normas sobre tramitación de los recursos de amparo a que se refiere la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General(BOE núm. 3125, de 25 de enero):

ACUERDO

Artículo 1. 1. Los recursos de amparo a que se refieren los artículos 49, apartados 3 y 4 y 114, apartado 2, de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, se interpondrán y ordenarán con arreglo a los requisitos establecidos en los artículos 49 y 81 de la Ley Orgánica 2/1979, del Tribunal Constitucional, y según lo dispuesto en este Acuerdo. En lo que resulte aplicable, se estará a lo prevenido, con carácter general, en la citada Ley Orgánica 2/1979.

2. Con la demanda se acompañarán tantas copias como partes hubiera habido en el proceso anterior y una más para el Ministerio Fiscal.

Artículo 2. Si la demanda de amparo se dirigiese contra los acuerdos de las Juntas Electorales sobre proclamación de candidaturas y candidatos (artículos 47.3 y 49 de la Ley Orgánica 5/1985, del Régimen Electoral General), el plazo para su interposición será de dos días a partir de la notificación de la resolución judicial recaída en el proceso previo a que se refiere el artículo 49.1 y 2 de la citada Ley Orgánica, y los artículos 8.4 y 12.3.a) de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, observándose las siguientes reglas de interposición y tramitación:

1.ª. Además de en el Registro General del Tribunal Constitucional, la demanda de amparo podrá presentarse en la sede del Juzgado o Tribunal cuya resolución hubiese agotado la vía judicial. En este último caso, el órgano judicial la remitirá inmediatamente al Tribunal Constitucional por medio que asegure su recepción en el plazo máximo de un día, acompañándola de las correspondientes actuaciones, tanto las judiciales como las seguidas ante la Administración electoral, que, para el caso de no obrar en su poder, serán previamente requeridas con carácter urgente.

2.ª. Al mismo tiempo, se dará traslado de la demanda a las partes intervinientes en el procedimiento previo, con excepción de la demandante de amparo, para que en el plazo de dos días puedan personarse, mediante Procurador habilitado, ante el Tribunal Constitucional y formular las alegaciones que estimen convenientes a su derecho.

3.ª. El mismo día del recibimiento del recurso en el Tribunal Constitucional se dará vista del mismo al Ministerio Fiscal, para que, en el plazo de un día, pueda efectuar las alegaciones que estime procedentes.

4.ª. El Tribunal Constitucional resolverá, sin más trámite, en el plazo de tres días, una vez deducidas las alegaciones a que se refieren los apartados anteriores o transcurridos los plazos correspondientes.

5.ª. Lo dispuesto en los apartados que anteceden se entiende sin perjuicio de lo previsto en el artículo 50 de la Ley Orgánica 2/1979, del Tribunal Constitucional.

Artículo 3. La interposición y tramitación de los recursos de amparo a que se refiere el artículo 114.2 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, se ajustarán, sin perjuicio de lo dispuesto en los demás preceptos de este Acuerdo a los siguientes plazos:

1. Tres días para la interposición del recurso de amparo y para la personación y alegaciones de quienes hubiesen sido parte en el procedimiento judicial previo.

2. Cinco días para la presentación de alegaciones por el Ministerio Fiscal.

3. Diez días para la resolución del recurso de amparo.

De presentarse la demanda de amparo en la sede del órgano judicial cuya resolución hubiese agotado la vía previa, el mismo la remitirá al Tribunal Constitucional con el conjunto de las actuaciones y el informe de la Junta Electoral a que se refiere el artículo 112.3 de la citada Ley Orgánica 5/1985, del Régimen Electoral General.

Artículo 4. Para el cómputo de los plazos señalados en los artículos anteriores, y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 119 de la Ley Orgánica 5/1985, los días se entenderán siempre naturales.

Artículo 5. Quienes en la vía judicial hubiesen solicitado y obtenido provisionalmente asistencia jurídica gratuita, acompañarán con el escrito de demanda o, en su caso, de personación, certificación acreditativa de la correspondiente designación. Si no hubiera sido legalmente exigible la intervención de Procurador, o si el mismo no perteneciese al Colegio de Madrid, deberá haberse solicitado expresamente su designación antes de la interposición de la demanda de amparo o, en su caso, de la personación.

Disposición derogatoria. Quedan derogados los Acuerdos del Pleno del Tribunal Constitucional de 23 de mayo de 1986 y de 24 de abril de 1991.

Disposición final. El presente Acuerdo entrará en vigor el mismo día de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

- Artículo 61 LOPJ: Una Sala formada por el Presidente del Tribunal Supremo, los Presidentes de Sala y el Magistrado más antiguo y el más moderno de cada una de ellas conocerá: (...) 6.º De los procesos de declaración de ilegalidad y consecuente disolución de los partidos políticos, conforme a lo dispuesto en la Ley Orgánica 6/2002, de 27 de junio, de Partidos Políticos.

- Artículo 11.1 de la LO 6/2002, de Partidos Políticos: Están legitimados para instar la declaración de ilegalidad de un partido político y su consecuente disolución, en virtud de lo dispuesto en los párrafos b) y c) del apartado 2 del artículo anterior de esta Ley Orgánica, el Gobierno y el Ministerio Fiscal.

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículo 67 LE.PVas.

DOCTRINA DE LA JEC

- Improcedencia de recursos contra resoluciones de JEP de proclamación de candidaturas.

En numerosas ocasiones la JEC ha acordado declarar improcedentes recursos contra resoluciones de JEP de proclamación de candidaturas, por establecer la Ley Electoral una vía específica en el orden judicial para tal impugnación (Ac 10 de junio de 1977, 20 de abril de 1982, 21 de abril y 23 de mayo de 1983, 18 de junio de 1986, 11 y 18 de mayo de 1987, 21 de septiembre, 5 de octubre de 1989, 29 de abril y 6 de mayo de 1991, 28 de abril, 5 y 17 de mayo de 1995 y 13, 24 de mayo de 1999 y 21 y 23 de febrero de 2000).

No cabe recurso de alzada en esta materia por tener los acuerdos de las Juntas Electorales un procedimiento especial de revisión judicial (Ac 23 de febrero de 2000). La impugnación del acto de proclamación de candidaturas no tiene reconocida en LOREG otra vía procesal que la judicial en los términos y formas que establece el artículo 49 de la misma, y, consecuentemente, no puede ser encauzada dicha pretensión por la vía administrativa del artículo 108.2 de la susodicha LO, prevista para las reclamaciones y protestas recogidas en las actas de la sesión de las Mesas electorales o en el acta de la sesión de escrutinio de la JEZ.

No cabe la interposición del recurso del artículo 49 LOREG contra otros acuerdos adoptados por la Administración Electoral en el curso del proceso electoral, distintos del de proclamación de candidaturas (Ac 16 de febrero de 1995).

Al existir un procedimiento específico de revisión judicial, la proclamación de candidatos sólo puede ser recurrida ante la Jurisdicción Contencioso-Administrativa conforme a lo dispuesto en los artículos 21 y 49 LOREG (Ac de 7 de febrero de 2008).

- Ejecución de Sentencias.

La ejecución de las Sentencias en recursos contra la proclamación de candidaturas corresponde a la JE competente para efectuar la proclamación (Ac 2 de junio de 1986). Vid. por ejemplo, Acuerdo de 19 de febrero de 2000 de la JEP de Granada y de 21 de febrero de 2000 de la JEP de Álava de proclamación de candidatura en ejecución de Sentencia dictada por el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo competente (BOE núm. 46, del 23) y Acuerdo de 25 de febrero de 2000 de la JEP de Asturias sobre proclamación de candidatura en cumplimiento de Sentencia dictada por el Tribunal Constitucional (BOE núm. 51, del 29).

- Acuerdos de proclamación de candidaturas no recurridos.

No interponiéndose recurso contra el acuerdo de proclamación de candidaturas, éste adquiere firmeza (Ac 29 de mayo de 1987). No obstante ante denuncia de una proclamación errónea, la JEC interesa de la JEP que, conforme al artículo 19.3, declare nulidad de pleno derecho de acuerdo de JEZ de proclamación de candidaturas en un Municipio que funciona en régimen de concejo abierto que ha de elegir Alcalde Pedáneo y no lista de candidatos (Ac 24 de mayo de 1995).

- No pronunciamiento sobre causas de incompatibilidad por la Administración Electoral una vez proclamadas las candidaturas.

No cabe que la Administración Electoral se pronuncie sobre causas de incompatibilidad que pudieran concurrir en un candidato, una vez proclamadas las candidaturas, pues a partir de la proclamación la materia está sujeta al recurso que configura el ordenamiento electoral (Ac 23 de mayo de 1983).

- Remisión de Sentencias dictadas por los TSJ.

La JEC interesa a los Presidentes de los TSJ que, para su conocimiento, remitan copia de las Sentencias dictadas contra acuerdos de la JEP sobre proclamación de candidaturas (Ac 17 de mayo de 1995, entre otros).

- Designación de Abogado y Procurador.

Es necesario proceder al nombramiento de Procurador y Abogado para ejercitar los recursos previstos en el artículo 49 LOREG, si bien, dado lo perentorio de los plazos y el interés público que el proceso electoral implica, no cabe proceder a su designación de oficio (Ac 3 de mayo de 1999).

- Consecuencias respecto a la confección de las papeletas correspondientes a candidatos de agrupaciones declaradas ilegales.

La JEC, en las elecciones municipales y autonómicas de 2003, acordó dirigir circular a las Juntas Electorales Provinciales de Álava, Guipúzcoa, Vizcaya y Navarra, para su conocimiento y traslado a las Juntas de Zona correspondientes, así como a los Ayuntamientos a los efectos de impresión de papeletas y -en lo pertinente, a las Mesas Electorales- en los siguientes términos:

1.º Ordenar la destrucción de las papeletas oficiales correspondientes a candidaturas cuya proclamación ha sido anulada por sentencia firme.

2.º En el caso de municipios de entre 100 y 250 habitantes, en los que se haya producido la impresión de papeletas oficiales incluyendo candidatos cuya proclamación ha sido anulada por sentencia firme, ordenar la impresión de nuevas papeletas oficiales en las que figuren solamente los candidatos válidamente proclamados.

3.º Declarar que deberán considerarse nulos los votos emitidos en papeletas correspondientes a candidaturas cuya proclamación haya sido declarada nula por sentencia firme.

4.º Declarar que, en el caso de municipios de entre 100 y 250 habitantes, será válido el voto emitido tanto en papeletas que solo incluyan a los candidatos válidamente proclamados, como en papeletas que incluyan candidatos cuya proclamación haya sido anulada por sentencia firme, siempre que el voto se emita a favor de candidatos válidamente proclamados, debiendo considerarse nulo el voto que se emitiera a favor de candidatos cuya proclamación haya sido anulada por sentencia firme, aunque será válido el voto que, en una papeleta con voto o votos nulos por la razón expuesta, se emita a favor de candidatos válidamente proclamados (Ac de 13 de mayo de 2003).

Con posterioridad, la JEC declaró que las Juntas Electorales de Zona deben adoptar de oficio cuantas actuaciones, en relación con anteriores acuerdos de las propias Juntas Electorales de Zona, procedan como consecuencia de la revocación de la proclamación de determinadas candidaturas, incluido el requerimiento a los Ayuntamientos en lo referente a espacios públicos gratuitos de campaña, con las ulteriores actuaciones que pudieran proceder, en caso de no ser atendido dicho requerimiento (Ac de 19 de mayo de 2003).

JURISPRUDENCIA

- Objeto del recurso previsto en el artículo 49.1.

«La regularidad estatutaria en el procedimiento de nombramiento de un representante general no es algo que deba ventilarse en el contexto de las impugnaciones sobre proclamación de candidaturas previstas por el artículo 49 LOREG».

«El objeto de tales impugnaciones sobre la proclamación de candidaturas ante la jurisdicción contencioso-administrativa, lo constituyen los defectos o irregularidades que presenten dichas candidaturas y no puede aceptarse que su ámbito se extiende a cualquier irregularidad ajena a la propia composición y presentación en tiempo y forma legales de las mismas» (STC 68/1987, 21 de mayo).

No puede ser objeto del recurso de amparo electoral el requerimiento de una Junta Electoral a una candidatura para que la documentación electoral presentada en bable/asturiano se presente en castellano, cuando dicha candidatura ha sido proclamada, y no es dicho acuerdo de proclamación el objeto del recurso; el derecho pretendido por el recurrente debe encauzarse por el procedimiento de amparo constitucional ordinario (STC 49/2000, de 24 de febrero).

- Recurso contencioso (artículo 49) y recurso contencioso-electoral (artículo 108 y ss.).

Quien quiera impugnar la proclamación de candidaturas que pudieran adolecer de irregularidades ha de utilizar el procedimiento específico que la LOREG establece en su artículo 49. «La inactividad en dicho momento supone un indudable aquietamiento». El no haber hecho uso de este recurso judicial en su momento lleva a que resulte extemporáneo su planteamiento sobre la base del recurso contemplado en el artículo 108 y siguientes LOREG, concebido para impugnar la proclamación de candidatos ya electos, y no de candidaturas (STC 170/1991, de 19 de julio, FJ único).

- Las garantías constitucionales previstas en el artículo 24 CE son aplicables al proceso contencioso regulado por el artículo 49.1.

Así lo declara la STC 85/1987, 29 de mayo, en los siguientes términos: «La interposición del recurso contencioso especial regulado en el artículo 49.1 LOREG supone la impugnación por el recurrente del acto público que dio curso al ejercicio por otros del derecho de sufragio pasivo, derecho garantizado, a través de la Ley, por lo dispuesto en el artículo 23.2 CE. Del acto de proclamación recurrido en tal supuesto derivan, pues, derechos -y derechos de trascendencia constitucional evidente- para quienes fueron proclamados candidatos por la Administración electoral. El deber que pesa sobre los órganos judiciales de promover la defensa de cuantas personas pudieran resultar afectadas en sus derechos e intereses, a resultas de la impugnación deducida ante esos mismos órganos y que deriva del artículo 24.1 CE no deja de pesar sobre los órganos judiciales llamados a resolver el especial proceso contencioso regulado por el artículo 49 LOREG, pues aunque tal proceso se singulariza por una tramitación concentrada y abreviada (apartados 2 y 3 del citado artículo 49), ello no podría justificar nunca la omisión de trámite de tanta relevancia para su regularidad constitucional, como es el debido llamamiento al procedimiento de quienes, por la impugnación, ven directamente comprometido su derecho de sufragio activo».

La referida STC concluye otorgando el amparo solicitado, anulando la Sentencia de una Audiencia Territorial, precisamente por haber omitido el emplazamiento personal de los demandantes directamente afectados por la impugnación ante ella deducida, lo que impidió la defensa de sus derechos de quienes pudieran tener entonces la condición de demandados.

- Sujetos legitimados para interponer el recurso contencioso-administrativo especial previsto en el artículo 49.1.

El problema fundamental está en si están legitimados los representantes de candidaturas que no se hayan presentado en la circunscripción en que se impugna el acuerdo de proclamación.

La situación era más clara durante la vigencia del RDL 18 de marzo de 1977, pues se trataba de un recurso contencioso-electoral en que expresamente se exigía la concurrencia en el distrito electoral (STS 21 de julio de 1977; SAT Madrid 30 de mayo de 1977; SAT Albacete 9 de octubre de 1982; SAT Madrid 15 de octubre de 1982).

La LOREG ha modificado esta situación, al regular de manera diferente este recurso contencioso especial respecto al recurso contencioso-electoral recogido en los artículos 109 a 117. Así como en el recurso contencioso-electoral restringe la legitimación de los representantes de candidaturas (o de partidos políticos, asociaciones, federaciones y coaliciones) a su concurrencia (o presentación de candidaturas) en la circunscripción, nada se dice, en cambio, en el artículo 49.1.

A pesar de ello, la SAT Valencia 18 de mayo de 1987 afirmó que «carece de legitimación para reclamar contra la proclamación de candidaturas en un Municipio el partido político que no se presente en el mismo. Para ello invoca el artículo 110 LOREG -así como los preceptos de la LPA (artículo 23) y de la LJCA (artículo 28)- de aplicación supletoria en materia electoral, que exigen la existencia de un interés legítimo, pues de otro modo "podría llevar, de utilizarse de forma amplia, a la nihilización del propio proceso electoral"».

- Lugar de presentación del recurso contencioso especial previsto en el artículo 49.1.

Hasta tanto entren en funcionamiento los Juzgados de lo Contencioso-Administrativo, deberá hacerse ante las Salas de lo Contencioso-Administrativo existentes (Disposición Transitoria Quinta LOREG), y a efectos del cómputo del plazo, únicamente puede tenerse en cuenta la presentación en la Secretaría de esas Salas o la presentación, fuera de las horas de oficina, en el Juzgado de Guardia de la capital donde tengan su sede aquéllas, pero no en los Juzgados de Guardia de otras ciudades (SAT 19 de mayo de 1987).

Frente a este criterio, la AT Barcelona ha admitido la presentación de este recurso ante la Junta Electoral cuya resolución se impugna, por entender que el artículo 49 LOREG «se limita a la fijación del órgano judicial competente y no está referido al lugar de presentación del recurso así como por la aplicación supletoria de la LPA, que admite la presentación en centros y lugares distintos de la sede de la Sala»; todo ello reforzado por la admisión a trámite del recurso, induciendo a una confusión que no puede ser ahora administrada en sentido contrario a su derecho (SAT Barcelona 22 de mayo de 1987 -Sentencias núms. 258, 259 y 260- y de 12 de mayo de 1988).

- Cómputo del plazo previsto en el artículo 49.2.

El problema de la determinación del «dies a quo» del referido plazo se planteó ante el TC durante la vigencia del RDL 17 de marzo de 1977. El partido recurrente estimó como «dies a quo» el día de la publicación de la proclamación de las candidaturas en el BOP. La SAT Albacete de 9 de octubre de 1982 estimó extemporánea la demanda, puesto que no se había presentado en los dos días posteriores a la proclamación de candidaturas.

El TC confirma la interpretación indicada señalando que «el acto de proclamación de candidaturas, por su naturaleza de público y por el automatismo y concatenación de actos propios del proceso electoral se encuentra plenamente determinado en el momento de su realización, y al mismo podría y debía acudir el representante del partido recurrente, conociendo directamente el acuerdo de exclusión tácita del mismo; al esperar a la publicación de las listas en el BOP que tiende solo a dar conocimiento al público en general, y formular la demanda posteriormente, la AT estimó extemporánea la demanda, que impide su revisión desde el ámbito de la mera legalidad, pues la indefensión era consecuencia exclusiva de la actuación omisiva de la parte recurrente» (ATC 373/1982, 24 de noviembre).

La LOREG ha modificado este criterio, al referirse a «la publicación de los candidatos proclamados» (artículo 49.2) en lugar de hacerlo al «acto de proclamación». Hay que entender, entonces, como «dies a quo» el de la publicación de las candidaturas -el vigésimo octavo día posterior a la convocatoria (artículo 47.5)- en lugar del de la proclamación de las mismas -vigésimo séptimo día posterior a la convocatoria (artículo 47.3)-. Así se confirma en las SSTSJ de Galicia, de la Comunidad Valenciana de 6 de octubre de 1989 y en el ATS de 23 de mayo de 1994.

- Falta de notificación del recurso contencioso-electoral al partido cuya candidatura se recurre.

La falta de notificación del recurso comporta que no se diera a dicho partido político trámite de alegaciones para defender los derechos de dicha candidatura. Tras recordar la STC 85/1989, de 29 de mayo, el Alto Tribunal señala el deber ex-artículo 24.1 CE de los órganos judiciales de emplazar personalmente en el proceso a quienes pudieran ostentar un legítimo interés en el mantenimiento del acto impugnado. Este deber también pesa sobre los órganos judiciales llamados a resolver el especial proceso contencioso-electoral pues, aunque este proceso se singulariza por una tramitación concentrada y abreviada «ello no podría justificar nunca la omisión de trámite de tanta relevancia para su regularidad constitucional como es el debido llamamiento al procedimiento de quienes, por la impugnación, ven directamente comprometido su derecho de sufragio pasivo» (SSTC 96, 97 y 98/2007, de 8 de mayo; 99, 100, 101, 102, 103 y 104/2007, de 9 de mayo; 105, 106, 107, 108, 111, 113, 114 y 115/2007, de 10 de mayo).

- No admisión de alegaciones presentadas en el Juzgado de Guardia en relación con recurso contencioso-electoral.

La STC 109/2007, de 10 de mayo, recuerda su doctrina sobre la indefensión (por todas, la STC 115/2005, de 9 de mayo, FJ 3) y concluye que en el caso, la recurrente, mostrando la diligencia debida, intentó presentar sus alegaciones en el Juzgado de Guardia que las inadmitió «desatendiendo así lo acordado en la reunión sobre el servicio de guardia para-procedimientos electorales». Como consecuencia de ello, el órgano judicial (Juzgado de lo Contencioso-Administrativo) dictó sentencia sin poder valorar las argumentaciones contenidas en el escrito de oposición al recurso contencioso-electoral.

Sin embargo, esta conclusión «no puede ni debe conducirnos a la que sería la solución normal y ortodoxa en un amparo ordinario, la nulidad de la sentencia con retroacción de las actuaciones para que el Tribunal ordinario dicte otra nueva ... por no permitirlo la perentoriedad de los plazos del proceso electoral (STC 155/2003, de 21 de julio, FJ 6), razón por la que entra en el fondo y otorga el amparo en virtud de su doctrina sobre el concepto de irregularidades subsanables».

- Naturaleza del recurso de amparo electoral (artículo 49.3).

«El recurso constitucional de amparo solo cabe contra los actos del poder que violen los derechos y libertades referidos en el artículo 43.2 CE. La Ley ha de precisar en qué casos y con arreglo a qué formas [artículo 161 b) CE] será posible acudir a él, pero no extenderlo a objetos y finalidades distintas de las señaladas. Es por ello evidente que la LOREG, al prever una modalidad específica del recurso de amparo contra actos atinentes a la proclamación de candidaturas electorales, no ha alterado ni podía alterar la naturaleza de un recurso que no es disponible para el legislador» (STC 71/1986, 31 de mayo; STC 74/1986, 3 de junio).

«Las eventuales irregularidades cometidas en la proclamación de candidaturas y su subsanación admitida como tal por la Administración Electoral o, en su caso, por la jurisdicción contencioso-administrativa, no pueden fundamentar por sí mismas un recurso de amparo electoral» Y ello porque «tal recurso ha de dirigirse contra presuntas vulneraciones de derechos constitucionales de que sean titulares los recurrentes; derechos que habrán de estar englobados en el conjunto que delimita el artículo 23.2 CE» (STC 70/1987, 23 de mayo).

«No afecta al derecho a la tutela judicial efectiva (artículo 24 CE) que determinadas resoluciones judiciales relativas a materia electoral no admitan recurso de amparo» (ATC 245/1986,12 de marzo).

«No corresponde al TC proclamar candidaturas sino, solo y exclusivamente, pronunciarnos sobre la existencia o no de lesiones de derechos fundamentales en las decisiones adoptadas al respecto por los órganos competentes» (SSTC 103/1991, de 13 de mayo y 113/2007, de 10 de mayo).

- Requisitos del recurso de amparo electoral (artículo 49.4).

La interposición y formalización de un recurso de amparo en materia electoral queda también sujeta a los presupuestos y requisitos establecidos con carácter general para los recursos de esta naturaleza, en defecto de los cuales habrá de llegarse a la inadmisión del que quiere interponerse. Entre estas exigencias inexcusables para la viabilidad de la demanda se cuentan, tanto el que el recurso se deduzca en defensa de derechos amparables en este cauce [artículos 41.3 y 50.2 a) LOTC], así invocados en la demanda (artículo 49.1 LOTC), como el que tal queja haya sido planteada, para salvaguardar la subsidiariedad del amparo constitucional, en la vía judicial que sea en cada caso procedente, pues si así no fuera, el recurso resultaría también inadmisible por la causa prevista en el artículo 50.1 b) LOTC» (STC 71/1987, 23 de mayo. También la STC 108/1991, de 13 de mayo).

No se trata de que los recurrentes tengan que hacer mención explícita de alguna norma constitucional declarativa de derechos fundamentales -invocación formal que, de acuerdo con constante doctrina de este Tribunal no es condición necesaria ni suficiente para considerar correctamente emprendido el recurso- sino de que en su demanda se fundamente o mencione agravio a cualquiera de dichos derechos y, en particular, a aquéllos para cuya defensa ha sido instituido sobre todo este procedimiento especial, garantizados por el artículo 23.2 CE (STC 74/1986, 3 de junio).

«El recurso de amparo previsto en el artículo 49.4 LOREG no muestra otra especialidad que la del plazo establecido para su interposición, de tal modo que en todo lo demás rigen las reglas generales que ordenan, en la LOTC, la interposición, tramitación y modo de resolución de este recurso constitucional» (STC 63/1987, 20 de mayo).

El TC ha matizado en alguna ocasión ese criterio general. Así, la exigencia derivada del artículo 49.2 b) LOTC de aportar la Resolución contra la que se recurre y que no fue presentada por el recurrente no provocó la inadmisión por el siguiente motivo: «La premura de los plazos del recurso de amparo electoral y la circunstancia de que a través de la Sentencia de la Audiencia Territorial puede alcanzarse en este caso un conocimiento suficiente de los hechos, nos permite, con mayor flexibilidad que en un recurso de amparo ordinario, entrar en el fondo del recurso sin requerir la subsanación del mencionado defecto formal» (STC 81/1987, 27 de mayo).

La jurisprudencia del TC sobre la mayor flexibilidad en el enjuiciamiento de los requisitos del recurso de amparo electoral ha sido ratificada por la STC 160/1989, de 10 de octubre: «el requisito de la invocación de la lesión constitucional en el proceso judicial previo ha de interpretarse con suma flexibilidad, ya que el sentido institucional del recurso contencioso electoral hace que los Tribunales ordinarios tengan presentes usualmente, pese a las imprecisiones de los recurrentes, la posible relevancia constitucional de las quejas que se formulen»; en el caso enjuiciado el TC estimó suficiente la convocatoria en el proceso judicial previo de diversos preceptos constitucionales (entre ellos el 22 y el 23) y la alegación básica sobre los perjuicios que la proclamación de la otra candidatura supone sobre el derecho del recurrente a ser votado y elegido (FJ 1).

En lo que se refiere al requisito de postulación procesal, las SSTC 167/1989, y 169/1989, ambas de 16 de octubre, reiteran la jurisprudencia de las SSTC 69/1986 y 71/1986, relativa a la exigencia en el recurso de amparo electoral de lo previsto en el artículo 81.1 LOTC (representación por Procurador y bajo la dirección de Letrado), «pues ello no repugna a la necesaria brevedad de su tramitación»; que a pesar de que no se prevé un trámite de subsanación de este requisito, el TC ofreció al recurrente el plazo de un día para subsanar la omisión, «plazo cuya brevedad viene impuesta por la naturaleza perentoria y peculiar del amparo electoral en el que todo el proceso debe resolverse en tres días»; finalmente, que «dada la naturaleza del recurso de amparo electoral, la perentoriedad de sus plazos y la naturaleza del interés público que el proceso electoral implica, es claro que no puede atenderse la solicitud de designación de Abogado y Procurador de oficio, que por lo demás tampoco se ha formalizado ante este Tribunal» (STC 167/1989 citada, FJ único).

- Amparo electoral e incongruencia omisiva.

La perentoriedad de los plazos del proceso electoral hace que la incongruencia omisiva apreciada por el Tribunal Constitucional le lleve a resolver, en la medida en que sea posible, en lugar de anular la resolución judicial impugnada con retroacción de actuaciones para que el Tribunal ordinario dicte otra nueva (STC 71/1995, de 11 de mayo, FJ 2.º).

- Amparo electoral y nulidad de actuaciones.

No cabe hablar de falta de agotamiento de todos los recursos utilizables dentro de la vía judicial (artículo 44.1.a LOTC) por no haberse acudido al incidente excepcional de nulidad de actuaciones regulado en el artículo 241 LOPJ, puesto que en los supuestos de amparo electoral no resulta exigible la utilización de este incidente «atendida la regulación especial del recurso de amparo en materia electoral, la finalidad de proporcionar rápidamente certeza al resultado electoral y el tenor literal de los artículos 49 y 114 LOREG (STC 155/2003, de 21 de julio y ATC 13/2000, de 11 de enero). Se reitera en SSTC 96, 97 y 98/2007, de 8 de mayo; 99, 100, 101, 102, 103 y 104/2007, de 9 de mayo; 105, 106, 107, 108, 111, 113, 114 y 115/2007, de 10 de mayo.

- No extensión de efectos a otra entidad política compareciente en el amparo electoral.

Según la STC 101/2007, de 9 de mayo (FJ 6) no cabe extender los efectos del amparo a un partido que ha comparecido en el proceso constitucional una vez admitido a trámite el amparo, pues siempre ha negado el TC que en tal caso se puedan convertir en codemandantes y pedir la preservación o la reparación de sus propios derechos fundamentales (STC 220/2004, de 29 de noviembre, FJ 3).

- Dificultad de insertar el complejo supuesto contemplado en el artículo 44 LOREG en el proceso contencioso-electoral del artículo 49.

Como subrayaron las SSTC 48/2000, de 24 de febrero y 86/2003, de 8 de mayo, y reitera la 68/2005, de 31 de marzo, el Alto Tribunal no puede desconocer la dificultad de insertar el complejo supuesto contemplado en el artículo 44.4 LOREG en el proceso contencioso-electoral que regula su artículo 49, caracterizado por las notas de celeridad, perentoriedad, preclusión de plazos y concentración de las fases de alegaciones y prueba, notas que han de considerarse constitucionalmente necesarias y proporcionadas en cuanto responden a la finalidad razonable de que el proceso electoral se desarrolle efectivamente en el plazo legalmente establecido. Ahora bien, ante la aludida complejidad del supuesto contemplado en el artículo 44.4 LOREG, en el que se trata de dilucidar si la candidatura o candidaturas presentadas por una o varias agrupaciones electorales vienen de hecho a continuar o suceder la actividad de un partido político declarado judicialmente ilegal y disuelto o suspendido, sería deseable un especial esfuerzo por parte del legislador en orden a lograr un mejor acomodo procesal para este tipo de supuestos.

La STC 85/2003, de 8 de mayo (doctrina reiterada en la STC 99/2004, de 27 de mayo, se pronuncia sobre la posible inconstitucionalidad del artículo 49 LOREG y, en particular, en relación con la perentoriedad de los plazos establecidos por el legislador para la interposición, tramitación y resolución del recurso contencioso-electoral contra la proclamación de candidaturas y candidatos. El TC declaró en la citada sentencia, ante el reproche indirecto de inconstitucionalidad contra el referido precepto legal formulado por diversas agrupaciones electorales, que carecía de fundamento, «pues al haber optado nuestro ordenamiento jurídico por el control jurisdiccional de los actos de proclamación de candidaturas y candidatos es inexcusable articular dicha revisión jurisdiccional con arreglo a las notas características de celeridad y perentoriedad, a fin de no malograr el curso del propio procedimiento electoral, sin que pueda olvidarse, por lo demás, que la intervención del Tribunal Constitucional a través del recurso de amparo electoral, aporta un nuevo cauce para una garantía jurisdiccional de los derechos fundamentales, entre los que se encuentran los derechos a la tutela judicial efectiva y al proceso debido ... (destacando) la peculiaridad del amparo electoral en los supuestos del artículo 49.4 LOREG, en los que la singularidad de la cuestión planteada ha de conducir a una flexibilidad de los límites propios del recurso de amparo a la vista de la brevedad de los plazos del proceso previo, brevedad exigida por los fines del proceso electoral global».

La urgente tramitación del amparo electoral no implicaba per se una vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva, «si con ello se tiende a hacer efectivo el principio de celeridad en el proceso, pues es constitucionalmente inobjetable que el legislador prevea tal reducción en los plazos cuando tal decisión responde a una finalidad razonable y necesaria acorde con los principios que han de regir el procedimiento correspondiente».

No obstante el carácter singular del recurso regulado en el artículo 49 LOREG y de la perentoriedad de sus plazos, el Tribunal recuerda, en cuanto a su sustanciación, que «los legitimados para impugnar deben, en el mismo acto de interposición del recurso, "presentar las alegaciones que estimen pertinentes acompañadas de los elementos de prueba oportunos", pero también que, "aunque el citado precepto no configura u específico trámite de alegaciones para que los afectados o interesados puedan oponerse a las pretensiones ejercitables en el recurso, los principios procesales de contradicción y de igualdad de armas procesal, exigen que se confiera un trámite que permita a los interesados (en este caso a las agrupaciones electorales cuyas candidaturas han sido proclamadas) efectuar las alegaciones que se consideren oportunas, y a ella se acompañen los elementos probatorios en que se funde su derecho"» (SSTC 85/2003, de 8 de mayo y 68/2005, de 31 de marzo). Si el proceso que da lugar al recurso regulado en el art. 49 LOREG no es un proceso penal ni sancionador, resulta impertinente e improcedente la traslación al mismo de los requisitos exigidos en los procesos primitivos para la práctica y validez de la prueba (STC 99/2004 y 44/2009).

- Tramitación del recurso de amparo contra el ATS, Sala del 61, de anulación de 133 candidaturas de ANV por la vía del artículo 49 LOREG.

La STC 112/2007, de 10 de mayo de 2007 concluye que la petición de amparo que se refiere directa e inequívocamente a los acuerdos de proclamación de candidaturas ha de tramitarse conforme al Acuerdo del Pleno del TC de 20 de enero de 2000. Converge esta solución normativa con la prevista en el artículo 49.5 LOREG, procedimiento que, como el previo al presente amparo, se refiere en su resolución a la proclamación de candidaturas electorales, y en el que la Sala Especial del artículo 61 LOPJ del TS es llamada a intervenir para evitar que se defraude, mediante la presentación y proclamación de determinadas candidaturas, lo resuelto por la propia Sala en un anterior pronunciamiento de ilegalización y disolución de un partido político. Estas modulaciones en la tramitación procesal del amparo constitucional que para tales supuestos se establecen responden a exigencias de seguridad y de celeridad a favor de una ágil protección de los derechos fundamentales, cuya plena eficacia podría malograrse si recibieran una justicia constitucional que habría de quedar acomodada a los tiempos del amparo ordinario, pero que sería de facto tardía. Ciertamente, el procedimiento de amparo ordinario también permitiría aquella concurrencia si, admitido a trámite el recurso, se acordara la suspensión de los autos recurridos. Nada impediría, tampoco, que, aun sin adoptarse esa medida cautelar y celebradas las elecciones sin el concurso de las candidaturas cuya impugnación aquí se discute, la estimación de la demanda se acordara con el efecto de la nulidad de dichas elecciones y la obligación de repetirlas. En ambos casos, sin embargo, además del grave trastorno institucional y político que supone la anulación de un proceso electoral, se propiciaría una incertidumbre sobre la suerte de los mandatos de representación de cuantas personas integran las instituciones afectadas, con cuanto ello puede implicar en perjuicio de su autoridad y legitimación democráticas.

En el mismo sentido, la STEC de 21 de mayo de 2009. La coalición demandante ("Iniciativa Internacionalista - La Solidaridad entre los Pueblos") no califica su recurso contra el ATS, Sala del 61, como de amparo electoral, aun cuando la transmisión del mismo se ha ajustado a lo dispuesto en el art. 49.4 y 5 LOREG. El resultado positivo de la pretensión de que la candidatura pueda concurrir a las elecciones al PE únicamente sería factible, de prosperar el recurso, si se tramita por el cauce del amparo electoral. El efecto de acortamiento de los plazos, inevitablemente para la consecución de la efectiva tutela de los derechos que en el amparo se demanda, no comporta la privación de las garantías inherentes al proceso de amparo. Y concluye el F.J. 2.º: "El procedimiento contencioso-electoral está concebido inicialmente para supuestos de menor complejidad que los contemplados en el art. 44.4 LOREG, por lo que, volvemos a insistir, resulta ya urgente un especial esfuerzo por parte del legislador en orden a lograr un mejor acomodo procesal que aúne las garantías procesales del art. 24 CE con las notas de celeridad, perentoriedad, preclusión de plazos y concentración de las fases de alegaciones y prueba propias del referido procedimiento (SSTC 85/2003, de 8 de mayo, 68/2005, de 31 de marzo; y 110/2007, de 10 de mayo, FJ 3; 49/2003, de 12 de febrero. Así mismo téngase en cuenta las SSTC 43 y 44/2009, de 12 de febrero.

SECCIÓN IV

Disposiciones generales sobre la campaña electoral

Artículo 50. 1. Los poderes públicos que en virtud de su competencia legal hayan convocado un proceso electoral pueden realizar durante el período electoral una campaña de carácter institucional destinada a informar a los ciudadanos sobre la fecha de la votación, el procedimiento para votar y los requisitos y trámite del voto por correo, sin influir, en ningún caso, en la orientación del voto de los electores. Esta publicidad institucional se realizará en espacios gratuitos de los medios de comunicación social de titularidad pública del ámbito territorial correspondiente al proceso electoral de que se trate, suficientes para alcanzar los objetivos de esta campaña (3) .

2. Desde la convocatoria de las elecciones y hasta la celebración de las mismas queda prohibido cualquier acto organizado o financiado, directa o indirectamente, por los poderes públicos que contenga alusiones a las realizaciones o a los logros obtenidos, o que utilice imágenes o expresiones coincidentes o similares a las utilizadas en sus propias campañas por alguna de las entidades políticas concurrentes a las elecciones.

3. Asimismo, durante el mismo período queda prohibido realizar cualquier acto de inauguración de obras o servicios públicos o proyectos de éstos, cualquiera que sea la denominación utilizada, sin perjuicio de que dichas obras o servicios puedan entrar en funcionamiento en dicho período.

4. Se entiende por campaña electoral, a efectos de esta Ley, el conjunto de actividades lícitas llevadas a cabo por los candidatos, partidos, federaciones, coaliciones o agrupaciones en orden a la captación de sufragios.

5. Salvo lo dispuesto en el apartado 1 de este artículo, ninguna persona jurídica distinta de las mencionadas en el apartado anterior podrá realizar campaña electoral a partir de la fecha de la convocatoria de las elecciones, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 20 de la Constitución.

CONCORDANCIAS

- Campaña electoral: artículos 51 a 67.

- Convocatoria electoral: artículo 42 (y concordancias).

- Derecho fundamental a la libertad de expresión:artículo 20 CE.

NORMATIVA COMPLEMENTARIA

- Artículo 13.5Real Decreto 605/1999, de 16 de abril, modificado por el RD 1382/2002, de 20 de diciembre, que se reproduce en anexo normativo.

- Artículo 10 de la Ley 29/2005, de 29 de diciembre, de Comunicación y Publicidad Institucional (debe tenerse en cuenta que el ámbito de aplicación de esta ley se ciñe a las campañas institucionales de publicidad y de comunicación promovidas o contratadas por la Administración General del Estado y por las demás entidades integrantes del sector público estatal).

Artículo 10.Procesos electorales y de referéndum.

«Las campañas institucionales reguladas en esta Ley y realizadas durante un proceso electoral o de referéndum se sujetarán, además, a la normativa especial prevista en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, y en la Ley Orgánica 2/1980, de 18 de enero, sobre regulación de las distintas modalidades de referéndum.

Sin perjuicio de lo previsto en el párrafo anterior, los poderes públicos y las entidades a los que se refiere el artículo 1 de esta Ley se abstendrán de realizar campañas institucionales en período electoral, entendiendo por tal el lapso temporal comprendido entre la convocatoria de elecciones y el día mismo de la votación, con las siguientes excepciones:

a) Las expresamente previstas en la normativa electoral en relación con la información a los ciudadanos sobre la inscripción en las listas del censo electoral o las demás previstas en el artículo 50.1 de la LOREG.

b) Las que puedan resultar imprescindibles para la salvaguarda del interés público o para el correcto desenvolvimiento de los servicios públicos».

- Instrucción de 13 de septiembre de 1999, de la JEC, sobre el objeto y límites de las campañas institucionales(BOE núm. 222, del 16): véase en anexo normativo.

- Instrucción de 31 de enero de 2005, de la Junta Electoral Central, sobre la campaña de información que los poderes públicos pueden hacer sobre el referéndum consultivo relativo al Tratado por el que se establece una Constitución para Europa,(BOE núm. 29, de 3 de febrero): véase en anexo normativo.

- Instrucción 4/2007, de 12 de abril, de la Junta Electoral Central, sobre la utilización de las nuevas tecnologías de la información y de la comunicación electrónicas como instrumento de propaganda electoral, véase en anexo normativo.

- Sobre los permisos de los candidatos, vid. artículo 30.2 Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública y Orden de 6 de noviembre de 1985, del Ministerio de la Presidencia, por la que se regula la concesión de permisos a los funcionarios que se presenten como candidatos a las elecciones(BOE núm. 267, del 7):

Primero. Los funcionarios públicos y demás personal al servicio de la Administración del Estado y sus Organismos autónomos, incluida la Seguridad Social, que se presenten como candidatos a las elecciones a Diputados y Senadores a Cortes Generales, a las elecciones de miembros de las Corporaciones Locales y a las elecciones para las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, podrán ser dispensados, previa solicitud de los interesados, de la prestación del servicio en sus respectivas Unidades, de acuerdo con lo establecido en el artículo 30.2 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto, de Medidas para la Reforma de la Función Pública, durante el tiempo de duración de la campaña electoral. El referido permiso podrá ser concedido por el Subsecretario del Departamento Ministerial o, en su caso, Delegado del Gobierno o Gobernador Civil de quien dependa la Unidad Administrativa en la que preste sus servicios el interesado.

Segundo. La presente Orden entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».

- Artículo 37.3 d) del Estatuto de los Trabajadores (Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de ET).

NORMATIVA AUTONÓMICA

Artículos 26 y 27.2 LE.And; artículos 21 y 22.2 LE.Ara; artículos 24 y 25 LE.Ast; artículo 20 LE.Can; artículo 26 LE.Cant; artículos 26 y 27.3 LE.Cast-LM; artículos 30 y 31 LE.Cast-León; artículos 29 y 31 LE.Ext; artículos 24 y 25.2 LE.Gal; artículo 20 LE.lBal; artículo 11 LE.Mad; artículo 23 LE.Mur; artículos 21 y 22 LE.Nav; artículos 68 y 70 LE.PVas; artículos 29 y 30 LE.Rio; artículo 30 LE.Val.

Conviene destacar los criterios novedosos que algunas de las disposiciones citadas establecen en relación con la campaña institucional:

- La LE.Ast estatuye que antes de ser aprobada la campaña institucional por el Consejo de Gobierno de la Comunidad, deberá ser informada por la Diputación Permanente de la Junta General del Principado de Asturias.

- La LE.Cast-LM prohíbe la utilización por las entidades políticas que concurren a las elecciones de «los slogans, símbolos o carteles utilizados por la campaña institucional».

- La LE.IBal prevé la realización de la campaña institucional por el Consejo de Gobierno y por los Consejos Insulares. Las LE.Gal, LE.Val, LE.Ext atribuyen la realización de ésta a los poderes públicos. Las demás leyes electorales autonómicas, al Consejo de Gobierno.

- La LE.Nav es modificada por la Ley Foral 4/2004, de 2 de junio, que adiciona un apartado 3 al artículo 21 de este tenor: «Las Administraciones Públicas de Navarra no podrán realizar inauguraciones, ni colocación de primeras piedras durante los treinta días naturales anteriores al día en que se celebren las elecciones».

La primera ley autonómica en la materia es la Ley 7/2003, de 20 de marzo, de publicidad institucional de la Comunidad Valenciana (BOE núm. 87, de 11 de abril), cuya disposición adicional se remite a la legislación electoral.

En la Comunidad Autónoma de Andalucía el art. 209 E. And se remite a una ley para la regulación de la publicidad institucional estando vigente la Ley 6/2005, de 8 de abril, reguladora de la actividad publicitaria de las Administraciones Públicas de Andalucía. El artículo 6 establece las limitaciones y garantías en privado electoral, de forma que la publicidad regulada en la ley no puede llevarse a cabo entre el día de la publicación de cualquier convocatoria electoral con incidencia en la CA de Andalucía y el día de la votación; si bien tal limitación no es aplicable a las actividades publicitarias relacionadas con: a) La organización y desarrollo de los procesos electorales; b) La comunicación pública que las Administraciones Públicas lleven a cabo con carácter estrictamente informativo, en forma de convocatoria o aviso o relativa al funcionamiento de servicios; c) Las actividades publicitarias necesarias para la salvaguarda del interés general o para el desarrollo correcto de los servicios públicos; d) Aquéllas que vengan exigidas legal o reglamentariamente. En fin, el ap. 3 señala que en las campañas institucionales para promover la participación en las elecciones no pueden utilizarse eslógares o simbología identificables con los partidos políticos. Estos, a su vez, no pueden utilizar durante la campaña electoral eslóganes o simbología identificable con las campañas electorales.

«A los efectos de la presente Ley se entiende por publicidad institucional toda forma de comunicación dirigida a una pluralidad de destinatarios realizada a iniciativa de las Administraciones Públicas andaluzas, sus organismos autónomos, las entidades de derecho público y las sociedades públicas o mixtas, que tengan por objeto: a) promover comportamientos o ideas u ofrecer servicios o productos; b) informar sobre derechos y obligaciones de los ciudadanos o grupos de ellos; c) informar sobre la existencia de las entidades a que se refiere el párrafo primero de este artículo, sus actividades, los servicios que prestan o los productos que promueven; d) emitir cualquier otro mensaje en el ámbito de las competencias y objeto social de la entidad, sociedad o persona jurídico-pública que promueve la comunicación».


El artículo 6 dice:

«1. Al objeto de no influir en la intención de voto de los ciudadanos, la publicidad comprendida en el ámbito del artículo 1 de esta Ley no podrá realizarse, en el ámbito de la Comunidad de Andalucía, en el período que media entre la convocatoria de elecciones y el día de su celebración. Queda a salvo de esta prohibición la campaña institucional regulada en el artículo 27.2 de la Ley 2/1986, Electoral de Andalucía. 2. El Decreto de convocatoria de las elecciones a que se refieren los artículos 14 y 15 de la Ley 1/1986, de 2 de enero, Electoral de Andalucía, hará expresa mención de la prohibición establecida en el apartado precedente. 3. En todos los contratos suscritos o adjudicados por las Administraciones o entidades comprendidas en el ámbito de esta Ley, se incluirán las cláusulas oportunas para que lo previsto en el apartado primero de este artículo sea efectivo y exigible».


Asimismo la Comunidad Autónoma de Canarias ha aprobado la Ley 2/2007, de 9 de febrero, reguladora de las campañas institucionales realizadas por los órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias y por las restantes entidades comprendidas en el sector público autonómico canario (BOC de 14 de febrero; BOE de 13 de marzo). Tras enunciar en el apartado 1.1 del artículo único los objetivos de dichas campañas, en el 2 determina:


«2.Las campañas institucionales se sujetarán a las prohibiciones contenidas en la normativa básica estatal y, singularmente, a las recogidas en el artículo 4 de la Ley 29/2005, de 29 de diciembre, de Publicidad y Comunicación Institucional.

2.1. Las campañas institucionales que se realicen con ocasión de los procesos electorales convocados deberán respetar las limitaciones contenidas en el artículo 22.3 de la Ley 7/2003, de 20 de marzo, de elecciones al Parlamento de Canarias y en lo que sea de aplicación, con carácter básico supletorio, en la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General.

2.2. No obstante lo anterior, la Administración de la Comunidad Autónoma y las restantes entidades comprendidas en el sector público autonómico podrán de forma excepcional llevar a cabo en período electoral aquellas campañas institucionales que puedan resultar imprescindibles para la salvaguarda del interés público o para el correcto desenvolvimiento de los servicios públicos».



El E.Cat, en su artículo 43, determina la finalidad que han de tener las campañas institucionales. La CCAA de Cataluña dictó la Ley 18/2000, de 29 de diciembre, por la que se regula la publicidad institucional (DOGC núm. 3300, de 8 de enero de 2001; BOE núm. 20, de 23 de enero de 2001), cuyo artículo 4 establece que:


«La publicidad institucional debe respetar las disposiciones establecidas sobre publicidad, especialmente en cuanto a publicidad engañosa, desleal, subliminal y encubierta, así como el siguiente código de conducta publicitaria:

a) La utilización no partidista de la publicidad institucional: Ninguna comunicación publicitaria institucional debe ser partidista, ni tener puntos de similitud con la publicidad que lleve a cabo ningún partido político para su propia imagen o la captación de afiliados. Siempre es preciso desmarcar claramente la publicidad institucional de la propaganda política. En este sentido, debe evitarse la confusión y coincidencia de las campañas institucionales con las campañas electorales, con excepción de las campañas institucionales referidas al propio proceso electoral».



La Comunidad Autónoma de Castilla y León aprueba la Ley 4/2009, de 28 de mayo, de publicidad institucional, cuyo art. 8.2 determina que no podrán llevarse a cabo las actuaciones de publicidad institucional que tengan como finalidad destacar los logros de gestión o los objetivos alcanzados. Y el artículo 8.5 que la publicidad institucional no podrá llevarse a cabo entre el día de la convocatoria y el de la votación  (4) .

DOCTRINA DE LA JEC

A) Campaña institucional.

- Campaña institucional: objeto y límites materiales.

Doctrina hasta la reforma de 1994.

La expresión «tu deber es votar» ha de considerarse como la válida y legítima alusión al deber cívico de ejercer el derecho de sufragio, deber inseparablemente unido por propia naturaleza a un derecho función como es el de voto, aunque no se trata de un deber cuyo cumplimiento comporte consecuencias jurídicas ni sanciones de ninguna clase a las que no se hace en absoluto alusión en el «slogan» (Ac 12 de septiembre de 1978).
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